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Decreto 168/2021 

Medidas generales de prevención  D.A (JGM) 1198/2021 
Excepciones Sector cultural Resolución (MC) 2055/2021 

Medidas Sector Salud  

Uso del barbijo 
R (MS) 1849/2022 

Plan estratégico para regular el uso de plasma de pacientes 
recuperados de Covid-19 

Ley 27554 
Resolución (MS) 9/2021 

Vacunación contra el Covid-19 
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Resolución (MS) 3451/2021 

Base de datos Vacunacion Covid-19 Disposición (JGM) 6/2021 

Indemnización del fondo de reparación COVID-19 R.C (MS) 7/2022 

Recomendaciones para el uso de inmunoglobulinas equinas Resolución (MS) 8/2021 
Testeo Resolución (MS) 28/2022 
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descentralizada 

Resolución (MS) 1419/2022 
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Emergencia sanitaria  
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Decreto (PEN) 867/2021 
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Decreto (PEN) 12/2022 
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Disposición (DNM) 1975/2022 
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Transporte 
Derogación de plan de emergencia sanitaria Disposición (CNRT) 688/2022 



 

Obligaciones tributarias y previsionales Resolución (MT) 658/2022 
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Fondo de asistencia para la reactivación de rodajes 
Resolución (INCAA) 6/2022 
Resolución (INCAA) 99/2022 
Resolución (INCAA) 497/2022 

Programa JUEVES ESTRENO Resolución (INCAA) 504/2022 
Sorteos INCAA Resolución (INCAA) 629/2022 

APTUR 

Resolución (MTYD) 2/2022 
Resolución (MTYD) 7/2022 
Resolución (MTYD) 19/2022 
Resolución (MTYD) 105/2022 
Resolución (MTYD) 321/2022 

CREASE – Sector Hotelero Resolución (MTYD) 1/2022 

Agencias de viaje Resolución (MTYD) 368/2022 
Programa jóvenes y micro, pequeñas y medianas empresas Resolución (ME) 5/2022 

IGJ 
Suscriptores ahorristas y adjudicatarios R.G (IGJ) 20/2021 

Celebración de reuniones de órganos de administración o 
gobierno realizadas a distancia 

R.G (IGJ) 8/2022 

Las entidades administradoras de planes de ahorro deberán 
ofrecer la opción de diferir la alícuota. 

R.G (IGJ) 12/2022 

SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES 
Fondo de riesgo R (SPYMEYE) 42/2022 

MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
Permisos de exportación R.C (MDP) 1/2022 

Proyecto de fomento y fortalecimiento de herramientas de 
acceso al crédito MIPYME 

R (MDP) 73/2022 
R (MDP) 529/2022 

Programa Desarrollo Productivo PYME R (MDP) 498/2022 
Programa de reactivación y desarrollo productivo 

cooperativo (REDECO) 
R (MDP) 171/2022 

Programa soluciona II R (MDP) 308/2022 

ANSES 
Haber mínimo Resolución (ANSES) 108/2021 

Ley 24241 Decreto (PEN) 475/2021 
Fe de vida Resolución (ANSES) 277/2021 
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Beneficio a contribuyentes cumplidores inscriptos en el 
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R.G (AFIP) 5185/2022 

Régimen de presentación voluntaria D (MT) 424/2022 

BCRA 

Servicio financiero en el marco de la emergencia sanitaria 
Comunicación A (BCRA) 7497/2022 
Comunicación A (BCRA) 7525/2022 

ÁREA JUDICIAL 



 

Feria judicial Acordada S/N/2021 

LABORAL 
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empleadores actividades de salud 
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Decreto (PEN) 359/2022 
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Programa de asistencia de emergencia al trabajo y la 
producción 

R.G (AFIP) 5128/2021 

Comité de evaluación y monitoreo del programa de 
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D.A (JGM) 70/2021 
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Norte Grande 

Decreto (PEN) 191/2021 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  
Teletrabajo Resolución (MTESS) 142/2021 

REPRO 
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Resolución (MTESS) 244/2022 
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Resolución (MTESS) 695/2022 
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Programa trabajo autogestionado Resolución (MTESS) 127/2021 

Inasistencia justificada al lugar de trabajo 
Resolución (MTESS) 60/2021 
Resolución (MTESS) 92/2021 

Fondo Fiduciario de Enfermedades Profesionales (FFEP)- 
COVID  19 

Resolución (MTESS) 115/2021 

Recomendaciones para el regreso al trabajo de los 
trabajadores con diagnostico de COVID-19 

Resolución (MTESS) 27/2022 

SRT 
Protocolo SRT para la prevención del COVID-19 Resolución (SRT) 29/2022  

Resolución (SRT) 67/2022 

Incapacidad laboral 
Resolución (SRT) 20/2021 
Disposición (SRT) 4/2021 

Enfermedad COVID-19 -  SARS-CoV-2 
Resolución (SRT) 21/2022 
Resolución (SRT) 31/2022 



 

ALQUILERES E HIPOTECAS 

Ley de Alquileres  Ley 27551 

Régimen de registración de contratos de locación 
R.G (AFIP) 4933/2021 
R.G (AFIP) 4967/2021 

Indices para contratos de locación 

Comunicación B (BCRA) 12059/2020 
Comunicación A (BCRA) 7096/2020 
Comunicación B (BCRA) 12063/2020 
Comunicación B (BCRA) 12080/2020 
Comunicación B (BCRA) 12094/2020 
Comunicación B (BCRA) 12106/2020 
Comunicación B (BCRA) 12119/2021 
Comunicación B (BCRA) 12132/2021 
Comunicación B (BCRA) 12142/2021 
Comunicación B (BCRA) 12155/2021 
Comunicación B (BCRA) 12167/2021 
Comunicación B (BCRA) 12184/2021 
Comunicación B (BCRA) 12198/2021 
Comunicación B (BCRA) 12207/2021 
Comunicación B (BCRA) 12222/2021 
Comunicación B (BCRA) 12237/2021 
Comunicación B (BCRA) 12249/2021 
Comunicación B (BCRA) 12260/2021 
Comunicación B(BCRA) 12277/2022 
Comunicación B (BCRA) 12289/2022 
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Comunicación B (BCRA) 12341/2022 
Comunicación B (BCRA) 12377/2022 
Comunicación B (BCRA) 12393/2022 
Comunicación B (BCRA) 12405/2022 

Decreto 297/2020 
 
DECNU-2020-297-APN-PTE - Disposiciones. 
 
Ciudad de Buenos Aires, 19/03/2020 
 
VISTOel Expediente N° EX-2020-18181895-APN-DSGA#SLYT, la Ley Nº 27.541, el Decreto Nº 260 
del 12 de marzo de 2020 y su modificatorio N° 287 del 17 de marzo de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), declaró el 
brote del nuevo coronavirus como una pandemia, luego de que el número de personas infectadas 
por COVID-19 a nivel global llegara a 118.554, y el número de muertes a 4.281, afectando hasta 
ese momento a 110 países. 
 
Que por el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió en nuestro país la emergencia 
pública en materia sanitaria establecida por Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año en virtud de 
la pandemia declarada. 
 
Que, según informara la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) con fecha 19 de marzo de 
2020, se ha constatado la propagación de casos del coronavirus COVID-19 a nivel global llegando a 
un total de 213.254 personas infectadas, 8.843 fallecidas y afectando a más de 158 países de 
diferentes continentes, habiendo llegando a nuestra región y a nuestro país hace pocos días. 
 
Que la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a escala internacional, 
requiere la adopción de medidas inmediatas para hacer frente a esta emergencia. 
 
Que, a pesar de las medidas oportunas y firmes que viene desplegando el Gobierno Nacional y los 
distintos gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires desde el primer caso 
confirmado en la Argentina, el día 3 de marzo de 2020, se han contabilizado NOVENTA Y SIETE (97) 
casos de personas infectadas en ONCE (11) jurisdicciones, habiendo fallecido TRES (3) de ellas, 
según datos oficiales del MINISTERIO DE SALUD brindados con fecha 18 de marzo de 2020. 
 
Que nos encontramos ante una potencial crisis sanitaria y social sin precedentes, y para ello es 
necesario tomar medidas oportunas, transparentes, consensuadas y basadas en las evidencias 
disponibles, a fin de mitigar su propagación y su impacto en el sistema sanitario. 
 
Que, toda vez que no se cuenta con un tratamiento antiviral efectivo, ni con vacunas que 
prevengan el virus, las medidas de aislamiento y distanciamiento social obligatorio revisten un rol 
de vital importancia para hacer frente a la situación epidemiológica y mitigar el impacto sanitario 
del COVID-19. 
 
Que, teniendo en consideración la experiencia de los países de Asia y Europa que han transitado la 
circulación del virus pandémico SARS-CoV2 con antelación, se puede concluir que el éxito de las 
medidas depende de las siguientes variables: la oportunidad, la intensidad (drásticas o 
escalonadas), y el efectivo cumplimiento de las mismas. 
 
Que, con el objetivo de proteger la salud pública como una obligación inalienable del Estado 
nacional, se establece para todas las personas que habitan en el país o se encuentren en él, la 
medida de “aislamiento social, preventivo y obligatorio”, por un plazo determinado, durante el 
cual todas las personas deberán permanecer en sus residencias habituales o en el lugar en que se 
encuentren y abstenerse de concurrir a sus lugares de trabajo. 
 



 

Que, asimismo se establece la prohibición de desplazarse por rutas, vías y espacios públicos, a fin 
de prevenir la circulación y el contagio del virus COVID-19. 
 
Que el artículo 14 de la Constitución Nacional establece que “todos los habitantes de la Nación 
gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de 
trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de 
entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino….”. 
 
Que, si bien resulta ser uno de los pilares fundamentales garantizado en nuestro ordenamiento 
jurídico, el mismo está sujeto a limitaciones por razones de orden público, seguridad y salud 
pública. En efecto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) recoge en su 
Artículo 12 Inc. 1 el derecho a “…circular libremente…”, y el artículo 12.3 establece que el ejercicio 
de los derechos por él consagrados “no podrá ser objeto de restricciones a no ser que éstas se 
encuentren previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden 
público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles 
con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto”. 
 
Que, en igual sentido, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 
22 inciso 3 que el ejercicio de los derechos a circular y residir en un Estado consagrados en el 
artículo 22.1 “…no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en 
una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad 
nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades 
de los demás”. 
 
Que, en ese sentido se ha dicho que, “… el campo de acción de la policía de salubridad es muy 
amplio, siendo su atinencia a todo lo que pueda llegar a afectar la vida y la salud de las personas, 
en especial la lucha contra las enfermedades de todo tipo, a cuyo efecto se imponen mayormente 
deberes preventivos, para impedir la aparición y difusión de las enfermedades –por ejemplo… 
aislamiento o cuarentena…- “El poder de policía y policía de salubridad. Alcance de la 
responsabilidad estatal”, en “Cuestiones de Intervención Estatal – Servicios Públicos. Poder de 
Policía y Fomento”, Ed. RAP, Bs. As., 2011, pág. 100. 
 
Que las medidas que se establecen en el presente decreto resultan las imprescindibles, razonables 
y proporcionadas con relación a la amenaza y al riesgo sanitario que enfrentamos. 
 
Que la dinámica de la pandemia y su impacto sobre la salud pública hacen imposible seguir el 
trámite para la sanción de las leyes. 
 
Que la Ley N° 26.122, regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo 99 inciso 3 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 



 

Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los Decretos de Necesidad y Urgencia, así como 
para elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el plazo de 
DIEZ (10) días hábiles. 
 
Que el artículo 22 de la Ley N° 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 
3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1º.- A fin de proteger la salud pública, lo que constituye una obligación inalienable del 
Estado nacional, se establece para todas las personas que habitan en el país o se encuentren en él 
en forma temporaria, la medida de “aislamiento social, preventivo y obligatorio” en los términos 
indicados en el presente decreto. La misma regirá desde el 20 hasta el 31 de marzo inclusive del 
corriente año, pudiéndose prorrogar este plazo por el tiempo que se considere necesario en 
atención a la situación epidemiológica. 
 
Esta disposición se adopta en el marco de la declaración de pandemia emitida por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), la Emergencia Sanitaria ampliada por el Decreto N° 260/20 y su 
modificatorio, y en atención a la evolución de la situación epidemiológica, con relación al 
CORONAVIRUS- COVID 19. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° del Decreto N° 355/2020 B.O. 11/4/2020 se prorroga la vigencia del 
presente Decreto hasta el día 26 de abril de 2020 inclusive, con las modificaciones previstas en el 
artículo 2° del decreto de referencia. Vigencia: a partir de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL. 
Prórroga anterior: art. 1° del Decreto N° 325/2020 B.O. 31/3/2020) 
 
ARTÍCULO 2º.- Durante la vigencia del “aislamiento social, preventivo y obligatorio”, las personas 
deberán permanecer en sus residencias habituales o en la residencia en que se encuentren a las 
00:00 horas del día 20 de marzo de 2020, momento de inicio de la medida dispuesta. Deberán 
abstenerse de concurrir a sus lugares de trabajo y no podrán desplazarse por rutas, vías y espacios 
públicos, todo ello con el fin de prevenir la circulación y el contagio del virus COVID-19 y la 
consiguiente afectación a la salud pública y los demás derechos subjetivos derivados, tales como la 
vida y la integridad física de las personas. 
 



 

Quienes se encuentren cumpliendo el aislamiento dispuesto en el artículo 1°, solo podrán realizar 
desplazamientos mínimos e indispensables para aprovisionarse de artículos de limpieza, 
medicamentos y alimentos. 
 
ARTÍCULO 3º.- El MINISTERIO DE SEGURIDAD dispondrá controles permanentes en rutas, vías y 
espacios públicos, accesos y demás lugares estratégicos que determine, en coordinación y en 
forma concurrente con sus pares de las jurisdicciones provinciales y de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, para garantizar el cumplimiento del “aislamiento social, preventivo y obligatorio”, 
de las normas vigentes dispuestas en el marco de la emergencia sanitaria y de sus normas 
complementarias. 
 
Las autoridades de las demás jurisdicciones y organismos del sector público nacional, en el ámbito 
de sus competencias, y en coordinación y en forma concurrente con sus pares de las jurisdicciones 
provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dispondrán procedimientos de fiscalización 
con la misma finalidad. 
 
ARTÍCULO 4º.- Cuando se constate la existencia de infracción al cumplimiento del “aislamiento 
social, preventivo y obligatorio” o a otras normas dispuestas para la protección de la salud pública 
en el marco de la emergencia sanitaria, se procederá de inmediato a hacer cesar la conducta 
infractora y se dará actuación a la autoridad competente, en el marco de los artículos 205, 239 y 
concordantes del Código Penal. 
 
El MINISTERIO DE SEGURIDAD deberá disponer la inmediata detención de los vehículos que 
circulen en infracción a lo dispuesto en el presente decreto y procederá a su retención preventiva 
por el tiempo que resulte necesario, a fin de evitar el desplazamiento de los mismos, para 
salvaguarda de la salud pública y para evitar la propagación del virus. 
 
ARTÍCULO 5º.- Durante la vigencia del “aislamiento social, preventivo y obligatorio” no podrán 
realizarse eventos culturales, recreativos, deportivos, religiosos, ni de ninguna otra índole que 
impliquen la concurrencia de personas. 
 
Se suspende la apertura de locales, centros comerciales, establecimientos mayoristas y minoristas, 
y cualquier otro lugar que requiera la presencia de personas. 
 
ARTÍCULO 6º.- Quedan exceptuadas del cumplimiento del “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” y de la prohibición de circular, las personas afectadas a las actividades y servicios 
declarados esenciales en la emergencia, según se detalla a continuación, y sus desplazamientos 
deberán limitarse al estricto cumplimiento de esas actividades y servicios: 
 
1. Personal de Salud, Fuerzas de seguridad, Fuerzas Armadas, actividad migratoria, servicio 
meteorológico nacional, bomberos y control de tráfico aéreo. 
2. Autoridades superiores de los gobiernos nacional, provinciales, municipales y de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires Trabajadores y trabajadoras del sector público nacional, provincial, 



 

municipal y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, convocados para garantizar actividades 
esenciales requeridas por las respectivas autoridades. 
3. Personal de los servicios de justicia de turno, conforme establezcan las autoridades 
competentes. 
4. Personal diplomático y consular extranjero acreditado ante el gobierno argentino, en el marco 
de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y la Convención de Viena de 1963 sobre 
Relaciones Consulares y al personal de los organismos internacionales acreditados ante el 
gobierno argentino, de la Cruz Roja y Cascos Blancos. 
5. Personas que deban asistir a otras con discapacidad; familiares que necesiten asistencia; a 
personas mayores; a niños, a niñas y a adolescentes.  
6. Personas que deban atender una situación de fuerza mayor. 
7. Personas afectadas a la realización de servicios funerarios, entierros y cremaciones. En tal 
marco, no se autorizan actividades que signifiquen reunión de personas. 
8. Personas afectadas a la atención de comedores escolares, comunitarios y merenderos. 
9. Personal que se desempeña en los servicios de comunicación audiovisuales, radiales y gráficos. 
10. Personal afectado a obra pública. 
11. Supermercados mayoristas y minoristas y comercios minoristas de proximidad. Farmacias. 
Ferreterías. Veterinarias. Provisión de garrafas. 
12. Industrias de alimentación, su cadena productiva e insumos; de higiene personal y limpieza; de 
equipamiento médico, medicamentos, vacunas y otros insumos sanitarios. (Nota Infoleg: por art. 
3° de la Decisión Administrativa N° 429/2020 B.O. 20/3/2020 se aclara que en el presente inciso 
cuando se refiere a las Industrias de alimentación se entenderá a las que integran la cadena de 
valor e insumos de los sectores productivos de alimentación y bebidas, higiene personal y 
limpieza, equipamiento médico, medicamentos, vacunas y otros insumos sanitarios. Vigencia: a 
partir del día de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL) 
13. Actividades vinculadas con la producción, distribución y comercialización agropecuaria y de 
pesca. 
14. Actividades de telecomunicaciones, internet fija y móvil y servicios digitales. 
15. Actividades impostergables vinculadas con el comercio exterior. 
16. Recolección, transporte y tratamiento de residuos sólidos urbanos, peligrosos y patogénicos. 
17. Mantenimiento de los servicios básicos (agua, electricidad, gas, comunicaciones, etc.) y 
atención de emergencias. 
18. Transporte público de pasajeros, transporte de mercaderías, petróleo, combustibles y GLP. 
19. Reparto a domicilio de alimentos, medicamentos, productos de higiene, de limpieza y otros 
insumos de necesidad. 
20. Servicios de lavandería. 
21. Servicios postales y de distribución de paquetería. 
22. Servicios esenciales de vigilancia, limpieza y guardia. 
23. Guardias mínimas que aseguren la operación y mantenimiento de Yacimientos de Petróleo y 
Gas, plantas de tratamiento y/o refinación de Petróleo y gas, transporte y distribución de energía 
eléctrica, combustibles líquidos, petróleo y gas, estaciones expendedoras de combustibles y 
generadores de energía eléctrica. 



 

24. S.E. Casa de Moneda, servicios de cajeros automáticos, transporte de caudales y todas aquellas 
actividades que el BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA disponga imprescindibles para 
garantizar el funcionamiento del sistema de pagos. 
 
El Jefe de Gabinete de Ministros, en su carácter de coordinador de la “Unidad de Coordinación 
General del Plan Integral para la Prevención de Eventos de Salud Pública de Importancia 
Internacional” y con recomendación de la autoridad sanitaria podrá ampliar o reducir las 
excepciones dispuestas, en función de la dinámica de la situación epidemiológica y de la eficacia 
que se observe en el cumplimiento de la presente medida. 
 
En todos estos casos, los empleadores y empleadoras deberán garantizar las condiciones de 
higiene y seguridad establecidas por el MINISTERIO DE SALUD para preservar la salud de las 
trabajadoras y de los trabajadores. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 48/2020 del Ministerio del Interior B.O. 29/3/2020 se 
implementa el “Certificado Único Habilitante para Circulación – Emergencia COVID-19” para toda 
persona que encuadre en los supuestos previstos en el artículo 6° del Decreto N° 297/20 y en los 
artículos 1° y 2° de la Decisión Administrativa N° 429/20, así como en aquellas excepciones al 
“aislamiento social, preventivo y obligatorio” que en el futuro se establezcan. Vigencia: a partir del 
día de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL.) 
 
(Nota Infoleg: Las normas que amplían el listado de actividades y servicios declarados esenciales 
en la emergencia, en los términos previstos en el presente Decreto, que se hayan publicado en 
Boletín Oficial pueden consultarse clickeando en el enlace "Esta norma es complementada o 
modificada por X norma(s).") 
 
ARTÍCULO 7º.- Establécese que, por única vez, el feriado del 2 de abril previsto por la Ley N° 
27.399 en conmemoración al Día del Veterano y de los Caídos en la Guerra de Malvinas, será 
trasladado al día martes 31 de marzo de 2020. 
 
ARTÍCULO 8º.- Durante la vigencia del “aislamiento social, preventivo y obligatorio”, los 
trabajadores y trabajadoras del sector privado tendrán derecho al goce íntegro de sus ingresos 
habituales, en los términos que establecerá la reglamentación del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
 
ARTÍCULO 9º.- A fin de permitir el cumplimiento del “aislamiento social, preventivo y obligatorio”, 
se otorga asueto al personal de la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL los días 20, 25, 26, 27 y 
30 de marzo de 2020, y se instruye a los distintos organismos a implementar las medidas 
necesarias a fin de mantener la continuidad de las actividades pertinentes mencionadas en el 
artículo 6º. 
 
ARTÍCULO 10.- Las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los municipios dictarán las 
medidas necesarias para implementar lo dispuesto en el presente decreto, como delegados del 



 

gobierno federal, conforme lo establece el artículo 128 de la Constitución Nacional, sin perjuicio 
de otras medidas que deban adoptar tanto las provincias, como la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, como los Municipios, en ejercicio de sus competencias propias. 
 
Invítase al PODER LEGISLATIVO NACIONAL y al PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN, en el ámbito de sus 
competencias, a adherir al presente decreto. 
 
ARTÍCULO 11.- Los titulares de las jurisdicciones y organismos comprendidos en el artículo 8, 
incisos a), b) y c) de la Ley N° 24.156, en el ejercicio de sus respectivas competencias, dictarán las 
normas reglamentarias que estimen necesarias para hacer cumplir el presente decreto. 
 
ARTÍCULO 12.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 13.- Dése cuenta a la Comisión Bicameral Permanente del Honorable Congreso de la 
Nación. 
 
ARTÍCULO 14.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Eduardo Enrique de Pedro - Felipe Carlos Solá - 
Agustin Oscar Rossi - Martín Guzmán - Matías Sebastián Kulfas - Luis Eugenio Basterra - Mario 
Andrés Meoni - Gabriel Nicolás Katopodis - Marcela Miriam Losardo - Sabina Andrea Frederic - 
Ginés Mario González García - Daniel Fernando Arroyo - Elizabeth Gómez Alcorta - Nicolás A. 
Trotta - Tristán Bauer - Roberto Carlos Salvarezza - Claudio Omar Moroni - Juan Cabandie - Matías 
Lammens - María Eugenia Bielsa 
e. 20/03/2020 N° 15887/20 v. 20/03/2020 

Decreto 168/2021 
 
DECNU-2021-168-APN-PTE 
Ciudad de Buenos Aires, 12/03/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-27946119-APN-DSGA#SLYT, la Ley Nº 27.541, los Decretos Nros. 
260 del 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 287 del 17 de marzo de 2020, 297 del 19 de 
marzo de 2020, 325 del 31 de marzo de 2020, 355 del 11 de abril de 2020, 408 del 26 de abril de 
2020, 459 del 10 de mayo de 2020, 493 del 24 de mayo de 2020, 520 del 7 de junio de 2020, 576 
del 29 de junio de 2020, 605 del 18 de julio de 2020, 641 del 2 de agosto de 2020, 677 del 16 de 
agosto de 2020, 714 del 30 de agosto de 2020, 754 del 20 de septiembre de 2020, 792 del 11 de 
octubre de 2020, 814 del 25 de octubre de 2020, 875 del 7 de noviembre de 2020, 956 del 29 de 
noviembre de 2020, 985 del 10 de diciembre de 2020, 1033 del 20 de diciembre de 2020, 4 del 8 
de enero de 2021, 67 del 29 de enero de 2021, 125 del 27 de febrero de 2021 y 167 del 11 de 
marzo de 2021, sus normas complementarias, y 
 
CONSIDERANDO: 



 

 
Que, como se ha señalado oportunamente en la normativa citada en el Visto del presente, con 
fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD, en adelante la OMS, 
declaró el brote del virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a escala internacional requirió, 
pocos días después, la adopción de medidas para hacer frente a la emergencia, dando lugar al 
dictado de los Decretos Nros. 260/20 y 297/20 por los cuales, respectivamente, se amplió la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541 y se dispuso el 
“aislamiento social, preventivo y obligatorio”, en adelante “ASPO”, durante el plazo comprendido 
entre el 20 y el 31 de marzo de 2020; el que fue sucesivamente prorrogado mediante los Decretos 
Nros. 325/20, 355/20, 408/20, 459/20 y 493/20. 
 
Que, posteriormente, por los Decretos Nros. 520/20, 576/20, 605/20, 641/20, 677/20, 714/20, 
754/20, 792/20, 814/20, 875/20, 956/20, 1033/20, 67/21 y 125/21 se dispusieron, según el 
territorio, distintas medidas que dieron origen al “distanciamiento social, preventivo y 
obligatorio”, en adelante “DISPO”, hasta el 12 de marzo del corriente año, inclusive. 
 
Que por el Decreto N° 167/21 se prorrogó la emergencia sanitaria dispuesta por la Ley N° 27.541 y 
ampliada por el Decreto N° 260/20, hasta el 31 de diciembre de 2021. 
 
Que, asimismo, se han registrado diversas vacunas desarrolladas en tiempo récord y se ha iniciado 
exitosamente la vacunación en las VEINTICUATRO (24) jurisdicciones del país, la cual se 
intensificará en el corto plazo. 
 
Que al día 10 de marzo del año en curso, según datos oficiales de la OMS, se confirmaron más de 
CIENTO DIECISIETE MILLONES (117.000.000) de personas contagiadas y DOS MILLONES 
SEISCIENTAS MIL (2.600.000) personas fallecidas por COVID-19, en un total de DOSCIENTOS 
VEINTITRÉS (223) países, áreas o territorios. 
 
Que la región de las Américas representa el CUARENTA POR CIENTO (40 %) del total de nuevos 
casos y el CINCUENTA Y CUATRO POR CIENTO (54 %) de los fallecimientos a nivel mundial en la 
última semana, mientras que Europa actualmente constituye el CUARENTA Y DOS POR CIENTO (42 
%) de los nuevos casos y el TREINTA Y CUATRO POR CIENTO (34 %) de los fallecimientos. 
 
Que en relación con los casos acumulados, la región de las Américas comprende el CUARENTA Y 
CUATRO POR CIENTO (44%) de los casos y el CUARENTA Y OCHO POR CIENTO (48%) de los 
fallecimientos totales, seguida por la Región Europea que representa el TREINTA Y CUATRO POR 
CIENTO (34 %) de los casos acumulados y de las defunciones totales. 
 
Que muchos países de la región (BRASIL, CHILE, URUGUAY, PARAGUAY) presentan un aumento de 
casos en las últimas semanas. 
 



 

Que se han detectado variantes del virus SARS-CoV-2 en diversos países: VOC 202012/01, linaje 
B.1.1.7 identificación originaria en el REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE; 
variante 501Y.V2, linaje B.1.351, identificación originaria en la REPÚBLICA DE SUDÁFRICA; variante 
P.1, linaje B.1.1.28, identificación originaria en la REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL, afectando 
varios continentes, por lo que se deben desarrollar estrategias para disminuir el ingreso y mitigar 
la posibilidad de transmisión de estas variantes en nuestro país. 
 
Que, debido a esto, es recomendable mantener un estricto control al momento de ingreso al país, 
así como durante la permanencia de aquellas personas provenientes del exterior en los días 
posteriores a su llegada. 
 
Que, en atención a todo lo expuesto y de acuerdo a las evidencias que nos brindan los guarismos 
señalados en los párrafos precedentes, al análisis de los indicadores epidemiológicos de todas las 
zonas del país, a la consulta efectuada a los expertos y las expertas en la materia, al diálogo 
mantenido con los Gobernadores y las Gobernadoras de Provincias, con el Jefe de Gobierno de la 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, con las Intendentas y los Intendentes y en el marco del 
Plan Estratégico desplegado por el Estado Nacional, es que se entiende que siguen conviviendo 
distintas realidades que deben ser abordadas de forma diferente, en materia epidemiológica, en 
nuestro país. 
 
Que cualquier decisión debe contemplar no solo tales circunstancias sino también la situación 
epidemiológica global; las tendencias que describen las variables estratégicas, la dinámica de la 
pandemia a partir de la evolución de casos y fallecimientos; la razón del incremento de casos 
(asociada a los valores absolutos); el tipo de transmisión; la respuesta activa del sistema para la 
búsqueda de contactos estrechos, la capacidad de respuesta del sistema de atención de la salud 
asociados con la ocupación de las camas de terapia intensiva. 
 
Que las jurisdicciones con mayor ocupación promedio de camas de terapia intensiva son las 
Provincias del NEUQUÉN, con OCHENTA Y NUEVE POR CIENTO (89 %), de RÍO NEGRO con un 
SETENTA Y NUEVE POR CIENTO (79 %) y de MISIONES con un SETENTA Y DOS POR CIENTO (72 %). 
 
Que la eventual saturación del sistema de salud podría conllevar a un aumento exponencial de la 
mortalidad, tal como se ha verificado en otros países del mundo. 
 
Que, para analizar y decidir las medidas necesarias, resulta relevante la evaluación que realizan las 
autoridades provinciales, de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES y locales respecto de la 
situación epidemiológica y sanitaria que se encuentra transitando cada territorio. 
 
Que las medidas de distanciamiento social, para tener impacto positivo, deben ser sostenidas en el 
tiempo e implican no solo la responsabilidad individual sino también la colectiva, con los objetivos 
de disminuir la transmisión del virus, los contagios y evitar la saturación del sistema de salud. 
 



 

Que, como ha sido expresado en los decretos que establecieron y prorrogaron las medidas de 
protección sanitaria (ASPO y DISPO), los derechos consagrados por el artículo 14 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL resultan ser pilares fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico y 
están sujetos a limitaciones y restricciones que pueden disponerse por razones de orden público, 
seguridad y salud pública. 
 
Que, así también, tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos establecen en sus articulados sendas limitaciones al ejercicio 
de los derechos por ellos consagrados, sobre la base de la protección de la salud pública (artículos 
12, inciso 3 y 22 inciso 3, respectivamente). 
 
Que todas las medidas adoptadas por el Estado Nacional, desde la ampliación de la emergencia 
pública en materia sanitaria realizada mediante el Decreto N° 260/20 y prorrogada por el Decreto 
N° 167/21, se encuentran en consonancia con lo establecido por el Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos. 
 
Que el presente decreto, así como el Decreto N° 297/20 y sus sucesivas prórrogas, se dicta con el 
fin de contener y mitigar la propagación de la epidemia de COVID-19 con la finalidad de preservar 
la salud pública, adoptándose en tal sentido medidas proporcionadas a la amenaza que se 
enfrenta, en forma sectorizada, razonable y temporaria. En efecto, no se trata solo de la salud de 
cada una de las personas obligadas a cumplir las medidas de aislamiento y distanciamiento 
dispuestas en forma temporaria, sino de la totalidad de los y las habitantes en su conjunto, ya que 
la salud pública, por las características de contagio del virus SARS-CoV-2, depende de que cada 
uno y cada una de nosotros y nosotras cumpla con el aislamiento y/o distanciamiento, como la 
forma más eficaz para cuidarnos como sociedad. 
 
Que atento lo expuesto corresponde prorrogar el Decreto N° 125/21 y los plazos establecidos en 
sus artículos 2º, 9º, 19 y 31, así como sus normas complementarias, hasta el día 9 de abril de 2021 
inclusive, en los términos del presente decreto. 
 
Que, en este sentido, se sustituye el artículo 4° del Decreto N° 125/21 con el fin de adecuarlo a la 
situación epidemiológica del país, en particular su segundo párrafo sobre circulación entre 
jurisdicciones, dado que todo el territorio nacional se encuentra alcanzado por la medida de 
Distanciamiento Social, Preventivo y Obligatorio, y, asimismo, se efectúa una modificación de 
forma al artículo 30 del mencionado decreto. 
 
Que las medidas que se establecen en el presente decreto son razonables y proporcionadas con 
relación a la amenaza y al riesgo sanitario que enfrenta nuestro país y se adoptan en forma 
temporaria, toda vez que resultan necesarias para proteger la salud pública. 
 
Que en virtud de lo expuesto, deviene imposible seguir los trámites ordinarios para la sanción de 
las leyes. 
 



 

Que la Ley N° 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los Decretos de Necesidad y Urgencia, así como 
para elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el plazo de 
DIEZ (10) días hábiles. 
 
Que el artículo 22 de la Ley N° 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que ha tomado intervención el servicio jurídico pertinente. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 
3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- OBJETO. MARCO NORMATIVO: El presente decreto se dicta con el objeto de 
proteger la salud pública, lo que constituye una obligación indelegable del Estado Nacional, en el 
marco de la declaración de pandemia emitida por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(OMS) con fecha 11 de marzo de 2020 y de la emergencia pública en materia sanitaria ampliada 
por el Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, y en atención a la situación epidemiológica 
existente en las distintas regiones del país con relación a la COVID-19. 
 
ARTÍCULO 2º.- PRÓRROGA DEL DECRETO N° 125/21: Prorrógase el Decreto N° 125/21 y los plazos 
establecidos en sus artículos 2º, 9º, 19 y 31, así como sus normas complementarias, hasta el día 9 
de abril de 2021, inclusive, en los términos del presente decreto. 
 
ARTÍCULO 3º.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 4° DEL DECRETO N° 125/21: Sustitúyese el artículo 4° 
del Decreto N° 125/21, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 4º.- LÍMITES A LA CIRCULACIÓN: En atención a las condiciones epidemiológicas y a la 
evaluación de riesgo y de expansión de COVID-19, en los distintos aglomerados, departamentos y 
partidos de la jurisdicción a su cargo, las autoridades provinciales y de la CIUDAD AUTÓNOMA DE 
BUENOS AIRES podrán dictar normas para limitar la circulación por horarios o por zonas, con el fin 
de evitar situaciones que puedan favorecer la propagación del virus SARS-CoV-2. Estas medidas 



 

deberán ser temporarias y fundadas, y deberán contar con la aprobación de la autoridad sanitaria 
jurisdiccional. 
 
Toda vez que a la fecha del dictado de este decreto la totalidad del territorio nacional se 
encuentra alcanzada por lo dispuesto en el artículo 2° del presente, las autoridades de las 
Provincias y de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES podrán disponer el aislamiento de las 
personas que ingresen a las jurisdicciones a su cargo provenientes de otras provincias argentinas o 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuando las mismas revistan la condición de “caso 
sospechoso”, la condición de “caso confirmado” de COVID-19 o cuando presenten síntomas de 
COVID-19 o sean contacto estrecho de quienes padecen la enfermedad, en los términos del 
artículo 22 del presente y del artículo 7° del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios. 
 
ARTÍCULO 4º.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 30 DEL DECRETO N° 125/21: Sustitúyese el artículo 30 
del Decreto N° 125/21, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 30.- FRONTERAS. PRÓRROGA: Prorrógase, hasta el día 9 de abril de 2021 inclusive, la 
vigencia del Decreto N° 274/20, prorrogado, a su vez, por los Decretos Nros. 331/20, 365/20, 
409/20, 459/20, 493/20, 520/20, 576/20, 605/20, 641/20, 677/20, 714/20, 754/20, 792/20, 
814/20, 875/20, 956/20, 1033/20 y 67/21. 
 
La DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita de la 
SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL INTERIOR podrá establecer excepciones a las 
restricciones de ingreso al país con el fin de atender circunstancias de necesidad o de implementar 
lo dispuesto por el Jefe de Gabinete de Ministros en su carácter de Coordinador de la “Unidad de 
Coordinación General del Plan Integral para la Prevención de Eventos de Salud Pública de 
Importancia Internacional”, respecto del desarrollo de actividades especialmente autorizadas. 
 
En este último supuesto, la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado 
actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL INTERIOR, previa 
comunicación al MINISTERIO DE SALUD, al MINISTERIO DE TRANSPORTE, al MINISTERIO DE 
SEGURIDAD y a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE AVIACIÓN CIVIL, organismo descentralizado 
actuante en la órbita del MINISTERIO DE TRANSPORTE, determinará y habilitará los pasos 
internacionales de ingreso al territorio nacional que resulten más convenientes al efecto y definirá 
los países cuyos nacionales y residentes queden autorizados para ingresar al territorio nacional. 
 
Los Gobernadores y las Gobernadoras y el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires podrán solicitar al Jefe de Gabinete de Ministros, en su carácter de Coordinador de la 
“Unidad de Coordinación General del Plan Integral para la Prevención de Eventos de Salud Pública 
de Importancia Internacional”, excepciones a la prohibición de ingreso establecida en el primer 
párrafo del presente artículo a los fines del desarrollo de actividades que se encuentren 
autorizadas o para las que se solicita autorización. A tal fin, deberán presentar un protocolo de 
abordaje integral aprobado por la autoridad sanitaria Provincial o de la CIUDAD AUTÓNOMA DE 
BUENOS AIRES, que deberá dar cumplimiento a las recomendaciones e instrucciones de la 



 

autoridad sanitaria nacional, la que deberá intervenir y expedirse, en forma previa, respecto a su 
pertinencia. 
 
Una vez cumplida la intervención de la autoridad sanitaria nacional y otorgada la autorización por 
parte del Jefe de Gabinete de Ministros, los Gobernadores y las Gobernadoras de las Provincias 
respectivas o el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires requerirán a la 
DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita de la 
SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL INTERIOR, que determine y habilite los pasos 
fronterizos internacionales de ingreso al territorio nacional que resulten más convenientes, 
acreditando la aprobación del protocolo al que refiere el párrafo anterior”. 
 
ARTÍCULO 5°.- VIGENCIA: La presente medida entrará en vigencia el día 13 de marzo de 2021. 
 
ARTÍCULO 6°.- COMISIÓN BICAMERAL: Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del 
HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Eduardo Enrique de Pedro - Felipe Carlos Solá - Agustin 
Oscar Rossi - Martín Guzmán - Matías Sebastián Kulfas - Luis Eugenio Basterra - Mario Andrés 
Meoni - Gabriel Nicolás Katopodis - Marcela Miriam Losardo - Sabina Andrea Frederic - Carla 
Vizzotti - Elizabeth Gómez Alcorta - Nicolás A. Trotta - Tristán Bauer - Roberto Carlos Salvarezza - 
Claudio Omar Moroni - Juan Cabandie - Matías Lammens - Jorge Horacio Ferraresi - Daniel 
Fernando Arroyo 
e. 13/03/2021 N° 14816/21 v. 13/03/2021 

Decisión Administrativa 1198/2021 
 
DECAD-2021-1198-APN-JGM - Actividades de mayor riesgo epidemiológico y sanitario. 
Disposiciones. 
Ciudad de Buenos Aires, 10/12/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-118361067-APN-DGDYD#JGM, las Leyes Nros. 15.465, 27.491, 
27.541, 27.573, los Decretos Nros. 260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 2020, 167 
del 11 de marzo de 2021, 678 del 30 de septiembre de 2021 y las Resoluciones Nros. 680 del 30 de 
marzo de 2020, 2883 del 29 de diciembre de 2020 y 2673 del 29 de septiembre de 2021 del 
MINISTERIO DE SALUD, su respectiva normativa modificatoria y complementaria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto N° 260/20 se amplió por el plazo de UN (1) año la emergencia pública en 
materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541 en virtud de la pandemia declarada por la 



 

ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con la COVID-19, habiendo sido 
prorrogado dicho decreto hasta el 31 de diciembre de 2021 por el Decreto N° 167/21, en los 
términos del mismo. 
 
Que a través del Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades; estableciéndose con 
posterioridad la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio”, también por 
sucesivos períodos. 
 
Que, posteriormente, mediante el dictado de sucesivos actos, se establecieron una serie de 
medidas generales de prevención y disposiciones temporarias, locales y focalizadas de contención, 
con el fin de mitigar la propagación del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario. 
 
Que, finalmente, mediante el Decreto N° 678/21 se dispusieron un conjunto de nuevas medidas 
sanitarias de prevención y contención aplicables a todo el territorio nacional hasta el día 31 de 
diciembre de 2021, inclusive, de cumplimiento obligatorio para todas las personas en todos los 
ámbitos, así como también regulaciones específicas para las actividades que representan mayor 
riesgo epidemiológico y sanitario, según lo estipulado en el artículo 3° de dicho acto. 
 
Que por el citado Decreto N° 260/20 y sus modificatorios se facultó al MINISTERIO DE SALUD a 
adoptar las medidas que resultaren oportunas y necesarias para la prevención de la propagación 
del SARS-CoV-2, con el objeto de minimizar sus efectos e impacto sanitario. 
 
Que, en ese marco, por la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 680/20 se incorporó al régimen 
legal de las enfermedades de notificación obligatoria, establecido por Ley Nº 15.465, sus 
modificatorias y complementarias, a la enfermedad COVID-19 en todas sus etapas, desde la 
sospecha de caso hasta el seguimiento de su evolución, aplicándose a la enfermedad de 
notificación obligatoria COVID-19, las estrategias de vigilancia clínica y de laboratorio, bajo la 
modalidad de notificación individual con periodicidad inmediata -DOCE (12) horas-. 
 
Que mediante la Ley N° 27.491 se declaró a la vacunación como de interés nacional, definiendo a 
la misma como una estrategia de salud pública preventiva y altamente efectiva, y considerándola 
como bien social, sujeta a los principios de gratuidad, obligatoriedad, prevalencia de la salud 
pública por sobre el interés particular, disponibilidad y amplia participación. 
 
Que, por su parte, a través de la Ley N° 27.573 se declaró de interés público la investigación, 
desarrollo, fabricación y adquisición de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida 
contra la COVID-19 en el marco de la emergencia sanitaria, con el objetivo de asegurar la 
cobertura de la población con vacunas seguras y eficaces contra esa enfermedad. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 2883/20 se aprobó el “Plan Estratégico para la 
Vacunación contra la COVID-19 en la República Argentina”, el cual establece una estrategia de 
vacunación voluntaria, escalonada y en etapas no excluyentes, procurando ampliar 



 

progresivamente la población objetivo y permitiendo inmunizar de forma gradual a mayor 
cantidad de personas. 
 
Que, asimismo, por la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 2673/21 se estableció que las 
personas que residan en el territorio de la REPÚBLICA ARGENTINA que se hayan vacunado en el 
exterior contra la COVID-19 con una vacuna autorizada para su uso, o precalificada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) podrían solicitar una constancia de su aplicación 
ante el MINISTERIO DE SALUD a través del portal Mi Argentina Perfil Digital del Ciudadano en su 
versión web, sección Mis trámites. 
 
Que el ESTADO NACIONAL suscribió diversos acuerdos para adquirir vacunas en tiempo oportuno, 
lo cual permitió iniciar la vacunación en las VEINTICUATRO (24) jurisdicciones del país de manera 
simultánea, en el mes de diciembre del año 2020. 
 
Que, con los resultados disponibles al momento, las vacunas utilizadas en la REPÚBLICA 
ARGENTINA demostraron una adecuada eficacia para la prevención de las formas graves, y de la 
muerte por la enfermedad. 
 
Que una vacuna segura y eficaz para prevenir la COVID-19 es determinante para lograr controlar el 
avance de la enfermedad, ya sea disminuyendo la morbimortalidad o bien la transmisión del virus, 
permitiendo prevenir casos graves, internaciones y muertes. 
 
Que, al 3 de diciembre de 2021, el OCHENTA COMA SIETE POR CIENTO (80,7 %) de la población 
total estimada del país cuenta con al menos UNA (1) dosis de la vacuna contra la COVID-19 y el 
SESENTA Y CINCO COMA CINCO POR CIENTO (65,5 %), con el esquema completo de vacunación. En 
personas de DIECIOCHO (18) años y más se ha logrado a la fecha una cobertura del NOVENTA Y 
DOS COMA DOS POR CIENTO (92,2 %) con UNA (1) dosis y del OCHENTA COMA SEIS POR CIENTO 
(80,6 %) con esquema completo para las diferentes vacunas contra la COVID-19. 
 
Que desde el pico de casos registrado en la semana epidemiológica (SE) 20 de 2021 y hasta la SE 
40 se registró descenso sostenido en el número de casos que es inversamente proporcional al 
aumento de coberturas de vacunación contra la COVID-19 lo cual estuvo, también, asociado a la 
implementación de medidas sanitarias y regulaciones sobre el ingreso al país desde el exterior. 
 
Que el descenso sostenido en el número de casos permitió avanzar en la apertura de actividades 
laborales, recreativas, religiosas, culturales y turísticas, con la consecuente mayor activación de la 
producción y la economía, una máxima movilidad y una mayor presencialidad. 
 
Que, asimismo, la situación internacional en relación con la nueva variante de preocupación, 
denominada ÓMICRON, representa un riesgo, por lo que es fundamental generar estrategias que 
permitan disminuir la posibilidad de transmisión e impacto en la salud que se traduzca en mayor 
internación, complicaciones, requerimiento de internación en cuidados intensivos y la 
consecuente tensión del sistema sanitario. 



 

 
Que las actividades recreativas, culturales, religiosas, deportivas, y sociales, particularmente en 
espacios cerrados, conllevan diferentes niveles de riesgo habiéndose definido en el Decreto N° 
678/21, como actividades de mayor riesgo epidemiológico y sanitario a los viajes grupales, las 
actividades en locales bailables cerrados (discotecas, salones de fiesta, etc.) y a todo evento 
masivo de más de MIL (1000) personas. 
 
Que, en virtud de lo expuesto, corresponde la implementación de medidas de cuidado, desde el 
nivel nacional, que permitan la realización más segura de actividades con mayor riesgo sanitario y 
epidemiológico en contexto de pandemia, requiriendo la acreditación del esquema completo de 
vacunación contra la COVID-19, tal como surge de la recomendación de la Autoridad Sanitaria 
Nacional. 
 
Que las jurisdicciones tienen la potestad de incorporar actividades para las cuales sea requerida la 
acreditación de vacunación completa, de acuerdo al avance de su plan de vacunación, niveles de 
cobertura y situación epidemiológica. 
 
Que, con el fin de otorgar tiempo suficiente a los ciudadanos y las ciudadanas para llevar adelante 
las acciones para adecuar su estado de vacunación, y a las instituciones para disponer de los 
procedimientos necesarios para dar apropiado cumplimiento, corresponde establecer un período 
de tiempo para la implementación de este requisito. 
 
Que se encuentra disponible la aplicación denominada “Cuidar” – Sistema de prevención y 
cuidado ciudadano contra la COVID-19- en su versión para dispositivos móviles, pudiendo ser 
descargada en forma gratuita en las tiendas de aplicaciones oficiales de Android e iOS. 
 
Que ha tomado intervención la autoridad sanitaria nacional. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 100, incisos 1 
y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y por el Decreto N° 260/20, prorrogado y modificado por el 
Decreto Nº 167/21 y sus modificatorios y normas complementarias. 
 
Por ello, 
EL JEFE DE GABINETE DE MINISTROS 
DECIDE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Toda persona que haya cumplido los TRECE (13) años de edad y que asista a las 
actividades definidas como ACTIVIDADES DE MAYOR RIESGO EPIDEMIOLÓGICO Y SANITARIO 
enumeradas en el Anexo (IF-2021-120221652-APN-MS), o las que en el futuro se establezcan, 
deberá acreditar, a partir del 1° de enero de 2022, que posee un esquema de vacunación 
completo contra la COVID-19, aplicado al menos CATORCE (14) días antes de la asistencia a la 



 

actividad o evento, exhibiéndolo ante el requerimiento de personal público o privado designado 
para su constatación, y al momento previo de acceder a la entrada del evento o actividad. 
 
ARTÍCULO 2°.- Determínase que la forma de acreditación de lo establecido en el artículo 1° será a 
través de la aplicación denominada “Cuidar” – Sistema de prevención y cuidado ciudadano contra 
la COVID-19 – apartado “Información de Salud” en su versión para dispositivos móviles, que podrá 
descargarse en forma gratuita de las tiendas de aplicaciones oficiales de Android e iOS. 
 
ARTÍCULO 3°.- Las personas que no pudieran acceder a la aplicación conforme establece el artículo 
2° de la presente medida podrán solicitar a la autoridad jurisdiccional competente el certificado de 
vacunación contra la COVID-19 en soporte papel y/o formato digital, según sea requerido por la 
ciudadana o el ciudadano, en el cual consten las dosis aplicadas y notificadas al Registro Federal de 
Vacunación Nominalizado (NOMIVAC). 
 
ARTÍCULO 4°.- El MINISTERIO DE SALUD determinará el criterio de definición del esquema 
completo de vacunación contra la COVID-19 a los efectos establecidos en la presente medida, el 
cual será publicado y actualizado en la web oficial 
https://www.argentina.gob.ar/salud/coronavirus-COVID-19. 
 
ARTÍCULO 5°.- Si el autodiagnóstico arrojara algún síntoma compatible con COVID-19 o si la 
persona estuviera notificada en el Sistema Nacional de Vigilancia de la Salud como caso activo de 
COVID-19 se bloqueará la pantalla de la aplicación “Cuidar” – Sistema de prevención y cuidado 
ciudadano contra la COVID-19 sin permitirle acceder a ninguna otra pantalla ni certificado, hasta 
tanto se modifique esta condición, independientemente de tener el esquema de vacunación 
completo. 
 
ARTÍCULO 6°.- Las autoridades de las jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional, en 
coordinación con sus pares de las jurisdicciones provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, y con las autoridades municipales, cada una en el ámbito de sus competencias, dispondrán 
los procedimientos de fiscalización necesarios para garantizar el cumplimiento de lo establecido 
en la presente medida y sus normas complementarias. 
 
ARTÍCULO 7°.- Las autoridades de las jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional 
podrán incorporar, cada una en el ámbito de sus competencias, actividades adicionales a las 
dispuestas por el artículo 1º, basadas en la situación epidemiológica, el plan de vacunación local y 
los avances en las coberturas de vacunación contra la COVID-19. 
 
ARTÍCULO 8°.- En caso de constatarse la existencia de infracción a lo establecido en la presente 
medida o a otras normas dispuestas para la protección de la salud pública en el marco de la 
emergencia pública en materia sanitaria, se procederá a hacer cesar la conducta infractora y se 
dará actuación a la autoridad competente. 
 



 

ARTÍCULO 9°. - La presente norma entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 10.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Juan Luis Manzur - Carla Vizzotti 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decisión Administrativa se publican en la edición web 
del BORA -www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 13/12/2021 N° 96011/21 v. 13/12/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 

Resolución 2055/2021 
 

RESOL-2021-2055-APN-MC 
Ciudad de Buenos Aires, 06/12/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-92272008- -APN-DGD#MC, el Decreto DNU N° 494 de fecha 6 de 
agosto de 2021, las Resoluciones N° 1172 de fecha 9 de septiembre de 2020 y Nº 1446 de fecha 30 
de septiembre de 2021 del MINISTERIO DE CULTURA, la Resolución N° 91 de fecha 13 de agosto de 
2021 de la SECRETARÍA DE GESTIÓN Y EMPLEO PÚBLICO de la JEFATURA DE GABINETE DE 
MINISTROS, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el artículo 9° del Decreto DNU N° 494/21, se estableció la prestación de servicios 
mediante la modalidad de presencialidad para las y los agentes de todas las Jurisdicciones, 
Organismos y Entidades de la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL. 
 
Que, en el mismo artículo, se menciona que cada Jurisdicción del Sector Público Nacional 
determinará las adecuaciones que deberán efectuarse en las instalaciones donde se presten 
servicios, para dar cumplimiento al “Protocolo Covid-19” aprobado por la “Comisión de 
Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo” (CyMAT). 
 
Que en virtud de las facultades reglamentarias delegadas a la SECRETARÍA DE GESTIÓN Y EMPLEO 
PÚBLICO de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS por el artículo 9° del Decreto DNU N° 
494/21, se dictó la Resolución SGyEP N° 91/21, por la cual se brindaron pautas para este nuevo 
período de presencialidad programada, estableciéndose que las y los agentes deberán prestar 
servicios en modalidad presencial programada, conforme las adecuaciones que los titulares de 
cada Jurisdicción, realicen a fin de dar cumplimiento al “Protocolo Covid-19” aprobado por la 



 

“Comisión de Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo” (CyMAT) o al protocolo que resulte 
aplicable según la normativa vigente. 
 
Que en tal sentido y en concordancia al “Protocolo para la Prevención del COVID-19”, aprobado 
oportunamente por la Resolución MC N° 1172/20 (RESOL-2020-1172-APN-MC), se aprobó, 
mediante Resolución M.C. Nº 1446/21 (RESOL-2021-1446-APN-MC), el “PROTOCOLO SANITARIO 
PARA ENSAYOS Y ACTIVIDADES MUSICALES PRESENCIALES DEL PERSONAL DE LA ORQUESTA 
SINFÓNICA NACIONAL” con el objetivo de establecer medidas adecuadas de higiene y seguridad 
para el regreso de las actividades relacionadas con ensayos y actividades musicales presenciales 
de todos los músicos que ejecuten instrumentos de cuerda integrantes de dicho cuerpo estables 
y/o técnicos afectados a la actividad, dependientes de la DIRECCIÓN NACIONAL DE ORGANISMOS 
ESTABLES de la SECRETARÍA DE GESTIÓN CULTURAL. 
 
Que con posterioridad, se ha propuesto una modificación y ampliación al “PROTOCOLO SANITARIO 
PARA ENSAYOS Y ACTIVIDADES MUSICALES PRESENCIALES DEL PERSONAL DE LA ORQUESTA 
SINFÓNICA NACIONAL”, aprobado por la Resolución M.C. N° 1446/21 (RESOL-2021-1446-APN-MC), 
para la aplicación a todos los músicos de ejecución de instrumentos de percusión, arpas, piano y 
vientos integrantes de la ORQUESTA SINFÓNICA NACIONAL, que por la situación epidemiológica 
local del momento, no pudieron ser alcanzados por el anterior documento. 
 
Que dicho Protocolo ha sido validado por la Delegación de la Comisión de Condiciones y Medio 
Ambiente de Trabajo (CyMAT), mediante ACTA DE FIRMA CONJUNTA Nº IF-2021-110089166-APN-
DGRRHH#MC que forma parte integrante de la presente medida. 
 
Que en virtud de lo expuesto, corresponde modificar y ampliar el Protocolo aprobado por la 
Resolución M.C. N° 1446/21 (RESOL-2021-1446-APN-MC), e instruir a la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
ORGANISMOS ESTABLES de la SECRETARÍA DE GESTIÓN CULTURAL a velar por el cumplimiento de 
las medidas allí establecidas. 
 
Que ha tomado previa intervención la SECRETARÍA DE GESTIÓN CULTURAL. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en el marco de lo previsto por el Decreto DNU N° 494/21, y de 
conformidad con atribuciones asignadas por la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto ordenado por 
Decreto N° 438/92 y sus modificatorias). 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE CULTURA 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Modificar y ampliar el “PROTOCOLO SANITARIO PARA ENSAYOS Y ACTIVIDADES 
MUSICALES PRESENCIALES DEL PERSONAL DE LA ORQUESTA SINFÓNICA NACIONAL”, aprobado por 



 

Resolución M.C. N° 1446/21 (RESOL-2021-1446-APN-MC), conforme al ACTA DE FIRMA CONJUNTA 
Nº IF-2021-110089166-APN-DGRRHH#MC que forma parte integrante de la presente medida. 
 
ARTÍCULO 2°.- Instruir a la DIRECCIÓN NACIONAL DE ORGANISMOS ESTABLES de la SECRETARÍA DE 
GESTIÓN CULTURAL, a implementar y velar por el cumplimiento de lo establecido en el Protocolo 
referido en el artículo 1° de la presente. 
 
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL. 
Cumplido, archívese. 
 
Tristán Bauer 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar-e. 09/12/2021 N° 94650/21 v. 09/12/2021(Nota Infoleg: Los anexos 
referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web de Boletín Oficial) 
 

Resolución 1849/2022 
 
RESOL-2022-1849-APN-MS 
Ciudad de Buenos Aires, 20/09/2022 
 
VISTO el expediente EX-2022-99781501-APN-UGA#MS, la Ley Nº27.541, los Decretos Nros.260 del 
12 de marzo de 2020, sus modificatorios y normas complementarias, 867 del 23 de diciembre de 
2021; la resolución N° 705 del 1 de abril de 2022 de este MINISTERIO DE SALUD, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote del virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que en dicho marco, mediante el Decreto N° 260/20 se amplió la emergencia pública en materia 
sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de dicha norma, habiendo sido prorrogado dicho decreto hasta el 31 de diciembre de 
2022 por el Decreto N° 867/21, en los términos del mismo. 
 
Que mediante el artículo 2°, inciso 1) del decreto en cita (T.O. art. 2º del Decreto Nº867/21)- se 
faculta a la autoridad sanitaria nacional, como autoridad de aplicación, a disponer las 
recomendaciones y medidas a adoptar a fin de mitigar el impacto sanitario de la pandemia por 
COVID-19, según el contexto epidemiológico, sanitario y de avance de la campaña de vacunación. 
 
Que asimismo, por el inciso 19) del citado artículo se autoriza al MINISTERIO DE SALUD a 
establecer nuevas medidas, o modificar las vigentes, para cada definición de caso, así como las 
acciones preventivas, las medidas de aislamiento obligatorio y/o sus excepciones y las 



 

recomendaciones sanitarias para cada supuesto, por los plazos que se determinen, según la 
evolución epidemiológica y el avance de la campaña de vacunación. 
 
Que a través de la Resolución N° 705/22, se establecieron recomendaciones de cuidado generales 
para la prevención de enfermedades respiratorias, entre las cuales se encuentra la de continuar 
con el uso adecuado del barbijo en espacios interiores, incluyendo los ámbitos laborales, 
educativos y el transporte público. 
 
Que, en Argentina se distinguen tres (3) grandes olas de contagios: la primera con dos picos (uno 
alrededor de la SE 42/2020 y en la SE 01/2021); la segunda con pico en la SE 20/2021 y la tercera 
con pico en la SE 2/2022. 
 
Que el impacto de COVID-19 en 2022, se da en el marco de una población con altas coberturas de 
vacunación. 
 
Que actualmente, luego de un nuevo período de aumento, de menor envergadura que los 
anteriores, se evidencia un período de descenso sostenido de casos. 
 
Que, a partir del avance de las coberturas de vacunación, se ha logrado disminuir de manera 
considerable la incidencia de enfermedad grave y la mortalidad por COVID-19, 
independientemente de la variante circulante. 
 
Que desde el inicio de la Campaña Nacional de Vacunación contra COVID-19 hasta el 6 de 
septiembre de 2022 se alcanzó una cobertura del 82,5% en población general y 81,7 % en mayores 
de 3 años con dos (2) dosis de vacuna, y de 46,7 % en población general y 73,5% en mayores de 60 
años con el primer refuerzo. 
 
Que en relación a la ocupación de camas de terapia intensiva por COVID-19, todas las provincias se 
ubican por debajo del SETENTA Y CINCO POR CIENTO (75%) de ocupación y la cantidad de 
pacientes en Unidades de Terapia Intensiva (UTI) reportados por las jurisdicciones presenta un 
leve descenso en las últimas CUATRO (4) semanas. 
 
Que a partir de 2021 se verifica nuevamente la circulación de otros virus respiratorios. 
 
Que, en lo que va del año 2022, puede notarse un comportamiento inusual tanto en la 
estacionalidad y número de casos registrados de influenza como la frecuencia y distribución de 
otros virus respiratorios. 
 
Que, el barbijo es una herramienta eficaz para evitar la trasmisión de virus respiratorios de 
persona a persona y su uso es beneficioso para la prevención de enfermedades estacionales. 
 
Que en esta nueva etapa de la pandemia se puede afirmar que el SARS-CoV-2 es un virus de 
circulación estacional y, además, que la inmunidad natural y/o por la vacuna no garantiza su 



 

eliminación, por lo tanto se pueden presentar situaciones particulares donde sea necesario 
establecer el uso de barbijo. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE EPIDEMIOLOGÍA E INFORMACIÓN ESTRATÉGICA, la 
SUBSECRETARÍAS DE MEDICAMENTOS E INFORMACIÓN ESTRATÉGICA, y la SECRETARÍA DE ACCESO 
A LA SALUD han tomado la intervención de sus respectivas competencias. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios 
N° 22.520 (T.O. Decreto N°438/1992), sus complementarias y modificatorias, el Decreto Nº 260 del 
12 de marzo de 2020 y sus modificatorios y prórrogas, y el Decreto N° 867 del 23 de diciembre de 
2021. 
 
Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese el carácter no obligatorio del uso del barbijo. 
 
ARTÍCULO 2°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1°, se continúa recomendando medidas 
de prevención general, tales como: 
 
a. el uso adecuado del barbijo en espacios interiores, incluyendo los ámbitos laborales, educativos, 
sociales y el transporte público. 
b. Asegurar la ventilación de los ambientes. 
c. Mantener la higiene adecuada y frecuente de manos. 
d. Ante presencia de síntomas evitar el contacto con otras personas, no acudir a actividades 
laborales, sociales, educativas, lugares públicos y evitar el uso de transporte. 
 
ARTÍCULO 3.- Cada Jurisdicción podrá adoptar las recomendaciones pertinentes en función de su 
situación epidemiológica particular y la estrategia sanitaria planificada. 
 
ARTÍCULO 4°. La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 5°. Comuníquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y archívese. 
 
Carla Vizzotti 
e. 21/09/2022 N° 75483/22 v. 21/09/2022 



 

Ley 27554 
 
Campaña Nacional para la Donación de Plasma Sanguíneo de Pacientes Recuperados de COVID-19. 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 
con fuerza de  
 
Ley: 
 
CAMPAÑA NACIONAL PARA LA DONACIÓN DE PLASMA SANGUÍNEO DE PACIENTES RECUPERADOS 
DE COVID-19 
 
Declarar de interés nacional, promoción y registro 
 
Artículo 1°- Objeto. La presente ley tiene por objeto promover la donación voluntaria de sangre 
para la obtención de plasma de pacientes recuperados de COVID-19 para el tratamiento de los 
pacientes que lo requieran, según los protocolos vigentes autorizados por la autoridad de 
aplicación. 
 
Artículo 2°- Campaña Nacional. Se dispone la creación de una Campaña Nacional para la difusión y 
promoción de la donación voluntaria de plasma sanguíneo, proveniente de pacientes recuperados 
de COVID-19, en todo el territorio nacional, en el marco del “Plan Estratégico para regular el uso 
del plasma de pacientes recuperados de COVID-19 con fines terapéuticos”. 
 
Artículo 3º - Declarar de interés. Declárase de interés público nacional la donación voluntaria de 
sangre para la obtención de plasma de pacientes recuperados de COVID-19. 
 
Artículo 4°- Creación del Registro Nacional de Pacientes Recuperados de COVID-19 donantes de 
plasma. Se crea el Registro Nacional de Pacientes Recuperados de COVID-19, donantes de plasma. 
 
El registro estará a cargo de la autoridad de aplicación de la presente ley, y se adecuará a lo 
dispuesto por la ley 22.990 - Ley de Sangre. 
 
La información del Registro Nacional de Pacientes Recuperados de COVID-19 donantes de plasma 
deberá resguardarse en cumplimiento de la ley 25.326 – Protección de Datos Personales –. 
 
Artículo 5°- Licencia especial. Los pacientes recuperados de COVID-19 donantes de plasma 
sanguíneo y que sean trabajadoras/es que se desempeñen bajo relación de dependencia, en el 
ámbito público o privado, gozarán de una licencia especial remunerada de dos (2) días por cada 
donación de plasma que realicen, debiendo acreditar tal circunstancia ante el/la empleador/a 
mediante la presentación del certificado expedido por el centro de salud interviniente. Esta 
licencia no podrá implicar afectación salarial alguna, descuentos, ni la pérdida del presentismo, ni 
cualquier otro beneficio laboral o adicional salarial que perciba el/la trabajador/a. 



 

 
Artículo 6°- Reconocimiento. Se reconoce a los pacientes recuperados de COVID-19, que sean 
donantes de plasma sanguíneo, como “Ciudadanos/as solidarios/as destacados/as de la República 
Argentina”. A tales efectos, la autoridad de aplicación instrumentará los mecanismos para que 
los/as donantes que acrediten tal condición puedan acceder a dicho reconocimiento. 
 
Artículo 7°- Autoridad de aplicación. Corresponde al Poder Ejecutivo nacional determinar la 
autoridad de aplicación de la presente ley. 
 
Artículo 8°- Traslado. La autoridad de aplicación debe en articulación con las jurisdicciones 
provinciales y municipales arbitrar los medios idóneos y necesarios, durante la emergencia 
sanitaria establecida por el decreto 260/2020 y las normas que lo extiendan, modifiquen o 
reemplacen, procurando garantizar el traslado de aquellos pacientes recuperados de COVID-19, 
aptos para la donación de plasma sanguíneo, que no cuenten con los recursos necesarios para 
trasladarse cumpliendo con todos los resguardos de seguridad e higiene adecuados. 
 
Artículo 9º- Funciones de la autoridad de aplicación. Son funciones de la autoridad de aplicación, 
adecuándose a protocolos vigentes: 
 
a) Garantizar que aquellos donantes cumplan con todos los criterios de elegibilidad de acuerdo a 
protocolos habilitados vigentes y hayan expresado su consentimiento informado para tal fin; 
b) Aumentar la disponibilidad de plasma de pacientes convalecientes recuperados de COVID-19 
con fines terapéuticos e investigaciones aprobadas que así lo requieran; 
c) Requerir a las autoridades sanitarias jurisdiccionales la definición de los Centros Regionales de 
Hemoterapia y/o Bancos de Sangre que serán los responsables de realizar la captación y 
recolección de plasma de los pacientes recuperados de COVID-19; 
d) Fomentar la capacitación a los equipos de salud sobre el procedimiento para la donación de 
plasma sanguíneo de pacientes recuperados de COVID-19. 
e) Propender al desarrollo de actividades de investigación en la temática; 
f) Promover la participación de organizaciones no gubernamentales (ONG’s) en las acciones 
previstas en la presente ley; 
g) Formular y planificar lineamientos, propuestas, estrategias y acciones dirigidas a la donación de 
plasma de pacientes convalecientes recuperados de COVID-19; 
h) Asegurar el acceso a la información sobre donación de plasma de pacientes convalecientes 
recuperados de COVID-19. 
 
Artículo 10.- Difusión. Se faculta al Poder Ejecutivo nacional a adoptar las medidas necesarias a fin 
de implementar actividades específicas referidas a la promoción de la donación voluntaria de 
plasma sanguíneo de pacientes recuperados de COVID-19 y realizar la más alta difusión de las 
mismas, a través de los mecanismos de comunicación oficial. 
 
Artículo 11.- Adhesión. Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir 
a la presente ley. 



 

 
Artículo 12.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS VEINTITRES 
DIAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL VEINTE. 
RESGISTRADA BAJO EL N° 27554 
CLAUDIA LEDESMA ABDALA DE ZAMORA - SERGIO MASSA - Marcelo Jorge Fuentes - Eduardo 
Cergnul 
e. 11/08/2020 N° 31751/20 v. 11/08/2020 

Resolución 9/2021 
 
RESOL-2021-9-APN-SCS#MS 
Ciudad de Buenos Aires, 28/01/2021 
 
VISTO EX-2021-05539303- -APN-DD#MS, Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 del 12 de marzo 
del 2020 y sus modificaciones, y la Resolución Ministerial N° 783 del 17 de abril de 2020 
 
CONSIDERANDO: 
Que con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), declaró el 
brote del nuevo coronavirus COVID-19 como una pandemia. 
 
Que por el DNU N° 260 se amplió en nuestro país la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año en virtud de la pandemia declarada por 
la OMS en relación con el coronavirus COVID-19. 
 
Que mediante el artículo 2 inciso 16 del mencionado decreto, se facultó al MINISTERIO DE SALUD 
DE LA NACIÓN, en tanto autoridad de aplicación, a adoptar cualquier otra medida que resulte 
necesaria a fin de mitigar los efectos de la pandemia por el COVID-19. 
 
Que el MINISTERIO DE SALUD, como autoridad de aplicación de la Ley de Nacional de Sangre Nº 
22.990, es el responsable de regular todas las actividades con la sangre humana, sus componentes 
y sus derivados. 
 
Que por la Resolución de este Ministerio Nº 783/2020 se creó el PLAN ESTRATÉGICO PARA 
REGULAR EL USO DE PLASMA DE PACIENTES RECUPERADOS DE COVID-19 CON FINES 
TERAPÉUTICOS, asignando su coordinación a la DIRECCIÓN DE MEDICINA TRANSFUSIONAL, 
dependiente de la DIRECCIÓN NACIONAL DE GESTIÓN DE SERVICIOS ASISTENCIALES de la 
SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN DE SERVICIOS E INSTITUTOS de la SECRETARÍA DE CALIDAD EN 
SALUD. 
 



 

Que la Dirección de Medicina Transfusional en su condición de Coordinadora del citado PLAN 
ESTRATÉGICO ha elaborado los protocolos de Ensayo Clínico Nacional y Acceso Extendido para el 
uso del plasma de pacientes recuperados de COVID-19 con fines terapéuticos. 
 
Que la utilización del plasma de pacientes recuperados de COVID-19 con fines terapéuticos 
demostró resultados clínicos favorables en determinado grupo de pacientes de acuerdo a la 
evidencia surgida del Ensayo Clínico Plasmar desarrollado por el Consorcio de Instituciones 
coordinada por el Hospital Italiano de Buenos Aires y del Ensayo Clínico coordinado por Fundación 
Infant. 
 
Que en función de los resultados de las investigaciones mencionadas precedentemente la 
Secretaría de Calidad en Salud convocó a una reunión de consenso a profesionales e Instituciones 
altamente reconocidas y de vasta experiencia, con la finalidad de elaborar recomendaciones para 
el uso de plasma de convalecientes de Covid-19 con fines terapéuticos. 
 
Que en función de los resultados del consenso la DIRECCIÓN DE MEDICINA TRANSFUSIONAL 
elaboró las recomendaciones de uso apropiado del plasma de pacientes recuperados de COVID-19 
con fines terapéuticos, con el propósito de dar sugerencias para la Transfusión del plasma de 
pacientes recuperados de COVID-19 con fines terapéuticos en todas las Jurisdicciones. 
 
Que el dictado de la presente medida no implica erogación presupuestaria. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE GESTIÓN DE SERVICIOS ASISTENCIALES y la SUBSECRETARÍA DE 
GESTIÓN DE SERVICIOS E INSTITUTOS han prestado conformidad. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Resolución 783/2020, y 
por el Decreto Nº 50/2019. 
 
Por ello, 
EL SECRETARIO DE CALIDAD EN SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1: Apruébanse las RECOMENDACIONES PARA EL USO APROPIADO DEL PLASMA DE 
PACIENTES RECUPERADOS DE COVID-19 CON FINES TERAPÉUTICOS que, como ANEXO I (IF-2021- 
05649581-APN-DMT#MS) forma parte integrante de la presente Resolución, elaborado por la 
DIRECCIÓN DE MEDICINA TRANSFUSIONAL, dependiente de la DIRECCIÓN NACIONAL DE GESTIÓN 
DE SERVICIOS ASISTENCIALES de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN DE SERVICIOS E INSTITUTOS. 
 
ARTÍCULO 2: Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese. 



 

 
Arnaldo Darío Medina 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 29/01/2021 N° 4095/21 v. 29/01/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Ley 27573 
 
Disposiciones. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 
con fuerza de 
 
Ley: 
LEY DE VACUNAS DESTINADAS A GENERAR INMUNIDAD ADQUIRIDA CONTRA EL COVID-19 
 
Artículo 1° - Declárese de interés público la investigación, desarrollo, fabricación y adquisición de 
las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19 en el marco de la 
emergencia sanitaria establecida por la ley 27.541 y ampliada por el decreto 260/20, su 
modificatorio y normativa complementaria, en virtud de la pandemia declarada por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) con relación a la mencionada enfermedad. 
 
Artículo 2° - Facúltase al Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Salud, a incluir en los 
contratos que celebre y en la documentación complementaria para la adquisición de vacunas 
destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19, conforme el procedimiento 
especial regulado por el artículo 2°, inciso 6, del decreto 260/20, su modificatorio y la decisión 
administrativa 1.721/20, cláusulas que establezcan la prórroga de jurisdicción a favor de los 
tribunales arbitrales y judiciales con sede en el extranjero y que dispongan la renuncia a oponer la 
defensa de inmunidad soberana, exclusivamente respecto de los reclamos que se pudieren 
producir en dicha jurisdicción y con relación a tal adquisición. 
 
En ningún caso la prórroga de jurisdicción podrá extenderse o comprender a terceros residentes 
en la República Argentina, sean personas humanas o jurídicas, quienes en todos los casos 
conservan su derecho de acudir a los tribunales locales o federales del país por cuestiones que se 
susciten o deriven de la aplicación de estos contratos. 
 
Artículo 3° - La renuncia a oponer la defensa de inmunidad soberana, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 2°, no implicará renuncia alguna respecto de la inmunidad de la 
República Argentina con relación a la ejecución de los bienes que se detallan a continuación: 
 
a) Cualquier bien, reserva o cuenta del Banco Central de la República Argentina; 



 

b) Cualquier bien perteneciente al dominio público localizado en el territorio de la República 
Argentina, incluyendo los comprendidos por los artículos 234 y 235 del Código Civil y Comercial de 
la Nación; 
c) Cualquier bien perteneciente al dominio privado del Estado, de acuerdo al artículo 236 del 
Código Civil y Comercial de la Nación; 
d) Cualquier bien localizado dentro o fuera del territorio argentino que preste un servicio público 
esencial; 
e) Cualquier bien (sea en la forma de efectivo, depósitos bancarios, valores, obligaciones de 
terceros o cualquier otro medio de pago) de la República Argentina, sus agencias gubernamentales 
y otras entidades gubernamentales relacionadas con la ejecución del presupuesto, dentro del 
alcance de los artículos 165 a 170 de la ley 11.672, Complementaria Permanente de Presupuesto 
(t. o. 2014); 
f) Cualquier bien alcanzado por los privilegios e inmunidades de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Diplomáticas de 1961 y la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, 
incluyendo, pero no limitándose a bienes, establecimientos y cuentas de las misiones argentinas; 
g) Cualquier bien utilizado por una misión diplomática, gubernamental o consular de la República 
Argentina; 
h) Impuestos y/o regalías adeudadas a la República Argentina y los derechos de ésta para recaudar 
impuestos y/o regalías; 
i) Cualquier bien de carácter militar o bajo el control de una autoridad militar o agencia de defensa 
de la República Argentina; 
j) Cualquier bien que forme parte de la herencia cultural de la República Argentina; y 
k) Los bienes protegidos por cualquier ley de inmunidad soberana que resulte aplicable. 
 
Artículo 4° - Facúltase al Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Salud, a incluir en los 
contratos que celebre y en la documentación complementaria para la adquisición de vacunas 
destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19, conforme el procedimiento 
especial regulado por el decreto 260/20, su modificatorio y la decisión administrativa 1.721/20, 
cláusulas que establezcan condiciones de indemnidad patrimonial respecto de indemnizaciones y 
otras reclamaciones pecuniarias relacionadas con y en favor de quienes participen de la 
investigación, desarrollo, fabricación, provisión y suministro de las vacunas, con excepción de 
aquellas originadas en maniobras fraudulentas, conductas maliciosas o negligencia por parte de 
los sujetos aludidos. 
 
Facúltase al Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Salud, a incluir cláusulas o 
acuerdos de confidencialidad acordes al mercado internacional de las vacunas destinadas a 
generar inmunidad adquirida contra la COVID-19, de conformidad con las leyes 27.275, de Acceso 
a la Información Pública, 26.529, de Derechos del Paciente, y normas concordantes, 
complementarias y modificatorias. 
 
Artículo 5° - Facúltase al Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Salud, a suscribir, en 
los contratos que celebre conforme el procedimiento regulado en la presente ley, todos los actos 
administrativos previos y posteriores tendientes al efectivo cumplimiento de éstos, a modificar sus 



 

términos, y a incluir otras cláusulas acordes al mercado internacional de la vacuna para la 
prevención de la enfermedad COVID-19, con el objeto de efectuar la adquisición de las mismas. 
 
Artículo 6° - Exímese del pago de derechos de importación y de todo otro impuesto, gravamen, 
contribución, tasa o arancel aduanero o portuario, de cualquier naturaleza u origen, incluido el 
impuesto al valor agregado, así como también de la constitución de depósito previo, a las vacunas 
y descartables importados por el Ministerio de Salud, por cuenta y orden del Ministerio de Salud, 
por el Fondo Rotatorio de OPS o con destino exclusivo al Ministerio de Salud, que tengan como 
objeto asegurar las coberturas de vacunas para generar inmunidad adquirida contra la COVID-19. 
 
Idéntico tratamiento recibirán las vacunas que eventualmente puedan adquirir las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
Artículo 7° - Las exenciones establecidas en el artículo 6° se aplicarán a las importaciones de las 
mercaderías allí mencionadas para uso exclusivo del Ministerio de Salud de la Nación y los 
ministerios de salud de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a partir de la 
publicación en el Boletín Oficial de esta ley. 
 
Artículo 8° - El adquirente de vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-
19, objeto de esta ley, debe presentarlas a la Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica (A.N.M.A.T.) a los efectos de la intervención de su competencia y 
deben ser autorizadas por el Ministerio de Salud, quienes deberán expedirse en un plazo máximo 
treinta (30) días, previo a su uso en la población objetivo. 
 
Artículo 9° - En el marco de la Emergencia Sanitaria establecida por la ley 27.541 y ampliada por el 
decreto 260/20, su modificatorio y normativa complementaria, en virtud de la pandemia 
declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) con relación a la COVID-19, 
autorízase, por la excepcionalidad del contexto pandémico, a los organismos competentes a 
realizar la aprobación de emergencia de las vacunas objeto de esta ley, con el debido respaldo de 
la evidencia científica y bioética que permita comprobar su seguridad y eficacia. 
 
Artículo 10.- Los contratos celebrados en virtud de la presente ley deberán ser remitidos a la 
Auditoría General de la Nación con los recaudos correspondientes a los fines de respetar las 
cláusulas de confidencialidad que pudieran incluirse en los mismos, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 4°, segundo párrafo, de la presente ley. 
 
Artículo 11.- Los contratos celebrados en virtud de la presente ley deberán ser remitidos a las 
autoridades de la Comisión de Acción Social y Salud Pública de la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación y de la Comisión de Salud del Honorable Senado de la Nación con los recaudos 
correspondientes a los fines de respetar las cláusulas de confidencialidad que pudieran incluirse 
en los mismos, de conformidad con lo establecido en el artículo 4°, segundo párrafo, de la 
presente ley. 
 



 

Artículo 12.- Las facultades y autorizaciones establecidas en la presente ley tendrán vigencia 
mientras dure la emergencia sanitaria declarada por la ley 27.541 y ampliada por el decreto 
260/20, o aquella normativa que la prorrogue. 
 
Artículo 13.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación en el Boletín 
Oficial de la República Argentina. 
 
Artículo 14.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
VEINTINUEVE DIAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTE. 
REGISTRADA BAJO EL N° 27573 
CLAUDIA LEDESMA ABDALA DE ZAMORA - SERGIO MASSA - Marcelo Jorge Fuentes - Eduardo 
Cergnul 
e. 06/11/2020 N° 53687/20 v. 06/11/2020 

Resolución 3451/2021 
 
RESOL-2021-3451-APN-MS 
Ciudad de Buenos Aires, 03/12/2021 
VISTO los Expediente EX-2021-117211250-APN-SSGA#MS, las Leyes N° 27.491 y N° 27.573, los 
Decretos N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y N° 167/21 de fecha 11 de marzo de 2021, la 
Decisión Administrativa N° 1721 de fecha 18 de septiembre de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 27.491 entiende a la vacunación como una estrategia de salud pública preventiva y 
altamente efectiva y la considera como bien social, sujeta a principios de gratuidad, interés 
colectivo, disponibilidad y amplia participación, declarándola de interés nacional. 
 
Que por el Decreto N° 260/20 y su modificatorio N° 167/21, se amplió hasta el 31 de diciembre de 
2021 la Emergencia Pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la 
pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con la 
COVID-19. 
 
Que el artículo 2° del citado Decreto estableció, en el marco de la emergencia declarada, las 
facultades de este MINISTERIO DE SALUD como autoridad de aplicación. 
 
Que la pandemia de COVID-19 producida por el coronavirus SARS-Cov-2 ha causado la pérdida de 
cientos de miles de vidas en el mundo. 
 
Que el desarrollo y despliegue de una vacuna segura y eficaz para prevenir la COVID-19 es 
determinante para lograr controlar el desarrollo de la enfermedad, ya sea disminuyendo la 



 

morbimortalidad o bien la transmisión del virus. Por ello, contar con una vacuna no solo permitirá 
mejorar sustancialmente el cuidado de la vida y la salud de los y las habitantes del país, sino 
también permitirá ir restableciendo en plenitud las actividades económicas y sociales. 
 
Que la Ley N° 27.573 declaró de interés público la investigación, desarrollo, fabricación y 
adquisición de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19 en el 
marco de la emergencia sanitaria, con el objetivo de asegurar la cobertura de la población con 
vacunas seguras y eficaces contra esta enfermedad. 
 
Que la ley citada precedentemente en su artículo 8° establece que el adquirente de vacunas 
destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19 debe presentarlas a la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA (ANMAT) 
a los efectos de la intervención de su competencia y deben ser autorizadas por el MINISTERIO DE 
SALUD con anterioridad a su uso en la población objetivo. 
 
Que asimismo el artículo 9º de la Ley N° 27.573 autoriza, por la excepcionalidad del contexto 
pandémico, a los organismos competentes a realizar la aprobación de emergencia de las vacunas 
con el debido respaldo de la evidencia científica y bioética que permita comprobar su seguridad y 
eficacia. 
 
Que esta última norma faculta y autoriza al MINISTERIO DE SALUD a tomar las medidas para 
alcanzar el objetivo de asegurar la inmunización de la población mientras dure la emergencia 
sanitaria declarada por la Ley N° 27.541 y ampliada por el Decreto N° 260/20 o por aquella 
normativa que la prorrogue. 
 
Que la Dirección de Evaluación y registros de medicamentos de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE 
MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA en su nota NO-2021-112494201-
APNDERM#ANMAT y su providencia PV-2021-112598716-APN-INAME#ANMAT; informa que de los 
resultados de la evaluación de la eficacia y seguridad del Sputnik Light de un solo componente 
avalan que es segura y eficaz contra la COVID-19 en personas mayores de 18 años. 
 
Que conjuntamente con la COMISION NACIONAL DE SEGURIDAD EN VACUNAS, creada por 
Resolución de este Ministerio N° 259/2013, se ha desarrollado un sistema de vigilancia que 
permite detectar los eventos supuestamente atribuidos a vacunas e inmunizaciones (ESAVI) y 
realizar un correcto análisis y clasificación de los mismos, a fin de poder contar con una 
herramienta que garantice la seguridad de las vacunas utilizadas y permita su adecuada vigilancia. 
 
Que en el marco del CONSEJO FEDERAL DE SALUD (CO.FE.SA.) se ha realizado de manera 
mancomunada con todas las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires un trabajo 
constante y sostenido de elaboración de una estrategia federal de inmunización que contemple la 
situación epidemiológica, la situación y las capacidades del sistema sanitario y los planes 
provinciales de implementación correspondientes. 
 



 

Que la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA ha 
intervenido en el marco de sus competencias, mediante el informe IF-2021-115547776-APN-
ANMAT#MS, recomendando la autorización de la vacuna Sputnik Light del laboratorio Centro 
Nacional de Investigaciones Gamaleya de Epidemiología y Microbiología, Ministerio de Salud de la 
Federación de Rusia. 
 
Que la referida Administración ha recibido de manera secuencial la información correspondiente, 
según lo establecido por el procedimiento para la autorización de emergencia, en relación con el 
cumplimiento de los estándares requeridos por la autoridad regulatoria de las plantas 
elaboradoras, el desarrollo y la elaboración de los productos, su certificación en el país de origen y 
el cumplimiento de los estándares de calidad, accediendo a información sobre su seguridad y 
eficacia, así como a la que indica que no se han presentado eventos adversos graves, ni se han 
identificado diferencias significativas en la eficacia observada en los diferentes grupos etarios que 
participaron de los ensayos clínicos. 
 
Que en este contexto y dada las características de los procesos de desarrollos de las vacunas en 
situaciones de pandemia, se ha establecido un Plan de Gestión de Riesgos por parte del 
MINISTERIO DE SALUD en su calidad de adquirente, que permite el monitoreo y la recolección de 
información relacionada a la seguridad y eficacia del producto y el registro de posibles efectos 
adversos o clínicamente significativos, acorde a los establecido en los esquemas vigentes. 
 
Que, adicionalmente, la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y 
TECNOLOGÍA MÉDICA a través del Sistema Nacional de Farmacovigilancia, acredita sólida 
experiencia en la vigilancia de la seguridad de medicamentos en general y, en lo que respecta a 
vacunas, ha dispuesto un plan específico para la vigilancia de la vacunación contra el COVID-19. 
 
Que por lo antes dicho y teniendo en cuenta la situación actual de emergencia sanitaria la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA ha 
recomendado, a través de su informe IF-2021-115547776-APN-ANMAT#MS, otorgar la 
Autorización de Emergencia de la vacuna Sputnik Light del laboratorio Centro Nacional de 
Investigaciones Gamaleya de Epidemiología y Microbiología, Ministerio de Salud de la Federación 
de Rusia, teniendo en cuenta que esta vacuna actualmente se presenta como una herramienta 
terapéutica segura y eficaz de acceso para que nuestro país baje la mortalidad, reduzca la 
morbilidad y disminuya la transmisibilidad de la enfermedad COVID-19 producida por el virus 
SARS-Cov-2. 
 
Que la SECRETARÍA DE CALIDAD EN SALUD, ha prestado conformidad a la presente medida en el 
marco de sus competencias. 
 
Que asimismo la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su 
competencia. 
 



 

Que la presente medida se dicta en el uso de las facultades conferidas por la Ley Nº 27.573, la Ley 
Nº 27.541 y los Decretos Nº 260/2020 y N° 167/2021. 
 
Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Autorízase con carácter de emergencia la vacuna Sputnik Light, del laboratorio 
Centro Nacional de Investigaciones Gamaleya de Epidemiología y Microbiología, Ministerio de 
Salud de la Federación de Rusia, en virtud de lo establecido por los artículos 8° y 9° de la Ley N° 
27.573 y de conformidad con las recomendaciones de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE 
MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA. 
 
ARTÍCULO 2°.- Notifíquese la presente resolución a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE 
MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DE REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
Carla Vizzotti 
e. 06/12/2021 N° 93995/21 v. 06/12/2021 

Disposición 6/2021 
 
DI-2021-6-APN-SSGAYPD#JGM 
Ciudad de Buenos Aires, 07/04/2021 
 
VISTO el Expediente electrónico EX-2021-09664659-APN-SSGAYPD#JGM, la Ley N° 25.326, los 
Decretos Nros. 50 de fecha 19 de diciembre de 2019, 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y sus 
modificatorios, las Decisiones Administrativas Nros. 431 de fecha 22 de marzo de 2020 y 432 de 
fecha 23 de marzo de 2020, la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 2883 de 29 de diciembre 
de 2020, las Disposiciones de la SUBSECRETARÍA DE GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL Nros. 3 de 
fecha 5 de mayo de 2020, 16 de fecha 14 de octubre de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por el Decreto N° 50 de fecha 19 de diciembre de 2019, se aprobó el Organigrama de 
Aplicación de la Administración Pública centralizada hasta el nivel de Subsecretaría, y los objetivos 
de dichas Unidades Organizativas, creándose, entre otras, la SUBSECRETARÍA DE GOBIERNO 
ABIERTO Y PAÍS DIGITAL dependiente de la SECRETARÍA DE INNOVACIÓN PÚBLICA de la JEFATURA 
DE GABINETE DE MINISTROS, la que tiene entre sus objetivos los de “asistir en el desarrollo y 
coordinación de las políticas que promuevan la apertura e innovación y el gobierno digital como 



 

principios de diseño aplicables al ciclo de políticas públicas en el Sector Público Nacional y 
desarrollar, coordinar las políticas, marcos normativos y plataformas tecnológicas necesarias para 
el gerenciamiento de la información pública y asistir a la Secretaría en la promoción de acuerdos 
federales y en el desarrollo de programas de asistencia técnica a los gobiernos provinciales, 
municipales, la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES y a otros poderes del ESTADO NACIONAL, 
en la implementación de los productos y programas que la Secretaría diseñe. 
 
Que, con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), declaró el 
brote del nuevo coronavirus como una pandemia, luego de que el número de personas infectadas 
por COVID-19 a nivel global llegara a 118.554, y el número de muertes a 4.281, afectando hasta 
ese momento a 110 países. 
 
Que, en consecuencia, se dictó el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260, de fecha 12 de marzo 
de 2020, mediante el cual se amplió, por el plazo de UN (1) año, el alcance de la emergencia 
pública en materia sanitaria declarada por el artículo 1° de la Ley N° 27.541, en virtud de la 
pandemia declarada por la organización mundial de la salud (OMS) en relación con el coronavirus 
COVID-19. 
 
Que, el artículo 10 del Decreto citado en el Considerando anterior estipula que: “El jefe de 
Gabinete de Ministros coordinará con los distintos organismos del sector público nacional, la 
implementación de las acciones Decreto 260/2020 y políticas para el adecuado cumplimiento de 
las recomendaciones que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la emergencia y 
de la situación epidemiológica. (…)”. 
 
Que, mediante Decisión Administrativa N° 431 de fecha 22 de marzo de 2020, se dispuso que las 
jurisdicciones, entidades y organismos de la Administración Pública Nacional, de conformidad con 
lo establecido en los incisos a), b) y c) del artículo 8° de la ley de Administración Financiera y de los 
Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 24.156 deberán transferir, ceder, o 
intercambiar entre sí y bajo la supervisión de la “Unidad de Coordinación General del Plan Integral 
para la Prevención de Eventos de Salud Pública de Importancia Internacional” los datos e 
información que, por sus competencias, obren en sus archivos, registros, bases, o bancos de datos, 
con el único fin de realizar acciones útiles para la protección de la salud pública, durante la 
vigencia de la emergencia en materia sanitaria ampliada por el Decreto N° 260/2020, con motivo 
de la pandemia por COVID-19. 
 
Que, dentro de este marco normativo, a través de la Decisión Administrativa N° 432 de fecha 23 
de marzo de 2020, se implementó, para toda persona que hubiera ingresado al país en los últimos 
CATORCE (14) días, y para quienes lo hagan en el futuro, la utilización de la aplicación móvil 
denominada COVID-19 Ministerio de Salud (“CUIDAR”, según su nueva denominación), tanto en 
sus versiones para dispositivos móviles Android o IOS, como en su versión web, accesible a través 
de https://argentina.gob.ar/coronavirus/app. 
 



 

Que por la Disposición de la SUBSECRETARÍA DE GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL N° 3 de fecha 
5 de mayo de 2020 se creó la Base de Datos denominada “COVID-19 Ministerio de Salud (Cuid.AR 
según su nueva denominación)”, cuyas características se detallan en el ANEXO N° IF-2020-
26051444-APN-SSGAYPD#JGM, en los términos del artículo 22 de la Ley de Protección de Datos 
Personales Nº 25.326, con la finalidad de centralizar los datos recabados por la aplicación móvil 
para dispositivos iOS y Android, implementada a través de la Decisión Administrativa precitada. 
 
Que por la Disposición de la SUBSECRETARÍA DE GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL N° 16 de 
fecha 14 de octubre de 2020 se aprobó la versión 3 de la Base de Datos “Cuid.AR (COVID-19 
Minister.io de Salud, su denominación anterior)”, cuyas características se detallan en el ANEXO N° 
IF-2020-68737087-APN-SSGAYPD#JGM y, asimismo, se ordenó su inscripción, conforme lo previsto 
en el artículo 21 de la Ley de Protección de Datos Personales Nº 25.326. 
 
Que, en este contexto, mediante la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 2883 de 29 de 
diciembre de 2020 se aprobó el “PLAN ESTRATÉGICO PARA LA VACUNACIÓN CONTRA LA COVID-19 
EN LA REPÚBLICA ARGENTINA”. 
 
Que el citado Plan tiene el objetivo de disminuir la morbilidad, mortalidad y el impacto socio-
económico causados por la pandemia de COVID-19 en Argentina, a partir de la vacunación de la 
totalidad de la población en forma escalonada y progresiva, de acuerdo con la priorización de 
riesgo y la disponibilidad de dosis de vacunas. 
 
Que, la mencionada Resolución establece, asimismo, que la rectoría estratégica del Plan está a 
cargo del MINISTERIO DE SALUD e incluye la participación intersectorial de otras carteras del 
gobierno nacional, las 24 jurisdicciones, a través del Consejo Federal de Salud y de las 
organizaciones civiles, expertos y otros sectores convocados a estos efectos. 
 
Que la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD recomienda la vacunación contra el COVID-19 
como una herramienta de prevención primaria fundamental para limitar las consecuencias 
sanitarias y económicas devenidas de la pandemia. 
 
Que, la campaña de vacunación contra el SARS-CoV-2 constituye una estrategia de salud pública 
nacional, prioritaria, equitativa, solidaria y beneficiosa para el bienestar y la salud tanto individual 
como colectiva de la población que busca garantizar la disponibilidad de vacunas en todo el 
territorio nacional de manera gratuita, equitativa e igualitaria. 
 
Que, la Aplicación COVID-19 Ministerio de Salud (“CUIDAR”, según su nueva denominación) entre 
sus funcionalidades, les recuerda a todos/as sus usuarios/as el turno solicitado y otorgado 
previamente por la autoridad sanitaria para la administración de alguna de las vacunas autorizadas 
contra el COVID-19. 
 
Que, la SUBSECRETARIA DE GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL tiene entre sus objetivos, el de 
asistir a la SECRETARÍA DE INNOVACIÓN PÚBLICA en la promoción de acuerdos federales y en el 



 

desarrollo de programas de asistencia técnica a los gobiernos provinciales, municipales, la CIUDAD 
AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES y a otros poderes del ESTADO NACIONAL, en la implementación de 
los productos y programas que la Secretaría diseñe. 
 
Que, en ese orden de ideas, es adecuado generar acciones en coordinación con los gobiernos 
provinciales, municipales y la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, en pos del bien común, 
máxime durante la vigencia de la emergencia en materia sanitaria. 
 
Que en virtud de lo expuesto en los Considerandos precedentes, resulta necesario en esta 
instancia crear una Base de Datos, en los términos establecidos por el artículo 22 de la Ley de 
Protección de Datos Personales N° 25.326, cuyo responsable será la SUBSECRETARÍA DE 
GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL, con la finalidad de organizar, agilizar y efectivizar la 
administración de una o más vacunas autorizadas por las entidades y jurisdicciones con 
competencia en la materia contra el COVID-19, y así contribuir con la prevención y limitar las 
consecuencias sanitarias del. Virus SARS-CoV-2. 
 
Que la base de datos, que por la presente se aprueba, cumple con lo dispuesto en la Ley de 
Protección de los Datos Personales N° 25.326. 
 
Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN DE ASUNTOS LEGALES DE 
INNOVACIÓN PÚBLICA de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA DE INNOVACIÓN 
PÚBLICA de la SECRETARÍA DE INNOVACIÓN PÚBLICA de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS. 
 
Que, la presente medida se dicta en virtud de las facultades conferidas por el Decreto N° 50 de 
fecha 19 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL SUBSECRETARIO DE GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL 
DISPONE 
 
ARTÍCULO 1°. - Créase la Base de Datos denominada “Vacunación COVID 19”, cuyas características 
se detallan en el Anexo I (IF-2021- 30209734 - APN- SSGAYPD#JGM) que forma parte integrante de 
la presente medida, en los términos del artículo 22 de la Ley de Protección de Datos Personales N° 
25.326, con la finalidad de organizar, agilizar y efectivizar la administración de una o más vacunas 
autorizadas por las entidades y jurisdicciones con competencia en la materia contra el COVID-19, y 
así contribuir con la prevención y limitar las consecuencias sanitarias del virus SARS-CoV-2. 
 
ARTÍCULO 2°. - El responsable de la Base de Datos creada por el artículo 1° de esta medida será la 
SUBSECRETARÍA DE GOBIERNO ABIERTO Y PAÍS DIGITAL de la SECRETARÍA DE INNOVACIÓN 
PÚBLICA dependiente de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS. 
 
ARTÍCULO 3º.- Inscríbase la Base de Datos aprobada en el artículo 1° de la presente medida, 
conforme lo previsto en el artículo 21 de la Ley de Protección de Datos Personales N° 25.326. 



 

 
ARTÍCULO 4°.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 5°. - Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
César Leonardo Gazzo Huck 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 21 N° 24159/21 v. 21/04/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 

Resolución Conjunta 7/2022 
 
RESFC-2022-7-APN-MS 
Ciudad de Buenos Aires, 20/07/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-17023412-APN-SAT#SRT, las Leyes N° 24.241, N° 24.557, N° 27.541, 
N° 27.573, los Decretos de Necesidad y Urgencia N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020, N° 867 de 
fecha 23 de diciembre de 2021, N° 431 de fecha 2 de julio de 2021, el Decreto N° 478 de fecha 30 
de abril de 1998, la Resolución de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) N° 298 
de fecha 23 de febrero de 2017, la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 2883 de fecha 29 de 
diciembre de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 21 de diciembre de 2019 se sancionó la Ley N° 27.541 “de Solidaridad Social y 
Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública” por la que se declaró, entre otras, 
la emergencia sanitaria. 
 
Que por el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020 se 
amplió la emergencia pública en materia sanitaria establecida por Ley N° 27.541, en virtud de la 
pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el 
coronavirus COVID-19, por el plazo de UN (1) año a partir de la entrada en vigencia del citado 
decreto. 
 
Que, por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021 se prorrogó 
hasta el 31 de diciembre de 2022, la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la 
citada ley, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD en 
relación con el coronavirus COVID-19. 
 



 

Que por Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 2883 de fecha 29 de diciembre de 2020 se 
aprobó el “Plan Estratégico para la Vacunación contra la COVID-19 en la REPÚBLICA ARGENTINA”. 
 
Que con fecha 29 de octubre de 2020 se sancionó la Ley N° 27.573 “de Vacunas Destinadas a 
Generar Inmunidad Adquirida Contra el COVID-19”, en la que se declaró de interés público la 
investigación, desarrollo, fabricación y adquisición de las vacunas destinadas a generar inmunidad 
adquirida contra la COVID-19, todo ello en el marco de la emergencia sanitaria antes citada. 
 
Que por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 431 de fecha 2 de julio de 2021 se modificó la Ley 
N° 27.573, con el fin de facilitar el acceso a vacunas que presentan compatibilidad y validación 
para su uso pediátrico y la consiguiente concreción de los contratos correspondientes. 
 
Que por este último decreto se dispuso la creación del Fondo de Reparación COVID-19, destinado 
a indemnizar a aquellas personas que, eventualmente, padezcan un daño en la salud física como 
consecuencia directa de la vacuna COVID-19. 
 
Que dicho fondo de reparación es un instrumento que se utiliza en diversos países y también fue 
establecido en el marco del Mecanismo COVAX y constituye una forma eficaz para compensar a las 
personas que pudieren sufrir, eventualmente, algún tipo de daño a raíz de la administración de 
una vacuna contra la COVID- 19. 
 
Que la norma dispone asimismo, que el MINISTERIO DE SALUD actuará como autoridad de 
aplicación del referido fondo. 
 
Que la Ley N° 27.573 establece que la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, a través de 
las Comisiones Médicas, tendrá a su cargo tramitar los reclamos indemnizatorios, y el MINISTERIO 
DE SALUD DE LA NACIÓN, a través de la Comisión Nacional de Seguridad en Vacunas (CONASEVA), 
fijará los criterios para la determinación de la relación de causalidad entre la vacuna y el daño 
denunciado, en virtud de la evidencia científica disponible. 
 
Que esta última ley dispone asimismo que serán de aplicación, en la medida de su compatibilidad, 
las normas previstas en la Ley N° 24.557 y aquellas que regulan la actuación de las Comisiones 
Médicas. 
 
Que, en virtud de ello, la presente medida contempla la aplicación del Decreto N° 478 de fecha 30 
de abril de 1998 para la cuantificación del grado de incapacidad, y de la Resolución de la 
SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) N° 298 de fecha 23 de febrero de 2017 para 
la determinación del plazo para recurrir los actos emanados de la Comisión Médica en sede 
judicial. 
 
Que, a efectos de materializar la asistencia a personas afectadas por eventos adversos de la 
vacuna destinada a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19, resulta necesario establecer 



 

el procedimiento para la tramitación de los reclamos indemnizatorios a ser atendidos con recursos 
del Fondo de Reparación COVID-19. 
 
Que la presente medida se dicta en virtud de las atribuciones establecidas en las Leyes N° 22.520, 
N° 24.557, N° 27.573 y sus respectivas normas modificatorias. 
 
Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD Y 
EL SUPERINTENDENTE DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVEN: 
 
ARTÍCULO 1°.- Entiéndase por damnificado o damnificada a que refiere el artículo 8° quater de la 
Ley N° 27.573, a quien habiendo recibido alguna de las vacunas destinadas a generar inmunidad 
adquirida contra la COVID-19 dentro del Territorio Nacional, en el marco del Plan Estratégico para 
la Vacunación contra la COVID-19 en la REPÚBLICA ARGENTINA aprobado por Resolución del 
MINISTERIO DE SALUD N° 2883 de fecha 29 de diciembre de 2020, presente un evento adverso 
sobre su salud física como consecuencia directa de la vacuna. 
 
ARTÍCULO 2°.- La tramitación del reclamo indemnizatorio ante la Comisiones Médicas 
Jurisdiccionales, prevista en el artículo 8° sexies de la Ley N° 27.573, requerirá que el evento 
adverso haya sido previamente notificado a través del Sistema Integrado de Información Sanitaria 
Argentino (SISA) por el personal de salud que asista al presunto damnificado o la presunta 
damnificada, o que tome conocimiento del evento. 
 
ARTÍCULO 3°.- Todos los estudios que demande el trámite deberán ser aportados en forma digital 
en el expediente administrativo a través de la Plataforma de Trámites a Distancia (TAD), dentro del 
plazo que establezca la notificación que lo requiera, según las circunstancias del caso. La 
realización de los mismos, como su aporte, estará a cargo de la persona que pretenda el 
reconocimiento resarcitorio. 
 
ARTÍCULO 4°.- Al efecto de la evaluación encomendada a las Comisiones Médicas Jurisdiccionales 
por el artículo 8° sexies de la Ley N° 27.573 serán de aplicación las “Normas para la Evaluación, 
Calificación y Cuantificación del Grado de Invalidez de los Trabajadores Afiliados al Sistema 
Integrado de Jubilaciones y Pensiones” contenidas en el Decreto N° 478 de fecha 30 de abril de 
1998, con exclusión de la aplicación de los “factores complementarios”. La SUPERINTENDENCIA DE 
RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.), con la conformidad del MINISTERIO DE SALUD, podrá adaptar o 
complementar el mencionado instrumento para la evaluación de universos etarios no previstos, 
incluyendo el rango pediátrico. 
 
ARTÍCULO 5°.- Apruébase el Procedimiento para la Tramitación de Reclamos para el Acceso a la 
Indemnización del Fondo de Reparación COVID-19 - Ley N° 27.573, que como ANEXO (IF-2022-
74602876-APN-SAS#MS) forma parte integrante de la presente medida. 
 



 

ARTÍCULO 6°.- Los actos de la Comisión Médica Jurisdiccional dictados en el marco del 
procedimiento aprobado por el artículo 5° de la presente medida serán recurribles dentro de los 
QUINCE (15) días de su notificación ante la CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES con asiento en la 
jurisdicción del domicilio que consta en el Documento Nacional de Identidad (D.N.I.) de quien 
pretenda el reconocimiento resarcitorio contemplado en la Ley N° 27.573. En la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires será competente la CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
 
ARTÍCULO 7°.- Establécese que a los fines de la utilización de la Plataforma Trámites a Distancia 
(TAD) y hasta tanto se genere un motivo de TAD específico en dicho sistema, el interesado o la 
interesada deberá ingresar su reclamo a través de la opción “GENE00558 Presentación Ciudadana 
ante el Poder Ejecutivo”, en cuyo asunto deberá consignar “Efectos adversos derivados de la 
Vacuna COVID-19”. 
 
ARTÍCULO 8°.- Autorízase a la GERENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE COMISIONES MÉDICAS, 
dependiente de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, con la participación de las áreas 
competentes, a gestionar ante la SECRETARÍA DE INNOVACIÓN PÚBLICA un motivo de Trámite a 
Distancia específico para la presentación de los reclamos derivados de la aplicación del Decreto N° 
431/21. 
 
ARTÍCULO 9°.- La presente resolución entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín 
Oficial. 
 
ARTÍCULO 10.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Carla Vizzotti - Enrique Alberto Cossio 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución Conjunta se publican en la edición web del 
BORA -www.boletinoficial.gob.ar- e. 25/07/2022 N° 56509/22 v. 25/07/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 

Resolución 8/2021 
 
RESOL-2021-8-APN-SCS#MS 
Ciudad de Buenos Aires, 28/01/2021 
 
VISTO el EX-2021-05778702- -APN-DD#MS, la Ley 16.463, la Ley 27.541, el Decreto N° 260/2020, y 
la Disposición ANMAT N° 9175/2020, y 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), declaró el 
brote del nuevo coronavirus COVID-19 como una pandemia. 



 

 
Que por el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió en nuestro país la emergencia 
pública en materia sanitaria establecida por Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año en virtud de 
la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el 
coronavirus COVID-19. 
 
Que mediante el artículo 2, inciso 16 del decreto aludido en el considerando precedente se facultó 
al MINISTERIO DE SALUD, en tanto la autoridad de aplicación, a adoptar cualquier otra medida que 
resulte necesaria a fin de mitigar los efectos de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS). 
 
Que el artículo 1º de la Ley 16.463 establece que “quedan sometidos a la presente ley y a los 
reglamentos que en su consecuencia se dicten, la importación, exportación, producción, 
elaboración, fraccionamiento, comercialización o depósito en jurisdicción nacional o con destino al 
comercio interprovincial de las drogas, productos químicos, reactivos, formas farmacéuticas, 
medicamentos, elementos de diagnóstico, y todo otro producto de uso y aplicación en medicina 
humana y las personas de existencia visible o ideal que intervengan en dichas actividades”. 
 
Que la mencionada Ley requiere para la comercialización y uso de los 
medicamentos/especialidades medicinales que se haya demostrado adecuadamente o en grado 
suficiente la calidad, seguridad y eficacia del producto farmacéutico para su uso humano. 
 
Que, en virtud de lo expuesto en el considerando precedente, la autorización de las 
INMUNOGLOBULINAS EQUINAS FRAGMENTOS F (ab´)2 ANTI SARS-CoV-2 enmarcadas en 
especialidades medicinales en condiciones clínicas particulares, encuentra su fundamento en el 
favorable cociente beneficio/riesgo, estimado en función de la evidencia científica disponible, para 
aquellos pacientes para los cuales están indicados. 
 
Que las INMUNOGLOBULINAS EQUINAS FRAGMENTOS F (ab´)2 ANTI SARS-CoV-2 cumplen con el 
procedimiento de registro de los medicamentos explícito en el artículo 9° la Ley Nº 16.463 y que a 
tal efecto respetan la clasificación de los productos “según la naturaleza, composición, actividad, 
acción farmacológica y procedimientos farmacotécnicos de preparación, acordes con los adelantos 
científicos reconocidos, los intereses de la salud pública”. 
 
Que ante la necesidad de establecer un procedimiento operativo uniforme y científicamente 
respaldado para el uso de las INMUNOGLOBULINAS EQUINAS FRAGMENTOS F (ab´)2 ANTI SARS-
CoV-2 EN PACIENTES CON COVID-19, se dictó la Disposición ANMAT N° 9175/20 que las autoriza 
“Bajo Condiciones Especiales”. 
 
Que se deberá cumplir con el Plan de monitoreo de Eficacia, Efectividad y Seguridad (PMEES), 
aprobado por la DIRECCIÓN DE EVALUACIÓN Y REGISTRO DE MEDICAMENTOS, debiendo 
presentarse los resultados oportunamente ante la misma. 
 



 

Que en función de los resultados de las investigaciones disponibles la SECRETARÍA DE CALIDAD EN 
SALUD convocó a una reunión de consenso a profesionales e Instituciones altamente reconocidas 
y de vasta experiencia a los fines de elaborar recomendaciones de USO CON FINES TERAPÉUTICOS 
DE INMUNOGLOBULINAS EQUINAS FRAGMENTOS F (ab´)2 ANTI SARS-CoV-2 EN COVID-19. 
 
Que en el marco de los resultados del consenso, la SECRETARIA DE CALIDAD EN SALUD elaboró el 
documento “Las recomendaciones de USO CON FINES TERAPÉUTICOS DE INMUNOGLOBULINAS 
EQUINAS FRAGMENTOS F (ab´) 2 ANTI SARS-CoV-2 EN COVID -19” a los fines de orientar su 
administración. 
 
Que el dictado de la presente medida no implica erogación presupuestaria. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Decreto Nº 50/2019. 
 
Por ello, 
EL SECRETARIO DE CALIDAD EN SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1: Apruébanse las Recomendaciones para el USO CON FINES TERAPÉUTICOS DE 
INMUNOGLOBULINAS EQUINAS FRAGMENTOS F (ab´)2 ANTI SARS-CoV-2 EN COVID-19, como 
resultado del Consenso que, como ANEXO IF-2021-07224843-APN-SCS#MS y a todos sus efectos, 
forma parte integrante de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 2: Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese. 
 
Arnaldo Darío Medina 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 29/01/2021 N° 4094/21 v. 29/01/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 28/2022 

RESOL-2022-28-APN-MS 
Ciudad de Buenos Aires, 10/01/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-02093038-APN-DD#MS, las Leyes Nros. 15.465 y 27.541, el Decreto 
Nº 2771 del 1 de noviembre de 1979, el Decreto Nº 260 del 12 de marzo de 2020, el Decreto N° 



 

167 del 11 de marzo de 2021, el Decreto N° 867 del 23 de diciembre de 2021, sus modificatorios y 
complementarios; la Resolución N° 680 del 30 de marzo de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), declaró el 
brote del virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que en el marco de la declarada Emergencia Sanitaria, establecida por la Ley N° 27.541, la cual 
facultó al MINISTERIO DE SALUD a instrumentar las políticas referidas a dicha emergencia y lo 
establecido por la Ley N° 15.465, se dictó la Resolución N° 680 de este Ministerio de 30 de marzo 
de 2020. 
 
Que, en dicho marco, mediante el Decreto N° 260/20 se amplió la emergencia pública en materia 
sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de dicha norma, habiendo sido prorrogado dicho decreto hasta el 31 de diciembre de 
2021 por el Decreto N° 167/21, en los términos del mismo, y por el Decreto N° 867/2021 hasta el 
31 de diciembre de 2022. 
 
Que por el citado Decreto N° 260/2020 prorrogado por el Decreto N° 867/2021 se facultó al 
MINISTERIO DE SALUD a adoptar las medidas que resulten oportunas y necesarias para la 
prevención de la propagación del SARS-CoV-2, con el objeto de minimizar sus efectos e impacto 
sanitario. 
 
Que la Salud no es una competencia delegada por las provincias en el Estado Nacional, no 
obstante, la función de rectoría del MINISTERIO DE SALUD permite establecer recomendaciones. 
 
Que, por su parte, la Ley N°15.465, establece como obligatoria la notificación de los casos de 
enfermedades infecciosas y, en su artículo segundo, prevé la posibilidad de incorporar otras 
enfermedades, suprimir alguna de las especificadas, o en su caso, modificar su agrupamiento. 
 
Que la Resolución N° 680 del 30 de marzo de 2020, incorporó en su primer artículo, al régimen 
legal de las enfermedades de notificación obligatoria, establecido por Ley Nº 15.465, sus 
modificatorias y complementarias, a la enfermedad COVID-19 en todas sus etapas, desde la 
sospecha de caso hasta el seguimiento de su evolución. 
 
Que, asimismo, se instituyó todo lo referente a las estrategias de vigilancia, los mecanismos y la 
periodicidad de la notificación, comunicación y reporte de los casos, así como su evolución e 
investigación epidemiológica. 
 
Que la mencionada Resolución, en su artículo tercero, fijó el alcance de las personas obligadas a 
notificar los casos de COVID-19, su evolución e investigación epidemiológica. Éstos son: a) Los 
médicos que asisten pacientes en establecimientos de salud de gestión pública o privada; b) Los 



 

profesionales de los laboratorios de gestión pública o privada que estudien muestras de casos 
sospechosos, probables, confirmados y descartados; c) Las respectivas autoridades de los 
laboratorios y establecimientos de salud de gestión pública o privada; d) Las respectivas 
autoridades sanitarias provinciales y municipales; y por último, estableció que los epidemiólogos 
en colaboración o asistencia a las instituciones sanitarias en las que desempeñan su actividad, 
realicen tareas de investigación epidemiológica en relación a los casos de COVID-19 deberán 
asimismo efectuar las notificaciones. 
 
Que por su parte, la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y 
TECNOLOGÍA MÉDICA (ANMAT), autorizó el uso de las denominadas pruebas rápidas de antígeno 
para la detección de COVID-19 o test inmunocromatográficos para antígenos de SARS-CoV-2 para 
uso profesional y los diseñados para autoevaluación. Los últimos mediante las DI-2022-120-APN-
ANMAT#MS, DI-2022-121-APN-ANMAT#MS, DI-2022-122-APN-ANMAT#MS, DI-2022-123-APN-
ANMAT#MS. 
 
Que esta herramienta fue implementada como test de autoevaluación desde el año pasado por 
países como Portugal, Francia, Países Bajos, Bélgica, Reino Unido, Italia, Alemania, España, Austria, 
Bulgaria y Estados Unidos. 
 
Que la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a escala internacional requiere 
la adopción de medidas novedosas para hacer frente a la emergencia, para que, oportunamente, 
se adopten decisiones rápidas, eficaces y urgentes. 
 
Que la situación exige una evaluación constante respecto de la evolución de los casos y de la 
transmisión en las distintas regiones, y una gestión coordinada que permita maximizar el resultado 
de las medidas que se implementan. 
 
Que, de acuerdo al reporte de la Sala de Situación Coronavirus online del MINISTERIO DE SALUD se 
informa que, en Argentina, hasta el 5 de enero de 2022, se han reportado un total de 5.915.695 
casos confirmados y un total de 117.346 fallecidos por COVID-19. Que, a pesar de la vacunación 
sostenida, la inequidad en el acceso a las vacunas a nivel mundial predispone a la aparición de 
nuevas variantes virales, por lo cual la pandemia de COVID-19 sigue en curso. 
 
Que actualmente se experimenta un cambio de la dinámica de la pandemia, referida al nivel de 
contagio, aparición de nuevas variantes, y aspectos inherentes a la gestión sanitaria. 
 
Que el acceso al diagnóstico oportuno es un factor determinante para disminuir la probabilidad de 
contagio, mejorar las medidas de aislamiento de casos positivos y el rastreo de contactos 
estrechos, y por consiguiente, un pilar fundamental de las medidas de contención ante una 
pandemia. 
 



 

Que es necesario evaluar alternativas para la ampliación del acceso al diagnóstico en concordancia 
con los principios de universalidad, equidad e integridad en el acceso a la salud integral de las 
personas. 
 
Que la implementación del test de autoevaluación de COVID-19 colabora en el proceso de 
descentralización necesario para brindar una mejor respuesta ante una situación que afecte la 
salud pública, ya que no requieren de equipamiento o tecnología de alta complejidad. 
 
Que por ello se estima conveniente el uso de dichos test de autoevaluación de COVID-19 como 
una herramienta complementaria para la gestión de la pandemia, toda vez que facilita el acceso al 
diagnóstico de COVID-19, y amplía la oferta en estrategias de testeo y su accesibilidad. 
 
Que, la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA 
(ANMAT) aprobó el uso individual de test de autoevaluación en base a la detección del virus SARS-
CoV-2 de venta exclusiva en farmacias. 
 
Que los test de autoevaluación proporcionan resultados orientativos, sin valor diagnóstico 
concluyente, a excepción de que las jurisdicciones, en acuerdo con el MINISTERIO DE SALUD y en 
base a la situación epidemiológica, consideren el resultado positivo como caso confirmado de 
COVID-19. 
 
Que conforme el marco jurídico vigente, la farmacia es un canal de comercialización autorizado 
para la venta de test de autoevaluación, que asegura la trazabilidad y legitimidad de los productos. 
 
Que, en atención a todo ello, resulta conveniente establecer un procedimiento para hacer el 
correcto reporte y notificación de los resultados que arrojen los test de autoevaluación para la 
detección de SARS-CoV-2. 
 
Que para el adecuado reporte de resultados, resulta necesario establecer las condiciones de 
identificación individual de cada kit diagnóstico a fin de asegurar la notificación de casos. 
 
Que la DIRECCIÓN DE EPIDEMIOLOGÍA, la DIRECCIÓN NACIONAL DE EPIDEMIOLOGÍA E 
INFORMACIÓN ESTRATÉGICA, la SUBSECRETARÍA DE MEDICAMENTOS E INFORMACIÓN 
ESTRATÉGICA, la SUBSECRETARÍA DE ESTRATEGIAS SANITARIAS y la SECRETARÍA DE ACCESO A LA 
SALUD han tomado la intervención de sus respectivas competencias. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS de este Ministerio ha tomado la intervención 
de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por Ley de Ministerios N° 
22.520 T.O 1992, sus modificatorias y complementarias, la Ley N° 27.541, lo dispuesto en el 
Decreto N° 50 de fecha 20 de diciembre de 2019, el Decreto Nº 260 del 12 de marzo de 2020 y sus 



 

modificatorios, el Decreto N° 167 del 11 de marzo de 2021 y el Decreto N° 867 del 23 de diciembre 
de 2021. 
 
Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°. - Apruébase el PROCEDIMIENTO PARA EL REPORTE DEL USO Y LA NOTIFICACIÓN DEL 
RESULTADO DE LOS TEST INDIVIDUALES DE AUTOEVALUACIÓN PARA LA DETECCIÓN DE SARS-CoV-
2 (COVID-19), de acuerdo al ANEXO I (IF-2022-02112154-APN-DE#MS) que forma parte integrante 
de la presente resolución. 
 
ARTÍCULO 2°. - Apruébanse las CONDICIONES DE EMPAQUE Y PRODUCTO de acuerdo al ANEXO II 
(IF-2022-02112564-APN-DE#MS) que forma parte integrante de la presente resolución. 
 
ARTÍCULO 3°. - Establécese que, dado el contexto epidemiológico, las jurisdicciones, en acuerdo 
con la autoridad sanitaria nacional, podrán considerar como casos confirmados de COVID-19 a 
aquéllos cuyo test de autoevaluación para la detección del SARS-CoV-2 (COVID-19) hayan 
resultado positivo. 
 
ARTÍCULO 4°. - Establécese que la totalidad de los resultados de los test de autoevaluación 
deberán ser notificados al Sistema Nacional de Vigilancia de la Salud (SNVS), de acuerdo a lo 
dispuesto en el ANEXO I - PROCEDIMIENTO PARA EL REPORTE DEL USO Y LA NOTIFICACIÓN DEL 
RESULTADO DE LOS TEST INDIVIDUALES DE AUTOEVALUACIÓN PARA LA DETECCIÓN DE SARS-CoV-
2 (COVID-19)- que se aprueba por el artículo 1 de la presente. 
 
ARTÍCULO 5°. - Establécese que la dispensa de los test de autoevaluación para la detección de 
SARS-CoV-2 (COVID-19) a individuos particulares será exclusiva en las farmacias que deberán 
cumplimentar el procedimiento establecido en el ANEXO I. El usuario del test de autoevaluación 
para la detección del SARS-CoV-2 (COVID-19), deberá efectuar ante la misma farmacia el reporte 
del uso, conforme el ANEXO I de la presente. 
 
ARTÍCULO 6°. - Dispónese que las droguerías, distribuidoras y laboratorios que abastezcan el canal 
minorista, sólo podrán vender los test de autoevaluación para la detección de SARS-CoV-2 (COVID-
19) únicamente a las farmacias que cumplan con el procedimiento dispuesto por la presente 
resolución. 
 
ARTÍCULO 7°. - Toda institución pública o privada podrá adquirir y/o utilizar los test de 
autoevaluación para la detección de SARS-CoV-2 (COVID-19) conforme las condiciones que 
establezca la autoridad sanitaria jurisdiccional. Cualquier institución pública o privada, que utilice 
dichos test deberá designar un profesional de la salud responsable de informar el destino, uso y 
reporte de los resultados a las autoridades sanitarias de su jurisdicción para su correspondiente 
notificación en el Sistema Nacional de Vigilancia Sanitaria (SNVS). 



 

 
ARTÍCULO 8°. - La autoridad sanitaria nacional y la jurisdiccional que adhiera a la presente, podrá 
inhabilitar el punto de venta para la dispensa de test de autoevaluación de SARS-CoV-2 (COVID-19) 
en caso de que no se haya efectivizado el reporte de los resultados conforme lo establecido en el 
ANEXO I de la presente resolución. 
 
ARTÍCULO 9°. - Invítase a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la 
presente resolución. 
 
ARTÍCULO 10.- Notifíquese a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y 
TECNOLOGÍA MÉDICA (A.N.M.A.T.). 
 
ARTÍCULO 11.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 12.- Comuníquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y archívese. 
 
Carla Vizzotti 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 11/01/2022 N° 989/22 v. 11/01/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 1419/2022 

 
RESOL-2022-1419-APN-MS 
Ciudad de Buenos Aires, 18/07/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-38108055- -APN-DNCSSYRS#MS, el Decreto N° 939 de fecha 19 de 
octubre de 2000, las Resoluciones del MINISTERIO DE SALUD N° 1230 del 28 de octubre 2008, N° 
226 del 6 de marzo de 2009, N° 2207 de fecha 14 de diciembre de 2010, N° 254 de fecha 1 de 
marzo de 2011, N° 1080 de fecha 19 de julio de 2011, N° 1630 del 16 de octubre de 2013, N° 60 
del 29 de enero de 2015 y N° 578 del 21 de marzo de 2022, las Resoluciones de la ex SECRETARÍA 
DE GOBIERNO DE SALUD del entonces MINISTERIO DE SALUD Y DESARROLLO SOCIAL N° 683 de 
fecha del 17 de abril de 2019 y N° 2004 del 19 de septiembre de 2019, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el Decreto N° 939 de fecha 19 de octubre de 2000 se creó el RÉGIMEN DE HOSPITALES 
PÚBLICOS DE GESTIÓN DESCENTRALIZADA (HPGD). 



 

 
Que mediante las Resoluciones N° 1230/2008, N° 226/2009 y N° 760/2009 del MINISTERIO DE 
SALUD se puso en vigencia y se actualizó el Nomenclador de Prestaciones de Salud mediante el 
cual se establecieron los aranceles modulares para los HPGD. 
 
Que por la citada Resolución N° 1230/2008 se creó, en el ámbito de la entonces SECRETARIA DE 
POLÍTICAS, REGULACIÓN E INSTITUTOS, un COMITÉ DEL RÉGIMEN DE HOSPITALES PÚBLICOS DE 
GESTIÓN DESCENTRALIZADA, con la finalidad de mantener continua y permanentemente 
actualizados los valores del Nomenclador de Prestaciones de Salud de los referidos hospitales. 
 
Que en fecha 1 de marzo de 2011 se llevó a cabo una actualización de los valores del 
nomenclador, los que quedaron establecidos en los términos de la Resolución Ministerial N° 
254/2011. 
 
Que la Resolución antes mencionada fue ampliada a través de la incorporación del Anexo II, 
dispuesta por la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 1080 de fecha 19 de julio de 2011. 
 
Que por Resolución de este Ministerio N° 1630 de fecha 16 de octubre de 2013 se actualizaron los 
valores del nomenclador. 
 
Que por las Resoluciones de la ex SECRETARÍA DE GOBIERNO DE SALUD del entonces MINISTERIO 
DE SALUD Y DESARROLLO SOCIAL Nº 683 de fecha 17 de abril de 2019 y N° 2004 de fecha 19 de 
septiembre de 2019 se actualizaron por última vez los valores del nomenclador. 
 
Que por la Resolución de esta cartera sanitaria N° 578/2022 se determinó una nueva integración 
del COMITÉ DEL RÉGIMEN DE HOSPITALES PÚBLICOS DE GESTIÓN DESCENTRALIZADA. 
 
Que dicho Comité resolvió ajustar los valores del nomenclador vigente en la Resolución de la ex 
SECRETARIA DE GOBIERNO DE SALUD N° 2004/2019, que se encontraban referenciados a índices 
del mes de abril de 2019. 
 
Que, atento a que los tiempos de la pandemia COVID-19 han extendido el lapso para el 
reconocimiento de incrementos y la difícil situación atravesada por el sector, se resolvió en el seno 
del citado Comité referenciar la actualización de este nomenclador al índice de salarios del sector 
privado registrado que publica el INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS (INDEC), acorde 
al informe técnico emitido por la DIRECCIÓN DE ECONOMIA DE LA SALUD. 
 
Que, ante la necesidad de la modificación, el Comité propone un enfoque sobre la base de un 
criterio que promueva la sustentabilidad de la actualización, activando un aumento de monto 
razonable, con un indicador a su vez sensible. 
 
Que el COMITÉ DEL RÉGIMEN DE HOSPITALES PÚBLICOS DE GESTIÓN DESCENTRALIZADA asimismo 
ha recomendado la modificación de la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 1230/2008, a fin 



 

de establecer que la actualización debe ser continua, anual y en un único acto, tomando como 
referencia los períodos de enero a diciembre de cada año. 
 
Que dicho Comité también ha propuesto la conformación de una comisión a fin de revisar los 
valores relativos entre prestaciones, que contemple la posibilidad de considerar actualizaciones 
diferenciadas por grupos, según complejidad de la prestación o composición de los factores que 
intervienen en la misma y la realización de estudios de costo de prestaciones y prácticas. 
 
Que en virtud de lo expuesto precedentemente, la presente medida dispone la creación de un 
GRUPO TÉCNICO DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL NOMENCLADOR DE ESTABLECIMIENTOS 
PÚBLICOS. 
 
Que a los fines de aprobar los nuevos montos, corresponde se deje sin efecto los valores 
establecidos por la Resolución de la ex SECRETARIA DE GOBIERNO DE SALUD N° 2004 de fecha 19 
de septiembre de 2019, la cual es preciso derogar. 
 
Que sin embargo, resulta oportuno destacar la vigencia de las NORMAS DE FACTURACIÓN PARA EL 
RÉGIMEN DE HOSPITALES PÚBLICOS DE GESTIÓN DESCENTRALIZADA, establecidas como ANEXO II 
de la Resolución Ministerial N° 254 de fecha 1 de marzo de 2011, incorporado por la Resolución 
Ministerial N° 1080 de fecha 19 de julio de 2011, modificatoria de la primera y que como ANEXO II 
integrara la Resolución de la ex SECRETARIA DE GOBIERNO DE SALUD N° 2004/2019. 
 
Que la DIRECCIÓN DE ECONOMÍA DE LA SALUD ha emitido el Informe Técnico pertinente. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se adopta en uso de las atribuciones contenidas por la Ley de Ministerios 
N° 22.520, sus modificatorias y complementarias, el Decreto N° 939/2000 y el artículo 83 del 
Decreto N° 1759/1972 (t.o. 2017). 
 
Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Apruébense los nuevo aranceles modulares para los HOSPITALES PÚBLICOS DE 
GESTIÓN DESCENTRALIZADA que se detallan en el Anexo I (IF-2022-38974557-APN-DMCYSP#MS) y 
el Anexo II (IF-2022-38975297-APN-DMCYSP#MS), que forman parte de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 2°.- Establécese que los aranceles modulares detallados en el Anexo I (IF-2022-
38974557-APN-DMCYSP# MS) entrarán en vigencia a partir del 1° de mayo del corriente año y 
serán reemplazados a partir del 1° de octubre del corriente año por los aprobados en el Anexo II 
(IF-2022-38975297-APN-DMCYSP#MS). 



 

 
ARTÍCULO 3°.- Apruébase las NORMAS DE FACTURACIÓN PARA EL RÉGIMEN DE HOSPITALES 
PÚBLICOS DE GESTIÓN DESCENTRALIZADA acorde se detalla en el ANEXO III (IF-2022-38993645-
APN-DMCYSP#MS), que forma parte de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 4°.- Derógase la Resolución de la ex SECRETARÍA DE GOBIERNO DE SALUD del entonces 
MINISTERIO DE SALUD Y DESARROLLO SOCIAL Nº 2004 de fecha 19 de septiembre de 2019. 
 
ARTÍCULO 5°.- Modifíquese el artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 
1230/2008, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 
“ARTÍCULO 5°: El Comité creado por el artículo anterior tendrá por objeto mantener actualizado el 
Nomenclador de Prestaciones de Salud del Hospital Público de Gestión Descentralizada en lo que 
respecta a los valores correspondientes a las prestaciones brindadas por los Hospitales Públicos 
que integran el Régimen, así como a la incorporación o substitución de módulos, conforme 
tecnologías novedosas o el más eficaz reagrupamiento de las prestaciones. La actualización será 
realizada de forma continua, anual y en un único acto, tomando como referencia los períodos de 
enero a diciembre de cada año”. 
 
ARTÍCULO 6°.- Créase el GRUPO TÉCNICO DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL NOMENCLADOR DE 
ESTABLECIMIENTOS SANITARIOS PÚBLICOS, cuya composición y funcionamiento será determinado 
por la Presidencia del COMITÉ DEL REGIMEN DE HOSPITALES PÚBLICOS DE GESTIÓN 
DESCENTRALIZADA, integrado acorde la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 578/2022. 
 
ARTÍCULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Carla Vizzotti 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 20/07/2022 N° 55492/22 v. 20/07/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: AnexoI, AnexoII, AnexoII) 
 

Resolución Conjunta 2/2022 

 
RESFC-2022-2-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 06/07/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-47671966-APN-DDE#MTYD, las Leyes Nros. 20.655 y sus 
modificatorias, 22.520 (t.o por Decreto 438/92) y sus modificatorias, 26.061 y su modificatoria y 
los Decretos N° 50 del 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios y 260 del 12 de marzo de 
2020, sus prórrogas y modificatorios, y 



 

 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 20.655 y sus modificatorias dispone que el Estado atenderá al deporte en sus 
diversas manifestaciones, considerando entre sus objetivos la universalización del deporte y la 
actividad física como derecho de la población y como factor coadyuvante a la formación integral 
de las personas, tanto dentro del marco del sistema educativo como en los demás aspectos de la 
vida social. 
 
Que, además, dicha ley prevé que corresponde al Estado la promoción de una conciencia nacional 
de los valores del deporte y la actividad física y la implementación de las condiciones que permitan 
el acceso a su práctica a todo ser humano, ofreciendo oportunidades especiales a las personas 
jóvenes, los niños, las niñas y adolescentes, a las personas adultas mayores y a las personas con 
discapacidad, considerando a la animación sociocultural como auténtico medio de equilibrio, 
inclusión y plena integración social. 
 
Que la Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. por Decreto N° 438/92) y sus modificatorias establece 
que compete al MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES asistir al PODER EJECUTIVO NACIONAL en la 
definición y ejecución de las políticas de desarrollo de la actividad deportiva de alto rendimiento, 
amateur y de recreación, así como entender en lo relativo a la aplicación de la Ley N° 20.655 y 
demás normas vinculadas con el deporte y en la asignación de recursos destinados al fomento del 
deporte a nivel nacional, provincial, municipal y de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 
 
Que, por su parte, la citada Ley dispone que compete al MINISTERIO DE SALUD asistir al Presidente 
de la Nación y al Jefe de Gabinete de Ministros en todo lo inherente a la salud de la población, la 
promoción de conductas saludables en la comunidad; así como en la ejecución de planes, 
programas y proyectos del área de su competencia destinados a la mejora de la calidad y al logro 
de la equidad de los sistemas de salud, garantizando a la población el acceso a los bienes y 
servicios de salud. 
 
Que el artículo 1° del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 del 12 de marzo de 2020, sus 
prórrogas, modificatorios y complementarios, amplió la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el coronavirus COVID-19, hasta el 31 de diciembre 
de 2022. 
 
Que las entidades deportivas generan la construcción de espacios de encuentro y participación 
que crean, a su vez, un sentido de pertenencia, resultando así indispensables para la práctica, el 
desarrollo y la promoción del deporte y la actividad física y, a través de estos, para la promoción 
del derecho a la salud y el bienestar físico y emocional. 
 



 

Que en los últimos años las entidades deportivas han atravesado numerosas dificultades, 
especialmente de índole económica, que les impidieron dar continuidad al desarrollo de sus 
actividades deportivas y recreativas. 
 
Que, de igual modo, con motivo de la pandemia ocasionada por el coronavirus COVID-19, se han 
incrementado las dificultades para realizar actividades deportivas y/o físicas por parte de niños, 
niñas y adolescentes, con efectos nocivos sobre su salud, lo que conlleva la necesidad de diseñar 
estrategias que contribuyan a mitigar el impacto negativo ocasionado por éste y potenciar la 
práctica de este tipo de actividades, así como el monitoreo y atención de los problemas de salud. 
 
Que atento al rol fundamental que cumplen las instituciones deportivas en nuestra sociedad en 
relación a lo comunitario y social, como así también en pos de promover la realización de 
actividades deportivas y/o físicas en todas sus modalidades, entendiendo a la práctica de éstas 
como auténtico medio de equilibrio, inclusión y plena integración social, deviene necesario 
fortalecer a dichas instituciones y facilitar el acceso a las actividades deportivas de todas aquellas 
personas que deseen practicarlas y que por motivos de índole económica se vean imposibilitadas 
de realizarlas. 
 
Que, asimismo, la práctica de actividades físicas en entidades deportivas representa una 
inmejorable oportunidad para que, en ese vínculo, las infancias y adolescencias tengan 
relevamiento y seguimiento de las cuestiones sanitarias más importantes, constituyendo la 
práctica de deportes y otras actividades de esparcimiento y recreación un espacio propicio para 
que se realicen controles de salud, se reciban consultas sobre diferentes situaciones de salud 
integral ya sea física o mental, y se oriente en el seguimiento de cada situación. 
 
Que la práctica de actividades físico-deportivas como hábito saludable puede favorecer progresos 
a nivel terapéutico y preventivo basados en la promoción de estilos de vida saludable. 
 
Que, además, el deporte y la actividad física son factores que influyen positivamente tanto en la 
salud física como en la salud mental, reduciendo los síntomas de ansiedad, depresión y estrés; así 
como también en la prevención de los consumos problemáticos. 
 
Que desde el Gobierno Nacional se ha puesto en marcha una Estrategia de Abordaje Integral de la 
Salud Mental con Perspectiva Federal a fin de implementar y articular políticas públicas destinadas 
al cuidado y atención de la salud mental de la población para todas las etapas de la vida, con 
rectoría del Ministerio de Salud de la Nación, como autoridad de aplicación de la Ley Nº 26.657 y 
en conjunto con otros organismos del Estado. 
 
Que el cuidado de la salud mental desde una perspectiva de derechos, con base comunitaria, libre 
de violencias y desde el respeto de las diversidades, resulta una prioridad en el marco del 
complejo proceso de recuperación del bienestar psicosocial y del fortalecimiento de los lazos 
comunitarios. 
 



 

Que resulta necesario trabajar de manera integrada con las jurisdicciones y otros organismos y 
asociaciones civiles, para lograr la efectiva inclusión de acciones de promoción, prevención y 
atención de la salud integral en el marco del presente Programa. 
 
Que las instituciones deportivas se pueden constituir como espacios de contención e inclusión 
para los niños, niñas y adolescentes alcanzados por el Programa. 
 
Que, en tal sentido, a través de la implementación del PROGRAMA DE PROMOCIÓN DE ACCESO A 
LA SALUD Y LA PRÁCTICA DEPORTIVA EN CLUBES Y OTRAS ENTIDADES DEPORTIVAS que se 
instituye por la presente, se ofrece la posibilidad a niños, niñas y adolescentes desde CINCO (5) 
años, hasta que cumplan la edad de DIECISIETE (17) años de realizar prácticas deportivas y/o 
físicas en aquellas entidades participantes y de acceder a la atención y/o seguimiento de su estado 
de salud integral. 
 
Que el referido Programa tiene como destinatarias a aquellas asociaciones, entidades y/o 
instituciones deportivas, legalmente constituidas en la REPÚBLICA ARGENTINA, que tengan por 
objeto la práctica y/o el desarrollo de actividades deportivas y/o físicas, en todas sus modalidades, 
dentro del territorio nacional. 
 
Que la Unidad de Auditoría Interna del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES ha tomado 
intervención, de conformidad con lo normado por el artículo 101 del Reglamento de la Ley de 
Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional Nº 24.156, 
aprobado por el Decreto Nº 1.344 del 4 de octubre de 2007 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección de Articulación de Políticas Públicas en Territorio, la Dirección Nacional de 
Seguimiento de Políticas Públicas y la UNIDAD GABINETE DE ASESORES, todas del MINISTERIO DE 
SALUD, tomaron intervención y propiciaron el dictado de la presente Resolución. 
 
Que los servicios jurídicos permanentes de ambos Ministerios han tomado la intervención de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en el marco de las facultades conferidas por la Ley N° 20.655 y sus 
modificatorias, el artículo 23 y 23 nonies de la Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. por Decreto N° 
438/92) y sus modificatorias y los Decretos N° 21 del 10 de diciembre de 2019 y N° 119 del 19 de 
febrero de 2021. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES Y 
LA MINISTRA DE SALUD 
RESUELVEN: 
 
ARTÍCULO 1º.- Créase, en la órbita del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, el PROGRAMA DE 
PROMOCIÓN DE ACCESO A LA SALUD Y LA PRÁCTICA DEPORTIVA EN CLUBES Y OTRAS ENTIDADES 



 

DEPORTIVAS, con el objeto de impulsar, facilitar, viabilizar y potenciar el acceso a la práctica de 
actividades deportivas y a controles de salud y otras acciones de promoción de la salud integral. 
 
ARTÍCULO 2º.- Apruébase el Reglamento del PROGRAMA DE PROMOCIÓN DE ACCESO A LA SALUD 
Y LA PRÁCTICA DEPORTIVA EN CLUBES Y OTRAS ENTIDADES DEPORTIVAS, que como Anexo (IF-
2022-50596548-APN-UGA#MS) forma parte integrante de la presente. 
 
ARTÍCULO 3º.- Facúltase a la SUBSECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA DEPORTIVA Y COMPETENCIAS 
NACIONALES de la SECRETARÍA DE DEPORTES del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES a: i) 
aprobar o rechazar las inscripciones del PROGRAMA DE PROMOCIÓN DE ACCESO A LA SALUD Y LA 
PRÁCTICA DEPORTIVA EN CLUBES Y OTRAS ENTIDADES DEPORTIVAS; ii) confeccionar y publicar en 
la página web del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES los formularios que resulten necesarios a 
los fines de la inscripción y participación en el presente Programa, iii) realizar el seguimiento y 
ejecución del Programa y autorizar los gastos que correspondan; iv) solicitar toda la información 
que considere necesaria; v) modificar el valor del módulo previsto en el artículo 3º del Reglamento 
del Programa; vi) realizar modificaciones respecto de los alcances, límites y plazos establecidos en 
el Reglamento; vii) implementar el otorgamiento de beneficios adicionales a los previstos en el 
Reglamento, de conformidad con eventuales acuerdos que se instrumenten con otros organismos 
o entes públicos y viii) dictar las normas complementarias que se estimen necesarias para la mejor 
y más eficaz implementación del Programa que se crea por la presente. 
 
ARTÍCULO 4º.- Facúltase a la UNIDAD GABINETE DE ASESORES del MINISTERIO DE SALUD para que, 
a través de la Dirección de Articulación de Políticas Públicas en Territorio, dependiente de la 
DIRECCIÓN NACIONAL DE SEGUIMIENTO DE POLÍTICAS PÚBLICAS, intervenga y coordine las 
acciones de promoción de la salud y prevención de enfermedades que se implementen en el 
marco del presente Programa, conforme sus competencias específicas, prioridades establecidas en 
cada caso y recursos disponibles; instrumente, en coordinación con las áreas del Ministerio y/o las 
jurisdicciones, las acciones y dispositivos territoriales que se implementen en el marco de este 
Programa; coordine la implementación y despliegue de acciones territoriales de las distintas áreas 
y programas del Ministerio en el marco del presente Programa; e informe al MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES el listado de los beneficiarios y las beneficiarias del programa que accedan 
a los controles de salud de acuerdo con lo establecido en el artículo 6° del Reglamento. 
 
 
ARTÍCULO 5°.- El MINISTERIO DE SALUD, a través de los programas que se implementen en el 
marco de esta iniciativa, deberá i) realizar el seguimiento de los problemas de salud identificados; 
ii) registrar la información sanitaria que considere necesaria; iii) realizar modificaciones vinculadas 
con las proyecciones del ámbito sanitario que son aprobadas en el marco del Programa en función 
de la evaluación permanente y, iv) dictar las normas complementarias que se estimen necesarias 
para lograr un impacto sanitario adecuado en la implementación del Programa. 
 
ARTÍCULO 6º.- El gasto que demande la ejecución del Programa creado por el artículo 1º de la 
presente Resolución en relación al beneficio de la práctica de actividades deportivas será atendido 



 

con cargo al Presupuesto correspondiente a la Jurisdicción 53 – MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES y aquel que demanden las acciones sanitarias previstas será atendido con cargo a las 
partidas específicas de la Jurisdicción 80 – MINISTERIO DE SALUD. 
 
ARTÍCULO 7º.- Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
Matías Lammens - Carla Vizzotti 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución Conjunta se publican en la edición web del 
BORA -www.boletinoficial.gob.ar- e. 21/07/2022 N° 55863/22 v. 21/07/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 705/2022 

RESOL-2022-705-APN-MS 
Ciudad de Buenos Aires, 31/03/2022 
 
VISTO el expediente EX-2022-27843246-APN-DD#MS, la Ley Nº27.541, el Decreto N°260 del 12 de 
marzo de 2020 y sus modificatorios y normas complementarias, el Decreto N° 867 del 23 de 
diciembre de 2021, la Decisión Administrativa N°1198 del 10 de diciembre de 2021 y la Resolución 
de este MINISTERIO DE SALUD N°627 del 19 de marzo de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote del virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que en dicho marco, mediante el Decreto N°260/20 se amplió la emergencia pública en materia 
sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de dicha norma, habiendo sido prorrogado dicho decreto hasta el 31 de diciembre de 
2022 por el Decreto N° 867/21, en los términos del mismo. 
 
Que mediante el artículo 2°, inciso 1) del Decreto N° 260/20 -t.o. art. 2º del Decreto Nº 867/2021 
B.O. 24/12/2021- se faculta a la autoridad sanitaria nacional, como autoridad de aplicación, a 
disponer las recomendaciones y medidas a adoptar a fin de mitigar el impacto sanitario de la 
pandemia por COVID-19, según el contexto epidemiológico, sanitario y de avance de la campaña 
de vacunación. 
 
Que asimismo, por el inciso 19) del citado artículo se autoriza al MINISTERIO DE SALUD a 
establecer nuevas medidas, o modificar las vigentes, para cada definición de caso, así como las 
acciones preventivas, las medidas de aislamiento obligatorio y/o sus excepciones y las 



 

recomendaciones sanitarias para cada supuesto, por los plazos que se determinen, según la 
evolución epidemiológica y el avance de la campaña de vacunación. 
 
Que, a partir del avance de las coberturas de vacunación, se ha logrado disminuir de manera 
considerable la incidencia de enfermedad grave y la mortalidad por COVID-19. 
 
Que, a nivel regional, y particularmente en países limítrofes, se observa una disminución sostenida 
del número de casos y de personas fallecidas. 
 
Que, en Argentina, se registraron hasta el momento 3 olas diferenciadas de COVID-19, siendo la 
última de ellas caracterizada por un fuerte aumento del número de casos a principios de 2022, 
asociado a la introducción de la variante Omicron. Esta nueva ola ocurrió en momentos en que se 
habían alcanzado altas tasas de vacunación y no se correspondió con un aumento proporcional de 
presentaciones graves y casos fatales. Desde el pico en la semana 2 (9 al 15/1) se registran nueve 
semanas consecutivas de descenso del número de casos hasta el momento actual. En forma 
simultánea se registra circulación de virus Influenza A (fundamentalmente del subtipo H3N2) en 
aumento desde el inicio del año 2022, lo que representa un adelantamiento del aumento 
estacional (el que coincide habitualmente con la temporada invernal). 
 
Que el plan estratégico de vacunación contra la COVID-19 ha logrado avances significativos con 
niveles de cobertura del 89,2% en población general y 93,7 % en niños de 3 años y más en primera 
dosis y 80,1 % en población general y 84,1% en niños de 3 años y más de esquemas completos, y 
más de QUINCE MILLONES (15.000.000) de dosis de refuerzo aplicadas, lo que significa una alta 
protección de la población para prevenir formas graves y mortalidad. 
 
Que atento a los avances alcanzados con el plan estratégico de vacunación contra la COVID-19 y la 
alta inmunidad con que cuenta la población, corresponde modificar lo oportunamente previsto 
por el artículo 3º de la Resolución Ministerial Nº 627/20, en relación a los grupos de riesgo. 
 
Que en la actualidad, aunque la población cuenta con alta inmunidad contra SARS-CoV 2 -natural y 
por vacunas-, es susceptible a otros virus respiratorios que hace dos años no circulan o tuvieron 
baja circulación, sobre todo en niños, que son uno de los principales transmisores. 
 
Que existe incertidumbre a nivel mundial acerca del comportamiento del virus SARS-CoV-2 
durante los próximos meses, especialmente durante el invierno del hemisferio sur, debido a la 
potencial emergencia de nuevas variantes, nuevas olas de contagio, o co-circulación con otros 
virus respiratorios. 
 
Que, considerando la situación epidemiológica, sanitaria y los avances de la campaña de 
vacunación, es menester actualizar las medidas generales para prevenir tanto la COVID-19 como 
otras infecciones respiratorias estacionales con el fin de proteger la salud pública. 
 



 

Que a partir de las reuniones de seguimiento de la situación epidemiológica y la revisión de las 
recomendaciones, tanto el comité de expertos que asesora al Ministerio de Salud de la Nación, 
como la mesa de trabajo SaludEducación, de la que participan la Organización Panamericana de la 
Salud (OPS), la Sociedad Argentina de Pediatría (SAP) y el Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia (UNICEF), recomendaron continuar con el uso del barbijo en espacios interiores, 
incluyendo los ámbitos escolares, dada la época del año y la posible circulación concomitante de 
distintos virus respiratorios. 
 
Que el 18 de marzo de 2022, en el ámbito del Consejo Federal de Salud (CO.FE.SA.), fueron 
consensuadas las recomendaciones generales de cuidado para la prevención de enfermedades 
respiratorias, reforzando la necesidad de mantener las que son transversales para todos los virus 
respiratorios. 
 
Que en ese ámbito, las autoridades sanitarias jurisdiccionales acordaron mantener las siguientes 
recomendaciones de cuidado generales para la prevención de enfermedades respiratorias: 
continuar con el uso adecuado del barbijo en espacios interiores, incluyendo los ámbitos laborales, 
educativos y el transporte público; asegurar la ventilación de los ambientes; la higiene adecuada y 
frecuente de manos, toser o estornudar sobre el pliegue del codo y ante la presencia de síntomas, 
no acudir a actividades laborales, sociales, educativas, lugares públicos y evitar el uso del 
transporte público; y dejar sin efecto el distanciamiento social de DOS (2) metros. 
 
Que en consecuencia, el autorreporte de síntomas en la aplicación “Cuidar” dispuesta en el 
artículo 5° de la Decisión Administrativa N° 1198/21, no resulta consistente con las nuevas 
medidas a disponer, por lo que resulta necesario dejar sin efecto su obligatoriedad. 
 
Que, asimismo, a efectos de determinar la modalidad de prestación de servicios laborales -
presencial o remota-, se recomienda solicitar una evaluación médica de riesgo individual con su 
correspondiente certificación, toda vez que en el marco de dichas medidas, no resultará suficiente, 
a tales efectos, la sola pertenencia a los grupos de riesgo previstos por el artículo 3º de la 
Resolución Ministerial Nº 627/20. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE EPIDEMIOLOGÍA E INFORMACIÓN ESTRATÉGICA, la 
SUBSECRETARÍA DE MEDICAMENTOS E INFORMACIÓN ESTRATÉGICA y la SECRETARÍA DE ACCESO 
A LA SALUD han tomado la intervención de sus respectivas competencias. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS de este Ministerio ha tomado la intervención 
de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios 
N° 22.520 (T.O. Decreto N°438/1992), sus complementarias y modificatorias, el Decreto Nº 260 del 
12 de marzo de 2020 y sus modificatorios y prórrogas, y el Decreto N° 867 del 23 de diciembre de 
2021. 
 



 

Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°. Establecer las siguientes recomendaciones de cuidado generales para la prevención 
de Covid-19 y otras enfermedades respiratorias agudas: 
 
a. Continuar con el uso adecuado del barbijo en espacios interiores, incluyendo los ámbitos 
laborales, educativos, sociales y el transporte público. 
b. Asegurar la ventilación de los ambientes. 
c. Mantener la higiene adecuada y frecuente de manos. 
d. Ante la presencia de síntomas, evitar el contacto con otras personas, no acudir a actividades 
laborales, sociales, educativas, lugares públicos y evitar el uso del transporte público. 
 
ARTÍCULO 2°. Déjase sin efecto el distanciamiento social de DOS (2) metros. 
 
ARTÍCULO 3°. Déjase sin efecto la obligatoriedad del autorreporte de síntomas en la aplicación 
“Cuidar” dispuesta en el artículo 5° de la Decisión Administrativa N°1198/21. 
 
ARTÍCULO 4°. Para determinar la modalidad de prestación de servicios laborales -presencial o 
remota- de una persona, se recomienda la realización de una evaluación médica de riesgo 
individual con su correspondiente certificación, sin que sea suficiente su sola pertenencia a los 
grupos de riesgo previstos por el artículo 3º de la Resolución Ministerial Nº 627/20. 
 
ARTÍCULO 5°. Comuníquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y archívese. 
 
Carla Vizzotti 
 

Decreto 260/2020 

 
DECNU-2020-260-APN-PTE - Coronavirus (COVID-19). Disposiciones. 
Ciudad de Buenos Aires, 12/03/2020 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-16469629- -APN-DD#MSYDS, las Leyes Nros. 26.522, 26.529 y 
27.541, el Decreto 644 del 4 de junio de 2007, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), declaró el 
brote del nuevo coronavirus como una pandemia, luego de que el número de personas infectadas 



 

por COVID-19 a nivel global llegara a 118.554, y el número de muertes a 4.281, afectando hasta 
ese momento a 110 países. 
 
Que en los últimos días se ha constatado la propagación de casos del nuevo coronavirus COVID-19 
en numerosos países de diferentes continentes, llegando a nuestra región y a nuestro país. Que, 
en la situación actual, resulta necesario la adopción de nuevas medidas oportunas, transparentes, 
consensuadas y basadas en evidencia científica, que se sumen a las ya adoptadas desde el inicio de 
esta situación epidemiológica, a fin de mitigar su propagación y su impacto sanitario. 
 
Que, en el marco de la declaración de emergencia pública en materia sanitaria declarada por el 
artículo 1° de la Ley N° 27.541, resulta procedente su ampliación respecto de las medidas a 
adoptar con relación al coronavirus COVID-19. 
 
Que la evolución de la situación epidemiológica exige que se adopten medidas rápidas, eficaces y 
urgentes, por lo que deviene imposible seguir los trámites ordinarios para la sanción de las leyes. 
 
Que la Ley N° 26.122, regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3, de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los Decretos de Necesidad y Urgencia, así como 
para elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el plazo de 
DIEZ (10) días hábiles. 
 
Que el artículo 22 de la Ley N° 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 
3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- EMERGENCIA SANITARIA: Amplíase la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por Ley N° 27.541, en virtud de la Pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el coronavirus COVID-19, por el plazo de UN (1) año 
a partir de la entrada en vigencia del presente decreto. 



 

 
ARTÍCULO 2°.- FACULTADES DE LA AUTORIDAD SANITARIA: Facúltase al MINISTERIO DE SALUD, 
como autoridad de aplicación, y en el marco de la emergencia declarada, a: 
 
1. Disponer las recomendaciones y medidas a adoptar respecto de la situación epidemiológica, a 
fin de mitigar el impacto sanitario. 
2. Difundir en medios de comunicación masiva y a través de los espacios publicitarios gratuitos 
asignados a tal fin en los términos del artículo 76 de la Ley de Servicios de Comunicación 
Audiovisual N° 26.522, las medidas sanitarias que se adopten. 
3. Realizar campañas educativas y de difusión para brindar información a la comunidad. 
4. Recomendar restricciones de viajes desde o hacia las zonas afectadas. 
5. Instar a las personas sintomáticas procedentes de zonas afectadas a abstenerse de viajar hacia 
la República Argentina, hasta tanto cuenten con un diagnóstico médico de la autoridad sanitaria 
del país en el que se encuentren, con la debida certificación que descarte la posibilidad de 
contagio. 
6. Efectuar la adquisición directa de bienes, servicios o equipamiento que sean necesarios para 
atender la emergencia, en base a evidencia científica y análisis de información estratégica de 
salud, sin sujeción al régimen de contrataciones de la administración nacional. En todos los casos 
deberá procederse a su publicación posterior. 
7. Contratar a ex funcionarios o personal jubilado o retirado, exceptúandolos temporariamente del 
régimen de incompatibilidades vigentes para la administración pública nacional 
8. Autorizar, en forma excepcional y temporaria, la contratación y el ejercicio de profesionales y 
técnicos de salud titulados en el extranjero, cuyo título no esté revalidado o habilitado en la 
República Argentina. 
9. Coordinar la distribución de los productos farmacéuticos y elementos de uso médico que se 
requieran para satisfacer la demanda ante la emergencia. 
10. Entregar, a título gratuito u oneroso, medicamentos, dispositivos médicos u otros elementos 
sanitizantes. 
11. Coordinar con las distintas jurisdicciones, la aplicación obligatoria de medidas sanitarias de 
desinfección en medios de transporte, salas de clases, lugares de trabajos y, en general, en 
cualquier lugar de acceso público o donde exista o pueda existir aglomeración de personas. 
12. Coordinar con las distintas jurisdicciones la adopción de medidas de salud pública, para 
restringir el desembarco de pasajeros de naves y aeronaves o circulación de transporte colectivo 
de pasajeros, subterráneos o trenes, o el aislamiento de zonas o regiones, o establecer 
restricciones de traslados, y sus excepciones. 
13. Establecer la declaración jurada de estado de salud como medida de control sanitario 
obligatorio para viajeros y otras que se estimen necesarias, incluso al momento de la partida, 
antes o durante su arribo al país. 
14. Autorizar la instalación y funcionamiento de hospitales de campaña o modulares aun sin 
contar con los requisitos y autorizaciones administrativas previas. 
15. Articular con las jurisdicciones locales, la comunicación de riesgo, tanto pública como privada, 
en todos sus niveles. 



 

16. Adoptar cualquier otra medida que resulte necesaria a fin de mitigar los efectos de la 
pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud (OMS). 
 
ARTÍCULO 3°.- INFORMACIÓN A LA POBLACIÓN: El MINISTERIO DE SALUD dará información diaria 
sobre las “zonas afectadas” y la situación epidemiológica, respecto a la propagación, contención, y 
mitigación de esta enfermedad, debiendo guardar confidencialidad acerca de la identidad de las 
personas afectadas y dando cumplimiento a la normativa de resguardo de secreto profesional. 
 
ARTÍCULO 4°.- ZONAS AFECTADAS POR LA PANDEMIA: A la fecha de dictado del presente decreto, 
se consideran “zonas afectadas” por la pandemia de COVID-19, a los Estados miembros de la 
Unión Europea, miembros del Espacio Schengen, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
Estados Unidos de América, República de Corea, Estado del Japón, República Popular China y 
República Islámica de Irán. 
 
La autoridad de aplicación actualizará diariamente la información al respecto, según la evolución 
epidemiológica. 
 
ARTÍCULO 5°.- INFORMACIÓN A EFECTORES DE SALUD: El MINISTERIO DE SALUD, conjuntamente 
con sus pares provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mantendrán informados a 
los centros de salud y profesionales sanitarios, públicos y privados, sobre las medidas de 
prevención, atención, contención y mitigación, que corresponde adoptar para dar respuesta al 
COVID-19. Todos los efectores de salud públicos o privados deberán adoptar medidas para 
suspender las licencias del personal de salud afectado a la emergencia. 
 
ARTÍCULO 6°.- INSUMOS CRÍTICOS: El MINISTERIO DE SALUD, conjuntamente con el MINISTERIO 
DE DESARROLLO PRODUCTIVO, podrán fijar precios máximos para el alcohol en gel, los barbijos, u 
otros insumos críticos, definidos como tales. Asimismo, podrán adoptar las medidas necesarias 
para prevenir su desabastecimiento. 
 
ARTÍCULO 7°.- AISLAMIENTO OBLIGATORIO. ACCIONES PREVENTIVAS: 
 
1. Deberán permanecer aisladas durante 14 días, plazo que podrá ser modificado por la autoridad 
de aplicación según la evolución epidemiológica, las siguientes personas: 
 
a) Quienes revistan la condición de “casos sospechosos”. A los fines del presente Decreto, se 
considera “caso sospechoso” a la persona que presenta fiebre y uno o más síntomas respiratorios 
(tos, dolor de garganta o dificultad respiratoria) y que además, en los últimos días, tenga historial 
de viaje a “zonas afectadas” o haya estado en contacto con casos confirmados o probables de 
COVID-19. La definición podrá ser actualizada por la autoridad sanitaria, en función de la evolución 
epidemiológica. 
b) Quienes posean confirmación médica de haber contraído el COVID – 19. 
c) Los “contactos estrechos” de las personas comprendidas en los apartados a) y b) precedentes 
en los términos en que lo establece la autoridad de aplicación. 



 

d) Quienes arriben al país habiendo transitado por “zonas afectadas”. Estas personas deberán 
también brindar información sobre su itinerario, declarar su domicilio en el país y someterse a un 
examen médico lo menos invasivo posible para determinar el potencial riesgo de contagio y las 
acciones preventivas a adoptar que deberán ser cumplidas, sin excepción. No podrán ingresar ni 
permanecer en el territorio nacional los extranjeros no residentes en el país que no den 
cumplimiento a la normativa sobre aislamiento obligatorio y a las medidas sanitarias vigentes, 
salvo excepciones dispuestas por la autoridad sanitaria o migratoria. 
e) Quienes hayan arribado al país en los últimos 14 días, habiendo transitado por “zonas 
afectadas”. No podrán permanecer en el territorio nacional los extranjeros no residentes en el país 
que no den cumplimiento a la normativa sobre aislamiento obligatorio y a las medidas sanitarias 
vigentes, salvo excepciones dispuestas por la autoridad sanitaria o migratoria. 
 
En caso de verificarse el incumplimiento del aislamiento indicado y demás obligaciones 
establecidas en el presente artículo, los funcionarios o funcionarias, personal de salud, personal a 
cargo de establecimientos educativos y autoridades en general que tomen conocimiento de tal 
circunstancia, deberán radicar denuncia penal para investigar la posible comisión de los delitos 
previstos en los artículos 205, 239 y concordantes del Código Penal. 
 
Con el fin de controlar la trasmisión del COVID- 19, la autoridad sanitaria competente, además de 
realizar las acciones preventivas generales, realizará el seguimiento de la evolución de las 
personas enfermas y el de las personas que estén o hayan estado en contacto con las mismas. 
 
 
ARTÍCULO 8°.- OBLIGACIÓN DE LA POBLACIÓN DE REPORTAR SÍNTOMAS: Las personas que 
presenten síntomas compatibles con COVID-19 deberán reportar de inmediato dicha situación a 
los prestadores de salud, con la modalidad establecida en las recomendaciones sanitarias vigentes 
en cada jurisdicción. 
 
ARTÍCULO 9°.- SUSPENSIÓN TEMPORARIA DE VUELOS: Se dispone la suspensión de los vuelos 
internacionales de pasajeros provenientes de las “zonas afectadas”, durante el plazo de TREINTA 
(30) días. 
 
La autoridad de aplicación podrá prorrogar o abreviar el plazo dispuesto, en atención a la 
evolución de la situación epidemiológica. También podrá disponer excepciones a fin de facilitar el 
regreso de las personas residentes en el país, aplicando todas las medidas preventivas 
correspondientes, y para atender otras circunstancias de necesidad. 
 
ARTÍCULO 10.- COORDINACIÓN DE ACCIONES EN EL SECTOR PÚBLICO NACIONAL: El Jefe de 
Gabinete de Ministros coordinará con los distintos organismos del sector público nacional, la 
implementación de las acciones y políticas para el adecuado cumplimiento de las 
recomendaciones que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la emergencia y de 
la situación epidemiológica. 
 



 

Modifícase la denominación y conformación de la Unidad de Coordinación General del Plan 
Integral de Pandemia de Influenza y la Comisión Ejecutiva creada por el Decreto 644/07, la cual en 
adelante se denominará “Unidad de Coordinación General del Plan Integral para la Prevención de 
Eventos de Salud Pública de Importancia Internacional”. La misma será coordinada por el Jefe de 
Gabinete de Ministros y estará integrada por las áreas pertinentes del MINISTERIO DE SALUD y las 
demás jurisdicciones y entidades que tengan competencia sobre la presente temática. 
 
ARTÍCULO 11.- ACTUACIÓN DE LOS MINISTERIOS DE SEGURIDAD, DEL INTERIOR, DE DEFENSA Y DE 
RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, EN LA EMERGENCIA SANITARIA: 
Los MINISTERIOS DE SEGURIDAD y DEL INTERIOR deberán dar apoyo a las autoridades sanitarias 
en los puntos de entrada del país para el ejercicio de la función de Sanidad de Fronteras, cuando 
ello resulte necesario para detectar, evaluar y derivar los casos sospechosos de ser compatibles 
con el COVID-19. Asimismo, el MINISTERIO DE SEGURIDAD deberá disponer las acciones 
conducentes a fin de dar cumplimiento a las medidas dispuestas en el marco de la emergencia, y 
con intervención de la autoridad jurisdiccional competente, cuando así correspondiere. El Sistema 
Nacional para la Gestión Integral del Riesgo y la Protección Civil, creado por Ley N° 27.287, 
brindará el apoyo que le sea requerido por el MINISTERIO DE SALUD. El MINISTERIO DEL INTERIOR 
a través de la DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES y el MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, brindarán la información que les sea requerida 
por el MINISTERIO DE SALUD y el DE SEGURIDAD, para contribuir a la identificación y localización 
de las personas que puedan reunir la condición de “caso sospechoso”, así como de quienes 
hubieran estado en contacto estrecho con ellas. El MINISTERIO DE DEFENSA pondrá a disposición 
de quienes deban estar aislados, las unidades habitacionales que tenga disponibles, según las 
prioridades que establezca la autoridad de aplicación, para atender la recomendación médica, 
cuando la persona afectada no tuviera otra opción de residencia. Asimismo, sus dependencias y 
profesionales de salud estarán disponibles para el apoyo que se les requiera. El MINISTERIO DEL 
INTERIOR, de conformidad con las recomendaciones de la autoridad sanitaria, podrá proceder a la 
suspensión de la entrega de las visas requeridas. 
 
ARTÍCULO 12.- ACTUACIÓN DEL MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL EN LA 
EMERGENCIA SANITARIA: El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL establecerá 
las condiciones de trabajo y licencias que deberán cumplir quienes se encuentren comprendidos 
en las previsiones del artículo 7° del presente decreto, durante el plazo que establezca la 
autoridad sanitaria. También podrán establecerse regímenes especiales de licencias de acuerdo a 
las recomendaciones sanitarias. 
 
ARTÍCULO 13.- ACTUACIÓN DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN EN LA EMERGENCIA SANITARIA: El 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN establecerá las condiciones en que se desarrollará la escolaridad 
respecto de los establecimientos públicos y privados de todos los niveles durante la emergencia, 
de conformidad con las recomendaciones de la autoridad sanitaria, y en coordinación con las 
autoridades competentes de las distintas jurisdicciones. 
 



 

ARTÍCULO 14.- ACTUACIÓN DEL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL EN LA EMERGENCIA 
SANITARIA: El MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL deberá prever los mecanismos, orientaciones y 
protocolos para que la ayuda social prestada a través de comedores, residencias u otros 
dispositivos, se brinde de conformidad con las recomendaciones de la autoridad sanitaria. 
 
ARTÍCULO 15.- ACTUACIÓN DEL MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES EN LA EMERGENCIA 
SANITARIA: La autoridad de aplicación, conjuntamente con el MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES dispondrán la implementación de las medidas preventivas para mitigar la propagación 
del COVID-19, respecto de los y las turistas provenientes de zonas afectadas. También podrán 
disponer que las empresas comercializadoras de servicios y productos turísticos difundan la 
información oficial que se indique para la prevención de la enfermedad. 
 
 
ARTÍCULO 16.- CORREDORES SEGUROS AÉREOS, MARÍTIMOS Y TERRESTRES: El MINISTERIO DE 
TRANSPORTE, a través del ORGANISMO REGULADOR DEL SISTEMA NACIONAL DE AEROPUERTOS –
ORSNA-, o de la SUBSECRETARÍA DE PUERTOS VÍAS NAVEGABLES Y MARINA MERCANTE, así como 
los MINISTERIOS DE SEGURIDAD y DEL INTERIOR, podrán designar, conjuntamente con el 
MINISTERIO DE SALUD, corredores seguros aéreos, marítimos y terrestres, si la autoridad sanitaria 
identificase que determinados puntos de entrada al país, son los que reúnen las mejores 
capacidades básicas para responder a la emergencia sanitaria declarada internacionalmente de 
COVID-19. 
 
ARTÍCULO 17.- OBLIGACIONES DE LOS OPERADORES DE MEDIOS DE TRANSPORTE: Los operadores 
de medios de transporte, internacionales y nacionales, que operan en la República Argentina, 
estarán obligados a cumplir las medidas sanitarias y las acciones preventivas que se establezcan y 
emitir los reportes que les sean requeridos, en tiempo oportuno. 
 
ARTÍCULO 18.- EVENTOS MASIVOS: Podrá disponerse el cierre de museos, centros deportivos, 
salas de juegos, restaurantes, piscinas y demás lugares de acceso público; suspender espectáculos 
públicos y todo otro evento masivo; imponer distancias de seguridad y otras medidas necesarias 
para evitar aglomeraciones. A fin de implementar esta medida, deberán coordinarse las acciones 
necesarias con las autoridades jurisdiccionales correspondientes. 
 
ARTÍCULO 19.- COOPERACIÓN: Invítase a cooperar en la implementación de las medidas 
recomendadas y/o dispuestas en virtud del presente Decreto, a fin de evitar conglomerados de 
personas para mitigar el impacto sanitario de la pandemia, a las entidades científicas, sindicales, 
académicas, religiosas, y demás organizaciones de la sociedad civil. 
 
ARTÍCULO 20.- NORMATIVA. EXCEPCIONES: La autoridad de aplicación dictará las normas que 
resulten necesarias a fin de dar cumplimiento al presente decreto y podrá modificar plazos y 
establecer las excepciones que estime convenientes, con la finalidad de mitigar el impacto de la 
epidemia y adaptar la normativa a la dinámica de la misma. 
 



 

ARTÍCULO 21.- TRATO DIGNO. VIGENCIA DE DERECHOS: Las medidas sanitarias que se dispongan 
en el marco del presente decreto deberán ser lo menos restrictivas posible y con base en criterios 
científicamente aceptables. Las personas afectadas por dichas medidas tendrán asegurados sus 
derechos, en particular: 
 
I - el derecho a estar permanentemente informado sobre su estado de salud; 
II - el derecho a la atención sin discriminación; 
III – el derecho al trato digno. 
 
ARTÍCULO 22.- INFRACCIONES A LAS NORMAS DE LA EMERGENCIA SANITARIA: La infracción a las 
medidas previstas en este Decreto dará lugar a las sanciones que resulten aplicables según la 
normativa vigente, sin perjuicio de las denuncias penales que corresponda efectuar para 
determinar la eventual comisión de delitos de acción pública, conforme lo previsto en los artículos 
205, 239 y concordantes del Código Penal. 
 
ARTÍCULO 23.- REASIGNACIÓN DE PARTIDAS PRESUPUESTARIAS: El Jefe de Gabinete de Ministros 
realizará la reasignación de partidas presupuestarias correspondientes para la implementación del 
presente. 
 
ARTÍCULO 24.- ORDEN PÚBLICO: El presente Decreto es una norma de orden público. 
 
ARTÍCULO 25.- VIGENCIA: La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación 
en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 26.- Dése cuenta a la Comisión Bicameral Permanente del Honorable Congreso de la 
Nación. 
 
ARTÍCULO 27.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Eduardo Enrique de Pedro - Felipe Carlos Solá - 
Agustin Oscar Rossi - Martín Guzmán - Matías Sebastián Kulfas - Luis Eugenio Basterra - Mario 
Andrés Meoni - Gabriel Nicolás Katopodis - Marcela Miriam Losardo - Sabina Andrea Frederic - 
Ginés Mario González García - Daniel Fernando Arroyo - Elizabeth Gómez Alcorta - Nicolás A. 
Trotta - Tristán Bauer - Claudio Omar Moroni - Juan Cabandie - Matías Lammens - María Eugenia 
Bielsa 
e. 13/03/2020 N° 14494/20 v. 13/03/2020 
 

Decreto 867/2021 

 
DECNU-2021-867-APN-PTE - Prórroga. 
Ciudad de Buenos Aires, 23/12/2021 
 



 

VISTO el Expediente N° EX-2020-16469629- -APN-DD#MSYDS; la Ley Nº 27.541, el Decreto N° 260 
del 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios y normas complementarias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD, en adelante la 
OMS, declaró el brote del virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que en dicho marco, mediante el Decreto N° 260/20 se amplió la emergencia pública en materia 
sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de dicha norma, habiendo sido prorrogado dicho decreto hasta el 31 de diciembre de 
2021 por el Decreto N° 167/21, en los términos del mismo. 
 
Que en la presente instancia resulta procedente el ordenamiento respecto de las medidas 
oportunamente adoptadas. 
 
Que el acceso a la vacunación no es igual para todos los países, lo que hace que el impacto de la 
pandemia sea también desigual. 
 
Que la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a escala internacional requiere 
la adopción de medidas novedosas para hacer frente a la emergencia, para que, oportunamente, 
se adopten decisiones rápidas, eficaces y urgentes, teniendo en cuenta, a partir de la experiencia 
recogida, que en tales escenarios deviene imposible seguir los trámites ordinarios para la sanción 
de las leyes. 
 
Que la situación exige una evaluación constante respecto de la evolución de los casos y de la 
transmisión en las distintas regiones, y una gestión coordinada que permita maximizar el resultado 
de las medidas que se implementan. 
 
Que, en tal caso, más allá de las particularidades de cada zona, es necesario contar con un marco 
regulatorio nacional común para enfrentar la pandemia y garantizar la atención hospitalaria para 
quienes lo requieran. 
 
Que el inmenso trabajo de fortalecimiento del sistema de salud realizado desde marzo de 2020 y 
que continúa en la actualidad, ha generado mejores condiciones para la atención de cada persona 
que la ha requerido. 
 
Que, debido al referido fortalecimiento del sistema de salud, y a pesar de haber registrado en 
2021 incidencias de casos más altas que en 2020, se pudo dar respuesta a las personas que 
necesitaron atención médica y hospitalaria y no se saturó el sistema sanitario. 
 
Que, como se viene señalando, solo en materia de salud se destinaron importantes recursos a la 
atención de la emergencia orientados al otorgamiento de incentivos al personal de salud, a 



 

transferencias financieras y en especie a las provincias, a la compra y distribución de 
equipamiento, bienes, insumos, recursos y a obras para hospitales nacionales. 
 
Que, en el mismo sentido, se dispuso que los prestadores médico asistenciales públicos y privados 
de internación, de diagnóstico y tratamiento, así como también los establecimientos geriátricos y 
de rehabilitación prestadores del Sistema Nacional del Seguro de Salud y del INSTITUTO NACIONAL 
DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS (INSSJP) y los agentes del Sistema 
Nacional del Seguro de Salud incluyendo al citado Instituto, resultan componentes esenciales del 
sistema de respuesta a la Pandemia coordinado por el MINISTERIO DE SALUD y, por tanto, 
requieren ser transitoriamente protegidos contra cualquier acción que importe el 
desapoderamiento de los bienes afectados al giro de la actividad que desempeñan y/o traba al 
normal desempeño de su funcionamiento. 
 
Que, a nivel mundial, al 21 de diciembre de 2021, se confirmaron 273.900.334 casos de COVID-19 
y 5.351.812 fallecidos acumulados, de acuerdo a lo reportado por los más de 200 países, 
territorios y áreas afectadas (WHO, 2021), observándose un aumento del número de casos, 
principalmente en las regiones de Europa, en menor medida, de África (principalmente en 
Sudáfrica y por la circulación de la variante Ómicron) y América. 
 
Que, a partir del avance de las coberturas de vacunación, en muchos países se ha logrado 
disminuir de manera considerable la incidencia de enfermedad grave y de fallecimientos por 
COVID-19. 
 
Que, a nivel regional, y particularmente en países limítrofes, se observa una disminución sostenida 
del número de casos y de personas fallecidas. 
 
Que se han detectado variantes del virus SARS-CoV-2 consideradas de preocupación (Alpha, Beta, 
Gamma, Delta y Ómicron) en diversos países, afectando a diversos continentes. 
 
Que, a excepción de Sudamérica, la variante Delta circula de manera predominante en el resto de 
las regiones del mundo. 
 
Que el 25 de noviembre de 2021 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró a la 
nueva variante del coronavirus B.1.1.529 denominada “Ómicron” como “variante de 
preocupación” en todo el mundo por el “alto riesgo de contagio”. 
 
Que, en la REPÚBLICA ARGENTINA, al 20 de diciembre de 2021, se acumula un total de 5.389.707 
casos y 116.930 fallecidos según datos oficiales del MINISTERIO DE SALUD de la Nación, y se 
verifica al NOVENTA Y TRES POR CIENTO (93%) de los mayores de DIECIOCHO (18) años y al 
NOVENTA Y UNO COMA CUATRO POR CIENTO (91,4%) de la población mayor de DOCE (12) años, 
con al menos UNA (1) dosis de vacuna y al OCHENTA Y DOS COMA CUATRO POR CIENTO (82,4%) 
de los mayores de DIECIOCHO (18) años, y al NOVENTA COMA UNO POR CIENTO (90,1%) de los 
mayores de CINCUENTA (50) años con DOS (2) dosis de vacuna. 



 

 
Que, por estas razones, es preciso prorrogar y mantener las medidas sociales y de salud pública de 
eficacia para reducir el riesgo de contraer COVID-19. 
 
Que, en la situación actual, resulta necesario prorrogar nuevamente la emergencia sanitaria 
regulada en el TÍTULO X de la Ley N° 27.541. 
 
Que, en virtud de lo expuesto, deviene imposible seguir los trámites ordinarios para la sanción de 
las leyes. 
 
Que las medidas que se establecen en el presente decreto son razonables y proporcionadas con 
relación a la amenaza y al riesgo sanitario que enfrenta nuestro país y se adoptan en forma 
temporaria, para proteger la salud de la población. 
 
Que la Ley N° 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL en virtud de lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los Decretos de Necesidad y Urgencia, así como 
para elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el plazo de 
DIEZ (10) días hábiles. 
 
Que el artículo 22 de la Ley N° 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que ha tomado intervención el servicio jurídico pertinente. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 
3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- EMERGENCIA SANITARIA. Prorrógase el Decreto N° 260/20, sus modificatorios y 
normas complementarias, hasta el día 31 de diciembre de 2022, en los términos del presente 
decreto. 
 



 

ARTÍCULO 2°.- MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 2° DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyense los incisos 
1, 6, 9, 10 y 16 del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios los que quedarán redactados de la 
siguiente manera: 
 
“1. Disponer las recomendaciones y medidas a adoptar a fin de mitigar el impacto sanitario de la 
pandemia por COVID-19, según el contexto epidemiológico, sanitario y de avance de la campaña 
de vacunación. 
6. Efectuar la adquisición directa de insumos, equipamientos, productos farmacéuticos, 
dispositivos, elementos de uso médico y servicios que sean necesarios para atender la emergencia, 
en base a evidencia científica y análisis de información estratégica de salud, sin sujeción al régimen 
de contrataciones de la administración nacional. En todos los casos deberá procederse a su 
publicación posterior. 
9. Coordinar la distribución de los insumos, equipamientos, productos farmacéuticos, vacunas, 
dispositivos y elementos de uso médico que se requieran para satisfacer la demanda ante la 
emergencia. 
 
10. Entregar, a título gratuito u oneroso, los insumos, equipamientos, productos farmacéuticos, 
vacunas, dispositivos y elementos de uso médico que se requieran para satisfacer la demanda ante 
la emergencia. 
 
16. MONITOREO DE LA EVOLUCIÓN EPIDEMIOLÓGICA Y DE LAS CONDICIONES SANITARIAS. Las 
Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán realizar, en forma conjunta con el 
MINISTERIO DE SALUD de la Nación, el monitoreo de la evolución epidemiológica y de las 
condiciones sanitarias. Las autoridades sanitarias Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires deberán remitir al MINISTERIO DE SALUD de la Nación toda la información que este les 
requiera para evaluar la trayectoria de la enfermedad y la capacidad del sistema sanitario para 
atender a la población. Asimismo, deberán cumplir con la carga de información exigida en el 
marco del “Monitoreo de Indicadores de Riesgo Epidemiológico y Sanitario - COVID-19”. 
 
ARTÍCULO 3°.- INCORPORACIÓN DE INCISOS AL ARTÍCULO 2° DEL DECRETO N° 260/20. 
Incorpóranse los siguientes textos como incisos 17, 18, 19 y 20, al artículo 2º del Decreto N° 
260/20 y sus modificatorios: 
 
17. Articular las medidas que resulten necesarias para mitigar el impacto de la pandemia por 
COVID-19 con las entidades representantes de los efectores privados y de la seguridad social que 
forman parte del sistema nacional de salud. 
 
18. Establecer medidas y acciones de salud mental y apoyo psicosocial con el fin de mitigar el 
impacto de la pandemia en la salud mental de las personas. 
 
19. Establecer nuevas medidas, o modificar las vigentes, para cada definición de casos 
(sospechosos, confirmados, contactos estrechos), así como las acciones preventivas, las medidas 
de aislamiento obligatorio y/o sus excepciones, y las recomendaciones sanitarias para cada 



 

supuesto, por los plazos que en el futuro se determinen, según la evolución epidemiológica y el 
avance de la campaña de vacunación. 
 
20. Adoptar cualquier otra medida que resulte necesaria a fin de mitigar los efectos de la 
pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud (OMS).” 
 
ARTÍCULO 4°.- DEROGACIÓN DEL INCISO 5. DEL ARTÍCULO 2° DEL DECRETO N° 260/20. Derógase el 
inciso 5 del artículo 2° del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios. 
 
ARTÍCULO 5°.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 3° DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyese el artículo 3º 
del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 3°.- INFORMACIÓN A LA POBLACIÓN. El MINISTERIO DE SALUD dará información a la 
población sobre las “zonas afectadas” y las “zonas afectadas de mayor riesgo” y sobre la situación 
epidemiológica, respecto a la propagación, contención, mitigación e inmunización de esta 
enfermedad, debiendo guardar confidencialidad acerca de la identidad de las personas afectadas, 
salvo expresa autorización de las mismas y dando cumplimiento a la normativa sobre protección 
de datos personales, derechos del paciente, resguardo del secreto profesional y secreto 
estadístico.” 
 
ARTÍCULO 6°.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 5° DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyese el artículo 5º 
del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 5°.- INFORMACIÓN A EFECTORES DE SALUD. El MINISTERIO DE SALUD de la Nación, 
conjuntamente con sus pares provinciales y de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, 
mantendrán informados a los centros de salud y profesionales sanitarios, públicos y privados, 
sobre las medidas de prevención, atención, contención y mitigación, que corresponde adoptar 
para dar respuesta a la COVID-19. Todos los efectores de salud públicos o privados podrán adoptar 
medidas para suspender las licencias del personal de salud afectado a la emergencia.” 
 
ARTÍCULO 7°.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyese el artículo 7º 
del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 7°.- AISLAMIENTO OBLIGATORIO. VACUNACIÓN. OTRAS ACCIONES PREVENTIVAS. 
 
1) AISLAMIENTO OBLIGATORIO: Deberán permanecer aisladas, con las salvedades y 
particularidades que se establecen a continuación para cada supuesto, y por el plazo que 
determine la autoridad sanitaria nacional según la evolución epidemiológica y las 
recomendaciones sanitarias nacionales, las siguientes personas: 
 
a. Quienes revistan la condición de “casos sospechosos” según la definición de la autoridad 
sanitaria nacional, hasta tanto se realice el diagnóstico confirmatorio o resultado negativo; en caso 
de confirmación quedan alcanzados por el inciso b). 



 

b. Quienes revistan la condición de “casos confirmados” según la definición de la autoridad 
sanitaria nacional, por el plazo de DIEZ (10) días desde la fecha de inicio de síntomas o del 
diagnóstico, en casos asintomáticos. 
c. Quienes no estén alcanzados por los apartados a) y b) del presente inciso y revistan la condición 
de “contacto estrecho”, según los define la autoridad sanitaria nacional, por un plazo de DIEZ (10) 
días, que podrá ser reducido a SIETE (7) días en caso de contar con test de PCR negativo. 
d. Quienes arriben al país desde el exterior, cuando no cuenten con esquema de vacunación 
completo o cuando no hayan transcurrido CATORCE (14) días desde que hayan completado su 
esquema de vacunación, por el plazo de DIEZ (10) días, contados desde la fecha de toma de 
muestra de la PCR realizada dentro de las SETENTA Y DOS (72) horas previas al viaje. 
 
Quedan exceptuados de cumplir el aislamiento dispuesto en este apartado d): 
 
i. Los y las menores de edad que no hayan completado el esquema de vacunación en los términos 
referidos en el presente apartado. 
 
ii. Las personas extranjeras no residentes, no vacunadas, mayores de DIECIOCHO (18) años que 
integren equipos deportivos y cuenten con los protocolos aprobados por la autoridad sanitaria 
nacional a pedido del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, que cuenten con una certificación de 
su entidad deportiva que acredite el motivo del viaje. 
 
iii. Las personas nacionales o extranjeras en tránsito hacia otros países con una permanencia 
menor a VEINTICUATRO (24) horas en aeropuertos nacionales o internacionales. 
 
2) VACUNACIÓN: Todas las personas extranjeras no residentes que arriben del exterior deberán 
presentar esquema de vacunación completo con al menos CATORCE (14) días de anticipación a su 
ingreso al país y cumplir con las demás exigencias que recomiende la autoridad sanitaria nacional. 
Quedan exceptuadas de cumplir el esquema de vacunación completo referido precedentemente, 
según los requisitos y condiciones que establezca la autoridad sanitaria nacional, en acuerdo con 
el MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, las personas 
extranjeras no residentes que se citan a continuación: 
 
i. familiares directos de personas residentes en el país que viajen por motivo de visita familiar; 
ii. quienes viajen por motivos de trabajo, negocios, estudios/capacitación, actividades oficiales de 
diplomáticos o diplomáticas o funcionarios o funcionarias, o por ser deportista y requerir 
participar de un evento deportivo oficial; 
iii. quienes cuenten con visado en categorías migratorias permanentes o temporarias; 
iv. Los y las menores de edad. 
 
Las personas comprendidas en los puntos i), ii), y iii) precedentes deberán cumplir con el 
aislamiento establecido en el inciso 1), apartado d) del presente artículo, salvo que se encuentren 
allí exceptuadas. 
 



 

3) OTRAS ACCIONES PREVENTIVAS. La autoridad sanitaria nacional podrá imponer medidas 
sanitarias o el cumplimiento de condiciones o protocolos sanitarios y sus excepciones, respecto de 
quienes arriben al país. Asimismo, podrá suspender o dejar sin efecto cualquiera de las 
excepciones establecidas en el presente artículo, con el fin de prevenir contagios. 
 
En todos los casos, quienes arriben del exterior deberán brindar información sobre su itinerario, 
declarar su domicilio en el país y someterse a un examen de salud lo menos invasivo posible para 
determinar el potencial riesgo de contagio y las acciones preventivas a adoptar que deberán ser 
cumplidas, sin excepción. Asimismo, deberán contar con constancia de test- RT-PCR no detectable 
para COVID-19 con toma de muestra de no más de SETENTA Y DOS (72) horas previas al viaje, 
salvo en los supuestos exceptuados por la autoridad sanitaria nacional. La autoridad sanitaria 
nacional podrá modificar las acciones preventivas establecidas en el presente inciso. 
 
Las personas extranjeras no residentes en la REPÚBLICA ARGENTINA que arriben al país desde el 
exterior deberán completar una declaración jurada y deberán contar con un seguro de viajero 
especial para la atención de COVID-19 en el país, conforme lo establezca la autoridad sanitaria 
nacional y portarlo consigo, exhibiéndolo a requerimiento de las autoridades competentes. 
 
No podrán ingresar ni permanecer en el territorio nacional las personas extranjeras no residentes 
en el país que no den cumplimiento a la normativa sobre aislamiento obligatorio y a las medidas 
sanitarias vigentes, salvo las excepciones dispuestas por la autoridad sanitaria nacional o 
migratoria. 
 
ARTÍCULO 8°.- INCORPORACIÓN DEL ARTÍCULO 7° BIS AL DECRETO N° 260/20. Incorpórase como 
artículo 7° bis al Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 7° BIS.- MEDIDAS PREVENTIVAS GENERALES. Se deberán atender las siguientes reglas 
de conducta: 
 
a. Las personas deberán utilizar tapabocas en espacios compartidos cerrados y abiertos. No será 
obligatorio su uso solo cuando se circule al aire libre a más de DOS (2) metros de distancia de otras 
personas. 
b. Se deberán ventilar los ambientes en forma adecuada y constante. 
c. Las personas deberán higienizarse asiduamente las manos. 
d. Todas las actividades deberán realizarse cumpliendo un protocolo de funcionamiento aprobado 
por la autoridad sanitaria nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según 
corresponda, que contemple la totalidad de las recomendaciones e instrucciones de la autoridad 
sanitaria nacional. 
e. En ningún caso podrán circular las personas que revistan la condición de “caso confirmado”, 
“caso sospechoso” o “contacto estrecho” de COVID-19, conforme las definiciones establecidas por 
la autoridad sanitaria nacional, ni quienes deban cumplir aislamiento en los términos del presente 
decreto, sus modificatorios y normas complementarias.” 
 



 

ARTÍCULO 9°.- INCORPORACIÓN DEL ARTÍCULO 7° TER AL DECRETO N° 260/20. Incorpórase como 
artículo 7° ter al Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 7° TER.- ACTIVIDADES DE MAYOR RIESGO EPIDEMIOLÓGICO Y SANITARIO: Las 
siguientes actividades son consideradas de mayor riesgo epidemiológico y sanitario: 
 
a. Los viajes grupales de egresados y egresadas, de estudiantes, de jubilados y jubiladas o 
similares. 
b. Las actividades en discotecas, locales bailables o similares, que se realicen en espacios cerrados. 
c. Las actividades en salones de fiestas para bailes, bailes o similares que se realicen en espacios 
cerrados. 
d. Eventos masivos de más de MIL (1000) personas que se realicen en espacios abiertos, cerrados 
o al aire libre. 
La autoridad sanitaria nacional podrá establecer o recomendar medidas, requisitos o condiciones 
respecto de su realización. Asimismo, podrá modificar el listado de actividades enunciadas según 
la evolución epidemiológica y las condiciones sanitarias. 
 
Los Gobernadores y las Gobernadoras de Provincias y el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, en atención a las condiciones epidemiológicas y sanitarias, podrán establecer 
medidas sanitarias temporarias y focalizadas en los lugares bajo su jurisdicción, respecto de la 
realización de determinadas actividades de mayor riesgo epidemiológico y sanitario, con la 
finalidad de contener los contagios por COVID-19, o para disminuir el riesgo de transmisión, previa 
conformidad de la autoridad sanitaria provincial o de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, 
según corresponda.” 
 
ARTÍCULO 10.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 10 DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyese el artículo 10 
del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 10.- UNIDAD DE COORDINACIÓN GENERAL DEL PLAN INTEGRAL PARA LA PREVENCIÓN 
DE EVENTOS DE SALUD PÚBLICA DE IMPORTANCIA INTERNACIONAL. El Jefe de Gabinete de 
Ministros, en su carácter de Coordinador de la “Unidad de Coordinación General del Plan Integral 
para la Prevención de Eventos de Salud Pública de Importancia Internacional”, coordinará con las 
distintas jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional, la implementación de las 
acciones y políticas para el adecuado cumplimiento de las recomendaciones y medidas que 
disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la emergencia y de la situación 
epidemiológica. 
 
Autorízase al Jefe de Gabinete de Ministros a asignar funciones a la dotación de una jurisdicción u 
organismo de los comprendidos en el artículo 8º incisos a) y b) de la Ley Nº 24.156, de manera 
provisoria, en el ámbito de otra, cuando así resulte necesario, para la efectiva atención de la 
emergencia sanitaria y la aplicación y control del presente decreto y su normativa 
complementaria. Asimismo, los y las titulares de las jurisdicciones y organismos comprendidos en 
el artículo 8º incisos a) y b) de la Ley Nº 24.156 podrán coordinar acciones para asignar funciones a 



 

la dotación de una jurisdicción u organismo de manera provisoria, en el ámbito de otra, y firmar 
convenios de colaboración con las universidades públicas nacionales, a los mismos fines 
establecidos en el párrafo anterior. 
 
En su carácter de Coordinador de la “Unidad de Coordinación General del Plan Integral para la 
Prevención de Eventos de Salud Pública de Importancia Internacional”, el Jefe de Gabinete de 
Ministros queda facultado para suspender o modificar las normas previstas en el presente decreto 
y sus normas complementarias, de acuerdo a la evaluación del riesgo epidemiológico y sanitario y 
del avance de la vacunación contra la COVID-19, previa intervención de la autoridad sanitaria 
nacional.” 
 
ARTÍCULO 11.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 16 DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyese el artículo 16 
del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 16.- CORREDORES SEGUROS AÉREOS, MARÍTIMOS, TERRESTRES y FLUVIALES. 
TRÁNSITO VECINAL FRONTERIZO. El MINISTERIO DE SALUD determinará los corredores seguros 
aéreos, marítimos, fluviales y terrestres, así como los puntos de entrada al país, trayectos o 
lugares que reúnen las mejores capacidades para responder a las necesidades sanitarias y 
epidemiológicas, por sí o a requerimiento de las Gobernadoras y los Gobernadores de Provincias y 
del Jefe de Gobierno de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, los cuales serán notificados a 
las autoridades competentes a los efectos de su implementación. 
 
Mientras esté vigente la exigencia de ingreso al territorio nacional por corredores seguros, el 
MINISTERIO DE SALUD, en coordinación con la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, 
organismo descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO 
DEL INTERIOR, podrá autorizar el tránsito vecinal fronterizo cuando se verifiquen las condiciones 
epidemiológicas y atendiendo a los requisitos que la autoridad sanitaria nacional considere 
necesarios.” 
 
ARTÍCULO 12.- INCORPORACIÓN DEL ARTÍCULO 16 BIS AL DECRETO N° 260/20. Incorpórase como 
artículo 16 bis al Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 16 BIS.- INGRESO AL TERRITORIO NACIONAL. El ingreso al territorio nacional se 
realizará por los corredores seguros establecidos en los términos del artículo 16 del presente 
decreto, salvo para: 
 
a. las personas que estén afectadas al traslado de mercaderías por operaciones de comercio 
internacional de transporte de cargas de mercaderías, por medios aéreos, terrestres, marítimos, 
fluviales y lacustres; 
b. los transportistas y tripulantes de buques y aeronaves; 
c. las personas afectadas a la operación de vuelos y traslados sanitarios; y 
d. las personas debidamente autorizadas por el MINISTERIO DE SALUD, cuando concurran 
especiales y acreditadas razones humanitarias que así lo ameriten, con la correspondiente 



 

intervención del MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, 
en los términos que establezca la reglamentación.” 
 
ARTÍCULO 13.- SUSTITUCIÓN DEL ARTÍCULO 20 DEL DECRETO N° 260/20. Sustitúyese el artículo 20 
del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 20.- DISPOSICIONES FINALES. La autoridad de aplicación dictará las normas que 
resulten necesarias a fin de dar cumplimiento al presente decreto y podrá modificar plazos y 
establecer las excepciones que estime convenientes, con la finalidad de mitigar el impacto de la 
epidemia y adaptar la normativa a la dinámica de la misma. 
 
Con el fin de controlar la trasmisión de la COVID-19, la autoridad sanitaria competente, además de 
realizar las acciones preventivas generales, realizará el seguimiento de la evolución de las 
personas enfermas y el de las personas que estén o hayan estado en contacto con las mismas. 
 
Los Gobernadores y las Gobernadoras de las Provincias y el Jefe de Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires dictarán las medidas necesarias para implementar lo dispuesto en el 
presente decreto como agentes naturales del gobierno federal, conforme lo establece el artículo 
128 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. Ello, sin perjuicio de otras medidas que puedan adoptar las 
Provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Municipios, en ejercicio de sus competencias 
propias. 
 
Las autoridades de las jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional, en coordinación 
con sus pares de las jurisdicciones provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y con las 
autoridades municipales, cada una en el ámbito de sus competencias, dispondrán los 
procedimientos de fiscalización necesarios para garantizar el cumplimiento de las normas 
previstas en el presente decreto y de sus normas complementarias.”. 
 
ARTÍCULO 14.- PRÓRROGAS DE PROTOCOLOS. Dispónese la continuidad de la vigencia de todos los 
protocolos aprobados hasta la fecha. Todos los requisitos adicionales o modificatorios dispuestos 
en este decreto o en su normativa complementaria se consideran incluidos en los mencionados 
protocolos y serán exigibles a partir de su entrada en vigencia. 
 
ARTÍCULO 15.- APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE VACUNAS DESTINADAS A 
GENERAR INMUNIDAD ADQUIRIDA CONTRA LA COVID-19 N° 27.573. Las disposiciones de la Ley N° 
27.573, con excepción de lo establecido en el artículo 8° bis y concordantes y en los artículos 6° y 
7°, serán de aplicación a medicamentos, tratamientos farmacológicos, equipos o insumos médicos 
destinados a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19 o bien al tratamiento de la COVID-
19, en el marco de la emergencia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541 y ampliada por el 
Decreto N° 260/20, sus modificatorios, sus prorrogas y normativa complementaria, en virtud de la 
pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud (OMS) con relación a la mencionada 
enfermedad. 
 



 

ARTÍCULO 16.- El presente decreto entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2022. 
 
ARTÍCULO 17.- Dese cuenta a la COMISION BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 18.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur - Eduardo Enrique de Pedro - Santiago Andrés Cafiero - Martín 
Guzmán - Jorge Enrique Taiana - Matías Sebastián Kulfas - Julian Andres Dominguez - Alexis Raúl 
Guerrera - Gabriel Nicolás Katopodis - Martín Ignacio Soria - Aníbal Domingo Fernández - Carla 
Vizzotti - Juan Zabaleta - Elizabeth Gómez Alcorta - Jaime Perczyk - Tristán Bauer - Daniel Fernando 
Filmus - Claudio Omar Moroni - Juan Cabandie - Matías Lammens - Jorge Horacio Ferraresi 
e. 24/12/2021 N° 100784/21 v. 24/12/2021 
 
LEY DE SOLIDARIDAD SOCIAL Y REACTIVACIÓN PRODUCTIVA EN EL MARCO DE LA EMERGENCIA 
PÚBLICA 
 

Ley 27541  

 
Disposiciones. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 
con fuerza de  
 
Ley: 
LEY DE SOLIDARIDAD SOCIAL Y REACTIVACIÓN PRODUCTIVA EN EL MARCO DE LA EMERGENCIA 
PÚBLICA 
 
TÍTULO I  
 
Declaración de Emergencia Pública 
 
Artículo 1°- Declárase la emergencia pública en materia económica, financiera, fiscal, 
administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, y deléganse en el Poder 
Ejecutivo nacional, las facultades comprendidas en la presente ley en los términos del artículo 76 
de la Constitución Nacional, con arreglo a las bases de delegación establecidas en el artículo 2°, 
hasta el 31 de diciembre de 2020. 
 
Artículo 2°- Establécense las siguientes bases de delegación: 
 



 

a) Crear condiciones para asegurar la sostenibilidad de la deuda pública, la que deberá ser 
compatible con la recuperación de la economía productiva y con la mejora de los indicadores 
sociales básicos; 
 
b) Reglar la reestructuración tarifaria del sistema energético con criterios de equidad distributiva y 
sustentabilidad productiva y reordenar el funcionamiento de los entes reguladores del sistema 
para asegurar una gestión eficiente de los mismos; 
 
c) Promover la reactivación productiva, poniendo el acento en la generación de incentivos 
focalizados y en la implementación de planes de regularización de deudas tributarias, aduaneras y 
de los recursos de la seguridad social para las micro, pequeñas y medianas empresas; 
 
d) Crear condiciones para alcanzar la sostenibilidad fiscal; 
 
e) Fortalecer el carácter redistributivo y solidario de los haberes previsionales considerando los 
distintos regímenes que lo integran como un sistema único, con la finalidad de mejorar el poder 
adquisitivo de aquellos que perciben los menores ingresos; 
 
f) Procurar el suministro de medicamentos esenciales para tratamientos ambulatorios a pacientes 
en condiciones de alta vulnerabilidad social, el acceso a medicamentos e insumos esenciales para 
la prevención y el tratamiento de enfermedades infecciosas y crónicas no trasmisibles; atender al 
efectivo cumplimiento de la ley 27.491 de control de enfermedades prevenibles por vacunación y 
asegurar a los beneficiarios del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y 
Pensionados y del Sistema Nacional del Seguro de Salud, el acceso a las prestaciones médicas 
esenciales; 
 
g) Impulsar la recuperación de los salarios atendiendo a los sectores más vulnerados y generar 
mecanismos para facilitar la obtención de acuerdos salariales. 
 
TÍTULO II  
 
Sostenibilidad de la Deuda Pública 
 
Artículo 3°- Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a llevar adelante las gestiones y los actos 
necesarios para recuperar y asegurar la sostenibilidad de la deuda pública de la República 
Argentina. 
 
Artículo 4°- El Poder Ejecutivo nacional remitirá un informe con los resultados alcanzados como 
producto de las gestiones y actos mencionados en el artículo 3° de esta ley, a la Comisión 
Bicameral Permanente de Seguimiento y Control de la Gestión de Contratación y de Pago de la 
Deuda Exterior de la Nación del Honorable Congreso de la Nación. 
 
TÍTULO III  



 

 
Sistema Energético 
 
Artículo 5°- Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a mantener las tarifas de electricidad y gas 
natural que estén bajo jurisdicción federal y a iniciar un proceso de renegociación de la revisión 
tarifaria integral vigente o iniciar una revisión de carácter extraordinario, en los términos de las 
leyes 24.065, 24.076 y demás normas concordantes, a partir de la vigencia de la presente ley y por 
un plazo máximo de hasta ciento ochenta (180) días, propendiendo a una reducción de la carga 
tarifaria real sobre los hogares, comercios e industrias para el año 2020. 
 
Invítase a las provincias a adherir a estas políticas de mantenimiento de los cuadros tarifarios y 
renegociación o revisión de carácter extraordinario de las tarifas de las jurisdicciones provinciales. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1º del Decreto Nº 543/2020 B.O. 19/6/2020 se prorroga el plazo establecido 
en el presente artículo, desde su vencimiento, y por un plazo adicional de CIENTO OCHENTA (180) 
días corridos. Vigencia: a partir del día de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL.)  
 
Artículo 6°- Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a intervenir administrativamente el Ente 
Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) y el Ente Nacional Regulador del Gas (ENARCAS) por 
el término de un (1) año. 
 
Artículo 7°- Suspéndese la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 124 de la 
ley 27.467. Durante la vigencia de la emergencia declarada en la presente, el Ente Nacional 
Regulador de la Electricidad (ENRE) mantendrá su competencia sobre el servicio público de 
distribución de energía de las concesionarias Empresa Distribuidora Norte S.A. (Edenor) Empresa 
Distribuidora Sur S.A. (Edesur). 
 
TÍTULO IV  
 
Obligaciones Tributarias 
 
CAPÍTULO 1 
 
Regularización de Obligaciones Tributarias, de la Seguridad Social y Aduaneras para MiPyMEs 
 
Artículo 8°- Los contribuyentes y responsables de los tributos y de los recursos de la seguridad 
social cuya aplicación, percepción y fiscalización se encuentren a cargo de la Administración 
Federal de Ingresos Públicos, que encuadren y se encuentren inscriptos como Micro, Pequeñas o 
Medianas Empresas, según los términos del artículo 2° de la ley 24.467 y sus modificatorias y 
demás normas complementarias, podrán acogerse, por las obligaciones vencidas al 30 de 
noviembre de 2019 inclusive, o infracciones relacionadas con dichas obligaciones, al régimen de 
regularización de deudas tributarias y de los recursos de la seguridad social y de condonación de 
intereses, multas y demás sanciones que se establecen por el presente Capítulo. A tal fin, deberán 



 

acreditar su inscripción con el Certificado MiPyME, vigente al momento de presentación al 
régimen que se aprueba por la presente ley, conforme lo establecido por la Secretaría de 
Emprendedores y de la Pequeña y Mediana Empresa del actual Ministerio de Desarrollo 
Productivo. Podrán acogerse al mismo régimen las entidades civiles sin fines de lucro. 
 
Se excluyen de lo dispuesto en el párrafo anterior las deudas originadas en: 
 
a) Cuotas con destino al régimen de riesgos del trabajo y los aportes y contribuciones con destino 
a las obras sociales. 
 
Invítase a las obras sociales y a las aseguradoras del riesgo del trabajo a establecer programas de 
regularización de deudas en condiciones similares a las previstas en el presente capítulo; 
 
b) Los Impuestos sobre los Combustibles Líquidos y el Dióxido de Carbono establecidos por el 
Título III de la ley 23.966, (t.o. 1998) y sus modificatorias; el impuesto al Gas Natural sustituido por 
ley 27.430; el Impuesto sobre el Gas Oil y el Gas Licuado que preveía la ley 26.028 y sus 
modificatorias, y el Fondo Hídrico de Infraestructura que regulaba la ley 26.181 y sus 
modificatorias, ambos derogados por el artículo 147 de la ley 27.430; 
 
c) El Impuesto Específico sobre la Realización de Apuestas, establecido por la ley 27.346 y su 
modificatoria. 
 
Aquellas MiPyMEs que no cuenten con el certificado MiPyME al momento de la publicación de la 
presente, podrán adherir al presente régimen de manera condicional, siempre que lo tramiten y 
obtengan dentro del plazo establecido en el último párrafo del presente artículo. La adhesión 
condicional caducará si el presentante no obtiene el certificado en dicho plazo. La autoridad de 
aplicación podrá extender el plazo para la tramitación del mismo. 
 
Se podrá incluir en este régimen la refinanciación de planes de pago vigentes y las deudas 
emergentes de planes caducos. 
 
Se consideran comprendidas en el presente régimen las obligaciones correspondientes al Fondo 
para Educación y Promoción Cooperativa establecido por la ley 23.427 y sus modificatorias, así 
como los cargos suplementarios por tributos a la exportación o importación, las liquidaciones de 
los citados tributos comprendidas en el procedimiento para las infracciones conforme lo previsto 
por la ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modificatorias y los importes que en concepto de 
estímulos a la exportación debieran restituirse al fisco nacional. No resultan alcanzadas por el 
mismo las obligaciones o infracciones vinculadas con regímenes promocionales que concedan 
beneficios tributarios. 
 
El acogimiento previsto en el presente artículo podrá formularse entre el primer mes calendario 
posterior al de la publicación de la reglamentación del régimen en el Boletín Oficial hasta el 30 de 
abril de 2020, inclusive. 



 

 
(Nota Infoleg: por art. 1° del Decreto N° 316/2020 B.O. 28/3/2020 se prorroga hasta el 30 de junio 
de 2020, inclusive, el plazo establecido en el último párrafo del presente artículo para que los 
contribuyentes puedan acogerse al Régimen de Regularización establecido en el Título IV de esta 
Ley. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL.) 
 
Artículo 9°- Quedan incluidas en lo dispuesto en el artículo anterior las obligaciones allí previstas 
que se encuentren en curso de discusión administrativa o sean objeto de un procedimiento 
administrativo o judicial a la fecha de publicación de la presente ley en el Boletín Oficial, en tanto 
el demandado se allane incondicionalmente por las obligaciones regularizadas y, en su caso, 
desista y renuncie a toda acción y derecho, incluso el de repetición, asumiendo el pago de las 
costas y gastos causídicos. 
 
El allanamiento y/o, en su caso, desistimiento, podrá ser total o parcial y procederá en cualquier 
etapa o instancia administrativa o judicial, según corresponda. 
 
Quedan también incluidas en el artículo anterior aquellas obligaciones respecto de las cuales 
hubieran prescripto las facultades de la Administración Federal de Ingresos Públicos para 
determinarlas y exigirlas, y sobre las que se hubiere formulado denuncia penal tributaria o, en su 
caso, penal económica, contra los contribuyentes o responsables, siempre que el requerimiento lo 
efectuare el deudor. 
 
Artículo 10.- El acogimiento al presente régimen producirá la suspensión de las acciones penales 
tributarias y aduaneras en curso y la interrupción de la prescripción penal, aun cuando no se 
hubiere efectuado la denuncia penal hasta ese momento o cualquiera sea la etapa del proceso en 
que se encuentre la causa, siempre y cuando la misma no tuviere sentencia firme. 
 
La cancelación total de la deuda en las condiciones previstas en el presente régimen, por 
compensación, de contado o mediante plan de facilidades de pago, producirá la extinción de la 
acción penal tributaria o aduanera, en la medida que no exista sentencia firme a la fecha de 
cancelación. En el caso de las infracciones aduaneras, la cancelación total producirá la extinción de 
la acción penal aduanera en los términos de los artículos 930 y 932 de la ley 22.415 (Código 
Aduanero), en la medida en que no exista sentencia firme a la fecha de acogimiento. 
 
La caducidad del plan de facilidades de pago implicará la reanudación de la acción penal tributaria 
o aduanera, según fuere el caso, o habilitará la promoción por parte de la Administración Federal 
de Ingresos Públicos de la denuncia penal que corresponda, en aquellos casos en que el 
acogimiento se hubiere dado en forma previa a su interposición. También importará el comienzo o 
la reanudación, según el caso, del cómputo de la prescripción penal tributaria y/o aduanera. 
 
Artículo 11.- Establécese, con alcance general, para los sujetos que se acojan al régimen de 
regularización excepcional previsto en este Capítulo y mientras cumplan con los pagos previstos 
en el artículo anterior, las siguientes exenciones y/o condonaciones: 



 

 
a) De las multas y demás sanciones previstas en la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificatorias, en la 
ley 17.250 y sus modificatorias, en la ley 22.161 y sus modificatorias y en la ley 22.415 (Código 
Aduanero) y sus modificatorias, que no se encontraren firmes a la fecha del acogimiento al 
régimen de regularización previsto en este Capítulo; 
 
b) Del cien por ciento (100%) de los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los artículos 
37 y 52 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificatorias, del capital adeudado y adherido al 
régimen de regularización correspondiente al aporte personal previsto en el artículo 10, inciso c) 
de la ley 24.241 y sus modificaciones, de los trabajadores autónomos comprendidos en el artículo 
2°, inciso b) de la citada norma legal; 
 
c) De los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los artículos 37, 52 y 168 de la ley 
11.683 (t.o. 1998) y sus modificatorias, los intereses resarcitorios y/o punitorios sobre multas y 
tributos aduaneros (incluidos los importes que en concepto de estímulos a la exportación debieran 
restituirse al fisco nacional) previstos en los artículos 794, 797, 845 y 924 de la ley 22.415 (Código 
Aduanero) en el importe que por el total de intereses supere el porcentaje que para cada caso se 
establece a continuación: 
 
1. Período fiscal 2018 y obligaciones mensuales vencidas al 30 de noviembre de 2019: el diez por 
ciento (10%) del capital adeudado. 
 
2. Períodos fiscales 2016 y 2017: veinticinco por ciento (25%) del capital adeudado. 
 
3. Periodos fiscales 2014 y 2015: cincuenta por ciento (50%) del capital adeudado. 
 
4. Periodos fiscales 2013 y anteriores: setenta y cinco por ciento (75%) del capital adeudado. 
 
Lo dispuesto en los párrafos anteriores será de aplicación respecto de los conceptos mencionados 
que no hayan sido pagados o cumplidos con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley y correspondan a obligaciones impositivas, aduaneras y de los recursos de la 
seguridad social vencidas, o por infracciones cometidas al 30 de noviembre de 2019. 
 
Artículo 12.- El beneficio de liberación de multas y demás sanciones correspondientes a 
infracciones formales cometidas hasta el 30 de noviembre de 2019, que no se encuentren firmes 
ni abonadas, operará cuando con anterioridad a la fecha en que finalice el plazo para el 
acogimiento al presente régimen, se haya cumplido o se cumpla la respectiva obligación formal. 
 
De haberse sustanciado el sumario administrativo previsto en el artículo 70 de la ley 11.683 (t.o. 
1998) y sus modificaciones, el citado beneficio operará cuando el acto u omisión atribuido se 
hubiere subsanado antes de la fecha de vencimiento del plazo para el acogimiento al presente 
régimen. 
 



 

Cuando el deber formal transgredido no fuese, por su naturaleza, susceptible de ser cumplido con 
posterioridad a la comisión de la infracción, la sanción quedará condonada de oficio, siempre que 
la falta haya sido cometida con anterioridad al 30 de noviembre de 2019, inclusive. 
 
Las multas y demás sanciones, correspondientes a obligaciones sustanciales devengadas al 30 de 
noviembre de 2019, quedarán condonadas de pleno derecho, siempre que no se encontraren 
firmes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y la obligación principal hubiera sido cancelada 
a dicha fecha. 
 
También serán condonados los intereses resarcitorios y/o punitorios correspondientes al capital 
cancelado con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
La liberación de multas y sanciones importará, asimismo y de corresponder, la baja de la 
inscripción del contribuyente del Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales 
(REPSAL) contemplado en la ley 26.940.  
 
Artículo 13.- El beneficio que establece el artículo 11 procederá si los sujetos cumplen, respecto 
del capital, multas firmes e intereses no condonados, algunas de las siguientes condiciones: 
 
a) Compensación de la mencionada deuda, cualquiera sea su origen, con saldos de libre 
disponibilidad, devoluciones, reintegros o reembolsos a los que tengan derecho por parte de la 
Administración Federal de Ingresos Públicos, en materia impositiva, aduanera o de recursos de la 
seguridad social a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley; 
 
b) Cancelación mediante pago al contado, hasta la fecha en que se efectúe el acogimiento al 
presente régimen, siendo de aplicación en estos casos una reducción del quince por ciento (15%) 
de la deuda consolidada; 
 
c) Cancelación total mediante alguno de los planes de facilidades de pago que al respecto 
disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos, los que se ajustarán a las siguientes 
condiciones: 
 
1. Tendrán un plazo máximo de: 
 
1.1. Sesenta (60) cuotas para aportes personales con destino al Sistema Único de la Seguridad 
Social y para retenciones o percepciones impositivas y de los recursos de la seguridad social. 
 
1.2. Ciento veinte (120) cuotas para las restantes obligaciones. 
 
2. La primera cuota vencerá como máximo el 16 de julio de 2020 según el tipo de contribuyente, 
deuda y plan de pagos adherido. 
 



 

3. Podrán contener un pago a cuenta de la deuda consolidada en los casos de Pequeñas y 
Medianas Empresas. 
 
4. La tasa de interés será fija, del tres por ciento (3%) mensual, respecto de los primeros doce (12) 
meses y luego será la tasa variable equivalente a BADLAR utilizable por los bancos privados. El 
contribuyente podrá optar por cancelar anticipadamente el plan de pagos en la forma y bajo las 
condiciones que al efecto disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos. 
 
5. La calificación de riesgo que posea el contribuyente ante la Administración Federal de Ingresos 
Públicos no será tenida en cuenta para la caracterización del plan de facilidades de pago. 
 
6. Los planes de facilidades de pago caducarán: 
 
6.1. Por la falta de pago de hasta seis (6) cuotas. 
 
6.2. Incumplimiento grave de los deberes tributarios 
 
6.3. Invalidez del saldo de libre disponibilidad utilizado para compensar la deuda. 
 
6.4. La falta de obtención del Certificado MiPyME en los términos del artículo 8° de la presente ley. 
 
Artículo 14.- Los agentes de retención y percepción quedarán liberados de multas y de cualquier 
otra sanción que no se encuentre firme a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
cuando exterioricen y paguen, en los términos del presente régimen, el importe que hubieran 
omitido retener o percibir, o el importe que, habiendo sido retenido o percibido, no hubieran 
ingresado, luego de vencido el plazo para hacerlo. 
 
De tratarse de retenciones no practicadas o percepciones no efectuadas, los agentes de retención 
o percepción quedarán eximidos de responsabilidad si el sujeto pasible de dichas obligaciones 
regulariza su situación en los términos del presente régimen o lo hubiera hecho con anterioridad. 
 
Respecto de los agentes de retención y percepción, regirán las mismas condiciones suspensivas y 
extintivas de la acción penal previstas para los contribuyentes en general, así como también las 
mismas causales de exclusión previstas en términos generales. 
 
Artículo 15.- No se encuentran sujetas a reintegro o repetición las sumas que, con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se hubieran ingresado en concepto de intereses 
resarcitorios y/o punitorios y/o multas, así como los intereses previstos en el artículo 168 de la ley 
11.683 (t.o. 1998) y sus modificatorias, por las obligaciones comprendidas en el presente régimen. 
 
Artículo 16.- Quedan excluidos de las disposiciones de la presente ley quienes se hallen en alguna 
de las siguientes situaciones a la fecha de publicación de la presente en el Boletín Oficial: 
 



 

a) Los declarados en estado de quiebra, respecto de los cuales no se haya dispuesto la continuidad 
de la explotación, conforme a lo establecido en las leyes 24.522 y sus modificatorias, o 25.284 y 
sus modificatorias, mientras duren los efectos de dicha declaración; 
 
b) Los condenados por alguno de los delitos previstos en las leyes 23.771,24.769 y sus 
modificatorias, Título IX de la ley 27.430 o en la ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modificatorias, 
respecto de los cuales se haya dictado sentencia firme con anterioridad a la entrada en vigencia de 
la presente ley, siempre que la condena no estuviera cumplida; 
 
c) Los condenados por delitos dolosos que tengan conexión con el incumplimiento de obligaciones 
tributarias, respecto de los cuales se haya dictado sentencia firme con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, siempre que la condena no estuviere cumplida; 
 
d) Las personas jurídicas en las que, según corresponda, sus socios, administradores, directores, 
síndicos, miembros del consejo de vigilancia, consejeros o quienes ocupen cargos equivalentes en 
las mismas, hayan sido condenados por infracción a las leyes 23.771 o 24.769 y sus 
modificaciones, Título IX de la ley 27.430, ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modificatorias o por 
delitos dolosos que tengan conexión con el incumplimiento de obligaciones tributarias, respecto 
de los cuales se haya dictado sentencia firme con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, siempre que la condena no estuviere cumplida. 
 
Artículo 17.- La Administración Federal de Ingresos Públicos dictará la normativa complementaria 
y aclaratoria necesaria, a fin de implementar el presente régimen: 
 
a) Establecerá los plazos, formas, requisitos y condiciones para acceder al programa de 
regularización que se aprueba por la presente y sus reglas de caducidad; 
 
b) Definirá condiciones diferenciales referidas a las establecidas en el presente Capítulo, a fin de: 
 
b. 1. Estimular la adhesión temprana al mismo. 
 
b.2. Ordenar la refinanciación de planes vigentes. 
 
CAPÍTULO 2  
 
Reintegros a sectores vulnerados 
 
Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 77 de la ley 27.467, por el siguiente: 
 
Artículo 77: Facúltase a la Administración Federal de Ingresos Públicos a establecer un régimen de 
reintegros para personas humanas que revistan la condición de consumidores finales y de 
estímulos para los pequeños contribuyentes que efectúen las actividades indicadas en el artículo 



 

10 de la ley 27.253, destinado a estimular comportamientos vinculados con la formalización de la 
economía y el cumplimiento tributario. 
 
Tanto el reintegro como los estímulos deberán priorizar a los sectores más vulnerados de la 
sociedad y fomentar la inclusión financiera. Asimismo, contendrán los límites que aseguren su 
aplicación sostenida durante el plazo de vigencia de la Ley de Solidaridad Social y Reactivación 
Productiva en el Marco de la Emergencia Pública, para lo cual la Administración Federal de 
Ingresos Públicos estará facultada a requerir informes técnicos y sociales y a coordinar su 
aplicación con el Ministerio de Desarrollo Social, con la Administración Nacional de la Seguridad 
Social, así como con las demás autoridades administrativas que resulten competentes. 
 
El Ministerio de Economía determinará el presupuesto asignado para los reintegros 
correspondientes. 
 
CAPÍTULO 3  
 
Seguridad social. Contribuciones patronales 
 
Artículo 19.- Establécense las alícuotas que se describen a continuación, correspondientes a las 
contribuciones patronales sobre la nómina salarial con destino a los subsistemas de Seguridad 
Social regidos por las leyes 19.032 (INSSJP), 24.013 (Fondo Nacional de Empleo), 24.241 (Sistema 
Integrado Previsional Argentino) y 24.714 (Régimen de Asignaciones Familiares), a saber: 
 
a) Veinte con cuarenta centésimos (20,40%) para los empleadores pertenecientes al sector 
privado cuya actividad principal encuadre en el sector "Servicios" o en el sector "Comercio", de 
acuerdo con lo dispuesto en la resolución de la Secretaría de Emprendedores y de la Pequeña y 
Mediana Empresa N° 220 del 12 de abril de 2019 y su modificatoria, o la que en el futuro la 
reemplace, siempre que sus ventas totales anuales superen, en todos los casos, los límites para la 
categorización como empresa mediana tramo 2, efectuado por el órgano de aplicación pertinente, 
con excepción de los comprendidos en las leyes 23.551, 23.660 y 23.661; 
 
b) Dieciocho por ciento (18%) para los restantes empleadores pertenecientes al sector privado no 
incluidos en el inciso anterior. Asimismo, esta alícuota será de aplicación a las entidades y 
organismos del sector público comprendidos en el artículo 1° de la ley 22.016 y sus modificatorias. 
 
A los fines de los incisos anteriores, se entenderá como empleadores pertenecientes al sector 
público, a los comprendidos en la ley 24.156 y sus modificatorias de Administración Financiera y 
de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional, y/o comprendidos en normas similares 
dictadas por las provincias, las municipalidades y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según el 
caso. 
 
Las alícuotas fijadas sustituyen las vigentes para los regímenes del Sistema Único de la Seguridad 
Social (SUSS), previstos en los incisos a), b), d) y f) del artículo 87 del decreto 2.284 de fecha 31 de 



 

octubre de 1991, conservando plena aplicación las correspondientes a los regímenes enunciados 
en los incisos c) y e) del precitado artículo. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1º del Decreto Nº 545/2020 B.O. 19/6/2020 se prorroga por el plazo de 
SESENTA (60) días a partir de la fecha de su vencimiento la vigencia de las disposiciones del 
artículo 1º del Decreto N° 300/2020 . Vigencia: a partir del día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL.) 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° del Decreto N° 300/2020 B.O. 20/3/2020 se establece por el plazo de 
NOVENTA (90) días una reducción del NOVENTA Y CINCO POR CIENTO (95%) de la alícuota prevista 
en el artículo 19 de la presente Ley, que se destine al Sistema Integrado Previsional Argentino 
creado mediante Ley N° 24.241 y sus modificatorias, aplicable a los empleadores pertenecientes a 
los servicios, establecimientos e instituciones relacionadas con la salud, cuyas actividades, 
identificadas en los términos del “Clasificador de Actividades Económicas (CLAE)” aprobado por la 
Resolución General (AFIP) N° 3537 del 30 de octubre de 2013 o aquella que la reemplace en el 
futuro, se especifican en el Anexo que forma parte integrante de la medida de referencia, respecto 
de los profesionales, técnicos, auxiliares y ayudantes que presten servicios relacionados con la 
salud. Vigencia: al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial.) 
 
Artículo 20.- El Poder Ejecutivo nacional establecerá las proporciones que, de las contribuciones 
patronales que se determinen por la aplicación de la alícuota a que alude el primer párrafo del 
artículo precedente, se distribuirán a cada uno de los subsistemas del Sistema Único de Seguridad 
Social allí mencionados, de conformidad con las normas de fondo que rigen a dichos subsistemas. 
 
Hasta que entre en vigencia la norma por la que se fijen tales proporciones, las contribuciones 
patronales que se determinen por la aplicación de las referidas alícuotas se distribuirán en igual 
proporción a la aplicable hasta el momento de entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Artículo 21.- De la contribución patronal definida en el artículo 19, efectivamente abonada, los 
contribuyentes y responsables podrán computar, como crédito fiscal del Impuesto a! Valor 
Agregado, el monto que resulta de aplicar a las mismas bases imponibles, los puntos porcentuales 
que para cada supuesto se indican en el Anexo I que forma parte integrante de la presente ley. 
 
En el caso de los exportadores, las contribuciones que resulten computables como crédito fiscal 
del Impuesto al Valor Agregado, de acuerdo a lo previsto en el párrafo anterior, tendrán el 
carácter de impuesto facturado a los fines de la aplicación del artículo 43 de la ley del tributo, t.o.  
en 1997 y sus modificatorias. 
 
Artículo 22.- De la base imponible sobre la que corresponda aplicar la alícuota prevista en el 
primer párrafo del artículo 19, se detraerá mensualmente, por cada uno de los trabajadores, un 
importe de pesos siete mil tres con sesenta y ocho centavos ($ 7.003,68) en concepto de 
remuneración bruta. 
 



 

El importe antes mencionado podrá detraerse cualquiera sea la modalidad de contratación, 
adoptada bajo la Ley de Contrato de Trabajo, ley 20.744, to. 1976 y sus modificatorias, el Régimen 
Nacional de Trabajo Agrario, ley 26.727 y el régimen de la industria de la construcción establecido 
por la ley 22.250, sus modificatorias y complementarias. 
 
Para los contratos a tiempo parciales a los que refiere el artículo 92 ter de la Ley de Contrato de 
Trabajo, ley 20.744, t.o. 1976, y sus modificatorias, el referido importe se aplicará 
proporcionalmente al tiempo trabajado considerando la jornada habitual de la actividad. También 
deberá efectuarse la proporción que corresponda, en aquellos casos en que, por cualquier motivo, 
el tiempo trabajado involucre una fracción inferior al mes. 
 
De la base imponible considerada para el cálculo de las contribuciones correspondientes a cada 
cuota semestral del sueldo anual complementario, se detraerá un importe equivalente al 
cincuenta por ciento (50%) del que resulte de las disposiciones previstas en los párrafos 
anteriores. En el caso de liquidaciones proporcionales del sueldo anual complementario y de las 
vacaciones no gozadas, la detracción a considerar para el cálculo de las contribuciones por dichos 
conceptos deberá proporcionarse de acuerdo con el tiempo por el que corresponda su pago. La 
detracción regulada en este artículo no podrá arrojar una base imponible inferior al límite previsto 
en el primer párrafo del artículo 9° de la ley 24.241 y sus modificatorias. 
 
La reglamentación podrá prever similar mecanismo para relaciones laborales que se regulen por 
otros regímenes y fijará el modo en que se determinará la magnitud de la detracción de que se 
trata para las situaciones que ameriten una consideración especial. 
 
 
Los empleadores comprendidos en los decretos 1.067 del 22 de noviembre de 2018, 128 del 14 de 
febrero de 2019 y 688 del 4 de octubre de 2019 y su modificatorio, con los requisitos y condiciones 
previstos en esas normas, deberán considerar que la suma a la que se refiere el primer párrafo de 
este artículo es, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, de pesos diecisiete mil quinientos 
nueve con veinte centavos ($17.509,20), la que no sufrirá actualización alguna. 
 
Similar detracción a la prevista en el párrafo anterior podrán aplicar los empleadores 
concesionarios de servicios públicos, en la medida que el capital social de la sociedad 
concesionaria pertenezca en un porcentaje no inferior al ochenta por ciento (80%) al Estado 
nacional. 
 
Artículo 23.- Adicionalmente a la detracción indicada en el artículo anterior, los empleadores que 
tengan una nómina de hasta veinticinco (25) empleados gozarán de una detracción de pesos diez 
mil ($ 10.000) mensual, aplicable sobre la totalidad de la base imponible precedentemente 
indicada. 
 
Artículo 24.- Las disposiciones del presente Capítulo no serán de aplicación para los empleadores 
titulares de establecimientos educativos de gestión privada que se encontraren incorporados a la 



 

enseñanza oficial conforme las disposiciones de las leyes 13.047 y 24.049, hasta el 31 de diciembre 
de 2020, los que continuarán aplicando las alícuotas de contribuciones patronales que les 
correspondieron hasta la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a prorrogar el plazo indicado en el primer párrafo del 
presente artículo cuando así lo aconseje la situación económica del sector. Esta facultad sólo 
podrá ser ejercida previos informes técnicos favorables y fundados del Ministerio de Educación y 
del Ministerio de Economía. 
 
Artículo 25.- El Ministerio de Economía y el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social en lo 
que fuere materia de su competencia, serán las autoridades de aplicación de la presente ley, 
quedando facultados para dictar las normas interpretativas y complementarias correspondientes. 
 
Artículo 26.- Deróganse los decretos 814/01 y 1.009/01 y el artículo 173 de la ley 27.430. 
 
CAPÍTULO 4  
 
Ajuste por inflación impositivo 
 
Artículo 27.- Sustituyese el artículo 194 de la Ley de Impuesto a las Ganancias texto ordenado en 
2019, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 
 
Artículo 194: El ajuste por inflación positivo o negativo, según sea el caso, a que se refiere el Título 
VI de esta ley, correspondiente al primer y segundo ejercicio iniciado a partir del 1° de enero de 
2019, que se deba calcular en virtud de verificarse los supuestos previstos en los dos (2) últimos 
párrafos del artículo 106, deberá imputarse un sexto (1/6) en ese período fiscal y los cinco sextos 
(5/6) restantes, en partes iguales, en los cinco (5) períodos fiscales inmediatos siguientes. 
 
Lo indicado en el párrafo anterior no obsta al cómputo de los tercios remanentes 
correspondientes a períodos anteriores, conforme a lo dispuesto en el artículo 194 de la ley de 
Impuesto a las Ganancias, texto según decreto 824 del 5 de diciembre de 2019. 
 
CAPÍTULO 5  
 
Bienes personales e impuesto cedular 
 
Artículo 28. - Modifícase, con efectos a partir del período fiscal 2019 inclusive, el artículo 25 de la 
ley 23.966 del Impuesto sobre los Bienes Personales, texto ordenado en 1997 y sus modificatorias, 
el cual quedará redactado de la siguiente manera: 
 
Artículo 25: El gravamen a ingresar por los contribuyentes indicados en el inciso a) del artículo 17, 
será el que resulte de aplicar, sobre el valor total de los bienes sujetos al impuesto -excepto 
aquellos que queden sujetos a la alícuota que se determine de conformidad a lo dispuesto en el 



 

segundo párrafo de este artículo y los comprendidos en el artículo sin número incorporado a 
continuación, del artículo 25 de esta ley- que exceda del establecido en el artículo 24, la siguiente 
escala: 
 
Delégase en el Poder Ejecutivo nacional hasta el 31 de diciembre de 2020, la facultad de fijar 
alícuotas diferenciales superiores hasta en un cien por ciento (100%) sobre la tasa máxima 
expuesta en el cuadro precedente, para gravar los bienes situados en el exterior, y de disminuirla, 
para el caso de activos financieros situados en el exterior, en caso de verificarse la repatriación del 
producido de su realización, supuesto en el que podrá fijar la magnitud de la devolución de hasta 
el monto oportunamente ingresado. En el supuesto de definir dichas alícuotas diferenciales y a fin 
de determinar el monto alcanzado por cada tasa, el mínimo no imponible se restará en primer 
término de los bienes en el país. 
 
A los fines previstos en el párrafo precedente, se entenderá por activos financieros situados en el 
exterior, la tenencia de moneda extranjera depositada en entidades bancarias y/o financieras y/o 
similares del exterior, participaciones societarias y/o equivalentes (títulos valores privados, 
acciones, cuotas y demás participaciones) en todo tipo de entidades, sociedades o empresas, con 
o sin personería jurídica, constituidas, domiciliadas, radicadas o ubicadas en el exterior incluidas 
las empresas unipersonales; derechos inherentes al carácter de beneficiario, fideicomisario (o 
similar) de fideicomisos (trusts o similares) de cualquier tipo constituidos en el exterior, o en 
fundaciones de interés privado del exterior o en cualquier otro tipo de patrimonio de afectación 
similar situado, radicado, domiciliado y/o constituido en el exterior; toda clase de instrumentos 
financieros o títulos valores, tales como bonos, obligaciones negociables, valores representativos y 
certificados de depósito de acciones, cuotapartes de fondos comunes de inversión y otros 
similares, cualquiera sea su denominación; créditos y todo tipo de derecho del exterior, 
susceptible de valor económico y toda otra especie que se prevea en la reglamentación, pudiendo 
también precisar los responsables sustitutos en aquellos casos en que se detecten maniobras 
elusivas o evasivas. 
 
Los sujetos de este impuesto podrán computar como pago a cuenta las sumas efectivamente 
pagadas en el exterior por gravámenes similares al presente que consideren como base imponible 
el patrimonio o los bienes en forma global. Este crédito sólo podrá computarse hasta el 
incremento de la obligación fiscal originado por la incorporación de los bienes situados con 
carácter permanente en el exterior. En caso de que el Poder Ejecutivo nacional ejerciera la 
facultad prevista en el segundo párrafo de este artículo, el cómputo respectivo procederá, en 
primer término, contra el impuesto que resulte de acuerdo con las disposiciones del primer 
párrafo de este artículo, y el remanente no computado podrá ser utilizado contra el gravamen 
determinado por aplicación de las alícuotas diferenciales. 
 
Artículo 29. - Sustituyese, con efectos a partir del período fiscal 2019, inclusive, el primer párrafo 
del artículo sin número agregado a continuación del artículo 25 del Título VI de la ley 23.966 de 
Impuesto sobre los Bienes Personales, t.o. en 1997 y sus modificatorias, por el siguiente: 
 



 

Artículo...: El gravamen correspondiente a las acciones o participaciones en el capital de las 
sociedades regidas por la Ley General de Sociedades ley 19.550, t.o. 1984 y sus modificaciones, 
cuyos titulares sean personas humanas y/o sucesiones indivisas domiciliadas en el país o en el 
exterior, y/o sociedades y/o cualquier otra persona jurídica, domiciliada en el exterior, será 
liquidado o ingresado por las sociedades regidas por esa ley y la alícuota a aplicar será de 
cincuenta centésimos por ciento (0,50%) sobre el valor determinado de acuerdo con lo establecido 
por el inciso h) del artículo 22 de la presente norma. El impuesto así ingresado tendrá el carácter 
de pago único y definitivo. 
 
Artículo 30.- Modifícase el Título VI de la ley 23.966 y sus modificatorias, del Impuesto sobre los 
Bienes Personales, con relación a la condición de los contribuyentes, con efectos para los períodos 
fiscales 2019 y siguientes, de la siguiente manera: 
 
El sujeto del impuesto se regirá por el criterio de residencia en los términos y condiciones 
establecidos en los artículos 119 y siguientes de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 
ordenado en 2019, quedando sin efecto el criterio de "domicilio". 
 
Artículo 31.- Establécese que la alícuota prevista en el primer párrafo del artículo 26 del Título VI 
de la ley 23.966 de Impuesto sobre los Bienes Personales, t.o. en 1997 y sus modificaciones, para 
los períodos fiscales 2019 y siguientes, será de cincuenta centésimos por ciento (0,50%). 
 
Artículo 32.- Derogan se el artículo 95 y el artículo 96 en la parte correspondiente a las ganancias 
que encuadren en el Capítulo II del Título IV, de la Ley de Impuesto a las Ganancias (t.o. en 2019) a 
partir del periodo fiscal 2020. 
 
Artículo 33.- Sustituyese el inciso h) del artículo 26 de la Ley de Impuesto a las Ganancias (t.o. en 
2019), por el siguiente: 
 
h) Los intereses originados por los siguientes depósitos efectuados en instituciones sujetas al 
régimen legal de entidades financieras normado por la ley 21.526 y sus modificaciones: en caja de 
ahorro, cuentas especiales de ahorro, a plazo fijo en moneda nacional y los depósitos de terceros 
u otras formas de captación de fondos del público, conforme lo determine el Banco Central de la 
República Argentina en virtud de lo que establece la legislación respectiva. A efectos de la 
presente exención, se restablece la vigencia de las normas derogadas por los incisos b), c) y d) del 
artículo 81 de la ley 27.430, sin que resulte de aplicación lo dispuesto en el artículo 109 de la ley 
del impuesto para las personas humanas y sucesiones indivisas residentes en el país. 
 
Quedan excluidos de esta exención los intereses provenientes de depósitos con cláusula de ajuste. 
 
Articulo 34.- Incorpórese como último párrafo al inciso u) del artículo 26 de la Ley del Impuesto a 
Las Ganancias, texto ordenado en 2019, con aplicación a partir del periodo fiscal 2020, el 
siguiente: 
 



 

Cuando se trate de valores alcanzados por las disposiciones del artículo 98 de la ley, no 
comprendidos en el primer párrafo de este inciso, los sujetos mencionados en este último también 
quedan exentos por los resultados provenientes de su compraventa, cambio, permuta o 
disposición, en la medida que coticen en bolsas o mercados de valores autorizados por la Comisión 
Nacional de Valores, sin que resulte de aplicación lo dispuesto en el artículo 109 de la ley del 
impuesto. Idéntico tratamiento le resultará de aplicación a los beneficiarios del exterior, por 
aquellos valores no comprendidos en el cuarto párrafo de este inciso, en la medida que no residan 
en jurisdicciones no cooperantes o los fondos invertidos no provengan de jurisdicciones no 
cooperantes. 
 
CAPÍTULO 6 
 
Impuesto Para una Argentina Inclusiva y Solidaria (PAÍS) 
 
Artículo 35.- Establécese con carácter de emergencia, por el término de cinco (5) períodos fiscales 
a partir del día de entrada en vigencia de la presente ley, un impuesto que se aplicará en todo el 
territorio de la Nación sobre las siguientes operaciones: 
 
a) Compra de billetes y divisas en moneda extranjera -incluidos cheques de viajero- para 
atesoramiento o sin un destino específico vinculado al pago de obligaciones en los términos de la 
reglamentación vigente en el mercado de cambios, efectuada por residentes en el país; 
 
b) Cambio de divisas efectuado por las entidades financieras por cuenta y orden del adquirente 
locatario o prestatario destinadas al pago de la adquisición de bienes o prestaciones y locaciones 
de servicios efectuadas en el exterior, que se cancelen mediante la utilización de tarjetas de 
crédito, de compra y débito comprendidas en el sistema previsto en la ley 25.065 y cualquier otro 
medio de pago equivalente que determine la reglamentación, incluidas las relacionadas con las 
extracciones o adelantos en efectivo efectuadas en el exterior. Asimismo, resultan incluidas las 
compras efectuadas a través de portales o sitios virtuales y/o cualquier otra modalidad por la cual 
las operaciones se perfeccionen, mediante compras a distancia, en moneda extranjera; 
 
c) Cambio de divisas efectuado por las entidades financieras destinadas al pago, por cuenta y 
orden del contratante residente en el país de servicios prestados por sujetos no residentes en el 
país, que se cancelen mediante la utilización de tarjetas de crédito, de compra y de débito, 
comprendidas en el sistema previsto en la ley 25.065 y cualquier otro medio de pago equivalente 
que determine la reglamentación; 
 
d) Adquisición de servicios en el exterior contratados a través de agencias de viajes y turismo -
mayoristas y/o minoristas-, del país. 
 
e) Adquisición de servicios de transporte terrestre, aéreo y por vía acuática, de pasajeros con 
destino fuera del país, en la medida en la que para la cancelación de la operación deba accederse 



 

al mercado único y libre de cambios al efecto de la adquisición de las divisas correspondientes en 
los términos que fije la reglamentación. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución General N° 4664/2020 de la AFIP B.O. 15/1/2020 se 
aclara que las adquisiciones de servicios de transporte contempladas en el inciso e) del presente 
artículo, cuyo destino sea las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur, no se encuentran 
alcanzadas por la percepción establecida en ésta ley. Vigencia: a partir del día de su publicación en 
el Boletín Oficial y resultarán de aplicación para las operaciones efectuadas a partir de la entrada 
en vigencia de la Ley N° 27.541.) 
 
Artículo 36.- Serán pasibles del impuesto que se aprueba por la presente ley, los sujetos residentes 
en el país -personas humanas o jurídicas, sucesiones indivisas y demás responsables- que realicen 
alguna de las operaciones citadas en el artículo anterior. Si la operación se realiza mediante 
tarjetas de crédito, de compra y/o de débito, el impuesto alcanza a quienes sean sus titulares, 
usuarios, titulares adicionales y/o beneficiarios de extensiones. 
 
No se encuentran alcanzadas por el presente impuesto las jurisdicciones y entidades 
comprendidas en el inciso a) y b) del artículo 8° de la ley 24.156 y sus modificaciones y toda otra 
entidad de titularidad exclusiva del Estado Nacional, y sus equivalentes en los Estados provinciales, 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los municipios. 
 
Tampoco se encontrarán alcanzadas por el presente impuesto las siguientes operaciones: 
 
a) Los gastos referidos a prestaciones de salud, compra de medicamentos, adquisición de libros en 
cualquier formato, utilización de plataformas educativas y software con fines educativos; 
 
b) Los gastos asociados a proyectos de investigación efectuados por investigadores que se 
desempeñen en el ámbito del Estado nacional, Estados provinciales, la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires y los municipios, así como las universidades e instituciones integrantes del sistema 
universitario argentino; 
 
c) Adquisición en el exterior de materiales de equipamiento y demás bienes destinado a la lucha 
contra el fuego y la protección civil de la población por parte de las entidades reconocidas en la ley 
25.054 y sus modificatorias. 
 
Artículo 37.- El pago del impuesto estará a cargo del adquirente, locatario o prestatario pero 
deberán actuar en carácter de agentes de percepción y liquidación del mismo, los sujetos que para 
cada tipo de operaciones se indican a continuación: 
 
a) Operaciones comprendidas en el inciso a) del primer párrafo del artículo 35: Las entidades 
autorizadas a operar en cambios por el Banco Central de la República Argentina; 
 



 

b) Operaciones comprendidas en los incisos b) y c) del artículo 35: Las entidades que efectúen los 
cobros de las liquidaciones a los usuarios de sistemas de tarjetas de crédito, débito y/o compra 
respecto de las operaciones alcanzadas por el presente régimen. En caso de que intervengan 
agrupadores o agregadores de pago, la reglamentación establecerá el obligado en carácter de 
agente de percepción; 
 
c) Operaciones comprendidas en el inciso d) del artículo 35: Las agencias de viajes y turismo 
mayoristas o minoristas, que efectúen el cobro de los servicios; 
 
d) Operaciones comprendidas en el inciso e) del artículo 35: Las empresas de transporte terrestre, 
aéreo o por vía acuática, que efectúen el cobro de los mismos. 
 
Artículo 38.- La percepción del impuesto deberá practicarse en la oportunidad que a continuación 
se indica: 
 
a) Operaciones comprendidas en el inciso a) del primer párrafo del artículo 35: En el momento de 
efectivizarse la operación cambiaría. El importe de la percepción practicada deberá consignarse, 
en forma discriminada, en el comprobante que documente la operación de cambio el cual 
constituirá la constancia de las percepciones sufridas; 
 
b) Operaciones comprendidas en los incisos b) y c) del artículo 35 canceladas con tarjeta de crédito 
y/o compra: En la fecha de cobro del resumen y/o liquidación de la tarjeta de que se trate, aun 
cuando el saldo resultante del mismo se abone en forma parcial. El importe de la percepción 
practicada deberá consignarse, en forma discriminada, en el referido documento, el cual 
constituirá comprobante justificativo de las percepciones sufridas; 
 
c) Operaciones comprendidas en los incisos b) y c) del artículo 35 canceladas con tarjeta de débito: 
En la fecha de débito en la cuenta bancaria asociada. Resultará comprobante justificativo 
suficiente de las percepciones sufridas el extracto o resumen bancario de la cuenta afectada al 
sistema de tarjeta de débito, cuando éstos detallen en forma discriminada e individualizada por 
operación las sumas percibidas; 
 
d) Operaciones comprendidas en los incisos d) y e) del artículo 35: En la fecha de cobro del servicio 
contratado, aun cuando el mismo se abone en forma parcial o en cuotas, en cuyo caso el monto 
de la percepción deberá ser percibido en su totalidad con el primer pago. El importe de la 
percepción practicada deberá consignarse, en forma discriminada, en la factura o documento 
equivalente que se emita por la prestación de servicios efectuada, el cual constituirá comprobante 
justificativo de las percepciones sufridas. 
 
Artículo 39.- El impuesto establecido en el artículo 35 se determinará aplicando la alícuota del 
treinta por ciento (30%), según el siguiente detalle: 
 



 

a) Sobre el importe total de cada operación alcanzada, para el caso de las operaciones 
comprendidas en los incisos a), b), c) y d) del primer párrafo del artículo citado; 
 
b) Sobre el precio, neto de impuestos y tasas, de cada operación alcanzada para el caso de las 
operaciones comprendidas en el inciso e) del primer párrafo del artículo 35. 
 
De tratarse de operaciones expresadas en moneda extranjera, deberá efectuarse la conversión a 
su equivalente en moneda local, aplicando el tipo de cambio vendedor que, para la moneda de 
que se trate, fije el Banco de la Nación Argentina al cierre del último día hábil inmediato anterior a 
la fecha de emisión del resumen, liquidación y/o factura o documento equivalente. 
 
Artículo 40.- La Administración Federal de Ingresos Públicos establecerá las formas, plazos, 
requisitos y demás condiciones para la declaración e ingreso del impuesto previsto en el artículo 
35, tanto por parte de los agentes de percepción como del sujeto imponible, así como para la 
acreditación de las exenciones previstas en la presente. 
 
Asimismo, en caso de resultar necesario, dispondrá de un plazo especial para la percepción e 
ingreso del impuesto atendiendo a eventuales adecuaciones en los sistemas administrativos de los 
agentes de percepción. 
 
Artículo 41.- Deléganse en el Poder Ejecutivo nacional, las siguientes facultades: 
 
a) Incorporar nuevas operaciones al listado enunciado en el artículo 35, en la medida en que 
impliquen la adquisición de moneda extranjera de manera directa o indirecta, e identificar en su 
caso nuevos agentes de percepción a los enunciados en el artículo 37; 
 
b) Reducir la alícuota establecida en el artículo 39 en la medida en que se hayan morigerado las 
causas que motivan la emisión de la presente ley, y restituirlas en su caso; 
 
c) Suspender temporalmente la aplicación del presente impuesto en atención a razones de orden 
fundadas; 
 
d) Establecer una alícuota reducida a los servicios indicados en el artículo 3° inciso e) apartado 21 
subapartado m) de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (t.o. en 1997) y sus modificaciones; 
 
e) Realizar estudios e investigaciones sobre el impacto social y económico del impuesto y de otras 
modalidades de transacciones que involucren directa o indirectamente adquisición de moneda 
extranjera que correspondan alcanzar o eximir, según el caso, con arreglo al objeto pretendido por 
el gravamen. A tal efecto, el Banco Central de la República Argentina y la Administración Federal 
de Ingresos Públicos producirán los informes correspondientes. 
 
Artículo 42.- El producido del impuesto establecido en el artículo 35 será distribuido por el Poder 
Ejecutivo nacional conforme a las siguientes prioridades:  



 

 
a) Financiamiento de los programas a cargo de la Administración Nacional de la Seguridad Social: y 
de las prestaciones del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados 
setenta por ciento (70%); 
 
b) Financiamiento de obras de vivienda social: del fideicomiso Fondo de Integración Socio Urbana 
creado por la ley 27.453 y el decreto 819/2019, obras de infraestructura económica y fomento del 
turismo nacional: treinta por ciento (30%). 
 
Artículo 43.- Exímese al fideicomiso Fondo de Integración Socio Urbana y a su fiduciario, en sus 
operaciones relativas al Fondo, de todos los impuestos, tasas y contribuciones nacionales 
existentes y a crearse en el futuro, incluyendo el Impuesto al Valor Agregado y el Impuesto a los 
Créditos y Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias. La exención a este último impuesto 
será aplicable para los movimientos de las cuentas utilizadas exclusivamente a los fines de su 
creación. 
 
Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la eximición de todos 
los tributos aplicables en su jurisdicción, en iguales términos a los establecidos en el párrafo 
anterior. 
 
Artículo 44.- El impuesto que se establece por el artículo 35 de la presente ley será de aplicación a 
las operaciones, liquidaciones y pagos efectuados, de acuerdo al cronograma establecido en el 
artículo 35, con exclusión de las transacciones efectuadas con anterioridad a dicha fecha. Su 
aplicación, recaudación y ejecución judicial, estará a cargo de la Administración Federal de 
Ingresos Públicos y le será de aplicación la ley 11.683 (t.o. en 1998) y sus modificatorias. 
 
CAPÍTULO 7 
 
Impuesto sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias 
 
Artículo 45.- Incorpórase como segundo párrafo del artículo 1° de la ley 25.413 y sus 
modificatorias, con efectos para los hechos imponibles que se perfeccionen a partir del día 
siguiente al de la publicación de esta ley en el Boletín Oficial, el siguiente: 
 
En el caso previsto en el inciso a), cuando se lleven a cabo extracciones en efectivo, bajo cualquier 
forma, los débitos efectuados en las cuentas mencionadas en dicho inciso, estarán sujetos al doble 
de la tasa vigente para cada caso, sobre el monto de los mismos. Lo dispuesto en este párrafo no 
resultará de aplicación a las cuentas cuyos titulares sean personas humanas o personas jurídicas 
que revistan y acrediten la condición de Micro y Pequeñas Empresas, en los términos del artículo 
2° de la ley 24.467 y sus modificatorias y demás normas complementarias. 
 
CAPÍTULO 8 
 



 

Impuesto a las ganancias 
 
Artículo 46.- Dispónese que, a los efectos de la determinación del Impuesto a las Ganancias, 
correspondiente al período fiscal 2019, los sujetos que obtengan las rentas mencionadas en los 
incisos a), b) y c) del artículo 82 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019, 
tendrán derecho a deducir de su ganancia neta sujeta a impuesto, una suma equivalente a la 
reducción de la base de cálculo de las retenciones que les resulten aplicables conforme al primer 
párrafo del artículo 1° del decreto 561 del 14 de agosto de 2019, sin que la referida deducción 
pueda generar quebranto. 
 
Artículo 47.- Manténgase la validez y la vigencia establecidas en el segundo párrafo del artículo 95 
del decreto 1.170 del 26 de diciembre de 2018, para el período fiscal 2019 y establécese que a 
efectos de lo dispuesto en el Capítulo II del Título IV de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 
ordenado en 2019, cuando se trate de títulos públicos y obligaciones negociables comprendidos 
en los incisos a) y b) del primer párrafo del artículo 98 de esa misma norma, podrá optarse por 
afectar los intereses o rendimientos del período fiscal 2019 al costo computable del título u 
obligación que los generó, en cuyo caso el mencionado costo deberá disminuirse en el importe del 
interés o rendimiento afectado. 
 
Artículo 48.- Suspéndese hasta los ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1° de enero de 2021 
inclusive, lo dispuesto en el artículo 86 incisos d) y e) de la ley 27.430 y establécese para el período 
de la suspensión ordenada en el presente artículo, que la alícuota prevista en los incisos a) y b) del 
artículo 73 de la ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019, será del treinta por 
ciento (30%) y que la prevista en el segundo párrafo del inciso b) de ese artículo y en el artículo 97 
ambos de la misma ley, será del siete por ciento (7%). 
 
CAPÍTULO 9  
 
Tasa de estadística 
 
Artículo 49.- Establécese hasta el 31 de diciembre de 2020, en un tres por ciento (3%) la alícuota 
de la tasa de estadística contemplada en el artículo 762 de la ley 22.415 (Código Aduanero) y sus 
modificatorias, la cual resultará aplicable a las destinaciones definitivas de importación para 
consumo, con excepción de aquellas destinaciones registradas en el marco de Acuerdos 
Preferenciales suscriptos por la República Argentina que específicamente contemplen una 
exención, o aquellas que incluyan mercadería originaria y de los Estados Partes del MERCOSUR. El 
Poder Ejecutivo nacional podrá disponedor razones justificadas, exenciones para el pago de la tasa 
cuando se trate de una actividad específica que tenga como objeto, entre otras, finalidades de 
ciencia, tecnología, innovación, promoción del desarrollo económico o la generación de empleo. 
 
CAPÍTULO 10  
 
Impuestos internos 



 

 
Artículo 50.- Sustituyese el artículo 39 de la Ley de Impuestos Internos, texto sustituido por la ley 
24.674 y sus modificatorias, por el siguiente: 
 
Artículo 39: Los bienes comprendidos en el artículo 38 deberán tributar el impuesto que resulte 
por aplicación de la tasa que en cada caso se indica, sobre la base imponible respectiva. 
 
Aquellas operaciones cuyo precio de venta, sin considerar impuestos, incluidos los opcionales, sea 
igual o inferior a pesos un millón trescientos mil ($ 1.300.000) estarán exentas del gravamen, con 
excepción de los bienes comprendidos en el inciso c) del artículo 38, para cuyo caso la exención 
regirá siempre que el citado monto sea igual o inferior a pesos trescientos noventa mil ($ 390.000) 
y para el caso del inciso e) la exención regirá siempre que el citado monto sea igual o inferior a 
pesos un millón setecientos mil ($ 1.700.000), sin aplicarse monto exento para el inciso í). 
 
Para el caso de los bienes comprendidos en los incisos a), b) y d), cuyo precio de venta, sin 
considerar impuestos, incluidos los opcionales, sea superior a pesos un millón trescientos mil ($ 
1.300.000) e inferior a pesos dos millones cuatrocientos mil ($ 2.400.000), deberán tributar el 
impuesto que resulte por la aplicación de la tasa del veinte por ciento (20%). Cuando dicho precio 
de venta sea igual o superior a pesos dos millones cuatrocientos mil ($ 2.400.000), deberán 
tributar el impuesto que resulte por la aplicación de la tasa del treinta y cinco por ciento (35%). 
 
Para el caso de los bienes comprendidos en el inciso c) cuyo precio de venta, sin considerar 
impuestos, incluidos los opcionales, sea superior a pesos trescientos noventa mil ($ 390.000) e 
inferior a pesos quinientos mil ($ 500.000) deberán tributar el impuesto que resulte por la 
aplicación de la tasa del veinte por ciento (20%) y del treinta por ciento (30%), cuando su precio de 
venta sea igual o superior a pesos quinientos mil ($ 500.000). 
 
Para el caso de los bienes comprendidos en los incisos e) y f) deberán tributar el impuesto que 
resulte de la aplicación de la tasa del veinte por ciento (20%). 
 
La Administración Federal de Ingresos Públicos, actualizará trimestralmente, a partir del mes de 
abril del año 2020, los importes consignados en los párrafos que anteceden, considerando la 
variación del Indice de Precios Internos al por Mayor (IPIM), respectivo a cada rubro en particular, 
que suministre el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) correspondiente al trimestre 
calendario que finalice el mes inmediato anterior al de la actualización que se realice. Los montos 
actualizados surtirán efectos para los hechos imponibles que se perfeccionen desde el primer día 
del segundo mes inmediato siguiente a aquél en que se efectúe la actualización, inclusive. 
 
Artículo 51.- Las disposiciones del artículo precedente surtirán electo para los hechos imponibles 
que se perfeccionen a partir del primer día del mes inmediato siguiente al de la publicación de la 
presente ley. 
 
TÍTULO V  



 

 
Derechos de exportación 
 
Artículo 52.- Establécese que, en el marco de las facultades acordadas al Poder Ejecutivo nacional 
mediante los artículos 755 y concordantes de la ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modificatorias, 
se podrán fijar derechos de exportación cuya alícuota no podrá superar en ningún caso el treinta y 
tres por ciento (33%) del valor imponible o del precio oficial FOB. 
 
Se prohíbe que la alícuota de los derechos de exportación supere el treinta y tres por ciento (33%) 
del valor imponible o del precio oficial FOB para las habas (porotos) de soja. 
 
Se prohíbe superar el quince por ciento (15%) para aquellas mercancías que no estaban sujetas a 
derechos de exportación al 2 de septiembre de 2018 o que tenían una alícuota de cero por ciento 
(0%) a esa fecha. 
 
Se prohíbe superar el cinco por ciento (5%) de alícuota para los productos agroindustriales de las 
economías regionales definidas por el Poder Ejecutivo nacional. 
 
Las alícuotas de los derechos de exportación para bienes industriales y para servicios no podrán 
superar el cinco por ciento (5%) del valor imponible o del precio oficial FOB. 
 
Las alícuotas de los derechos de exportación para hidrocarburos y minería no podrán superar el 
ocho por ciento (8%) del valor imponible o del precio oficial FOB. En ningún caso el derecho de 
exportación de hidrocarburos podrá disminuir el valor Boca de Pozo para el cálculo y pago de 
regalías a las provincias productoras. 
 
El sesenta y siete por ciento (67%) del valor incremental de los derechos de exportación previstos 
en esta ley, será destinado al financiamiento de los programas a cargo de la Administración 
Nacional de la Seguridad Social y a las prestaciones del Instituto Nacional de Servicios Sociales para 
Jubilados y Pensionados. El tres por ciento (3%) se destinará a la creación de un Fondo solidario de 
competitividad agroindustrial para estimular la actividad de pequeños productores y cooperativas 
a través de créditos para la producción, innovación, agregado de valor y costos logísticos. Este 
Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca. 
 
Exceptúase del pago de los derechos que gravan la exportación para consumo a las empresas del 
Estado regidas por la ley 13.653 y las sociedades del Estado regidas por la ley 20.705 que tengan 
por objeto desarrollar actividades de ciencia, tecnología e innovación. El Poder Ejecutivo nacional 
podrá utilizar la facultad prevista en el artículo 755, apartado b), de la ley 22.415 (Código 
Aduanero) respecto de entidades estatales o con participación estatal que tengan como finalidad 
principal desarrollar actividades de ciencia, tecnología e innovación. 
 
El Poder Ejecutivo nacional podrá ejercer estas facultades hasta el 31 de diciembre de 2021. 
 



 

Artículo 53.- El Poder Ejecutivo nacional deberá establecer mecanismos de segmentación y 
estímulo tendientes a mejorar la rentabilidad y competitividad de los pequeños productores y 
cooperativas cuyas actividades se encuentren alcanzadas por el eventual aumento de la alícuota 
de los derechos de exportación y establecerá criterios que estimulen la competitividad de la 
producción federal en función de las distancias entre los centros de producción y los de efectiva 
comercialización. 
 
La modificación de las alícuotas en el marco de las facultades acordadas en el presente artículo, 
deberá ser informada por el Poder Ejecutivo nacional ante una comisión integrada por miembros 
del Poder Legislativo, del Consejo Federal Agropecuario y representantes de las entidades y 
organizaciones representativas del sector agropecuario para que se expidan al respecto. 
 
Las alícuotas que sean aumentadas en el marco de las facultades acordadas en el presente artículo 
no serán aplicadas en los distritos que sean declarados en emergencia agropecuaria de 
conformidad con la ley 26.509 -Sistema Nacional para la Prevención y Mitigación de Emergencias y 
Desastres Agropecuarios. 
 
Artículo 54.- Sin perjuicio de lo previsto en el artículo anterior, mantendrán su validez y vigencia 
los decretos 1.126 del 29 de diciembre de 
2017 y sus modificatorias, 486 del 24 de mayo de 2018 y sus modificaciones, 487 del 24 de mayo 
de 2018 y sus modificaciones, 793 del 3 de septiembre de 2018 y sus modificaciones y el decreto 
37 del 14 de diciembre de 2019. 
 
TÍTULO VI  
 
Haberes previsionales. Aumentos salariales 
 
Artículo 55.- A los fines de atender en forma prioritaria y en el corto plazo a los sectores de más 
bajos ingresos, suspéndase por el plazo de ciento ochenta (180) días, la aplicación del artículo 32 
de la ley 24.241, sus complementarias y modificatorias. 
 
 
Durante el plazo previsto en el párrafo anterior, el Poder Ejecutivo nacional deberá fijar 
trimestralmente el incremento de los haberes previsionales correspondiente al régimen general 
de la ley 24.241, atendiendo prioritariamente a los beneficiarios de más bajos ingresos. 
 
El Poder Ejecutivo nacional convocará una comisión integrada por representantes del Ministerio 
de Economía, del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y miembros de las comisiones 
del Congreso de la Nación competentes en la materia que, durante el plazo previsto en el primer 
párrafo, proponga un proyecto de ley de movilidad de los haberes previsionales que garantice una 
adecuada participación de los ingresos de los beneficiarios del sistema en la riqueza de la Nación, 
de acuerdo con los principios de solidaridad y redistribución. 
 



 

(Nota Infoleg: Por art. 1º del Decreto Nº 542/2020 B.O. 18/6/2020 se prorroga hasta el 31 de 
diciembre de 2020 la suspensión de la aplicación del artículo 32 de la Ley Nº 24.241, establecida 
en el presente artículo. Durante este período el PODER EJECUTIVO NACIONAL determinará el 
incremento de los haberes previsionales correspondiente al régimen general de la Ley Nº 24.241 
con el fin de preservar el poder adquisitivo de los mismos, atendiendo prioritariamente a los 
beneficiarios y las beneficiarias de menores ingresos. Por art. 2º de la norma de referencia se 
prorroga hasta el 31 de diciembre de 2020 la labor de la Comisión mencionada en el tercer párrafo 
del artículo 55 y en el artículo 56 de la presente Ley. Vigencia: a partir del día siguiente de su 
publicación en el BOLETÍN OFICIAL.) 
 
Artículo 56.- El Poder Ejecutivo nacional convocará una comisión integrada por representantes del 
Ministerio de Economía, del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y miembros de las 
comisiones del Congreso de la Nación competentes en la materia, para que en el plazo de ciento 
ochenta (180) días, revise la sustentabilidad económica, financiera y actuarial y proponga al 
Congreso de la Nación las modificaciones que considere pertinentes relativas a la movilidad o 
actualización de los regímenes especiales prevista en el artículo 2° del decreto 137/2005, el 
artículo 1° incisos b) y c) de la ley 26.508, el artículo 1° del decreto 1.199/2004 en el marco de las 
resoluciones MTEySS 268/2009, 824/2009 y 170/2010 y resolución SSS 9/2010, la ley 26.913 según 
decreto 1.058/2014, el artículo 3° de la ley 27.452, el artículo 5° punto II y artículo 14 de la ley 
27.260 texto según ley 27.467, el artículo 2° de la ley 23.848, el artículo 3° de la ley 27.329, el 
artículo 7° de la ley 22.929 conforme decreto 160/2005, el artículo 27 de la ley 24.018, el artículo 
6° de la ley 22.731, los artículos 75, 94 y concordantes de la ley 19.101, de los artículos 5° a 10 de 
la ley 13.018 y 107 y siguientes de la ley 20.416, y de los artículos 4° a 6° y 13 de la ley 23.794, y de 
toda otra norma análoga que corresponda a un régimen especial, contributivo o no contributivo, 
de acuerdo a lo que establezca la reglamentación. 
 
Artículo 57.- Sustitúyese el inciso a) del artículo 74 de la ley 24.241, por el siguiente: 
 
a) Operaciones de crédito público de las que resulte deudor el Estado nacional a través de la 
Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía, ya sean títulos públicos, letras del Tesoro o 
préstamos hasta el cincuenta por ciento (50%) de los activos totales del fondo. Podrá aumentarse 
al cien por ciento (100%) neto de los topes previstos en el presente artículo, en la medida que el 
excedente cuente con recursos afectados específicamente a su cumplimiento o con garantías 
reales u otorgadas por organismos o entidades internacionales de los que la Nación sea parte. 
Quedan excluidas del tope establecido en el presente inciso, las tenencias de títulos 
representativos de la deuda pública del Estado nacional que fueron recibidos en canje por las 
administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones en el marco de la reestructuración de la 
deuda pública en los términos de los artículos 65 de la ley 24.156 y sus modificatorias, y 62 de la 
ley 25.827 y su modificatoria, independientemente de que no cuenten con las garantías allí 
contempladas.  
 
Transitoriamente, hasta el 31 de diciembre de 2023, podrá mantenerse hasta el setenta por ciento 
(70%) de la cartera del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 



 

Argentino en títulos públicos, cuenten o no con garantías, debiendo, al cabo de ese período, 
regularizar la tenencia de estos activos, a los límites establecidos en el párrafo precedente. 
 
Exceptúase de los alcances del decreto 668/2019 al Fondo de Garantía de Sustentabilidad (FGS) 
del Sistema Integrado Previsional Argentino. 
 
Artículo 58.- Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a: 
 
a) Disponer en forma obligatoria que los empleadores del sector privado abonen a sus 
trabajadores incrementos salariales mínimos; 
 
b) Eximir temporalmente de la obligación del pago de aportes y contribuciones al Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por ley 26.425 sobre los incrementos salariales que 
resulten de la facultad reconocida en el inciso anterior o de la negociación colectiva; 
 
c) Efectuar reducciones de aportes patronales y/o de contribuciones personales al Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por ley 26.425 limitadas a jurisdicciones y actividades 
específicas o en situaciones críticas. 
 
TÍTULO VII  
 
Sociedades. Capital social 
 
Articulo 59.- Suspéndese, hasta la finalización del plazo establecido en el artículo 1° de la presente 
ley la aplicación del inciso 5 del artículo 94 y del artículo 206 de la Ley General de Sociedades, 
19.550 (t.o. 1984). 
 
TÍTULO VIII 
 
Créditos UVA 
 
Artículo 60.- El Banco Central de la República Argentina realizará una evaluación sobre el 
desempeño y las consecuencias del sistema de préstamos UVA para la adquisición de viviendas y 
los sistemas de planes de ahorro para la adquisición de vehículos automotor, sus consecuencias 
sociales y económicas, y estudiará mecanismos para mitigar sus efectos negativos atendiendo al 
criterio del esfuerzo compartido entre acreedor y deudor. 
 
TÍTULO IX  
 
Reservas de libre disponibilidad 
 
Artículo 61.- Autorízase al Gobierno nacional a emitir letras denominadas en dólares 
estadounidenses (U$S) por un monto de hasta dólares cuatro mil quinientos setenta y un millones 



 

(U$S 4.571.000.000), a diez (10) años de plazo, con amortización íntegra al vencimiento, la que 
devengará una tasa de interés igual a la que devenguen las reservas internacionales del Banco 
Central de la República Argentina para el mismo período y hasta un máximo de la tasa LIBOR anual 
menos un punto porcentual. Los intereses se cancelarán semestralmente. 
 
Articulo 62.- Autorízase al Gobierno nacional a adquirir divisas en el Banco Central de la República 
Argentina con las letras del artículo 61 por igual cantidad a las nominalmente expresadas en las 
mismas. 
 
Estas letras, como así también las tenencias vigentes de letras intransferibles en poder del Banco 
Central de la República Argentina, deberán registrarse en sus estados contables a valor técnico. 
 
Artículo 63.- Los dólares autorizados a adquirir mediante esta norma sólo podrán aplicarse al pago 
de obligaciones de deuda denominadas en moneda extranjera. 
 
TÍTULO X  
 
Emergencia sanitaria 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° del Decreto N° 260/2020 Vigencia: Vigencia: B.O. 12/3/2020 se amplía la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la presente Ley, en virtud de la Pandemia 
declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el coronavirus 
COVID-19, por el plazo de UN (1) año a partir de la entrada en vigencia del decreto de referencia. 
Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial) 
 
Articulo 64.- En el marco de la emergencia sanitaria declarada en el artículo 1° de la presente ley, 
mantiénese la prioridad prevista para los Programas del Ministerio de Salud establecidos por el 
artículo 1° del decreto 450 del 7 de marzo de 2002, sustituido por el decreto 1.053 del 19 de junio 
de 2002 o los que los reemplacen para el Ejercicio 2020: Programa 17-Subprograma 1- Plan 
Nacional a favor de la Madre y el Niño, en la parte correspondiente al inciso 5- Transferencias y los 
Programas 22- Lucha contra el VIH; 24- Detección y Tratamiento de Enfermedades Crónicas No 
Transmisibles y Conductas Adictivas y 30- Emergencias Sanitarias, en las mismas condiciones y con 
los mismos alcances, y asígnase prioridad al Programa 20- Prevención y Control de Enfermedades 
Inmuno prevenibles, Programa 29- Cobertura Universal de Salud - Medicamentos, Programa 45-
Prevención y Control de Enfermedades Crónicas No Transmisibles, o los que los reemplacen, en lo 
que corresponde al inciso 2- Bienes de Consumo. 
 
Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a atender como prioridad la 
asignación de recursos al Sector Salud en tiempo oportuno y legal forma, a fin de garantizar la 
eficacia y efectividad de las prestaciones médico-asistenciales que se encuentran bajo su 
responsabilidad. 
 



 

Artículo 65.- El Ministerio de Salud instrumentará las políticas referidas a la emergencia sanitaria 
declarada por el artículo 1° de la presente ley y dictará las normas aclaratorias y complementarias 
pertinentes. 
 
Artículo 66.- El Ministerio de Salud promoverá la descentralización progresiva hacia las 
jurisdicciones provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de las funciones, atribuciones y 
facultades emanadas de la presente ley, que correspondieren, mediante la celebración de los 
convenios respectivos. 
 
Artículo 67.- Instruyese al Ministro de Salud a conformar y convocar al Consejo Nacional 
Consultivo de Salud creado por el decreto 2.724 del 31 de diciembre de 2002, con el propósito de 
proponer alternativas para la identificación, formulación, aplicación y evaluación de las acciones 
destinadas a paliar las necesidades básicas de la atención de la salud, así como para alcanzar los 
consensos sectoriales necesarios para la instrumentación de las políticas sanitarias que 
promuevan la equidad, el acceso y la calidad en la atención de la salud de la población con base en 
la Estrategia de Atención Primaria de la Salud para todos los argentinos. 
 
Artículo 68.- Instruyese al Ministerio de Salud a que en el ámbito del Consejo Federal de Salud se 
acuerde un Plan Federal de Salud que promueva la equidad, el acceso y la calidad en la atención 
de la salud de la población y la integración de los subsistemas, teniendo en consideración los 
consensos sectoriales mencionados en el artículo anterior. 
 
Artículo 69.- Créase una Comisión Interministerial integrada por representantes de los Ministerios 
de Salud, de Economía y de Desarrollo Productivo, del Instituto Nacional de Servicios Sociales para 
Jubilados y Pensionados y la Administración Federal de Ingresos Públicos, la que tendrá como 
misión analizar el impacto de la carga impositiva y tributaria sectorial con el objeto de favorecer el 
acceso a los bienes y servicios de salud. 
 
Artículo 70.- Facúltase al Ministerio de Salud para establecer un mecanismo de monitoreo de 
precios de medicamentos e insumos del sector salud y de alternativas de importación directa y 
licencias compulsivas u obligatorias, frente a posibles problemas de disponibilidad o alzas 
injustificadas o irrazonables que afecten el acceso de la población a los mismos de manera que 
puedan poner en riesgo su salud. 
 
Asimismo, facúltase al Ministerio de Salud para dictar las normas complementarias tendientes a 
implementar: 
 
a) En acuerdo con el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, un 
listado de medicamentos e insumos a ser adquiridos por este organismo y por la Superintendencia 
de Servicios de Salud; 
 
b) Precios de referencia de insumos y medicamentos esenciales por banda terapéutica; 
 



 

c) Controles y dispositivos que promuevan la plena vigencia de la ley 25.649 de Especialidades 
Medicínales-Medicamentos Genéricos, con particular referencia a la prescripción y sustitución en 
la dispensación. 
 
Artículo 71.- El Ministerio de Salud, para las contrataciones que realice en el marco de la 
emergencia sanitaria, podrá optar, además de los medios vigentes de compra y sin perjuicio de la 
intervención que le compete a la Sindicatura General de la Nación, por alguna de las siguientes 
modalidades: 
 
a) Los mecanismos previstos en el artículo 25, inciso d), apartado 5 del decreto 1.023/01, 
independientemente del monto de la contratación, dándose por acreditada la grave y notoria 
crisis por la cual atraviesa el sistema de salud argentino; 
 
b) La utilización de los recursos del Fondo Rotatorio Regional para Suministros Estratégicos de 
Salud Pública de la Organización Panamericana de la Salud y de la Organización Mundial de la 
Salud y cualquier otro procedimiento de adquisiciones que dichas entidades pongan a disposición 
de sus miembros; 
 
c) Otros medios que ofrezcan alternativas a través de organismos internacionales, organismos 
multilaterales, organizaciones no gubernamentales, u otros países. 
 
A fin de garantizar la transparencia en las contrataciones previstas en el inciso a) se deberá invitar 
a la mayor cantidad de potenciales oferentes, de acuerdo a los registros actualizados existentes en 
la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT). 
Asimismo, se deberá prever la difusión a través de la página de Internet de la Oficina Nacional de 
Contrataciones. 
 
En los casos en que se contrate a través del Fondo Rotatorio Regional para Suministros 
Estratégicos de Salud Pública de la Organización Panamericana de la Salud y de la Organización 
Mundial de la Salud, se aceptarán los mecanismos de contratación previstos por ambas 
organizaciones, autorizándose al Ministerio de Salud a emitir las respectivas órdenes de pago a 
favor de dichos fondos, aún sin haberse cumplido la recepción parcial definitiva de los 
medicamentos o insumos adquiridos. Ello sin perjuicio de la aplicación de los mecanismos de 
contralor vigentes. 
 
Artículo 72.- Podrán afectarse además, a los programas y planes derivados de la emergencia 
sanitaria, con los destinos que específicamente determine el Ministerio de Salud: 
 
a) Los fideicomisos, subsidios, subvenciones, legados y donaciones y todo otro recurso que reciba 
el Poder Ejecutivo nacional a través de sus distintas Jurisdicciones, vinculados con la emergencia 
sanitaria; 
 



 

b) Las reasignaciones de créditos o préstamos internacionales que administra el Ministerio de 
Salud o los que determine el Poder Ejecutivo nacional en el marco de la presente emergencia 
sanitaria, previa conformidad de la contraparte otorgante del préstamo; 
 
c) Los nuevos préstamos que se gestionen y obtengan en ocasión y con motivo de la emergencia 
sanitaria. 
 
Artículo 73.- Exímese del pago de derechos de importación y de todo otro impuesto, gravamen, 
contribución, tasa o arancel aduanero o portuario, de cualquier naturaleza u origen, como así 
también de la constitución de depósitoprevio, a las vacunas y descartables importados por el 
Ministerio de Salud y/o el Fondo Rotatorio de OPS destinados a asegurar las coberturas de 
vacunas previstas en el artículo 7° de la ley 27.491. 
 
Artículo 74.- Exímese del pago correspondiente al Impuesto al Valor Agregado que grava la 
importación para consumo de las mercaderías aludidas en el artículo anterior. 
 
Artículo 75.- Las exenciones establecidas en los artículos 73 y 74, serán de carácter transitorio y se 
aplicarán tanto a las importaciones perfeccionadas durante la Emergencia Sanitaria Nacional, 
conforme lo establezca la reglamentación, como a las mercaderías que, a la fecha de emisión de la 
presente ley, se encuentren en territorio aduanero pendientes de nacionalizar. 
 
Artículo 76.- Restablécese el desarrollo del objetivo de universalizar el acceso de medicamentos 
esenciales a través del Programa Nacional "Remediar", destinado a garantizar la provisión de 
insumos y medicamentos críticos a través de centros de atención de la salud provinciales o 
gubernamentales. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 248/2020 del Ministerio de Salud B.O. 21/02/2020 se 
relanza el Programa Nacional Remediar, cuya meta será universalizar el uso racional y el acceso a 
los medicamentos esenciales e insumos sanitarios definidos por este Ministerio) 
 
Artículo 77.- El Ministerio de Salud fijará, a través de las normas que dicte al respecto, las 
condiciones de acceso a los medicamentos, insumos y/o recursos asignados al Programa Nacional 
a que se refiere el artículo precedente. 
 
Artículo 78.- Déjanse sin efecto las restricciones que limitan la libertad de contratación a las 
entidades comprendidas por los artículos 5° y 7° del decreto 9 del 7 de enero de 1993, y los incisos 
I), II) y III) del artículo 27 del Anexo II del decreto 576 del 1° de abril de 1993. 
 
Artículo 79.- Suspéndense hasta el 31 de diciembre de 2020, las ejecuciones forzadas de los 
créditos que el Estado nacional, sus entes centralizados o descentralizados o autárquicos, las 
empresas estatales o mixtas, cualquier entidad en la que el Estado nacional tenga el control del 
capital o de la toma de decisiones y los entes públicos no estatales, posean contra los prestadores 
médico asistenciales públicos o privados de internación, de diagnóstico y tratamiento, que 



 

cuenten con el certificado de inscripción del Registro Nacional de Prestadores Sanatoriales que 
emite la Superintendencia de Servicios de Salud, así como contra los establecimientos geriátricos y 
de rehabilitación prestadores del Sistema Nacional del Seguro de Salud y del Instituto Nacional de 
Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 
 
Inclúyese dentro de la suspensión prevista, la traba de las medidas cautelares preventivas y/o 
ejecutivas dictadas contra los agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud incluyendo al 
Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 
 
Las sentencias que se dicten dentro del plazo establecido en el artículo 1 ° de la presente ley, no 
podrán ejecutarse hasta su expiración, en tanto importen desapoderamiento de los bienes 
afectados al giro de la actividad que desempeña y/o traba al normal desempeño de su 
funcionamiento. 
 
Artículo 80.- Instruyese a la Administración Federal de Ingresos Públicos a que dentro del plazo 
indicado en el artículo anterior establezca, en los términos del artículo 32 de la ley 11.683, t.o. 
1998 y sus modificaciones, prórrogas y planes especiales de facilidades de pago de los tributos, sus 
intereses y multas, adeudados por los sujetos indicados en dicho artículo, teniendo especialmente 
en cuenta al momento de fijar los plazos a acordar así como el interés de financiamiento, la 
situación de emergencia sanitaria y económica. A tales fines los sujetos que pretendan acogerse a 
estos beneficios deberán contar con el certificado de inscripción del Registro Nacional de 
Prestadores Sanatoriales que emite la Superintendencia de Servicios de Salud dependiente del 
Ministerio de Salud. 
 
Articulo 81.- Créase en el ámbito del Ministerio de Salud una Comisión Asesora, la que será 
presidida por el titular de esa cartera e integrada además por un (1) representante de los 
siguientes organismos: Jefatura de Gabinete de Ministros, Ministerio de Economía, Ministerio de 
Desarrollo Productivo, Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y Superintendencia de 
Servicios de Salud, obras sociales provinciales y los representantes de los agentes del Seguro de 
Salud y los prestadores que determine el Consejo Nacional Consultivo de Salud. 
 
Dicha Comisión deberá relevar la situación de endeudamiento sectorial público y privado, con 
énfasis en el ámbito prestacional, y las alternativas para la regularización de las acreencias de los 
prestadores del Sistema Nacional del Seguro de Salud, a excepción del Instituto Nacional de 
Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, previo a que expire el plazo establecido en el 
artículo 79. 
 
Artículo 82.- Suspéndense hasta el 31 de diciembre de 2020 las ejecuciones forzadas de los 
créditos que la Administración Federal de Ingresos Públicos posea contra los prestadores médico-
asistenciales en internación, de diagnóstico y tratamiento, en ambos casos públicos o privados. 
 



 

A tales fines los sujetos que pretendan acogerse a estos beneficios deberán contar con el 
certificado de inscripción del Registro Nacional de Prestadores Sanatoriales que emite la 
Superintendencia de Servicios de Salud. 
 
Quedan comprendidos en el alcance de la presente norma los establecimientos geriátricos 
prestadores del Sistema Nacional del Seguro de Salud y del Instituto Nacional de Servicios Sociales 
para Jubilados y Pensionados. 
 
Artículo 83.- Establécese que la tasa de justicia para los acuerdos concúrsales, judiciales o 
extrajudiciales homologados en los términos de las leyes 24.522, 25.561, 25.563, 25.589 y sus 
prórrogas, será calculada sobre el monto definitivo de los mismos, hasta el cero con setenta y 
cinco céntimos por ciento (0,75%) y cero con veinticinco céntimos por ciento (0,25%) 
respectivamente cuando se trate de agentes del Seguro Nacional de Salud. 
 
Artículo 84.- Suspéndense por el lapso que dure la emergencia sanitaria las previsiones de los 
decretos 446/00, 1.140/00 y 1.305/00 en todo aquello que se opongan a la presente ley. 
 
Artículo 85.- Prorrogase lo dispuesto por el decreto 486/02, sus disposiciones complementarias y 
modificatorias, con excepción de las que se opongan a la presente. 
 
TITULO XI 
 
Modificación temporaria a la Ley de Administración Financiera y Sistemas de Control del Sector 
Público Nacional 
 
Artículo 86.- Durante el período de vigencia de la presente ley, y dada la excepcionalidad de la 
coyuntura económica, se reestablecerán los límites para realizar reestructuraciones 
presupuestarias, dispuestos originalmente para el Ejercicio 2017 mediante el artículo 1° de la ley 
27.342, modificatoria del artículo 37 de la ley 24.156 de Administración Financiera y Sistemas de 
Control del Sector Público Nacional. 
 
Artículo 87.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación en el Boletín 
Oficial de la República Argentina 
 
Articulo 88.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS VEINTE Y 
UN DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DIECINUEVE. 
 
CLAUDIA LEDESMA ABDALA DE ZAMORA - SERGIO MASSA - Marcelo Jorge Fuentes- Eduardo 
Cergnul 
IF-2019-112258122-APN-DSGA#SLYT 



 

(Nota Infoleg: Los textos en negrita fueron observados por art. 1° del Decreto N° 58/2019 B.O. 
23/12/2019) 
 

Decreto 12/2022 

 
DCTO-2022-12-APN-PTE - Prorrógase plazo. 
Ciudad de Buenos Aires, 11/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-87412014-APN-UGA#ME, la Ley N° 27.541 y sus modificatorias, 
los Decretos Nros. 814 del 20 de junio de 2001 y sus modificatorios, 1034 del 14 de agosto de 
2001, 284 del 8 de febrero de 2002, 539 del 10 de marzo de 2003, 1806 del 10 de diciembre de 
2004, 986 del 19 de agosto de 2005, 151 del 22 de febrero de 2007, 108 del 16 de febrero de 
2009, 160 del 16 de febrero de 2011, 201 del 7 de febrero de 2012, 249 del 4 de marzo de 2013, 
351 del 21 de marzo de 2014, 154 del 29 de enero de 2015, 275 del 1° de febrero de 2016, 258 del 
18 de abril de 2017, 310 del 17 de abril de 2018, 407 del 7 de junio de 2019 y 1042 del 27 de 
diciembre de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el Decreto N° 814/01, que fuera derogado por el artículo 26 de la Ley N° 27.541 de 
“Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el marco de la Emergencia Pública” se dejaron sin 
efecto diversas normas que contemplaban exenciones y reducciones de las alícuotas aplicables 
para la determinación de las contribuciones patronales y se establecieron, con alcance general en 
lo que hace a los empleadores y las empleadoras del sector privado, nuevos niveles de 
contribución. 
 
Que las instituciones privadas de enseñanza comprendidas en la Ley N° 13.047 y las transferidas a 
las jurisdicciones según la Ley N° 24.049 quedaron alcanzadas por los términos de la normativa 
previsional citada. 
 
Que a través de los mencionados Decretos Nros. 1034/01, 284/02, 539/03, 1806/04, 986/05, 
151/07, 108/09, 160/11, 201/12, 249/13, 351/14, 154/15, 275/16, 258/17, 310/18 y 407/19 se 
suspendieron transitoriamente para estos empleadores y estas empleadoras las disposiciones del 
Decreto N° 814/01, con el fin de evitar el aumento de las contribuciones patronales a su cargo. 
 
Que, si bien por el artículo 26 de la Ley N° 27.541 se derogó el Decreto N° 814/01, a través del 
Capítulo 3 del Título IV de esa ley, se mantuvieron para el mismo universo de empleadores y 
empleadoras, en términos generales, los niveles de contribuciones patronales que resultaron de 
aplicación durante el año 2019, conforme a las modificaciones que se habían introducido al 
referido decreto mediante el Título VI de la Ley N° 27.430 y a los cronogramas consagrados en el 
artículo 173 de esta última ley, el cual también fue derogado por el citado artículo 26. 
 



 

Que, en ese contexto normativo, a través del artículo 24 de la Ley N° 27.541 se excluyeron de las 
disposiciones del referido Capítulo 3 a los empleadores y a las empleadoras titulares de 
establecimientos educativos de gestión privada que se encontraren incorporados a la enseñanza 
oficial conforme las disposiciones de las Leyes Nros. 13.047 y 24.049, hasta el 31 de diciembre de 
2020, y se previó que tales empleadores y empleadoras continuarían aplicando las alícuotas de 
contribuciones patronales que les correspondieron hasta la entrada en vigencia de esa norma. 
 
Que, a su vez, se facultó al PODER EJECUTIVO NACIONAL a prorrogar el plazo indicado cuando así 
lo aconseje la situación económica del sector, previos informes técnicos favorables y fundados del 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN y del MINISTERIO DE ECONOMÍA y, en tal sentido, se dictó el Decreto 
N° 1042/20 que prorrogó desde su vencimiento y hasta el 31 de diciembre de 2021, inclusive, 
dicho plazo. 
 
Que el principal costo operativo y financiero de los establecimientos educativos de gestión privada 
está representado por el componente salarial, en el que se incluyen las correspondientes 
contribuciones patronales. 
 
Que la aplicación de las disposiciones establecidas en el Capítulo 3 del Título IV de la Ley N° 27.541 
para el año 2022 produciría un incremento desmesurado en las contribuciones patronales a pagar 
por las instituciones a las que se hizo referencia, el que sería incluso mayor en jurisdicciones 
alejadas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de la Provincia de BUENOS AIRES, ya que las 
reducciones de las que actualmente se benefician estos establecimientos difieren en las diversas 
áreas y regiones del país conforme a la normativa vigente. 
 
Que dado que la mayoría de los establecimientos educativos privados goza de aporte estatal, 
siendo estos financiados únicamente por las Provincias, en virtud de la transferencia de los 
servicios educativos a las jurisdicciones provinciales atento lo establecido hace varios años por la 
Ley N° 24.049, el incremento de las contribuciones patronales generará un aumento importante 
en las partidas presupuestarias de las provincias, ya que el aporte estatal no solo contribuye para 
el pago de los sueldos de los y las docentes curriculares sino también al pago de las contribuciones 
patronales de aquellos salarios. 
 
Que, por otra parte, en los casos en los cuales el instituto educativo no reciba aporte estatal, o lo 
reciba parcialmente, el significativo aumento de las contribuciones patronales originará 
incrementos importantes en el valor de los aranceles que abonan las familias por los servicios 
educativos y afectará su economía. 
 
Que las dificultades financieras de estas instituciones se vieron intensificadas por las necesarias 
medidas de prevención sanitaria dispuestas en virtud de la pandemia ocasionada por la COVID-19, 
habiéndose generado una considerable disminución de sus ingresos, particularmente en el Nivel 
Inicial no obligatorio. 
 



 

Que, si bien la situación descripta fue considerada por el ESTADO NACIONAL a través del 
otorgamiento de diferentes facilidades y asistencias, se advierte que la elevación del nivel de 
contribuciones patronales que se produciría a partir del 1° de enero de 2022 agravaría el crítico 
contexto en el que las instituciones de que se trata se encuentran inmersas, repercutiendo en la 
economía de muchas de las familias que asisten a ellas, ya debilitada a raíz de las referidas 
medidas. 
 
Que es prioridad del GOBIERNO NACIONAL promover una educación cada vez más inclusiva y 
generadora de oportunidades para todo el territorio argentino. 
 
Que la aplicación de las disposiciones del Capítulo 3 del Título IV de la Ley N° 27.541 a las 
instituciones educativas de gestión privada dificultaría el cumplimiento de dicho objetivo, al 
afectar la prestación del servicio educativo, con principal impacto negativo en las regiones más 
necesitadas y en las instituciones de bajos recursos que prestan servicio a la población 
socialmente más vulnerable. 
 
Que, por los motivos expuestos, se hace indispensable prorrogar el plazo previsto en el primer 
párrafo del artículo 24 de la mencionada Ley N° 27.541 hasta el 31 de diciembre de 2022, 
inclusive. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada Ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN tiene competencia para pronunciarse respecto de la validez o invalidez 
de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que el artículo 22 de dicha norma dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso, conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que los servicios de asesoramiento jurídico permanentes del MINISTERIO DE EDUCACIÓN y del 
MINISTERIO DE ECONOMÍA han tomado la intervención que les compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 76 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL y por el segundo párrafo del artículo 24 de la Ley N° 27.541 y sus 
modificatorias. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 



 

ARTÍCULO 1º.- Prorrógase desde su vencimiento y hasta el 31 de diciembre de 2022, inclusive, el 
plazo fijado en el primer párrafo del artículo 24 de la Ley N° 27.541 y sus modificatorias. 
 
ARTÍCULO 2º.- El presente decreto entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 3º.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 4º.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur - Jaime Perczyk - Martín Guzmán 
e. 12/01/2022 N° 1154/22 v. 12/01/2022 
 

Decreto 682/2022 

DCTO-2022-682-APN-PTE - Decreto N° 99/2019. Modificación. 
Ciudad de Buenos Aires, 12/10/2022 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2022-107532859-APN-DGDA#MEC, la Ley Nº 27.541 de Solidaridad 
Social y Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública y sus modificaciones, el 
Decreto Nº 99 del 27 de diciembre de 2019 y sus modificaciones, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Capítulo 6 del Título IV de la Ley Nº 27.541 de Solidaridad Social y Reactivación Productiva 
en el Marco de la Emergencia Pública y sus modificaciones incorporó el denominado “Impuesto 
Para una Argentina Inclusiva y Solidaria (PAIS)”. 
 
Que el artículo 35 de la citada norma legal enumera las operaciones alcanzadas por el mencionado 
gravamen precisando, en su inciso a), que comprende la compra de billetes y divisas en moneda 
extranjera -incluidos cheques de viajero- para atesoramiento o sin un destino específico vinculado 
al pago de obligaciones, efectuadas por residentes en el país. 
 
Que el inciso a) del artículo 41 de la citada ley delega en el PODER EJECUTIVO NACIONAL la 
facultad de incorporar nuevas operaciones al listado enunciado en el artículo 35, en la medida en 
que impliquen la adquisición de moneda extranjera de manera directa o indirecta. 
 
Que existen operaciones de importación de bienes suntuarios concentradas en usuarios y usuarias 
de alto poder adquisitivo y que demandan la adquisición de moneda extranjera para cuestiones 
ajenas a cualquier cadena productiva nacional. 
 



 

Que, por otro lado, se desarrollan en el país actividades definidas como servicios personales, 
culturales y recreativos, que involucran operaciones en moneda extranjera exclusivamente 
destinadas a sujetos residentes del exterior. 
 
Que, por ello, corresponde en esta oportunidad incluir dentro de ese ámbito de imposición a las 
operaciones de compra de billetes y divisas en moneda extranjera, efectuadas por residentes en el 
país, para el pago de obligaciones por: i) la adquisición en el exterior de servicios personales, 
culturales y recreativos (no incluye enseñanza educativa) y ii) la importación de los bienes 
suntuarios incluidos en las posiciones arancelarias de la NOMENCLATURA COMÚN DEL MERCOSUR 
(N.C.M.) que se detallan en la presente norma. 
 
Que lo dispuesto en la presente medida no modifica de manera alguna el tratamiento actual de los 
servicios digitales comprendidos en el numeral 7 del inciso m) del apartado 21 del inciso e) del 
artículo 3º de la Ley de Impuesto al Valor Agregado, texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, 
que incluye la descarga de series, películas y otros contenidos audiovisuales a dispositivos 
conectados a Internet y la difusión de música, películas o cualquier contenido digital a través de 
tecnología de transmisión de datos (streaming), entre otros. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos delegados dictados por el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los Decretos delegados, así como para elevar el 
dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el plazo de DIEZ (10) días 
hábiles. 
 
Que el artículo 22 de la Ley Nº 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que ha tomado intervención el servicio jurídico competente. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y por el artículo 41 de la Ley Nº 27.541 de Solidaridad 
Social y Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública y sus modificaciones. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1º.- Incorpórase en el Título III del Decreto Nº 99 del 27 de diciembre de 2019 y sus 
modificaciones, como artículo 13 bis, el siguiente: 



 

 
“Artículo 13 bis.- Quedan comprendidas en el inciso a) del artículo 35 de la Ley Nº 27.541 de 
Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública y sus 
modificaciones, las operaciones de compra de billetes y divisas en moneda extranjera efectuadas 
por residentes en el país para el pago de obligaciones por: 
 
a) La adquisición en el exterior de servicios personales, culturales y recreativos (no incluye 
enseñanza educativa), de conformidad a la normativa del BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA 
ARGENTINA, o su adquisición en el país cuando sean prestados por no residentes. 
A estos efectos, el impuesto establecido en el artículo 35 de la ley se determinará de acuerdo a lo 
dispuesto en el inciso b) del primer párrafo de su artículo 39 en relación con los servicios 
alcanzados. 
 
b) La importación de las mercaderías incluidas en las posiciones arancelarias de la 
NOMENCLATURA COMÚN DEL MERCOSUR (N.C.M.) que se indican en el Anexo I de este decreto. 
A los fines de este inciso, el impuesto establecido en el artículo 35 de la ley se determinará sobre 
el monto total de la operatoria por la que se compren billetes y divisas en moneda extranjera. 
 
El pago del impuesto por las obligaciones mencionadas en los dos incisos precedentes estará a 
cargo del adquirente o prestatario, pero deberán actuar en carácter de agentes de percepción y 
liquidación las entidades detalladas en el inciso a) del artículo 37 de la ley”. 
 
ARTÍCULO 2º.- Incorpórase como Anexo I del Decreto Nº 99 del 27 de diciembre de 2019 y sus 
modificaciones el Anexo I (IF-2022-107870740-APN-SLYA#MEC), que forma parte integrante de la 
presente medida. 
 
ARTÍCULO 3º.- El MINISTERIO DE ECONOMÍA y la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS dictarán, en el marco de sus respectivas competencias, las normas complementarias, 
aclaratorias y operativas necesarias para la efectiva aplicación de lo dispuesto en el presente 
decreto. 
 
ARTÍCULO 4º.- La presente medida comenzará a regir el día de su publicación en el Boletín Oficial, 
surtiendo efectos para las operaciones concertadas a partir de esa fecha. 
 
ARTÍCULO 5°.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 6º.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur – E/E Alexis Raúl Guerrera 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decreto se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 13/10/2022 N° 82276/22 v. 13/10/2022 



 

(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 
 

Decreto 418/2020 

 
DCTO-2020-418-APN-PTE - Régimen Especial de Compensación. 
Ciudad de Buenos Aires, 29/04/2020 
VISTO el Expediente N° EX-2020-18740610-APN-DGD#MPYT y la Ley de Emergencia Alimentaria 
Nacional N° 27.519, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Quees facultad del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO entender en la supervisión de los 
mercados de producción, interviniendo en estos en los casos en que su funcionamiento perjudique 
la lealtad comercial, el bienestar de los usuarios y consumidores y el normal desenvolvimiento de 
la economía de acuerdo a los objetivos del desarrollo productivo nacional. 
 
Que, asimismo, el citado Ministerio tiene también la facultad de intervenir tanto en la 
implementación de las políticas como en los marcos normativos necesarios para garantizar los 
derechos del consumidor y el aumento en la oferta de bienes y servicios. 
 
Que mediante la Ley N° 27.519 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2022 la Emergencia 
Alimentaria Nacional y se estableció que concierne al Estado Nacional garantizar en forma 
permanente y de manera prioritaria el derecho a la alimentación y a la seguridad alimentaria y 
nutricional de la población de la REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
Que, por tal motivo, y en atención a la situación económica y social imperante resulta necesario 
establecer un régimen especial de compensación para quienes efectúen ventas de bienes de 
primera necesidad, como lo son determinados alimentos lácteos, de modo de generar un efecto 
favorable en los precios destinados a la población. 
 
Que los servicios jurídicos competentes han tomado la intervención que les compete. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 99 incisos 
1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y por la Ley N° 27.519. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTNA 
DECRETA: 
 



 

ARTÍCULO 1°.- Créase un Régimen Especial de Compensación, en el marco de lo establecido por la 
Ley de Emergencia Alimentaria Nacional N° 27.519, con el objeto de lograr y mantener la 
estabilidad de los precios de los alimentos lácteos enumerados en los artículos 558, 559, 559 bis, 
559 tris, 560, 560 bis, 560 tris, 562, 564 y 567 del Código Alimentario Nacional, que se determinará 
en función de las ventas de tales productos, perfeccionadas a partir del 1° de enero de 2020, 
inclusive, o de los alimentos lácteos que, en el futuro, determine la SECRETARÍA DE COMERCIO 
INTERIOR del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
ARTÍCULO 2°.- El régimen establecido por el artículo 1° del presente decreto solo será aplicable a 
la venta de los alimentos indicados en el artículo anterior, en la medida en que el comprador sea 
uno de los sujetos mencionados en el inciso f) del artículo 7° de la Ley de Impuesto al Valor 
Agregado, t.o. en 1997 y sus modificaciones siempre que revista frente al Impuesto al Valor 
Agregado la condición de Responsable Inscripto y desarrolle como actividad principal alguna de las 
actividades económicas del “Clasificador de Actividades Económicas (CLAE)” aprobado por la 
Resolución General AFIP N° 3537 del 30 de octubre de 2013 o aquella que la reemplace en el 
futuro, que a continuación se detallan: 
 
DETALLE DE ACTIVIDAD CLAE 
 
Venta al por menor en hipermercados. 471110 
Venta al por menor en supermercados. 471120 
Venta al por menor en minimercados (incluye mercaditos, autoservicios y establecimientos 
similares que vendan carnes, verduras y demás productos alimenticios en forma conjunta). 471130 
Venta al por menor de productos lácteos. 472111 
 
ARTÍCULO 3°.- El monto de la compensación especial establecida por el presente se determinará 
del siguiente modo: 
 
a. Para las ventas de los alimentos lácteos de los supuestos referidos en los artículos 1° y 2° de la 
presente medida, que se encuentren gravadas por el Impuesto al Valor Agregado, será equivalente 
al porcentaje que determine el MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, del importe del crédito 
fiscal que resulte computable para el vendedor en los términos del artículo 12 de la Ley de 
Impuesto al Valor Agregado, t.o. 1997 y sus modificaciones, originado en las adquisiciones de los 
referidos alimentos que haya destinado, efectivamente, a esas mismas ventas. 
 
b. Para las ventas de los alimentos lácteos de los supuestos referidos en los artículos 1° y 2° de la 
presente medida, que se encuentren exentas del Impuesto al Valor Agregado, será equivalente al 
Impuesto al Valor Agregado que se le haya facturado al beneficiario de esta compensación, por las 
adquisiciones de los referidos alimentos que haya destinado, efectivamente, a esas mismas 
ventas. En este caso, el monto de la compensación no podrá exceder el importe que surja de 
aplicar al precio neto de las ventas comprendidas en este inciso, en cada mes, determinado 
conforme al artículo 10 de la Ley de Impuesto al Valor Agregado t.o. 1997 y sus modificaciones, la 
alícuota prevista en el primer párrafo del artículo 28 de dicha ley. 



 

 
ARTÍCULO 4°.- Instrúyese a la SECRETARÍA DE COMERCIO INTERIOR del MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO a efectos de que establezca las formas, plazos y condiciones para que 
los sujetos alcanzados por el presente régimen acrediten las operaciones que se encuentren 
comprendidas en el mismo. 
 
ARTÍCULO 5°.- Autorízase a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, entidad 
autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA, a aportar a la SECRETARÍA DE COMERCIO 
INTERIOR del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, la información establecida en los incisos 
a) y b) del artículo 3° del presente decreto, con el fin de que esa dependencia pueda, en el marco 
de las tramitaciones iniciadas por los beneficiarios, calcular el monto de la compensación. A tales 
efectos, la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS establecerá la información 
adicional que deberán suministrar los beneficiarios en oportunidad de elaborar su declaración 
jurada del Impuesto al Valor Agregado junto con toda otra información o documentación 
complementaria que fuera necesaria a tales fines. 
 
ARTÍCULO 6°.- La JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS tendrá la facultad de habilitar la partida 
presupuestaria necesaria para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente decreto y el 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO determinará el modo en que se acreditarán a los 
beneficiarios los montos correspondientes a las compensaciones derivadas del régimen especial 
creado por el artículo 1° de la presente norma. 
 
ARTÍCULO 7º.- El presente decreto entrará en vigencia a partir del día siguiente al de su 
publicación en el BOLETÍN OFICIAL y resultará aplicable con relación a las ventas que se 
perfeccionen hasta el 30 de junio de 2020, inclusive. 
 
ARTÍCULO 8°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Matías Sebastián Kulfas - Martín Guzmán 
e. 30/04/2020 N° 18396/20 v. 30/04/2020 
 

Resolución 220/2020 

 
RESOL-2020-220-APN-SCI#MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 20/07/2020 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-17847805- -APN-DGD#MPYT, la Ley N° 27.519, el Decreto N° 418 
de fecha 29 de abril de 2020, y la Decisión Administrativa N° 1142 de fecha 26 de junio de 2020, y 
la Resolución N° 360 de fecha 16 de julio de 2020 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y, 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que mediante la Ley N° 27.519 se prorrogó hasta el día 31 de diciembre de 2022 la Emergencia 
Alimentaria Nacional y se estableció que concierne al ESTADO NACIONAL garantizar en forma 
permanente y de manera prioritaria el derecho a la alimentación y a la seguridad alimentaria y 
nutricional de la población de la REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
Que, en ese contexto, se dictó el Decreto N° 418 de fecha 29 de abril de 2020 el cual estableció un 
régimen especial de compensación para quienes efectúen ventas de bienes de primera necesidad, 
como lo son determinados alimentos lácteos, de modo de generar un efecto favorable en los 
precios destinados a la población. 
 
Que, dicho decreto instruye a la SECRETARÍA DE COMERCIO INTERIOR del MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO a establecer las formas, plazos y condiciones para que los sujetos 
alcanzados por dicho régimen acrediten las operaciones que se encuentren comprendidas en el 
mismo. 
 
Que mediante el Decreto N° 1.063 de fecha 5 de octubre de 2016, se aprobó la Plataforma de 
“Trámites a Distancia” (TAD) como parte integrante del Sistema de Gestión Documental 
Electrónica (GDE). 
 
Que, mediante la Decisión Administrativa N° 1.142 de fecha 26 de junio de 2020 se modificaron las 
partidas presupuestarias necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en el Decreto N° 418/20. 
 
Que, a través de la Resolución N° 360 de fecha 16 de julio de 2020 del MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO, se aclaró quiénes son los sujetos alcanzados por el Régimen Especial 
de Compensación creado por el Decreto N° 418/20. 
 
Que, asimismo, dicha resolución encomendó a la SECRETARÍA DE COMERCIO INTERIOR la 
implementación del citado Régimen, pudiendo determinar el modo en que se acreditarán a los 
beneficiarios los montos correspondientes a las compensaciones derivadas del régimen 
mencionada en el considerando inmediato anterior. 
 
Que la Dirección de Asuntos Legales de Comercio y Minería, dependiente de la Dirección General 
de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha tomado la intervención 
que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el Decreto Nº 418/20 y 
la Resolución N° 360/20 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
Por ello, 
LA SECRETARIA DE COMERCIO INTERIOR 
RESUELVE: 
 



 

ARTÍCULO 1º.- Establécese que los sujetos beneficiarios definidos por la Resolución N° 360 de 
fecha 16 de julio de 2020 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, a los fines de percibir la 
compensación especial prevista en el Decreto N° 418 de fecha 29 de abril de 2020, y sin perjuicio 
de las presentaciones a realizar ante la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, 
entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA conforme la normativa vigente, 
deberán remitir a la SUBSECRETARÍA DE POLÍTICAS PARA EL MERCADO INTERNO de la SECRETARÍA 
DE COMERCIO INTERIOR del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO mediante la Plataforma 
de “Trámites a Distancia” (TAD), la siguiente documentación: 
 
a. Constancia de inscripción ante la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS. 
b. Comprobante de número de cuenta y Constancia de Clave Bancaria Uniforme (CBU) con la 
correspondiente certificación bancaria. 
 
c. Los sujetos que no se encuentren alcanzados por el deber de información previsto en el Artículo 
4° de la Resolución N° 12 de fecha 12 de febrero de 2016 de la ex SECRETARÍA DE COMERCIO del 
ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, deberán acompañar una Declaración Jurada certificada por 
contador público debidamente matriculado en el Consejo Profesional de Ciencias Económicas que 
incluya el detalle de los precios de venta promedio mensual a consumidores finales de los 
alimentos lácteos incluidos en el Artículo 1º del Decreto N° 418/20. 
 
En caso de que los beneficiarios informen un incremento en los precios de venta de los productos 
lácteos individualizados en el inciso anterior, deberán acompañar la documentación respaldatoria 
que acredite el correspondiente aumento en el precio de adquisición de tales productos. La 
SUBSECRETARÍA DE POLÍTICAS PARA EL MERCADO INTERNO verificará la documentación 
respaldatoria remitida a los efectos de la percepción de la compensación especial por los 
beneficiarios, pudiendo requerir las aclaraciones correspondientes al solicitante. 
 
ARTÍCULO 2º.- Al momento en que sea provista por la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS, la información establecida por dicho organismo a los efectos de acreditar las 
operaciones de venta alcanzadas por la compensación especial conforme a los Artículos 1° y 2° del 
Decreto Nº 418/20, la SUBSECRETARÍA DE POLÍTICAS PARA EL MERCADO INTERNO notificará a los 
beneficiarios para que, en el plazo máximo de DIEZ (10) días hábiles administrativos remitan la 
documentación prevista en el Artículo 1° de la presente medida, por el período comprendido 
entre los meses de enero a junio del corriente, ambos inclusive; siendo la presentación de la 
misma condición necesaria pero no suficiente para el otorgamiento del presente beneficio. 
 
ARTÍCULO 3º.- Encomiéndase a la SUBSECRETARÍA DE POLÍTICAS PARA EL MERCADO INTERNO el 
análisis de la documentación aportada por los sujetos alcanzados con más la información 
suministrada por la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, a los fines de determinar 
el monto del beneficio correspondiente a cada requirente. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- Habiéndose acreditado el cumplimiento de los requisitos previstos en la presente 
medida, la SECRETARÍA DE COMERCIO INTERIOR emitirá el correspondiente acto administrativo 
que autorice el otorgamiento de la compensación especial para cada uno de los beneficiarios. 
 
ARTÍCULO 5°.- Una vez firme y consentido el acto administrativo previsto en el artículo 
precedente, la SECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO acreditará el beneficio en la cuenta bancaria de cada uno de los beneficiarios, de 
acuerdo al comprobante denunciado en los términos del inciso b) del Artículo 1º de la presente 
resolución. 
 
ARTÍCULO 6°.- El gasto que demande el cumplimiento de la presente resolución será atendido con 
cargo a las partidas específicas de la Jurisdicción 51 – MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, 
Programa 28, Actividad 1, Inciso 5, Partida Principal 1, Partida Parcial 9. 
 
ARTÍCULO 7°.- La presente medida comenzará a regir a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial. 
 
ARTÍCULO 8º.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. Paula Irene Español 
e. 21/07/2020 N° 28020/20 v. 21/07/2020 

Resolución 63/2021 

 
RESOL-2021-63-APN-MDS 
 
Ciudad de Buenos Aires, 02/02/2021 
VISTO el Expediente N° EX-2021-08443473-APN-DNSA#MDS y, 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley de Ministerios y sus normas modificatorias y complementarias establece que compete 
a este MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL asistir al Presidente de la Nación y al Jefe de Gabinete 
de Ministros, en orden a sus competencias, en todo lo inherente a la política social orientada a la 
asistencia, promoción, cuidados e inclusión social y el desarrollo humano, la seguridad alimentaria, 
la reducción de la pobreza, el desarrollo de igualdad de oportunidades para los sectores más 
vulnerables, en particular para las personas con discapacidad, las niñas, los niños y adolescentes, 
las mujeres y los adultos mayores, la protección de las familias y el fortalecimiento de las 
organizaciones comunitarias, así como en lo relativo al acceso a la vivienda y el hábitat dignos y a 
la integración socio urbana, y al cumplimiento de los compromisos asumidos en relación con los 
tratados internacionales y los convenios multinacionales, en materia de su competencia. 
 
Que mediante la Ley N° 27.519 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2022, la Emergencia 
Alimentaria Nacional dispuesta por el Decreto Nº 108/02. 
 



 

Que mediante la RESOL-2020-8-APN-MDS, se creó el PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL 
HAMBRE”, cuyo objetivo general es el de garantizar la seguridad y soberanía alimentaria de toda la 
población y familias argentinas, con especial atención en los sectores de mayor vulnerabilidad 
económica y social, conforme los lineamientos generales y componentes establecidos en su 
ANEXO identificado como IF-2020-01699794-APN-SSAJI#MSYDS. 
 
Que en ese marco, se ha aprobado, entre otros, el Componente A - SEGURIDAD ALIMENTARIA, del 
mencionado PLAN, que contempla la Tarjeta Alimentar, Prestaciones para Comedores Escolares y 
Prestaciones para Merenderos y Comedores Comunitarios, con el objeto de garantizar a las 
familias más vulnerables el acceso a los alimentos. 
 
Que mediante la RESOL-2020-26-APN-MDS, se aprobaron los LINEAMIENTOS OPERATIVOS 
inherentes al COMPONENTE A -SEGURIDAD ALIMENTARIA – TARJETA ALIMENTAR, del PLAN 
NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE”, con arreglo a los términos del IF-2020-03289416-
APNSSAJI#MSYDS, que como ANEXO I forma parte integrante de la indicada Resolución. 
 
Que en el apartado 6) de los Lineamientos Operativos referidos en el considerando anterior, se 
establecieron dos categorías de la prestación a titulares: la Categoría Básica, por un monto de 
PESOS CUATRO MIL ($ 4.000), y la Ampliada, por un monto de PESOS SEIS MIL ($ 6.000.-), 
indicándose que los montos podrán ser modificados según disponga este Ministerio. 
 
Que, por el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020 y su modificatorio, se amplió la emergencia 
pública en materia sanitaria, establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la Pandemia declarada 
por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) con relación al coronavirus COVID-19. 
 
Que en virtud de lo expuesto y en atención a la situación por la que atraviesa nuestro país, 
alcanzando extremos niveles de pobreza, agravada por la situación de emergencia sanitaria 
durante la pandemia por COVID-19, resulta imperioso instrumentar las medidas necesarias y 
adecuadas para paliar tal situación y fortalecer los instrumentos que se vienen implementando a 
fin de coadyuvar la búsqueda de condiciones más equitativas. 
 
Que, en este entendimiento, resulta necesario tomar las medidas adecuadas que permitan al 
Estado Nacional fortalecer la atención alimentaria que se brinda a las personas, a fin de garantizar 
la más amplia protección y asistencia posible que permita paliar la Emergencia Alimentaria en la 
que nos encontramos. 
 
Que en virtud de lo expuesto en los considerandos anteriores, se estima necesario incrementar en 
un CINCUENTA POR CIENTO (50 %) los montos establecidos para cada categoría en el apartado 6) 
de los LINEAMIENTOS OPERATIVOS inherentes al COMPONENTE A -SEGURIDAD ALIMENTARIA –
TARJETA ALIMENTAR, del PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE”, aprobados por 
RESOL-2020-26-APN-MDS. 
 



 

Que la SECRETARÍA DE INCLUSIÓN SOCIAL, en su carácter de Unidad de Aplicación del mencionado 
componente y la SECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA, han intervenido en el marco de sus 
competencias. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las atribuciones conferidas por la Ley de 
Ministerios y sus normas modificatorias y complementarias, y el Decreto N° 14 del 10 de 
diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTICULO 1°- Modifícanse los montos establecidos en el apartado 6) de los LINEAMIENTOS 
OPERATIVOS inherentes al COMPONENTE A -SEGURIDAD ALIMENTARIA – TARJETA ALIMENTAR, 
del PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE”, que como Anexo IF-2020-03289416-APN-
SSAJI#MSYDS, fueron aprobados por RESOL-2020-26-APN-MDS, de acuerdo con el siguiente 
detalle: 
 
Categoría Básica: PESOS SEIS MIL ($ 6.000.-) 
Categoría Ampliada: PESOS NUEVE MIL ($ 9.000.-) 
 
ARTÍCULO 2°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Daniel Fernando Arroyo 
e. 04/02/2021 N° 5034/21 v. 04/02/2020   
 

Decisión Administrativa 1316/2021 

 
DECAD-2021-1316-APN-JGM - Decisión Administrativa N° 951/2021. Modificación. 
Ciudad de Buenos Aires, 30/12/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-126900423-APN-DGDYD#JGM, la Ley N° 27.541, los Decretos 
Nros. 260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021, 
678 del 30 de septiembre de 2021 y 867 del 23 de diciembre de 2021, las Decisiones 
Administrativas Nros. 2252 del 24 de diciembre de 2020 y 951 del 30 de septiembre de 2021, su 
respectiva normativa modificatoria y complementaria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que mediante el Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, prorrogado por los Decretos N° 167/21 y 
867/21, en el marco de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(OMS) en relación con la COVID-19, fue ampliada la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por la Ley N° 27.541, así como también fueron dictadas una serie de medidas para el 
adecuado cumplimiento de las recomendaciones que disponga la autoridad sanitaria nacional. 
 
Que por medio del artículo 9° del referido decreto se dispuso que el MINISTERIO DE SALUD de la 
Nación, en atención a la evolución de la situación epidemiológica y de la pandemia de COVID-19, 
podrá recomendar la suspensión o reducción de frecuencias de servicios de transporte 
internacional de pasajeros en los modos aéreo, marítimo, fluvial y terrestre, así como la 
suspensión de destinos, dando intervención a las autoridades competentes para su 
implementación. 
 
Que, por su parte, mediante el artículo 10 de la referida norma se estableció que el Jefe de 
Gabinete de Ministros coordinará con las distintas jurisdicciones y organismos del Sector Público 
Nacional la implementación de las acciones y políticas para el adecuado cumplimiento de las 
recomendaciones y medidas que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la 
emergencia y de la situación epidemiológica. 
 
Que mediante el Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades, estableciéndose con 
posterioridad la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio” también por 
sucesivos períodos. 
 
Que, posteriormente, mediante el dictado de sucesivos actos se establecieron una serie de 
medidas generales de prevención y disposiciones temporarias, locales y focalizadas de contención, 
con el fin de mitigar la propagación del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario. 
 
Que, finalmente, por el Decreto N° 678/21 se establecieron un conjunto de nuevas medidas 
sanitarias aplicables a todo el territorio nacional hasta el 31 de diciembre de 2021, inclusive. 
 
Que a través del Decreto Nº 274/20 y sus modificatorios y complementarios, y sus sucesivas 
prórrogas, resultando la última efectuada por el Decreto N° 678/21 hasta el día 31 de octubre de 
2021, inclusive, se estableció la prohibición de ingreso al territorio nacional de personas 
extranjeras no residentes en el país por medio de PUERTOS, AEROPUERTOS, PASOS 
INTERNACIONALES, CENTROS DE FRONTERA y cualquier otro punto de acceso. 
 
Que, no obstante, por el referido Decreto N° 678/21 se incorporó la excepción a tal prohibición 
para las personas nacionales o residentes de países limítrofes, siempre que cumplan con las 
indicaciones, recomendaciones y requisitos sanitarios y migratorios para el ingreso y permanencia 
en el país establecidos o que se establezcan en el futuro. 
 



 

Que por el artículo 1° del mencionado Decreto N° 274/20, la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO DEL INTERIOR, 
quedó facultada a establecer excepciones con el fin de atender circunstancias de necesidad. 
 
Que a través del artículo 10 del Decreto N° 678/21 se dispuso que, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 1°, in fine, del Decreto N° 274/20, la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, podrá 
establecer excepciones a las restricciones de ingreso al país con el objeto de implementar lo 
dispuesto por el Jefe de Gabinete de Ministros en su carácter de Coordinador de la “Unidad de 
Coordinación General del Plan Integral para la Prevención de Eventos de Salud Pública de 
Importancia Internacional”, a los fines del desarrollo de actividades que se encuentren autorizadas 
o para las que requieran autorización los Gobernadores o las Gobernadoras o el Jefe de Gobierno 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; consignándose asimismo que la DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES determinará y habilitará los pasos internacionales de ingreso al territorio 
nacional que resulten más convenientes al efecto. 
 
Que por otra parte, oportunamente, en el marco de la normativa reseñada, el 24 de diciembre de 
2020 se dictó la Decisión Administrativa N° 2252, por cuyo conducto se dispusieron diversas 
medidas de restricción al ingreso de personas al territorio nacional, las cuales comenzaron a regir 
desde las CERO (0) horas del día 25 de diciembre del año 2020, previendo su vigencia hasta las 
CERO (0) horas del día 9 de enero del año 2021. 
 
Que, posteriormente, a través de diversas decisiones administrativas se fue prorrogando el 
referido plazo -en último término, hasta el 1º de octubre de 2021, inclusive-; al tiempo que se 
fueron estableciendo determinados requisitos y condiciones a ser observadas para el ingreso y 
egreso de personas al territorio nacional bajo determinados supuestos allí previstos en virtud de 
recomendaciones efectuadas por el MINISTERIO DE SALUD de la Nación en función de la situación 
epidemiológica local y global. 
 
Que, luego, mediante el dictado de la Decisión Administrativa N° 951/21 y sus modificatorias se 
dispusieron, desde el 1° de octubre y hasta el 31 de diciembre de 2021, ambos inclusive, un 
conjunto de medidas fundamentalmente vinculadas a las condiciones de ingreso al país de 
personas nacionales y residentes en nuestro país, nacionales y residentes de países limítrofes y 
demás extranjeros no residentes. 
 
Que, asimismo, por el citado Decreto N° 678/21 se restableció, a partir del 1° de noviembre de 
2021, el ingreso al territorio nacional de extranjeros no residentes, siempre que cumplan con los 
requisitos migratorios y sanitarios vigentes o que se establezcan en el futuro. 
 
Que tal como se ha reseñado, mediante el artículo 1° del Decreto N° 867/21 se prorrogó el 
Decreto N° 260/20, sus modificatorios y normas complementarias, hasta el 31 de diciembre de 
2022, en los términos del mismo. 
 



 

Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE HABILITACIÓN, FISCALIZACIÓN Y SANIDAD DE FRONTERAS del 
MINISTERIO DE SALUD se ha expedido mediante su “INFORME TÉCNICO MEDIDAS SANITARIAS EN 
FRONTERAS DECISIÓN ADMINISTRATIVA JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS” del 30 de 
diciembre de 2021 (IF-2021-127104909-APN-DNHFYSF#MS), en el que señala que se evidencia una 
necesaria responsabilidad compartida entre los distintos niveles del Estado, las organizaciones de 
la sociedad civil, la comunidad y cada habitante del país, y por ello, sobre la base de la situación 
epidemiológica, vacunal y sanitaria actual, promueve una serie de cambios a la normativa vigente 
en lo referente a las condiciones de ingreso al país y a los viajes internacionales. 
 
Que, en cuanto a la situación epidemiológica destaca que en el caso de las variantes de 
preocupación (siglas VOC, por Variants of Concern en inglés), se ha detectado una nueva variante 
aparte de las ya conocidas Alpha, Beta, Gamma y Delta, que es la Omicron -VOC Omicron 
(B.1.1.529)-. 
 
Que la información preliminar respecto de dicha variante indicaría un riesgo aumentado de 
transmisión y reinfección comparado con otras variantes y riesgo de respuesta disminuida a las 
vacunas. 
 
Que esta nueva variante es la más divergente que se ha detectado en un número significativo de 
muestras desde el inicio de la pandemia y continúan los estudios para su mayor conocimiento. 
 
Que en la actualidad nos encontramos en una situación en donde se puede ver el impacto de las 
medidas sanitarias implementadas y del plan de vacunación en todas las jurisdicciones. Se ha 
logrado alcanzar altas coberturas con esquemas completos en poblaciones priorizadas y retrasar la 
circulación predominante de la variante Delta. 
 
Que la situación internacional en relación con la variante Omicron, tal como se ha dicho, 
representa un riesgo, por lo que es fundamental generar estrategias que permitan disminuir la 
posibilidad de infección a través de la misma. 
 
Que en esta etapa se debe reforzar la vigilancia epidemiológica para detectar de manera temprana 
y oportuna un cambio en la situación epidemiológica. 
 
Que, en virtud de tales consideraciones, la Cartera sanitaria recomendó un conjunto de 
modificaciones a ser introducidas en la normativa vigente. 
 
Que la medida en estudio se enmarca en las previsiones normativas citadas. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 100, incisos 1 
y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el Decreto N° 260/20, prorrogado y modificado por el 
Decreto Nº 167/21 y sus modificatorios y normas complementarias y por el Decreto N° 678/21. 



 

 
Por ello, 
EL JEFE DE GABINETE DE MINISTRO 
DECIDE: 
 
ARTÍCULO 1º.- Establécese la vigencia de la Decisión Administrativa Nº 951/21, sus modificatorias 
y normas complementarias durante el plazo que dure la emergencia pública en materia sanitaria 
declarada por la Ley N° 27.541, prorrogada por el Decreto Nº 260/20 y sus prórrogas, sus 
modificatorios y normas complementarias, incluidas las previsiones de prórrogas de decisiones 
administrativas previas. 
 
ARTÍCULO 2º.- Sustitúyese el inciso 4.c. del artículo 1º de la Decisión Administrativa Nº 951/21 y 
sus modificatorias por el siguiente: 
 
“c. Previo al inicio del viaje hacia la REPÚBLICA ARGENTINA, los operadores de medios de 
transporte - aéreo, fluvial y marítimo - de pasajeros internacionales deberán - sin excepción - 
comprobar que el pasajero haya declarado el cumplimiento de los extremos definidos como 
requisitos sanitarios en los incisos 4.a. y 4.b. precedentes. 
 
Los operadores de medios de transporte - aéreo, fluvial y marítimo - de pasajeros internacionales 
verificarán los datos de la documentación sanitaria que se les exhiba al embarque, según el 
siguiente detalle: 
 
1) Declaración jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR completada al menos CUARENTA Y OCHO (48) horas antes del inicio del viaje sin 
observaciones del control sanitario. 
 
2) Prueba PCR negativa realizada en el país de origen dentro de las SETENTA Y DOS (72) horas 
previas al inicio del viaje o certificado de alta médica emitido dentro de los últimos NOVENTA (90) 
días previos al inicio del viaje y PCR positivo que acredite que sufrió la enfermedad en ese lapso 
correspondiéndole dicha alta médica. 
 
En la declaración jurada la persona declarante se manifestará sobre el test PCR pre embarque, 
consignando la fecha de toma de la prueba PCR realizada, el laboratorio que lo respalda y el 
resultado negativo, sin acompañar el documento en formato digital. Ello, sin perjuicio de que deba 
portarlo durante su estadía en el país, cuando sea igual o menor a los CATORCE (14) días. 
 
3) Certificado que acredite haber completado el esquema de vacunación por lo menos CATORCE 
(14) días antes de su ingreso al país o de su exención. Las personas consignarán dicho extremo en 
la declaración jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, sin necesidad de acompañar el mencionado certificado en la declaración. 



 

 
A tal efecto se entenderá por esquema de vacunación completo al definido por las autoridades 
sanitarias del país de vacunación. 
 
4) Seguro de salud COVID-19, con cobertura de servicios de internación, aislamiento y/o traslados 
sanitarios, para quienes resulten casos positivos, sospechosos o contactos estrechos. 
 
Los operadores de medios de transporte están facultados a negar el embarque a quienes no 
cumplan con esos requisitos. 
 
Toda la documentación que se presente al momento del embarque y que se exhiba durante la 
estadía en el país tendrá carácter de declaración jurada, y su falseamiento u omisión de 
información darán lugar al inicio de las correspondientes acciones penales. 
 
El falseamiento u omisión de información referidos no podrán ser atribuidos a las líneas aéreas o a 
los operadores de transporte ni a terceros. 
 
Una vez en el territorio nacional, las personas que ingresen al país deberán portar, durante los 
CATORCE (14) días posteriores a su arribo, la documentación que dé cuenta del cumplimiento de 
los requisitos sanitarios exigidos en los incisos precedentes. 
 
ARTÍCULO 3º.- Sustitúyese el inciso 4.d.ii. del artículo 1º de la Decisión Administrativa Nº 951/21 y 
sus modificatorias, por el siguiente: 
 
“ii. Deberán acreditar haber completado el esquema de vacunación con la última dosis aplicada al 
menos CATORCE (14) días previos al ingreso, conforme el criterio definido por las autoridades 
sanitarias del país de vacunación, cumpliendo con los protocolos y controles de las provincias con 
pasos fronterizos terrestres habilitados como corredores seguros, según corresponda. Las 
personas consignarán dicho extremo en la declaración jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR 
del MINISTERIO DEL INTERIOR. Para el caso de los residentes argentinos que realicen tránsito 
transfronterizo, a los efectos de la constatación de los testeos y vacunaciones efectuadas, podrá 
utilizarse el procedimiento aprobado por la Decisión Administrativa Nº 1198/21 (pase sanitario)”. 
 
ARTÍCULO 4°.- Incorpórase como inciso 4.e. al artículo 1° de la Decisión Administrativa Nº 951/21 y 
sus modificatorias, el siguiente: 
 
“e. Los argentinos o las argentinas residentes, y extranjeros o extranjeras residentes o no 
residentes que ingresen al país, mayores de SEIS (6) años de edad que hayan acreditado estar 
vacunados y vacunadas con parte del esquema de vacunación o con el esquema de vacunación 
completo, de acuerdo al país de origen, deberán practicarse una prueba diagnóstica de SARS-COV-
2 entre los días tercero a quinto de su llegada al país, debiendo abstenerse durante esos días de 
estadía en el país de concurrir a eventos masivos y/o reuniones sociales en espacios cerrados”. 



 

 
ARTÍCULO 5°.- Sustitúyese el primer párrafo del artículo 3° de la Decisión Administrativa Nº 951/21 
y sus modificatorias por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 3°.- En el marco de lo dispuesto en el artículo 3º de la Decisión Administrativa Nº 
342/21, modificada y complementada por sus similares Nº 437/21, Nº 512/21 y Nº 683/21, estará 
permitido el relevo de tripulaciones de buques internacionales compuestas por personas 
extranjeras, siempre que las personas que -habiendo completado el esquema de vacunación por lo 
menos CATORCE (14) días antes- ingresen al país a tal efecto en un medio de transporte distinto al 
del relevo. Para ello, deberán cumplimentar los requisitos migratorios y sanitarios vigentes para el 
ingreso por ese otro medio de transporte, establecidos para los extranjeros no residentes mayores 
de DIECIOCHO (18) años, a saber: 
 
a. Completar la declaración jurada de la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, acreditando haber cumplido el esquema de vacunación. 
 
b. Contar con Prueba PCR negativa a bordo y previa al desembarco o al embarque. 
 
c. Cumplir aislamiento por el plazo de CINCO (5) días en tierra, debiendo realizar un test de PCR el 
último día. Dicho aislamiento solo finalizará con el resultado negativo del PCR efectuado, el que 
estará a cargo de la empresa naviera involucrada y/o del operador del medio de transporte. 
 
d. Solo se podrán hacer los relevos en buques internacionales o de tripulaciones internacionales 
en puertos que cuenten con un protocolo jurisdiccional provincial o de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires de derivación, atención médica y traslado sanitario, o según el caso de testeo y 
secuenciación genómica previamente presentado ante la Subsecretaría de Puertos, Vías 
Navegables y Marina Mercante del MINISTERIO DE TRANSPORTE”. 
 
ARTÍCULO 6°.- Adecúanse los “Requerimientos para la reapertura de Cruceros hacia la Antártida y 
Cruceros Bioceánicos en la Argentina” (IF-2021-76982437-APN-DNHFYSF#MS) que fueran 
establecidos por el artículo 2° de la Decisión Administrativa N° 834/21, y adecuados por la Decisión 
Administrativa N° 1090/21 de conformidad con las siguientes previsiones: 
 
a. Ante un caso positivo a bordo se enviará a secuenciar la muestra del test PCR y se dispondrá la 
cuarentena de todo el buque con aislamiento de todos los viajeros y tripulantes hasta obtener el 
resultado de dicha secuenciación. Una vez descartado que se trate de la variante OMICRON, se 
mantendrá la definición de brote vigente que aplica a buques. Si se confirmara que corresponde a 
la variante OMICRON, se procederá a mantener el aislamiento de todo el buque siguiendo las 
recomendaciones de la autoridad sanitaria nacional. 
 



 

b. En todos los casos, y salvo cuestiones de salud justificadas, no se permitirá el desembarco de los 
casos positivos y solo se procederá a ello con la previa intervención de la autoridad sanitaria 
nacional en acuerdo con la jurisdiccional. 
 
c. La autoridad sanitaria nacional podrá disponer medidas sanitarias precautorias a bordo de un 
crucero o suspenderlas, en todo momento, en función al riesgo de propagación observado a 
bordo, en especial cuando se trate de los cruceros antárticos, en razón de las particularidades de 
su operación cuando circulen en modalidad de cabotaje. 
 
ARTÍCULO 7°.- Recomiéndase a los nacionales o extranjeros residentes en el país y, en especial, a 
las personas no vacunadas y a los mayores de SESENTA (60) años de edad o a personas 
pertenecientes a los grupos en riesgo definidos por la autoridad sanitaria, diferir sus viajes al 
exterior, cuando los mismos no respondieran al desarrollo de actividades esenciales. 
 
ARTÍCULO 8°.- Mantiénese, durante el plazo fijado en el artículo 1° de la presente, la vigencia de 
las disposiciones contenidas en los artículos 2° de la Decisión Administrativa Nº 2252/20; 3° y 6° de 
la Decisión Administrativa Nº 2/21; 6° -modificado por la Decisión Administrativa N° 643/21- de la 
Decisión Administrativa N° 268/21; 3° y 7° de la Decisión Administrativa N° 342/21, modificada por 
su similar N° 437/21; 3° de la Decisión Administrativa N° 512/21; 4° de la Decisión Administrativa 
N° 589/21; 3° de la Decisión Administrativa N° 643/21 y 4° de la Decisión Administrativa N° 
683/21, en todo lo que resulte compatible con la presente. 
 
ARTÍCULO 9°.- Derógase la Decisión Administrativa Nº 1163 del 28 de noviembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 10.- Comuníquese la presente a la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, al 
MINISTERIO DE SALUD y al MINISTERIO DE TRANSPORTE, a los efectos previstos en la normativa 
vigente, en el ámbito de sus respectivas competencias. 
 
ARTÍCULO 11.- La presente norma entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 12.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Juan Luis Manzur - Carla Vizzotti - Eduardo Enrique de Pedro 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decisión Administrativa se publican en la edición web 
del BORA -www.boletinoficial.gob.ar- e. 31/12/2021 N° 102567/21 v. 31/12/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
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DECAD-2022-63-APN-JGM - Decisión Administrativa N° 951/2021. Modificación. 
Ciudad de Buenos Aires, 25/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-06617316-APN-DGDYD#JGM, la Ley N° 27.541, los Decretos Nros. 
260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021, 678 del 
30 de septiembre de 2021 y 867 del 23 de diciembre de 2021, las Decisiones Administrativas Nros. 
2252 del 24 de diciembre de 2020 y 951 del 30 de septiembre de 2021, su respectiva normativa 
modificatoria y complementaria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, prorrogado por los Decretos N° 167/21 -
hasta el 31 de diciembre de 2021- y 867/21 -hasta el 31 de diciembre de 2022-, en los términos de 
los mismos, en el marco de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(OMS) en relación con la COVID-19, fue ampliada la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por la Ley N° 27.541, así como también fueron dictadas una serie de medidas para el 
adecuado cumplimiento de las recomendaciones que disponga la autoridad sanitaria nacional. 
 
Que por el artículo 9° del referido Decreto N° 260/20 y sus modificatorios se dispuso que el 
MINISTERIO DE SALUD de la Nación, en atención a la evolución de la situación epidemiológica y de 
la pandemia de COVID-19, podrá recomendar la suspensión o reducción de frecuencias de 
servicios de transporte internacional de pasajeros en los modos aéreo, marítimo, fluvial y 
terrestre, así como la suspensión de destinos, dando intervención a las autoridades competentes 
para su implementación. 
 
Que, por su parte, mediante el artículo 10 de la citada norma se estableció que el Jefe de Gabinete 
de Ministros coordinará con las distintas jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional la 
implementación de las acciones y políticas para el adecuado cumplimiento de las 
recomendaciones y medidas que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la 
emergencia y de la situación epidemiológica. 
 
Que, asimismo, a través del Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, 
preventivo y obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades; 
estableciéndose con posterioridad la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio”, 
también por sucesivos períodos. 
 
Que, posteriormente, mediante el dictado de sucesivos actos se establecieron una serie de 
medidas generales de prevención y disposiciones temporarias, locales y focalizadas de contención, 
con el fin de mitigar la propagación del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario. 
 
Que, asimismo, por el Decreto N° 678/21 se restableció, a partir del 1° de noviembre de 2021, el 
ingreso al territorio nacional de extranjeros no residentes, siempre que cumplan con los requisitos 
migratorios y sanitarios vigentes o que se establezcan en el futuro. 



 

 
Que, finalmente, por el referido Decreto N° 867/21, entre otros extremos, se modificaron diversas 
disposiciones del citado Decreto N° 260/20, estableciéndose un conjunto de nuevas medidas 
sanitarias aplicables a todo el territorio nacional desde el 1° de enero de 2022. 
 
Que asimismo oportunamente, mediante el dictado de la Decisión Administrativa N° 951/21 y sus 
modificatorias se dispusieron, desde el 1° de octubre y hasta el 31 de diciembre de 2021, ambos 
inclusive, un conjunto de medidas fundamentalmente vinculadas a las condiciones de ingreso al 
país de personas nacionales y residentes en nuestro país, nacionales y residentes de países 
limítrofes y demás extranjeros no residentes. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE HABILITACIÓN, FISCALIZACIÓN Y SANIDAD DE FRONTERAS del 
MINISTERIO DE SALUD se ha expedido mediante su “INFORME TÉCNICO DECISIÓN 
ADMINISTRATIVA MEDIDAS SANITARIAS EN FRONTERAS 2022” del 24 de enero de 2022 (IF-2022-
07205356-APN-DNHFYSF#MS). 
 
Que al 19 de enero de 2022 se confirmaron a nivel mundial TRESCIENTOS TREINTA Y DOS 
MILLONES SEISCIENTOS DIECISIETE MIL SETECIENTOS SIETE (332.617.707) casos de COVID-19 y 
CINCO MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y UN MIL TRESCIENTOS CATORCE (5.551.314) 
fallecidos acumulados, de acuerdo a lo reportado por los más de DOSCIENTOS (200) países, 
territorios y áreas afectadas (WHO, 2021). 
 
Que a pesar de una desaceleración del aumento de la incidencia de casos a nivel mundial, todas 
las regiones informaron un aumento en la incidencia de casos semanales con la excepción de la 
Región de África. La Región del Sudeste Asiático reportó el mayor aumento de nuevos casos la 
semana pasada, CIENTO CUARENTA Y CINCO POR CIENTO (145 %). 
 
Que en relación con la circulación de nuevas variantes de preocupación, la variante Ómicron, 
originalmente detectada en Sudáfrica, está actualmente circulando en todas las regiones y es 
predominante en muchos países. 
 
Que el 26 de noviembre de 2021 la OMS designó al linaje B.1.1.529 como variante de 
preocupación (VOC) y la denominó Ómicron. 
 
Que la variante Ómicron se notificó por primera vez a la OMS el 24 de noviembre de 2021 desde 
Sudáfrica, mientras que el primer caso conocido confirmado por laboratorio se identificó a partir 
de una muestra recolectada el 9 de noviembre de 2021. 
 
Que la designación como VOC se realizó en vista del potencial de mayor transmisibilidad y/o grado 
de escape inmunológico, dado el número de mutaciones que posee en la proteína de la espícula, 
así como los informes epidemiológicos iniciales de Sudáfrica, incluidas las señales de un mayor 
riesgo de reinfección. 
 



 

Que, actualmente, la epidemiología genética global del SARS-CoV-2 se caracteriza por la aparición 
de la variante Ómicron, una prevalencia en descenso de la variante Delta y un muy bajo nivel de 
circulación de las variantes Alfa, Beta y Gamma. 
 
Que al 6 de enero de 2022 la variante Ómicron fue identificada en CIENTO CUARENTA Y NUEVE 
(149) países de las SEIS (6) regiones de la OMS y si bien inicialmente la mayoría de los casos de 
variante Ómicron identificados en el mes de noviembre de 2021 estaban relacionados con viajes, 
varios países han reportado transmisión comunitaria y casos asociados a conglomerados. 
 
Que a nivel regional, y particularmente en países limítrofes, se observa un cambio en la tendencia 
de la curva epidémica de casos, con un aumento exponencial en todos los países de la región, 
coincidente con la circulación de la variante Ómicron. 
 
Que del análisis genómico, en la REPÚBLICA ARGENTINA surge que se detectaron las siguientes 
variantes: Alpha (B.1.1.7-UK), Gamma (P.1-linaje Manaos), Delta (B.1.617.2), Ómicron (B.1.1.529), 
Lambda (C.37 descendiente de la variante B.1.1.1 – Andina), Mu (B.1.621 – Colombia), P.2 (Río de 
Janeiro), B.1.427 (California) y B.1.526 (Nueva York). 
 
Que entre las SE50/2021 y SE1/2022 la distribución de variantes prioritarias entre las muestras 
estudiadas y registradas se caracteriza por la detección de la VOC Ómicron y la VOC Delta, y que 
en la SE1 del año 2022 el porcentaje de variante Ómicron en casos sin antecedente de viaje 
internacional ni relacionados con la importación se sitúa en un OCHENTA Y CUATRO COMA 
CUATRO POR CIENTO (84,4 %) mientras que la proporción de variante Delta desciende al QUINCE 
COMA SEIS POR CIENTO (15,6 %). 
 
Que en relación con la ocupación de camas de terapia intensiva solo DOS (2) Provincias presentan 
más de OCHENTA POR CIENTO (80 %) de ocupación: SALTA y NEUQUÉN. 
 
Que el número de personas internadas en UTI presenta un incremento en las últimas semanas. 
 
Que actualmente se está llevando a cabo la campaña de vacunación contra SARS-CoV-2 en las 
VEINTICUATRO (24) jurisdicciones del país. 
 
Que hoy circula de manera predominante la variante Ómicron en nuestra región, pero también en 
el resto de las regiones del mundo, siendo una variante muy transmisible dado que tiene un 
período de incubación muy corto. 
 
Que, en este contexto, se debe considerar el impacto de las medidas sanitarias implementadas. 
 
Que la evidencia reciente indica que la variante Ómicron tiene una ventaja de crecimiento 
sustancial sobre la variante Delta con un tiempo de duplicación de DOS-TRES (2-3) días y un rápido 
incremento en el número de casos en varios países, incluidos aquellos en los que la variante se ha 
vuelto dominante. 



 

 
Que análisis preliminares realizados en el REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE 
en contactos convivientes y no convivientes hallaron un mayor riesgo de transmisión a contactos 
de un caso índice de variante Ómicron en comparación con Delta (TRES [3] veces más). 
 
Que según datos del REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE, el riesgo de 
hospitalización por variante Ómicron fue un tercio del riesgo de hospitalización por variante Delta 
y que para aquellas personas con DOS (2) dosis de vacuna el riesgo de hospitalización fue SESENTA 
Y CINCO POR CIENTO (65 %) menor con Ómicron que con Delta y para aquellos con dosis de 
refuerzo un OCHENTA Y UNO POR CIENTO (81 %) menos. 
 
Que, en este contexto, la elevada transmisibilidad hace que el número actual de casos sobrepase 
el mayor número de casos alcanzado desde el inicio de la pandemia, sin correlación a la fecha con 
hospitalizaciones en Unidades de Terapia Intensiva o fallecidos. 
 
Que según datos analizados por el REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE -uno 
de los países que más ha publicado en relación con efectividad de vacunas, transmisibilidad y 
riesgo de internación por variante Ómicron- se reporta que la efectividad para prevenir la 
enfermedad sintomática en personas en las que hayan pasado más de SEIS (6) meses de 
completado el esquema primario de vacunación es menor al CINCO POR CIENTO (5 %), en 
personas cuyo esquema primario se haya completado dentro de los SEIS (6) meses es de entre el 
QUINCE POR CIENTO (15 %) y el VEINTE POR CIENTO (20 %) y que tras la aplicación de dosis de 
refuerzo la efectividad para prevenir infección es de más del SESENTA POR CIENTO (60 %), y de 
casi el NOVENTA POR CIENTO (90 %) para prevenir hospitalización. 
 
Que atento lo expuesto y que la estrategia de vacunación continúa siendo clave para el control de 
la enfermedad grave, y teniendo en cuenta tanto la situación mundial y nacional en relación con 
circulación de la variante Ómicron como el período de incubación de la misma, y atendiendo el 
riesgo de que puedan surgir nuevas variantes, se propone continuar con requisitos de vacunación 
para ingreso al país, incluir la prueba de antígenos -CUARENTA Y OCHO (48) horas previas- como 
prueba autorizada para el ingreso al país en aquellas personas que lo tengan indicado, homologar 
las normas nacionales a residentes de países limítrofes y eliminar el requisito de solicitud de 
prueba de antígeno para todos los argentinos con esquema de vacunación completo. 
 
Que la medida se enmarca en las previsiones normativas citadas. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 100, incisos 1 
y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, prorrogado por 
los Decretos Nros. 167/21 y 867/21, y sus normas complementarias. 
 
Por ello, 



 

EL JEFE DE GABINETE DE MINISTROS 
DECIDE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese, a partir de la entrada en vigencia de la presente, el inciso 4. del artículo 
1° de la Decisión Administrativa N° 951/21 por el siguiente: 
 
“4. Dentro de los corredores seguros autorizados al momento del dictado de la presente o que se 
autoricen en virtud de lo dispuesto en el inciso 3 del presente artículo, el ingreso de personas al 
territorio nacional quedará sujeto al cumplimiento de los requisitos migratorios vigentes y del 
conjunto de requisitos sanitarios que se detallan a continuación, completando la declaración 
jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado 
actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL INTERIOR: 
 
a. Las personas extranjeras no residentes deberán cumplimentar los siguientes requisitos 
sanitarios: 
 
i. Con esquema de vacunación completo: 
 
1) Haber completado el esquema de vacunación por lo menos CATORCE (14) días antes de su 
ingreso al país. Las personas consignarán dicho extremo en la declaración jurada exigida por la 
DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita de la 
SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL INTERIOR. A tal efecto se entenderá por esquema 
de vacunación completo al definido por las autoridades sanitarias del país de vacunación. 
 
2) Contar con una prueba de PCR negativa realizada en el país de origen dentro de las SETENTA Y 
DOS (72) horas previas al inicio del viaje o una prueba de antígeno realizada en el país de origen 
dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al inicio del viaje. 
 
El costo de las pruebas a las que se ha hecho referencia quedará a cargo de la persona que ingrese 
al país. 
 
3) Las personas vacunadas con esquema completo y testeadas –conforme lo establecido en los 
puntos 1) y 2) del presente inciso 4.a.i. que resulten negativas estarán eximidas de realizar la 
cuarentena prevista en el artículo 7°, inciso 1, apartado d) del Decreto N° 260/20 y sus normas 
modificatorias y complementarias. 
 
4) Poseer UN (1) seguro de salud COVID-19 con cobertura de servicios de internación, aislamiento 
y/o traslados sanitarios para quienes resulten casos positivos, sospechosos o contactos estrechos. 
 
5) Portar consigo las constancias relativas al cumplimiento de lo establecido en los apartados 
referidos precedentemente, para exhibirlas a los operadores de transporte cuando proceda o a las 
autoridades competentes en el punto de entrada o el lugar de estadía que así lo requieran. 
 



 

ii. Con esquema de vacunación incompleto o no vacunadas: 
 
1) Tramitar la excepción de vacunación por ante la autoridad competente solo cuando se reúnan 
las condiciones y los requisitos definidos por la autoridad sanitaria nacional, y contar con la 
constancia o certificación consular o de la autoridad competente de la excepción concedida, 
provengan o no de países limítrofes. 
 
2) Contar con una prueba de PCR negativa realizada en el país de origen dentro de las SETENTA Y 
DOS (72) horas previas al inicio del viaje o una prueba de antígeno realizada en el país de origen 
dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al inicio del viaje. 
 
El costo de las pruebas a las que se ha hecho referencia quedará a cargo de la persona que ingrese 
al país. 
 
3) Realizar la cuarentena prevista en el artículo 7°, inciso 1), apartado d) del Decreto N° 260/20 y 
sus normas modificatorias y complementarias durante SIETE (7) días contados a partir del día 
siguiente a la toma de la prueba PCR o antígeno mencionada en el apartado anterior, salvo las 
personas comprendidas en el apartado d) del presente inciso. 
 
4) Poseer UN (1) seguro de salud COVID-19 con cobertura de servicios de internación, aislamiento 
y/o traslados sanitarios para quienes resulten casos positivos, sospechosos o contactos estrechos. 
 
5) Portar consigo las constancias relativas al cumplimiento de lo establecido en los apartados 
referidos precedentemente para exhibirlas a los operadores de transporte cuando proceda o a las 
autoridades competentes en el punto de entrada o el lugar de estadía, que así lo requieran. 
 
b. Los argentinos, las argentinas y los y las residentes en la REPÚBLICA ARGENTINA quedarán 
alcanzados y alcanzadas por las siguientes disposiciones y requisitos sanitarios: 
 
i. Con esquema de vacunación completo: 
 
1) Haber completado el esquema de vacunación por lo menos CATORCE (14) días antes de su 
ingreso al país. A tal efecto se entenderá por esquema de vacunación completo al definido por las 
autoridades sanitarias del país de vacunación. 
 
Para el caso de los argentinos o las argentinas que hubieran residido en el exterior durante al 
menos el último año, se entenderá por esquema de vacunación completo al definido por las 
autoridades sanitarias del país de residencia. 
 
2) Las personas vacunadas con esquema completo -conforme lo establecido en el punto 1) del 
presente inciso 4.b.i.- estarán eximidas de realizar la cuarentena prevista en el artículo 7°, inciso 
1), apartado d) del Decreto N° 260/20 y sus normas modificatorias y complementarias. 
 



 

3) Portar consigo las constancias relativas al cumplimiento de lo establecido en el apartado 
precedente para exhibirlas a los operadores de transporte cuando proceda o a las autoridades 
competentes en el punto de entrada o el lugar de estadía, que así lo requieran. 
 
ii. Con esquema de vacunación incompleto o no vacunadas: 
 
1) Contar con una prueba de PCR negativa realizada en el país de origen dentro de las SETENTA Y 
DOS (72) horas previas al inicio del viaje o una prueba de antígeno realizado en el país de origen 
dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al inicio del viaje. 
 
El costo de las pruebas a las que se ha hecho referencia quedará a cargo de la persona que ingrese 
al país. 
 
2) Realizar la cuarentena prevista en el artículo 7°, inciso 1), apartado d) del Decreto N° 260/20 y 
sus normas modificatorias y complementarias durante SIETE (7) días contados a partir del día 
siguiente a la toma de la prueba PCR o antígeno mencionada en el apartado anterior, salvo las 
personas comprendidas en el apartado d) del presente inciso. 
 
3) Portar consigo las constancias relativas al cumplimiento de lo establecido en los apartados 
referidos precedentemente para exhibirlas a los operadores de transporte cuando proceda o a las 
autoridades competentes en el punto de entrada o el lugar de estadía, que así lo requieran. 
 
c. Las personas extranjeras provenientes de países limítrofes o sus residentes que hubieran 
permanecido al menos los últimos CATORCE (14) días en los mismos deberán cumplimentar los 
siguientes requisitos sanitarios: 
 
i. Con esquema de vacunación completo: 
 
1) Haber completado el esquema de vacunación por lo menos CATORCE (14) días antes de su 
ingreso al país. A tal efecto se entenderá por esquema de vacunación completo al definido por las 
autoridades sanitarias del país de vacunación. 
 
2) Las personas vacunadas con esquema completo –conforme lo establecido en el punto 1) del 
presente inciso 4.c.i. estarán eximidas de realizar la cuarentena prevista en el artículo 7°, inciso 1), 
apartado d) del Decreto N° 260/20 y sus normas modificatorias y complementarias. 
 
3) Poseer UN (1) seguro de salud COVID-19 con cobertura de servicios de internación, aislamiento 
y/o traslados sanitarios para quienes resulten casos positivos, sospechosos o contactos estrechos. 
 
Las personas consignarán el esquema de vacunación completo y el hecho de haber permanecido 
por lo menos los últimos CATORCE (14) días antes de su ingreso al país en el país limítrofe del que 
se trate en la declaración jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, 



 

organismo descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO 
DEL INTERIOR. 
 
ii. Con esquema de vacunación incompleto deberán cumplir los requisitos del apartado a.ii. de la 
presente. 
 
d. Las personas menores de edad que no hayan completado el esquema de vacunación estarán 
eximidas en todos los casos de realizar la cuarentena prevista en el artículo 7°, inciso 1), apartado 
d) del Decreto N° 260/20 y sus normas modificatorias y complementarias. 
 
Se recomienda a las personas menores de edad en la situación precedentemente mencionada no 
realizar actividades grupales ni concurrir a eventos grupales o masivos durante los primeros SIETE 
(7) días contados desde su arribo al país. 
 
Las personas menores de SEIS (6) años de edad están además eximidas en todos los casos de 
practicarse la prueba PCR o de antígenos para su ingreso al país. 
 
e. Comprobaciones: 
 
Previo al inicio del viaje hacia la REPÚBLICA ARGENTINA, los operadores de medios de transporte - 
aéreo, fluvial, terrestre y marítimo - de pasajeros internacionales deberán - sin excepción - 
comprobar que el pasajero haya declarado el cumplimiento de los extremos definidos como 
requisitos sanitarios en los incisos 4.a., 4.b., 4.c y 4.d. precedentes. 
 
Los operadores de medios de transporte - aéreo, fluvial, terrestre y marítimo - de pasajeros 
internacionales verificarán los datos de la documentación sanitaria que se les exhiba al embarque, 
según el siguiente detalle: 
 
1) Declaración jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, completada al menos CUARENTA Y OCHO (48) horas antes del inicio del viaje sin 
observaciones del control sanitario. 
 
2) Pruebas PCR o de antígenos: 
 
- Prueba PCR negativa con toma de muestra realizada en el país de origen dentro de las SETENTA Y 
DOS (72) horas previas al inicio del viaje o prueba de antígeno realizada en el país de origen dentro 
de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al inicio del viaje. 
 
- Prueba PCR o antígena positiva realizada en el país de origen y certificado de alta médica emitido 
con más de DIEZ (10) días desde la fecha de inicio de síntomas o fecha de toma de la prueba 
diagnóstica cuando el ingreso al país opere dentro de los NOVENTA (90) días del diagnóstico 
positivo. 



 

 
- Para el caso de personas positivas por diagnóstico clínico por haber sido contacto estrecho de 
persona con síntomas, certificado de alta médica emitido con más de DIEZ (10) días desde la fecha 
de inicio de síntomas o fecha del contacto estrecho cuando el ingreso al país opere dentro de los 
NOVENTA (90) días del diagnóstico positivo. 
 
En la declaración jurada la persona declarante se manifestará sobre la prueba PCR o prueba de 
antígenos preembarque, consignando la fecha de toma de la prueba realizada o de inicio de 
síntomas, el laboratorio que lo respalda cuando corresponda, el resultado y los datos del médico 
que otorga el alta médica (de corresponder), sin acompañar el documento en formato digital. Ello, 
sin perjuicio de que deba portarlo durante su estadía en el país, cuando sea igual o menor a los 
CATORCE (14) días. 
 
3) Certificado que acredite haber completado el esquema de vacunación por lo menos CATORCE 
(14) días antes de su ingreso al país o de su exención. Las personas consignarán dicho extremo en 
la declaración jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, sin necesidad de acompañar el mencionado certificado en la declaración. 
 
A tal efecto se entenderá por esquema de vacunación completo al definido por las autoridades 
sanitarias del país de vacunación. 
 
4) Seguro de salud COVID-19 –en caso de corresponder-. Quedará a cargo de las personas que 
ingresen al país asegurarse de que el seguro contratado cumpla con los requisitos y prestaciones 
exigidas por la normativa vigente. 
 
Los operadores de medios de transporte están facultados a negar el embarque a quienes no 
cumplan con esos requisitos. 
 
Toda la documentación que se presente al momento del embarque y que se exhiba durante la 
estadía en el país tendrá carácter de declaración jurada, y su falseamiento u omisión de 
información darán lugar al inicio de las correspondientes acciones penales. 
 
El falseamiento u omisión de información referidos no podrán ser atribuidos a las líneas aéreas o a 
los operadores de transporte ni a terceros. 
 
Una vez en el territorio nacional, las personas que ingresen al país deberán portar, durante los 
CATORCE (14) días posteriores a su arribo, la documentación que dé cuenta del cumplimiento de 
los requisitos sanitarios exigidos en los incisos precedentes. 
 
Asimismo, se establece que no será necesario realizar controles de temperatura en los puntos de 
ingreso al país ni en los embarques con destino al territorio nacional y que podrán establecerse 



 

restricciones al ingreso de los acompañantes de los pasajeros y las pasajeras a las terminales 
aeroportuarias, cuando la situación epidemiológica así lo requiera. 
 
En caso de corresponder, la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE y/o la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE AVIACIÓN CIVIL, organismo descentralizado actuante en la órbita 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE, procederán a actualizar los protocolos que estuvieren vigentes 
al momento de la entrada en vigencia del presente acto”. 
 
ARTÍCULO 2°.- Autorízase el ingreso en vehículos particulares de argentinos y argentinas y 
personas residentes vacunados con esquema completo y que sean casos positivos que ya hayan 
completado SIETE (7) días de aislamiento desde la fecha de inicio de síntomas o la fecha de toma 
de muestra de prueba diagnóstica laboratorial. El ingreso en vehículo de transporte de pasajeros 
se autoriza a partir de cumplidos los DIEZ (10) días de aislamiento desde la fecha de inicio de 
síntomas o la fecha de toma de muestra de prueba diagnóstica laboratorial. 
 
También podrán ingresar en vehículos particulares argentinos y argentinas y personas residentes 
que sean contactos estrechos vacunados asintomáticos, mientras que los contactos estrechos 
asintomáticos no vacunados que ingresen por ese medio deberán completar su aislamiento en el 
país, cumpliendo los plazos previstos por la normativa nacional vigente. 
 
ARTÍCULO 3°.- Los y las transportistas de carga y de pasajeros deberán completar la declaración 
jurada exigida por la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado 
actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL INTERIOR y cumplir con 
las exigencias de los corredores seguros de que se trate; además cada empresa transportista debe 
verificar en cada viaje y acreditar por ante las autoridades competentes de su control, el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 
1. Contar con una prueba PCR o de antígeno negativa con una vigencia menor a SIETE (7) días, la 
cual deberá ser efectuada al inicio del itinerario y en proximidad al domicilio del transportista. 
 
2. Contar con un seguro de cobertura COVID-19 para su atención en el exterior del territorio 
nacional. 
El o la transportista deberá suspender su actividad ante la mínima aparición de síntomas. 
 
ARTÍCULO 4°.- Determínase que para el embarque en cruceros internacionales solo se admitirá la 
presentación de prueba diagnóstica PCR negativa realizada hasta SETENTA Y DOS (72) horas 
previas al mismo, cualquiera sea la nacionalidad del pasajero, de la pasajera o tripulante, y el 
cumplimiento de todas las previsiones establecidas por la Decisión Administrativa Nº 1316/21 para 
el manejo de casos y rastreo de contactos. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese la presente a la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, al 



 

MINISTERIO DE SALUD, al MINISTERIO DE TRANSPORTE y a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE 
AVIACIÓN CIVIL, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO DE 
TRANSPORTE, a los efectos previstos en la normativa vigente, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 
 
ARTÍCULO 6°.- La presente norma entrará en vigencia a partir del día 29 de enero de 2022. 
 
ARTÍCULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
Juan Luis Manzur - E/E Juan Zabaleta - Eduardo Enrique de Pedro 
e. 26/01/2022 N° 2966/22 v. 26/01/2022 
 

Decisión Administrativa 370/2022 

 
DECAD-2022-370-APN-JGM - Disposiciones. 
Ciudad de Buenos Aires, 06/04/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-29078089-APN-DGDYD#JGM, la Ley N° 27.541, los Decretos Nros. 
260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021 y 867 del 
23 de diciembre de 2021, las Decisiones Administrativas Nros. 2252 del 24 de diciembre de 2020 y 
951 del 30 de septiembre de 2021, su respectiva normativa modificatoria y complementaria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, prorrogado sucesivamente por los 
Decretos Nros. 167/21 y 867/21, en el marco de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con la COVID-19, fue ampliada la emergencia pública en 
materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, así como también fueron dictadas una serie de 
medidas a adoptar en ese marco. 
 
Que mediante el artículo 10 de la referida norma se estableció que el Jefe de Gabinete de 
Ministros coordinará con las distintas jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional la 
implementación de las acciones y políticas para el adecuado cumplimiento de las 
recomendaciones y medidas que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la 
emergencia y de la situación epidemiológica. 
 
Que a través del Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades, estableciéndose con 
posterioridad la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio” también por 
sucesivos períodos. 
 



 

Que, posteriormente, mediante el dictado de sucesivos actos se establecieron una serie de 
medidas generales de prevención y disposiciones temporarias, locales y focalizadas de contención, 
así como diversas medidas sanitarias aplicables en todo el país, con el fin de mitigar la propagación 
del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario. 
 
Que, finalmente, por el referido Decreto N° 867/21, entre otros extremos, se modificaron diversas 
disposiciones del citado Decreto N° 260/20, estableciéndose un conjunto de nuevas medidas 
sanitarias aplicables a todo el territorio nacional desde el 1° de enero de 2022. 
 
Que, en la actualidad, la REPÚBLICA ARGENTINA se encuentra transitando una situación en la que 
se puede observar el impacto favorable de las medidas sanitarias implementadas y del plan de 
vacunación en todas las jurisdicciones. 
 
Que se ha logrado alcanzar altas coberturas con esquemas completos de vacunación en 
poblaciones priorizadas y en la población general reduciendo paulatinamente la circulación del 
virus. 
 
Que dicha cuestión es acompañada por la actual situación epidemiológica, que revela que, al 22 de 
marzo de 2022, se confirmaron a nivel mundial 470.839.745 de casos de COVID-19 y 6.092.933 
fallecidos acumulados, de acuerdo a lo reportado por los más de DOSCIENTOS (200) países, 
territorios y áreas afectadas (WHO, 2021). 
 
Que después de una disminución constante desde finales de enero de 2022, el número de nuevos 
casos semanales aumentó por segunda semana consecutiva, con un aumento del SIETE POR 
CIENTO (7 %) respecto de la semana anterior y que el número de muertes ha seguido una 
tendencia decreciente (-23 %) respecto a la semana anterior. 
 
Que, a nivel regional, el número de casos semanales aumentó en la Región del Pacífico Occidental 
(+21 %), se mantuvo estable en la Región de Europa y disminuyó en el Mediterráneo Oriental (-41 
%), África (-33 %), Sudeste Asiático y América (-17 %). 
 
Que, por otro lado, el número de muertes semanales aumentó en la Región del Pacífico Occidental 
(+5 %), mientras que disminuyó en las otras regiones: América (-42 %), Mediterráneo Oriental (-38 
%), África (-19 %), Europa (-18 %) y Sudeste Asiático (-18 %). 
 
Que estas tendencias deben interpretarse con cautela ya que varios países están cambiando 
progresivamente sus estrategias de testeo, lo que resultó en un menor número total de pruebas 
realizadas y, en consecuencia, un menor número de casos detectados. 
 
Que en los países limítrofes se observa un cambio en la tendencia de la curva epidémica de casos, 
con un descenso posterior al aumento exponencial coincidente con la circulación de la variante 
Ómicron en la región. 
 



 

Que en la REPÚBLICA ARGENTINA a partir de la semana 45 de 2021 (del 7 al 13 de noviembre) se 
registró un aumento paulatino de casos. 
 
Que desde mediados de diciembre este aumento se tornó exponencial hasta la semana 2 de 2022. 
 
Que esta tercera ola presentó una magnitud y una velocidad de crecimiento mucho mayor que las 
olas anteriores, alcanzando su pico en la semana epidemiológica 2 de 2022 con 885.480 casos, 
pero con un menor número de casos graves y fallecidos que en las olas anteriores. 
 
Que desde entonces se registra por novena semana consecutiva un descenso sostenido en el 
número de casos semanales. 
 
Que en la semana epidemiológica 11 se registraron 19.856 casos, un NOVENTA Y SIETE COMA 
SETENTA Y CINCO POR CIENTO (97,75 %) menor al pico de la semana 2 de 2021 al 22 de marzo; la 
incidencia en los últimos CATORCE (14) días en la REPÚBLICA ARGENTINA fue de 70 casos cada 
100.000 habitantes. 
 
Que del análisis genómico surge que en la REPÚBLICA ARGENTINA se detectaron a lo largo de la 
pandemia las siguientes variantes: Alpha (B.1.1.7-UK), Gamma (P.1-linaje Manaos), Delta 
(B.1.617.2), Ómicron (B.1.1.529), Lambda (C.37 descendiente de la variante B.1.1.1 – Andina), Mu 
(B.1.621 – Colombia), P.2 (Río de Janeiro), B.1.427 (California) y B.1.526 (Nueva York). 
 
Que desde fines de 2021 y hasta la semana 11 de 2022 la distribución de variantes prioritarias 
entre las muestras estudiadas y registradas en el Sistema Nacional de Vigilancia de Salud -
SNVS.2.0- se caracteriza por la detección de la VOC Ómicron cercana al CIEN POR CIENTO (100 %) 
de los casos en todas las regiones (a excepción de algunos casos esporádicos de variante Delta). 
 
Que en relación con la ocupación de camas de terapia intensiva todas las jurisdicciones se ubican 
por debajo del SETENTA POR CIENTO (70 %) de ocupación y la cantidad de personas internadas en 
UTI se redujo un NUEVE POR CIENTO (9 %) respecto de la semana previa, demostrando una 
tendencia descendente y alcanzando un período de SIETE (7) semanas consecutivas de 
disminución. 
 
Que en lo que va del año 2022 si bien se registró un aumento exponencial de casos confirmados 
durante las primeras semanas debido a la circulación de la variante Ómicron, el impacto en la 
mortalidad fue significativamente menor, con un pico registrado en las semanas 3 y 4. 
 
Que se observa una disminución sostenida en la cantidad de fallecidos en las últimas SIETE (7) 
semanas, en concordancia con el descenso observado en el número de casos registrados. 
 
Que la REPÚBLICA ARGENTINA ha logrado altas coberturas de vacunación: desde el inicio de la 
campaña Nacional de Vacunación contra la COVID-19 hasta la semana 11 de 2022 se alcanzó una 
cobertura del OCHENTA Y NUEVE COMA DOS POR CIENTO (89,2 %) en población general y 



 

NOVENTA Y TRES COMA SIETE POR CIENTO (93,7 %) en mayores de TRES (3) años con primera 
dosis y OCHENTA COMA UNO POR CIENTO (80,1 %) en población general y OCHENTA Y CUATRO 
COMA UNO POR CIENTO (84,1 %) en mayores de TRES (3) años con DOS (2) dosis de la vacuna, 
debiendo considerarse que el plan de vacunación para el grupo de niños y niñas de TRES (3) años 
se inició en la semana 41 de 2021. 
 
Que la REPÚBLICA ARGENTINA ha atravesado la tercera ola de contagios registrando actualmente 
una incidencia moderada-baja con tendencia decreciente, y con un impacto muy inferior a olas 
anteriores en términos de casos graves y fatales. 
 
Que se ha alcanzado un elevado nivel de inmunidad poblacional adquirida por una alta incidencia 
de infecciones en sucesivas olas de contagios y muy altas coberturas de vacunas, favoreciendo 
mayores flexibilizaciones en las medidas sanitarias de fronteras, así como para retomar la 
operatividad plena de los pasos fronterizos que no contaban hasta el momento con una 
autorización sanitaria para operar como corredor seguro de ingreso al país. 
 
Que, en tal contexto, resulta necesario establecer una paulatina y gradual reducción de los 
requisitos impuestos por la normativa de emergencia de COVID-19 instando a los organismos de la 
jurisdicción nacional, a los estados provinciales, al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y a los Municipios a adaptar la normativa de emergencia emitida al efecto a un estado 
normativo previo al inicio de la pandemia. 
 
Que sin perjuicio de la actual situación favorable que atraviesa el territorio nacional, las medidas 
de prevención podrán ser nuevamente instauradas de acuerdo a la evolución epidemiológica que 
se suscite. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 100, incisos 1 
y 2 de la Constitución Nacional y del Decreto N° 260/20, y sus modificatorios, prorrogado por el 
Decreto N° 867/21. 
 
Por ello, 
EL JEFE DE GABINETE DE MINISTROS 
DECIDE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese el conjunto de medidas que se detallan a continuación: 
 
1. El ingreso de personas al territorio nacional quedará sujeto al cumplimiento de los requisitos 
migratorios vigentes y del conjunto de medidas sanitarias que se detallan a continuación: 
 
a. Las personas extranjeras no residentes deberán cumplimentar los siguientes requisitos 
sanitarios: 



 

 
i. Completar la declaración jurada aprobada por la Disposición de la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
MIGRACIONES N° 3025/20, conforme la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N°1472/20, y sus 
complementarias, acerca de su estado de vacunación y ausencia de síntomas de COVID-19, dentro 
de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al inicio del viaje. 
 
ii. Poseer UN (1) seguro de salud COVID-19 con cobertura de servicios de internación, aislamiento 
y/o traslados sanitarios para quienes resulten casos positivos, sospechosos o contactos estrechos. 
 
Aquellas personas que ingresen al territorio nacional por un plazo menor a VEINTICUATRO (24) 
horas y lo hagan por vía terrestre quedarán eximidas de lo solicitado en el párrafo anterior. 
 
Asimismo, quedan exceptuadas las personas extranjeras no residentes de nacionalidad ucraniana, 
o provenientes de Ucrania que hayan emigrado con motivo del conflicto bélico que allí transcurre. 
Sin perjuicio de la excepción dispuesta, mientras permanezcan en situación migratoria transitoria 
deberán prever la contratación de UN (1) seguro de salud COVID-19 si no contaran con alguna otra 
modalidad de cobertura de salud. 
 
b. Los argentinos, las argentinas y los y las residentes en la REPÚBLICA ARGENTINA deberán 
completar la declaración jurada aprobada por la Disposición de la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
MIGRACIONES N° 3025/20, conforme la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 1472/20 y sus 
complementarias, acerca de su estado de vacunación y ausencia de síntomas de COVID-19, dentro 
de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al inicio del viaje. 
 
Aquellas personas que ingresen al territorio nacional por un plazo menor a VEINTICUATRO (24) 
horas y lo hagan por vía terrestre quedarán eximidas de lo solicitado en el párrafo anterior. 
 
c. En caso de detectarse o reportarse en el punto de entrada al país un caso positivo o sospechoso 
de COVID 19, se activará el Plan de Contingencia de ese Punto de Entrada, determinado por la 
Resolución del Grupo Mercado Común del MERCOSUR N° 04/13 “Requisitos Mínimos para 
Elaborar Planes de Contingencia para Emergencias de Salud Pública de Importancia Internacional 
(ESPII) en Puntos de Entrada Designados por los Estados Partes según el RSI (2005)”, incorporada 
al ordenamiento jurídico nacional mediante la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 78 del 21 
de enero de 2014. 
 
d. Recomiéndase a las personas que ingresen al territorio nacional que no se encuentren 
vacunadas o que tengan esquema de vacunación incompleto la realización de una prueba 
diagnóstica de COVID-19 dentro de las VEINTICUATRO (24) horas posteriores a su entrada al país. 
 
El costo de la prueba a la que se ha hecho referencia quedará a cargo de la persona que ingrese al 
país. 
 



 

A todo efecto se entenderá por esquema de vacunación completo al definido por las autoridades 
sanitarias del país de vacunación. 
 
Las personas menores de SEIS (6) años de edad están eximidas en todos los casos de practicarse la 
prueba PCR o de antígenos para el ingreso al país. 
 
e. Comprobaciones: 
 
i. Previo al inicio del viaje hacia la REPÚBLICA ARGENTINA, los operadores de medios de transporte 
-aéreo, fluvial, terrestre y marítimo- de pasajeros internacionales deberán -sin excepción- 
comprobar que el pasajero o la pasajera haya completado, dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) 
horas previas al inicio del viaje, la declaración jurada aprobada por la Disposición de la DIRECCIÓN 
NACIONAL DE MIGRACIONES N° 3025/20, conforme la Resolución del MINISTERIO DE SALUD 
N°1472/20 y sus complementarias, acerca de su estado de vacunación y ausencia de síntomas de 
COVID-19. 
 
ii. Seguro de salud COVID-19 -en caso de corresponder-. Quedará a cargo de las personas que 
ingresen al país verificar que el seguro contratado cumpla con los requisitos y prestaciones 
exigidas por la normativa vigente. 
 
Los operadores de medios de transporte están facultados a negar el embarque a quienes no 
cumplan con esos requisitos. 
 
Toda la documentación que se presente al momento del embarque y que se exhiba durante la 
estadía en el país tendrá carácter de declaración jurada y su falseamiento u omisión de 
información darán lugar al inicio de las correspondientes acciones penales. 
 
El falseamiento u omisión de información referidos no podrán ser atribuidos a las líneas aéreas o a 
los operadores de transporte ni a terceros. 
 
Asimismo, se establece que no será necesario realizar controles de temperatura en los puntos de 
ingreso al país ni en los embarques con destino al territorio nacional, y que podrán establecerse 
restricciones al ingreso de los y las acompañantes de los pasajeros y las pasajeras a las terminales 
aeroportuarias cuando la situación epidemiológica así lo requiera. 
 
ARTÍCULO 2º.- Establécense los siguientes requisitos para el ingreso al territorio argentino de los 
operadores de transporte, transportistas y tripulantes: 
 
1. Operadores, tripulantes y transportistas de medios de transporte internacionales: Les serán 
aplicables los requisitos establecidos en el artículo 1º de la presente. Para el caso de transportistas 
y tripulantes extranjeros no residentes, el requisito de poseer UN (1) seguro de salud COVID-19 -
establecido en el artículo 1º.1.a.ii. de la presente- podrá ser suplido por una declaración jurada 
que exprese que ante el eventual contagio de COVID-19 mientras permanezcan en el territorio 



 

nacional asumirán la cobertura del aislamiento y traslado sanitario a su costo o a costo de su 
empleador. 
 
2. Operadores y tripulaciones de buques internacionales: 
 
a. Autorízase el relevo de tripulantes con esquema de vacunación completo, el cual deberá ser 
consignado en la declaración jurada aprobada por la Disposición de la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
MIGRACIONES N° 3025/20, conforme la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N°1472/20 y sus 
complementarias, completada dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas previas al abordaje o, 
en caso de desembarco, realizada a bordo previo a la llegada a puerto con una antelación no 
mayor a CUARENTA Y OCHO (48) horas. 
 
b. Aquellos tripulantes no vacunados o con esquema de vacunación incompleto deberán acreditar 
su estado de salud con una prueba de antígenos realizada al menos CUARENTA Y OCHO (48) horas 
o PCR negativa realizada al menos SETENTA Y DOS (72) horas previas al abordaje o, en caso de 
desembarco, realizada a bordo previo a la llegada a puerto con una antelación no mayor a 
CUARENTA Y OCHO (48) horas o SETENTA Y DOS (72) horas, respectivamente. 
 
c. Admítese la “Libre Plática” de los buques internacionales emitida de modo remoto en el marco 
del REGLAMENTO SANITARIO INTERNACIONAL (RSI, 2005) que fuera aprobado por la 58ª 
ASAMBLEA MUNDIAL DE LA SALUD, según lo establecido en el artículo 59, inciso 2 de la Resolución 
Nº 58/3 de la ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. 
 
d. Determínase que ante un brote de COVID-19 a bordo de un crucero internacional deberá 
actuarse conforme lo establecido en el punto 5 del Anexo de la Decisión Administrativa Nº 834 del 
23 de agosto de 2021. Se considerará brote a la detección de CINCO (5) cadenas de transmisión 
(independientemente del número de casos) independientes, cuando luego de la investigación 
epidemiológica no se haya podido establecer el nexo epidemiológico entre los casos, demostrando 
que la temporalidad de estos indica que las CINCO (5) cadenas se han contagiado a bordo de la 
nave. 
 
Los operadores de transporte antes citados están obligados a hacer cumplir las exigencias 
previstas en los apartados anteriores. 
 
La autoridad sanitaria, de acuerdo a la situación epidemiológica existente en origen y/o destino, 
podrá, de conformidad con la normativa dispuesta en el marco de la emergencia sanitaria, pautar 
obligaciones adicionales. 
 
Los MINISTERIOS DE SALUD, DEL INTERIOR, DE TRANSPORTE y DE SEGURIDAD coordinarán las 
acciones necesarias para la implementación de lo dispuesto en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 3°.- Autorízase por vía de excepción la salida desde la REPÚBLICA ARGENTINA de restos 
humanos de personas fallecidas a causa de la COVID-19, siempre que se presente la siguiente 



 

documentación apostillada por el MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO 
INTERNACIONAL Y CULTO ante la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE FRONTERAS Y TERMINALES DE 
TRANSPORTE del MINISTERIO DE SALUD: 
 
1. Certificado de defunción emitido por autoridad competente. 
 
2. Certificado que acredite que la persona falleció a causa de COVID-19. 
 
3. Constancia de la funeraria certificada por Escribano Público que indique los datos del causante 
(nombre y apellido completos y número de documento) y que acredite que los restos han sido 
embalsamados (informe de embalsamamiento) y colocados en un contenedor aprobado o 
“bandeja de aire”, para poder ser enviados al exterior y que la autoridad sanitaria de la jurisdicción 
permite esa práctica para casos de fallecidos por causa de COVID-19. Si no es embalsamado, se 
debe cumplir con lo detallado a continuación en los puntos 4, 5 y 6, siempre que se permita el 
ingreso o tránsito de restos de personas fallecidas por COVID-19 en el país de destino o tránsito sin 
ese requisito. 
 
4. La disponibilidad de un medio de transporte sanitario o acondicionado para el traslado 
particular u oficial de restos mortales, proveniente del país receptor conforme a sus normas -no 
comercial de transporte de carga ni de pasajeros- y con tripulación del mismo también autorizada. 
 
5. Un certificado de la autoridad sanitaria del país de destino y del de tránsito, sobre la 
autorización de ese traslado y/o tránsito que dé cuenta del cumplimiento de sus normas, tanto 
sobre los requisitos de llegada como de tránsito cuando corresponda, como sobre la conformidad 
con los procedimientos aplicados para entregar el cadáver al operador del medio de transporte, 
las condiciones del medio de transporte y sobre las constancias de desinfección del féretro, 
emitidas por la casa funeraria interviniente. 
 
6. Certificado emitido por la entidad funeraria que dé cuenta de la debida desinfección del féretro, 
indicando fecha, hora y forma de desinfección, declarando que cumple con las exigencias del país 
receptor y/o de tránsito. 
 
ARTÍCULO 4º.- Las medidas y restricciones dispuestas, que se disponen por la presente decisión 
administrativa o que se dispongan por las restantes autoridades en el marco de sus competencias, 
conforme la normativa de emergencia sanitaria, podrán ser revisadas periódicamente por las 
instancias competentes según el caso, de modo de prevenir y mitigar la COVID-19 con la menor 
interferencia posible al tránsito internacional. 
 
ARTÍCULO 5º.- Si se constatare la existencia de infracción al cumplimiento de las medidas 
establecidas en la presente o a otras normas dispuestas para la protección de la salud pública en el 
marco de la emergencia sanitaria, se procederá de inmediato a hacer cesar la conducta infractora 
y se formularán las pertinentes denuncias penales. 
 



 

ARTÍCULO 6°.- Todos los puntos de entrada al país habilitados previo al dictado de la presente o 
conforme lo establece este artículo y los puntos de ingreso al territorio nacional que a futuro se 
coordinen podrán operar en las condiciones pactadas previo a la vigencia del Decreto Nº 260/20 -
sin requerir ser “corredor seguro”-, con las excepciones sobre los requisitos sanitarios exigidas en 
la presente decisión administrativa. 
 
Determínase una apertura programada y escalonada de los puntos de ingreso al territorio nacional 
no habilitados hasta la fecha, los cuales serán habilitados en coordinación con las autoridades 
nacionales y jurisdiccionales y en concordancia con los Acuerdos sobre Coordinación de apertura y 
cierre de pasos fronterizos suscriptos. 
 
Respecto de aeropuertos, su internacionalización será publicada por la ADMINISTRACIÓN 
NACIONAL DE AVIACIÓN CIVIL, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO 
DE TRANSPORTE, por los medios de comunicación aeronáutica pertinentes, una vez 
cumplimentados los requisitos de estilo. 
 
Dispónese que ya no será necesaria la habilitación de puntos de ingreso al territorio nacional en 
carácter de “corredor seguro” como así tampoco deberá mediar intervención de la autoridad 
sanitaria para posteriores habilitaciones en función de lo dispuesto en el artículo 7º de la presente 
medida. 
 
ARTÍCULO 7º.- Deróganse las Decisiones Administrativas Nros. 951/21, 342/21 y 793/21 y sus 
respectivas normas modificatorias y complementarias y toda aquella norma que se oponga al 
dictado de la presente. 
 
ARTÍCULO 8º.- Comuníquese la presente a la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, al 
MINISTERIO DE SALUD, al MINISTERIO DE SEGURIDAD, al MINISTERIO DE TRANSPORTE y a la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE AVIACIÓN CIVIL, organismo descentralizado actuante en la órbita 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE, a los efectos previstos en la normativa vigente, en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 
 
ARTÍCULO 9°.- La presente norma entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 10.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Juan Luis Manzur - Carla Vizzotti - Eduardo Enrique de Pedro 
e. 07/04/2022 N° 22428/22 v. 07/04/2022 
 

Disposición 1975/2022 



 

 
DI-2022-1975-APN-DNM#MI 
Ciudad de Buenos Aires, 25/08/2022 
 
Visto el Expediente N° EX-2020-57844608- -APN-DG#DNM del registro de la DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO DEL INTERIOR, 
la Leyes N° 25.871 y N° 25.326 , el Decreto Reglamentario N° 616 del 3 de mayo de 2010, los 
Decretos N° 260 del 12 de marzo de 2020, N° 167 del 11 de marzo del 2021 y N° 867 del 24 de 
diciembre del 2021, la Decisión Administrativa N° 837/22, la Disposición DNM N° 3025 del 1° de 
septiembre de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 17 de diciembre de 2003 se sancionó la Ley N° 25.871, la cual instituyó el actual 
régimen legal en materia de política migratoria. 
 
Que el artículo 34 del Anexo I del Decreto Reglamentario N° 616/10 establece como una de las 
atribuciones de la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES la de identificar a las personas que 
pretendan ingresar o egresar del Territorio Nacional. 
 
Que el artículo 36 del Anexo I del mencionado Decreto Reglamentario establece que la DIRECCIÓN 
NACIONAL DE MIGRACIONES determinará los tipos de constancias que se deberán confeccionar 
para el registro del ingreso y egreso de personas del territorio argentino. 
 
Que asimismo, el artículo 112 del Anexo I del Decreto citado establece que la información 
registrada, tendrá carácter reservado; será de uso exclusivo de la DIRECCION NACIONAL DE 
MIGRACIONES y se brindará acceso a ella a las autoridades administrativas o judiciales 
competentes que lo soliciten. 
 
Que por el Decreto Nº 260/20, y sus modificatorios, prorrogado sucesivamente por los Decretos 
N° 167/21 y N° 867/21, se amplió la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley 
N° 27.541, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(OMS) en relación con el coronavirus COVID-19 estableciéndose las obligaciones a ser observadas 
por la población, así como las facultades y competencias confiadas a las diferentes jurisdicciones y 
organismos para su adecuado y articulado marco de actuación. 
 
Que la dinámica de la pandemia, la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a 
escala internacional y su impacto sobre la vida social de la población en su conjunto, demostró la 
necesidad de adoptar medidas y establecer mecanismos y herramientas agiles, con el fin de que 
todas las áreas comprometidas puedan atender las necesidades que se presentasen en el marco 
de la emergencia pública de modo integral, oportuno y eficaz, sin menguar la transparencia ni las 
garantías que deben primar en todo el obrar público. 
 



 

Que en el marco descripto resultó necesaria la implementación de una “Declaración Jurada 
Electrónica”, como requisito de ingreso y egreso al Territorio Nacional, que permitiera agilizar el 
tratamiento de la información otorgada a las autoridades sanitarias en pos del cuidado de la 
población en su totalidad. 
 
Que, al efecto señalado en el párrafo anterior se dictó la Disposición DNM N° 3025 del 1° de 
septiembre de 2020, como parte de la gestión electrónica y digital de la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
MIGRACIONES, como consecuencia de una ponderación razonable y adecuada de la eficiencia y la 
economía de los procesos operativos en los pasos fronterizos, la agilización en los tramites, la 
disminución de tiempos administrativos, la seguridad y el control de los pasajeros y a su vez, la 
capacidad del Estado Nacional para disponer de información pertinente a los fines del cuidado de 
la salud pública, en tiempo oportuno. 
 
Que, recientemente se ha dictado la Decisión Administrativa N° 837/22, mediante la cual se han 
establecido nuevas medidas para el ingreso de personas al Territorio Nacional, entre las cuales, no 
se contempla el requisito de completar la declaración jurada electrónica 
 
Que en este contexto se debe adaptar a la actual situación y normativa las medidas 
oportunamente adoptadas por este Organismo en el marco de sus competencias en la 
emergencia. 
 
Que en virtud de ello, se estima procedente dejar sin efecto la Disposición DNM N° 3025/20. 
 
Que sin perjuicio de esta decisión, la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, brindará la 
información que le sea eventualmente requerida por las autoridades competentes, en el marco de 
la normativa vigente, y con estricta observancia de las disposiciones contenidas en la Ley N° 
25.326 y su normativa complementaria y reglamentaria. 
 
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE MOVIMIENTO MIGRATORIO y la DIRECCIÓN DE ASUNTOS LEGALES 
de la DIRECCIÓN GENERAL TÉCNICA - JURÍDICA de la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES han 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades establecidas en la Ley N° 25.871, el 
Decreto Reglamentario N° 616 del 3 de mayo de 2010, el artículo 29 de la Ley N° 25.565, los 
Decretos N° 1410 del 3 de diciembre de 1996 y N° 59 del 23 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
LA DIRECTORA NACIONAL DE MIGRACIONES 
DISPONE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Déjese sin efecto, a partir del dictado de la presente medida, la Disposición DNM N° 
3025 del 1° de septiembre de 2020. 
 



 

ARTÍCULO 2°.- Instúyese a la DIRECCIÓN GENERAL DE MOVIMIENTO MIGRATORIO y a la 
DIRECCIÓN GENERAL DE SISTEMAS Y TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN de esta Dirección 
Nacional a adoptar las medidas que resulten necesarias para dar cumplimiento a la presente 
medida. 
 
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Maria Florencia Carignano 
e. 26/08/2022 N° 67040/22 v. 26/08/2022 
 

Decisión Administrativa 837/2022 

DECAD-2022-837-APN-JGM - Disposiciones. 
Ciudad de Buenos Aires, 24/08/2022 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2022-85175083-APN-DNHFYSF#MS, la Ley N° 27.541, los Decretos 
Nros. 260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021 y 
867 del 23 de diciembre de 2021 y las Decisiones Administrativas Nros. 834 del 23 de agosto de 
2021 y 370 de 6 de abril de 2022, su respectiva normativa modificatoria y complementaria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, prorrogado sucesivamente por los 
Decretos Nros. 167/21 y 867/21, en el marco de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con la COVID-19, fue ampliada la emergencia pública en 
materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, así como también fueron dictadas una serie de 
medidas a adoptar en ese marco. 
 
Que mediante el artículo 10 del referido Decreto N° 260/20 se estableció que el Jefe de Gabinete 
de Ministros coordinará con las distintas jurisdicciones y organismos del Sector Público Nacional la 
implementación de las acciones y políticas para el adecuado cumplimiento de las 
recomendaciones y medidas que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el marco de la 
emergencia y de la situación epidemiológica. 
 
Que a través del Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades, estableciéndose con 
posterioridad la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio”, también por 
sucesivos períodos. 
 
Que, posteriormente, mediante el dictado de sucesivos actos se establecieron una serie de 
medidas generales de prevención y disposiciones temporarias, locales y focalizadas de contención, 



 

así como diversas medidas sanitarias aplicables en todo el país, con el fin de mitigar la propagación 
del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario. 
 
Que, finalmente, por el referido Decreto N° 867/21, entre otros extremos, se modificaron diversas 
disposiciones del citado Decreto N° 260/20, estableciéndose un conjunto de nuevas medidas 
sanitarias aplicables a todo el territorio nacional desde el 1° de enero de 2022. 
 
Que asimismo, oportunamente, se dictaron diversas decisiones administrativas regulando 
situaciones de sanidad de fronteras, entre las que se encuentran las Decisiones Administrativas N° 
834/21 y N° 370/22 vinculadas a la actividad de cruceros bioceánicos y antárticos y de ingreso de 
personas al territorio nacional, respectivamente. 
 
Que la actual situación epidemiológica revela que al 10 de julio de 2022 se confirmaron a nivel 
mundial 552.993.566 casos de COVID-19 y 6.349.952 fallecidos acumulados, de acuerdo a lo 
reportado por los más de DOSCIENTOS (200) países, territorios y áreas afectadas (OMS, 2021). 
 
Que en la actualidad la REPÚBLICA ARGENTINA se encuentra atravesando una etapa en la que 
puede verse de forma incipiente un nuevo aumento de casos que, al igual que a nivel global, se 
caracteriza por una circulación exclusiva de la variante Ómicron. Entre los diferentes linajes de 
esta variante se observa que BA.2 continúa representando más del SESENTA POR CIENTO (60 %) 
de las muestras analizadas en los últimos SESENTA (60) días, pero con un aumento gradual en la 
detección de los linajes BA.4 y BA.5 de SARS-CoV-2. 
 
Que en relación con la ocupación de camas de terapia intensiva, todas las jurisdicciones se ubican 
por debajo del SETENTA Y SEIS POR CIENTO (76 %). La cantidad de pacientes en Unidades de 
Terapia Intensiva (UTI) reportados por las jurisdicciones presenta una tendencia estable en las 
últimas OCHO (8) semanas. Del análisis de la ocupación de camas en los hospitales nacionales 
seleccionados, surge que el porcentaje de ocupación de camas de terapia intensiva por COVID-19 
es del SEIS POR CIENTO (6 %) en pacientes pediátricos y del TRES POR CIENTO (3 %) en pacientes 
adultos, en la última de dichas semanas. 
 
Que la letalidad acumulada durante todo el período de pandemia es del UNO COMA CUATRO POR 
CIENTO (1,4 %) y la letalidad considerando únicamente el año 2022 hasta el mes de junio (últimos 
datos disponibles del evento “Caso sospechoso de COVID-19, Influenza y OVR” al momento del 
cambio en la estrategia de vigilancia) fue del CERO COMA TRES POR CIENTO (0,3 %). 
 
Que en el año 2021 el aumento del número de casos experimentado durante la llamada segunda 
ola se acompañó con el aumento de casos graves y fallecidos, alcanzando un número mayor que 
en la ola previa del año 2020; resultando dicha segunda ola caracterizada por la circulación de las 
variantes Gamma, Lambda y Alpha. En el año 2022, en cambio, si bien se registró un aumento 
exponencial de casos confirmados durante las primeras semanas debido al ingreso y rápida 
expansión de la variante Ómicron, el impacto en la mortalidad fue significativamente menor. 
 



 

Que en los últimos TRES (3) meses se registra una tendencia estable y sostenidamente baja en la 
cantidad de fallecidos. 
 
Que la REPÚBLICA ARGENTINA ha logrado altas coberturas de vacunación, ya que desde el inicio 
de la Campaña Nacional de Vacunación contra la COVID-19 hasta el 18 de julio de 2022, se alcanzó 
una cobertura del OCHENTA Y UNO COMA DOS POR CIENTO (81,2 %) en la población general y del 
OCHENTA Y CINCO COMA CINCO POR CIENTO (85,5 %) en mayores de TRES (3) años con DOS (2) 
dosis de vacuna y del CUARENTA Y CINCO COMA UNO POR CIENTO (45,1 %) en la población 
general y del CINCUENTA Y CUATRO COMA DOS POR CIENTO (54,2 %) en mayores de DOCE (12) 
años con el primer refuerzo. 
 
Que se ha alcanzado un elevado nivel de inmunidad poblacional, adquirida por una alta incidencia 
de infecciones en sucesivas olas de contagios y muy altas coberturas de vacunas. 
 
Que además de altas coberturas, la efectividad de las vacunas principalmente en poblaciones 
vulnerables han demostrado ser muy efectivas para prevenir enfermedad grave y mortalidad. 
 
Que el MINISTERIO DE SALUD publicó en abril del año 2022 el documento “ESTRATEGIA DE 
VIGILANCIA Y CONTROL INTEGRAL DE COVID-19 Y OTRAS INFECCIONES RESPIRATORIAS AGUDAS” 
en el que recomendó continuar y fortalecer la implementación de medidas de prevención eficaces 
para disminuir el riesgo de transmisión de todos los virus respiratorios. 
 
Que las medidas y restricciones dispuestas o que dispongan las restantes autoridades 
competentes, conforme la normativa de emergencia sanitaria, podrán ser revisadas 
periódicamente según el caso, de modo de prevenir y mitigar la COVID-19 con la menor 
interferencia posible al tránsito internacional. 
 
Que en este contexto se deben revisar y adaptar a la actual situación y a las recomendaciones 
generales del MINISTERIO DE SALUD las medidas de prevención en lo referido a los requerimientos 
para el ingreso al país por parte de viajeros, así como otras vinculadas al tránsito internacional, 
resultando necesario asimismo derogar aquella normativa que ha quedado desactualizada frente a 
dicho contexto. 
 
Que, asimismo, resulta de vital importancia continuar fortaleciendo la vigilancia epidemiológica 
para poder detectar de manera temprana cambios en la epidemiología de la COVID-19, así como el 
surgimiento de nuevas variantes en la REPÚBLICA ARGENTINA o en el mundo, que puedan requerir 
cambios en las recomendaciones. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 100, incisos 1 
y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el Decreto N° 260/20, prorrogado y modificado por el 
Decreto N° 167/21 y por el Decreto Nº 867/21 y sus normas complementarias. 



 

 
Por ello, 
EL JEFE DE GABINETE DE MINISTROS 
DECIDE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese que el ingreso de personas al territorio nacional quedará sujeto al 
cumplimiento de los requisitos migratorios vigentes y a las siguientes medidas sanitarias: 
 
a. En caso de detectarse o reportarse en el punto de entrada al país un caso positivo o sospechoso 
de COVID-19, se procederá teniendo en cuenta iguales medidas de prevención y control que para 
cualquier infección respiratoria aguda, según lo establecido en el documento denominado 
“ESTRATEGIA DE VIGILANCIA Y CONTROL INTEGRAL DE COVID-19 Y OTRAS INFECCIONES 
RESPIRATORIAS AGUDAS” publicado por el MINISTERIO DE SALUD en abril del año 2022 y 
respetando las exigencias del REGLAMENTO SANITARIO INTERNACIONAL (2005). A tal fin, los 
puntos de entrada al territorio nacional deberán adecuar los Planes de Contingencia al actual 
escenario epidemiológico y a las medidas nacionales que se tomen al respecto, facultándose al 
MINISTERIO DE SALUD a dictar las que en consecuencia considere necesarias. 
b. No será necesario realizar controles de temperatura en los puntos de ingreso al país ni en los 
embarques con destino al territorio nacional. 
c. Podrán establecerse restricciones al ingreso de los y las acompañantes de los pasajeros y las 
pasajeras a las terminales aeroportuarias cuando la situación epidemiológica así lo requiera. 
 
ARTÍCULO 2°.- Establécense las siguientes medidas respecto a buques y cruceros internacionales: 
 
1. Admítese la “Libre Plática” de los buques internacionales emitida de modo remoto en el marco 
del REGLAMENTO SANITARIO INTERNACIONAL (2005) que fuera adoptado por la 58ª ASAMBLEA 
MUNDIAL DE LA SALUD, de conformidad con lo establecido en la Resolución Nº 58/3 de la 
ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. 
2. Determínase que ante la notificación de casos positivos de COVID-19 a bordo de buques y 
cruceros internacionales se procederá teniendo en cuenta iguales medidas de prevención y 
control que para las infecciones respiratorias agudas según lo establecido en el documento 
denominado “ESTRATEGIA DE VIGILANCIA Y CONTROL INTEGRAL DE COVID-19 Y OTRAS 
INFECCIONES RESPIRATORIAS AGUDAS” para poblaciones especiales, publicado por el MINISTERIO 
DE SALUD en abril del año 2022 y respetando las exigencias del REGLAMENTO SANITARIO 
INTERNACIONAL (2005). 
 
La DIRECCIÓN DE SANIDAD DE FRONTERAS Y TERMINALES DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE 
SALUD queda facultada para definir y elaborar los protocolos específicos para el control de brotes. 
 
Los operadores de transporte se encuentran obligados a hacer cumplir las exigencias previstas en 
el inciso 2. del presente artículo y a definir, en tal sentido, un plan de contingencia para 
enfermedades respiratorias agudas a bordo que incluya un plan de acción, que deberá ser 



 

presentado a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE FRONTERAS Y TERMINALES DE TRANSPORTE del 
MINISTERIO DE SALUD para su aprobación. 
 
Los MINISTERIOS DE SALUD, DEL INTERIOR, DE TRANSPORTE y DE SEGURIDAD coordinarán las 
acciones necesarias para la implementación de lo dispuesto en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 3°.- Autorízase el ingreso y el egreso a y de la REPÚBLICA ARGENTINA de restos 
humanos de personas fallecidas a causa de la COVID–19, siempre que se presente la siguiente 
documentación ante la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE FRONTERAS Y TERMINALES DE TRANSPORTE 
del MINISTERIO DE SALUD: 
 
1. Certificado de defunción emitido por autoridad competente. 
2. Certificado médico que acredite que la persona falleció a causa de la COVID-19. 
3. Certificado de autoridad sanitaria del país de destino, sobre la autorización de ese traslado que 
dé cuenta del cumplimiento de sus normas. 
 
4. Constancia emitida por la entidad funeraria certificada por Escribano Público o equivalente del 
país de origen que indique los datos del causante (nombre y apellido completos y número de 
documento) y que acredite que los restos han sido embalsamados (informe de 
embalsamamiento), colocados en un contenedor aprobado, para poder ser enviados al exterior y 
que la autoridad sanitaria de la jurisdicción permite esa práctica para casos de fallecidos a causa 
de la COVID-19. 
 
En caso de que los referidos restos humanos no se encuentren embalsamados, además de 
cumplimentarse con lo dispuesto en los incisos 1, 2 y 3 del presente, deberá cumplirse con los 
siguientes requisitos: 
 
a. que se encuentre acreditado que el deceso ocurrió con al menos DIECIOCHO (18) días de 
antelación a la fecha del inicio del viaje; y 
b. presentar constancia emitida por la entidad funeraria certificada por Escribano Público o 
equivalente del país de origen que indique los datos del causante (nombre y apellido completos y 
número de documento) y que dé cuenta de la debida desinfección del cadáver y del féretro, 
indicando fecha, hora y forma de desinfección y declarando que cumple con las exigencias del país 
receptor y que han sido colocados en un ataúd impermeable, para poder ser enviados al exterior. 
 
En el caso de documentación extranjera, a los fines del ingreso de dichos restos humanos, debe 
presentarse apostilla por la autoridad con competencia del país de origen o bien legalizada por el 
Consulado Argentino con asiento en el país no signatario de la Convención de La Haya de 1961. 
 
En el caso de la documentación argentina, será el país receptor quien indicará el requisito de la 
apostilla/legalización del MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y 
CULTO, a los fines del ingreso de los restos humanos a su territorio. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- Si se constatare la existencia de infracción al cumplimiento de las medidas 
establecidas en la presente decisión administrativa o a otras normas dispuestas para la protección 
de la salud pública en el marco de la emergencia sanitaria, la autoridad correspondiente, según el 
ámbito de su competencia, procederá de inmediato a hacer cesar la conducta infractora y se 
formularán las pertinentes denuncias penales. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese la presente a la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTERIO DEL 
INTERIOR, al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO, al 
MINISTERIO DE SALUD, al MINISTERIO DE SEGURIDAD, al MINISTERIO DE TRANSPORTE y a la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE AVIACIÓN CIVIL, organismo descentralizado actuante en la órbita 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE, a los efectos previstos en la normativa vigente, en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 
 
ARTÍCULO 6º.- Deróganse las Decisiones Administrativas Nros. 834 del 23 de agosto de 2021 y 370 
del 6 de abril de 2022 y toda aquella norma que se oponga a la presente. 
 
ARTÍCULO 7°- La presente norma entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 8°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Juan Luis Manzur - Carla Vizzotti - Eduardo Enrique de Pedro 
e. 26/08/2022 N° 66677/22 v. 26/08/2022 

Disposición 688/2022 
 
DI-2022-688-APN-CNRT#MTR 
Ciudad de Buenos Aires, 23/09/2022 
VISTO el Expediente N° EX-2022-101397341-APN-MESYA#CNRT y 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote del virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que la Resolución N° RESOL-2020-60-APN-MTR del MINISTERIO DE TRANSPORTE creó en la órbita 
de la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE, el “COMITÉ DE CRISIS PREVENCIÓN 
COVID-19 PARA EL TRANSPORTE AUTOMOTOR” y el “COMITÉ DE CRISIS PREVENCIÓN COVID-19 
PARA EL TRANSPORTE FERROVIARIO” 
 



 

Que dicha Resolución Ministerial le confirió a los aludidos Comités, entre otras funciones, la de 
disponer todas las medidas que considere convenientes y necesarias para cumplir con los 
lineamientos de la referida norma. 
 
Que por la Resolución N° 95 de fecha 17 de abril de 2020 del MINISTERIO DE TRANSPORTE se 
estableció el uso obligatorio de elementos de protección que cubran nariz, boca y mentón para las 
personas que permanezcan o circulen en los servicios de transporte de pasajeros por automotor y 
ferroviario de jurisdicción nacional a partir del día 20 de abril de 2020. 
 
Que en consecuencia esta Comisión aprobó los protocolos “PLAN DE EMERGENCIA -COVID19, 
PARA EL TRANSPORTE AUTOMOTOR” y “PLAN DE EMERGENCIA -COVID19, PARA EL TRANSPORTE 
FERROVIARIO” que han sido sucesivamente adaptados conforme a la normativa vigente. 
 
Que por la Resolución N° 1849 de fecha 20 de septiembre de 2022 del MINISTERIO DE SALUD se 
estableció el carácter no obligatorio del uso del barbijo, recomendándose igualmente medidas de 
prevención general como: “a. el uso adecuado del barbijo en espacios interiores, incluyendo los 
ámbitos laborales, educativos, sociales y el transporte público; b. Asegurar la ventilación de los 
ambientes; c. Mantener la higiene adecuada y frecuente de manos; d. Ante presencia de síntomas 
evitar el contacto con otras personas, no acudir a actividades laborales, sociales, educativas, 
lugares públicos y evitar el uso de transporte.” 
 
Que, asimismo, en los considerandos de la aludida Resolución Ministerial N° 1849/2022 se 
manifestó que desde el inicio de la Campaña Nacional de Vacunación contra COVID-19 hasta el 6 
de septiembre de 2022 se alcanzó una cobertura del 82,5% en población general y 81,7 % en 
mayores de 3 años con dos (2) dosis de vacuna, y de 46,7 % en población general y 73,5% en 
mayores de 60 años con el primer refuerzo. 
 
Que en función de los argumentos expuestos por el mencionado Ministerio corresponde derogar 
los Protocolos: “PLAN DE EMERGENCIA -COVID19, PARA EL TRANSPORTE AUTOMOTOR” y “PLAN 
DE EMERGENCIA -COVID19, PARA EL TRANSPORTE FERROVIARIO” cuyas últimas versiones fueron 
aprobadas por las Disposiciones Nº DI-2022-225-APN-CNRT#MTR del 17 de abril de 2022 y DI-
2021-1015-APN-CNRT#MTR del 3 de noviembre de 2021, respectivamente, de esta COMISIÓN 
NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE, debiéndose respetar las medidas sanitarias y 
acciones preventivas que establezca la Autoridad de Aplicación. 
 
Que en tal sentido, se debe dejar sin efecto las designaciones de los funcionarios integrantes del 
“COMITÉ DE CRISIS PREVENCIÓN COVID-19 PARA EL TRANSPORTE AUTOMOTOR” y del “COMITÉ 
DE CRISIS PREVENCIÓN COVID-19 PARA EL TRANSPORTE FERROVIARIO” dispuestas por la 
Disposición CNRT Nº DI-2020-13-APN-MESYA#CNRT y modificatorios. 
 
Que se deberá establecer que las operadoras de los servicios de transporte que se encuentran 
bajo la competencia de esta COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE y/o las 
concesionarias de las terminales de ómnibus de jurisdicción nacional, sigan las recomendaciones 



 

emanadas del MINISTERIO DE SALUD, en el marco de la emergencia pública ampliada en materia 
sanitaria con causa en la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(OMS) en relación con el Coronavirus (COVID-19) en los términos del Decreto de Necesidad y 
Urgencia Nº 260 de fecha 12 de marzo de 2020 prorrogado por el Decreto de Necesidad y 
Urgencia Nº 867/21, siendo suficiente dichas medidas en reemplazo de los protocolos que se 
derogan. 
 
Que deben articularse los procedimientos conducentes a comunicar a las operadoras ferroviarias 
de jurisdicción nacional, a las cámaras representativas de los operadores de los servicios de 
transporte por automotor de pasajeros y de cargas de jurisdicción nacional y a las Terminales de 
Ómnibus de Jurisdicción Nacional, lo dispuesto en la presente medida. 
 
Que la GERENCIA DE ASUNTOS LEGALES Y JURÍDICOS de esta COMISIÓN NACIONAL DE 
REGULACIÓN DEL TRANSPORTE, ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que este acto se dicta conforme las facultades conferidas en el Decreto N° 1388/96 y sus 
modificatorios y en los términos del Decreto Nº 302/2020. 
 
Por ello, 
EL DIRECTOR EJECUTIVO DE LA COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE 
DISPONE: 
 
ARTÍCULO 1º. Derógase el Protocolo “PLAN DE EMERGENCIA –COVID-19, PARA EL TRANSPORTE 
AUTOMOTOR - Versión 12/04/2022-, identificado como IF-2022-35701571-APN-GFPTA#CNRT 
aprobado por Disposición Nº DI-2022-225-APN-CNRT#MTR del 17 de abril de 2022. 
 
ARTÍCULO 2º. Derógase el Protocolo “PLAN DE EMERGENCIA –COVID-19, PARA EL TRANSPORTE 
FERROVIARIO - Versión 28/10/2021, identificado como IF-2021-103808222-APN-GFGF#CNRT 
aprobado por Disposición Nº DI-2021-1015-APN-CNRT#MTR del 3 de noviembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 3º. Déjase sin efecto las designaciones de los funcionarios integrantes del “COMITÉ DE 
CRISIS PREVENCIÓN COVID-19 PARA EL TRANSPORTE AUTOMOTOR” y del “COMITÉ DE CRISIS 
PREVENCIÓN COVID-19 PARA EL TRANSPORTE FERROVIARIO” dispuestas por Disposición CNRT Nº 
DI-2020-13-APN-MESYA#CNRT y modificatorios. 
 
ARTÍCULO 4º - Establécese que las operadoras de los servicios de transporte que se encuentran 
bajo la competencia de esta COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE y/o las 
concesionarias de las terminales de ómnibus de jurisdicción nacional, deberán seguir las 
recomendaciones emanadas del MINISTERIO DE SALUD, en el marco de la emergencia pública 
ampliada en materia sanitaria con causa en la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el Coronavirus (COVID-19) en los términos del 
Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 260 de fecha 12 de marzo de 2020 prorrogado por el Decreto 



 

de Necesidad y Urgencia Nº 867/21, siendo suficiente dichas medidas en reemplazo de los 
protocolos que se derogan. 
 
ARTÍCULO 5º. Comuníquese la presente Disposición a los funcionarios que integraban el COMITÉ 
DE CRISIS Y PREVENCIÓN COVID-19 PARA EL TRANSPORTE AUTOMOTOR y COMITÉ DE CRISIS Y 
PREVENCIÓN COVID-19 PARA EL TRANSPORTE FERROVIARIO, cuyas designaciones fueron dejadas 
sin efecto por el Artículo 3º de la presente. 
 
ARTÍCULO 6º.- Establecese que la GRERENCIA DE FISCALIZACIÓN DE GESTION FERROVIARIA, la 
GERENCIA DE FISCALIZACIÓN DE PERMISOS DEL TRANSPORTE AUTOMOTOR y la GERENCIA DE 
FISCALIZACIÓN DEL TRANSPORTE AUTOMOTOR, deberán comunicar a las operadoras ferroviarias 
de jurisdicción nacional, a las cámaras representativas de los servicios de transporte de pasajeros y 
de cargas de jurisdicción nacional y a las terminales de ómnibus de jurisdicción nacional, 
respectivamente. 
 
ARTÍCULO 7º.- Comuníquese a todas las GERENCIAS DE ESTA COMISIÓN NACIONAL DE 
REGULACIÓN DE TRANSPORTE y al ÁREA COMUNICACIÓN Y PRENSA para su correspondiente 
difusión. 
 
ARTÍCULO 8º.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial, 
 
ARTÍCULO 9º.- Publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. 
 
Jose Ramon Arteaga 
e. 27/09/2022 N° 76981/22 v. 27/09/2022 
 

Resolución 658/2022 

RESOL-2022-658-APN-MTR 
Ciudad de Buenos Aires, 29/09/2022 
 
VISTO los Expedientes N° EX-2020-17207027- -APN-DGD#MTR y N° EX-2021-122369961- -APN-
DGDYD#JGM, la Ley N° 17.233 modificada por sus similares N° 21.398, N° 22.139 y N° 24.378, las 
Leyes N° 22.520 (T.O. Decreto N° 438/92) y N° 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia N° 
260 de fecha 12 de marzo de 2020, N° 297 de fecha 19 de marzo de 2020, , N° 167 de fecha 11 de 
marzo de 2021, N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021, las Resoluciones N° 187 de fecha 21 de 
agosto de 2020, N° 9 de fecha 14 de enero de 2021, N° 101 de fecha 31 de marzo de 2021, N° 256 
de fecha 30 de julio de 2021, N° 500 de fecha 28 de diciembre de 2021 y Nº 318 de fecha 27 de 
mayo de 2022, todas ellas del MINISTERIO DE TRANSPORTE, y 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que mediante la Ley N° 17.233 y sus modificatorias se creó el Fondo Nacional del Transporte, 
integrado por a) La Tasa Nacional de Fiscalización del Transporte; b) Las multas que se apliquen 
por las transgresiones o infracciones a las disposiciones legales o reglamentarias en que incurran 
los prestatarios de servicios de autotransporte sometidos a fiscalización y contralor del ESTADO 
NACIONAL; c) El aporte que de los ingresos brutos las empresas de autotransporte ofrezcan al 
gobierno nacional en los casos que se realicen licitaciones públicas de líneas, sobre la base de 
ponderar a efectos de la adjudicación, entre otros factores, dichos aportes; d) Las contribuciones 
especiales del gobierno nacional y de las empresas del Estado que tengan a su cargo la prestación 
de servicios de transporte, con arreglo a lo que anualmente resuelva el Poder Ejecutivo; e) Los 
legados, donaciones y contribuciones; y f) Los ingresos de cualquier naturaleza que provengan de 
gravámenes, tasas o recaudaciones especiales que se autoricen en el futuro. 
 
Que el artículo 4° de la referida ley facultó a la ex SECRETARÍA DE ESTADO DE TRANSPORTE Y 
OBRAS PÚBLICAS para determinar las escalas entre los topes establecidos, de acuerdo con las 
características de los distintos tipos de vehículos afectados a los servicios de transporte. 
 
Que por el artículo 6° de la Ley N° 17.233 se dispuso que la ex SECRETARÍA DE ESTADO 
TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS determinará anualmente las fechas de pago de la Tasa Nacional 
de Fiscalización del Transporte, el que puede ser en una o más cuotas, según se establezca, 
estipulando que, con posterioridad a esas fechas, los interesados no podrán efectuar gestión 
alguna, sin acreditar estar al día en el pago de las cuotas. 
 
Que, asimismo, estableció que la falta de pago en término de una cuota, hará caducar 
automáticamente el plazo de las restantes y exigible su pago. 
 
Que, por su parte, el artículo 7° de la citada Ley N° 17.233 determinó que la falta de pago a su 
vencimiento de la Tasa Nacional de Fiscalización del Transporte hará surgir, sin necesidad de 
interpelación alguna, la obligación de abonar conjuntamente con aquélla, los recargos que se 
establecen en la misma. 
 
Que, a su vez, en el mentado artículo 7° de la Ley N° 17.233 se estableció que la ex SECRETARÍA DE 
ESTADO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS podrá, con carácter general y cuando medien 
circunstancias excepcionales debidamente justificadas, eximir en todo o en parte la obligación de 
abonar dichos recargos. 
 
Que, paralelamente y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley N° 17.233, el 
monto de la Tasa Nacional de Fiscalización del Transporte debe determinarse anualmente en 
función del importe del boleto mínimo de la escala tarifaria de los servicios públicos de transporte 
por automotor de pasajeros en el Distrito Federal vigente al 1° de enero de cada año, aplicando los 
factores de actualización mínimo y máximo fijados en SEISCIENTOS TREINTA (630) y MIL 
TRESCIENTOS CUARENTA (1.340), respectivamente, como también la determinación de las escalas 
a aplicar conforme las características de los distintos tipos de vehículos y las fechas de pago. 
 



 

Que la citada tasa debe ser abonada anualmente por los operadores, personas humanas y/o 
jurídicas que realizan servicios o actividades de autotransporte que se encuentren sometidos al 
control y fiscalización de la entonces SECRETARÍA DE TRANSPORTE del ex MINISTERIO DE 
ECONOMÍA Y OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS. 
 
Que, por su parte, por el artículo 1° de la Ley N° 27.541 de Solidaridad Social y Reactivación 
Productiva en el marco de la Emergencia Pública, se declaró la emergencia pública en materia 
económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, 
delegando en el PODER EJECUTIVO NACIONAL la implementación de las medidas conducentes 
para sanear la emergencia declarada, con arreglo a lo establecido en el artículo 76 de la 
Constitución Nacional y de conformidad con las bases fijadas en el artículo 2° de la referida Ley. 
 
Que, a través del artículo 1° del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260/20 se amplió la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la Pandemia 
declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) con relación al COVID-19, por el 
plazo de UN (1) año, el cual, a su vez, fue prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2021 mediante 
el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021 y, posteriormente, hasta 
el 31 de diciembre de 2022, por medio del Decreto N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021. 
 
Que por el Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades y con posterioridad, 
la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio” también por sucesivos períodos. 
 
Que, posteriormente, mediante el dictado de sucesivos actos se establecieron una serie de 
medidas generales de prevención y disposiciones temporarias, locales y focalizadas de contención, 
con el fin de mitigar la propagación del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario. 
 
Que, en las medidas reseñadas en los considerandos precedentes, se impusieron restricciones a la 
circulación interjurisdiccional de pasajeros y pasajeras, cuya intensidad fue variando de acuerdo a 
la evolución de la situación epidemiológica. 
 
Que por la Resolución N° 187 de fecha 21 de agosto de 2020 del MINISTERIO DE TRANSPORTE por 
la que se dispuso que la falta de pago a su vencimiento de la TASA NACIONAL DE FISCALIZACIÓN 
DEL TRANSPORTE, incluidos los recargos establecidos por el artículo 7° de la Ley N° 17.233, la falta 
de pago de las obligaciones tributarias y previsionales exigidas por la ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) y la falta de pago de multas impuestas por la COMISIÓN NACIONAL 
DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE (CNRT), no sean impedimentos para el inicio y/o la 
continuación de los trámites ya existentes en el ámbito del MINISTERIO DE TRANSPORTE ni para la 
percepción de compensaciones tarifarias y/ cupo de gasoil a precio diferencial, entre otras 
medidas. 
 
Que, a su vez, la citada Resolución N° 187/2020 del MINISTERIO DE TRANSPORTE estableció un 
descuento del VEINTE POR CIENTO (20%) aplicable a aquellas cuotas impagas de la TASA 



 

NACIONAL DE FISCALIZACIÓN DEL TRANSPORTE correspondiente al año 2020, cuyo vencimiento 
hubiese operado en forma posterior a la entrada en vigencia del Decreto N° 297 de fecha 19 de 
marzo de 2020 y que a la fecha de emisión de dicha resolución se encontrasen impagas o por 
devengarse, excluyendo a los vehículos afectados al servicio público de transporte automotor 
urbano y suburbano de pasajeros de jurisdicción nacional. 
 
Que, asimismo, mediante el artículo 3° de la mentada Resolución N° 187/2020 del MINISTERIO DE 
TRANSPORTE, se estableció la suspensión, desde la entrada en vigencia del Decreto de Necesidad 
y Urgencia N° 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y hasta el 15 de octubre de 2020, del cobro de los 
recargos establecidos en el artículo 7° la Ley N° 17.233. 
 
Que, para el dictado de dicha Resolución N° 187/20 del MINISTERIO DE TRANSPORTE, se tuvo en 
cuenta el Informe N° IF- 2020-52373921-APN-DNTAP#MTR de fecha 10 de agosto de 2020 de la 
DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS dependiente de la 
SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE AUTOMOTOR de la SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE, por el que estimó necesario impulsar una serie de medidas que, 
sin resultar en erogaciones directas por parte del ESTADO NACIONAL, contribuyan a la 
recomposición de ingresos para el sector, con el objeto de colaborar con su sostenibilidad 
económica, afectada por los efectos de las medidas adoptadas para contener la propagación del 
Coronavirus (COVID-19). 
 
Que, asimismo, la citada dependencia consideró que las circunstancias de excepción que atraviesa 
el país requieren por parte del ESTADO NACIONAL respuestas eficaces y acordes con el objetivo de 
apuntalar al sector productivo a fin de atemperar las consecuencias derivadas sobre el nivel de 
actividad económica, e impulsar políticas públicas que permitan su recuperación. 
 
Que, por su parte, la SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE AUTOMOTOR de la SECRETARÍA DE 
GESTIÓN DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE TRANSPORTE indicó en el Informe N° IF-2021-
01307776-APN-SSTA#MTR de fecha 6 de enero de 2021, que la situación descripta 
precedentemente ha dificultado a las operadoras de autotransporte de pasajeros afrontar el pago 
de la Tasa Nacional de Fiscalización del Transporte y de las obligaciones tributarias y previsionales 
y/o de multas o sanciones, en razón de la caída de la recaudación por demanda, de las limitaciones 
de ocupación de los servicios y de las restricciones a la circulación, medidas que han impactado 
directamente en su giro comercial; además de aquellos gastos adicionales implicados en la 
adquisición de elementos de seguridad y salubridad necesarios para el cumplimiento de los 
protocolos de cada una de las actividades sujetas al pago del tributo de marras. 
 
Que, en ese contexto, por la Resolución N° 9 de fecha 14 de enero de 2021 se modificó la 
Resolución N° 187/20, prorrogando las facilidades allí dispuestas hasta el día 1º de abril de de 
2021; posteriormente, por medio de la Resolución Nº 101 de fecha 31 de marzo de 2021 hasta el 
día 31 de julio de 2021; y, a través de la Resolución Nº 256 de fecha 30 de julio de 2021 del 
MINISTERIO DE TRANSPORTE, hasta el día 31 de diciembre de 2021. 
 



 

Que por otro lado, en la presentación registrada bajo el N° RE-2021-122369921-APN-DGDYD#JGM 
de fecha 16 de diciembre de 2021 que tramitara por el Expediente N° EX-2021-122369961- -APN-
DGDYD#JGM en el sistema de Gestión Documental Electrónica (GDE), las cámaras representativas 
de los empresarios del transporte automotor interurbano de pasajeros de jurisdicción nacional 
ASOCIACIÓN ARGENTINA DE EMPRESARIOS DEL TRANSPORTE AUTOMOTOR (AAETA), la CÁMARA 
EMPRESARIA DEL AUTOTRANSPORTE DE PASAJEROS (CEAP) y la CÁMARA EMPRESARIA DE LARGA 
DISTANCIA (CELADI), solicitaron al MINISTERIO DE TRANSPORTE, que se extienda el plazo de 
vigencia del artículo 1° de la Resolución N° 187/20 del MINISTERIO DE TRANSPORTE y sus 
modificatorias, a partir del día 1º de enero de 2022 por pagos fuera de término por los conceptos 
de Tasa Nacional de Fiscalización del Transporte, Multas, Convenios de Pago y cualquier otro para 
el cual correspondiere su aplicación, considerando adecuado la extensión del plazo de vigencia de 
la citada Resolución N° 187/20 del MINISTERIO DE TRANSPORTE. 
 
Que por lo expuesto precedentemente, la DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE AUTOMOTOR 
DE PASAJEROS propició actualizar al 31 de mayo de 2022 el plazo previsto en el artículo 1° de la 
citada Resolución N° 187/20 del MINISTERIO DE TRANSPORTE, lo que concluyó con el dictado de la 
Resolución N° 500 de fecha 28 de diciembre de 2021 del MINISTERIO DE TRANSPORTE, a través de 
la que se determinaron los nuevos montos de la Tasa Nacional de Fiscalización del Transporte y se 
prorrogaron las facilidades otorgadas por las mencionadas resoluciones. 
 
Que luego, las cámaras representativas de las empresas del transporte automotor interurbano de 
pasajeros de jurisdicción nacional ASOCIACIÓN ARGENTINA DE EMPRESARIOS DEL TRANSPORTE 
AUTOMOTOR (AAETA), CÁMARA EMPRESARIA DEL AUTOTRANSPORTE DE PASAJEROS (CEAP) y 
CÁMARA EMPRESARIA DE AUTOTRANSPORTE DE PASAJEROS (C.E.A.P.), realizaron una nueva 
presentación, identificada mediante registro N° RE-2022-49437835-APN- DGDYD#JGM de fecha 17 
de mayo de 2022, del sistema de Gestión Documental Electrónica (GDE), solicitando una nueva 
extensión de las facilidades previstas en la Resolución N° 500 de fecha 28 de diciembre de 2021 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE. 
 
Que, en virtud de ello, la DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS por 
conducto del Informe N° IF-2022-51443472-APN-DNTAP#MTR, entendió que resultaba atendible 
lo peticionado y propició actualizar al 30 de septiembre de 2022 el plazo previsto en el artículo 1° 
de la citada Resolución N° 187/20, modificada en último término por la Resolución N° 500/21, 
ambas del MINISTERIO DE TRANSPORTE, dictándose en consecuencia la Resolución Nº 318 de 
fecha 27 de mayo de 2022 del MINISTERIO DE TRANSPORTE. 
 
Que posteriormente, por medio de la presentación efectuada bajo el Registro N° RE-2022-
95082341-APN-DGDYD#JGM de fecha 9 de septiembre de 2022, del sistema de Gestión 
Documental Electrónica (GDE), la ASOCIACIÓN ARGENTINA DE EMPRESARIOS DEL TRANSPORTE 
AUTOMOTOR (A.A.E.T.A.), la CÁMARA ARGENTINA DE TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS 
(C.A.T.A.P.) y la CÁMARA EMPRESARIA DE AUTOTRANSPORTE DE PASAJEROS (C.E.A.P.), solicitaron 
la prórroga de las condiciones establecidas por la Resolución 187/2020 y sus modificatorias. 
 



 

Que debido a lo anteriormente mencionado, tomó intervención la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS dependiente de la SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE 
AUTOMOTOR de la SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE TRANSPORTE a 
través del Informe N° IF-2022-99249335-APN-DNTAP#MTR destacando que: “(...) dado que aún el 
incremento de actividad no ha llegado a impactar del todo en la demanda de los servicios en 
cuestión, resultaría conveniente en esta instancia ampliar el plazo previsto en el artículo 1° de la 
Resolución N° 187/20 del MINISTERIO DE TRANSPORTE hasta el día 31 de diciembre de 2022, 
atento a la necesidad de continuar con las medidas de acompañamiento al sector, en pos de 
tutelar la conectividad nacional y las fuentes laborales”. 
 
Que, en dicho contexto, la citada DIRECCIÓN NACIONAL indicó que “... atendiendo al impacto 
generado en el sector del transporte interurbano de pasajeros de jurisdicción nacional por las 
restricciones a la circulación, adoptadas como medidas de prevención de la propagación del 
COVID-19, se han producido modificaciones sustanciales en la demanda registrada de los servicios 
que han generado distorsiones en la retribución tanto de los servicios como de las terminales de 
ómnibus de todo el país, los que por otro lado debieron afrontar un proceso de reestructuración a 
fin de sostener las fuentes laborales e implementar las mejoras de infraestructura, de 
aprovisionamiento y tecnológicas necesarias para la instrumentación de los protocolos sanitarios 
correspondientes, lo que innegablemente ha redundado en mayores costos de explotación y 
gestión.” 
 
Que, asimismo, la referida DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE DE PASAJEROS expuso que la 
prórroga propiciada permitirá continuar con las medidas de asistencia durante el período de 
emergencia sanitaria prevista en el Decreto N° 867/2021. 
 
Que, en razón de lo expuesto, y considerando lo solicitado por las cámaras representativas del 
sector, la medida resulta conducente a efectos de viabilizar la prosecución de trámites 
administrativos por parte de las empresas que, al momento de realizarlos, tengan deudas 
pendientes para con la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE y la AGENCIA 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS dependiente de la 
SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE AUTOMOTOR de la SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE tomó intervención mediante el Informe N° IF-2022-99249335-
APN-DNTAP#MTR de fecha 19 de septiembre de 2022 en el que señaló que resulta necesario 
tomar en cuenta los reclamos recibidos y proceder a la adopción de medidas que contemplen la 
continuidad de las fuentes laborales y amortigüen los efectos de las medidas sanitarias. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN NORMATIVA DE TRANSPORTE dependiente de la 
SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE TRANSPORTE señaló que la medida 
propiciada se encuentra sustentada en los informes obrantes en autos y en la normativa allí 
detallada. 
 



 

Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE AUTOMOTOR DE PASAJEROS dependiente de la 
SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE AUTOMOTOR de la SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE 
del MINISTERIO DE TRANSPORTE ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE AUTOMOTOR dependiente de la SECRETARÍA DE 
GESTIÓN DE TRANSPORTE ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN NORMATIVA DE TRANSPORTE dependiente de la 
SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE TRANSPORTE ha tomado la 
intervención de su competencia. 
 
Que la SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE TRANSPORTE ha tomado la 
intervención de su competencia. 
 
Que la DIRECCIÓN DE DICTÁMENES dependiente de la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 
JURÍDICOS de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE TRANSPORTE 
ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley N° 17.233, 
modificada por sus similares N° 21.398, N° 22.139 y N° 24.378, y por lo dispuesto en el artículo 21 
de la Ley de Ministerios N° 22.520 (T.O. Decreto N° 438/92). 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRANSPORTE 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el artículo 1° de la Resolución N° 187 de fecha 21 de agosto de 2020, 
modificada en último término por el artículo 1° de la Resolución N° 318 de fecha 27 de mayo de 
2022, ambas del MINISTERIO DE TRANSPORTE, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 1°.- Establécese que la falta de pago a su vencimiento de la Tasa Nacional de 
Fiscalización del Transporte, incluidos los recargos establecidos por el artículo 7° de la Ley N° 
17.233; la falta de pago de las obligaciones tributarias y previsionales exigidas por la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP); y la falta de pago de multas impuestas 
por la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE (CNRT), cuyos vencimientos hayan 
operado desde la entrada en vigencia del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 297 de fecha 19 de 
marzo de 2020 y hasta el día 31 de diciembre de 2022, no serán óbice para el inicio y/o la 
continuación de los trámites ya existentes en el ámbito del MINISTERIO DE TRANSPORTE ni para la 
percepción de compensaciones tarifarias y/o el cupo de gasoil a precio diferencial, liquidados por 
el mismo”. 
 



 

ARTÍCULO 2°.- Sustitúyese el artículo 3° de la Resolución N° 187 de fecha 21 de agosto de 2020, 
modificada en último término por el artículo 2° de la Resolución N° 318 de fecha 27 de mayo de 
2022, ambas del MINISTERIO DE TRANSPORTE, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 3°.- Suspéndese, desde la entrada en vigencia del Decreto N° 297 de fecha 19 de marzo 
de 2020 y hasta 31 de diciembre de 2022, el cobro de los recargos establecidos en el artículo 7° de 
la Ley N° 17.233”. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese a la SECRETARÍA DE GESTIÓN DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE 
TRANSPORTE, a la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE, organismo 
descentralizado actuante en el ámbito jurisdiccional del MINISTERIO DE TRANSPORTE, y a las 
entidades representativas que agrupan a las empresas de autotransporte público de pasajeros. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Alexis Raúl Guerrera 
e. 03/10/2022 N° 78868/22 v. 03/10/2022 
 

Resolución 6/2022 

RESOL-2022-6-APN-INCAA#MC 
Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2022 
 
VISTO el EX-2021-02938391-APN-GCYCG#INCAA del Registro del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y 
ARTES AUDIOVISUALES, las Leyes 17.741 (t.o. 2001) y 27.541, los Decretos N° 1536 de fecha 20 de 
agosto de 2002, Nº 90 de fecha 20 de enero de 2020, Nº 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y su 
modificatorio, Nº 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y complementarios, N° 679, de fecha 30 de 
septiembre de 2021 y las Resoluciones INCAA N° 1, de fecha 2 de enero de 2017, y sus 
modificatorias, , Nº 1565-E de fecha 6 de diciembre de 2017, N° 1109-E de fecha 18 de julio de 
2018 y N° 86-E de fecha 19 de enero de 2021, N° 533, de fecha 15 de mayo de 2021, y su 
modificatoria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 17.741 (t.o. 2001) y sus modificatorias, estableció que el INSTITUTO NACIONAL DE 
CINE Y ARTES AUDIOVISUALES (INCAA), ente público no estatal en el ámbito del MINISTERIO DE 
CULTURA DE LA NACIÓN, tiene a su cargo el fomento y la regulación de la actividad 
cinematográfica en todo el territorio de la República. 
 



 

Que por la Ley Nacional N° 27.541 se estableció la emergencia pública en materia económica, 
financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, hasta el día 31 
de diciembre de 2020, ampliada por el Poder Ejecutivo Nacional, a través del Decreto N° 260/2020 
y su modificatorio, por un período de UN (1) año, debido a la pandemia declarada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el nuevo Coronavirus (COVID-19). 
 
Que este contexto, el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES adoptó medidas 
que permitieron fortalecer la industria audiovisual y brindaron herramientas rápidas para dotar de 
recursos a un sector que requiere del sostenimiento de políticas públicas, creando el FONDO DE 
ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES, por Resolución INCAA N° 86/2021, aplicable a 
películas en condiciones de iniciar preproducción y rodaje durante el primer semestre del año, 
ampliado por la Resolución INCAA N° 533/2021, y su modificatoria, para las películas que estuviera 
en condiciones de iniciar pre-producción y/o rodaje durante el segundo semestre de 2021, en 
virtud de lo dispuesto en el inciso c) del artículo 24 de la Ley 17.741 (t.o. 2001). 
 
Que, a la fecha, siguen existiendo limitaciones para el normal desarrollo de las tareas de pre-
producción y rodaje de las películas por aplicación de las diferentes normas dictadas por el Poder 
Ejecutivo Nacional, vinculadas a la emergencia sanitaria y a las medidas generales de prevención, 
en particular a lo referido al cumplimiento del Protocolo General para la Prevención del Covid 19 
aprobado por el Ministerio de Cultura de la Nación. 
 
Que, por ello, se considera oportuno prorrrogar el FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN 
DE RODAJES destinado a la producción cinematográfica que se concrete entre el 1° de enero y el 
30 de junio de 2022. 
 
Que la Subgerencia de Fomento a la Producción Audiovisual, la Subgerencia de Administración y 
Finanzas, la Gerencia de Coordinación y Control, la Gerencia General y la Gerencia de Asuntos 
Jurídicos han tomado la intervención que les compete. 
 
Que la facultad para el dictado de la presente Resolución surge de la Ley Nº 17.741 (t.o.2001) y sus 
modificatorias, y los Decretos N° 1536/2002 y N° 90/2020. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DEL INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrogar el FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES, destinado 
a la producción de películas nacionales que estén en condiciones de iniciar la preproducción y/o 
rodaje entre el 1° de enero y el 30 de junio de 2022. La asistencia consistirá en otorgar a los/as 
productores/as, que requieran esta ayuda financiera, un adelanto a cuenta de subsidios, que será 
descontado de las que le correspondiera percibir a la película, para su compensación. Esta 
asistencia no aplicará en los casos de exclusión previstos en el artículo 3° del Anexo I. 
 



 

ARTÍCULO 2°.- El fondo estará integrado con recursos propios del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y 
ARTES AUDIOVISUALES por hasta la suma de PESOS SETECIENTOS MILLONES ($ 700.000.000,.). 
 
ARTÍCULO 3°.- Es condición para acceder a este Fondo ser productor/a presentante de una película 
nacional declarada de interés, en los términos de la Resolución INCAA N.º 1/2017, y sus 
modificatorias, o haber ganado concursos o convocatorias, incluyendo los concursos Incubadora, 
cuyos premios, a la fecha de la solicitud, no se hubieran hecho efectivos, debiendo renunciar en 
forma expresa a la percepción de dichos aportes o premios del INCAA, conforme lo establece el 
Anexo I de la presente Resolución. No podrán ser considerados los proyectos que hubiesen 
percibido anticipos u otros aportes, ni quienes tengan obligaciones en mora con el INCAA. 
 
ARTÍCULO 4°.- El anticipo de subsidio se liquidará en DOS (2) cuotas iguales, la primera al inicio de 
la preproducción y la segunda al inicio de rodaje, y el monto máximo no podrá superar el 
CINCUENTA POR CIENTO (50%) del presupuesto aprobado por el INCAA, o los siguientes topes: 
 
a) Películas nacionales de Animación: hasta la suma de PESOS DIEZ Y OCHO MILLONES ($ 
18.000.000.-) 
b) Películas nacionales de ficción: hasta la suma de PESOS QUINCE MILLONES ($ 15.000.000.-) 
c) Películas nacionales de género documental: hasta la suma de PESOS OCHO MILLONES ($ 
8.000.000.-) 
 
A los proyectos participantes de los concursos de Incubadora se le aplicará el tope fijado en el 
inciso c) 
 
En caso de incumplimiento de la operatoria general de la presente resolución y/o si el/los 
productor/es signatario/s del acuerdo de participación en el FONDO DE ASISTENCIA PARA LA 
REACTIVACIÓN DE RODAJES que, a los DIEZ Y OCHO (18) meses de percibidas las sumas del fondo, 
no hubieran concluido los trámites para la percepción de subsidios, se aplicarán las condiciones 
y/o sanciones fijadas en el contrato suscripto entre las partes y en el Anexo I. 
 
ARTÍCULO 5°.- Para acceder al pago, el/los productor/es deberá/n: 
 
1. Acreditar el inicio de la preproducción o el rodaje, en las fechas declaradas en la presentación. 
2. Acompañar la totalidad de la documentación relativa a las altas tempranas y los contratos del 
personal técnico y artístico correspondientes, precisando la fecha de inicio y finalización de tareas 
laborales de la totalidad del personal contratado en las dos etapas. Esta documentación será 
considerada en la rendición de costos. 
3. Cumplir con los requisitos establecidos en el Anexo I. 
 
ARTÍCULO 6°.- Se recomienda que en la conformación de los equipos técnicos se contemple una 
representación plural e igualitaria de género. 
 



 

ARTÍCULO 7°.- Establecer que cada empresa productora y cada productor/a podrá requerir los 
fondos de asistencia, exclusivamente, en un sólo proyecto en el presente fondo. Sólo se permitirá 
el acceso a un adelanto por productora y para ser aplicado a un único proyecto, no pudiendo 
requerirse una nueva participación en este fondo. Tampoco se aceptará la presentación 
simultánea de proyectos que propongan en las mismas fechas y etapas los mismos integrantes de 
los equipos técnicos o del elenco artístico principal. 
 
ARTÍCULO 8°.- Aprobar el régimen de operatoria general para el otorgamiento de ayudas 
financieras para la producción de largometrajes nacionales de ficción, animación y/o documental 
que como Anexo I, identificado con número de GEDO: IF-2021-125753708-APN-GFIA#INCAA, 
forma parte de la presente Resolución. 
 
ARTICULO 9º.- Aprobar la solicitud de participación y el modelo de acuerdo de participación en el 
fondo de asistencia para la reactivación de rodajes que constan como Anexo II, identificado con 
número de GEDO: IF2021125754625-APN-GFIA#INCAA y Anexo III, identificado con número de 
GEDO: IF-2021-125754531-APNGFIA#INCAA de la presente Resolución y que integran la misma. 
 
ARTICULO 10. - Determinar que la presente Resolución entrará en vigor el día 1° de enero de 2022. 
 
ARTICULO 11.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Luis Adalberto Puenzo 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 05/01/2022 N° 245/22 v. 05/01/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: AnexoI, AnexoII, AnexoIII) 

 

Resolución 99/2022 

 
RESOL-2022-99-APN-INCAA#MC 
Ciudad de Buenos Aires, 28/01/2022 
 
VISTO el EX-2021-02938391-APN-GCYCG#INCAA del Registro del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y 
ARTES AUDIOVISUALES, las Leyes 17.741 (t.o. 2001) y 27.541, los Decretos N° 1536 de fecha 20 de 
agosto de 2002 y Nº 90 de fecha 20 de enero de 2020 y las Resoluciones INCAA N° 86-E de fecha 
19 de enero de 2021, N° 533-E de fecha 15 de mayo de 2021, y su modificatoria, y N° 6-E de fecha 
4 de enero de 2022, y; 
 
CONSIDERANDO: 



 

 
Que con fecha 17 de enero de 2022, ACERVO, Asociación de Productores de la Cultura Audiovisual, 
APIMA, Asociación de Productores Independientes de Medios Audiovisuales, CAPPA, Cámara 
Argentina de Pequeños Productores Audiovisuales, APRI, Asociación de Productores y Realizadores 
Independientes, APROCINEMA, Asociación Argentina de Productores de Cine y Medios 
Audiovisuales y CAPAC, Cámara de Productoras Audiovisuales de la Provincia de Córdoba, 
presentaron conjuntamente un recurso de reconsideración con jerárquico en subsidio, específica y 
solamente contra el inciso 4 del artículo 2° del Anexo I y la parte final del Artículo 7° de la 
Resolución INCAA N° 6-E/2022. 
 
Que, asimismo, el Consejo Asesor en su Reunión del día 26 de enero de 2022, manifestó su 
rechazo con relación al inciso 4 del artículo 2° del Anexo I y la parte final del Artículo 7° de la 
Resolución INCAA N° 6-E/2022. 
 
Que la normativa impugnada se limita a reglamentar la tercera implementación semestral del 
FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES creado por Resolución INCAA N° 86-
E/2021 y prorrogado por Resolución INCAA N° 533-E/2021 y sus modificatorias, que hasta la fecha 
han constituido en la práctica TRES (3) fondos sucesivos destinados a anticipar subsidios a las 
películas que se encuentren en condiciones de iniciar preproducción o rodajes en períodos 
determinados, en virtud de lo dispuesto en el inciso c) del artículo 24 de la Ley 17.741 (t.o. 2001). 
 
Que la aplicación de estas medidas ayudó a fortalecer la industria con celeridad y eficacia y brindó 
recursos a los sectores que más apoyo necesitan de las políticas públicas, representadas por 
CIENTO TREINTA Y CINCO (135) trámites aprobados a la fecha para el inicio de rodajes y CIENTO 
DOCE (112) rodajes informados, de ficción, animación y documentales en 2021. 
 
Que se trata de medidas de emergencia específicas que no derogan ni se oponen a las restantes 
medidas de Fomento del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES ni limitan el 
pleno ejercicio de las libertades de decisión y acción de las / los productoras / es de cine ni afectan 
derechos adquiridos o a adquirir según las resoluciones vigentes. 
 
Que sin embargo, entre los motivos esgrimidos para solicitar la revocación del inciso 4 del artículo 
2° del Anexo I y de la parte final del Artículo 7° de la Resolución INCAA N° 6-E/2022 de entre los 
requisitos para aplicar al FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES, las 
entidades firmantes afirman que dicha normativa ocultaría intenciones de instaurar la censura y 
violentar el orden institucional creado por la Ley de Cine, afectando la institucionalidad del 
Instituto, violando los derechos de autor y poniendo en peligro la libertad de expresión, la 
propiedad intelectual, la Ley 17.741 y sus modificatorias, más otras leyes conexas, además de 
desconocer la Constitución Nacional y diversos tratados internacionales. 
 
Que existen numerosos ejemplos de reglamentaciones nacionales e internacionales similares a las 
aplicadas por el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES. El reconocido fondo 
IBERMEDIA, por ejemplo, establece que: 



 

 
1.1 Los coproductores deben someter a IBERMEDIA para su aprobación previa todo documento 
que tenga como consecuencia la modificación del montaje artístico, técnico, jurídico y financiero 
del proyecto aprobado por el Comité Intergubernamental. 
 
1.2 Toda modificación sustancial de la estructura artística o financiera del proyecto deberá ser 
aprobada por la Unidad Técnica. 
 
Que tomando en consideración las difíciles circunstancias que atraviesa el país más la afectación 
de dinero público a un fondo de asistencia económica y temporalmente acotado, el INSTITUTO 
NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES ha determinado requisitos adicionales a los de la 
normativa general, como la real participación del productor ejecutivo, de otros responsables de 
los equipos técnicos y de los protagonistas, libremente propuestos por las/os productoras/es. 
 
Que si bien el Comité de Películas Terminadas debe atender a los cambios efectuados en relación 
al proyecto presentado al momento de la clasificación final de la película, las modificaciones 
previamente ocurridas, con posterioridad a la evaluación y calificación del proyecto por el Comité 
de Selección, no pueden ser ignoradas hasta entonces. 
 
Que en el inciso 4 del artículo 2° del Anexo I de la Resolución INCAA N° 6-E/2022 la Gerencia de 
Fortalecimiento de la Industria Audiovisual planteó una respuesta rápida y eficaz a las eventuales 
solicitudes de cambios que pudieran solicitar las/los responsables de los proyectos ya tratados por 
los Comités de Selección, sin injerencia alguna del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 
AUDIOVISUALES en decisiones que están fuera de su competencia. 
 
Que las entidades firmantes también solicitan la revocación de “la parte final” del Artículo 7 de la 
Resolución INCAA N° 6-E/2022 (RESOL-2022- 6-APN-INCAA#MC), posiblemente la referida a “la 
presentación simultánea de proyectos que propongan en las mismas fechas y etapas los mismos 
integrantes de los equipos técnicos o del elenco artístico principal”, cuyo sentido es asistir al 
mayor número posible de empresas, productoras, productores, técnicas, técnicos, actrices y 
actores. 
 
Que pese a la diferencia de criterios se considera razonable revisar las respuestas del INSTITUTO 
NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES a las modificaciones de proyectos después de 
evaluados y calificados por los Comités de Selección, a adhesiones al fondo por productoras/es de 
más de un proyecto o a planes de producción que incluyan a los mismos integrantes en los 
equipos técnicos o en el elenco principal, en fechas superpuestas. 
 
Que las entidades firmantes han manifestado su acuerdo con el resto de la norma cuestionada. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención que le compete. 
 



 

Que la facultad para el dictado de la presente Resolución surge de la Ley 17.741 (t.o. 2001), y sus 
modificatorias, y los Decretos N° 1536/2002 y N° 90/2020. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DEL INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Hacer lugar al recurso de reconsideración con jerárquico en subsidio contra el inciso 
4 del artículo 2° del Anexo I y la parte final del Artículo 7° de la Resolución INCAA N° 6-E/2022, 
presentado por ACERVO, Asociación de Productores de la Cultura Audiovisual, APIMA, Asociación 
de Productores Independientes de Medios Audiovisuales, CAPPA, Cámara Argentina de Pequeños 
Productores Audiovisuales, APRI, Asociación de Productores y Realizadores Independientes, 
APROCINEMA, Asociación Argentina de Productores de Cine y Medios Audiovisuales y CAPAC, 
Cámara de Productoras Audiovisuales de la Provincia de Córdoba. 
 
ARTÍCULO 2°.- Tomar conocimiento del rechazo manifestado por el Consejo Asesor en su Reunión 
del día 26 de enero de 2022 en relación al inciso 4 del artículo 2° del Anexo I y la parte final del 
Artículo 7° de la Resolución INCAA N° 6-E/2022. 
 
ARTÍCULO 3°.- Reemplazar el inciso 4 del artículo 2° del Anexo I de la Resolución INCAA N° 6-
E/2022 por el texto siguiente: “Si en fecha previa al inicio del rodaje de proyectos adheridos al 
FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES sus responsables requirieran el 
reemplazo de técnicas/os o protagonistas presentadas/os, podrán solicitar la re-calificación del 
proyecto por el Comité de Selección respectivo, o por un nuevo comité si el anterior ya no 
estuviera constituido, volviendo a presentar un nuevo equipo o elenco. También podrán optar, a 
su sola decisión, por la alternativa de sustituir dichas contrataciones por otras a su criterio 
equivalentes, dejando sentadas ante el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES las 
razones y fundamentos de los reemplazos y las tratativas homologadas a través de los respectivos 
sindicatos”. 
 
ARTÍCULO 4°.- Eliminar “la parte final” del Artículo 7° de la Resolución INCAA N° 6-E/2022, vale 
decir, el párrafo que dice: “Tampoco se aceptará la presentación simultánea de proyectos que 
propongan en las mismas fechas y etapas los mismos integrantes de los equipos técnicos o del 
elenco artístico principal”. De manera que el citado Artículo 7° de la Resolución INCAA N° 6-E/2022 
quedará limitado al siguiente texto. “Establécese que cada empresa productora y cada 
productor/a podrá requerir los fondos de asistencia, exclusivamente, en un solo proyecto en el 
presente fondo. Sólo se permitirá el acceso a un adelanto por productora y para ser aplicado a un 
único proyecto, no pudiendo requerirse una nueva participación en este fondo”. 
 
ARTÍCULO 5°.- Incorporar como Artículo 7° bis a la Resolución INCAA N° 6-E/2022, el siguiente 
texto : Una vez transcurrido el primer trimestre del año 2022, las empresas productoras y cada 
productor/a podrán requerir fondos de asistencia para un segundo proyecto en el marco del 



 

presente fondo, sujeto a la prioridad de los proyectos presentados o que se presenten dando 
cumplimiento a lo establecido en el Artículo 7° de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 6°.- Establecer que la presente Resolución entrará en vigencia a partir de su publicación 
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 7°.- Regístrese, notifiquese, comuníquese, publíquese, DESE A LA DIRECCIÓN NACIONAL 
DEL REGISTRO OFICIAL y oportunamente archívese. 
 
Luis Adalberto Puenzo 
e. 31/01/2022 N° 3434/22 v. 31/01/2022 
 

Resolución 497/2022 

RESOL-2022-497-APN-INCAA#MC 
Ciudad de Buenos Aires, 12/05/2022 
 
VISTO el EX-2021-02938391- -APN-GCYCG#INCAA del Registro del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y 
ARTES AUDIOVISUALES, las Leyes N.º 17.741 (t.o. 2001) y N.º 27.541, los Decretos N° 1536 de 
fecha 20 de agosto de 2002, Nº 90 de fecha 20 de enero de 2020 y N° 183 de fecha 12 de abril de 
2022, y las Resoluciones INCAA N° 1 de fecha 2 de enero de 2017 y sus modificatorias, Nº 1565-E 
de fecha 6 de diciembre de 2017, N° 1109-E de fecha 18 de julio de 2018, N° 86-E de fecha 19 de 
enero de 2021, N° 533-E de fecha 15 de mayo de 2021, y su modificatoria, y N° 6-E de fecha 4 de 
enero de 2022 y sus modificatorias, y; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 17.741 (t.o. 2001) y sus modificatorias, estableció que el INSTITUTO NACIONAL DE 
CINE Y ARTES AUDIOVISUALES (INCAA), ente público no estatal en el ámbito del MINISTERIO DE 
CULTURA DE LA NACIÓN, tiene a su cargo el fomento y la regulación de la actividad 
cinematográfica en todo el territorio de la República. 
 
Que por la Ley Nacional N° 27.541 se estableció la emergencia pública en materia económica, 
financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, hasta el día 31 
de diciembre de 2020, ampliada por el Poder Ejecutivo Nacional, a través del Decreto N° 260/2020 
y su modificatorio, por un período de UN (1) año, debido a la pandemia declarada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el nuevo Coronavirus (COVID-19). 
 
Que en este contexto, el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES adoptó medidas 
que permitieron fortalecer la industria audiovisual y brindaron herramientas rápidas para dotar de 
recursos a un sector que requiere del sostenimiento de políticas públicas, creando el FONDO DE 
ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES, por Resolución INCAA N° 86-E/2021, aplicable a 
películas en condiciones de iniciar preproducción y rodaje durante el primer semestre del año, 



 

ampliado por la Resolución INCAA N° 533-E/2021, y su modificatoria, para las películas que 
estuvieran en condiciones de iniciar preproducción y/o rodaje durante el segundo semestre de 
2021, en virtud de lo dispuesto en el inciso c) del artículo 24 de la Ley 17.741 (t.o. 2001). 
 
Que por Resolución INCAA N° 6-E/2022, y sus modificatorias, se prorrogó el citado fondo 
destinado a las películas nacionales que estuvieran en condiciones de iniciar preproducción y/o 
rodaje entre el 1° de enero de 2022 y el 30 de junio de 2022. 
 
Que como consecuencia del apoyo concedido, más de 30 películas se encuentran en diferentes 
etapas de producción. 
 
Que, por ello, se considera oportuno prorrogar el FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN 
DE RODAJES destinado a la producción del segundo semestre de 2022. 
 
Que la Gerencia de Coordinación y Control de Gestión, la Gerencia de Asuntos Jurídicos, la 
Subgerencia de Fomento a la Producción Audiovisual y la Subgerencia de Administración y 
Finanzas han tomado la intervención que les compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley Nº 17.741 (t.o.2001) 
y sus modificatorias, y los Decretos N° 1536/2002, N° 90/2020 y Nº 183/2022. 
 
Por ello, 
EL VICEPRESIDENTE A/C DE LA PRESIDENCIA DEL INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 
AUDIOVISUALES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrogar el FONDO DE ASISTENCIA PARA LA REACTIVACIÓN DE RODAJES, destinado 
a la producción de películas nacionales que estén en condiciones de iniciar la preproducción y/o el 
rodaje entre el 1° de julio de 2022 y el 31 de diciembre de 2022. 
 
 
ARTÍCULO 2°.- El fondo prorrogado en el artículo 1° estará integrado con recursos propios del 
INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES por hasta la suma de PESOS 
OCHOCIENTOS MILLONES ($800.000.000.-). 
 
ARTÍCULO 3°.- Aprobar el Régimen de operatoria general para el otorgamiento de ayudas 
financieras para la producción de largometrajes nacionales de ficción, animación y/o documental 
que como Anexo I, identificado con número de GEDO: IF-2022-43579692--APN-GFIA#INCAA, forma 
parte integrante de la presente Resolución. 
 
ARTICULO 4º.- Aprobar la Solicitud de participación y el modelo de acuerdo de participación en el 
fondo de asistencia para la reactivación de rodajes que como Anexo II, identificado con número de 
GEDO: IF-2022-43579909- -APN-GFIA#INCAA, forma parte integrante de la presente Resolución. 



 

 
ARTÍCULO 5°.- Es condición para acceder a este Fondo ser productor/a presentante de una película 
nacional declarada de interés, en los términos de la Resolución INCAA Nº 1/2017, y sus 
modificatorias, o haber ganado concursos o convocatorias, cuyos premios, a la fecha de la 
solicitud, no se hubieran hecho efectivos, debiendo renunciar en forma expresa a la percepción de 
dichos aportes o premios del INCAA, conforme lo establece el Anexo I de la presente Resolución. 
No podrán ser considerados los proyectos que hubiesen percibido anticipos u otros aportes, ni 
quienes tengan obligaciones en mora con el INCAA. 
 
ARTICULO 6°.- Podrán participar en el presente fondo, los proyectos de animación que no hayan 
comenzado la postproducción y que no hayan recibido ningún tipo de anticipo de subsidio. En el 
caso que hubieran recibido financiación por parte del INCAA en concepto de créditos entre los 
años 2016 a 2018 inclusive, deberán renunciar al crédito correspondiente en forma expresa y 
adherir a las condiciones del presente Fondo. 
 
La asistencia consistirá en otorgar a los/as productores/as, un adelanto a cuenta de subsidios, que 
será descontado de los importes que le correspondieran percibir a la película, para su 
compensación. Esta asistencia no aplicará en los casos de exclusión previstos en el artículo 3° del 
Anexo I. 
 
ARTÍCULO 7°.- El anticipo de subsidio se liquidará en DOS (2) cuotas iguales, la primera al inicio de 
la preproducción y la segunda al inicio de rodaje, y el monto máximo no podrá superar el 
CINCUENTA POR CIENTO (50%) del presupuesto aprobado por el INCAA, o los siguientes topes: 
 
1. Películas nacionales de Animación: hasta la suma de PESOS VEINTIDÓS MILLONES 
($22.000.000.-). 
2. Películas nacionales de ficción: hasta la suma de PESOS DIECIOCHO MILLONES ($18.000.000.-). 
3. Películas nacionales de género documental: hasta la suma de PESOS DIEZ MILLONES 
($10.000.000.-). 
 
En caso de incumplimiento de la operatoria general de la presente resolución y/o si el/los 
productor/es signatario/s del acuerdo de participación en el FONDO DE ASISTENCIA PARA LA 
REACTIVACIÓN DE RODAJES que, a los DIECIOCHO (18) meses de percibidas las sumas del fondo, 
no hubieran concluido los trámites para la percepción de subsidios, serán pasibles de las sanciones 
fijadas en el contrato suscripto entre las partes y en el Anexo I que se aprueba en este acto. 
 
ARTÍCULO 8°.- Para acceder al pago, el/los productor/es deberá/n: 
 
1. Cumplir con los requisitos establecidos en el Anexo I que se aprueba por la presente. 
2. Acreditar el inicio de la preproducción o del rodaje, en las fechas declaradas en la presentación. 
3. Acompañar la totalidad de la documentación relativa a las altas tempranas y los contratos del 
personal técnico y artístico correspondientes, precisando la fecha de inicio y finalización de tareas 



 

laborales de la totalidad del personal contratado en las dos etapas. Esta documentación será 
considerada en la rendición de costos. 
 
ARTÍCULO 9°.- Se recomienda que en la conformación de los equipos técnicos se contemple una 
representación plural e igualitaria de género. 
 
ARTÍCULO 10°.- Establecer que un/a productor/a podrá requerir la participación en el presente 
fondo para DOS (2) proyectos durante este periodo. 
 
ARTICULO 11°. - Determinar que la presente Resolución entrará en vigencia el día 1° de julio de 
2022. 
 
ARTICULO 12°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y oportunamente archívese. 
 
Nicolas Daniel Batlle 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 16/05/2022 N° 33800/22 v. 16/05/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 504/2022 

 
RESOL-2022-504-APN-INCAA#MC 
Ciudad de Buenos Aires, 13/05/2022 
 
VISTO el EX-2021-29270973- -APN-SGE#INCAA del Registro del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y 
ARTES AUDIOVISUALES, la Ley 17.741(t.o. 2001) y sus modificatorias, los Decreto Nº 1536 de fecha 
20 de agosto de 2002, Nº 90 de fecha 20 de enero de 2020 y N° 183 de fecha 12 de abril de 2022, y 
las Resoluciones INCAA N° 1 de fecha 2 de enero de 2017, y sus modificatorias, Nº 1102-E de fecha 
17 de julio de 2018, y sus modificatorias, y N.º 166-E de fecha 27 de marzo de 2020 y sus 
modificatorias, y; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley Nº 17.741 (t.o. 2001), y sus modificatorias, tiene como objetivos fundamentales el 
fomento y la regulación de la actividad cinematográfica en todo el territorio nacional. 
 
Que la actividad cinematográfica y audiovisual constituye un bien jurídico protegido en el artículo 
75, inciso 19, de la Constitución Nacional, mediante el cual se tutela la identidad y pluralidad 
cultural, el patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales. 
 



 

Que con motivo de la pandemia decretada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) 
como consecuencia del coronavirus COVID-19, y ante la imposibilidad de estrenar películas 
nacionales en salas cinematográficas, debido al cierre ordenado por el Gobierno Nacional por 
motivos sanitarios, el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES estableció, por 
Resolución INCAA N° 166-E/2020, un PROGRAMA DE ESTRENOS DURANTE LA EMERGENCIA 
SANITARIA, denominado JUEVES ESTRENO, utilizando sus pantallas públicas, la señal CINE.AR y la 
plataforma CINE.AR PLAY. 
 
Que las películas incluidas en este Programa tuvieron una buena repercusión, lo que constituye un 
paso fundamental en la formación de audiencias, objetivo primordial del INSTITUTO NACIONAL DE 
CINE Y ARTES AUDIOVISUALES. 
 
Que en 2021 y por aplicación de diferentes programas encarados por el INSTITUTO NACIONAL DE 
CINE Y ARTES AUDIOVISUALES para posibilitar la reactivación de rodaje de películas que, en su 
mayoría estarán disponbiles para su estreno durante el año 2022, se estima necesario 
implementar el PROGRAMA JUEVES ESTRENO, para que los largometrajes nacionales cuyos 
productores adhieran al citado Programa estrenen en forma simultánea en la señal CINE.AR, y 
salas cinematográficas disponibles en diferentes regiones del país, con repeticiones en la 
Plataforma CINE.AR PLAY. 
 
Que atento al importante incremento de casos de COVID-19 detectados recientemente, y en 
consecuencia de la incertidumbre que dicha situación presenta respecto a la apertura de las salas 
cinematográficas, se considera oportuno prorrogar el PROGRAMA JUEVES ESTRENO hasta fin de 
presente año. 
 
Que se estima procedente ofrecer, a aquellos productores que lo soliciten, programar la película 
en TRES (3) Espacios INCAA, seleccionados a criterio del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 
AUDIOVISUALES, a los fines de la acreditación de los requisitos para solicitar el pago del subsidio 
por otros medios de exhibición. 
 
Que la la Gerencia General, la Gerencia de Asuntos Jurídicos, la Subgerencia de Exhibición, la 
Subgerencia de Desarrollo Federal y la Subgerencia de Fomento a la Producción Audiovisual, han 
tomado intervención al respecto. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley Nº 17.741 (t.o. 
2001) y sus modificatorias, y en los Decretos Nº 1536/2002, Nº 90/2020 y N.º 183/2022. 
 
Por ello, 
EL VICEPRESIDENTE DEL INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrogar a partir del dictado del presente acto y hasta el 31 de diciembre de 2022, 
el PROGRAMA JUEVES ESTRENO, administrado por la Subgerencia de Exhibición y con la 



 

participación de la Subgerencia de Desarrollo Federal del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 
AUDIOVISUALES. 
 
ARTÍCULO 2°.- Aprobar el ANEXO I que obra identificado como IF-2022-48014405-APN-
SGE#INCAA, ANEXO II identificado con IF-2022-43170299—APN-SGE#INCAA, ANEXO III, 
identificado con IF-2022-42936389--APN-SGE#INCAA, y ANEXO IV, identificado con IF-2022-
44863065--APN-SGE#INCAA, los cuales forman parte integrante e inseparable de la presente 
Resolución. 
 
ARTÍCULO 3°.- Las películas que adhieran, o hubieran adherido con anterioridad y que no pudieron 
programarse por falta de espacios en la grilla, serán programadas en la señal CINE.AR TV y en TRES 
(3) Espacios INCAA en forma simultánea, y en la Plataforma CINE.AR PLAY 
 
ARTICULO 4°.- Considerar como requisito indispensable para la adhesión al PROGRAMA JUEVES 
ESTRENO, que las películas tengan derecho a la percepción de subsidios, que no hayan sido 
exhibidas públicamente en salas cinematográficas, excepto en festivales nacionales o 
internacionales, y que se encuentren inscriptas en el Calendario de Estrenos. 
 
ARTÍCULO 5°.- La solicitud para integrar el PROGRAMA JUEVES ESTRENO deberá ser iniciada por 
los/as productores/as de las películas nacionales que cumplan los requisitos establecidos en el 
Artículo 4° de la presente Resolución a través de la plataforma INCAA EN LINEA, acompañando la 
solicitud según el modelo obrante como Anexo I, cuya suscripción implicará la aceptación de la 
totalidad de las condiciones de la presente. 
 
ARTÍCULO 6°.- Los/as productores/as de las películas que opten por participar en el Programa 
JUEVES ESTRENO deberán presentar los materiales detallados en los Anexos II, III y IV, autorizando 
el uso promocional de estos materiales por parte del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 
AUDIOVISUALES. 
 
ARTÍCULO 7°.- La Subgerencia de Exhibición fijará las fechas de estreno, en función de la 
disponibilidad en CINE.AR y en CINE.AR PLAY y la Subgerencia de Desarrollo Federal deberá 
programar la película, en las mismas fechas, en salas de la red ESPACIOS INCAA, cuando se 
comprobara que la adhesión fue realizada en tiempo y forma. 
 
La fecha de programación será confirmada de manera fehaciente por la Subgerencia de Exhibición 
y la Coordinación de Espacios INCAA. 
 
ARTÍCULO 8°.- Los/as productores/as podrán optar, una vez finalizada la exhibición gratuita de la 
película en CINE.AR PLAY, por el modo transaccional (TVOD) en la plataforma, incluyendo la 
sección CINE.AR ESTRENOS, percibiendo, de corresponder, el subsidio por otras formas de 
exhibición variable. 
 



 

ARTÍCULO 9°.-Las películas que hubieran adherido al Programa en 2021 y que no pudieron 
programarse por falta de espacios en la grilla, serán programadas en 2022, y a los efectos de la 
acreditación para medios electrónicos serán consideradas como películas estrenadas en 2021. 
 
ARTÍCULO 10°.- Disponer que la presente Resolución quedará sujeta a disponibilidad 
presupuestaria. 
 
ARTÍCULO 11°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y oportunamente archívese. 
 
Nicolas Daniel Batlle 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 16/05/2022 N° 34230/22 v. 16/05/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 629/2022 

 
RESOL-2022-629-APN-INCAA#MC 
Ciudad de Buenos Aires, 06/06/2022 
 
VISTO el EX-2022 -29112950- -APN-GCYCG#INCAA del Registro del INSTITUTO NACIONAL DE CINE 
Y ARTES AUDIOVISUALES, las Leyes N° 17.741 (t.o. 2001) y N° 19.363; los Decretos N° 1536 de 
fecha 20 de agosto de 2002, N° 686 de fecha 3 de octubre de 2019, N° 90 de fecha 20 de enero de 
2020 y N° 183 de fecha 12 de abril de 2022 y; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 17.741 (t.o 2001) y sus modificatorias, establece que dentro de las atribuciones y 
deberes del Presidente del INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES se encuentran 
las de formular y ejecutar las medidas de fomento tendientes a desarrollar la cinematografía 
argentina y emplear todo medio necesario para el logro de este fin, como también acrecentar la 
difusión de esa actividad. 
 
Que el Decreto N° 686/2019 instituyó como Primero, Segundo y Tercer Premios, entre los 
adquirentes de Boletos Oficiales establecidos para el acceso a las salas cinematográficas, las sumas 
en pesos equivalentes al valor de CUATROCIENTOS QUINCE (415); DOSCIENTOS CUARENTA Y 
OCHO (248) y CIENTO SESENTA Y CINCO (165) respectivamente, de entradas de cine calculadas por 
el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES (INCAA). 
 



 

Que la participación de los Boletos Oficiales Cinematográficos en los Sorteos, contribuye con las 
tareas de control de taquilla, a los fines de cruzar la información de boletos vendidos con los 
declarados por los administrados. 
 
Que el artículo 4° del mencionado Decreto N° 686/19 establece que El INSTITUTO NACIONAL DE 
CINE Y ARTES AUDIOVISUALES se encuentra facultado para dictar las normas complementarias que 
fueren menester para la efectiva implementación de los sorteos, como así también realizar la 
difusión necesaria. 
 
Que en virtud de ello, se torna necesario establecer la periodicidad en la entrega de los premios y 
fijar las bases y condiciones para la realización de los Sorteos INCAA, de manera trimestral. 
 
Que atento la Emergencia Sanitaria ocasionada por el Covid-19, que provocó el cierre de las salas 
de cine durante 2020, las cuales comenzaron a reabrir de forma parcial y paulatina durante 2021, 
se considera oportuno incluir todos los Boletos Oficiales Cinematográficos pendientes 2020 y 2021 
en los Sorteos 2022. 
 
Que, por otra parte, resultó indispensable el desarrollo de una Página Web de diseño adaptable a 
distintos dispositivos para facilitar la participación de los espectadores, acompañando el avance de 
la tecnología, haciendo aún más federal el sorteo, facilitando los procesos y los tiempos de 
participación. 
 
Que la lista de ganadores de los diferentes Sorteos, se publicará en la Página Web del INSTITUTO 
NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES, y en cualquier otro medio que la Subgerencia de 
Fiscalización a la Industria Audiovisual disponga a esos efectos. 
 
Que la Subgerencia de Fiscalización a la Industria Audiovisual, la Gerencia de Asuntos Jurídicos y la 
Gerencia General han tomado debida intervención. 
 
Que las facultades para el dictado de la presente medida se encuentran comprendidas en la Ley N° 
17.741 (t.o. 2001) y sus modificatorias y en los Decretos N° 1536/2002, N° 90/2020 y N° 183/2022. 
 
Por ello, 
EL VICEPRESIDENTE A/C DE LA PRESIDENCIA DEL INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 
AUDIOVISUALES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Autorizar la realización, de manera trimestral, de los Sorteos INCAA de acuerdo a las 
pautas que se fijan en la presente, facultándose a la Subgerencia de Fiscalización a la Industria 
Audiovisual, a determinar el lugar, el día y la hora de su realización, arbitrando las medidas 
necesarias para ello, incluyendo la utilización de medios de comunicación y publicidad que estime 
conveniente para su correcta y efectiva difusión. 
 



 

ARTÍCULO 2º.- Aprobar las Bases y Condiciones para el Sorteo trimestral contenidas en el ANEXO 
identificado como IF-2022-29305291-APN-SGFIA#INCAA, que forma parte integrante e inseparable 
del presente acto. 
 
ARTÍCULO 3°.- Establecer que en cada uno de los Sorteos trimestrales se entregará UN PRIMER 
premio equivalente al valor de CUATROCIENTAS QUINCE (415) entradas; UN SEGUNDO premio 
equivalente al valor de DOSCIENTAS CUARENTA Y OCHO (248) entradas y UN TERCER premio 
equivalente al valor de CIENTO SESENTA Y CINCO (165) entradas. El valor de la entrada de cine es 
el que calcula el INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES (INCAA) y se publica en la 
Página Web. 
 
ARTÍCULO 4°.- Para participar en los sorteos, los espectadores deberán ingresar los datos de los 
Boletos Oficiales Cinematográficos en la Página Web sorteos.incaa.gob.ar. 
 
Sólo podrán participar los adquirentes de Boletos Oficiales Cinematográficos que hubieran 
abonado el Impuesto correspondiente al art. 24 inc b) Ley N° 17.741 (t.o. 2001). 
 
ARTÍCULO 5°.- La lista de ganadores en los diferentes Sorteos, se publicará en la Página Web del 
instituto: www.incaa.gov.ar, en el Portal Oficial de la Subgerencia de Fiscalización a la Industria 
Audiovisual http://fiscalizacion.incaa.gov.ar, y en cualquier otro medio que la Subgerencia de 
Fiscalización a la Industria Audiovisual disponga a esos efectos. 
 
ARTÍCULO 6°.- Las salas cinematográficas y demás lugares de exhibición, deberán proyectar, en 
forma previa a la exhibición de la película programada para cada función, el cortometraje que el 
INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES provea a sus efectos bajo recibo 
fehaciente, y en el cual se establecen los premios, las condiciones y el procedimiento para 
participar en los sorteos que realiza. 
 
También deberán mantener en boletería, junto a los precios de las localidades, el letrero 
informativo sobre el establecimiento de los premios, las condiciones y el procedimiento para 
participar en los sorteos. 
 
ARTICULO 7º.- Establecer como Disposición transitoria: Dado la poca participación, producto de los 
cierres sufridos por las salas exhibidoras, los Boletos Oficiales Cinematográficos ingresados 
durante los años 2020 y 2021, participarán en los Sorteos 2022. 
 
ARTÍCULO 8.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y oportunamente archívese. 
 
Nicolas Daniel Batlle 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 09/06/2022 N° 42452/22 v. 09/06/2022 



 

(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
 

Resolución 2/2022 

RESOL-2022-2-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 06/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-125760651- -APN-DDE#MTYD, la Ley Nacional de Turismo N° 
25.997 y sus modificatorias, el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 del 12 de marzo de 2020, 
prorrogado por su similar N° 867 del 23 de diciembre de 2021, sus modificatorios y 
complementarios, la Resolución N° 227 del 1° de julio de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES, la Disposición N° 16 del 4 de agosto de la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO 
ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 del 12 de marzo de 2020, prorrogado por su 
similar N° 867 del 23 de diciembre de 2021, sus modificatorios y complementarios, amplió la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por Ley N° 27.541, en virtud de la pandemia 
declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con la expansión del 
COVID-19, hasta el día 31 de diciembre de 2021. 
 
Que en el marco configurado por la pandemia, y con el fin de resguardar a la población de la 
exposición al virus y prevenir su propagación, fueron adoptadas distintas medidas desde el 
Gobierno Nacional, tendientes a limitar la circulación y el desarrollo de ciertas actividades. 
 
Que la merma de las actividades en general afectó de manera inmediata y aguda a todo el sector 
turístico, pero particularmente y con mayor severidad, a las personas con pequeños 
emprendimientos vinculados a este ámbito. 
 
Que, atento a ello, la Resolución N° 227 del 1° de julio de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES, creó el PROGRAMA DE AUXILIO PARA PRESTADORES TURÍSTICOS VI (APTUR VI), con el 
objeto de brindar asistencia a las personas humanas y jurídicas prestadoras de servicios turísticos, 
cuyas fuentes de ingresos se han visto afectadas con motivo de la emergencia pública en materia 
sanitaria. 
 
Que mediante la Disposición N° 16 del 4 de agosto de 2021 de la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO 
ESTRATÉGICO, se aprobó el listado de personas preseleccionadas del PROGRAMA DE AUXILIO 
PARA PRESTADORES TURÍSTICOS VI (APTUR VI). 
 
Que, si bien en el transcurso del corriente año comenzó a observarse una leve recuperación del 
sector, existen ciertos destinos y determinadas actividades que continúan en una situación crítica. 



 

 
Que forma parte del listado aprobado por la disposición mencionada “ut supra”, un universo de 
personas prestadoras de servicios turísticos en los principales centros urbanos, las cuales se 
encuentran entre las más perjudicados, debiéndose esto a distintos factores, por un lado, la 
estrecha vinculación de estas ciudades con el turismo de reuniones, segmento que se halla 
afectado en razón a los límites que deben cumplimentar los sitios con aglomeración de personas, 
siendo pertinente destacar que son destinos que dependen principalmente del turismo receptivo, 
que manifiesta una pronunciada reducción con respecto a los niveles anteriores a la pandemia, y 
se estima que esta situación persistirá, influyendo también el cambio de patrones de demanda de 
turistas, prefiriéndose el turismo en espacios abiertos y en destinos de naturaleza. 
 
Que, no obstante, los esfuerzos llevados adelante debido a la situación epidemiológica ocasionada 
por el coronavirus y sus consecuencias directas sobre la recuperación del sector turístico, es 
menester extender hasta el mes de febrero de 2022 el auxilio a las personas beneficiarias del 
programa “APTUR VI”, que desarrollan actividades vinculadas al turismo en los principales centros 
urbanos, y todavía ven afectado su ejercicio. 
 
Que la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO de esta Cartera ha intervenido en el ámbito 
de su competencia. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
de este Ministerio ha tomado intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades conferidas por el Artículo 23 nonies de 
la Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. por Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, la Ley Nacional 
de Turismo N° 25.997 y sus modificatorias, y el Decreto Nº 21 del 10 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrógase la asistencia prevista en la Resolución N° 227 del 1° de julio de 2021 del 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, hasta febrero de 2022, para las personas beneficiarias del 
programa “APTUR VI”, mencionadas en el Anexo al Artículo 2° de la presente medida. 
 
ARTÍCULO 2°.- Apruébase el listado de personas beneficiarias del programa “APTUR VI”, quienes 
prestan servicios turísticos en los principales centros urbanos, como así también las localidades 
vinculadas al turismo de reuniones que se encuentran entre las más afectadas, debido a los límites 
que deben cumplimentar los sitios con aglomeración de personas, que dependen principalmente 
del turismo receptivo, y que son perjudicadas por el cambio de patrones en la demanda de 
turistas, expuestas en el Anexo registrado bajo el código IF-2022-03190091-APN-DNCEITU#MTYD, 
por lo manifestado en los considerandos de la presente medida. 
 



 

(Artículo rectificado por art. 1° de la Resolución N° 7/2022 del Ministerio de Turismo y Deportes 
B.O. 14/01/2022) 
 
ARTÍCULO 3°.- Facúltase a la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES a ampliar el listado de personas y localidades determinadas en el Artículo 
2° de la presente medida. 
 
ARTÍCULO 4°.- Notifíquese a las personas preseleccionadas en el Anexo al Artículo 2° de la 
presente medida, según los términos del punto 7° del Reglamento del PROGRAMA DE AUXILIO 
PARA PRESTADORES TURÍSTICOS VI (APTUR VI), para que en el plazo de QUINCE (15) días corridos 
finalicen y aprueben el curso de capacitación del Programa de Formación Virtual (PFV) que lleva 
adelante el MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
(Artículo rectificado por art. 2° de la Resolución N° 7/2022 del Ministerio de Turismo y Deportes 
B.O. 14/01/2022) 
Matías Lammens 
e. 14/01/2022 N° 1385/22 v. 14/01/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
(Anexo rectificado por art. 1° de la Resolución N° 7/2022 del Ministerio de Turismo y Deportes 
B.O. 14/01/2022) 
 

Resolución 7/2022 

 
RESOL-2022-7-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 12/01/2022 
VISTO el Expediente N° EX-2021-125760651- -APN-DDE#MTYD, las Resoluciones Nros. 227 del 1° 
de julio de 2021 y 2 del 6 de enero de 2022, ambas del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Resolución N° 227/21 del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, creó el PROGRAMA DE 
AUXILIO PARA PRESTADORES TURÍSTICOS VI (APTUR VI), con el objeto de brindar asistencia a las 
personas humanas y jurídicas prestadoras de servicios turísticos, cuyas fuentes de ingresos se han 
visto afectadas con motivo de la emergencia pública en materia sanitaria. 
 
Que la Resolución N° 2/22 del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, prorrogó la asistencia 
prevista en la Resolución N° 227/21 de esta Cartera hasta febrero de 2022, para las personas 
beneficiarias del programa “APTUR VI”, que prestan servicios turísticos en los principales centros 



 

urbanos, que se encuentran entre las más afectadas, debido a los límites que deben cumplimentar 
los sitios con aglomeración de personas, que dependen principalmente del turismo receptivo, y 
que son perjudicadas por el cambio de patrones en la demanda de turistas. 
 
Que, posteriormente, la Dirección Nacional de Crédito e Inversiones Turísticas de la 
SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO de esta Cartera, verificó que un universo de 
personas también responde a los parámetros establecidos para percibir la asistencia prevista en el 
“Programa de Auxilio a Prestadores Turísticos VI” (APTUR VI) hasta febrero de 2022, debiéndose 
incorporarlas al Anexo aprobado por la Resolución N° 2/22 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES en su Artículo 2°. 
 
Que, asimismo, resulta necesario proceder a la publicación de la Resolución N° 2/22 del 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, correspondiendo en consecuencia modificar el Artículo 5° 
del referido acto administrativo. 
 
Que la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO ha intervenido en el ámbito de su 
competencia. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en el marco de las facultades conferidas por el Artículo 23 nonies 
de la Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, el Artículo 2° del 
Reglamento de Procedimientos Administrativos, Decreto N° 1759/72 (t.o. 2017), y el Decreto Nº 
21 del 10 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Rectifíquese el Artículo 2° de la Resolución N° 2/22 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
 
“ARTÍCULO 2°.- Apruébase el listado de personas beneficiarias del programa “APTUR VI”, quienes 
prestan servicios turísticos en los principales centros urbanos, como así también las localidades 
vinculadas al turismo de reuniones que se encuentran entre las más afectadas, debido a los límites 
que deben cumplimentar los sitios con aglomeración de personas, que dependen principalmente 
del turismo receptivo, y que son perjudicadas por el cambio de patrones en la demanda de 
turistas, expuestas en el Anexo registrado bajo el código IF-2022-03190091-APN-DNCEITU#MTYD, 
por lo manifestado en los considerandos de la presente medida”. 
 
ARTÍCULO 2°.- Modifícase el Artículo 5° de la Resolución N° 2/22 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES, el que quedará redactado de la siguiente forma: 



 

 
“ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese.” 
 
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
Matías Lammens 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar-e. 14/01/2022 N° 1326/22 v. 14/01/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 

Resolución 19/2022 

RESOL-2022-19-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 26/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-03808836- -APN-DDE#MTYD, las Leyes Nros. 18.829 y 25.599 y 
sus modificatorias, las Resoluciones Nros. 157 del 13 de abril de 2020 y 214 del 28 de junio de 
2021, ambas del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley Nº 18.829 y sus modificatorias regula la actividad turística, comprendiendo a todas las 
personas físicas o jurídicas que desarrollen en el territorio nacional con o sin fines de lucro, en 
forma permanente o accidental las actividades que establece el artículo 1º de la misma. 
 
Que el artículo 4° de la Resolución N° 157/20 del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y sus 
complementarias, dispensó a las Agencias de Viajes hasta el día 31 de diciembre de 2021 inclusive, 
del pago de los aranceles que por cualquier concepto deban abonar ante este Organismo. 
 
Que se adoptaron diversas medidas frente a la emergencia pública en materia sanitaria y ante la 
evolución epidemiológica del coronavirus COVID-19, en donde el MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES considera esencial e ineludible brindar asistencia y auxilio al sector turístico, para 
morigerar el impacto producido por la pandemia y la merma de las actividades en general. 
 
Que la suspensión de aranceles tiene como objetivo facilitar los trámites que las Agencias de 
Viajes deben completar para funcionar de manera regular, comprendiendo la situación financiera 
en la que se encuentra el sector. 
 
Que en virtud de lo expuesto se entiende necesario suspender los aranceles que por cualquier 
concepto deban abonar a este MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, en su carácter de Autoridad 
de Aplicación de las Leyes Nros. 18.829 y 25.599 y sus modificatorias. 



 

 
Que la Dirección de Registro de Agencias de Viajes, la Dirección de Control de Agencias de Viajes y 
la Dirección Nacional de Agencias de Viajes, todas ellas de la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO 
ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, han tomado intervención. 
 
Que la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO de este Ministerio, intervino en el marco 
de sus competencias. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 23 nonies de la 
Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, las Leyes Nros. 18.829 y 
25.599 y sus modificatorias, y el Decreto Nº 21 del 10 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Dispénsase a las Agencias de Viajes, hasta el día 31 de julio de 2022, inclusive, del 
pago de los aranceles que por cualquier concepto deban abonar a este MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES, en su carácter de Autoridad de Aplicación de las Leyes Nros. 18.829 y 25.599 y sus 
modificatorias. 
 
ARTÍCULO 2°.- Establécese que la presente medida comenzará a regir a partir del día de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
Matías Lammens 
e. 28/01/2022 N° 3121/22 v. 28/01/2022 
 

Resolución 105/2022 

 
RESOL-2022-105-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 11/03/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-19946141- -APN-DDE#MTYD, la Ley Nacional de Turismo N° 
25.997 y sus modificatorias, las Resoluciones Nros. 262 del 16 de junio de 2020, 364 del 26 de 
agosto de 2020, 59 del 26 de febrero de 2021, 177 del 1º de junio de 2021, 227 del 1° de julio de 
2021 y 250 del 15 de julio de 2021, todas del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, y 



 

 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley Nacional de Turismo N° 25.997 y sus modificatorias, tiene por objeto el fomento, el 
desarrollo, la promoción y la regulación de la actividad turística y del recurso turismo mediante la 
determinación de los mecanismos necesarios para la creación, conservación, protección y 
aprovechamiento de los recursos y atractivos turísticos nacionales, resguardando el desarrollo 
sostenible y sustentable y la optimización de la calidad, estableciendo los mecanismos de 
participación y concertación de los sectores público y privado en la actividad. 
 
Que en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en 
relación al virus COVID-19, la cual provocó una merma de las actividades en general, pero que 
afectó de manera inmediata y aguda a todo el sector turismo, fue concebido el Programa de 
Auxilio para Prestadores Turísticos (APTUR) mediante la Resolución N° 262/20 del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES para brindar un sustento económico a aquellos prestadores turísticos que 
vieron perjudicados sus ingresos con motivo de la pandemia. 
 
Que posteriormente, la expansión del virus COVID 19 provocó que la situación del sector turismo 
se agrave, y por ello fueron creados los Programas de Auxilio para Prestadores Turísticos en sus 
ediciones III, IV, V, VI y VII, mediante las Resoluciones Nros. 364/20, 59/21, 177/21, 227/21 y 
250/21 todas del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, con la misma finalidad. 
 
Que en virtud de los resultados positivos obtenidos por las ediciones anteriores del Programa 
APTUR, por el expediente mencionado en el Visto tramita la creación de un programa de auxilio, el 
cual busca brindar un apoyo económico a aquellos prestadores turísticos cuya actividad se vea 
afectada por problemáticas ambientales. 
 
Que, en el contexto del calentamiento global, aumenta la frecuencia e intensidad de los 
fenómenos meteorológicos extremos, los cuales generan desastres ante la vulnerabilidad presente 
en los territorios, provocando grandes pérdidas en los sistemas sociales, económicos y 
productivos, en las infraestructuras y en los ecosistemas, afectando al ambiente y debilitando el 
desarrollo de las economías regionales y la calidad de vida. 
 
Que en este marco el sector turístico se ve especialmente perjudicado por dichos eventos, atento 
a que determinará la duración y calidad de las temporadas turísticas y por ende influirá 
directamente en la elección de los destinos y el gasto turístico, provocando además cambios en la 
motivación de la demanda, impactando así en la rentabilidad del sector turístico y en la prestación 
de los servicios que se ofrecen a los visitantes. 
 
Que actualmente la Provincia de CORRIENTES atraviesa una situación de emergencia como 
consecuencia de la sequía y los incendios provocados en los últimos meses, que son de público 
conocimiento, afectando en un NUEVE POR CIENTO (9%) a la superficie provincial, lo que impacta 
a la economía en general y al sector turismo en particular, disminuyendo considerablemente la 



 

visitación programada para la temporada de verano 2022, generando pérdidas considerables a los 
prestadores turísticos de la zona. 
 
Que en virtud de la situación mencionada en los considerandos anteriores, resulta procedente la 
creación del Programa de Auxilio para Prestadores Turísticos VIII (APTUR VIII), el cual busca brindar 
un apoyo económico a aquellos prestadores turísticos cuya actividad se vea afectada por 
problemáticas ambientales imprevistas, originadas por causas naturales o antrópicas, que por su 
magnitud dificulten el desarrollo de la actividad turística con normalidad. 
 
Que la Dirección Nacional de Créditos e Inversiones Turísticas y la SUBSECRETARÍA DE 
DESARROLLO ESTRATÉGICO de esta Cartera han intervenido en los aspectos de su competencia. 
 
Que la Unidad de Auditoría Interna del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES ha tomado 
intervención, de conformidad con lo normado por el artículo 101 del Reglamento de la Ley de 
Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional Nº 24.156, 
aprobado por el Decreto Nº 1.344 de fecha 4 de octubre de 2007 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
de este Ministerio ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades conferidas por el artículo 23 nonies de 
la Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. por Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, la Ley Nacional 
de Turismo N° 25.997 y sus modificatorias, y el Decreto Nº 21 del 10 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Créase el Programa de Auxilio para Prestadores Turísticos VIII (APTUR VIII), en el 
ámbito de la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES. 
 
ARTÍCULO 2°.- Apruébase el Reglamento del Programa de Auxilio para Prestadores Turísticos VIII 
(APTUR VIII), que como Anexo registrado en el Módulo Generador Electrónico de Documentos 
Oficiales bajo el IF-2022-23438902-APN-DDE#MTYD, forma parte integrante de la presente 
medida. 
 
ARTÍCULO 3°.- Convócase a personas humanas y jurídicas cuya labor principal se encuentre 
vinculada con la actividad turística en la Provincia de CORRIENTES, alcanzadas por el beneficio 
previsto en la presente medida, por el plazo de CINCO (5) días corridos contados a partir de su 
entrada en vigencia, a presentar las solicitudes de apoyo económico de acuerdo con lo establecido 
en el Reglamento aprobado en el artículo precedente. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- Establécese que el beneficio de la presente convocatoria se hará efectivo a través 
de transferencias mensuales por montos de PESOS CUARENTA MIL ($ 40.000,00) cada una, 
durante DOS (2) meses. 
 
ARTÍCULO 5°.- Facúltase a la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES a: i) evaluar las presentaciones que se efectúen en el marco del Programa 
APTUR VIII; ii) seleccionar a las personas beneficiarias de conformidad con lo establecido en el 
Reglamento; iii) prorrogar los plazos establecidos en el presente acto y su Reglamento; iv) efectuar 
nuevas convocatorias en el marco del Programa APTUR VIII por problemáticas ambientales, 
originadas en causas naturales o antrópicas en la REPÚBLICA ARGENTINA, v) establecer nuevas 
zonas afectadas por problemáticas ambientales imprevistas, que por su magnitud dificulten el 
desarrollo de la actividad turística con normalidad, vi) disponer en futuras convocatorias el monto 
del beneficio y/o sus modalidades de pagos previstas en el artículo 4° de la presente medida, y vii) 
dictar las normas complementarias que resulten necesarias para la implementación del Programa 
APTUR VIII. 
 
ARTÍCULO 6°.- La presente medida comenzará a regir a partir del día siguiente de su publicación en 
el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
Matías Lammens 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar-e. 16/03/2022 N° 15029/22 v. 16/03/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 321/2022 

RESOL-2022-321-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 30/06/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-55794632- -APN-DDE#MTYD, la Ley Nacional de Turismo N° 
25.997 y sus modificatorias, las Resoluciones Nros. 262 del 16 de junio de 2020, 364 del 26 de 
agosto de 2020, 59 del 26 de febrero de 2021, 177 del 1º de junio de 2021, 227 del 1° de julio de 
2021, 250 del 15 de julio de 2021 y 105 del 11 de marzo de 2022, todas del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley Nacional de Turismo N° 25.997 y sus modificatorias, tiene por objeto el fomento, el 
desarrollo, la promoción y la regulación de la actividad turística y del recurso turismo mediante la 



 

determinación de los mecanismos necesarios para la creación, conservación, protección y 
aprovechamiento de los recursos y atractivos turísticos nacionales, resguardando el desarrollo 
sostenible y sustentable y la optimización de la calidad, estableciendo los mecanismos de 
participación y concertación de los sectores público y privado en la actividad. 
 
Que en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en 
relación al virus COVID-19, la cual provocó una merma de las actividades en general, pero que 
afectó de manera inmediata y aguda a todo el sector turismo, fue concebido el Programa de 
Auxilio para Prestadores Turísticos (APTUR) mediante la Resolución N° 262/20 del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES para brindar un sustento económico a aquellos prestadores turísticos que 
vieron perjudicados sus ingresos con motivo de la pandemia. 
 
Que posteriormente, las Resoluciones Nros. 364/20, 59/21, 177/21, 227/21, 250/21 y 105/22, 
todas del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, crearon los Programas de Auxilio para 
Prestadores Turísticos en sus ediciones III, IV, V, VI, VII y VIII, con la finalidad de ayudar a quienes 
vieron afectada su labor por la disminución de la actividad turística. 
 
Que debido a los resultados positivos obtenidos por las ediciones anteriores de APTUR, por el 
expediente mencionado en el Visto tramita la creación de un nuevo programa de auxilio que busca 
brindar un apoyo económico a aquellos prestadores turísticos cuya actividad se vea afectada por 
problemáticas de infraestructura. 
 
Que la infraestructura es el conjunto de medios técnicos e instalaciones que permiten el desarrollo 
de actividades y el correcto funcionamiento de las organizaciones para la producción de bienes y 
servicios, tales como los recursos necesarios para la distribución de agua, electricidad, gas; 
aprovechamiento de transporte y comunicaciones; utilización, construcción, saneamiento y 
mantenimiento edilicio, entre otros. 
 
Que existen situaciones atípicas que afectan la infraestructura de los destinos y dificultan la 
prestación de bienes y servicios, produciendo una merma en la actividad turística y generando un 
perjuicio económico. 
 
Que en este marco el sector turístico se ve especialmente perjudicado por dichos eventos, los que 
impiden que las actividades se desarrollen con normalidad, alteran o disminuyen la calidad de las 
estadías, limitan el acceso a los destinos o dificultan la prestación del servicio en su totalidad. 
 
Que el Aeropuerto Libertador General José de San Martín de la Ciudad de Posadas, Provincia de 
MISIONES, cerrará temporalmente durante el periodo de tiempo comprendido entre el 15 de junio 
y el 15 de agosto de 2022, debido a la realización de obras en pista y en otros sectores de la 
infraestructura aeroportuaria, necesarias para mejorar la seguridad aérea y ampliar el periodo de 
operaciones, por lo que se interrumpirá la conectividad aérea de la localidad, afectando la 
modalidad de llegada de turistas. 
 



 

Que, por lo expuesto, disminuirá la visitación de la ciudad de personas que utilizan el avión como 
medio de transporte y resultará afectado, principalmente, el turismo receptivo/emisivo nacional 
durante dicho lapso. 
 
Que en virtud de la situación mencionada en los párrafos anteriores resulta procedente la creación 
del Programa de Auxilio para Prestadores Turísticos IX (APTUR IX), el cual busca brindar un apoyo 
económico a aquellos prestadores turísticos cuya actividad se vea afectada por problemáticas de 
infraestructura que por su magnitud dificulten el desarrollo de la actividad turística con 
normalidad. 
 
Que la Dirección Nacional de Créditos e Inversiones Turísticas y la SUBSECRETARÍA DE 
DESARROLLO ESTRATÉGICO de esta Cartera, han intervenido en los aspectos de su competencia. 
 
Que la Unidad de Auditoría Interna del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES ha tomado 
intervención, de conformidad con lo normado por el artículo 101 del Reglamento de la Ley de 
Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional Nº 24.156, 
aprobado por el Decreto Nº 1.344 de fecha 4 de octubre de 2007 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
de este Ministerio ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades conferidas por el artículo 23 nonies de 
la Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. por Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, la Ley Nacional 
de Turismo N° 25.997 y sus modificatorias y el Decreto Nº 21 del 10 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Créase el Programa de Auxilio para Prestadores Turísticos IX (APTUR IX), en el 
ámbito de la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES. 
 
ARTÍCULO 2°.- Apruébase el Reglamento del Programa de Auxilio para Prestadores Turísticos IX 
(APTUR IX), que como Anexo registrado en el Módulo Generador Electrónico de Documentos 
Oficiales bajo el IF-2022-61211702-APN-SSDE#MTYD, forma parte integrante de la presente 
medida. 
 
ARTÍCULO 3°.- Convócase a personas humanas y jurídicas cuya labor principal se encuentre 
vinculada con la actividad turística en la Ciudad de Posadas, Provincia de MISIONES, alcanzadas 
por el beneficio previsto en la presente medida, por el plazo de DIEZ (10) días corridos contados a 
partir de su entrada en vigencia, a presentar las solicitudes de apoyo económico de acuerdo con lo 
establecido en el Reglamento aprobado en el artículo precedente. 



 

 
ARTÍCULO 4°.- Establécese que el beneficio de la presente convocatoria se hará efectivo a través 
de DOS (2) transferencias mensuales por montos de PESOS VEINTIDÓS MIL ($22.000.-) cada una, 
conforme la modalidad que determina el Reglamento. 
 
ARTÍCULO 5°.- Facúltase a la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO ESTRATÉGICO del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES a: i) evaluar las presentaciones que se efectúen en el marco del Programa 
APTUR IX; ii) seleccionar a las personas beneficiarias de conformidad con lo establecido en el 
Reglamento; iii) prorrogar los plazos establecidos en el presente acto y su Reglamento; iv) efectuar 
nuevas convocatorias en el marco del Programa APTUR IX por problemáticas de infraestructura en 
la REPÚBLICA ARGENTINA; v) establecer nuevas zonas afectadas por problemáticas de 
infraestructura que, por su magnitud, dificulten el desarrollo de la actividad turística con 
normalidad; vi) disponer en futuras convocatorias el monto del beneficio y/o sus modalidades de 
pago previstas en el artículo 4° de la presente medida, y vii) dictar las normas complementarias 
que resulten necesarias para la implementación del Programa APTUR IX. 
 
ARTÍCULO 6°.- La presente medida comenzará a regir a partir del día hábil siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
Matías Lammens 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 01/07/2022 N° 49253/22 v. 01/07/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución Conjunta 1/2022 

RESFC-2022-1-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 19/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-04909810- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.013, 27.264 y 
27.541 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias, los Decretos 
Nros. 260 del 12 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021 y 867 del 23 de diciembre de 
2021, sus respectivas normas modificatorias y complementarias y la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus modificatorias 
y complementarias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que el Artículo 1° de la Ley N° 27.541 declaró la emergencia pública en materia sanitaria 
económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social. 
 
Que por el Decreto Nº 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió por el plazo de UN (1) año la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley Nº 27.541, a partir de la fecha en 
vigencia de dicho decreto. 
 
Que por el Decreto Nº 167 del 11 de marzo de 2021 se prorrogaron las disposiciones del Decreto 
Nº 260/20 y sus modificatorias hasta el día 31 de diciembre de 2021. 
 
Que por el Decreto Nº 867 del 23 de diciembre de 2021 se prorrogó el Decreto Nº 260/20 y sus 
normas modificatorias y complementarias hasta el día 31 de diciembre de 2022 en los términos 
del decreto citado en primer término. 
 
Que en el contexto de emergencia pública en materia sanitaria en el marco de la situación 
generada por expansión de la pandemia del COVID-19, se adoptaron y se vienen adoptando de 
medidas inmediatas para hacer frente a dicha emergencia sanitaria, sumado a ello la crisis 
económica agravada por la mencionada pandemia. 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, adoptando 
como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción, defensa y 
sostenimiento del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que en el marco de la situación antes descripta, mediante la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/2020 y sus normas modificatorias y 
complementarias se creó, en el ámbito del MINISTERIO, el “Programa REPRO II”, que consiste en 
una suma dineraria individual y fija a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del 
pago de las remuneraciones a cargo de los empleadores y las empleadoras adheridos al Programa 
y de acuerdo a la categoría asignada a cada empleador y empleadora al ingresar a dicho programa 
Económica (Sector Salud, críticos y afectados no críticos) de acuerdo al Clasificador de Actividad 
Económica (CLAE). 
 
Que con motivo de la evolución de la situación epidemiológica en la República en el transcurso del 
año 2021 y su consecuente impacto en la situación económica, se realizaron modificaciones y 
adaptaciones al Programa REPRO II, lo que ha motivado el cambio de categoría para determinados 



 

CLAEs como así también la exclusión de determinados CLAEs de dicho programa, producto de la 
continua recuperación económica de cada vez más sectores de la economía nacional. 
 
Que a pesar de la flexibilización de las medidas de prevención en el marco de la situación de la 
Pandemia del COVID-19, que permiten la libre circulación de personas a nivel nacional e 
internacional para fines laborales y turísticos, entre otros, bajo determinados protocolos de 
prevención, hay ciertas actividades que se encuentran en situación crítica en determinadas zonas 
o localidades. 
 
Que en particular la actividad hotelera en algunos centros urbanos se ve afectada al depender 
principalmente del turismo receptivo, que manifiesta una pronunciada reducción con respecto a 
los niveles anteriores a la pandemia, por tener una estrecha vinculación con el turismo de 
reuniones, aún afectado debido a los límites que deben cumplimentar los sitios con aglomeración 
de personas y estar sujeta al cambio de patrones de demanda de turistas, prefiriéndose 
actualmente el turismo en espacios abiertos y en destinos de naturaleza. 
 
Que la Cámara del Sector ha efectuado una presentación detallando la situación crítica del sector. 
 
Que el MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES ha elaborado un informe, describiendo la situación 
del sector hotelero en determinadas zonas y localidades del país que requieren una asistencia 
extraordinaria atendiendo a la situación crítica descripta y considera, en el ámbito de su 
competencia, la necesidad de adoptar medidas para paliar la situación antes señalada. 
 
Que atento a la situación manifestada en los considerandos precedentes, resulta pertinente la 
creación de un Programa de asistencia extraordinaria al sector hotelero en zonas y localidades 
turísticas afectadas, de acuerdo con las características y alcances establecidos en la presente 
medida. 
 
Que los Servicios de Asesoramiento Jurídico Permanentes del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES y del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL han tomado la 
intervención que les compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92), sus modificatorias y la Ley Nº 24.013 y sus 
modificatorias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES Y 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVEN: 
 
ARTÍCULO 1°.- Créase el “Programa de asistencia extraordinaria al sector hotelero en zonas y 
localidades turísticas afectadas”, que consistirá en una suma dineraria individual y fija a abonar a 



 

los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones a cargo de los 
empleadores y las empleadoras adheridos al Programa, que cuenten con establecimientos 
emplazados en las zonas y localidades definidas en el ANEXO I que como IF-2022-05356199-APN-
CPREPRO#MT forma parte integrante de la presente medida, y hayan declarado como actividad 
principal, al día 12 de marzo de 2020, ante la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
(AFIP), entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA, en los términos del “ 
Clasificador de Actividades Económicas (CLAE)”, alguna de las siguientes: 
 
I. Servicios de alojamiento en hoteles, hosterías y residenciales similares, excepto por hora, que 
incluyen servicio de restaurante al público (CLAE N° 551022). 
II. Servicios de alojamiento en hoteles, hosterías y residenciales similares, excepto por hora, que 
no incluyen servicio de restaurante al público (CLAE N° 551023). 
 
El MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES tendrá a su cargo la confección del ANEXO I de la 
presente medida y su notificación al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
como así también su actualización permanente. 
 
ARTÍCULO 2º.- La asistencia dineraria consiste en una suma mensual del SETENTA POR CIENTO 
(70%) de la remuneración neta (definida para el Programa como el OCHENTA Y TRES POR CIENTO 
(83%) de la remuneración total declarada en el Formulario F-931 de la AFIP) hasta un máximo de 
PESOS VEINTIDÓS MIL ($ 22.000.) por cada relación laboral activa del sujeto empleador. 
 
ARTÍCULO 3º.- La asistencia dineraria se abonará únicamente a la trabajadora o el trabajador cuya 
actividad laboral se desarrolle en los establecimientos del sujeto empleador emplazados en las 
zonas y localidades definidas en el ANEXO I que como IF-2022-05356199-APN-CPREPRO#MT forma 
parte integrante de la presente resolución. 
 
La identificación de la localización de los establecimientos y las trabajadoras y los trabajadores que 
prestan servicios en los mismos se realizará a través de la información declarada por el sujeto 
empleador en el SISTEMA DE SIMPLIFICACIÓN REGISTRAL de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS (AFIP). Las zonas y localidades definidas en el ANEXO I se reconocerán en el 
SISTEMA DE SIMPLIFICACIÓN REGISTRAL de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
(AFIP) a través de sus códigos postales correspondientes. 
 
ARTÍCULO 4º.- La asistencia dineraria prevista en el ARTÍCULO 2° se extenderá por UN (1) mes. Las 
empleadoras y los empleadores deberán inscribirse en el Programa en forma mensual para poder 
acceder al beneficio. 
 
ARTÍCULO 5º.- El número de empleadoras y empleadores que cubrirá el “Programa de asistencia 
extraordinaria al sector hotelero en zonas y localidades turísticas afectadas” se determinará 
considerando la cantidad de empleadoras y empleadores postulantes, la situación económica, 
patrimonial y financiera de los mismos, las condiciones imperantes de la economía nacional y el 
presupuesto asignado al Programa. 



 

 
ARTÍCULO 6º.- Para acceder al beneficio del Programa, las empleadoras y los empleadores que 
cuenten con establecimientos emplazados en las zonas y localidades definidas en el ANEXO I de la 
presente resolución, deberán presentar la siguiente información: 
 
a. Nómina de personal dependiente, incluyendo la remuneración total y la Clave Bancaria 
Uniforme de la trabajadora o del trabajador. 
b. Balance correspondiente al último ejercicio cerrado de acuerdo a la normativa vigente en la 
materia, certificado por el Colegio de Profesionales de Ciencias Económicas. La certificación podrá 
ser hológrafa o digital. 
c. Formulario digital con información económica, patrimonial y financiera del empleador o 
empleadora que solicita el beneficio. 
d. Certificación del empleador o empleadora, o representante legal, de la veracidad de la 
información incluida en el formulario digital establecido en el inciso c). Para empleadores o 
empleadoras cuyas empresas cuenten con OCHOCIENTOS (800) o más trabajadores y trabajadoras, 
se requerirá que la certificación esté refrendada por profesional contable y la correspondiente 
legalización por parte del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la jurisdicción 
correspondiente. 
e. Declaración jurada mediante la cual el titular de la empresa solicitante manifiesta ser sujeto 
pasivo de la obligación de pago del aporte extraordinario previsto en el Artículo 1º de la Ley 
27.605 y ha cumplido con dicha obligación. En el caso de personas jurídicas, los accionistas 
alcanzados por la obligación deberán presentar la declaración jurada en forma conjunta o 
individual. 
 
ARTÍCULO 7º.- La presentación del balance solicitada en el inciso b) del ARTÍCULO precedente, no 
será requerida para las asociaciones civiles y todo otro empleador o empleadora que no está 
sujeto a la presentación de balance. 
 
ARTÍCULO 8º.- El Programa incluye los siguientes criterios de preselección y selección para acceder 
al beneficio: 
 
a. Criterios de preselección: 
I. El empleador o empleadora debe pertenecer al sector privado. 
II. No podrán acceder al Programa aquellos empleadores o empleadoras que perciban subsidios 
del Sector Público, con las excepciones sectoriales definidas por la normativa del Programa de 
Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP). 
III. La variación de la facturación, entre el mes anterior al mes en el cual el Programa brinda la 
asistencia y el mismo mes de 2019, debe presentar una reducción superior al TREINTA POR 
CIENTO (30%), en términos reales. 
 
El Comité de Evaluación y Monitoreo del Programa REPRO II, dispuesto en la Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/2020, expresará, en términos 
nominales, las variaciones reales definidas en el apartado III de este inciso. Las variaciones 



 

nominales resultantes constituirán los parámetros que los sujetos empleadores deberán reunir 
para cumplir la fase de preselección. 
 
El solo cumplimiento de los criterios de preselección no implica el acceso al beneficio del 
Programa. 
 
b. Criterios de selección: Constituyen la evaluación de un conjunto de indicadores económicos, 
financieros y laborales. Los indicadores son los siguientes: 
I. Variación porcentual del IVA compras. 
II. Endeudamiento (pasivo total / patrimonio neto). 
III. Liquidez corriente (activo corriente / pasivo corriente). 
IV. Variación porcentual del consumo de energía eléctrica y gasífera. 
V. Variación porcentual de la relación entre el costo laboral total y la facturación. 
VI. Variación porcentual de las importaciones. 
 
Para todos los indicadores el periodo de referencia para la variación porcentual es el mes anterior 
al mes en el cual el Programa brinda la asistencia y el mismo mes del año 2019. 
 
El Comité de Evaluación y Monitoreo del Programa REPRO II, dispuesto en la Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/2020 definirá los parámetros que 
deben alcanzar los indicadores establecidos en el inciso b), para que los sujetos empleadores 
accedan al programa, considerando el número de sujetos postulados, la situación económica 
imperante y el presupuesto asignado. 
 
ARTÍCULO 9º.- Para acceder al Programa, los sujetos empleadores se postularán e ingresarán la 
documentación requerida en el ARTÍCULO 6º de la presente, utilizando el servicio al contribuyente 
REPRO II, disponible en el sitio web de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
(AFIP). 
 
El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL notificará a los sujetos empleadores las 
novedades respecto a su incorporación al Programa a través de una ventanilla electrónica del sitio 
web de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP). 
 
ARTÍCULO 10.- La inscripción al “Programa de asistencia extraordinaria al sector hotelero en zonas 
y localidades turísticas afectadas” tendrá una periodicidad mensual, en el periodo de tiempo 
determinado por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
 
ARTÍCULO 11.- Los sujetos empleadores que no hayan accedido al beneficio podrán reinscribirse 
en los meses siguientes. Asimismo, podrán reinscribirse las empresas que participaron 
previamente en el Programa. 
 
ARTÍCULO 12.- El “Programa de asistencia extraordinaria al sector hotelero en áreas turísticas 
afectadas” es incompatible con los siguientes beneficios: 



 

 
a. Programa de Recuperación Productiva (REPRO) establecido por la Resolución Nº 25 del 28 de 
septiembre de 2018 de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO DE TRABAJO Y EMPLEO del 
entonces MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO. 
 
b. Programa de Inserción Laboral (PIL) creado por Resolución Nº 45/06 del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y reglamentado por Resolución Nº 2186/10 de la 
SECRETARÍA DE EMPLEO y sus normas modificatorias y complementarias. La incompatibilidad 
respecto de este Programa solo alcanza a los beneficiarios y no a las empresas. 
 
ARTÍCULO 13.- El beneficio será acordado mediante acto administrativo fundado del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, previa intervención de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) y la SECRETARÍA DE TRABAJO, de acuerdo al procedimiento que a 
tal efecto fije el Ministerio citado en primer término. 
 
ARTÍCULO 14.- La liquidación del mismo estará a cargo de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), transfiriendo el monto del subsidio a los CBU declarados en el 
sistema por cada trabajador/a. 
 
ARTÍCULO 15.- El otorgamiento del beneficio del Programa “Programa de asistencia extraordinaria 
al sector hotelero en zonas y localidades turísticas afectadas” y/o el pago de las ayudas 
económicas correspondientes estarán supeditados a la existencia de partidas presupuestarias 
aprobadas y disponibles y/o a cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia a determinar por 
el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES como autoridades de aplicación. La falta de otorgamiento del beneficio y/o el pago de 
ayudas económicas no otorgará derecho a reclamo ni indemnización alguna. 
 
ARTÍCULO 16.- Durante el periodo de otorgamiento del subsidio se realizará una verificación 
periódica de la nómina de personal a través de los registros administrativos disponibles. En caso 
que se verifiquen desvinculaciones de personal durante el periodo de otorgamiento del subsidio, 
las trabajadoras y los trabajadores desvinculados no percibirán el beneficio otorgado por el 
Programa. 
 
ARTÍCULO 17.- Las empleadoras y los empleadores que realicen las siguientes acciones serán 
excluidos del Programa: 
 
a. Desvinculaciones de personal por despido sin justa causa, falta o disminución de trabajo o por 
fuerza mayor. 
b. Suspensiones por falta o disminución de trabajo o por fuerza mayor, quedando exceptuadas 
aquellas suspensiones que se formalicen en los términos del Artículo 223 bis de la Ley de Contrato 
de Trabajo N° 20.744 (T.O. 1976) y sus modificatorias. 
 



 

ARTÍCULO 18.- En caso de incurrir en falsedad de la información declarada y presentada para 
acceder y obtener el beneficio, dicha acción tendrá como consecuencia la caducidad inmediata del 
mismo y la suspensión para reinscribirse en el Programa sin perjuicio de las acciones legales que 
podrán iniciar estos Ministerios y/o la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP). 
 
ARTÍCULO 19.- La ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) se encuentra 
facultada para realizar las verificaciones pertinentes respecto de la información presentada por las 
empresas para acceder al beneficio del Programa creado por la presente medida. 
 
ARTÍCULO 20.- Los sujetos empleadores que accedan al “Programa de asistencia extraordinaria al 
sector hotelero en zonas y localidades turísticas afectadas” se considerarán beneficiarios del 
Programa REPRO II creado por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, y las actividades incluidas en la 
presente Resolución se considerarán sectores críticos para el mencionado Programa, a efectos de 
la aplicación de la reducción de contribuciones patronales dispuesta en el Decreto 323/2021. 
 
ARTÍCULO 21.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial y el “Programa de asistencia extraordinaria al sector hotelero en zonas y localidades 
turísticas afectadas” tendrá vigencia hasta el 31 de marzo de 2022. 
 
ARTÍCULO 22.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Matías Lammens - Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución Conjunta se publican en la edición web del 
BORA -www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 20/01/2022 N° 2127/22 v. 20/01/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 368/2022 

RESOL-2022-368-APN-MTYD 
Ciudad de Buenos Aires, 27/07/2022 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2022-60156558- -APN-DDE#MTYD, las Leyes Nros. 18.829, 22.545, 
25.599 y 27.541 y sus modificatorias, los Decretos Nros. 2182 del 19 de abril de 1972 y 260 del 12 
de marzo de 2020, sus modificatorios y complementarios, las Resoluciones Nros. 763 del 3 de 
noviembre de 1992 de la entonces SECRETARÍA DE TURISMO de la PRESIDENCIA DE LA NACIÓN, 
174 y 175 del 1 de junio de 2021 y 574 del 26 de noviembre de 2021 y sus modificatorias, todas 
ellas del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, y 
 
CONSIDERANDO: 



 

 
Que el Decreto N° 2182 del 19 de abril de 1972, reglamentario de la Ley de Agentes de Viaje N° 
18.829 y su modificatoria, estableció en su artículo 9° que la estructura funcional de las agencias 
debe reunir los siguientes requisitos: a) mantener una organización turística nacional e 
internacional con las sucursales, corresponsales o delegados necesarios para asegurar la 
prestación de sus servicios; b) contar con el personal técnico especializado para satisfacer los 
requerimientos de los usuarios; c) poseer los elementos necesarios de información técnica y de 
consulta vinculados con la actividad y d) disponer de un local para la atención al público. 
 
Que por el artículo 1° del Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020, sus modificatorios, prórrogas y 
complementarios, se amplió la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 
27.541 y sus modificatorias, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL 
DE LA SALUD (OMS) en relación con el coronavirus COVID-19, hasta el 31 de diciembre de 2022. 
 
Que en dicho contexto, las agencias de viaje experimentaron inconvenientes para dar 
cumplimiento a los requisitos establecidos para su funcionamiento en los incisos a), c) y d) del 
artículo 9° del Decreto N° 2182/72. 
 
Que el MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES dictó diversas medidas con el objetivo de auxiliar a 
las agencias de viaje en la difícil situación que atravesó el sector generada por la expansión del 
COVID-19, facilitándoles la posibilidad de conservar sus legajos y permanecer en actividad. 
 
Que por la Resolución N° 174 del 1 de junio de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES, se 
permitió a los agentes de viaje solicitar, por el plazo de SEIS (6) meses desde su dictado, compartir 
sus estructuras funcionales en UN (1) único local, por el término de TRES (3) años. 
 
Que a través de la Resolución N° 175 del 1 de junio de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES se autorizó la suspensión de actividades y el cierre temporario de las agencias de viaje 
que presentasen inconvenientes para dar cumplimiento a los requisitos exigidos en los incisos a), 
c) y d) del artículo 9° del Decreto N° 2182/72, y se estableció que durante ese plazo, estas 
conservaran la obligación de dar cumplimiento a los compromisos que resultasen exigibles, 
contraídos con anterioridad a la fecha de suspensión de sus actividades, como así también, a las 
previsiones contenidas en los artículos 6° de la Ley N° 18.829, 9° inciso b) del Decreto N° 2182/72 y 
1° de la Resolución N° 763 del 3 de noviembre de 1992 de la entonces SECRETARÍA DE TURISMO 
de la PRESIDENCIA DE LA NACIÓN. 
 
Que por la Resolución N° 574 del 26 de noviembre de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y 
DEPORTES, se prorrogaron los plazos previstos en las DOS (2) resoluciones precitadas hasta el 31 
de julio de 2022 y se sustituyó el artículo 4° de la Resolución N° 175/21 del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES, a fin de determinar que las agencias de viaje que hubiesen accedido a su 
cierre temporario y deseasen reanudar sus actividades con anterioridad a esa fecha, deban 
notificar tal situación a la Dirección Nacional de Agencias de Viajes de la SUBSECRETARÍA DE 
DESARROLLO ESTRATÉGICO de esta Cartera, y acreditar el cumplimiento de la totalidad de los 



 

requisitos exigidos en el artículo 9° del Decreto N° 2182/72, y de corresponder, informar en esa 
oportunidad si reanudarán sus actividades en un domicilio distinto del oportunamente habilitado. 
 
Que en miras de seguir acompañando la reactivación del sector turístico se entiende conveniente 
prorrogar los plazos contenidos en las Resoluciones Nros. 174 y 175 del 1 de junio de 2021, ambas 
de este Ministerio, hasta el 31 de diciembre de 2022, debido a su probada contribución al 
sostenimiento de los prestadores turísticos en el contexto de emergencia sanitaria. 
 
Que, de este modo, se busca otorgar certeza y previsibilidad a las agencias de viajes, evitando las 
consecuencias disvaliosas derivadas de la pérdida de sus licencias. 
 
Que la Dirección Nacional de Agencias de Viajes y la SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO 
ESTRATÉGICO, ambas de este Ministerio, han tomado intervención en el ámbito de competencia. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 23 nonies de la 
Ley de Ministerios N° 22.520 (t.o. Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, las Leyes Nros. 18.829 y 
25.599 y sus modificatorias y el Decreto Nº 21 del 10 de diciembre de 2019. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTES 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrógase el plazo previsto en el artículo 1° de la Resolución N° 174 del 1 de junio 
de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y su modificatoria, hasta el 31 de diciembre de 
2022. 
 
ARTÍCULO 2°.- Prorrógase el plazo previsto en el artículo 1° de la Resolución N° 175 del 1 de junio 
de 2021 del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y su modificatoria, hasta el 31 de diciembre de 
2022. 
 
ARTÍCULO 3°.- Sustitúyase el texto del artículo 4° de la Resolución N° 175/21 del MINISTERIO DE 
TURISMO Y DEPORTES y su modificatoria, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 4°.- Las Agencias de Viaje que hubieren accedido a su cierre temporario y deseen 
reanudar sus actividades con anterioridad al 31 de diciembre de 2022, deberán notificar dicha 
situación a la Dirección Nacional de Agencias de Viajes y acreditar que cumplen con la totalidad de 
los requisitos exigidos en el artículo 9° del Decreto N° 2182/72 y, de corresponder, informar en esa 
oportunidad si reanudarán sus actividades en un domicilio distinto del habilitado oportunamente”. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
 
Matías Lammens 
 

Resolución 5/2022 

RESOL-2022-5-APN-SIYDP#MEC 
Ciudad de Buenos Aires, 16/09/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-52328683-APN-DGD#MDP, los Decretos Nros. 606 de fecha 28 de 
abril de 2014 y sus modificatorios, y 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, la 
Resolución Conjunta N° 4 de fecha 29 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, las 
Resoluciones Nros. 102 de fecha 2 de abril de 2021 del ex MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y 66 de fecha 27 de julio de 2021 de la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y sus 
modificatorias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que a través del Decreto N° 606 de fecha 28 de abril de 2014 y sus modificatorios, se creó el 
FONDO FIDUCIARIO PÚBLICO denominado “Fondo para el Desarrollo Económico Argentino” 
(FONDEAR), cuya denominación fue sustituida mediante el Artículo 56 de la Ley N° 27.431 por 
“Fondo Nacional de Desarrollo Productivo” (FONDEP). 
 
Que el Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) tiene como objetivos permitir un mayor 
acceso al financiamiento; promover la inversión y el consumo; contribuir al desarrollo de las 
cadenas de valor en sectores estratégicos para el desarrollo económico y social del país; contribuir 
a la puesta en marcha y/o el sostenimiento de actividades y/o empresas con contenido 
tecnológico; contribuir a la generación de mayor valor agregado en las economías regionales; 
como así también la creación de empleo genuino. 
 
Que por la Resolución Conjunta N° 4 de fecha 29 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su 
modificatoria, se creó el “PROGRAMA JÓVENES Y MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS 
(PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES)” que tiene por objeto aunar los esfuerzos, logística, recursos y 
circuitos de los Programas de Formación Profesional y de Promoción del Empleo del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL con las políticas y herramientas de promoción y 
financiamiento a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas del ex MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, a fin de potenciar en forma conjunta la creación de nuevas fuentes de producción y 
de nuevos puestos de trabajo. 
 



 

Que el “PROGRAMA JÓVENES Y MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PROGRAMA JÓVENES 
Y MIPYMES)” está destinado a las trabajadoras y los trabajadores de DIECIOCHO (18) a 
VEINTICUATRO (24) años de edad inclusive, que se encuentren en situación de desempleo y 
cuenten con los estudios secundarios completos, y a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas 
que se encuentren alcanzadas por los términos previstos en la Resolución N° 220 de fecha 12 de 
abril de 2019 de la ex SECRETARÍA DE EMPRENDEDORES Y LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA del 
ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO y sus modificatorias. 
 
Que la Resolución Conjunta Nº 4/21 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y 
el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, define como ámbitos de 
aplicación del Programa a la SECRETARÍA DE EMPLEO del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL y a la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS 
EMPRENDEDORES del ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, cada una en el marco de sus 
respectivas competencias. 
 
Que por medio de la Resolución Conjunta N° 3 de fecha 23 de mayo de 2022 del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, se 
realizaron unas adecuaciones a la resolución citada en el considerando inmediato anterior, para 
una mejor consecución de los objetivos perseguidos por el Programa. 
 
Que, a tal fin, se estableció la inclusión de la utilización de los dispositivos del PORTAL EMPLEO en 
su implementación, la sustitución de la denominación del Programa por “PROGRAMA JÓVENES Y 
MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO)”, y la 
modificación respecto de los destinatarios de dicho Programa, contemplando a las trabajadoras y 
los trabajadores de DIECIOCHO (18) a VEINTICUATRO (24) años de edad inclusive, que se 
encuentren en situación de desempleo y cuenten con hasta secundario completo. 
 
Que, por otra parte, mediante la Disposición N° 8 de fecha 3 de mayo de 2022 de la Dirección 
Nacional de Mejora de la Gestión Productiva dependiente de la ex UNIDAD GABINETE DE 
ASESORES del ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, se exceptuó de la inscripción previa 
en el REGISTRO ÚNICO DE LA MATRIZ PRODUCTIVA (R.U.M.P.) a los administrados y administradas 
que deban realizar los trámites relativos al PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO, entre 
otros. 
 
Qué, asimismo, el Artículo 10 de la Resolución Conjunta N° 4/21 del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su 
modificatoria, facultó a la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS 
EMPRENDEDORES del ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, a dictar las normas 
reglamentarias y operativas del PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO, como también a 
determinar las vías de acceso alternativas indicadas en el último párrafo del Artículo 5° de dicha 
resolución. 
 



 

Que por el Anexo I de la Resolución N° 66 de fecha 27 de julio de 2021 de la ex SECRETARÍA DE LA 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del ex MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y sus modificatorias, se aprobaron las Bases y Condiciones de la convocatoria al 
Programa previamente mencionado. 
 
Que, asimismo, mediante el Anexo II de la resolución citada en el considerando inmediato 
anterior, se aprobaron los montos máximos de Aportes No Reembolsables (ANR) mensuales por 
contratación que se podrán otorgar a las empresas beneficiarias en el marco del PROGRAMA 
JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO. 
 
Qué, a su vez, el Artículo 3° de la Resolución N° 66/21 de la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y 
MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES y sus modificatorias, estableció que las solicitudes 
para participar del mencionado Programa, se podrían efectuar de manera indistinta ante la 
AGENCIA TERRITORIAL, dependiente del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
correspondiente a su ubicación geográfica, o mediante la Plataforma de “Trámites a Distancia” 
(TAD), o medios digitales que se habiliten a tales efectos. 
 
Que, en ese sentido, teniendo en cuenta los distintos medios de acceso establecidos para la 
referida convocatoria y la experiencia obtenida a partir de la tramitación de las distintas 
solicitudes para participar del PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO, resulta conveniente 
adecuar las Bases y Condiciones aplicables al mismo, a fin de brindar una mayor operatividad y 
agilidad al procesamiento de las solicitudes que se presenten. 
 
Que, a tal fin, se dio intervención a la SECRETARÍA DE EMPLEO y a la SUBSECRETARÍA DE 
ARTICULACIÓN TERRITORIAL, ambas del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
quienes han prestado conformidad a la adecuación propiciada. 
 
Que, en virtud de lo expuesto, deviene necesario dejar sin efecto la Resolución N° 66/21 de la ex 
SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES y sus modificatorias, 
y aprobar las nuevas Bases y Condiciones Particulares del PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE 
SUMO. 
 
Que, además, corresponde aclarar que aquellas solicitudes que se hayan presentado bajo el marco 
normativo establecido por la Resolución N° 66/21 de la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y 
MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES y sus modificatorias, serán consideradas válidas y 
serán analizadas conforme dicho marco normativo. 
 
Que mediante el Decreto N° 451 de fecha 3 de agosto de 2022 se modificó la Ley de Ministerios N° 
22.520 (texto ordenado por Decreto N° 438/92), y se estableció que el MINISTERIO DE ECONOMÍA 
es continuador a todos sus efectos del ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
Que por el Decreto N° 50 de fecha 19 de diciembre del 2019 y sus modificatorios, se aprobó el 
Organigrama de Aplicación de la Administración Nacional centralizada hasta nivel de 



 

Subsecretaría, aprobando, asimismo, los objetivos de la SECRETARÍA DE INDUSTRIA Y DESARROLLO 
PRODUCTIVO del MINISTERIO DE ECONOMÍA, entre los cuales se encuentra el de entender en la 
elaboración, propuesta y definición de políticas públicas y estudios dirigidos a las Micro, Pequeñas 
y Medianas Empresas (MiPyMES) y los Emprendedores, en coordinación con las áreas con 
competencia en la materia. 
 
Que, en tal sentido, las facultades otorgadas a la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES, previstas en el Artículo 10 de la Resolución Conjunta N° 4/21 
del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y su modificatoria, concuerdan con los objetivos de la SECRETARÍA DE INDUSTRIA Y 
DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
Que a los efectos de optimizar los procedimientos que devienen del “PROGRAMA JÓVENES Y 
MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO) resulta 
imperioso delegar las facultades previamente mencionadas en la SUBSECRETARÍA DE LA PEQUEÑA 
Y MEDIANA EMPRESA de la SECRETARÍA DE INDUSTRIA Y DESARROLLO PRODUCTIVO del 
MINISTERIO DE ECONOMÍA. 
 
Que ha tomado intervención el servicio jurídico competente. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el Decreto N° 50/19 y 
sus modificatorios y la Resolución Conjunta Nº 4/21 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria. 
 
Por ello, 
EL SECRETARIO DE INDUSTRIA Y DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Apruébanse las Bases y Condiciones Particulares del “PROGRAMA JÓVENES Y 
MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO)” 
creado mediante la Resolución Conjunta N° 4 de fecha 29 de abril de 2021 del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su 
modificatoria, a fin de acceder al beneficio previsto en los incisos b) y c) del Artículo 7° de la 
mencionada resolución conjunta, que como Anexo I (IF-2022-95450933-APN-SSPYME#MEC) 
integran la presente resolución. 
 
ARTÍCULO 2°.- Convócase a las empresas interesadas en participar del “PROGRAMA JÓVENES Y 
MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES)”, a presentar sus 
solicitudes de acceso al beneficio previsto en los incisos b) y c) del Artículo 7° de la Resolución 
Conjunta N° 4/21 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO 
DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, de conformidad con las Bases y Condiciones 
Particulares aprobadas por el Artículo 1° de la presente resolución. 
 



 

ARTÍCULO 3°.- Para el acceso al beneficio previsto en los incisos b) y c) del Artículo 7° de la 
Resolución Conjunta N° 4/21 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, serán consideradas las 
contrataciones de personal efectuadas desde el 1° de septiembre de 2021 hasta el 31 de 
diciembre de 2022, o hasta agotar el cupo presupuestario previsto en el Artículo 2° del Anexo I de 
la presente medida, lo que ocurra primero, si este no fuera ampliado de conformidad con lo 
dispuesto en las Bases y Condiciones Particulares aprobadas por el Artículo 1° de esta resolución. 
 
ARTÍCULO 4°.- Apruébanse los montos máximos de Aportes No Reembolsables (ANR) mensuales 
que se podrán otorgar a las MiPyMEs por cada persona contratada en el marco del “PROGRAMA 
JÓVENES Y MIPYMES – TE SUMO” que como Anexo II (IF-2022-95451417-APN-SSPYME#MEC) 
integran la presente medida. 
 
ARTÍCULO 5°.- Las solicitudes en el marco del beneficio previsto en el Artículo 3° de la presente 
medida, podrán presentarse por cualquiera de los siguientes medios, indistintamente: 
 
· Mediante el PORTAL EMPLEO, según el procedimiento establecido en el Apéndice A de las Bases 
y Condiciones Particulares aprobadas por el Artículo 1° de esta resolución. 
· Por medio de las Agencias Territoriales dependientes del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL y/o los Municipios que posean Oficinas de Empleo Integradas a la Red de 
Oficinas de Empleo organizada por ese Ministerio, según lo detallado en el Apéndice B de las Bases 
y Condiciones Particulares aprobadas por el Artículo 1° de esta resolución. 
· Mediante la Plataforma de “Trámites a Distancia” (TAD), de conformidad con lo establecido en el 
Apéndice C de las Bases y Condiciones Particulares aprobadas por el Artículo 1° de esta resolución. 
 
ARTÍCULO 6°.- Delégase en la SUBSECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA de la 
SECRETARÍA DE INDUSTRIA Y DESARROLLO PRODUCTIVO del MINISTERIO DE ECONOMÍA, la 
facultad de dictar las normas reglamentarias y operativas del PROGRAMA JÓVENES Y MIPYMES – 
TE SUMO, y a determinar las vías de acceso alternativas conforme lo establecido por la Resolución 
Conjunta N° 4/21 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y el ex MINISTERIO 
DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria. 
 
ARTÍCULO 7°.- El gasto que demande la presente medida será financiado por el Fondo Nacional de 
Desarrollo Productivo (FONDEP), creado por el Decreto N° 606 de fecha 28 de abril de 2014 y sus 
modificatorios. 
 
ARTÍCULO 8°.- Déjase sin efecto la Resolución Nº 66 de fecha 27 de julio de 2021 de la ex 
SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del ex MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO y sus modificatorias. 
 
ARTÍCULO 9°.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial. 
 



 

ARTÍCULO 10.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Jose Ignacio De Mendiguren 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 19/09/2022 N° 74302/22 v. 19/09/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución General 20/2021 

 
RESOG-2021-20-APN-IGJ#MJ 
Ciudad de Buenos Aires, 29/12/2021 
VISTO: 
 
El dictado de la Ley Nº 27.541 de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la 
Emergencia Pública, los Decretos de Necesidad y Urgencia (DECNU) del PODER EJECUTIVO 
NACIONAL (PEN) Nº 260/2020 y sus modificatorios, 287/2020, 297/2020, 325/2020, 355/2020, 
408/2020, 459/2020, 493/2020, 520/2020, 576/2020, 605/2020, 641/2020, 677/2020, 714/2020, 
754/2020, 792/2020, 814/2020, 875/2020, 956/2020, 985/2020, 1033/2020, 4/2021, 67/2021, 
125/2021, 167/2021, 168/2021, 235/2021, 241/2021, 287/2021, 334/2021, 381/2021, 411/2021, 
455/2021, 494/2021, sus normas complementarias; y las Resoluciones Generales IGJ Nº 14/2020, 
38/2020, 51/2020, 05/2021 y 11/2021; y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Ley Nº 27.541, de Solidaridad Social y Reactivación Productiva, se declaró la emergencia 
pública en materia económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, 
sanitaria y social. 
 
Que la emergencia contempló, especialmente, la situación de los planes de ahorro previo bajo la 
modalidad de “grupos o círculos cerrados”, habida cuenta del fuerte incremento del precio de los 
automotores objeto de los planes, registrado como consecuencia de la devaluación producida en 
el año 2018 y la subsiguiente después de agosto de 2019, y, que por la funcionalidad propia del 
sistema en cuestión, impacta directamente en las cuotas de ahorro y amortización que deben 
pagar los suscriptores, generando dificultades para afrontar los respectivos abonos, lo que pone 
en crisis el plan descripto, como medio de acceso masivo a los bienes de consumo durables. 
 
Que el art. 60, de la mencionada ley, puso a cargo del Banco Central de la República Argentina la 
evaluación de la situación de los planes de ahorro para la adquisición de vehículos automotores y 
el estudio de mecanismos para mitigar los efectos negativos producidos. 



 

 
Que, en el marco de la manda legal formulada, se efectuaron reuniones, con presencia de 
autoridades y funcionarios de esta INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, para tratar la problemática 
detallada, con la participación del Banco Central de la República Argentina, la Secretaría de 
Comercio Interior del Ministerio de Desarrollo Productivo y la Subsecretaría de Acciones para la 
Defensa de las y los Consumidores, dependiente del Ministerio y Secretaría mencionados. 
 
Que, la crisis económica en que se encontraba el país, y que motivó el dictado de la Ley Nº 27.541, 
se vio agravada por las excepcionales circunstancias epidemiológicas vinculadas con la 
propagación del virus Sars-Cov-2, que diera lugar a la declaración de pandemia por Covid-19 por 
parte de la Organización Mundial de la Salud (OMS). 
 
Que, con el objetivo de mitigar la propagación del virus y su impacto sanitario se dictó el Decreto 
de Necesidad y Urgencia Nº 260/2020 a través del cual se amplió la declaración de la emergencia 
pública en materia sanitaria establecida por la Ley Nº 27.541 por el término de un (1) año a partir 
de la vigencia del mentado decreto. 
 
Que, a fin de proteger la salud pública se dictó el Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 297/2020 
que dispuso el aislamiento social, preventivo y obligatorio de todas las personas residentes en el 
país restringiendo fuertemente las actividades comerciales y la circulación de personas, el que fue 
prorrogado por Decreto Nº 325/2020. 
 
Que en ese contexto la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA dictó la Resolución General IGJ Nº 
14/2020 que estableció la opción, hasta el 30 de agosto de 2020, por un régimen de diferimiento 
del pago de determinado porcentual de la cuota de ahorro y/o amortización, dirigida a la cartera 
contractual integrada por contratos agrupados con anterioridad al 30 de septiembre de 2019, 
afectados por el impacto de las devaluaciones de ese año y del anterior, a los fines de que los 
suscriptores puedan cumplir con sus obligaciones en condiciones que les permita la continuidad 
de sus contratos, como así también se estableció la posibilidad de acceder a una disminución del 
precio del bien tipo, a través del beneficio de la bonificación de un determinado porcentaje de la 
parte de la cuota cuyo pago se difiriera, en favor de suscriptores de planes cuyo objeto sean los 
modelos -o sustitutos de ellos- de vehículos de menor gama o utilitarios identificados en el Anexo 
de la norma referenciada. De igual manera se previó la posibilidad de la reactivación del plan por 
parte de aquellos suscriptores con contratos extinguidos por renuncia, rescisión o resolución a 
partir del 1º de abril de 2018; la suspensión del inicio de ejecuciones prendarias hasta el 30 de 
septiembre de 2020 y otras disposiciones adicionales adoptadas a fin de favorecer la continuidad 
de los contratos y la transparencia del sistema, como ser condonaciones de intereses punitorios, 
eximición de determinados gastos prendarios, suspensión de la aplicabilidad de límites 
contractuales para rechazar adjudicaciones o dejar vencer plazos para aceptarlas, difusión del 
régimen de diferimiento y clarificación del de gastos de entrega de los vehículos que se 
adjudicaran. 
 



 

Que, el agravamiento de la situación epidemiológica, tornó necesario al PODER EJECUTIVO 
NACIONAL el prorrogar el aislamiento social, preventivo y obligatorio por sucesivos Decretos de 
Necesidad y Urgencia Nº 355/2020, 408/2020, 459/2020, 493/2020, 520/2020, 576/2020, 
605/2020, 641/2020 y 677/2020, manteniendo las medidas de restricción de actividades 
comerciales y de circulación de personas, con el agravamiento, en ese contexto, de la situación 
económica general, estando por ello afectado el poder adquisitivo de suscriptores agrupados con 
posterioridad al 30 de septiembre de 2019 que se encontraban excluidos del régimen de 
diferimiento establecido en la citada Resolución General IGJ Nº 14/2020. 
 
Que, la situación descripta, fue atendida por la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA a través de la 
Resolución General IGJ Nº 38/2020, que extendió el plazo para el ejercicio de la opción de 
diferimiento hasta el 31 de diciembre de 2020 y amplió el universo de suscriptores que podían 
acceder al mismo, manteniendo asimismo dispositivos adicionales para favorecer la preservación 
de la capacidad de pago de los suscriptores y el funcionamiento del sistema. 
 
Que, a través de los DECNU del PEN N° 520/2020, 576/2020, 605/2020, 641/2020, 677/2020, 
714/2020, 754/2020, 792/2020, 814/2020, 875/2020, 956/2020, 985/2020, 1033/2020, 4/2021, 
67/2021 y 125/2021, se fueron diferenciando distintas áreas geográficas del país, permaneciendo 
algunas en aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO), pasando otras a una etapa de 
distanciamiento social, preventivo y obligatorio (DISPO), y, en la evolución de la pandemia, algunas 
jurisdicciones regresaron a la etapa anterior de aislamiento. 
 
Que, hasta el presente, se han implementado políticas públicas tendientes a mejorar la capacidad 
de atención del sistema de salud, la detección y diagnóstico de la Covid-19 y dar inicio al proceso 
de vacunación simultánea en todas las provincias de nuestro país, al igual que en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
 
Que, mediante DECNU Nº 167/2021 del PEN, se prorrogó la emergencia sanitaria, dispuesta por la 
Ley Nº 27.541 y ampliada por el DECNU PEN Nº 260/2020, hasta el 31 de diciembre de 2021, y, 
también, se recomendaron restricciones de viajes desde y hacia zonas afectadas de mayor riesgo, 
al igual que control de las personas provenientes del exterior, teniendo en cuenta la detección de 
variantes del virus Sars-CoV-2 en diversos países, poniendo en alerta máxima al sistema sanitario 
con el objetivo de disminuir la transmisión del virus, a fin de disminuir el ingreso al país de nuevas 
variantes virales y proteger la salud de la población. 
 
Que, en ese sentido, a través de los DECNU PEN Nº 168/2021 y 235/2021, se prorrogó la medida 
de Distanciamiento Social, Preventivo y Obligatorio en todo el territorio del país, con el fin de 
contener y mitigar la propagación de la epidemia de Covid-19. 
 
Que, asimismo, con anterioridad a los referidos decretos de prórroga de la emergencia y del 
distanciamiento social, subsistiendo las razones por las que se había dictado la Resolución General 
IGJ N° 38/2020, fue dictada la Resolución General IGJ N° 51/2020, mediante la cual fue 
prorrogado, hasta el 30 de abril de 2021, el plazo para que los suscriptores de planes de ahorro 



 

previo originalmente concernidos, cuyo universo fue asimismo extendido, ejercieran la opción de 
diferimiento, otorgada primigeniamente por la Resolución General IGJ N° 14/2020, 
manteniéndose, además, otras medidas adicionales establecidas en ésta. 
 
Que, mediante DECNU PEN Nº 241/2021, fueron dispuestas, también hasta el 30 de abril de 2021, 
para el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), medidas preventivas ante el avance y 
progreso del virus SARS-CoV-2 y sus variantes. 
 
Que, el 19 de abril de 2021, mediante Resolución General IGJ N° 5/2021, la INSPECCIÓN GENERAL 
DE JUSTICIA prorrogó, hasta el 31 de agosto de 2021, el plazo del régimen de opción de 
diferimiento de la ya citada Resolución General IGJ Nº 14/2020, ampliando asimismo el universo 
de suscriptores que podían acceder al mismo, y extendió y mantuvo por igual plazo otros 
dispositivos adicionales, salvo la suspensión del inicio de ejecuciones prendarias que había sido 
dispuesta primeramente y prorrogada, respectivamente, por la Resolución General IGJ N° 14/2020 
y sus subsiguientes N° 38/2020 y N° 51/2020; suspensión en relación a cuyo cese la Resolución 
General IGJ N° 5/2021 dispuso que, previo al inicio de ejecuciones -que habrían de quedar 
expeditas a partir del 3 de abril de 2021- las sociedades administradoras debían, para tratar de 
evitar el incoarlas, instar tratativas extrajudiciales con los suscriptores y sus garantes, como así 
también, de no arrojar éstas resultado positivo, notificar expresamente y por escrito a los mismos 
acerca de su derecho a recurrir al Servicio de Conciliación Previa en las Relaciones de Consumo 
(COPREC), y, en su caso y de estar debidamente habilitado, al procedimiento ante la Auditoría en 
las Relaciones de Consumo, normados ambos procesos -prejudiciales y de solución alternativa de 
conflictos- por la Ley N° 26.993, ámbitos en los cuales las sociedades administradoras tendrían 
obligación de concurrir a las audiencias, instancias o diligencias que correspondieran y colaborar 
activamente en alcanzar una solución adecuada. 
 
Que, con el objeto de establecer medidas generales de prevención respecto de la Covid-19 en 
todo el país, fueron dictadas diversas normativas focalizadas a la contención de contagios, 
facultándose a Gobernadores y Gobernadoras de Provincias, al Jefe de Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y al Jefe de Gabinete de Ministros, según el caso, a adoptar ciertas 
medidas ante la verificación de determinados parámetros epidemiológicos; y, con el fin de mitigar 
la propagación del virus SARS-CoV-2, a efectos de prevenir y contener su impacto, fue asimismo 
dictado el DECNU PEN Nº 287/2021, el cual fue prorrogado por los decretos Nº 334/2021, 
381/2021, 411/2021, 455/2021 y 494/2021. 
 
Que, en ese estado de situación, se dispuso la prórroga de la Resolución General IGJ Nº 14/2020, 
hasta el 31 de diciembre de 2021, mediante el dictado de la Resolución General IGJ Nº 11/2021. 
 
Que, en el contexto actual, resulta imprescindible, verificándose que subsiste una situación de 
insuficiente recuperación del salario real, extender nuevamente las medidas oportunamente 
dictadas, tendientes a preservar la capacidad de pago de los suscriptores de planes de ahorro 
previo, que permitan la continuidad de sus contratos, así como el cumplimiento del objeto, la 
finalidad y la preservación del sistema; y, en ese sentido, continuar acompañando a aquellos 



 

suscriptores que se encuentran en una situación de vulnerabilidad, a fin de morigerar el impacto 
económico que ha generado la situación previa a la entrada en vigor de la Ley 27.541, luego 
agravada en razón de la pandemia por coronavirus. 
 
Que, en atención a ello, resulta pertinente ampliar los alcances del régimen de diferimiento y de 
otros dispositivos previstos en la Resolución General IGJ Nº 14/2020, habida cuenta de la 
prolongación en el tiempo de las excepcionales circunstancias epidemiológicas que han afectado 
el poder adquisitivo de los suscriptores de planes de ahorro, resultando menester ampliar el 
universo de suscriptores con acceso al régimen de diferimiento previsto en la Resolución General 
IGJ Nº 14/2020, modificada por las Resoluciones Generales IGJ Nº 38/2020, 51/2020, 5/2021 y 
11/2021, a fin de que los suscriptores ahorristas y adjudicatarios titulares de contratos agrupados 
hasta la vigencia de la presente resolución, como asimismo aquellos suscriptores con contratos 
extinguidos desde el 1º de abril de 2018 hasta la fecha de vigencia de la presente resolución, 
puedan acceder al régimen de diferimiento, procediendo en consecuencia a ampliarse, hasta el 31 
de marzo de 2022, el plazo para ejercer la opción de acceder a dicho régimen de posposición. 
 
Que, es igualmente necesario disponer la ampliación, también hasta el 31 de marzo de 2022, de la 
condonación de intereses punitorios y de la inaplicabilidad del límite previsto en los contratos para 
que el suscriptor rechace las adjudicaciones o deje vencer el plazo para su aceptación, que se 
contemplan en los incisos 2° y 4°, del art. 7°, de la Resolución General IGJ N° 14/2020, conforme a 
su texto vigente, como así también explicitar el mantenimiento de los restantes dispositivos 
establecidos en vigencia de la normativa dictada. 
 
Que, relacionado a la suspensión del inicio de ejecuciones prendarias que había sido dispuesta y 
prorrogada, respectivamente, por la Resolución General IGJ N° 14/2020 y sus subsiguientes N° 
38/2020 y N° 51/2020 y que cesó el 30 de abril de 2021 a raíz del dictado de la Resolución General 
IGJ N° 5/2021, procede mantener la exigencia de aplicación de mecanismos conciliatorios, a los 
que aluden las Resoluciones Generales IGJ Nº 5/2021 y 11/2021, tendientes a procurar evitar el 
inicio de tales acciones judiciales, a saber, sostener la obligación de las sociedades administradoras 
de instar previamente tratativas extrajudiciales con los suscriptores y sus garantes, como así 
también, de no arrojar éstas resultado positivo, notificar expresamente y por escrito a los mismos 
de su derecho a recurrir al Servicio de Conciliación Previa en las Relaciones de Consumo (COPREC), 
y, en su caso y de estar debidamente habilitado, al procedimiento ante la Auditoría en las 
Relaciones de Consumo, vías esenciales prejudiciales y de solución alternativa de conflictos 
instituidas, como se refirió antes de ahora, por la Ley N° 26.993, debiendo explicitarse asimismo, 
en la aludida notificación, que se entiende comprendido en ese derecho el de recurrir a los 
servicios implementados por las jurisdicciones locales en materia de Defensa del Consumidor, para 
el supuesto que no hubieren adherido a la Ley Nº 26.993, ámbitos en todos los cuales, como ya se 
estableció por este Organismo de Control estatal con competencia federal en la materia, será 
obligatorio para las sociedades administradoras concurrir a las audiencias, instancias o diligencias 
que correspondan y colaborar activamente en alcanzar una solución adecuada. 
 



 

Que el Departamento Control Federal de Ahorro, dependiente de la Dirección de Sociedades 
Comerciales de esta INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, ha tomado la intervención que le cabe. 
 
QUE, POR TODO ELLO, y por lo normado en los arts. 174 de la Ley N° 11.672 (t.o. 2014) y 9°, inc. f), 
de la Ley N° 22.315; y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22, de la Ley N° 22.315, 
 
EL SUBINSPECTOR GENERAL DE JUSTICIA 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º: PRORRÓGASE, hasta el 31 de marzo de 2022, el plazo de vencimiento del 
ofrecimiento de diferimiento previsto en el artículo 1º, de la Resolución General IGJ Nº 14/2020, 
modificada por Resoluciones Generales IGJ Nº 38/2020, 51/2020, 5/2021 y 11/2021, a los 
suscriptores ahorristas y adjudicatarios titulares de contratos, cuyo agrupamiento se haya 
producido hasta la fecha de vigencia de la presente resolución, y, también, a los suscriptores con 
contratos extinguidos por renuncia, rescisión o resolución desde el 1º de abril de 2018 hasta la 
fecha de vigencia de la presente resolución. A tal efecto, las sociedades concernidas deberán 
adecuar, a la presente prórroga, el formulario de opción aprobado por Resolución General IGJ Nº 
14/2020, como Anexo II. 
 
ARTÍCULO 2°: PRORRÓGANSE, hasta el 31 de marzo de 2022, los plazos establecidos en el artículo 
7º, incisos 2° y 4°, de la Resolución General IGJ Nº 14/2020 y modificatorias. 
 
ARTÍCULO 3º: MANTIÉNESE, durante la prórroga dispuesta en los dos artículos precedentes, las 
obligaciones establecidas en los artículos 8º y 9º, de la Resolución General IGJ N° 14/2020. 
 
ARTICULO 4°: DISPÓNESE, previo al inicio de ejecuciones prendarias, que las sociedades 
administradoras deberán realizar tratativas extrajudiciales con los suscriptores y sus garantes, y, 
en caso de no arrojar ellas resultados positivos, deberán notificarles expresamente y por escrito 
del derecho de los mismos a recurrir al Servicio de Conciliación Previa en las Relaciones de 
Consumo (COPREC), y, en su caso y de estar debidamente habilitado, al procedimiento ante la 
Auditoría en las Relaciones de Consumo, vías prejudiciales regladas por la Ley N° 26.993, o, de ser 
el caso, hacerles saber de igual modo que podrán acudir a los servicios implementados por las 
jurisdicciones locales en materia de Defensa del Consumidor, para el supuesto que no hubieren 
adherido a la mencionada ley nacional, ámbitos, en todos los cuales, será obligatorio para las 
sociedades administradoras concurrir a las audiencias, instancias y/o diligencias que correspondan 
conforme a los procedimientos aplicables, y, en general colaborar activamente para alcanzar una 
solución adecuada para los diferendos que pudieren suscitarse y estén comprendidos en lo 
abarcado en esta resolución. 
 
ARTÍCULO 5°: Esta resolución entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 6º: Regístrese como Resolución General. Publíquese. Dese a la DIRECCIÓN NACIONAL 
DEL REGISTRO OFICIAL. Comuníquese oportunamente a las Direcciones y Jefaturas de los 



 

Departamentos y respectivas Oficinas del Organismo y al Ente de Cooperación Técnica y 
Financiera, solicitando a éste ponga la presente resolución en conocimiento de los Colegios 
Profesionales que participan en el mismo. Para los efectos indicados, pase a la Delegación 
Administrativa. Oportunamente, archívese. 
 
Manuel Cuiñas Rodriguez 
e. 30/12/2021 N° 102119/21 v. 30/12/2021 
 

Resolución General 8/2022 

 
RESOG-2022-8-APN-IGJ#MJ 
Ciudad de Buenos Aires, 14/07/2022 
 
VISTO: La Ley N° 22.315; los Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU) del Poder Ejecutivo Nacional 
(PEN) N° 260/2020, 297/2020 y sus modificatorios; el artículo 158 del Código Civil y Comercial de 
la Nación, y las Resoluciones Generales N° 7/2015 y 11/2020 de esta INSPECCIÓN GENERAL DE 
JUSTICIA; y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el PODER EJECUTIVO NACIONAL, para contener el avance de los efectos del COVID en la 
población dictó el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260/2020, mediante el cual amplió la 
emergencia pública sanitaria dispuesta por la Ley N° 27.541. 
 
Que, a partir del dictado del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260/2020 y sus sucesivas 
prórrogas y modificaciones, se dispusieron ciertas medidas de aislamiento y distanciamiento 
social, tales como restricciones y limitaciones en la realización de ciertas actividades, restricciones 
a la circulación y limitaciones en el uso del transporte público, entre otras. 
 
Que, la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, con fundamento en la facultad de interpretar con 
carácter general las disposiciones legales aplicables a los sujetos sometidos a su control, conferida 
aquella centralmente por vía de la Ley N° 22.315, entendió indispensable que como Organismo de 
Registro y Control estatal dispusiera, dentro de su esfera de actuación e intervención, medidas 
excepcionales que permitieran garantizar tanto el desarrollo de la vida institucional de las 
personas jurídicas en el ámbito jurisdiccional que le compete, cuanto el ejercicio de los derechos 
políticos del conjunto de sus socios y asociados. 
 
Que, en ese estado de situación, la Resolución General N° 11/2020 de la INSPECCIÓN GENERAL DE 
JUSTICIA dispuso la admisión de las reuniones del órgano de administración o de gobierno de 
asociaciones civiles o fundaciones celebradas a distancia, mediante la utilización de medios o 
plataformas informáticas o digitales mientras se prohibiera, restringiera, o limitara la circulación 
de las personas con motivo de la emergencia sanitaria que por aquel entonces se verificaba en la 



 

República Argentina. La referida Resolución General sujetó la validez de las reuniones celebradas 
bajo la aludida modalidad, al cumplimiento de una serie de requisitos formales y sustanciales. 
 
Que, las previsiones de la Resolución General IGJ N° 11/2020 resultaron en su día indispensables 
para que numerosas sociedades, asociaciones civiles y fundaciones pudieran tomar, en el seno de 
sus órganos sociales, decisiones de vital importancia para el cumplimiento de su objeto social, 
durante un período de restricción a la celebración de reuniones presenciales y a la libre circulación 
de las personas, todo ello en el marco de la emergencia sanitaria relacionada y conforme a lo 
definido por las autoridades competentes en materia sanitaria. 
 
Que, en su artículo 3°, por la Resolución General IGJ Nº 11/20 se estableció que “… durante todo el 
periodo en que por disposición del Poder Ejecutivo de la Nación, se prohíba, limite o restrinja la 
libre circulación de las personas en general como consecuencia del estado de emergencia sanitaria 
declarada por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 297/2020 y sus eventuales prorrogas, se 
admitirán las reuniones del órgano de administración o de gobierno de sociedades, asociaciones 
civiles o fundaciones celebradas a distancia mediante la utilización de medios o plataformas 
informáticas o digitales, cuando sean celebrados con todos los recaudos previstos, según 
corresponda, en los artículos 1° o 2° de la presente …”. 
 
Que, durante el año 2021, gradualmente, se fueron levantando las medidas excepcionales de 
restricción dispuestas por el Poder Ejecutivo Nacional, primero durante el período de “Aislamiento 
Social, Preventivo y Obligatorio” (ASPO), y luego por el período de “distanciamiento social, 
preventivo y obligatorio” (DISPO). 
 
Que, corresponde a esta INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA DE LA NACIÓN velar por el correcto 
funcionamiento de las personas jurídicas bajo su esfera competencial, y, en consecuencia, brindar 
todas las posibles herramientas jurídicas que permitan transitar la vida social de forma 
participativa y democrática, en el marco de las disposiciones legales, reglamentarias y estatutarias 
respectivas. 
 
Que, a los efectos de brindar seguridad jurídica en relación a los alcances al plazo de excepción 
prevista por el artículo 3° la Resolución General IGJ Nº 11/20, resulta conveniente que este 
Organismo fije un plazo cierto que disponga su finalización de modo expreso. 
 
POR TODO ELLO y en virtud de lo dispuesto en los artículos 3, 4, 7, 8, 9, 10, inciso a), 11, inciso c), 
21, incisos a) y b) y 22, de la Ley N° 22.315; por lo establecido en los artículos 1°, 2°, 5° y 
concordantes del Decreto Reglamentario N° 1493/1982; y por lo normado en la Resolución 
General IGJ N° 7/2015 (“NORMAS de la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA”), 
 
EL SUBINSPECTOR GENERAL DE JUSTICIA 
RESUELVE: 
 



 

ARTÍCULO 1°: DESE POR FINALIZADO el período de excepción previsto en el artículo 3, de la 
Resolución General IGJ Nº 11/2020 para la celebración de reuniones de órganos de administración 
o gobierno realizadas a distancia, en los supuestos en que el estatuto social no las hubieran 
previsto. 
 
ARTÍCULO 2°: Se admitirán las reuniones del órgano de administración o de gobierno de 
sociedades, asociaciones civiles o fundaciones convocadas para ser celebradas a distancia bajo los 
términos de lo dispuesto de la Resolución General IGJ Nº 11/20, hasta 60 días hábiles 
administrativos posteriores a la fecha de publicación de la presente Resolución General. 
 
ARTÍCULO 3°: Regístrese como Resolución General. Publíquese. Dese a la DIRECCIÓN NACIONAL 
DEL REGISTRO OFICIAL. Comuníquese a las Direcciones y Jefaturas de los Departamentos y 
respectivas Oficinas del Organismo y al Ente de Cooperación Técnica y Financiera, solicitando a 
éste ponga la presente resolución en conocimiento de los Colegios Profesionales que participan en 
el mismo. Para los efectos indicados, pase a la Delegación Administrativa. Oportunamente, 
archívese. 
 
Manuel Cuiñas Rodriguez 
e. 15/07/2022 N° 54368/22 v. 15/07/2022 
 

Resolución General 12/2022 

RESOG-2022-12-APN-IGJ#MJ 
Ciudad de Buenos Aires, 30/09/2022 
VISTO: 
 
El dictado de la Ley Nº 27.541 de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la 
Emergencia Pública, los Decretos de Necesidad y Urgencia Nº 260/2020 y sus modificatorios, 
287/2020, 297/2020, 325/2020, 355/2020, 408/2020, 459/2020, 493/2020, 520/2020, 576/2020, 
605/2020, 641/2020, 677/2020, 714/2020, 754/2020, 792/2020, 814/2020, 875/2020, 956/2020, 
985/2020, 1033/2020, 4/2021, 67/2021, 125/2021, 167/2021, 168/2021, 235/2021, 241/2021, 
287/2021, 334/2021, 381/2021, 411/2021, 455/2021, 494/2021, 678/2021 y las Resoluciones 
Generales IGJ Nº 14/2020, 38/2020, 51/2020, 05/2021, 11/2021, 20/2021 y 3/2022; y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Ley Nº 27.541 de Solidaridad Social y Reactivación Productiva se declaró la emergencia 
pública en materia económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, 
sanitaria y social. 
 
Que la emergencia comprendió especialmente la situación de los planes de ahorro previo bajo la 
modalidad de “grupos o círculos cerrados” habida cuenta del fuerte incremento del precio de los 
automotores objeto de los planes, registrado como consecuencia de la devaluación producida en 



 

el año 2018 y la subsiguiente después de agosto de 2019, y que por la funcionalidad propia del 
sistema impacta directamente en las cuotas de ahorro y amortización que deben pagar los 
suscriptores y genera dificultades para afrontar los pagos, lo que pone en crisis el sistema como 
medio de acceso masivo a los bienes de consumo durables. 
 
Que en el marco de la manda legal formulada en el art. 60 de la mencionada ley se efectuaron 
reuniones para tratar la problemática con la participación del Banco Central de la República 
Argentina, la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Desarrollo productivo y la 
Subsecretaría de Acciones para la defensa de las y los consumidores dependiente del Ministerio y 
Secretaría mencionados. 
 
Que la crisis económica en que se encontraba el país, y que motivó el dictado de la Ley Nº 27.541, 
se vio agravada por las excepcionales circunstancias epidemiológicas vinculadas con la 
propagación del virus Sars-Cov-2, que diera lugar a la declaración de pandemia por Covid-19 por 
parte de la Organización Mundial de la Salud (OMS). 
 
Que con el objetivo de mitigar la propagación del virus y su impacto sanitario se dictó el Decreto 
de Necesidad y Urgencia Nº 260/2020 a través del cual se amplió la declaración de la emergencia 
pública en materia sanitaria establecida por la Ley Nº 27.541 por el término de un (1) año a partir 
de la vigencia del decreto. 
 
Que a fin de proteger la salud pública se dictó el Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 297/2020 
que dispuso el aislamiento social, preventivo y obligatorio de todas las personas residentes en el 
país restringiendo fuertemente las actividades comerciales y la circulación de personas, el que fue 
prorrogado por Decreto Nº 325/2020. 
 
Que en ese contexto la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA dictó la Resolución General IGJ Nº 
14/2020 que estableció la opción hasta el 30 de agosto de 2020 por un régimen de diferimiento 
del pago de determinado porcentual de la cuota de ahorro y/o amortización dirigido a la cartera 
contractual integrada por contratos agrupados con anterioridad al 30 de septiembre de 2019, 
afectados por el impacto de las devaluaciones de ese año y del anterior, a los fines de que los 
suscriptores puedan cumplir con sus obligaciones en condiciones que les permita la continuidad 
de sus contratos; como así también la posibilidad de acceder a una disminución del precio del bien 
tipo a través del beneficio de la bonificación de un determinado porcentaje de la parte de la cuota 
cuyo pago se difiera, en favor de suscriptores de planes cuyo objeto sean los modelos –o 
sustitutos de ellos- de vehículos de menor gama o utilitarios identificados en el Anexo a la norma; 
la posibilidad de la reactivación del plan de aquellos suscriptores con contratos extinguidos por 
renuncia, rescisión o resolución a partir del 1º de abril de 2018; la suspensión del inicio de 
ejecuciones prendarias hasta el 30 de septiembre de 2020, y otras disposiciones adicionales 
adoptadas a fin de favorecer la continuidad de los contratos y la transparencia del sistema como 
condonaciones de intereses punitorios, eximición de determinados gastos prendarios, suspensión 
de la aplicabilidad de límites contractuales para rechazar adjudicaciones o dejar vencer plazos para 



 

aceptarlas, difusión del régimen de diferimiento y clarificación de los gastos de entrega de los 
vehículos que se adjudicaran. 
 
Que el agravamiento de la situación epidemiológica hizo necesario, en primer término, prorrogar 
el aislamiento social, preventivo y obligatorio por Decretos de Necesidad y Urgencia Nº 355/2020, 
408/2020, 459/2020, 493/2020, 520/2020, 576/2020, 605/2020, 641/2020, 677/2020 
manteniendo las medidas de restricción de actividades comerciales y de circulación de personas 
con el agravamiento, para luego, a través de los decretos 520/2020, 576/2020, 605/2020, 
641/2020, 677/2020, 714/2020, 754/2020, 792/2020, 814/2020, 875/2020, 956/2020, 985/2020, 
1033/2020, 4/2021, 67/2021 y 125/2021, diferenciar distintas áreas geográficas del país, 
permaneciendo algunas en aislamiento social, preventivo y obligatorio, pasando otras a una etapa 
superadora de distanciamiento social, preventivo y obligatorio y en la evolución de la pandemia 
algunas jurisdicciones regresaron a la etapa anterior de aislamiento a la vez que se implementaban 
políticas públicas tendientes a iniciar el proceso de vacunación simultánea en todo el territorio del 
país y, posteriormente, las medidas de aislamiento social, preventivo y obligatorio devinieron en 
diversas medidas preventivas focalizadas a la contención de contagios, entre otras, el 
distanciamiento social, preventivo y obligatorio que fueron dictadas y prorrogadas a través de los 
Decretos Nº 167/2021, 168/2021 y 235/2021, 241/2021, 287/2021, 334/2021, 381/2021, 
411/2021, 455/2021 y 494/2021. 
 
Que la prolongación en el tiempo de la situación descripta fue atendida por la INSPECCIÓN 
GENERAL DE JUSTICIA a través de las Resoluciones Generales IGJ Nº 38/2020, 51/2020, 5/2021, 
11/2021, 20/2021 y 3/2022 que extendieron el plazo para el ejercicio de la opción de diferimiento 
otorgada originariamente por la Resolución General IGJ Nº 14/2020 hasta el 30 de septiembre de 
2022 y ampliaron el universo de suscriptores que podían acceder al mismo, manteniendo 
asimismo otros dispositivos adicionales para favorecer la preservación de la capacidad de pago de 
los suscriptores y el funcionamiento del sistema. 
 
Que, en el contexto actual, verificándose la subsistencia de ciertas condiciones desfavorables para 
los suscriptores se torna necesario extender nuevamente la medida oportunamente dictada, 
tendiente a preservar la capacidad de pago de los suscriptores de planes de ahorro previo, que 
permitan la continuidad de sus contratos así como el cumplimiento del objeto y la preservación 
del sistema y en ese sentido, resulta imprescindible continuar acompañando a aquellos 
suscriptores que se encuentran en una situación de vulnerabilidad a fin de morigerar el impacto 
económico que había generado la situación previa a la entrada en vigor de la Ley 27.541, luego 
agravada en razón de la pandemia por corona virus. 
 
Que en atención a ello, resulta pertinente ampliar los alcances del régimen de diferimiento y otros 
dispositivos previstos en la Resolución General IGJ Nº 14/2020, habida cuenta de que la 
prolongación en el tiempo de las excepcionales circunstancias epidemiológicas que han afectado 
el poder adquisitivo de los suscriptores de planes de ahorro, resultando menester ampliar el 
universo de suscriptores con acceso al régimen de diferimiento previsto en la Resolución General 
IGJ Nº 14/2020, modificada por las Resoluciones Generales IGJ Nº 38/2020, 51/2020, 5/2021, 



 

11/2021, 20/2021 y 3/2022, a fin de que los suscriptores ahorristas y adjudicados titulares de 
contratos agrupados hasta la vigencia de la presente resolución, como asimismo aquellos 
suscriptores con contratos extinguidos desde el 1º de abril de 2018 hasta la fecha de vigencia de la 
presente resolución, puedan acceder al régimen de diferimiento, procediendo en consecuencia 
ampliar hasta el 31 de marzo de 2023 el plazo para ejercer la opción de acceder a dicho régimen. 
 
Que, es igualmente necesario disponer la ampliación, también hasta el 31 de marzo de 2023, de la 
condonación de intereses punitorios y de la inaplicabilidad del límite previsto en los contratos para 
que el suscriptor rechace las adjudicaciones o deje vencer el plazo para su aceptación, que se 
contemplan en los incisos 2° y 4° del art. 7° de la Resolución General IGJ N° 14/2020 conforme a su 
texto vigente, como así también explicitar el mantenimiento de los restantes dispositivos 
establecidos en vigencia de la normativa dictada. 
 
Que relacionado a la suspensión del inicio de ejecuciones prendarias que había sido dispuesta y 
prorrogada respectivamente por la Resolución General IGJ N° 14/2020 y sus subsiguientes n° 
38/2020 y n° 51/2020 y que cesó el 30 de abril de 2021 a raíz del dictado de la Resolución General 
IGJ N° 5/2021, procede mantener la exigencia de aplicación de mecanismos conciliatorios, a los 
que aluden las Resoluciones Generales IGJ Nº 5/2021, 11/2021, 20/2021 y 3/2022, tendientes a 
procurar evitar el inicio de las mismas, a saber, la obligación de las sociedades administradoras de 
instar previamente tratativas extrajudiciales con los suscriptores y sus garantes, como así también, 
de no arrojar éstas resultado positivo, notificar expresamente y por escrito a los mismos de su 
derecho a recurrir al Servicio de Conciliación Previa en las Relaciones de Consumo y en su caso al 
procedimiento ante la Auditoría en las Relaciones de Consumo instituidos por la Ley N° 26.993; 
debiendo explicitarse que se entiende comprendido en ese derecho el de recurrir a los servicios 
implementados por las jurisdicciones locales de Defensa del Consumidor que no hubieren 
adherido a la Ley Nº 26.993; ámbitos en todos los cuales será obligatorio para las sociedades 
administradoras concurrir a las audiencias, instancias o diligencias que correspondan y colaborar 
activamente en alcanzar una solución adecuada. 
 
Que el Departamento Control Federal de Ahorro y la Dirección de Sociedades Comerciales han 
tomado la intervención que le cabe. 
 
POR ELLO y lo dispuesto por los arts. 174 de la Ley N° 11.672 (t.o. 2014) y 9° inc. f) de la Ley N° 
22.315, 
 
EL INSPECTOR GENERAL DE JUSTICIA 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º: Prorrógase hasta el 31 de marzo de 2023 el plazo de vencimiento del ofrecimiento 
de diferimiento previsto en el artículo 1º de la Resolución General Nº 14/2020, modificada por 
Resoluciones Generales IGJ Nº 38/2020, 51/2020, 5/2021, 11/2021, 20/2021 y 3/2022, a los 
suscriptores ahorristas y adjudicados titulares de contratos cuyo agrupamiento se haya producido 
hasta la fecha de vigencia de la presente resolución y a los suscriptores con contratos extinguidos 



 

por renuncia, rescisión o resolución desde el 1º de abril de 2018 hasta la fecha de vigencia de la 
presente resolución. Al efecto las sociedades deberán adecuar a la presente prórroga el formulario 
de opción aprobado por Resolución General IGJ Nº 14/2020 como Anexo II. 
 
ARTÍCULO 2°: Prorróganse hasta el 31 de marzo de 2023 los plazos establecidos en el artículo 7º 
incisos 2° y 4° de la Resolución General IGJ Nº 14/2020 y modificatorias. 
 
ARTÍCULO 3º: Mantiénense durante la prórroga dispuesta en los artículos anteriores las 
obligaciones establecidas en los artículos 8º y 9º de la Resolución General IGJ N° 14/2020. 
 
ARTÍCULO 4°: Previo al inicio de ejecuciones prendarias, las sociedades administradoras deberán 
realizar tratativas extrajudiciales con los suscriptores y sus garantes, y en caso de no arrojar ellas 
resultados positivos, notificarlos expresamente y por escrito del derecho de los mismos a recurrir 
al Servicio de Conciliación Previa en las Relaciones de Consumo y en su caso al procedimiento ante 
la Auditoría en las Relaciones de Consumo instituidos por la Ley N° 26.993, o a los servicios 
implementados por las jurisdicciones locales de Defensa del Consumidor que no hubieren 
adherido a la mencionada ley; ámbitos en los cuales será obligatorio para las sociedades 
administradoras concurrir a las audiencias, instancias y diligencias que correspondan conforme a 
los procedimientos aplicables y en general colaborar activamente para alcanzar una solución 
adecuada para los diferendos. 
 
ARTÍCULO 5°: Esta resolución entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 6º: Regístrese como Resolución General. Publíquese. Dese a la DIRECCION NACIONAL 
DEL REGISTRO OFICIAL. Comuníquese oportunamente a las Direcciones y Jefaturas de los 
Departamentos y respectivas Oficinas del Organismo y al Ente de Cooperación Técnica y 
Financiera, solicitando a éste ponga la presente resolución en conocimiento de los Colegios 
Profesionales que participan en el mismo. Para los efectos indicados, pase a la Delegación 
Administrativa. Oportunamente, archívese. 
 
Ricardo Augusto Nissen 
e. 03/10/2022 N° 79289/22 v. 03/10/2022 
 

Resolución 42/2022 

 
RESOL-2022-42-APN-SPYMEYE#MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 30/05/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-49832176- -APN-DGD#MDP, la Ley N° 24.467 y sus 
modificaciones, la Resolución N° 21 de fecha 15 de abril de 2021 de la SECRETARÍA DE LA 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y su modificatoria, y 



 

 
CONSIDERANDO: 
Que mediante la Ley N° 24.467 y sus modificaciones, se creó la figura de la Sociedad de Garantía 
Recíproca con el objeto de facilitar a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas el acceso al 
crédito. 
 
Que por el Decreto N° 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, se aprobó el 
Organigrama de Aplicación de la Administración Nacional centralizada hasta nivel de Subsecretaría 
y sus respectivos objetivos, entre los que se encuentran los correspondientes al MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO y, en particular, a la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES, asignándole la facultad de entender en la aplicación de la Ley 
N° 24.467 y sus modificaciones. 
 
Que mediante la Resolución N° 106 de fecha 7 de marzo de 2018 del ex MINISTERIO DE 
PRODUCCIÓN, se designó a la ex SECRETARÍA DE EMPRENDEDORES Y DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA del ex citado Ministerio, como Autoridad de Aplicación de diversos programas, entre 
ellos, el Sistema de Sociedades de Garantía Recíproca, previsto en la Ley N° 24.467 y sus 
modificaciones. 
 
Que en virtud de las modificaciones incluidas en la Ley N° 24.467, por las Leyes Nros. 27.264 y 
27.444, mediante el Decreto N° 699 de fecha 25 de julio de 2018 se dictó una nueva 
reglamentación de la Ley N° 24.467 y sus modificaciones, a fin de delimitar los alcances de la 
misma y establecer los criterios que regirán en su interpretación. 
 
Que mediante la Resolución N° 21 de fecha 15 de abril de 2021 de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA 
Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su 
modificatoria, se aprobó un nuevo texto de las “Normas Generales del Sistema de Sociedades de 
Garantías Recíprocas”. 
 
Que entre muchas otras modificaciones, mediante la resolución mencionada se elevaron los 
requisitos a cumplir por las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) para acceder, mediante 
solicitud, a un aumento del fondo de riesgo. 
 
Que de acuerdo con el Artículo 42 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, los aumentos en los 
montos de los fondos de riesgo de las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) ya autorizadas 
deberán ajustarse a los procedimientos de aprobación que fija la Autoridad de Aplicación. 
 
Que en el Artículo 20 del Anexo de la Resolución N° 21/21 de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y 
MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES y su modificatoria, la Autoridad de Aplicación 
estableció la regulación referente a las autorizaciones de aumento del Fondo de Riesgo, 
detallando los requisitos mínimos para acceder a la autorización y las condiciones generales del 
trámite. 
 



 

Que mediante la Resolución N° 116 de fecha 2 de noviembre de 2021 de la SECRETARÍA DE LA 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO se modificó el inciso 3 del Artículo 20 de la citada Resolución Nº 21/21 y su 
modificatoria, estableciendo que el plazo de integración del Fondo de Riesgo no podrá superar los 
DOCE (12) meses (o el menor que establezca la autoridad de aplicación en el acto administrativo 
correspondiente) y que el monto del aumento a autorizar no podrá exceder el CINCUENTA POR 
CIENTO (50 %) del Fondo de Riesgo Computable a la fecha de solicitud del aumento ni la suma de 
PESOS DOS MIL MILLONES ($ 2.000.000.000). Además, se incorporó como nuevo requisito, un 
plazo de espera mínimo de SEIS (6) meses entre el último aumento otorgado y una nueva solicitud. 
 
Que estas modificaciones se realizaron con el objeto de establecer parámetros claros y medibles 
que permitan controlar que los aumentos de Fondo de Riesgo se traduzcan en una mayor 
asistencia a MiPyMEs. 
 
Que la cuestión sobre los aumentos de fondo de riesgo tiene especial relevancia toda vez que la 
aprobación de un aumento trae aparejado, necesariamente y en forma casi inmediata, un impacto 
fiscal de relevancia debido a los beneficios impositivos que las normas aplicables prevén en favor 
de quienes realizan aportes al fondo de riesgo de la mencionada sociedad. 
 
Que, en efecto, al autorizar un aumento de dicho monto, se permite a socios protectores (nuevos 
o existentes) de la SGR autorizada, aportar nuevos fondos al fondo de riesgo de la misma, 
adquiriendo así el derecho a acceder al beneficio impositivo previsto en el Artículo 79 de la Ley 
24.467 y sus modificatorias, por dichos fondos, lo cual impacta en la recaudación del ESTADO 
NACIONAL. 
 
Que de conformidad con dicha norma, el beneficio impositivo para los Socios Protectores de las 
Sociedades de Garantía Recíproca se produce en el ejercicio fiscal en el cual los aportes de capital 
y los aportes al fondo de riesgo se efectivizan, de modo que la autorización de aumentos de fondo 
de riesgo puede producir un impacto fiscal inmediato. 
 
Que debe tenerse también presente que cuando se autoriza un aumento del fondo de riesgo, el 
mismo acto administrativo establece el plazo en el cual debe integrarse el mismo, finalizado el 
cual, el monto máximo autorizado del Fondo de Riesgo será el efectivamente integrado al 
vencimiento de dicho plazo. 
 
Que con cada pedido, la Autoridad de Aplicación realiza un análisis pormenorizado del aumento 
solicitado, estudiando la situación de la SGR, del régimen en general y del contexto del país. 
 
Que la Autoridad de Aplicación otorga autorizaciones de aumento de fondo de riesgo a quienes 
cumplen con los requisitos exigibles. 
 
Que del análisis de los montos a los que asciende el Fondo de Riesgo Computable de varias de las 
Sociedades que conforman el Sistema de Sociedades de Garantía Recíproca, se ha verificado que la 



 

restricción del CINCUENTA POR CIENTO (50 %) sobre el FDR Computable en conjunto con el tope 
máximo de PESOS DOS MIL MILLONES ($ 2.000.000.000) que rigen actualmente, traen aparejada 
una marcada limitación en el funcionamiento del Sistema, en términos de asistencia y de montos 
otorgados. 
 
Que puntualmente, el límite del CINCUENTA POR CIENTO (50 %) con el tope máximo de DOS MIL 
MILLONES DE PESOS ($ 2.000.000.000) perjudica a aquellas Sociedades que poseen un FDR 
Computable superior a los PESOS CUATRO MIL MILLONES ($ 4.000.000.000), lo cual implica una 
restricción que perjudica sólo a algunas SGR. 
 
Que en este estado de situación, por medio de la presente se incorporan cambios en el Artículo 20 
del Anexo de la Resolución N° 21/21 de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y 
LOS EMPRENDEDORES y su modificatoria. 
 
Que, en ese sentido, se modifica el inciso 3 del Artículo 20 de la resolución citada en el 
considerando inmediato anterior, estableciendo que la Autoridad de Aplicación autorizará 
aumentos de hasta el CINCUENTA POR CIENTO (50 %) del Fondo de Riesgo Computable de la SGR a 
la fecha de solicitud del aumento, con un tope máximo de PESOS DOS MIL MILLONES ($ 
2.000.000.000), aunque aclarándose que podrán excederse dichas limitaciones en PESOS 
QUINIENTOS MILLONES ($ 500.000.000) por cada MIL (1.000) MIPyMEs que hayan sido asistidas 
durante los últimos DOCE (12) meses previos a la solicitud del aumento. 
 
Que, adicionalmente corresponde eliminar la DISPOSICIÓN TRANSITORIA prevista en ese mismo 
artículo pues ha perdido vigencia. 
 
Que los cambios mencionados se consideran oportunos y convenientes en aras de continuar 
profundizando el acceso al crédito más competitivo posible para todas las MiPyMEs del país, 
expandiendo y mejorando sus condiciones de financiamiento. 
 
Que, en virtud de lo expuesto, corresponde modificar y actualizar los requisitos mínimos 
detallados en el Artículo 20 del Anexo de la Resolución N° 21/21 de la SECRETARÍA DE LA 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES y su modificatoria. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en virtud de las competencias establecidas en la Ley N° 24.467 y 
sus modificaciones, y el Decreto N° 50/19 y sus modificatorios. 
 
Por ello, 
EL SECRETARIO DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES 
RESUELVE: 
 



 

ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el Artículo 20 del Anexo de la Resolución N° 21 de fecha 15 de abril de 
2021 de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 20 - SOLICITUD DE AUMENTO DEL FONDO DE RIESGO. 
 
1. Las SGR podrán obtener una autorización de aumento de su Fondo de Riesgo, siempre y cuando 
hubiera transcurrido el plazo de SEIS (6) meses computados desde la fecha de la autorización del 
último aumento, y en la medida que cumplan con los siguientes requisitos: 
 
a) No tener pendientes obligaciones emergentes del Régimen Informativo aprobado por la 
Autoridad de Aplicación. 
b) No tener pendientes requerimientos de la Autoridad de Aplicación. 
c) Acreditar, mediante la presentación de una Declaración Jurada de la Comisión Fiscalizadora 
firmada por al menos DOS (2) de sus miembros: 
c) 1. El cumplimiento de alguna de las siguientes condiciones respecto del Grado de Utilización del 
Fondo de Riesgo computado conforme lo establecido en el Anexo 2 del presente Anexo: 
 
1. Que en los DOCE (12) meses anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de aumento, el 
Grado de Utilización del Fondo de Riesgo hubiere alcanzado un valor promedio de DOSCIENTOS 
POR CIENTO (200 %), 
2. Que en los SEIS (6) meses anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de aumento, el 
Grado de Utilización del Fondo de Riesgo hubiere alcanzado un valor promedio de DOSCIENTOS 
CUARENTA POR CIENTO (240 %), o 
3. Que en los TRES (3) meses anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de aumento, el 
Grado de utilización del Fondo de Riesgo hubiere alcanzado un valor promedio de DOSCIENTOS 
SESENTA POR CIENTO (260 %). 
 
c) 2. Que el último día del mes anterior a la presentación de la solicitud, la solvencia, definida 
como el cociente entre el Saldo Neto de Garantías Vigentes y el Fondo de Riesgo Disponible, de 
acuerdo a lo estipulado en el inciso 2.1 del Artículo 24 del presente Anexo, hubiere alcanzado un 
mínimo de DOS COMA SIETE (2,7). 
c) 3. Haber asistido un mínimo de TREINTA (30) MiPyMEs cada PESOS CIEN MILLONES ($ 
100.000.000) integrados al Fondo de Riesgo hasta el día 31 de diciembre de 2021 y un mínimo de 
CUARENTA (40) MiPyMEs cada PESOS CIEN MILLONES ($ 100.000.000) integrados al Fondo de 
Riesgo a partir del día 1 de enero de 2022. Para la medición de este requisito se tomará las 
MiPyMEs Asistidas durante los últimos DOCE (12) meses previos a la solicitud de autorización y el 
Fondo de Riesgo Computable medido al último día del mes anterior a la presentación de la 
solicitud. 
c) 4. Haber asistido un mínimo de CUARENTA (40) Nuevas MiPyMEs Asistidas definidas de acuerdo 
a lo establecido por el Artículo 1° del presente Anexo. Para la medición de este requisito se tomará 
las Nuevas MiPyMEs Asistidas durante los últimos DOCE (12) meses previos a la solicitud de 
autorización. 



 

 
d) Presentar un Plan de Negocios que contemple, como mínimo, una evolución razonable de la 
SGR respecto de los Socios Partícipes y/o Terceros y las garantías a emitir, la proyección del Fondo 
de Riesgo, Solvencia y Grado de Utilización previstos. El mismo deberá confeccionarse de acuerdo 
a la información requerida en el Modelo de Plan de Negocios del Anexo 6 de este Anexo. 
 
2. Las SGR deberán realizar la solicitud de autorización de aumento del Fondo de Riesgo mediante 
la presentación de una nota donde determinen el monto del Fondo de Riesgo que se desea 
alcanzar. 
 
3. En caso de verificarse el cumplimiento de los requisitos previstos precedentemente, la 
Autoridad de Aplicación podrá rechazar el pedido, otorgar autorización para el aumento solicitado 
o bien por una suma inferior, consignando expresamente los plazos y condiciones que regirán la 
autorización y la integración. También podrá rechazar el pedido por decisión fundada, basándose 
en, entre otras, las siguientes causales que se enumeran de modo no taxativo: (a) incumplimientos 
de la SGR en oportunidades anteriores en relación a la integración comprometida, (b) 
incumplimientos en los lineamientos establecidos en el Plan de Negocios presentado para 
aumentos anteriores, (c) situación de solvencia la SGR, (d) situación fiscal del país e impacto fiscal 
del pedido de aumento en particular o de los pedidos pendientes de definición, (e) situación del 
Régimen de Sociedades de Garantía Recíproca en general; que ameritan, a exclusivo criterio de la 
Autoridad de Aplicación, no conceder el aumento. 
 
Para los casos de autorización, el plazo de integración no podrá superar los DOCE (12) meses o el 
menor que establezca la Autoridad de Aplicación en el acto administrativo de autorización. 
 
La Autoridad de Aplicación autorizará aumentos de hasta el CINCUENTA POR CIENTO (50 %) del 
Fondo de Riesgo Computable de la SGR a la fecha de solicitud del aumento, con un tope máximo 
de PESOS DOS MIL MILLONES ($ 2.000.000.000). 
 
Sin embargo, la Autoridad de Aplicación podrá autorizar aumentos en exceso de dichos límites, 
por la suma de PESOS QUINIENTOS MILLONES ($ 500.000.000) adicionales por cada MIL (1.000) 
MIPyMEs que la SGR solicitante haya asistido durante los últimos DOCE (12) meses previos a la 
solicitud del aumento. 
 
4. Una vez transcurrido el plazo otorgado para la integración, el monto máximo autorizado del 
Fondo de Riesgo será el efectivamente integrado al vencimiento de dicho plazo. 
 
5. Encontrándose pendiente la integración de aumentos de Fondo de Riesgo aprobados, si se 
solicitara un nuevo aumento, la Autoridad de Aplicación declarará como monto vigente al 
efectivamente integrado a la fecha de presentación de la nueva solicitud y, en caso que así lo 
decidiera, autorizará el nuevo monto máximo, estableciendo el plazo y las condiciones de 
integración. 
 



 

6. Aquellas SGR que cuenten con un Fondo de Riesgo autorizado por una suma inferior a PESOS 
QUINIENTOS CINCUENTA MILLONES ($ 550.000.000) quedarán exceptuadas del trámite de 
solicitud de aumento hasta que el Fondo de Riesgo Total Computable ascienda a dicha suma, 
debiendo cumplir las restantes condiciones establecidas para su integración.” 
 
ARTÍCULO 2°.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su suscripción. 
 
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Guillermo Merediz 
e. 31/05/2022 N° 39283/22 v. 31/05/2022 
 

Resolución Conjunta 1/2022 

RESFC-2022-1-APN-MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 06/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-126547278-APN-DGD#MDP, las Leyes Nros. 22.415 (Código 
Aduanero) y 27.541, los Decretos Nros. 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 
317 de fecha 28 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 810 de fecha 25 de noviembre de 2021 y 
867 de fecha 23 de diciembre de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante la Ley N° 27.541 de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la 
Emergencia Pública, se declaró la emergencia pública en materia económica, financiera, fiscal, 
administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social. 
 
Que, a su vez, por el Artículo 1° del Decreto Nº 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y sus 
modificatorios se dispuso ampliar la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la 
citada Ley, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(OMS), en relación con el COVID-19 por el plazo de UN (1) año, a partir de la entrada en vigencia 
del mismo. 
 
Que a través del Decreto N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021 se dispuso prorrogar el Decreto 
N° 260/20 y sus modificatorios hasta el día 31 de diciembre de 2022. 
 
Que dada la situación de emergencia sanitaria y con el fin de no afectar la atención sanitaria de la 
población como consecuencia del brote de Coronavirus COVID-19, en su momento resultó 
necesaria la adopción de medidas para garantizar el acceso a ciertos insumos críticos, con el fin de 
mitigar la propagación del virus SARSCoV-2. 
 



 

Que, en tal sentido, se dictó el Decreto Nº 301 de fecha 19 de marzo de 2020 mediante el cual se 
dispuso que las exportaciones de aparatos de oxigenoterapia, sus partes y accesorios debían 
tramitar un permiso de exportación a ser emitido por el MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, con la necesaria intervención del MINISTERIO DE SALUD, el que posteriormente fue 
derogado por el Decreto N° 625 de fecha 29 de julio de 2020. 
 
Que, asimismo, por el Decreto Nº 317 de fecha 28 de marzo de 2020 y sus modificatorios se 
estableció idéntico tratamiento para otros productos o bienes requeridos por el sistema de salud, 
tales como alcohol, medicamentos, aparatos de diagnóstico, elementos de protección, 
respiradores y oxigenadores, entre otros, con el objetivo de enfrentar de la mejor manera posible 
la situación sanitaria que atravesaba nuestro país y el mundo en general. 
 
Que por medio de los Decretos Nros. 405 de fecha 23 de abril de 2020, 243 de fecha 18 de abril de 
2021 y 286 de fecha 29 de abril de 2021 se dispuso ampliar el universo de bienes alcanzados por el 
Decreto N° 317/20 y sus modificatorios, a los fines de que la población tenga garantizado el acceso 
a insumos imprescindibles. 
 
Que de conformidad al dinamismo de la situación epidemiológica, mediante los Decretos Nros. 
617 de fecha 24 de julio de 2020 y 625 de fecha 29 de julio de 2020 se excluyó a ciertos bienes del 
universo de bienes alcanzados por el Decreto N° 317/20 y sus modificatorios. 
 
Que el Decreto N° 317/20 y sus modificatorios establece en su Artículo 4° que la medida dispuesta 
mediante los permisos de exportación mantendrá su vigencia mientras perdure la emergencia 
pública en materia sanitaria declarada por la Ley N° 27.541, ampliada por el Decreto N° 260/20 y 
sus modificatorios. 
 
Que, posteriormente, mediante el dictado del Decreto N° 810 de fecha 25 de noviembre de 2021 y 
en virtud de disminución significativa de personas reportadas con COVID-19, sumado al 
fortalecimiento del sistema sanitario y de aprovisionamiento de insumos críticos logrado durante 
ese período, se procedió a suspender la exigencia de los permisos de exportación establecida en el 
Decreto N° 317/20 y sus modificatorios. 
 
Que por el Artículo 2° del Decreto N° 810/21 se facultó al MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y al MINISTERIO DE SALUD para que en forma conjunta puedan extender el plazo de 
suspensión establecido, así como a restablecer la necesidad de tramitar los permisos de 
exportación de conformidad con lo previsto en el Decreto N° 317/20 y sus modificatorios, en caso 
de que la situación epidemiológica así lo amerite. 
 
Que, en virtud de ello, se considera oportuno actualmente extender el plazo de suspensión citado, 
en función del abastecimiento en el mercado interno de los bienes comprendidos como insumos 
críticos en los permisos de exportación. 
 
Que han tomado intervención los servicios jurídicos competentes. 



 

 
Que la presente resolución se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley de 
Ministerios N° 22.520 (texto ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, y el Artículo 
2° del Decreto N° 810/21. 
 
Por ello, 
LA MINISTRA DE SALUD Y 
EL MINISTRO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVEN: 
 
ARTÍCULO 1º.- Extiéndese el plazo de suspensión de tramitación de permisos de exportación 
establecido en el Decreto N° 810 de fecha 25 de noviembre de 2021, hasta el día 31 de diciembre 
de 2022. 
 
ARTÍCULO 2°.- La presente medida comenzará a regir a partir del día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 3º.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Carla Vizzotti - Matías Sebastián Kulfas 

Resolución 73/2022 

 
RESOL-2022-73-APN-MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 15/02/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-92783001-APN-DGD#MDP, la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto 
ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, los Decretos Nros. 606 de fecha 28 de abril 
de 2014 y sus modificatorios, 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, y 760 de 
fecha 23 de septiembre de 2020, las Resoluciones Nros. 197 de fecha 17 de mayo de 2018 y 298 
de fecha 30 de julio de 2018, ambas del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, y 641 de fecha 19 de 
noviembre de 2020 y 684 de fecha 22 de octubre de 2021, ambas del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que a través del Decreto N° 606 de fecha 28 de abril de 2014 y sus modificatorios se creó el fondo 
fiduciario público identificado como “Fondo para el Desarrollo Económico Argentino” (FONDEAR), 
cuya denominación fue sustituida por la de Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP), 
mediante el Artículo 56 de la Ley N° 27.431. 
 



 

Que por medio del Decreto N° 760 de fecha 23 de septiembre de 2020 se implementó el 
“Programa Global de Crédito para la Reactivación del Sector Productivo” con el apoyo del BANCO 
INTERAMERICANO DE DESARROLLO (BID) previendo la transferencia de parte de los fondos 
comprometidos en el proyecto al Fondo Nacional para el Desarrollo Productivo (FONDEP), dentro 
de los cuales prevé como herramienta de ejecución de recursos de acuerdo con el Reglamento de 
Crédito del Programa aprobado por la Resolución N° 641 de fecha 19 de noviembre de 2020 del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, el otorgamiento de préstamos de segundo piso. 
 
Que el Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) es un vehículo eficaz, transparente y 
esencial para asistir financieramente a los distintos eslabones del entramado productivo nacional, 
mediante distintos instrumentos, y en particular a sectores que por la coyuntura económica o 
circunstancias puntuales de la economía local o internacional así lo requieren. 
 
Que el Artículo 5°, inciso c) del Decreto N° 606/14 y sus modificatorios establece como uno de los 
destinos de los recursos del fondo la priorización de Proyectos de economías regionales, 
destinados a proyectos que generen valor agregado o contribuyan al fortalecimiento de cadenas 
de valor en economías regionales, en especial cuando su aplicación sea articulada con los 
gobiernos provinciales. 
 
Que dentro de las herramientas del Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) se 
encuentran los instrumentos de otorgamiento de garantías y préstamos, en las formas y 
condiciones que establezca la Autoridad de Aplicación, y los aportes a fideicomisos cuyos 
fiduciantes sean jurisdicciones y/o entidades de la Administración Nacional o Gobiernos 
Provinciales, conforme lo previsto en los incisos a), e) y f) del Artículo 7° del Decreto N° 606/14 y 
sus modificatorios. 
 
Que, por otra parte, el inciso g) del Artículo 7° del Decreto N° 606/14 y sus modificatorios 
establece la posibilidad de implementar instrumentos de financiamiento a determinar por la 
Autoridad de Aplicación, siempre y cuando permitan financiar proyectos con los destinos previstos 
en dicho decreto. 
 
Que por medio de la Resolución N° 298 de fecha 30 de julio de 2018 del ex MINISTERIO DE 
PRODUCCIÓN se aprobó el modelo de Adenda N° 1 al referido “Contrato de Fideicomiso” y su 
texto ordenado, por el que se encomienda a la firma NACIÓN FIDEICOMISOS S.A. (actual BICE 
FIDEICOMISOS S.A.), la administración del Fideicomiso e instrumentación de las operaciones que 
apruebe el Comité Ejecutivo del FONDEP, de acuerdo a las Instrucciones que emita la Autoridad de 
Aplicación. 
 
Que mediante el Artículo 11° del Decreto N° 606/14 y sus modificatorios se designó al entonces 
MINISTERIO DE PRODUCCIÓN como Autoridad de Aplicación del FONDEP, facultándolo para dictar 
las normas aclaratorias, complementarias y sanciones que resulten pertinentes. 
 



 

Que por la Resolución N° 197 de fecha 17 de mayo de 2018 del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN se 
delegó en la entonces SECRETARÍA DE EMPRENDEDORES Y DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA 
el ejercicio de las funciones correspondientes a dicho ministerio en su carácter Autoridad de 
Aplicación del Fondo Nacional para el Desarrollo Productivo (FONDEP). 
 
Que conforme surge del Decreto Nº 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, se 
encuentran dentro de los objetivos de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS 
EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, detectar las necesidades 
financieras, de capacitación y asistencia técnica a los emprendedores, emprendimientos y a las 
Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, con el objetivo de fomentar, promover y facilitar su 
acceso al crédito en las mejores condiciones tendientes a su desarrollo y consolidación. 
 
Que, asimismo, dentro de los objetivos previstos para la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES se prevé el de definir los lineamientos estratégicos de fomento 
del desarrollo regional y proponer las prioridades con sentido federal en materia de políticas y 
programas relativos a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs) y los Emprendedores. 
 
Que por la Resolución N° 684 de fecha 22 de octubre de 2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO se aprobó el Proyecto de Fomento y Fortalecimiento de Herramientas de Acceso al 
Crédito MIPYME” con el objetivo de disminuir las desigualdades regionales y mejorar la calidad de 
acceso al crédito promoviendo el desarrollo de las estructuras y sistemas crediticios de todo el 
Territorio Nacional, a través de la suscripción de acuerdos que contemplen la participación de los 
distintos actores, públicos y privados, del sistema de crédito. 
 
Que, asimismo, el Artículo 3° de la norma citada en el considerando anterior establece que “La 
SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES articulará con los 
distintos actores que intervienen en el sistema crediticio de todo el Territorio Nacional y con los 
Gobiernos de las Provincias, y arbitrará los medios a fin de elevar al Comité Ejecutivo del Fondo 
Nacional para el Desarrollo Productivo (FONDEP) una propuesta para la suscripción de un acuerdo 
de conformidad (…) destinado a facilitar el otorgamiento de créditos a las Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas (MiPyMEs), (…) los cuales se encuentra facultada para adecuar a las 
necesidades de cada caso particular siempre que ello no implique la alteración de los lineamientos 
esenciales de cada uno de ellos”. 
 
Que resulta necesario incrementar las herramientas de acceso al crédito establecidas en el 
mencionado Artículo 3° de la Resolución N° 684/21 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, incorporando la posibilidad de establecer un mecanismo de préstamos a entidades 
que realicen operaciones de leasing con el propósito de fomentar este tipo de operatoria, la 
posibilidad de establecer un mecanismo de préstamos a entidades con el propósito de otorgar 
microcréditos y la posibilidad de constituir Fondos de Afectación Específica con las distintas 
Provincias del país o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a fin de otorgar beneficios a las 
MiPyMEs radicadas o que realicen actividades productivas en su región. 
 



 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida, se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios 
N° 22.520 (texto ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, y el Decreto N° 606/14 y 
sus modificatorios. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el Artículo 3° de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de octubre de 2021 
del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 3°.- La SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES 
articulará con los distintos actores que intervienen en el sistema crediticio de todo el Territorio 
Nacional y con los Gobiernos de las Provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y 
arbitrará los medios a fin de elevar al Comité Ejecutivo del Fondo Nacional de Desarrollo 
Productivo (FONDEP) una propuesta para la suscripción de un acuerdo de conformidad con los 
modelos de convenio que se consignan a continuación, que forman parte integrante de la 
presente medida: 
 
a) Anexo I (IF-2021-101126089-APN-DNFP#MDP) destinado a fortalecer el otorgamiento de 
garantías a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs). 
b) Anexo II (IF-2021-93370028-APN-DNFP#MDP) destinado a facilitar el otorgamiento de créditos a 
través de Entidades de Financiamiento a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs). 
c) Anexo III (IF-2022-13320716-APN-SSFYCP#MDP) destinado a facilitar el otorgamiento de 
microcréditos a través de Entidades de Financiamiento a las Micro, Pequeñas y Medianas 
Empresas (MiPyMEs). 
d) Anexo IV (IF-2022-13320694-APN-SSFYCP#MDP) destinado a facilitar el otorgamiento de 
operaciones de leasing a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs). 
e) Anexo V (IF-2022-14306834-APN-SSFYCP#MDP) destinado a la constitución de un Fondo de 
Afectación Específica para facilitar el otorgamiento de herramientas de financiamiento a las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs) radicadas o que realicen actividades productivas en la 
región. 
f) Anexo VI (IF-2022-13320651-APN-SSFYCP#MDP) destinado a fortalecer el otorgamiento de 
beneficios financieros directos por parte de las provincias. 
 
La SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES se encuentra 
facultada para adecuar los modelos aprobados por la presente a las necesidades de cada caso 
particular siempre que ello no implique la alteración de los elementos esenciales de cada uno de 
ellos.” 
 



 

ARTÍCULO 2°.- Sustitúyese el Artículo 4° de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de octubre de 2021 
del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 4°.- El gasto que demande la implementación del proyecto será afrontado con los 
recursos del FONDO NACIONAL DE DESARROLLO PRODUCTIVO (FONDEP) y estará sujeto a la 
disponibilidad de cupo que determinen la Autoridad de Aplicación y el Comité Ejecutivo de dicho 
Fondo. Las operatorias delimitadas en los Anexos II, III y IV de la presente será implementada en 
un todo de acuerdo con lo establecido en la Resolución N° 641 de fecha 19 de noviembre de 2020 
del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO.” 
 
ARTÍCULO 3°.- Incorpóranse como Anexos III, IV, V y VI de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de 
octubre de 2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, los Anexos I (IF-2022-13320716-
APN-SSFYCP#MDP), II (IF-2022-13320694-APN-SSFYCP#MDP), III (IF-2022-14306834-APN-
SSFYCP#MDP) y IV (IF-2022-13320651-APN-SSFYCP#MDP), respectivamente, que integran la 
presente medida. 
 
ARTÍCULO 4°.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Matías Sebastián Kulfas 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar-e. 16/02/2022 N° 7726/22 v. 16/02/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: AnexoI, AnexoII, AnexoIII, 
AnexoIV) 
 

Resolución 529/2022 

 
RESOL-2022-529-APN-MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 06/06/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-92783001-APN-DGD#MDP, las Ley N° 22.520 (texto ordenado por 
Decreto N° 438/1992) y sus modificaciones, los Decretos Nros. 606 de fecha 28 de abril de 2014 y 
sus modificatorios, 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios y 760 de fecha 24 de 
septiembre de 2020, las Resoluciones Nros. 197 de fecha 17 de mayo de 2018 y 298 de fecha 30 
de julio de 2018, ambas del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, 102 de fecha 2 de abril de 2021 del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, 684 de fecha 22 de octubre de 2021 y su 
modificatoria, y 
 



 

CONSIDERANDO: 
 
Que mediante la Ley N° 22.520 se le asignó al MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO la 
facultad de entender en la formulación de políticas y desarrollos de programas destinados a la 
promoción y fortalecimiento de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas en el ámbito de su 
competencia y la de promover relaciones de cooperación e integración con Provincias, la CIUDAD 
AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES y municipios, con el fin de promover el desarrollo productivo de las 
distintas regiones del país. 
 
Que a través del Decreto N° 606 de fecha 28 de abril de 2014 y sus modificatorios se creó el fondo 
fiduciario público identificado como “Fondo para el Desarrollo Económico Argentino” (FONDEAR), 
cuya denominación fue sustituida por la de Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP), 
mediante el Artículo 56 de la Ley N° 27.431 de Presupuesto General de la Administración Nacional 
para el Ejercicio 2018. 
  
Que mediante el Decreto N° 760 de fecha 24 de septiembre de 2020 se implementó el “Programa 
Global de Crédito para la Reactivación del Sector Productivo” con el apoyo del BANCO 
INTERAMERICANO DE DESARROLLO (BID) previendo la transferencia de parte de los fondos 
comprometidos en el proyecto al Fondo Nacional para el Desarrollo Productivo (FONDEP), dentro 
de los cuales prevé como herramienta de ejecución de recursos de acuerdo con el Reglamento de 
Crédito del Programa aprobado por la Resolución N° 641 de fecha 19 de noviembre de 2020 del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, el otorgamiento de préstamos de segundo piso. 
 
Que el Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) es un vehículo eficaz, transparente y 
esencial para asistir financieramente a los distintos eslabones del entramado productivo nacional, 
mediante distintos instrumentos, y en particular a sectores que por la coyuntura económica o 
circunstancias puntuales de la economía local o internacional así lo requieren. 
 
Que el Artículo 5° del Decreto N° 606/14, en su inciso c) establece como uno de los destinos de los 
recursos del fondo la priorización de Proyectos de economías regionales, destinados a proyectos 
que generen valor agregado o contribuyan al fortalecimiento de cadenas de valor en economías 
regionales, en especial cuando su aplicación sea articulada con los gobiernos provinciales. 
 
Que dentro de las herramientas del Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) se 
encuentran los instrumentos de otorgamiento de garantías y préstamos, en las formas y 
condiciones que establezca la Autoridad de Aplicación, y los aportes a fideicomisos cuyos 
fiduciantes sean jurisdicciones y/o entidades de la Administración Nacional o Gobiernos 
Provinciales, conforme lo previsto en los incisos a), e) y f) del Artículo 7° del Decreto N° 606/14 y 
sus modificatorios. 
 
Que, por otra parte, el inciso g) del Artículo 7° del Decreto N° 606/14 establece la posibilidad de 
implementar instrumentos de financiamiento a determinar por la Autoridad de Aplicación, 
siempre y cuando permitan financiar proyectos con los destinos previstos en el dicho decreto. 



 

 
Que, por medio de la Resolución N° 298 de fecha 30 de julio de 2018 del ex MINISTERIO DE 
PRODUCCIÓN, se aprobó el modelo de Adenda N° 1 al referido “Contrato de Fideicomiso” y su 
texto ordenado, por el que se encomienda a la firma NACIÓN FIDEICOMISOS S.A. (actual BICE 
FIDEICOMISOS S.A.), la administración del Fideicomiso e instrumentación de las operaciones que 
apruebe el Comité Ejecutivo del FONDEP, de acuerdo a las Instrucciones que emita la Autoridad de 
Aplicación. 
 
Que mediante el Artículo 11 del Decreto N° 606/14 y sus modificatorios, se designó al entonces 
MINISTERIO DE PRODUCCIÓN como Autoridad de Aplicación del FONDEP, facultándolo para dictar 
las normas aclaratorias, complementarias y sanciones que resulten pertinentes. 
 
Que mediante la Resolución N° 197 de fecha 17 de mayo de 2018 del ex MINISTERIO DE 
PRODUCCIÓN se delegó en la entonces SECRETARÍA DE EMPRENDEDORES Y DE LA PEQUEÑA Y 
MEDIANA EMPRESA el ejercicio de las funciones correspondientes a dicho Ministerio en su 
carácter Autoridad de Aplicación del Fondo Nacional para el Desarrollo Productivo (FONDEP). 
 
Que conforme surge del Decreto Nº 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, se 
encuentran dentro de los objetivos de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS 
EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, detectar las necesidades 
financieras, de capacitación y asistencia técnica a los emprendedores, emprendimientos y a las 
Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, con el objetivo de fomentar, promover y facilitar su 
acceso al crédito en las mejores condiciones tendientes a su desarrollo y consolidación. 
 
Que, asimismo, dentro de los objetivos previstos para la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES se prevé el de definir los lineamientos estratégicos de fomento 
del desarrollo regional y proponer las prioridades con sentido federal en materia de políticas y 
programas relativos a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMES) y los Emprendedores. 
 
Que por la Resolución N° 684 de fecha 22 de octubre de 2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO se aprobó el Proyecto de Fomento y Fortalecimiento de Herramientas de Acceso al 
Crédito MIPYME con el objetivo de disminuir las desigualdades regionales y mejorar la calidad de 
acceso al crédito promoviendo el desarrollo de las estructuras y sistemas crediticios de todo el 
Territorio Nacional, a través de la suscripción de acuerdos que contemplen la participación de los 
distintos actores, públicos y privados, del sistema de crédito. 
 
Que por la Resolución N° 73 de fecha 15 de febrero de 2022 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, se realizaron modificaciones con el objetivo de incrementar las herramientas de 
acceso al crédito establecidas en la citada Resolución N° 684/21 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, incorporando la posibilidad de establecer un mecanismo de préstamos a entidades 
que realicen operaciones de leasing con el propósito de fomentar este tipo de operatoria, la 
posibilidad de establecer un mecanismo de préstamos a entidades con el propósito de otorgar 
microcréditos, la posibilidad de constituir Fondos de Afectación Específica con las distintas 



 

Provincias del país o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a fin de otorgar beneficios a las 
MIPyMEs radicadas o que realicen actividades productivas en su región y la posibilidad de 
fortalecer el otorgamiento de beneficios financieros directos por parte de las provincias. 
 
Que mediante el inciso b) del Artículo 3° de la Resolución en comentario, se aprobó el Anexo II (IF-
2021-93370028- APN-DNFP#MDP) destinado a facilitar el otorgamiento de créditos a través de 
Entidades de Financiamiento a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs), el cual 
actualmente luce desactualizado a la luz de la demanda de financiamiento para inversión de las 
MiPyMEs y las tasas de mercado actuales. 
 
Que, en razón de ello, resulta necesario reemplazar el mencionado Anexo II manteniendo las 
condiciones del mismo pero elevando el monto máximo de los sub préstamos por beneficiario 
final y las tasas vigentes para el otorgamiento de los préstamos y sub préstamos e incorporando 
sectores de actividad como posibles beneficiarios de la línea. 
 
Que, por su parte, habiendo evidenciado una demanda de créditos para inversiones del sector 
exportador, resulta necesario incorporar una nueva herramienta relacionada con la posibilidad de 
facilitar el otorgamiento de créditos con destino al fomento de las exportaciones a través de 
Entidades de Financiamiento. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida, se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios 
N° 22.520 (texto ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones y el Decreto N° 606/14 y 
sus modificatorios. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Incorpórase como inciso g) del Artículo 3° de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de 
octubre de 2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, el siguiente 
texto: 
 
“g) Anexo VII (IF-2022-56954742-APN-DNFP#MDP) destinado a facilitar el otorgamiento de 
créditos a través de Entidades de Financiamiento en favor de las MiPYME que fomenten las 
exportaciones de sus actividades productivas.” 
 
ARTÍCULO 2°.- Sustitúyese el Anexo II de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de octubre de 2021 del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, por el Anexo II (IF-2022-56955114-
APN-DNFP#MDP) que forma parte integrante de la presente medida. 
 



 

ARTÍCULO 3°.- Sustitúyese el Artículo 4° de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de octubre de 2021 
del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 4°.- El gasto que demande la implementación del proyecto será afrontado con los 
recursos del FONDO NACIONAL DE DESARROLLO PRODUCTIVO (FONDEP) y estará sujeto a la 
disponibilidad de cupo que determinen la Autoridad de Aplicación y el Comité Ejecutivo de dicho 
Fondo. La Autoridad de Aplicación, de acuerdo con las particularidades de cada caso, imputará el 
gasto a los recursos provenientes del PROGRAMA GLOBAL DE CRÉDITO PARA LA REACTIVACIÓN 
DEL SECTOR PRODUCTIVO y se realizarán en un todo de acuerdo con lo establecido en la 
Resolución N° 641 de fecha 19 de noviembre de 2020 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO.” 
 
ARTÍCULO 4°.- Incorpórase como Anexo VII de la Resolución Nº 684 de fecha 22 de octubre de 
2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y su modificatoria, el Anexo I (IF-2022-
56954742-APN-DNFP#MDP) que forma parte integrante de la presente medida 
 
ARTÍCULO 5°.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial. 
 
ARTÍCULO 6°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. Matías Sebastián Kulfas 
 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial. gob.ar- 
e. 08/06/2022 N° 41928/22 v. 08/06/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 498/2022 

RESOL-2022-498-APN-MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 03/06/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-75099596-APN-DGD#MDP, la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto 
ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, los Decretos Nros. 606 de fecha 28 de abril 
de 2014 y sus modificatorios, 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, y 122 de 
fecha 21 de febrero de 2021, la Resolución N° 585 de fecha 21 de septiembre de 2021 del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, 
establece que compete al MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO todo lo inherente al 



 

desarrollo productivo, a la industria y el comercio, y en particular, entender en la elaboración de 
regímenes de promoción y protección de actividades económicas e industriales y de los 
instrumentos que los concreten, así como en la ejecución y fiscalización de los mismos; entender 
en la formulación de políticas y desarrollos de programas destinados a la promoción y 
fortalecimiento de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas en el ámbito de su competencia, 
entre otras. 
 
Que por el Decreto Nº 50 de fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, se aprobó el 
Organigrama de Aplicación de la Administración Nacional centralizada hasta el nivel de 
Subsecretaría, estableciendo entre los objetivos de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA 
EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, el de 
“Intervenir en la facilitación, fomento y organización del acceso a los mercados de capitales 
domésticos y al mercado financiero nacional e internacional de las Micro, Pequeñas y Medianas 
Empresas (MiPyMEs) y de los Emprendedores a través de las áreas competentes en la materia”. 
 
Que a través del Decreto N° 606 de fecha 28 de abril de 2014 y sus modificatorios, se creó el 
Fondo Fiduciario Público denominado “Fondo para el Desarrollo Económico Argentino” 
(FONDEAR) y mediante el Artículo 56 de la Ley N° 27.431 de Presupuesto General de la 
Administración Nacional para el Ejercicio 2018 se sustituyó la denominación por “Fondo Nacional 
de Desarrollo Productivo” (FONDEP). 
 
Que el Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) tiene como objetivos permitir un mayor 
acceso al financiamiento; promover la inversión y/o el consumo; contribuir al desarrollo de las 
cadenas de valor en sectores estratégicos para el desarrollo económico y social del país; contribuir 
a la puesta en marcha y/o el sostenimiento de actividades y/o empresas con elevado contenido 
tecnológico, estratégicas para el desarrollo nacional o importantes para la generación de mayor 
valor agregado en las economías regionales. 
 
Que mediante el Decreto N° 122 de fecha 21 de febrero de 2021 se dispuso que entre los destinos 
de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) se priorizarán proyectos de 
inversión con potencial exportador, con capacidad de sustituir importaciones, de incorporar 
tecnología, de generar nuevos puestos de trabajo y/o de agregar valor a la cadena productiva. 
 
Que el Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) es un vehículo eficaz, transparente y 
esencial para el financiamiento de empresas y, en particular, para las Micro, Pequeñas y Medianas 
Empresas (MiPyMEs), emprendedores y emprendedoras ya que cuenta con la posibilidad de 
atender con agilidad y efectividad a sectores que por la coyuntura económica o circunstancias 
puntuales de la economía local lo requieren. 
 
Que a través de la Resolución N° 585 de fecha 21 de septiembre de 2021 del MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO, se creó el “PROGRAMA DESARROLLO PRODUCTIVO PYME” en la órbita 
de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES, con el objetivo 
de brindar asistencia financiera a empresas con proyectos estratégicos de productividad, para 



 

impulsar la transformación de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs) y el desarrollo 
de su cadena de valor e incrementar las exportaciones. 
 
Que en razón del positivo impacto generado por el alcance de la primera convocatoria, resulta 
oportuno lanzar una segunda convocatoria del Programa con el fin de continuar acompañando 
proyectos de transformación productiva que promuevan más innovación y más exportaciones 
para que las MiPyMEs crezcan, mejoren su productividad e incorporen más y mejor empleo en la 
industria y en sus territorios. 
 
Que a tal fin se establece que, a través del mencionado Fondo y en los términos y condiciones que 
determine su Autoridad de Aplicación, se financien las acciones previstas en la segunda 
Convocatoria del “PROGRAMA DESARROLLO PRODUCTIVO PYME” que por la presente medida se 
propicia. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (texto ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, y por la Resolución N° 
585/21 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Apruébase la segunda Convocatoria a la presentación de proyectos estratégicos de 
desarrollo productivo en el marco del “PROGRAMA DESARROLLO PRODUCTIVO PYME”, creado por 
la Resolución N° 585 de fecha 21 de septiembre de 2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, de conformidad con las Bases y Condiciones que como Anexo (IF-2022-55375182-
APN-SPYMEYE#MDP), forman parte integrante de la presente medida. 
 
ARTÍCULO 2°.- Facúltase a la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS 
EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, en su carácter de Autoridad de 
Aplicación del “PROGRAMA DESARROLLO PRODUCTIVO PYME”, a dictar las normas 
complementarias y aclaratorias necesarias para su implementación, como así también para 
modificar las Bases y Condiciones aprobadas por el Artículo 1° de la presente resolución, en caso 
de resultar necesario. 
 
ARTÍCULO 3°.- El gasto que demande el cumplimiento de la presente medida será financiado por el 
Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP), que destinará el monto máximo de PESOS 
SIETE MIL MILLONES ($ 7.000.000.000) para esta convocatoria. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- La presente resolución entrará en vigencia a partir del día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Matías Sebastián Kulfas 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 06/06/2022 N° 41190/22 v. 06/06/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 171/2022 

RESOL-2022-171-APN-MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 09/03/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-74109047-APN-DGD#MDP, la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto 
ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificaciones, las Resoluciones Nros. 601 de fecha 23 de 
septiembre de 2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y 112 de fecha 22 de octubre 
de 2021 de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que a través de la Resolución N° 601 de fecha 23 de septiembre de 2021 del MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO, se creó el PROGRAMA DE REACTIVACIÓN Y DESARROLLO 
PRODUCTIVO COOPERATIVO (REDECO), a fin de asistir económicamente a Empresas Recuperadas 
conformadas como Cooperativas, que requieran apoyo para reactivar o desarrollar sus actividades 
productivas, y se encuentren debidamente inscriptas en el INSTITUTO NACIONAL DE 
ASOCIATIVISMO Y ECONOMÍA SOCIAL (INAES), organismo descentralizado en el ámbito del 
MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
Que por el Artículo 2° de la referida Resolución se convocó a dichas empresas a presentar sus 
proyectos hasta el 22 de octubre de 2021, prorrogándose luego hasta el 5 de noviembre de 2021, 
conforme la Resolución N° 112 de fecha 22 de octubre de 2021 de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA 
Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
Que por el Artículo 6° de la Resolución N° 601/21 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
se estableció que esta Convocatoria sería financiada por el Fondo Nacional de Desarrollo 
Productivo (FONDEP), con un monto máximo de PESOS QUINIENTOS MILLONES ($ 500.000.000). 
 



 

Que por el Artículo 3º de la citada Resolución, se aprobaron las Bases y Condiciones que definen 
los procedimientos que rigen la ejecución y administración del mencionado Programa, como así 
también su convocatoria. 
 
Que en dicho procedimiento se previó la intervención del INSTITUTO NACIONAL DE 
ASOCIATIVISMO Y ECONOMÍA SOCIAL (INAES) en la recepción, evaluación, orden de mérito y 
aprobación de los proyectos. 
 
Que en fecha 21 de febrero de 2022 el INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMÍA 
SOCIAL (INAES) ha remitido a la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS 
EMPRENDEDORES el orden de mérito resultante de la Convocatoria, concluyendo que ha recibido 
OCHENTA Y CINCO (85) proyectos de los cuales recomienda aprobar SESENTA Y CUATRO (64) y 
desestimar VEINTIUNO (21) por no cumplir con los requerimientos de las Bases y Condiciones del 
Programa. 
 
Que en fecha 22 de febrero de 2022 el INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMÍA 
SOCIAL (INAES) ha solicitado a la referida Secretaría que evalúe el aumento del monto máximo de 
la convocatoria fijado en PESOS QUINIENTOS MILLONES ($ 500.000.000), considerando que las 
aprobaciones sugeridas implicarían el desembolso de aproximadamente PESOS MIL DOSCIENTOS 
MILLONES ($ 1.200.000.000). 
 
Que, al respecto, la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y LOS EMPRENDEDORES -
en su carácter de Autoridad de Aplicación del Programa- ha compartido el criterio propiciando el 
aumento requerido. 
 
Que del análisis de los proyectos cuya aprobación se propicia, surge que se trata de empresas, 
actividades y rubros de carácter estratégico y alto impacto, que podrían contribuir al proceso de 
reactivación y desarrollo cooperativo que se espera alcanzar mediante la presente convocatoria. 
 
Que, en razón de lo expuesto y a los fines indicados, resulta oportuno ampliar el monto previsto 
para la citada convocatoria en la suma de PESOS SETECIENTOS MILLONES ($ 700.000.000), 
alcanzando así la suma de PESOS MIL DOSCIENTOS MILLONES ($ 1.200.000.000). 
 
Que el FONDO NACIONAL DE DESARROLLO PRODUCTIVO (FONDEP) cuenta con fondos suficientes 
para hacer frente a la ampliación del cupo propiciada. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (texto ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificaciones, y el Decreto N° 606 de fecha 
28 de abril de 2014 y sus modificaciones. 
 



 

Por ello, 
EL MINISTRO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el Artículo 6° de la Resolución Nº 601 de fecha 23 de septiembre de 
2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 6°.- El gasto que demande el cumplimiento de la presente resolución será financiado 
por el Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP), que destinará el monto máximo de 
PESOS MIL DOSCIENTOS MILLONES ($ 1.200.000.000) para la presente convocatoria”. 
 
ARTÍCULO 2°.- Sustitúyese el inciso 2.2 del Artículo 2º de las Bases y Condiciones del “PROGRAMA 
DE REACTIVACIÓN Y DESARROLLO PRODUCTIVO COOPERATIVO (REDECO)” -aprobadas mediante el 
Artículo 3° de la Resolución Nº 601/21 del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO- por el 
siguiente: “2.2) Para esta Convocatoria se destinará la suma de PESOS MIL DOSCIENTOS MILLONES 
($ 1.200.000.000) y la misma estará vigente desde la fecha de aprobación de estas Bases y 
Condiciones, hasta el 5 de noviembre de 2021. 
 
El INAES elevará el orden de mérito de los Proyectos al Comité Ejecutivo del FONDEP, para la 
aprobación o rechazo de los mismos”. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente resolución entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Matías Sebastián Kulfas 
e. 11/03/2022 N° 13676/22 v. 11/03/2022 
 

Resolución 308/2022 

 
RESOL-2022-308-APN-MDP 
Ciudad de Buenos Aires, 22/04/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-29048194-APN-DGD#MDP, la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto 
ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificaciones, la Ley N° 27.506 y el Decreto N° 50 de 
fecha 19 de diciembre de 2019 y sus modificatorios, y 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que la Ley de Ministerios N° 22.520 (texto ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificaciones 
dispone que compete al MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, entre otras cosas, ejecutar los 
planes, programas y proyectos del área de su competencia elaborados conforme las directivas que 
imparta el PODER EJECUTIVO NACIONAL y entender en la formulación de políticas y desarrollo de 
programas destinados a la creación de condiciones para mejorar la productividad y 
competitividad, a través de innovaciones y desarrollo de talento emprendedor. 
 
Que por el Decreto N° 50 de fecha 19 de diciembre del 2019 y sus modificatorios se aprobó el 
Organigrama de Aplicación de la Administración Nacional centralizada hasta nivel de 
Subsecretaría, aprobando asimismo, los objetivos de la SECRETARÍA DE INDUSTRIA, ECONOMÍA 
DEL CONOCIMIENTO Y GESTIÓN COMERCIAL EXTERNA del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, entre los cuales se encuentra el de promocionar las actividades económicas que 
apliquen el uso del conocimiento y la digitalización de la información apoyado en los avances de la 
ciencia y de las tecnologías, orientado a la obtención de bienes, prestación de servicios y/o 
mejoras de procesos. 
 
Que, asimismo, el Decreto N° 50/19 y sus modificatorios establece entre los objetivos de la 
SUBSECRETARÍA DE ECONOMÍA DEL CONOCIMIENTO de la SECRETARÍA DE INDUSTRIA, ECONOMÍA 
DEL CONOCIMIENTO Y GESTIÓN COMERCIAL EXTERNA del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO, el de difundir y acercar a las empresas del Territorio Nacional instrumentos de 
apoyo y los beneficios definidos por la Jurisdicción para impulsar la incorporación de conocimiento 
e innovación en sus sistemas de producción. 
 
Que, mediante la Resolución N° 327 de fecha 1 de julio de 2020 del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y sus modificatorias, se creó el “Programa Soluciona. Reactivación de la Economía 
del Conocimiento” en el marco de la Pandemia COVID-19 para brindar apoyo a las personas 
jurídicas a fin de reactivar la economía, teniendo una gran aceptación entre las empresas, tanto las 
que llevan a cabo actividades de la Economía del Conocimiento como aquellas empresas de 
industrias tradicionales. 
 
Que, en tal sentido, cabe mencionar que dicha convocatoria contó con más de CIENTO SETENTA 
(170) beneficiarios, de los cuales más del SETENTA POR CIENTO (70 %) planificó la incorporación 
de personal y destinó más del QUINCE POR CIENTO (15 %) de los fondos otorgados a la 
contratación de servicios profesionales tercerizados. 
 
Que la actividad industrial volvió a cobrar impulso en el corriente año, tras el retroceso por la 
tercera ola de COVID, y que resulta conveniente propiciar que dicho impulso predisponga la 
diversificación de la matriz productiva mediante el desarrollo y la incorporación del conocimiento 
en los procesos productivos e industriales, por lo que es menester crear un nuevo programa que 
facilite el desarrollo e implementación de soluciones tecnológicas innovadoras en estadios de 
madurez avanzados, llevados a cabo por personas jurídicas cuyas actividades corresponden al 
Sector de la Economía del Conocimiento, así como también apoyar el desarrollo de proyectos que 
tengan como objetivo la incorporación de nuevas tecnologías y/o actividades de la Economía del 



 

Conocimiento llevados a cabo por personas jurídicas cuyas actividades principales correspondan a 
los sectores industriales tradicionales. 
 
Que, en tal sentido, el programa a crearse tiene como objetivo brindar asistencia financiera a 
personas jurídicas para favorecer la incorporación y el desarrollo de la Economía del Conocimiento 
para la diversificación de la producción y mejora de la competitividad industrial mediante el 
desarrollo, implementación y/o adopción de soluciones, productos y/o servicios innovadores 
generados por los sectores de la Economía del Conocimiento. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ha 
tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (texto ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificaciones. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Créase el “PROGRAMA SOLUCIONA II” en la órbita de la SECRETARÍA DE INDUSTRIA, 
ECONOMÍA DEL CONOCIMIENTO Y GESTIÓN COMERCIAL EXTERNA del MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO, con el objetivo de brindar asistencia financiera a personas jurídicas 
para favorecer la incorporación y el desarrollo de la Economía del Conocimiento para la 
diversificación de la producción y mejora de la competitividad industrial mediante el desarrollo, 
implementación y/o adopción de soluciones, productos y/o servicios innovadores generados por 
los sectores de la Economía del Conocimiento. 
 
ARTÍCULO 2°.- Apruébase el Reglamento Operativo del “PROGRAMA SOLUCIONA II”, el cual 
definirá los procedimientos generales que regirán la ejecución y administración del mencionado 
Programa que como Anexo, IF-2022-29330772-APN-SSEC#MDP, forma parte integrante de la 
presente medida. 
 
ARTÍCULO 3°.- Convócase a las personas jurídicas interesadas en participar del Programa creado en 
el Artículo 1° de la presente resolución, a formalizar sus presentaciones a partir de la entrada en 
vigencia de la presente medida y hasta el día 10 de junio de 2022, inclusive. 
 
ARTÍCULO 4°.- Desígnase a la SECRETARÍA DE INDUSTRIA, ECONOMÍA DEL CONOCIMIENTO Y 
GESTIÓN COMERCIAL EXTERNA del MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO como Autoridad de 
Aplicación del “PROGRAMA SOLUCIONA II”, quedando facultada a dictar las normas 
complementarias y aclaratorias necesarias para su implementación, como así también a modificar 
el Reglamento Operativo aprobado por el Artículo 2° de la presente resolución, en caso de resultar 
necesario. 
 



 

ARTÍCULO 5°.- El gasto que demande el cumplimiento de la presente medida será atendido con 
cargo a las partidas específicas del Programa 44 - Fomento al Desarrollo Tecnológico de la 
Jurisdicción 51 - MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 
 
ARTÍCULO 6°.- La presente resolución entrará en vigencia a partir del día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Matías Sebastián Kulfas 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 13/05/2022 N° 33359/22 v. 13/05/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 108/2021 

RESOL-2021-108-ANSES-ANSES 
Ciudad de Buenos Aires, 22/05/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-44629267- -ANSES-DPR#ANSES del Registro de esta 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), las Leyes Nros. 24.241, 26.417 y 
27.609, sus modificatorias y complementarias, los Decretos Nros. 110 de fecha 7 de febrero de 
2018 y 104 de fecha 12 de febrero de 2021, las Resoluciones SSS Nros. 6 de fecha 25 de febrero de 
2009, 3 de fecha 19 de febrero de 2021 y 6 de fecha 11 de mayo de 2021, la Resolución ANSES N° 
105 de fecha 18 de mayo de 2021 y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley Nº 26.417 estableció la movilidad de las prestaciones del SISTEMA INTEGRADO 
PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), instituido por la Ley Nº 26.425. 
 
Que por el artículo 1° de la Ley N° 27.609 se sustituyó el artículo 32 de la Ley N° 24.241, sus 
modificatorias y complementarias, que estableció una nueva fórmula para el cálculo de la 
movilidad, correspondiendo a esta ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
(ANSES) elaborar y aprobar el índice trimestral mencionado, y luego publicar su resultado. 
 
Que el artículo 2º de la Ley N° 26.417, sustituido por el artículo 4° de la Ley N° 27.609, dispone 
que, a fin de practicar la actualización trimestral de las remuneraciones a las que se refiere el 
artículo 24, inciso a) y las mencionadas en el artículo 97 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias y 
complementarias, se aplicará un índice combinado entre el previsto en el inciso b) del apartado I 



 

del artículo 5° de la Ley Nº 27.260 y sus modificatorias y el índice establecido por la Remuneración 
Imponible Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE) que elabora la Secretaría de Seguridad 
Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social o quien en el futuro la sustituya. 
 
Que por Decreto N° 104/2021 se reglamentó el artículo 32 de la Ley N° 24.241, y se precisó el 
alcance y contenido de los términos que integran dicha fórmula. 
 
Que, mediante Resolución SSS N° 3/2021 se dejaron sin efecto los artículos de la Resolución SSS N° 
6/2009 que se oponen a lo reglado por la Ley N° 27.609 y su Decreto Reglamentario, 
determinándose las pautas específicas de aplicación de cada una de las disposiciones de la citada 
Ley N° 27.609, como así también, la metodología para la elaboración del índice combinado 
previsto en el artículo 2º de la Ley N° 26.417- sustituido por el artículo 4° de la Ley N° 27.609- y la 
reglamentación del artículo 24 de la Ley Nº 24.241. 
 
Que, asimismo por Resolución SSS N° 6/2021 la citada la Secretaría de Seguridad Social estableció 
los coeficientes de actualización de las remuneraciones mensuales percibidas por los afiliados que 
hubiesen prestado tareas en relación de dependencia, cesados a partir del 31 de mayo de 2021 o 
que soliciten su beneficio a partir del 1° de junio de 2021. 
 
Que, esta ADMINSTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL dictó la Resolución N° 105/2021, 
en la cual se determinó que el valor de la movilidad prevista en el artículo 32 de la Ley N° 24.241 y 
sus modificatorias, correspondiente al mes de junio de 2021, es de DOCE CON DOCE CENTÉSIMOS 
POR CIENTO (12,12%). 
 
Que, por su parte, el artículo 3º del Decreto Nº 110/2018 -Reglamentario de la Ley Nº 27.426 - 
facultó a esta ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, a fijar los importes mínimos 
y máximos de la remuneración imponible, como así también, el monto mínimo y máximo de los 
haberes mensuales de las prestaciones pertenecientes al SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL 
ARGENTINO (SIPA) establecido en la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, en concordancia con el 
índice de movilidad que se fije trimestralmente. 
 
Que, de igual modo, el precitado Decreto puso en cabeza de esta ADMINISTRACIÓN NACIONAL la 
actualización del valor mensual de la Prestación Básica Universal (PBU) y de la Pensión Universal 
para el Adulto Mayor (PUAM), según la variación del índice de movilidad establecido por el 
artículo 32 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias. 
 
Que la Dirección General Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 36 de la Ley N° 24.241, 
el artículo 3° del Decreto N° 2.741/1991, el artículo 3° del Decreto N° 110/2018, y el Decreto N° 
429/2020. 
 
Por ello, 



 

LA DIRECTORA EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1° — Establécese que el haber mínimo garantizado vigente a partir del mes de junio de 
2021, dispuesto de conformidad con las previsiones del artículo 8° de la Ley N° 26.417, será de 
PESOS VEINTITRES MIL SESENTA Y CUATRO CON SETENTA CENTAVOS ($23.064,70). 
 
ARTÍCULO 2° — Establécese que el haber máximo vigente a partir del mes de junio de 2021, 
dispuesto de conformidad con las previsiones del artículo 9° de la Ley N° 26.417, será de PESOS 
CIENTO CINCUENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS TRES CON SESENTA Y CINCO CENTAVOS 
($155.203,65). 
 
ARTÍCULO 3° — Establécese que las bases imponibles mínima y máxima previstas en el primer 
párrafo del artículo 9° de la Ley N° 24.241, texto según la Ley N° 26.222, quedan establecidas en la 
suma de PESOS SIETEMIL SETECIENTOS SESENTA Y OCHO CON DIECINUEVE CENTAVOS ($7.768,19) 
y PESOS DOSCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS CON CINCUENTA 
CENTAVOS ($252.462,50) respectivamente, a partir del período devengado junio de 2021. 
 
ARTÍCULO 4° — Establécese el importe de la Prestación Básica Universal (PBU) prevista en el 
artículo 19 de la Ley N° 24.241, aplicable a partir del mes de junio de 2021, en la suma de PESOS 
DIEZ MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y UNO CON CINCO CENTAVOS ($ 10.551,05). 
 
ARTÍCULO 5° — Establécese el importe de la Pensión Universal para el Adulto Mayor (PUAM) 
prevista en el artículo 13 de la Ley N° 27.260, aplicable a partir del mes de junio de 2021 en la 
suma de PESOS DIECIOCHO MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y UNO CON SETENTA Y SEIS 
CENTAVOS ($18.451,76). 
 
ARTÍCULO 6° — Dispónese que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad a 
partir del 31 de mayo de 2021 o los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad 
establecida por el artículo 34 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, continúen en actividad y 
solicitaren la prestación a partir del 1° de junio de 2021, se actualizarán a los fines establecidos por 
el artículo 24 inciso a) de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, según el texto introducido por el 
artículo 12 de la Ley Nº 26.417, mediante la aplicación de los índices de actualización 
determinados por la Resolución SSS N° 6/2021. 
 
ARTÍCULO 7° — Facúltase a la DIRECCIÓN GENERAL DISEÑO DE NORMAS Y PROCESOS de esta 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) para la elaboración y aprobación 
de las normas de procedimiento que fueran necesarias para implementar lo dispuesto en la 
presente resolución. 
 
ARTÍCULO 8°. — Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 
y, oportunamente, archívese. 
Maria Fernanda Raverta 



 

e. 27/05/2021 N° 35489/21 v. 27/05/2021 
 
 

Decreto 475/2021 

DECNU-2021-475-APN-PTE - Ley N° 24.241. Modificación. 
Ciudad de Buenos Aires, 17/07/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-60464585-ANSES-SEA#ANSES; las Leyes Nros. 24.241 y sus 
modificaciones, 24.714 y sus modificaciones, 24.977 y sus modificatorias, 25.994, 26.425 y sus 
modificatorias, 26.485 y sus modificatorias, 26.970, 27.260 y sus modificatorias, 27.360 y 27.532; 
los Decretos Nros. 1454 del 25 de noviembre de 2005, 1602 del 29 de octubre de 2009 y 840 del 4 
de noviembre de 2020 y la Resolución de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL N° 158 del 26 de junio de 2019, y 
 
CONSIDERANDO 
 
Que por la Ley N° 24.241 se creó, con alcance nacional, el SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES 
Y PENSIONES (SIJP) que cubrirá las contingencias de vejez, invalidez y muerte y se integrará al 
Sistema Único de Seguridad Social (SUSS). 
 
Que la Ley Nº 26.425 dispuso la unificación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones 
(SIJP) en un único régimen previsional público, denominado SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL 
ARGENTINO (SIPA), financiado a través de un sistema solidario de reparto. 
 
Que el artículo 22 de la citada Ley N° 24.241 establece que, a los fines del artículo 19, inciso c) de 
dicho plexo normativo, serán computables los servicios comprendidos en el SISTEMA INTEGRADO 
DE JUBILACIONES Y PENSIONES (SIJP) como así también los prestados con anterioridad, y dicho 
cómputo comprenderá exclusivamente las actividades desarrolladas hasta el momento de solicitar 
la prestación básica universal. 
 
Que en el Título II del Libro I, Capítulo IV de la citada Ley, se regulan las prestaciones de Retiro por 
Invalidez y Pensión por Fallecimiento, mientras que en su Capítulo VII se establece cómo será el 
financiamiento de dichas prestaciones. 
 
Que a través de la Ley Nº 24.714, sus normas modificatorias y complementarias, se instituyó con 
alcance nacional y obligatorio el Régimen de Asignaciones Familiares para los trabajadores y las 
trabajadoras que presten servicios remunerados en relación de dependencia en la actividad 
privada y pública nacional; para los beneficiarios y las beneficiarias de la Ley de Riesgos de Trabajo 
y del Seguro de Desempleo; para aquellas personas inscriptas y con aportes realizados en el 
Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes (RS) establecido por la Ley N° 24.977, sus 
complementarias y modificatorias; para los beneficiarios y las beneficiarias del Sistema Integrado 
Previsional Argentino (SIPA) del Régimen de Pensiones No Contributivas por Invalidez y de la 



 

Pensión Universal para el Adulto Mayor; como así también la Asignación por Embarazo para 
Protección Social y de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social. 
 
Que el Decreto Nº 1602/09 creó la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, 
incluyendo en el Régimen de Asignaciones Familiares instituido por la Ley Nº 24.714 a los grupos 
familiares no alcanzados por las mismas, previstas en el mencionado régimen, en la medida en que 
se encuentren desocupados o se desempeñen en la economía informal y que, en la actualidad, 
este pilar de las asignaciones familiares alcanza, según los registros de la ADMINISTRACIÓN 
NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, a más de CUATRO COMA CUATRO (4,4) millones de niños, 
niñas y adolescentes, a través de DOS COMA TRES(2,3) millones de titulares. 
 
Que, según se desprende de los mismos registros, el NOVENTA Y CINCO POR CIENTO (95 %) de las 
personas titulares de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social son mujeres, que no 
solo están atravesadas por la acumulación de desventajas en virtud de su condición de género, 
sino que también acumulan desventajas asociadas a su situación socioeconómica. 
 
Que el artículo 14 bis de la Ley Nº 24.714, modificado por el Decreto N° 840/20, define la 
Asignación Universal por Hijo para Protección Social y su alcance, y el artículo 14 ter de la 
mencionada Ley establece los requisitos que deben cumplirse para su percepción, considerando el 
régimen citado una priorización en la mujer para el cobro de las prestaciones, y dicho dato se 
refleja en las estadísticas vigentes que demuestran que del total de las personas que realizan la 
presentación de la Libreta que comprueba los extremos de educación y salud de quienes generan 
el derecho al cobro respectivo, en su gran mayoría son mujeres. 
 
Que la situación de quien tiene el cuidado del niño y/o de la niña torna más complejo el acceso al 
mercado laboral y, en consecuencia, poder completar los requisitos que se exigen para el acceso a 
las prestaciones previsionales. 
 
Que el ESTADO NACIONAL tiene, dentro de sus principales compromisos, la protección de los 
ciudadanos y las ciudadanas, garantizándoles las prestaciones de la seguridad social y, en especial, 
priorizando la inclusión y atención de los grupos y personas que presentan mayores condiciones 
de vulnerabilidad, tal como se establece en la CONSTITUCIÓN NACIONAL y en los tratados 
internacionales con jerarquía constitucional. 
 
Que, a lo largo de la historia reciente, nuestro sistema previsional ha generado diferentes políticas 
inclusivas para extender la cobertura a los sectores de personas mayores que más dificultades 
enfrentan para poder acceder a un beneficio previsional. 
 
Que la REPÚBLICA ARGENTINA ha atravesado, por lo menos en las pasadas CUATRO (4) décadas, 
ciclos recurrentes de contracción de su mercado de trabajo, transitando períodos de alta 
desocupación e informalidad laboral, situación que devino en evidentes dificultades estructurales 
para que las personas pudieran tener continuidad en sus trayectorias contributivas a la seguridad 
social. 



 

 
Que, en virtud de ello, las experiencias de inclusión previsional de los años 2005 y 2014, dispuestas 
por el Decreto Nº 1454/05, la Ley N° 25.994 y la Ley N° 26.970, respectivamente, generaron un 
proceso virtuoso de extensión de este derecho que hoy sigue alcanzando a más de TRES COMA 
SEIS(3,6) millones de personas mayores. 
 
Que dichas medidas tuvieron un importantísimo efecto de género, toda vez que, según los 
registros de la Seguridad Social y hasta hoy en día, el SETENTA Y CUATRO POR CIENTO (74 %) de 
las prestaciones que fueron obtenidas por moratoria corresponden a mujeres, dejando en 
evidencia la necesidad de implementar políticas con perspectiva de género para revertir las 
brechas en el acceso al derecho a la seguridad social. 
 
Que, a más abundamiento, en la gran mayoría de los casos, para estas mujeres la inclusión 
previsional representó la oportunidad de acceder, por primera vez en su vida, a ingresos estables e 
independientes de su situación conyugal y les otorgó autonomía económica. 
 
Que la participación de las mujeres en el mercado de trabajo ha ido incrementándose en las 
pasadas décadas, no obstante lo cual se corrobora una fuerte desigualdad respecto de la 
participación y las condiciones de trabajo de sus pares varones en todos los indicadores, arrojando 
los datos de EPH INDEC en el tercer trimestre del año 2020: tasas de actividad de CUARENTA Y 
CINCO COMA CUATRO POR CIENTO (45,4 %) para las mujeres y SESENTA Y CUATRO COMA CINCO 
POR CIENTO (64,5 %) para los varones; de empleo de TREINTA Y NUEVE COMA CUATRO POR 
CIENTO (39,4 %) para las mujeres y CINCUENTA Y SIETE COMA SIETE POR CIENTO (57,7 %) para los 
varones; e índices de desocupación del TRECE COMA UNO POR CIENTO (13,1 %) para las mujeres 
contra el DIEZ COMA SEIS POR CIENTO (10,6 %) para los varones. 
 
Que la contracara de estas mayores dificultades que enfrentan las mujeres para insertarse en el 
mercado de trabajo registrado tiene una relación directa con la división sexual del trabajo, que 
asigna roles de género a las diferentes actividades y que históricamente ha delegado a las mujeres 
el trabajo reproductivo y las tareas indispensables para garantizar el cuidado, bienestar y 
supervivencia de las personas del hogar, mientras que el trabajo productivo, que se realiza de 
manera remunerada en el mercado, aparece asociado tradicionalmente a los varones. 
 
Que el trabajo productivo y reproductivo representan un conjunto de acciones igualmente 
necesarias para el desarrollo de la vida cotidiana y el sostenimiento de las sociedades, pero que sin 
embargo no gozan del mismo reconocimiento, de forma tal que las tareas domésticas y de cuidado 
no remuneradas son un trabajo que queda invisibilizado, a pesar de su rol crucial para el 
funcionamiento de las sociedades en su conjunto. 
 
Que en el año 2013 se realizó en la Argentina la Encuesta sobre Trabajo No Remunerado y Uso del 
Tiempo (EAHUINDEC, 2013), el que verificó que las mujeres realizan el SETENTA Y SEIS POR CIENTO 
(76 %) de las tareas domésticas no remuneradas, y que el OCHENTA Y NUEVE POR CIENTO (89 %) 



 

de las mujeres se ocupan de tareas domésticas no remuneradas por una carga de al menos SEIS 
COMA CUATRO HORAS (6,4 hs.) al día. 
 
Que, por su parte, al observar la densidad de contribuciones al SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL 
ARGENTINO (SIPA) de las personas de entre CUARENTA (40) y SESENTA Y CUATRO (64) años, se 
corrobora que las mujeres presentan, en promedio, una brecha del VEINTICUATRO POR CIENTO 
(24 %) respecto de los varones de su misma edad (desfavorable para las mujeres); mientras que a 
partir de los CINCUENTA Y SEIS (56) años la brecha de aportes se incrementa hasta superar el 
CUARENTA POR CIENTO (40 %) a los SESENTA Y DOS (62) años. 
 
Que en el año 2016 se sancionó la Ley Nº 27.260 que, en su artículo 13, creó la Pensión Universal 
para el Adulto Mayor (PUAM) que definió la edad de acceso en SESENTA Y CINCO (65) años tanto 
para mujeres como para varones. 
 
Que, a su vez, la mencionada Ley dispuso que durante el lapso de TRES (3) años podrían seguir 
accediendo al régimen de regularización de la Ley N° 26.970 las mujeres que durante ese período 
cumplieran la edad jubilatoria y fueran menores de SESENTA Y CINCO (65) años. 
 
Que mediante el artículo 15 del Decreto N° 894/16 se dispuso que el plazo referido en el primer 
párrafo del artículo 22 de la Ley N° 27.260 vencerá el día 23 de julio 2019. 
 
Que, posteriormente, por la Resolución de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL N° 158/19 ese plazo inicial de TRES (3) años fue extendido por otros TRES (3) años, que se 
cumplirá el próximo 23 de julio de 2022. 
 
Que, a pesar de seguir vigente la opción de acogerse al régimen de regularización de la Ley N° 
26.970, la falta de actualización de los plazos temporales de los períodos que pueden ser 
regularizados generó que las mujeres mayores de entre SESENTA (60) y SESENTA Y CUATRO (64) 
años fueran perdiendo, año tras año, la capacidad de incorporarse, quedando, muchas de ellas, sin 
ningún tipo de cobertura de la seguridad social. 
 
Que, con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote de COVID-19 como pandemia, llevando a todos los Estados del mundo a tomar decisiones 
excepcionales en todos los órdenes. 
 
Que las graves consecuencias sanitarias y socioeconómicas de la pandemia en la REPÚBLICA 
ARGENTINA profundizaron una crítica situación social heredada de la anterior gestión de gobierno, 
durante la cual la economía había caído en TRES (3) de los CUATRO (4) años que atraviesan el 
período de fines del año 2015 a fines del año 2019, empobreciendo a la mayoría de la población. 
 
Que, como ya fuera dicho, las mujeres son las que sufren los peores niveles de desocupación, 
precarización e informalidad laboral, y que es este uno de los principales elementos explicativos 
de la feminización de la pobreza, que les impide a las mujeres la acumulación de capital social para 



 

enfrentar las contingencias en las edades avanzadas, situación que se agravó, aún más, en el 
contexto de la pandemia. 
 
Que, como consecuencia del histórico compromiso del país en materia de protección social, la 
REPÚBLICA ARGENTINA tiene, según los datos de la EPH INDEC, un nivel de cobertura previsional 
de personas de SESENTA Y CINCO (65) años y más, que supera el NOVENTA POR CIENTO (90 %), y 
que esto permitió que en marzo del año 2020 hubiera activos SEIS COMA NUEVE (6,9) millones de 
beneficios previsionales del SIPA, de los cuales TRES COMA SEIS (3,6) millones habían accedido por 
moratorias, garantizando que esas personas mayores pudieran afrontar el tiempo de pandemia 
con ingresos y cobertura sanitaria garantizados. 
 
Que, a pesar de la importante cobertura previsional en nuestro país, la desactualización en los 
parámetros de alcance referidos a los plazos temporales de los períodos que pueden ser 
regularizados a través de la Ley N° 26.970 hizo que ciento de miles de mujeres mayores, entre los 
SESENTA (60) y los SESENTA Y CUATRO (64) años, quedaran sin ninguna cobertura previsional y 
muchas de ellas, sin ningún tipo de ingresos en un contexto extremadamente crítico en materia 
socioeconómica. 
 
Que, asimismo, las medidas de aislamiento social, preventivo y obligatorio derivadas de la 
pandemia por COVID-19 evidenciaron aún más la importancia social que tienen, y el esfuerzo que 
demandan las tareas domésticas y de cuidado, haciendo más visibles que nunca las profundas 
inequidades generadas por la desigual división de estas tareas, con especial afectación a las 
mujeres. 
 
Que la Ley N° 26.485 de “Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales”, en su 
artículo 2° recoge dentro de sus objetivos principales, la eliminación de la discriminación entre 
mujeres y varones en todos los órdenes de la vida. 
 
Que nuestra CONSTITUCIÓN NACIONAL en su artículo 75, inciso 22 otorgó rango constitucional a la 
CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA 
MUJER (CEDAW), aprobada por la Ley N° 23.179, a través de la cual el ESTADO NACIONAL se 
comprometió a elaborar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política 
encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer. 
 
Que, asimismo, el artículo 75, inciso 23 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL establece que el Estado 
debe “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de 
oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta 
Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular 
respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad”. 
 
Que la Ley N° 27.532 incluye en el Sistema Estadístico Nacional como módulo de la Encuesta 
Permanente de Hogares (EPH) a la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo y en su artículo 5º, inciso 



 

b, insta a desarrollar políticas públicas que promuevan una equitativa distribución del trabajo 
remunerado y no remunerado entre mujeres y varones. 
 
Que nuestro país aprobó, a través de la Ley Nº 27.360, la CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES en la que se establecen, 
entre otros, el principio de equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida. 
 
Que, de acuerdo a lo que surge de los datos estadísticos y administrativos, a partir del nacimiento 
del primer hijo o de la primera hija, y con más claridad a medida que se incorporan más 
nacimientos, es menor la densidad de aportes previsionales que registran las mujeres, resultando 
ejemplificativo el hecho de que en marzo de 2021 había activos TRES COMA SEIS (3,6) millones de 
beneficios de moratorias, de los cuales DOS COMA SIETE (2,7) millones tenían titularidad 
femenina. 
 
Que la participación de las mujeres en el mercado de trabajo remunerado es menor a la de los 
varones y que, cuando lo hacen, tienen mayores dificultades que estos para acceder a puestos de 
trabajo registrados, sufren intermitencias en sus trayectorias laborales y perciben menores 
salarios, siendo uno de los factores explicativos la dificultad de conciliar la vida laboral y la crianza 
de los hijos y/o las hijas. 
 
Que, como consecuencia de lo descripto en el párrafo precedente, las mujeres acumulan menos 
aportes jubilatorios y a mayor cantidad de hijos e hijas, las brechas respecto al ingreso de aportes 
previsionales se incrementan tanto respecto de los varones que son padres como de las mujeres 
sin hijos e hijas. 
 
Que las tareas de crianza y cuidado demandan una enorme cantidad de horas a quienes las 
realizan y resultan una condición indispensable para el desarrollo de las sociedades, aunque 
tradicionalmente han quedado invisibilizadas y han sido asumidas como actividades propias del 
género femenino. 
 
Que, en virtud de lo expuesto, se considera conveniente adoptar medidas de justicia social 
orientadas a reparar parte de las desigualdades estructurales que sufren las mujeres a lo largo de 
su vida y que derivan, en gran medida, de la sobrecarga de las tareas de cuidado y de las 
inequidades del mercado de trabajo que se acumulan en el largo plazo. 
 
Que, en este sentido, la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT) indicó que la 
seguridad social debería fomentar y basarse en los principios de la igualdad de género, lo que 
significa no solo trato igualitario para hombres y mujeres en situaciones iguales o similares, sino 
también medidas para garantizar la igualdad de hecho para las mujeres, ya que la sociedad 
obtiene un enorme beneficio del cuidado no remunerado que estas proporcionan, por lo que no 
deberían verse más tarde perjudicadas por el sistema por haber hecho esta contribución durante 
la edad en que podían trabajar (OIT, “Seguridad Social: Un nuevo consenso”, 01/11/2001). 
 



 

Que, más recientemente, el mencionado Organismo Internacional reconoció que a lo largo del 
ciclo de vida las mujeres van sumando desventajas, las cuales se acumulan en las últimas etapas 
de la vida y que gran parte de la contribución económica de las mujeres proviene de las tareas que 
conllevan la atención de las responsabilidades familiares, las tareas domésticas y la actividad que 
despliegan en la economía informal (OIT, “Derechos, empleos y seguridad social: Una nueva visión 
para hombres y mujeres de edad avanzada”, 2008). 
 
Que, en sintonía con lo dicho, se postula que una política integral de cuidados debe concebirse en 
el marco de un enfoque de derechos, el que debe contemplar las desigualdades de género en la 
producción y distribución del cuidado, a través de políticas que tiendan a su redistribución, con el 
fin de alivianar la carga que aquel representa para las mujeres y que condiciona sus posibilidades 
de desarrollo personal y profesional (OIT, UNICEF, PNUD, CIPPEC, “Las políticas de cuidado en 
Argentina: avances y desafíos”, 2018). 
 
Que la ORGANIZACIÓN IBEROAMERICANA DE SEGURIDAD SOCIAL (OISS) indicó que ampliar las 
prestaciones de la Seguridad Social y la población perceptora, sea mediante mecanismos de 
compensación del cuidado u otras fórmulas, son siempre aspiraciones y propuestas bien acogidas 
por las sociedades y que, para que la relación entre cuidado y Seguridad Social deje de ser 
paradójica, para que se deje de castigar a las mujeres por subvencionar a los Estados con su 
trabajo no remunerado, hay que avanzar hacia el reconocimiento de este trabajo (OISS, “Medidas 
compensatorias de los cuidados no remunerados en los sistemas de Seguridad Social en 
Iberoamérica”, 2019). 
 
Que en el contexto que imponen los lineamientos internacionales antes reseñados se considera 
necesario establecer que, al único fin de acreditar el mínimo de servicios necesarios para el logro 
de la Prestación Básica Universal, podrán computar las mujeres y/o personas gestantes UN (1) año 
de servicio por cada hijo y/o hija que haya nacido con vida. 
 
Que, quienes adoptan un niño, una niña o adolescente, brindan afecto y dan cobertura a todas las 
necesidades materiales respecto de los mencionados o las mencionadas, cuando no lo puede 
hacer su familia de origen. 
 
Que resulta necesario reconocer el aporte que realiza la mujer a la sociedad en su conjunto al 
adoptar UN (1) niño, UNA (1) niña o adolescente, en las condiciones estructurales de género que 
se expusieron, tomando en cuenta las acciones que debe llevar a cabo para su cumplimiento y 
que, por ello, se considera necesario establecer que, al único fin de acreditar el mínimo de 
servicios necesarios para el logro de la Prestación Básica Universal podrán computar DOS (2) años 
de servicio por cada hijo y/o hija que haya sido adoptado y/o adoptada, que sea menor de edad. 
 
Que, asimismo, es importante reconocer que el cuidado de hijos y/o hijas con discapacidad implica 
aún mayor demanda de apoyos y cuidados y que esta situación se ve igualmente afectada por el 
nudo crítico de la desigualdad de género. 
 



 

Que, por tal motivo, se impone el reconocimiento de UN (1) año de servicio adicional por cada hijo 
y/o hija con discapacidad que haya nacido con vida o haya sido adoptado y/o adoptada, que sea 
menor de edad. 
 
Que corresponde efectuar un acompañamiento adicional a las mujeres que provienen de 
trayectorias de vulnerabilidad socioeconómica porque ellas atraviesan incluso más dificultades 
para poder insertarse en el mercado laboral o para poder delegar en otros las tareas de cuidado, 
todo ello, en el marco del cumplimiento de las corresponsabilidades que requiere la Asignación 
Universal por Hijo para Protección Social, para mantener la titularidad. 
 
Que, por tal motivo, aquellas personas que hayan accedido a la Asignación Universal por Hijo para 
Protección Social por el período de, al menos, DOCE (12) meses continuos o discontinuos, podrán 
computar, además, otros DOS (2) años adicionales de servicio por cada hijo y/o hija que haya 
nacido con vida o haya sido adoptado y/o adoptada, que sea menor de edad. 
 
Que la presente es una medida novedosa para nuestro Sistema de Seguridad Social porque tiene 
un impacto inclusivo inmediato y, además, porque genera un nuevo piso de derechos para las 
mujeres con hijos e hijas, garantizando efectos positivos permanentes en sus posibilidades de 
acceso a la jubilación, haciendo que nuestra sociedad sea más justa y equitativa. 
 
Que la medida se aplica sobre las mujeres y/o personas gestantes que llegan a la edad de jubilarse 
habiendo acumulado a lo largo de sus vidas diferentes desventajas respecto de los varones. 
 
Que estas mayores dificultades en el acceso al derecho a la seguridad social en la vejez acarrean 
múltiples situaciones de desamparo o dependencia económica. 
 
Que el reconocimiento de años de aporte por hijo y/o hija genera un efecto inmediato en las 
mujeres que siguen sufriendo las consecuencias de una sociedad pasada, en la que la brecha de 
género era aún más pronunciada que en la actualidad y que, en tal sentido, se trata de una medida 
del presente que puede reparar parte de las inequidades acumuladas a lo largo de TREINTA (30) 
años. 
 
Que, en el marco del reconocimiento de tareas de cuidado, debe considerarse también todo lo 
relativo a los períodos de la gestación y nacimiento de la persona y, en ese contexto, las licencias 
por maternidad y las licencias por estado de excedencia vinculadas al nacimiento, cumplen un rol 
muy preponderante en lo que refiere a esta materia. 
 
Que, asimismo, resulta de importancia contemplar los períodos de licencia por maternidad y 
licencia por estado de excedencia como períodos con servicios al único fin de completar los años 
requeridos en todos los regímenes previsionales administrados por la ADMINISTRACIÓN 
NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), evitando que estos plazos que las mujeres y/o 
personas gestantes dedican al cuidado de las niñas y los niños recién nacidas y nacidos, terminen 
convirtiéndose en un verdadero perjuicio al momento de jubilarse. 



 

 
Que, en virtud de lo antedicho, resulta pertinente considerar que los plazos de licencia por 
maternidad y de estado de excedencia establecidos por las leyes de alcance nacional y por los 
Convenios Colectivos de Trabajo respectivos, se computarán como tiempo de servicio solo a los 
efectos de acreditar el derecho a una prestación previsional en todos los regímenes previsionales 
administrados por la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), con el 
mismo carácter que los que desarrollaba la persona al momento de comenzar el usufructo de las 
mismas y siempre que se verifique que la mujer y/o persona gestante haya retornado a la misma 
actividad que realizaba al inicio de la licencia. Para el caso de que la persona no retome la 
actividad o lo haga en una distinta, los servicios se computarán con los extremos correspondientes 
del régimen general. La consideración de estos servicios no tendrá efecto alguno como incremento 
o bonificación de los haberes jubilatorios. 
 
Que, a su vez, corresponde establecer que el tiempo de servicios a computar de las licencias por 
estado de excedencia citadas en el considerando precedente no podrá exceder a los estipulados 
en el artículo 183 de la Ley Nº 20.744. 
 
Que el artículo 99, inciso 3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL faculta al PODER EJECUTIVO 
NACIONAL, ante circunstancias excepcionales, a dictar decretos por razones de necesidad y 
urgencia, versando el presente sobre cuestiones no vedadas a su intervención por la norma 
constitucional, en tanto no hace a la materia penal, tributaria, electoral o de partidos políticos. 
 
Que, durante el año 2020, la irrupción de la pandemia por COVID-19 implicó el agravamiento de la 
situación de emergencia socioeconómica previamente existente, que había motivado la sanción de 
la Ley Nº 27.541 de “Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia 
Pública”. 
 
Que, en ese contexto, fue necesario que el ESTADO NACIONAL desplegara múltiples medidas que 
desde la Seguridad Social tuvieron como objetivo garantizar ingresos a las personas y, dentro de 
esas medidas, una de las más relevantes fue el “INGRESO FAMILIAR DE EMERGENCIA” (IFE), que 
dio cobertura a aproximadamente NUEVE MILLONES (9.000.000) de personas. 
 
Que el “INGRESO FAMILIAR DE EMERGENCIA” (IFE), establecido inicialmente mediante el Decreto 
N° 310/20, consistió en una prestación monetaria no contributiva de carácter excepcional, 
destinada a personas cuyos hogares estaban compuestos por trabajadoras y trabajadores 
informales, desocupados y desocupadas y monotributistas de las categorías más bajas; es decir, 
aquellos sectores de la población con mayor grado de vulnerabilidad en términos 
socioeconómicos. 
 
Que a partir de la puesta al pago del “INGRESO FAMILIAR DE EMERGENCIA” (IFE), por parte de la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), se detectaron alrededor de 
CIENTO CINCUENTA MIL (150.000) mujeres mayores que percibieron dicho beneficio, que no 
estaban alcanzadas por ninguna cobertura previsional y que tienen la edad de retiro cumplida, las 



 

que conforman un sector de la población que ha sufrido con más virulencia las diferentes 
consecuencias derivadas de la pandemia. 
 
Que, asimismo, la relevancia de estos datos llevó a reforzar la inteligencia institucional, 
profundizando el análisis de los registros administrativos de la seguridad social, de modo tal de 
promover políticas activas de extensión y mejoras de la calidad de la cobertura previsional, 
prestando especial atención a las mujeres de entre SESENTA (60) y SESENTA Y CUATRO (64) años 
de edad, sin ingresos e imposibilitadas de acceder a la Prestación Universal para el Adulto Mayor 
(PUAM) que, como también ya fuera mencionado, tiene como requisito de edad SESENTA Y CINCO 
(65) años o más, tanto para mujeres como para varones, perjudicando así, particularmente, al 
universo de mujeres que provienen de peores trayectorias socioeconómicas. 
 
Que, del estudio de las referidas bases informáticas de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), se identificaron alrededor de TRESCIENTAS DIEZ MIL (310.000) 
mujeres de entre SESENTA (60) y SESENTA Y CUATRO (64) años de edad que no cuentan con un 
beneficio previsional ni tampoco pueden jubilarse por no acumular los suficientes años de aportes, 
y que estas cifras, en el contexto persistente de la pandemia, reflejan la necesidad de definir con 
urgencia medidas destinadas a promover la protección social de estas personas que configuran un 
grupo particularmente vulnerable. 
 
Que la implementación de una política que permita reconocer períodos de servicio a las mujeres 
y/o personas gestantes por las tareas de cuidado de sus hijos e hijas a lo largo de la vida podría 
garantizar, de manera inmediata, que más de la mitad de las mujeres identificadas pueda acceder 
a su jubilación. 
 
Que, asimismo, cabe destacar que, según los datos informáticos del mencionado Organismo, la 
enorme mayoría de las mujeres que se encuentra en situación de extrema vulnerabilidad y que, 
además, no cuenta con ningún tipo de ingresos (ni previsionales ni tampoco laborales), podría 
acceder de manera inmediata a prestaciones de índole previsional, lo que demanda premura en la 
implementación de acciones proactivas para favorecer su protección, siendo que la medida 
propuesta les garantizaría ingresos económicos regulares, dando cobertura también a sus 
contingencias sanitarias, al ser este un derecho derivado de la propia cobertura previsional. 
 
Que, en la especie, es lo perentorio del asunto lo que exige una respuesta urgente, la que no 
puede esperar la demora natural del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN en el tratamiento de 
las leyes y se encontrará sujeta al posterior control que este haga de la medida, conforme las 
previsiones normativas establecidas al efecto. 
 
Que la particular naturaleza de la situación planteada y la urgencia requerida para su resolución 
dificultan seguir los trámites ordinarios previstos por la CONSTITUCIÓN NACIONAL para la sanción 
de las leyes, por lo que el PODER EJECUTIVO NACIONAL adopta la presente medida con carácter 
excepcional. 
 



 

Que en el contexto mencionado, el PODER EJECUTIVO NACIONAL, atento su calidad especial de 
poder activo y de acción permanente, no puede ser indiferente ni dejar de actuar en tiempos 
como los que atraviesa nuestra República y la comunidad global en general, en los que la 
necesidad de respuestas urgentes e inmediatas a situaciones en materia de seguridad social es 
cada vez más usual. 
 
Que la Ley N° 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados por el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada Ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los Decretos de Necesidad y Urgencia, así como 
para elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el plazo de 
DIEZ (10) días hábiles. 
 
Que el artículo 22 de la Ley N° 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que han tomado intervención los servicios de asesoramiento jurídico pertinentes. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 3 
de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1º.- Incorpórase como artículo 22 bis de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones, el 
siguiente texto: 
 
“ARTÍCULO 22 bis.- Al único fin de acreditar el mínimo de servicios necesarios para el logro de la 
Prestación Básica Universal (PBU), las mujeres y/o personas gestantes podrán computar UN(1) año 
de servicio por cada hijo y/o hija que haya nacido con vida. 
 
 
En caso de adopción de personas menores de edad, la mujer adoptante computará DOS (2) años 
de servicios por cada hijo y/o hija adoptado y/o adoptada. 
 
Se reconocerá UN (1) año de servicio adicional por cada hijo y/o hija con discapacidad, que haya 
nacido con vida o haya sido adoptado y/o adoptada que sea menor de edad. 
 



 

Aquellas personas que hayan accedido a la Asignación Universal por Hijo para Protección Social 
por el período de, al menos, DOCE (12) meses continuos o discontinuos podrán computar, 
además, otros DOS (2) años adicionales de servicio por cada hijo y/o hija que haya nacido con vida 
o haya sido adoptado y/o adoptada que sea menor de edad, en la medida en que por este se haya 
computado el tiempo previsto en el presente apartado”. 
 
ARTÍCULO 2º.- Incorpórase como artículo 27 bis de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones, el 
siguiente texto: 
 
“ARTÍCULO 27 bis.- Declárase computable a los fines de la acreditación de la condición de 
aportante de acuerdo a lo estipulado por los incisos a) o b) del artículo 95 para el logro de las 
Prestaciones de Retiro Transitorio por Invalidez o de la Pensión por Fallecimiento del afiliado o de 
la afiliada en actividad que prevén los artículos 97 y 98, el período correspondiente a la licencia 
por maternidad establecida por las leyes de alcance nacional y Convenios Colectivos de Trabajo 
respectivos”. 
 
ARTÍCULO 3º.- Los plazos de licencia por maternidad y de estado de excedencia establecidos por 
las leyes de alcance nacional y por los Convenios Colectivos de Trabajo respectivos se computarán 
como tiempo de servicio solo a los efectos de acreditar el derecho a una prestación previsional en 
todos los regímenes previsionales administrados por la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), con el mismo carácter que los que desarrollaba la persona al 
momento de comenzar el usufructo de las mismas y siempre que se verifique que la mujer y/o 
persona gestante haya retornado a la misma actividad que realizaba al inicio de la licencia o del 
período de excedencia. Para el caso de que la persona no retome la actividad o lo haga en una 
distinta, los servicios se computarán como del régimen general. 
 
La consideración de estos servicios no tendrá efecto alguno como incremento o bonificación de los 
haberes jubilatorios. 
 
ARTÍCULO 4º.- El tiempo de servicios a computar por el período de excedencia en los términos del 
artículo 3° no podrá exceder a los estipulados en el artículo 183 de la Ley Nº 20.744. 
 
ARTÍCULO 5º.- El cómputo de los servicios a los que hace referencia el presente decreto tendrá 
efecto solo para las prestaciones que se soliciten a partir de la vigencia del mismo. 
 
ARTÍCULO 6º.- Instrúyese a las jurisdicciones, entidades y organismos de la Administración Pública 
Nacional, de conformidad con lo establecido en los incisos a), b) y c) del artículo 8° de la Ley de 
Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 24.156, cada 
uno en el ámbito de sus competencias, a prestar la colaboración necesaria para la mejor 
implementación de lo dispuesto en el presente, debiendo transferir, ceder, y/o intercambiar entre 
sí los datos e información que, por sus competencias, obren en sus archivos, registros, bases o 
bancos de datos, dando cumplimiento a las previsiones existentes en materia de protección de 



 

datos personales y sensibles conforme lo establece la Ley N° 25.326 y en lo que respecta al 
resguardo del secreto fiscal en la Ley N° 11.683 (t.o. 1978) y sus modificatorias. 
 
ARTÍCULO 7°.- Facúltase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, a la 
SECRETARÍA DE SEGURIDAD SOCIAL (SSS) y a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL (ANSES) a dictar las normas aclaratorias y complementarias pertinentes, en el ámbito de 
sus competencias, para la efectiva implementación del presente. 
 
ARTÍCULO 8°.- La JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS procederá a realizar las adecuaciones 
presupuestarias correspondientes para dar cumplimiento a las disposiciones que se establecen por 
la presente medida. 
 
ARTÍCULO 9°.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 10.- Dese cuenta a la Comisión Bicameral Permanente del HONORABLE CONGRESO DE 
LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 11.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Eduardo Enrique de Pedro - Felipe Carlos Solá - Agustin 
Oscar Rossi - Martín Guzmán - Matías Sebastián Kulfas - Luis Eugenio Basterra - Alexis Raúl 
Guerrera - Gabriel Nicolás Katopodis - Martín Ignacio Soria - Sabina Andrea Frederic - Daniel 
Fernando Arroyo - Elizabeth Gómez Alcorta - Nicolás A. Trotta - Tristán Bauer - Roberto Carlos 
Salvarezza - Claudio Omar Moroni - Juan Cabandie - Matías Lammens - Jorge Horacio Ferraresi - 
E/E Daniel Fernando Arroyo 
e. 19/07/2021 N° 50547/21 v. 19/07/2021 
 

Resolución 277/2021 

RESOL-2021-277-ANSES-ANSES 
Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-18091302- -ANSES-DPB#ANSES del Registro de la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, el Decreto N° 260 de fecha 12 de marzo 
de 2020, el Decreto 678/2021 de fecha 30 de septiembre de 2021, las Resoluciones D.E.-N. N° 567 
de fecha 30 de diciembre de 2013, D.E.-N. N° 648 de fecha 11 de diciembre de 2014, las 
Resoluciones N° RESOL-2020-79-ANSES-ANSES de fecha 19 de marzo de 2020, N° RESOL-2020-95 
ANSES-ANSES de fecha 22 de abril de 2020, N° RESOL-2020-235-ANSES-ANSES de fecha 29 de junio 
de 2020, N° RESOL-2020-309-ANSES-ANSES de fecha 28 de agosto de 2020, N° RESOL-2020-389-
ANSES-ANSES de fecha 30 de octubre de 2020, N° RESOL-2020-442-ANSES-ANSES de fecha 23 de 



 

diciembre de 2020, N° RESOL-2021-68-ANSES-ANSES de fecha 25 de marzo de 2021 y N° RESOL-
2021-130-ANSES-ANSES de fecha 18 de junio de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Decreto N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020 amplió la emergencia pública en materia 
sanitaria establecida por Ley N° 27.541, en virtud de la pandemia declarada por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) en relación con el brote de coronavirus COVID-19, y prorrogado hasta 
el 31 de diciembre de 2021 según Decreto N°167/2021. 
 
Que el Decreto 678/2021 de fecha 30 de septiembre de 2021, con vigencia hasta el 31 de 
diciembre de 2021, ha dispuesto medidas preventivas generales teniendo en cuenta que con el 
fortalecimiento del sistema de salud y la provisión de vacunas COVID-19 se ha verificado la 
disminución en el número de casos de contagio COVID-19 en todas las jurisdicciones del país y de 
personas fallecidas. 
 
Que las Resoluciones D.E.-N. N° 567 de fecha 30 de diciembre de 2013, y D.E.-N. N° 648 de fecha 
11 de diciembre de 2014, aprueban el procedimiento de pago de las prestaciones a cargo de la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) y de aquellas que se ponen al 
pago por cuenta y orden de terceros. 
 
Que el punto 1.13, del ANEXO I, de la Resolución D.E.-N N° 648/2014, establece que los agentes 
pagadores son responsables del control de supervivencia, debiendo rendir como impagos, los 
mensuales posteriores a la fecha de fallecimiento. 
 
Que las Resoluciones N° RESOL-2020-79-ANSES-ANSES de fecha 19 de marzo de 2020, N° RESOL-
2020-95ANSES-ANSES de fecha 22 de abril de 2020, N° RESOL-2020-235-ANSES-ANSES de fecha 29 
de junio de 2020, N° RESOL-2020-309-ANSES-ANSES de fecha 28 de agosto de 2020, N° RESOL-
2020-389-ANSES-ANSES de fecha 30 de octubre de 2020, N° RESOL-2020-442-ANSES-ANSES de 
fecha 23 de diciembre de 2020, N° RESOL-2021-68-ANSES-ANSES de fecha 25 de marzo de 2021 y 
N° RESOL-2021-130-ANSES-ANSES de fecha 18 de junio de 2021, suspendieron el trámite de 
actualización de fe de vida por parte de los jubilados y pensionados del Sistema Integrado 
Previsional Argentino (SIPA) y Pensiones No Contributivas a efectos de garantizarles el cobro de las 
prestaciones puestas al pago durante los meses de marzo 2020 a diciembre de 2021, en el marco 
del “aislamiento / distanciamiento social, preventivo y obligatorio”, con el objetivo de preservar la 
salud pública, debiendo las personas permanecer en sus lugares de residencia habitual, en especial 
los adultos mayores, siendo el grupo más vulnerable. 
 
Que las Resoluciones mencionadas en el considerando que antecede disponen que las Entidades 
Pagadoras conservan la responsabilidad de rendir como impagos los fondos posteriores al 
fallecimiento del beneficiario, en el marco de las operatorias vigentes, a partir de la notificación de 
la novedad de fallecimiento, cuando este ocurriera en los meses de marzo 2020 a diciembre de 
2021, toda vez que hasta el 29 de febrero de 2020, los agentes pagadores eran exclusivamente 



 

responsables del control de supervivencia, como así también de la metodología definida para 
realizar tal control. 
 
Que la Resolución N° RESOL-2020-309-ANSES-ANSES de fecha 28 de agosto de 2020, en su artículo 
4°, estableció que las Entidades Pagadoras a partir del 1 de noviembre de 2020 deberán asegurar 
procedimientos complementarios a los mecanismos presenciales para realizar el control de 
supervivencia, sin requerir al beneficiario presentarse físicamente en sucursal o centro de pago a 
tal fin. 
 
Que lo mencionado en el considerando precedente, comenzará a regir a partir del 1 de marzo de 
2022, a fin que los agentes pagadores arbitren los medios necesarios para su estricto 
cumplimiento, considerando que ha transcurrido el tiempo necesario para su implementación 
desde el dictado de la Resolución N° RESOL-2020-309-ANSES-ANSES. 
 
Que a partir del 1 de marzo de 2022, se restablece en todos sus términos el contenido de las D.E.-
N. N° 567 de fecha 30 de diciembre de 2013, y D.E.-N. N° 648 de fecha 11 de diciembre de 2014. 
 
Que en tal sentido, los agentes pagadores son exclusivamente responsables del control de 
supervivencia, y deberán rendir como impagos cualquier liquidación que se haya acreditado en 
fecha posterior al fallecimiento del titular del beneficio, independientemente que los fondos 
hubieren sido extraídos de la cuenta, dará lugar al recupero de los mismos. 
 
Que el archivo de novedades con los fallecimientos de los beneficiarios que se envían 
semanalmente a las entidades financieras, es sólo a título de colaboración. 
 
Que los pagos que se verifiquen efectuados con posterioridad a la fecha del fallecimiento del 
beneficiario titular de un beneficio de jubilación o pensión del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (SIPA) o una Pensión No Contributiva con acreditación en una cuenta bancaria, dará 
lugar a ANSES a debitar de la cuenta corriente de LA ENTIDAD el importe correspondiente a la 
liquidación con más las comisiones percibidas indebidamente y la correspondiente multa. 
 
Que los beneficiarios que se encuentran fuera del país y que perciben sus haberes a través de la 
figura de Banco Apoderado deberán presentar el certificado de supervivencia semestral ante el 
“Banco Apoderado”, o actualizar supervivencia ante ANSES a través de los mecanismos previstos a 
tal fin. 
 
Que la Dirección General de Finanzas y la Subdirección Ejecutiva de Administración de esta 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL han tomado la intervención de acuerdo a sus respectivas 
competencias. 
 
Que mediante Dictamen N° IF-2021-125004657-ANSES-DGEAJ#ANSES, la Dirección General de 
Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia. 
 



 

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 36 de la Ley Nº 24.241, 
el artículo 3° del Decreto Nº 2741/1991 y el Decreto Nº 429/2020. 
 
Por ello, 
LA DIRECTORA EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTICULO 1°.- Prorrógase la suspensión del trámite de actualización de fe de vida por parte de los 
jubilados y pensionados del SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA) y Pensiones No 
Contributivas, así como también, las demás obligaciones y procedimientos establecidos por las 
Resoluciones N° RESOL-2020-79-ANSES-ANSES de fecha 19 de marzo de 2020, N° RESOL-2020-95-
ANSES-ANSES de fecha 22 de abril de 2020, N° RESOL-2020-235-ANSES-ANSES de fecha 29 de junio 
de 2020, N° RESOL-2020-309-ANSES-ANSES de fecha 28 de agosto de 2020, N° RESOL-2020-389-
ANSES-ANSES de fecha 30 de octubre de 2020, N° RESOL-2020-442-ANSES-ANSES de fecha 23 de 
diciembre de 2020, N° RESOL-2021-68-ANSES-ANSES de fecha 25 de marzo de 2021 y N° RESOL-
2021-130-ANSES-ANSES de fecha 18 de junio de 2021, a efectos de garantizarles el cobro de las 
prestaciones puestas al pago durante los meses de enero y febrero de 2022, por los motivos 
expuestos en los considerandos de la presente. 
 
ARTICULO 2°.- Establécese que a partir del 1 de marzo de 2022, los agentes pagadores son los 
únicos responsables del control de fe de vida en el marco de lo establecido en la Resolución D.E.-
N. N° 648 de fecha 11 de diciembre de 2014. 
 
ARTICULO 3°.- Aclárase que el archivo de novedades con las fechas de fallecimiento de los 
beneficiarios, que esta ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) envía 
semanalmente a las entidades financieras, es sólo a título de colaboración. 
 
ARTICULO 4°.- Dispónese que las entidades financieras no podrán exigir la presencialidad de los 
jubilados y pensionados del SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA) y Pensiones No 
Contributivas para realizar el trámite de actualización de fe de vida a partir del 1 de marzo de 
2022. 
 
ARTICULO 5°.- Los beneficiarios que se encuentran ausentes del país y que perciben sus haberes a 
través de la figura de Banco Apoderado deberán presentar el certificado de supervivencia 
semestral ante el “banco apoderado”, o ante la ANSES a través de los mecanismos previstos a tal 
fin, a partir del 1 de enero de 2022. 
 
ARTICULO 6°.- La presente medida entrará en vigencia en el día de su publicación en el BOLETIN 
OFICIAL. 
 
ARTICULO 7°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
oportunamente, archívese. 
 



 

Maria Fernanda Raverta 
e. 30/12/2021 N° 101947/21 v. 30/12/2021 
 

Resolución General 5185/2022 

RESOG-2022-5185-E-AFIP-AFIP - Procedimiento. Ley N° 27.653. Beneficio a contribuyentes 
cumplidores inscriptos en el Impuesto a las Ganancias. Amortización Acelerada. Resolución 
General N° 5.101 y su modificatoria. Norma complementaria. 
 
Ciudad de Buenos Aires, 12/04/2022 
VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2022-00184964- -AFIP-DVPFIS#SDGFIS, y 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante la Ley N° 27.653 de Alivio Fiscal para Fortalecer la Salida Económica y Social a la 
Pandemia Generada por el COVID-19 se establecieron, entre otras medidas, beneficios tributarios 
para los contribuyentes adheridos al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes o 
inscriptos en el impuesto a las ganancias, que revistan la condición de “cumplidores” en los 
términos de dicha norma. 
 
Que entre dichos beneficios se previó, respecto de los sujetos a los que se refiere el artículo 53 de 
la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019 y sus modificaciones, que revistan la 
condición de micro y pequeñas empresas, la posibilidad de optar por la amortización acelerada de 
inversiones en bienes muebles amortizables y obras de infraestructura. 
 
Que por la Resolución General N° 5.101 y su modificatoria se dispuso el procedimiento a seguir 
por los sujetos alcanzados por los beneficios antes aludidos, para su aplicación y usufructo. 
 
Que, en lo que respecta al beneficio de amortización acelerada, la mencionada norma estableció 
la obligación de informar los comprobantes vinculados a inversiones realizadas en los 
mencionados bienes muebles amortizables adquiridos, elaborados, fabricados o importados y/u 
obras de infraestructura. 
 
Que, a dichos fines, corresponde establecer precisiones sobre dichas obligaciones y determinar el 
procedimiento que deberán observar los sujetos que se encuentren caracterizados en el “Sistema 
Registral” con el código “522 - Amortización Acelerada - Ganancias”, a los fines de su aplicación y 
usufructo. 
 
Que han tomado la intervención que les compete la Dirección de Legislación, las Subdirecciones 
Generales de Asuntos Jurídicos, Fiscalización, Sistemas y Telecomunicaciones y Técnico Legal 
Impositiva, y la Dirección General Impositiva. 
 



 

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 12 de la Ley N° 
27.653 y por el artículo 7° del Decreto N° 618 del 10 de julio de 1997, sus modificatorios y sus 
complementarios. 
 
Por ello, 
LA ADMINISTRADORA FEDERAL DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- A los fines de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 75 de la Resolución 
General N° 5.101 y su modificatoria, los sujetos que revistan la condición de “cumplidores” en los 
términos del penúltimo párrafo del artículo 13 de la Ley N° 27.653 y que posean la caracterización 
“522 - Amortización Acelerada - Ganancias” en el “Sistema Registral”, deberán observar los 
requisitos, las condiciones y el procedimiento que se establecen por esta resolución general. 
 
ARTÍCULO 2°.- Las facturas o documentos equivalentes que respalden las erogaciones que se 
realicen por la compra de bienes muebles amortizables y/o por la ejecución de obras de 
infraestructura no serán considerados para la aplicación del beneficio de amortización acelerada, 
cuando en ellos se verifique alguna de las circunstancias que a continuación se indican: 
 
a) Hayan sido emitidos con anterioridad al 11 de noviembre de 2021, fecha a partir de la cual 
resulta aplicable el beneficio fiscal. 
En caso de que se trate de obras en construcción o bienes en proceso de elaboración al 11 de 
noviembre de 2021, se tendrá presente que el tratamiento establecido será de aplicación, 
exclusivamente, respecto de las inversiones que se hubieren realizado a partir de dicha fecha. 
b) Correspondan a adquisiciones de bienes de uso que no integren el patrimonio de los 
beneficiarios al momento de realizar la solicitud del usufructo del beneficio fiscal. 
c) Hayan sido utilizados en otro régimen de beneficios fiscales. 
d) Se encuentren observados o impugnados por parte de este Organismo en ejercicio de sus 
facultades de verificación y fiscalización. 
e) Correspondan a bienes de uso no susceptibles de amortización para el impuesto a las ganancias. 
 
ARTÍCULO 3°.- Los sujetos deberán cumplir a la fecha en que se solicite la aplicación del beneficio, 
las siguientes condiciones: 
 
a) Poseer la Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT) con estado activo en los términos de la 
Resolución General N° 3.832 y sus modificatorias. 
b) Contar con el alta en el impuesto a las ganancias. 
c) Declarar y mantener actualizado ante este Organismo el domicilio fiscal, según los términos 
establecidos por el artículo 3° de la Ley N° 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones, y 
por las disposiciones de las Resoluciones Generales N° 10 y N° 2.109, sus respectivas 
modificatorias y complementarias. 
d) Tener constituido el Domicilio Fiscal Electrónico ante esta Administración Federal, conforme a lo 
previsto en la Resolución General N° 4.280, su modificatoria y su complementaria. 



 

e) Tener actualizado el código de la actividad desarrollada, de acuerdo con el “Clasificador de 
Actividades Económicas (CLAE) - Formulario N° 883”, creado por la Resolución General N° 3.537 y 
sus complementarias. 
f) Haber presentado, de corresponder, las declaraciones juradas de los impuestos a las ganancias, 
a la ganancia mínima presunta, sobre los bienes personales, al valor agregado y de los recursos de 
la seguridad social, correspondientes a los períodos fiscales iniciados a partir del 1° de enero de 
2018 en los cuales el sujeto se encuentre o encontrara inscripto. 
g) No registrar incumplimientos en el pago de las obligaciones tributarias desde los períodos 
fiscales iniciados a partir del 1° de enero de 2018. 
h) No registrar incumplimientos de presentación de declaraciones juradas informativas. 
 
ARTÍCULO 4°.- Los contribuyentes y/o responsables deberán acceder a la opción “F. 8142 Web - 
Amortización Acelerada - Ganancias Ley 27.653” del servicio denominado “SIR Sistema Integral de 
Recuperos”, disponible en el sitio “web” institucional (http://www.afip.gob.ar), a fin de 
suministrar la información referida a los bienes muebles y/u obras de infraestructura involucradas 
en el beneficio y a los comprobantes que respalden la compra, construcción, fabricación, 
elaboración o importación definitiva de bienes muebles de uso y/u obras de infraestructura. 
 
Para ello, deberán utilizar su Clave Fiscal habilitada con Nivel de Seguridad 3 como mínimo, 
obtenida conforme al procedimiento dispuesto por la Resolución General N° 5.048. 
 
El acceso al aludido sistema estará habilitado hasta el último día del mes anterior al vencimiento 
de la declaración jurada del impuesto a las ganancias, con excepción de los sujetos que revistan las 
condiciones descriptas en el último párrafo del artículo 13 de la presente. 
 
Al momento de la presentación de la información a través del mencionado servicio “web”, se 
deberá adjuntar un archivo en formato “.pdf” que deberá contener un informe especial extendido 
por contador público independiente encuadrado en las disposiciones contempladas en el Capítulo 
V de la Resolución Técnica (FACPCE) Nº 37 -encargo de aseguramiento razonable-, con su firma 
certificada por el consejo profesional o colegio que rija la matrícula, quien se expedirá respecto de 
la existencia, legitimidad y afectación a la actividad productiva de los bienes de uso incluidos en la 
presentación. Asimismo, deberá informar la fecha de habilitación del bien y el ejercicio fiscal por el 
cual se encuentra obligado a exteriorizar su alta en la declaración jurada del impuesto a las 
ganancias. 
 
El informe deberá ser validado por el profesional que lo hubiera suscripto, para lo cual deberá 
ingresar, con su respectiva clave fiscal, al servicio “SIR Sistema Integral de Recupero”, “Contador 
Web - Informes Profesionales”. 
 
En dicho informe deberá quedar certificado que los bienes de uso integran el patrimonio del 
contribuyente a la fecha de la presentación y que revisten la calidad de bienes susceptibles de 
amortización para el impuesto a las ganancias. 
 



 

Como constancia de la presentación efectuada, el sistema emitirá el formulario de declaración 
jurada F. 8142 y un acuse de recibo de la transmisión, que contendrá el número de trámite para su 
identificación y seguimiento. 
 
ARTÍCULO 5°.- Esta Administración Federal efectuará los controles sistémicos correspondientes 
vinculados con la información existente en sus bases de datos y la situación fiscal del 
contribuyente. 
 
Respecto de aquellas presentaciones que hubieran resultado formalmente admisibles, este 
Organismo comunicará el monto autorizado y, en su caso, el de las detracciones que resulten 
procedentes. 
 
Dicha comunicación se emitirá sin intervención del juez administrativo y consignará, de 
corresponder, los siguientes datos: 
 
a) El monto de las inversiones aprobadas. 
b) El período fiscal desde la cual surte efecto la solicitud. 
c) El monto de las inversiones observadas, de corresponder. 
d) Los fundamentos que avalen las inversiones observadas. 
e) El importe del beneficio autorizado. 
 
ARTÍCULO 6°.- Las inconsistencias que surjan como resultado de los controles sistémicos podrán 
originarse en las siguientes causas: 
 
a) Los proveedores informados integran la base de contribuyentes no confiables. 
b) Se comprueba la falta de veracidad de las facturas o documentos equivalentes que respaldan el 
pedido. 
c) Los montos facturados fueron utilizados en otro régimen de beneficio fiscal. 
 
Ante la detección de alguna de las inconsistencias mencionadas, se procederá a su detracción del 
monto informado en la presentación. 
 
ARTÍCULO 7°.- Los contribuyentes y/o responsables podrán interponer, contra el rechazo de la 
presentación y/o las detracciones practicadas, el recurso previsto en el artículo 74 del Decreto N° 
1.397 del 12 de junio de 1979 y sus modificatorios, reglamentario de la Ley N° 11.683, texto 
ordenado en 1998 y sus modificaciones. 
 
Dicho recurso deberá interponerse ingresando al servicio “SIR Sistema Integral de Recuperos” - “F. 
8142 Web - Amortización Acelerada - Ganancias Ley 27.653”, disponible en el sitio “web” 
institucional, seleccionando la opción “Recurrir comprobantes”, y adjuntando el escrito y las 
pruebas de las que intente valerse en formato “.pdf”. 
 
Como constancia de la trasmisión efectuada el sistema emitirá un acuse de recibo. 



 

 
ARTÍCULO 8°.- Este Organismo notificará al contribuyente y/o responsable en su Domicilio Fiscal 
Electrónico: 
 
a) Las comunicaciones mencionadas en la presente resolución general, y 
b) Los actos administrativos y/o requerimientos correspondientes al recurso interpuesto. 
 
ARTÍCULO 9°.- El contribuyente y/o responsable podrá desistir de la presentación realizada que se 
encuentre en trámite, para lo cual deberá identificarla ingresando al servicio “SIR Sistema Integral 
de Recuperos” - “F. 8142 Web - Amortización Acelerada - Ganancias Ley 27.653”, disponible en el 
sitio “web” institucional, y seleccionar la opción denominada “Desistir Solicitud Presentada”. 
 
ARTÍCULO 10.- En los casos en que corresponda efectuar alguna modificación en la información 
declarada, los sujetos cumplidores deberán presentar una declaración jurada rectificativa, la cual, 
además de los conceptos que se modifican, deberá contemplar los conceptos que no sufran 
alteraciones y cumplir con el informe del contador requerido en el artículo 4°. 
 
En tales supuestos se considerará la fecha correspondiente a la presentación de la declaración 
jurada rectificativa. 
 
ARTÍCULO 11.- Los sujetos que no den cumplimiento a lo establecido por la presente resolución 
general deberán rectificar las declaraciones juradas del impuesto a las ganancias en las cuales 
ejercieron la opción de amortización acelerada de los bienes, e ingresar -de corresponder- la 
diferencia de impuesto resultante, los intereses y multas que correspondan. 
 
ARTÍCULO 12.- Aprobar el formulario de declaración jurada F. 8142. 
 
ARTÍCULO 13.- Las disposiciones de esta resolución general entrarán en vigencia el día de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
Las nuevas funcionalidades en el servicio “SIR Sistema Integral de Recuperos” se encontrarán 
disponibles desde el día 22 de abril de 2022, inclusive. 
 
Los sujetos a que se refiere el artículo 53 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 
2019 y sus modificaciones, que revistan la condición de micro y pequeñas empresas, cuyo cierre 
de ejercicio operó el 31 de diciembre de 2021 y el vencimiento de la declaración jurada 
correspondiente a dicho ejercicio se verifique en el mes de mayo de 2022 podrán, 
excepcionalmente, suministrar la información requerida en la presente norma hasta el 6 de mayo 
de 2022, inclusive. 
 
ARTÍCULO 14.- Comuníquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su publicación 
en el Boletín Oficial y archívese. 
 



 

Mercedes Marco del Pont 
e. 18/04/2022 N° 24296/22 v. 18/04/2022 
 

Decreto 424/2022 

DCTO-2022-424-APN-PTE - “Régimen de Presentación Voluntaria”. 
Ciudad de Buenos Aires, 20/07/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2022-24770310-APN-MESYA#CNRT, las Leyes Nros. 12.346, 21.844, 
24.653 y 27.653, los Decretos Nros. 958 del 16 de junio de 1992, 656 del 29 de abril de 1994, 260 
del 12 de marzo de 2020 y 297 del 19 de marzo de 2020 y sus respectivas normas modificatorias y 
complementarias, la Resolución General N° 5101 del 18 de noviembre de 2021 de la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y el ACUERDO SOBRE TRANSPORTE 
INTERNACIONAL TERRESTRE, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 12.346 y su modificatoria regula el transporte de pasajeros de carácter 
interjurisdiccional, que comprende el que se realiza entre las Provincias o entre ellas y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
 
Que por el Decreto N° 958/92 y sus modificatorios se establece el marco regulatorio aplicable al 
transporte por automotor de pasajeros por carretera que se desarrolle en el ámbito de la 
jurisdicción nacional, que comprende el transporte interjurisdiccional entre las Provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires; entre Provincias; en los puertos y aeropuertos nacionales, 
entre ellos, o entre cualquiera de ellos y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o las Provincias; 
excluyendo al transporte de personas que se desarrolle exclusivamente en la Región 
Metropolitana de la Ciudad de Buenos Aires. 
 
Que por el Decreto N° 656/94 y sus modificatorios se establece el marco regulatorio para la 
prestación de servicios de transporte por automotor de pasajeros de carácter urbano y suburbano 
que se desarrolle en el ámbito de la Jurisdicción Nacional; considerándose tales a aquellos que se 
realicen en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o entre esta y los partidos que conforman la 
Región Metropolitana de Buenos Aires, así como los interprovinciales de carácter urbano y 
suburbano en el resto del país. 
 
Que, asimismo, oportunamente por la Ley N° 21.844 se estableció que las transgresiones o 
infracciones a las disposiciones legales y reglamentarias en que incurran los prestatarios de 
servicios públicos de autotransporte sometidos al contralor y fiscalización de la autoridad nacional 
pertinente serán sancionadas con apercibimiento, multas, suspensión y caducidad de los permisos, 
de acuerdo con la reglamentación que al respecto se dicte. 
 



 

Que la mencionada Ley N° 21.844 fue sucesivamente reglamentada mediante los Decretos Nros. 
698 del 23 de marzo de 1979, 2673 del 29 de diciembre de 1992 y 253 del 3 de agosto de 1995 y 
sus modificatorios, por el que se aprobó el RÉGIMEN DE PENALIDADES POR INFRACCIONES A LAS 
DISPOSICIONES LEGALES Y REGLAMENTARIAS EN MATERIA DE TRANSPORTE POR AUTOMOTOR DE 
JURISDICCIÓN NACIONAL. 
 
Que por la Ley N° 24.653 se instituyó el régimen jurídico aplicable al transporte por automotor de 
cargas de carácter nacional e internacional, en la medida que no se encuentre reglado por 
Convenios Internacionales. 
 
Que por el Decreto N° 1035 del 14 de junio de 2002 se aprobó la reglamentación de la Ley Nº 
24.653. 
 
Que, asimismo, por el artículo 2° del mencionado Decreto N° 1035/02 se autorizó a la entonces 
SECRETARÍA DE TRANSPORTE del entonces MINISTERIO DE LA PRODUCCIÓN a aprobar un régimen 
de presentación voluntaria para los operadores de servicios de transporte de cargas de jurisdicción 
nacional con relación a las multas aplicadas impagas y a las presuntas infracciones constatadas con 
anterioridad a la entrada en vigencia del citado decreto, debiendo adecuarse las imputaciones en 
trámite y el monto de las sanciones impuestas a lo establecido en el Capítulo IV del Anexo I de 
dicho acto. 
 
Que en el artículo 2º del ACUERDO SOBRE TRANSPORTE INTERNACIONAL TERRESTRE (ATIT) -
inscripto como Acuerdo de Alcance Parcial en el marco de la ASOCIACIÓN LATINOAMERICANA DE 
INTEGRACIÓN (ALADI), conforme los mecanismos del TRATADO DE MONTEVIDEO DE 1980, cuya 
puesta en vigencia se hizo efectiva por la Resolución Nº 263 del 16 de noviembre de 1990 de la ex-
SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE del ex-MINISTERIO DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS-, se 
estableció que el transporte internacional de pasajeros o carga solo podrá ser realizado por las 
empresas autorizadas, en los términos del Acuerdo y sus Anexos. 
 
Que en el inciso 1. del artículo 4º del referido Acuerdo se dispuso que se aplicarán a las empresas 
que efectúen transporte internacional, así como a su personal, vehículos y servicios que presten 
en el territorio de cada país signatario, las leyes y reglamentos vigentes, salvo las disposiciones 
contrarias a lo establecido en ese Acuerdo. 
 
Que en el artículo 14 de dicho Acuerdo se establece que los países signatarios podrán llegar a 
acuerdos bilaterales o multilaterales sobre los diferentes aspectos considerados en el mismo y, en 
especial, en materia de reciprocidad en los permisos, regímenes tarifarios y otros aspectos 
técnico-operativos, pero estos acuerdos no podrán en ningún caso contrariar los logrados en el 
Acuerdo referido. 
 
Que las sanciones establecidas en los Decretos Nros. 253/95 y 1035/02 y en el Segundo Protocolo 
Adicional sobre Infracciones y Sanciones al ACUERDO SOBRE TRANSPORTE INTERNACIONAL 
TERRESTRE (ATIT), inscripto como Acuerdo de Alcance Parcial en el marco de la ALADI, no poseen 



 

un fin recaudatorio sino que se aplican con el objetivo de modificar las conductas disvaliosas que 
constituyen transgresiones a la normativa que regula la actividad. 
 
Que por el artículo 1° de la LEY DE SOLIDARIDAD SOCIAL Y REACTIVACIÓN PRODUCTIVA EN EL 
MARCO DE LA EMERGENCIA PÚBLICA N° 27.541 se declaró la emergencia pública en materia 
económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, y 
se delegaron en el PODER EJECUTIVO NACIONAL las facultades comprendidas en dicha ley, en los 
términos del artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, con arreglo a las bases de delegación 
establecidas en el artículo 2° de la referida ley, hasta el 31 de diciembre de 2020. 
 
Que el 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el brote del 
virus SARS-CoV-2 como una pandemia. 
 
Que, en ese marco, a través del artículo 1° del Decreto N° 260/20 se amplió la emergencia pública 
en materia sanitaria establecida por la referida Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) año, 
habiendo sido prorrogado dicho decreto hasta el 31 de diciembre de 2021, mediante el Decreto N° 
167/21, en los términos del mismo y, posteriormente, hasta el 31 de diciembre de 2022, por el 
Decreto N° 867/21, en los términos del mismo. 
 
Que, asimismo, por el Decreto N° 297/20 se estableció una medida de “aislamiento social, 
preventivo y obligatorio” en todo el país, la que fue prorrogada en diversas oportunidades, 
estableciéndose con posterioridad la medida de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio” 
también por sucesivos períodos. 
 
Que dichas medidas en protección de la salud pública conllevaron restricciones a la circulación 
interjurisdiccional de pasajeros y pasajeras y a la movilidad en general, cuya intensidad fue 
variando de acuerdo a la evolución de la situación epidemiológica. 
 
Que las mismas impactaron negativamente en el sector del transporte automotor de pasajeros y 
pasajeras, de cargas generales y de cargas peligrosas de jurisdicción nacional, interjurisdiccional e 
internacional, ocasionándole dificultades económicas y financieras. 
 
Que es objetivo del ESTADO NACIONAL procurar el normal desenvolvimiento de los servicios de 
transporte, conservar las fuentes de trabajo y satisfacer necesidades colectivas primordiales, 
velando por el acceso a los mismos por parte de la población y manteniendo el nivel de la 
prestación y la calidad en los servicios que se brindan a los usuarios y las usuarias. 
 
Que, en función de ello, resulta necesario establecer un sistema especial para la regularización de 
las multas impagas e infracciones constatadas en dichos servicios que permita descuentos y plazos 
especiales de cumplimiento para aquellas empresas y operadores que se presenten 
voluntariamente a cancelar dichas deudas. 
 



 

Que el referido régimen deberá involucrar a las empresas de transporte automotor de pasajeros y 
de carga, nacionales e internacionales, en todas sus modalidades. 
 
Que para el caso de infracciones cometidas por empresas extranjeras, corresponde condicionar la 
posibilidad de la adhesión al régimen especial de regularización de obligaciones respecto de las 
infracciones constatadas y multas que mantienen con la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN 
DEL TRANSPORTE, a la aplicación del Principio de Reciprocidad con los países signatarios del 
ACUERDO SOBRE TRANSPORTE INTERNACIONAL TERRESTRE (ATIT), verificando que el país 
signatario que otorgó el permiso originario al operador para efectuar el transporte por automotor 
de pasajeros y/o de cargas internacional otorgue las mismas facilidades y condiciones para los 
nacionales argentinos. 
 
Que, de conformidad con lo expuesto, corresponde aprobar un régimen especial de regularización 
de obligaciones, “RÉGIMEN DE PRESENTACIÓN VOLUNTARIA”, para los operadores del servicio de 
transporte automotor de pasajeros y pasajeras, cargas generales y cargas peligrosas de jurisdicción 
nacional e internacional en relación con las multas aplicadas e impagas y las presuntas infracciones 
constatadas con anterioridad al 31 de diciembre de 2021. 
 
Que, a su vez, la implementación de un régimen como el señalado permite al ESTADO NACIONAL 
aprovechar de un modo más eficiente los limitados recursos que actualmente son destinados a 
efectivizar la tramitación de los expedientes administrativos derivados de las multas aplicadas y la 
posterior ejecución de aquellas y reelaborar las estructuras organizativas y procedimientos 
relacionados con los regímenes sancionatorios, de manera tal que se intensifiquen los esfuerzos 
para el desarrollo de tareas de prevención a la vez que la tramitación de las actuaciones 
sumariales sea realizada con mayor inmediatez y celeridad, así como el labrado del acta, la 
aplicación de la sanción y/o la ejecución de la multa. 
 
Que, a tal efecto, resulta oportuno adoptar los parámetros previstos en la Ley de Alivio Fiscal para 
Fortalecer la Salida Económica y Social a la Pandemia generada por el COVID-19 N° 27.653, y de 
conformidad con lo establecido en la Resolución General N° 5101/21 de la ADMINISTRACIÓN 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS. 
 
Que por el artículo 21 de la Ley de Ministerios (texto ordenado por Decreto N° 438 del 12 de 
marzo de 1992) y sus modificatorias se establecieron las competencias del MINISTERIO DE 
TRANSPORTE. 
 
Que en función de ello, y en virtud de la especialidad técnica en la materia, corresponde instruir al 
MINISTERIO DE TRANSPORTE para que establezca las condiciones del régimen especial de 
regularización de obligaciones referido. 
 
Que han tomado intervención los servicios de asesoramiento jurídico competentes. 
 



 

Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, inciso 1 
de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- Apruébase un régimen especial de regularización de obligaciones, “RÉGIMEN DE 
PRESENTACIÓN VOLUNTARIA”, para los operadores del servicio de transporte automotor de 
pasajeros y pasajeras, cargas generales y cargas peligrosas de jurisdicción nacional e internacional 
en relación con las multas aplicadas e impagas y las presuntas infracciones constatadas con 
anterioridad al 31 de diciembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 2°.- Instrúyese al MINISTERIO DE TRANSPORTE a establecer, como Autoridad de 
Aplicación, las condiciones del “RÉGIMEN DE PRESENTACIÓN VOLUNTARIA, así como sus modos y 
plazos de pago. 
 
A tal efecto, se adoptarán los parámetros previstos en la Ley de Alivio Fiscal para Fortalecer la 
Salida Económica y Social a la Pandemia generada por el COVID-19 N° 27.653, de acuerdo con las 
siguientes pautas: 
 
a. Las deudas originadas en multas y/o infracciones constatadas al 31 de diciembre de 2021 se 
abonarán en planes especiales de pago de hasta CUARENTA Y OCHO (48) cuotas. 
b. Para aquellas cancelaciones totales del importe adeudado al 31 de diciembre de 2021, de pago 
al contado y en un plazo que no exceda los TREINTA (30) días corridos a partir de la 
implementación del presente régimen especial, se podrá establecer una quita de la deuda total 
consolidada que no exceda el SESENTA POR CIENTO (60%) del mismo. 
c. A los fines de acceder al plan de facilidades, deberá abonarse el CINCO POR CIENTO (5%) de la 
deuda total consolidada, en carácter de anticipo de pago de la deuda total consolidada. 
d. El monto mínimo del pago a cuenta será de PESOS CINCO MIL ($5000), excepto en aquellos 
casos en que la deuda total consolidada no supere este valor. 
e. Las cuotas serán mensuales, iguales y consecutivas. El monto mínimo del componente capital de 
cada cuota será de PESOS CINCO MIL ($5000), excepto en aquellos casos en que la deuda total 
consolidada no supere este valor. 
f. A los planes de pago de hasta DOCE (12) cuotas no se les podrá aplicar quitas superiores al 
CUARENTA POR CIENTO (40 %) de la deuda total consolidada al 31 de diciembre de 2021, y no se 
les calcularán intereses resarcitorios ni compensatorios adicionales. 
g. Para planes de pago de TRECE (13) a VEINTICUATRO (24) cuotas se aplicará como máximo una 
quita del CUARENTA POR CIENTO (40 %) del importe de la deuda total consolidada al 31 de 
diciembre de 2021 y una tasa de interés por financiación equivalente al CINCUENTA POR CIENTO 
(50 %) de la tasa pasiva promedio del BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 
h. Para planes de pago con plazo superior a VEINTICUATRO (24) cuotas no se podrán aplicar quitas 
ni deducciones a la deuda total consolidada al 31 de diciembre de 2021. 



 

 
i. Para planes de pago con plazo superior a VEINTICUATRO (24) meses e iguales o menores a 
TREINTA Y SEIS (36) meses se aplicará una tasa de interés equivalente a la TASA PASIVA 
PROMEDIO DEL BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 
j. Para planes de pago con plazo superior a los TREINTA Y SEIS (36) meses se aplicará una tasa de 
interés equivalente a la TASA PASIVA PROMEDIO DEL BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA 
ARGENTINA incrementada en un VEINTE POR CIENTO (20 %). 
k. Los sujetos que adhieran al presente régimen a través de planes de facilidades de pago podrán 
solicitar por única vez la cancelación anticipada total del saldo de la deuda comprendida en 
aquellos, a partir del mes en que se produzca el vencimiento de la segunda cuota. 
 
ARTÍCULO 3°.- Los fondos provenientes de los planes especiales de regularización previstos en el 
artículo 2º del presente decreto así como los montos ingresados en concepto de penalidades 
serán percibidos por la COMISIÓN NACIONAL DE REGULACIÓN DEL TRANSPORTE. 
 
ARTÍCULO 4°.- El acogimiento de los operadores al régimen establecido en el artículo 1° del 
presente decreto exigirá el reconocimiento liso y llano de las infracciones correspondientes y del 
monto total de la deuda consolidada, en las condiciones que establezcan las normas 
complementarias que se dicten en consecuencia del presente. 
 
Estas condiciones no podrán incluir quitas y/o descuentos que excedan en un SESENTA POR 
CIENTO (60 %) la deuda total consolidada por el operador al 31 de diciembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur - Alexis Raúl Guerrera 
e. 21/07/2022 N° 56038/22 v. 21/07/2022 
 

COMUNICACIÓN “A” 7497  

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS, 
A LOS OPERADORES DE CAMBIO, 
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE CRÉDITO, 
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE COMPRA, 
A LOS OTROS PROVEEDORES NO FINANCIEROS DE CRÉDITO, 
A LAS CÁMARAS ELECTRÓNICAS DE COMPENSACIÓN, 
A LAS REDES DE CAJEROS AUTOMÁTICOS, 
A LAS INFRAESTRUCTURAS DEL MERCADO FINANCIERO, 
A LAS TRANSPORTADORAS DE VALORES: 
Ref.: Circular OPRAC 1-1143, RUNOR 1-1728, SERVI 1-88, SINAP 1-156: 
Servicios financieros en el marco de la emergencia sanitaria dispuesta por el Decreto N° 260/2020 
Coronavirus (COVID-19). Adecuaciones. 



 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que esta Institución adoptó la siguiente resolución: 
“- Disponer que la facilidad de refinanciación de cuotas prevista para los clientes que sean 
empleadores alcanzados por el Programa de Recuperación Productiva II –punto 1.1.1.2., acápite 
ii), de las normas sobre “Servicios financieros en el marco de la emergencia sanitaria dispuesta por 
el Decreto N° 260/2020 Coronavirus (COVID-19)”–, relativa a la incorporación de las cuotas 
impagas correspondientes a vencimientos que operen desde el 14.5.21, en el mes siguiente al final 
de la vida del crédito, comprenderá exclusivamente las cuotas pendientes de pago de las 
financiaciones a tales clientes desembolsadas hasta la fecha de divulgación de esta comunicación. 
Se excluye de este tratamiento de refinanciación –desde el 1.6.22– a las cuotas que ya hubieran 
sido objeto de tal tratamiento.” 
Por otra parte, les hacemos llegar las hojas que, en reemplazo de las oportunamente provistas, 
corresponde incorporar en las normas de la referencia. En tal sentido, se recuerda que en la 
página de esta Institución www.bcra.gob.ar, accediendo a “Sistema Financiero – MARCO LEGAL Y 
NORMATIVO – Ordenamientos y resúmenes – Textos ordenados de normativa general”, se 
encontrarán las modificaciones realizadas con textos resaltados en caracteres especiales (tachado 
y negrita). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA 
Darío C. Stefanelli, Gerente Principal de Emisión y Aplicaciones Normativas 
María D. Bossio, Subgerenta General de Regulación Financiera 
CON COPIA A LAS EMPRESAS DE COBRANZAS EXTRABANCARIAS 
ANEXO http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/A7497.pdf 
 

COMUNICACIÓN “A” 7525 

09/06/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS, 
A LOS OPERADORES DE CAMBIO, 
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE CRÉDITO, 
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE COMPRA, 
A LOS OTROS PROVEEDORES NO FINANCIEROS DE CRÉDITO, 
A LAS CÁMARAS ELECTRÓNICAS DE COMPENSACIÓN, 
A LAS REDES DE CAJEROS AUTOMÁTICOS, 
A LOS PROVEEDORES DE SERVICIOS DE PAGO, 
A LAS INFRAESTRUCTURAS DEL MERCADO FINANCIERO, 
A LAS TRANSPORTADORAS DE VALORES: 
Ref.: Circular OPRAC 1-1150, RUNOR 1-1735, SERVI 1-89, SINAP 1-159: 
Servicios financieros en el marco de la emergencia sanitaria dispuesta por el Decreto N° 260/2020 
Coronavirus (COVID-19). Adecuaciones. 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que esta Institución adoptó la siguiente resolución: 
“1. Establecer la continuidad de la vigencia de las disposiciones del punto 2.1. de las normas sobre 

http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/A7497.pdf


 

“Servicios financieros en el marco de la emergencia sanitaria dispuesta por el Decreto N° 260/2020 
Coronavirus (COVID-19)” relativas a la atención al público en general en las casas operativas con 
las prioridades establecidas y mediante un sistema de turnos. 
2. Prorrogar hasta el 31.12.22 el punto 2.2. de las normas sobre “Servicios financieros en el marco 
de la emergencia sanitaria dispuesta por el Decreto N° 260/2020 Coronavirus (COVID-19)”. En ese 
sentido, deberán cumplirse las medidas preventivas generales previstas por el Decreto de 
Necesidad y Urgencia N° 867/21 y modificatorios.” 
Al respecto, les hacemos llegar las hojas que, en reemplazo de las oportunamente provistas, 
corresponde incorporar en las normas de la referencia. En tal sentido, se recuerda que en la 
página de esta Institución www.bcra.gob.ar, accediendo a “Sistema Financiero – MARCO LEGAL Y 
NORMATIVO – Ordenamiento y resúmenes – Textos ordenados de normativa general”, se 
encontrarán las modificaciones realizadas con textos resaltados en caracteres especiales (tachado 
y negrita). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA 
Darío C. Stefanelli, Gerente Principal de Emisión y Aplicaciones Normativas 
María D. Bossio, Subgerenta General de Regulación Financiera 
CON COPIA A LAS EMPRESAS DE COBRANZAS EXTRABANCARIAS 
ANEXO https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/A7525.pdf 
 

Acordada S/N/2021 

 
Se reúnen los Vocales miembros del TRIBUNAL FISCAL DE LA NACION, cuyas firmas obran al pie de 
la presente, con la presidencia del acto de la Dra. Cora M. MUSSO, vicepresidente en ejercicio de 
la presidencia, a efectos de considerar la integración de las Salas que funcionarán durante la Feria 
Judicial de verano del año 2022, entre los días 1° al 31 de enero de 2022. Luego de un cambio de 
opiniones, los señores Vocales 
 
ACORDARON: 
 
ARTÍCULO 1°: Disponer que durante la Feria Judicial del período comprendido entre 1° al 31 de 
enero del año 2022, actúe como Sala de Feria con competencia impositiva la integrada por los 
Dres. Viviana MARMILLON (desde el 1° al 9 de enero inclusive), Claudio Esteban LUIS (desde el 10 
al 23 de enero inclusive), Armando Magallón (desde el 24 al 31 de enero inclusive), Laura Amalia 
GUZMÁN (desde el 1° al 16 de enero inclusive), Agustina O’DONNELL (desde el 17 al 31 de enero 
inclusive), Pablo Alejandro PORPORATTO (desde el 1° al 16 de enero inclusive) y Daniel Alejandro 
MARTÍN (desde el 17 al 31 de enero inclusive). Como Sala de Feria con competencia aduanera, 
actuará la integrada por los Dres. Miguel Nathan LICHT (desde el 1° al 9 de enero inclusive), Pablo 
Adrián GARBARINO (desde el 10 al 31 de enero inclusive), Horacio Joaquín SEGURA (desde el 1° al 
16 de enero inclusive), Christian Marcelo GONZÁLEZ PALAZZO (desde el 17 al 31 de enero 
inclusive), Cora Marcela MUSSO (desde el 1° de julio al 16 de enero inclusive) y Claudia Beatriz 

https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/A7525.pdf


 

SARQUIS (desde el 17 al 31 de enero inclusive). La Mesa de Entradas virtual durante el período de 
feria judicial funcionará conforme lo dispuesto por la Acordada del 8 de septiembre de 2020. 
 
ARTÍCULO 2°: Comuníquese, publíquese en el Boletín Oficial y en la página web del organismo y 
archívese. 
 
 

Decreto 34/2021 

 
DCTO-2021-34-APN-PTE - Contribuciones patronales. Eximición. 
Ciudad de Buenos Aires, 22/01/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2021-03868557-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.241, sus 
modificatorias, 27.541, su modificatoria y 27.609 y los Decretos Nros. 260 del 12 de marzo de 2020 
y su modificatorio, 300 del 19 de marzo de 2020 y sus respectivas prórrogas, la Resolución General 
de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS Nº 3537 del 30 de octubre de 2013, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró a la 
COVID-19 como una pandemia. 
 
Que en virtud de la pandemia declarada mediante el Decreto N° 260/20 se amplió por el plazo de 
UN (1) año la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley de Solidaridad Social y 
Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública N° 27.541. 
 
Que en uso de las facultades conferidas por la citada Ley N° 27.541, a través del Decreto N° 300/20 
se estableció una reducción transitoria del NOVENTA Y CINCO POR CIENTO (95 %) de las 
contribuciones destinadas al SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA) para los 
empleadores y las empleadoras pertenecientes a los servicios, establecimientos e instituciones 
relacionadas con la salud con respecto a determinadas actividades, cuya vigencia ha sido 
extendida por sucesivas prórrogas hasta el 31 de diciembre de 2020, inclusive. 
 
Que el sistema de salud, en el contexto de emergencia sanitaria, ha debido afrontar un esfuerzo 
diferencial y que mediante el compromiso asumido por los establecimientos e instituciones 
relacionados con la salud se ha logrado garantizar el acceso a la salud de toda la ciudadanía. 
 
Que resulta imperioso apoyar a los prestadores de servicios de salud con el fin de compensar los 
costos extraordinarios relacionados con el manejo y contención de la pandemia que se extenderán 
durante todo el año en curso. 
 



 

Que, en orden a ello, se torna necesario establecer hasta el 31 de marzo de 2021 un tratamiento 
diferencial para los empleadores y las empleadoras correspondientes a determinadas actividades 
relacionadas con la salud, en lo que respecta a las contribuciones patronales con destino al SIPA. 
 
Que por el segundo párrafo del artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus modificatorias se faculta al 
PODER EJECUTIVO NACIONAL a reducir las contribuciones patronales destinadas al financiamiento 
de la seguridad social, únicamente en la medida en que fueran efectivamente compensadas con 
incrementos en la recaudación del sistema o con aportes del Tesoro que equiparen dicha 
reducción. 
 
Que el tratamiento diferencial establecido por el presente decreto será compensado con aportes 
del Tesoro, con el objetivo de asegurar la sustentabilidad económica y financiera del SIPA, sin 
afectar con ello los haberes previsionales de sus actuales y futuros beneficiarios y futuras 
beneficiarias. 
 
Que en atención a que en el último párrafo del Anexo de la Ley N° 27.609 se establece que los 
valores de la fórmula de movilidad previsional allí prevista deberán ser tomados en forma 
homogénea para su comparación, cabe dejarse aclarado que la compensación que efectuará el 
Tesoro en virtud de la presente medida no afectará el cálculo de la movilidad previsional 
establecida en dicha ley. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la Comisión Bicameral Permanente tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que los servicios de asesoramiento jurídicos permanentes han tomado la intervención que les 
compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y su 
modificatoria. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- Exímese, hasta el 31 de marzo de 2021 inclusive, del pago de las contribuciones 
patronales previstas en el artículo 19 de la Ley N° 27.541 y su modificatoria que se destinen al 
SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA) creado mediante la Ley N° 24.241 y sus 
modificatorias, a los empleadores y las empleadoras pertenecientes a los servicios, 



 

establecimientos e instituciones relacionadas con la salud, cuyas actividades, identificadas en los 
términos del “Clasificador de Actividades Económicas (CLAE)” aprobado por la Resolución General 
(AFIP) N° 3537 del 30 de octubre de 2013 o aquella que la reemplace en el futuro, se especifican 
en el ANEXO (IF-2021-04075384-APN-DNCRSS#MT) que forma parte integrante del presente 
decreto, respecto de los y las profesionales, técnicos y técnicas, auxiliares y ayudantes que presten 
servicios relacionados con la salud. 
 
ARTÍCULO 2°.- Facúltase a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, entidad 
autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA, a identificar las categorías del personal 
del servicio de salud que resultan alcanzadas por las previsiones del artículo 1°. 
 
ARTÍCULO 3°.- La eximición establecida en el artículo 1° del presente decreto será compensada 
con recursos del TESORO NACIONAL con el fin de no afectar el financiamiento de la seguridad 
social ni el cálculo correspondiente a la movilidad previsional establecida en el artículo 32 de la Ley 
Nº 24.241 y sus modificatorias. 
 
La JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS adoptará los recaudos presupuestarios necesarios para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 4°.- El presente decreto entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el 
BOLETÍN OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 5°.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 6°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Claudio Omar Moroni - Martín Guzmán 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decreto se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 23/01/2021 N° 3239/21 v. 23/01/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Decreto 242/2021 

 
DCTO-2021-242-APN-PTE - Prórroga. 
Ciudad de Buenos Aires, 18/04/2021 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2021-26825913-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.241 y sus 
modificaciones, 25.413 y sus modificatorias, 26.122, 27.541 y su modificatoria, los Decretos Nros. 



 

260 del 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 297 y 300, ambos del 19 de marzo de 2020, 545 
del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 
28 de diciembre de 2020, 34 del 22 de enero de 2021 y 167 del 11 de marzo de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el artículo 1° de la Ley Nº 27.541 se declaró la emergencia pública en materia económica, 
financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, hasta el 31 de 
diciembre de 2020. 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote de COVID-19 como una pandemia, la cual se ha propagado, desde ese entonces, no solo en 
nuestro país sino en todo el mundo. 
 
Que, en atención a ello, mediante el dictado del Decreto N° 260/20 se amplió por el término de 
UN (1) año a partir de la vigencia de dicho decreto, la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por la Ley N° 27.541. 
 
Que, asimismo, teniendo en cuenta la situación epidemiológica y con el fin de proteger la salud 
pública, mediante el Decreto N° 297/20 se estableció para todas las personas que habitaran en el 
país o se encontraran en él en forma temporaria, la medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” desde el 20 y hasta el 31 de marzo de 2020 inclusive, la que fue prorrogada 
sucesivamente para ciertas regiones del país, habiéndose incorporado luego la medida de 
“distanciamiento social, preventivo y obligatorio” cuya vigencia también se ha venido prorrogando 
hasta el presente. 
 
Que, como ya se ha señalado en diversas oportunidades, en la lucha contra dicha pandemia se 
encuentran especialmente comprometidos los establecimientos e instituciones relacionados con 
la salud a los que se debe dar un marcado y fuerte apoyo. 
 
Que, en atención a la situación de emergencia, no solo se debe procurar la adopción de medidas 
tendientes a la protección de la salud sino también resulta relevante coordinar esfuerzos en aras 
de garantizar a los beneficiarios y a las beneficiarias del Sistema Nacional del Seguro de Salud el 
acceso a las prestaciones médicas necesarias. 
 
Que, en función de ello, mediante el Decreto N° 300/20 se estableció, por el plazo de NOVENTA 
(90) días, un tratamiento diferencial a los empleadores y a las empleadoras correspondientes a las 
actividades relacionadas con la salud, en lo que respecta a las contribuciones patronales con 
destino al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) y al Impuesto sobre los Créditos y 
Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias. 
 
Que, teniendo en cuenta lo expuesto y ante la continuidad de los motivos que dieron lugar al 
dictado del referido decreto, a través del Decreto N° 545/20 se resolvió prorrogar por el plazo de 



 

SESENTA (60) días, a partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones de los 
artículos 1°, 2° y 3° del Decreto N° 300/20, disponiéndose similar medida por el plazo de NOVENTA 
(90) días por el Decreto N° 695/20. 
 
Que, asimismo, por el Decreto N° 953/20 se dispuso una nueva prórroga, hasta el 31 de diciembre 
de 2020 inclusive, con el objeto de mantener el mencionado tratamiento diferencial otorgado a 
los empleadores y a las empleadoras correspondientes a las actividades relacionadas con la salud. 
 
Que por el Decreto N° 1052/20 se prorrogaron por el plazo de NOVENTA (90) días las disposiciones 
contenidas en el artículo 2° del Decreto N° 300/20 y sus respectivas prórrogas. 
 
Que, posteriormente, por el Decreto N° 34/21, por las mismas razones de hecho pero en uso de 
las facultades delegadas por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones, se eximió 
hasta el 31 de marzo de 2021 inclusive del pago de las contribuciones patronales, previstas en el 
artículo 19 de la Ley N° 27.541 y su modificatoria que se destinen al SISTEMA INTEGRADO 
PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), a los empleadores y las empleadoras pertenecientes a los 
servicios, establecimientos e instituciones relacionadas con la salud, cuyas actividades se 
encontraren específicamente mencionadas en el Anexo de dicha medida. 
 
Que conforme lo dispuesto por el Decreto N° 167/21, por el cual se prorrogó la emergencia 
sanitaria hasta el 31 de diciembre de 2021 y debido al riesgo sanitario que sigue atravesando 
nuestro país por la pandemia de COVID-19, deviene necesario establecer que continúen vigentes 
hasta esa fecha tanto las disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300/20 como las previstas en 
el Decreto N° 34/21. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada Ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN tiene competencia para pronunciarse respecto de la validez o invalidez 
de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que han tomado intervención los servicios de asesoramiento jurídico competentes. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus 
modificaciones y por el artículo 2° de la Ley N° 25.413 y sus modificatorias. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 



 

ARTÍCULO 1°.- Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2021 inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021. 
 
ARTÍCULO 2°.- Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2021 inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300 del 19 de marzo de 
2020, prorrogado por sus similares Nros. 545 del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 
2020, 953 del 27 de noviembre de 2020 y 1052 del 28 de diciembre de 2020. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 4°.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Claudio Omar Moroni – E/E Matías Sebastián Kulfas 
e. 19/04/2021 N° 24496/21 v. 19/04/2021 
 

Decreto 903/2021 

DCTO-2021-903-APN-PTE - Decreto N° 300/2020 y Decreto N° 34/2021. Prórroga. 
Ciudad de Buenos Aires, 30/12/2021 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2021-26825913-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.241 y sus 
modificaciones, 25.413 y sus modificatorias, 26.122, 27.541 y su modificatoria, los Decretos Nros. 
260 del 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 297 y 300, ambos del 19 de marzo de 2020, 545 
del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 
28 de diciembre de 2020, 34 del 22 de enero de 2021, 167 del 11 de marzo de 2021 y 242 del 18 
de abril de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el artículo 1° de la Ley Nº 27.541 se declaró la emergencia pública en materia económica, 
financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, hasta el 31 de 
diciembre de 2020. 
 
Que, con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote de COVID-19 como una pandemia, la cual se ha propagado desde ese entonces no solo en 
nuestro país sino en todo el mundo. 
 



 

Que, en atención a ello, mediante el dictado del Decreto N° 260/20 se amplió por el término de 
UN (1) año a partir de la vigencia de dicho decreto la emergencia pública en materia sanitaria 
establecida por la Ley N° 27.541. 
 
Que, asimismo, teniendo en cuenta la situación epidemiológica y con el fin de proteger la salud 
pública, mediante el Decreto N° 297/20 se estableció para todas las personas que habitaran en el 
país o se encontraran en él en forma temporaria la medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” desde el 20 y hasta el 31 de marzo de 2020 inclusive, la que fue prorrogada 
sucesivamente para ciertas regiones del país, y luego se incorporó la medida de “distanciamiento 
social, preventivo y obligatorio”, el que también fuera prorrogado según el territorio. 
 
Que, como ya se ha señalado en diversas oportunidades, en la lucha contra dicha pandemia se 
encuentran especialmente comprometidos los establecimientos e instituciones relacionados con 
la salud, a los que se debe dar un marcado y fuerte apoyo. 
 
Que, en atención a la situación de emergencia, no solo se debe procurar la adopción de medidas 
tendientes a la protección de la salud sino también resulta relevante coordinar esfuerzos en aras 
de garantizar a los beneficiarios y a las beneficiarias del Sistema Nacional del Seguro de Salud el 
acceso a las prestaciones médicas necesarias. 
 
Que, en función de ello, mediante el Decreto N° 300/20 se estableció, por el plazo de NOVENTA 
(90) días, un tratamiento diferencial a los empleadores y a las empleadoras correspondientes a las 
actividades relacionadas con la salud, en lo que respecta a las contribuciones patronales con 
destino al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) y al Impuesto sobre los Créditos y 
Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias. 
 
Que, teniendo en cuenta lo expuesto y ante la continuidad de los motivos que dieron lugar al 
dictado del referido decreto, a través del Decreto N° 545/20 se resolvió prorrogar por el plazo de 
SESENTA (60) días, a partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones de los 
artículos 1°, 2° y 3° del Decreto N° 300/20, y se dispuso similar medida por el plazo de NOVENTA 
(90) días por el Decreto N° 695/20. 
 
Que, asimismo, por el Decreto N° 953/20 se dispuso una nueva prórroga, hasta el 31 de diciembre 
de 2020, inclusive, con el objeto de mantener el mencionado tratamiento diferencial otorgado a 
los empleadores y a las empleadoras correspondientes a las actividades relacionadas con la salud. 
 
Que por el Decreto N° 1052/20 se prorrogaron por el plazo de NOVENTA (90) días las disposiciones 
contenidas en el artículo 2° del Decreto N° 300/20 y sus respectivas prórrogas. 
 
Que, posteriormente, por el Decreto N° 34/21, por las mismas razones de hecho pero en uso de 
las facultades delegadas por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones, se eximió 
hasta el 31 de marzo de 2021 inclusive del pago de las contribuciones patronales, previstas en el 
artículo 19 de la Ley N° 27.541 y su modificatoria que se destinen al SISTEMA INTEGRADO 



 

PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), a los empleadores y las empleadoras pertenecientes a los 
servicios, establecimientos e instituciones relacionadas con la salud, cuyas actividades se 
encontraren específicamente mencionadas en el Anexo de dicha medida. 
 
Que, posteriormente, por el Decreto N° 242/21 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2021, 
inclusive, a partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 
34/21 y del artículo 2° del Decreto N° 300/20. 
 
Que debido al riesgo sanitario que sigue atravesando nuestro país por la pandemia de COVID-19, 
deviene necesario establecer que continúen vigentes hasta el 30 de junio de 2022, tanto las 
disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300/20 como las previstas en el Decreto N° 34/21. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada Ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN tiene competencia para pronunciarse respecto de la validez o invalidez 
de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que han tomado intervención los servicios de asesoramiento jurídico competentes. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus 
modificaciones y por el artículo 2° de la Ley N° 25.413 y sus modificatorias. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrógase hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021, 
prorrogado por el Decreto N° 242 del 18 de abril de 2021. 
 
ARTÍCULO 2°.- Prorrógase hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300 del 19 de marzo de 
2020, prorrogado por sus similares Nros. 545 del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 
2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 28 de diciembre de 2020 y 242 del 18 de abril de 
2021. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur - Claudio Omar Moroni - Martín Guzmán 
e. 31/12/2021 N° 102381/21 v. 31/12/2021 
 

Decreto 359/2022 

DCTO-2022-359-APN-PTE - Decreto N° 300/2020 y Decreto N° 34/2021. Prórroga. 
Ciudad de Buenos Aires, 30/06/2022 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2022-65031835-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.241 y sus 
modificaciones, 25.413 y sus modificatorias, 26.122 y 27.541 y su modificatoria, los Decretos Nros. 
260 del 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 297 y 300, ambos del 19 de marzo de 2020, 545 
del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 
28 de diciembre de 2020, 34 del 22 de enero de 2021, 167 del 11 de marzo de 2021, 242 del 18 de 
abril de 2021 y 903 del 30 de diciembre de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el artículo 1° de la Ley Nº 27.541 se declaró la emergencia pública en materia económica, 
financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, hasta el 31 de 
diciembre de 2020. 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote de COVID-19 como una pandemia, la cual se ha propagado desde ese entonces no solo en 
nuestro país sino en todo el mundo. 
 
Que, asimismo, teniendo en cuenta la situación epidemiológica, y con el fin de proteger la salud 
pública, mediante el Decreto N° 297/20 se estableció para todas las personas que habitaran en el 
país o se encontraran en él en forma temporaria la medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” desde el 20 y hasta el 31 de marzo de 2020 inclusive, la que fue prorrogada 
sucesivamente para ciertas regiones del país, y luego se incorporó la medida de “distanciamiento 
social, preventivo y obligatorio” (DISPO), cuya vigencia fuera prorrogada según el territorio. 
 
Que en la lucha contra dicha pandemia del COVID-19 se encuentran especialmente 
comprometidos los establecimientos e instituciones relacionados con la salud, a los que se les 
viene dando un importante apoyo desde el comienzo de la misma. 
 



 

Que en atención a la situación de emergencia, no solo se debe procurar la adopción de medidas 
tendientes a la protección de la salud sino también resulta relevante coordinar esfuerzos en aras 
de garantizar a los beneficiarios y las beneficiarias del Sistema Nacional del Seguro de Salud el 
acceso a las prestaciones médicas necesarias y continuar fortaleciendo el sistema de salud. 
 
Que, en función de ello, mediante el Decreto N° 300/20 se estableció, por el plazo de NOVENTA 
(90) días, un tratamiento diferencial a los empleadores y las empleadoras correspondientes a las 
actividades relacionadas con la salud, en lo que respecta a las contribuciones patronales con 
destino al SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA) y al Impuesto sobre los Créditos 
y Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias. 
 
Que ante la continuidad de los motivos que dieron lugar al dictado del referido decreto, a través 
del Decreto N° 545/20 se resolvió prorrogar por el plazo de SESENTA (60) días, a partir de la fecha 
de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones de los artículos 1°, 2° y 3° del Decreto N° 300/20 
y se dispuso similar medida por el plazo de NOVENTA (90) días por el Decreto N° 695/20. 
 
Que, asimismo, por el Decreto N° 953/20 se dispuso una nueva prórroga, hasta el 31 de diciembre 
de 2020, inclusive, con el objeto de mantener el mencionado tratamiento diferencial otorgado a 
los empleadores y a las empleadoras correspondientes a las actividades relacionadas con la salud. 
 
Que por el Decreto N° 1052/20 se prorrogaron por el plazo de NOVENTA (90) días las disposiciones 
contenidas en el artículo 2° del Decreto N° 300/20 y sus respectivas prórrogas. 
 
Que, posteriormente, por el Decreto N° 34/21, por las mismas razones de hecho y en uso de las 
facultades delegadas por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones, se eximió hasta 
el 31 de marzo de 2021 inclusive del pago de las contribuciones patronales, previstas en el artículo 
19 de la Ley N° 27.541 y su modificatoria, que se destinen al SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL 
ARGENTINO (SIPA), a los empleadores y las empleadoras pertenecientes a los servicios, 
establecimientos e instituciones relacionadas con la salud, cuyas actividades se encontraren 
específicamente mencionadas en el Anexo de dicha medida. 
 
Que, luego, por el Decreto N° 242/21 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2021, inclusive, a 
partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 34/21 y del 
artículo 2° del Decreto N° 300/20. 
 
Que ante la situación de la pandemia, a fines del año 2021, por Decreto Nº 867 del 23 de 
diciembre de 2021, se prorrogó la emergencia sanitaria regulada en el TÍTULO X de la Ley N° 
27.541, de acuerdo a lo determinado oportunamente por el Decreto Nº 260/20 y sus 
modificatorios, hasta el 31 de diciembre de 2022, en los términos del decreto citado en primer 
lugar. 
 
Que en última instancia, por el Decreto Nº 903 del 30 de diciembre de 2021 se prorrogó hasta el 
30 de junio de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las 



 

disposiciones del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021, prorrogado por el Decreto N° 242 del 18 
de abril de 2021 y la vigencia de las disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300 del 19 de 
marzo de 2020, prorrogado por sus similares Nros. 545 del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de 
agosto de 2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 28 de diciembre de 2020 y 242 del 18 
de abril de 2021. 
 
Que debido a la permanencia de la situación sanitaria en nuestro país provocada por la pandemia 
del COVID-19, resulta imperioso prorrogar hasta el 31 de agosto de 2022 tanto las disposiciones 
del artículo 2° del Decreto N° 300/20 como las previstas en el Decreto N° 34/21. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN tiene competencia para pronunciarse respecto de la validez o invalidez 
de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que han tomado la intervención de su competencia los servicios de asesoramiento jurídico 
permanentes. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus 
modificaciones y por el artículo 2° de la Ley N° 25.413 y sus modificatorias. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrógase hasta el 31 de agosto de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021, 
prorrogado por los Decretos Nros. 242 del 18 de abril de 2021 y 903 del 30 de diciembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 2°.- Prorrógase hasta el 31 de agosto de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300 del 19 de marzo de 
2020, prorrogado por sus similares Nros. 545 del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 
2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 28 de diciembre de 2020, 242 del 18 de abril de 
2021 y 903 del 30 de diciembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 3°.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 



 

ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur - Claudio Omar Moroni - Martín Guzmán 
e. 01/07/2022 N° 49408/22 v. 01/07/2022 
 

Decreto 577/2022 

DCTO-2022-577-APN-PTE - Decreto N° 34/2021. Prórroga. 
Ciudad de Buenos Aires, 05/09/2022 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2022-90897134-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.241 y sus 
modificaciones, 25.413 y sus modificatorias, 26.122 y 27.541 y sus modificatorias, los Decretos 
Nros. 260 del 12 de marzo de 2020 y sus modificatorios, 297 y 300, ambos del 19 de marzo de 
2020, 545 del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de agosto de 2020, 953 del 27 de noviembre de 
2020, 1052 del 28 de diciembre de 2020, 34 del 22 de enero de 2021, 167 del 11 de marzo de 
2021, 242 del 18 de abril de 2021, 903 del 30 de diciembre de 2021 y 359 del 30 de junio de 2022, 
y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por el artículo 1° de la Ley Nº 27.541 se declaró la emergencia pública en materia económica, 
financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, hasta el 31 de 
diciembre de 2020. 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote de COVID-19 como una pandemia, la cual se ha propagado desde ese entonces no solo en 
nuestro país sino en todo el mundo. 
 
Que, asimismo, teniendo en cuenta la situación epidemiológica, y con el fin de proteger la salud 
pública, mediante el Decreto N° 297/20 se estableció para todas las personas que habitaran en el 
país o se encontraran en él en forma temporaria la medida de “aislamiento social, preventivo y 
obligatorio” (ASPO) desde el 20 y hasta el 31 de marzo de 2020 inclusive, la que fue prorrogada 
sucesivamente para ciertas regiones del país, y luego se incorporó la medida de “distanciamiento 
social, preventivo y obligatorio” (DISPO), cuya vigencia fuera prorrogada según el territorio. 
 
Que en la lucha contra dicha pandemia de COVID-19 se encuentran especialmente comprometidos 
los establecimientos e instituciones relacionados con la salud, a los que se les viene dando un 
importante apoyo desde el comienzo de la misma. 
 
Que, en atención a la situación de emergencia, no solo se debe procurar la adopción de medidas 
tendientes a la protección de la salud, sino que también resulta relevante coordinar esfuerzos en 



 

aras de garantizar a los beneficiarios y las beneficiarias del Sistema Nacional del Seguro de Salud el 
acceso a las prestaciones médicas necesarias y continuar fortaleciendo el sistema de salud. 
 
Que, en función de ello, mediante el Decreto N° 300/20 se estableció, por el plazo de NOVENTA 
(90) días, un tratamiento diferencial a los empleadores y las empleadoras correspondientes a las 
actividades relacionadas con la salud, en lo que respecta a las contribuciones patronales con 
destino al SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA) y al Impuesto sobre los Créditos 
y Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias. 
 
Que ante la continuidad de los motivos que dieron lugar al dictado del referido decreto, a través 
del Decreto N° 545/20 se resolvió prorrogar por el plazo de SESENTA (60) días, a partir de la fecha 
de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones de los artículos 1°, 2° y 3° del Decreto N° 300/20 
y se dispuso similar medida por el plazo de NOVENTA (90) días por el Decreto N° 695/20. 
 
Que, asimismo, por el Decreto N° 953/20 se dispuso una nueva prórroga, hasta el 31 de diciembre 
de 2020, inclusive, con el objeto de mantener el mencionado tratamiento diferencial otorgado a 
los empleadores y las empleadoras correspondientes a las actividades relacionadas con la salud. 
 
Que por el Decreto N° 1052/20 se prorrogaron por el plazo de NOVENTA (90) días las disposiciones 
contenidas en el artículo 2° del Decreto N° 300/20 y sus respectivas prórrogas. 
 
Que, posteriormente, por el Decreto N° 34/21, por las mismas razones de hecho y en uso de las 
facultades delegadas por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones, se eximió hasta 
el 31 de marzo de 2021, inclusive, del pago de las contribuciones patronales, previstas en el 
artículo 19 de la Ley N° 27.541 y sus modificatorias, que se destinen al SISTEMA INTEGRADO 
PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), a los empleadores y las empleadoras pertenecientes a los 
servicios, establecimientos e instituciones relacionadas con la salud, cuyas actividades se 
encontraren específicamente mencionadas en el Anexo de dicha medida. 
 
Que luego, por el Decreto N° 242/21 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2021, inclusive, a 
partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 34/21 y del 
artículo 2° del Decreto N° 300/20. 
 
Que ante la situación de la pandemia, a fines del año 2021, por el Decreto Nº 867 del 23 de 
diciembre de 2021 se prorrogó la emergencia sanitaria regulada en el TÍTULO X de la Ley N° 
27.541, de acuerdo a lo determinado oportunamente por el Decreto Nº 260/20 y sus 
modificatorios, hasta el 31 de diciembre de 2022, en los términos del decreto citado en primer 
lugar. 
 
Que, en línea con ello, mediante el Decreto Nº 903 del 30 de diciembre de 2021 se prorrogó hasta 
el 30 de junio de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las 
disposiciones del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021, prorrogado por el Decreto N° 242 del 18 
de abril de 2021 y la vigencia de las disposiciones del artículo 2° del Decreto N° 300 del 19 de 



 

marzo de 2020, prorrogado por sus similares Nros. 545 del 18 de junio de 2020, 695 del 24 de 
agosto de 2020, 953 del 27 de noviembre de 2020, 1052 del 28 de diciembre de 2020 y 242 del 18 
de abril de 2021. 
 
Que, en última instancia, por el Decreto Nº 359 del 30 de junio de 2022 se prorrogaron hasta el 31 
de agosto de 2022, inclusive, a partir de la fecha de su vencimiento, la vigencia de las disposiciones 
del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021 y la vigencia de las disposiciones del artículo 2° del 
Decreto N° 300 del 19 de marzo de 2020, todas ellas prorrogadas de acuerdo con lo expresado en 
los considerandos que anteceden. 
 
Que, en virtud de la evolución de los factores tenidos en cuenta al momento de implementar las 
mencionadas medidas, resulta aconsejable mantener, por el plazo de SEIS (6) meses, el 
tratamiento diferencial que se prevé en la presente medida para las empleadoras y los 
empleadores pertenecientes al sector de la salud. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada ley determina que la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN tiene competencia para pronunciarse respecto de la validez o invalidez 
de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que han tomado la intervención de su competencia los servicios de asesoramiento jurídico 
permanentes. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, por el artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus 
modificaciones y por el artículo 2° de la Ley N° 25.413 y sus modificatorias. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrógase hasta el 28 de febrero de 2023, inclusive, a partir de la fecha de su 
vencimiento, la vigencia de las disposiciones del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021, 
prorrogado por los Decretos Nros. 242 del 18 de abril de 2021, 903 del 30 de diciembre de 2021 y 
359 del 30 de junio de 2022, estableciéndose la exención prevista en su artículo 1°, a partir del 1° 
de septiembre de 2022, en el SETENTA Y CINCO POR CIENTO (75 %) del pago de las contribuciones 
patronales del artículo 19 de la Ley N° 27.541 y sus modificatorias que se destinen al SISTEMA 
INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), creado mediante la Ley N° 24.241 y sus 
modificatorias. 
 



 

ARTÍCULO 2°.- Establécese para los hechos imponibles que se perfeccionen entre el 1° de 
septiembre de 2022 y el 28 de febrero de 2023, ambas fechas inclusive, que las alícuotas del 
Impuesto sobre los Créditos y Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias serán del TRES 
CON TREINTA Y OCHO CENTÉSIMOS POR MIL (3,38 ‰) y del SEIS CON SETENTA Y SEIS 
CENTÉSIMOS POR MIL (6,76 ‰), para los créditos y débitos en cuenta corriente y para las 
restantes operaciones referidas en el primer párrafo del artículo 7° del Anexo del Decreto N° 380 
del 29 de marzo de 2001 y sus modificatorios, respectivamente, cuando se trate de empleadores y 
empleadoras correspondientes a establecimientos e instituciones relacionadas con la salud cuyas 
actividades, identificadas en los términos del “Clasificador de Actividades Económicas (CLAE)” 
aprobado por la Resolución General (AFIP) N° 3537 del 30 de octubre de 2013 o aquella que la 
reemplace en el futuro, se especifican en el ANEXO (IF-2021-04075384-APN-DNCRSS#MT) que 
forma parte del Decreto N° 34 del 22 de enero de 2021, excepto que, conforme lo dispuesto en el 
citado primer párrafo del artículo 7° del Anexo del Decreto N° 380/01 tributen una alícuota menor, 
en cuyo caso resultará de aplicación esta última. 
 
ARTÍCULO 3°.- Las disposiciones del presente decreto entrarán en vigencia el día de su publicación 
en el BOLETÍN OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 4°.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Juan Luis Manzur - Claudio Omar Moroni - E/E Alexis Raúl Guerrera 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decreto se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 06/09/2022 N° 69963/22 v. 06/09/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución General 5128/2021 

 
RESOG-2021-5128-E-AFIP-AFIP - Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción. 
Salario Complementario. Procedimiento de revisión del beneficio y declaración de caducidad. 
Restitución del beneficio. Resolución General N° 5.035. Norma modificatoria. 
 
Ciudad de Buenos Aires, 27/12/2021 
VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2021-01599284- -AFIP-SDGCOSS#DGSESO, y 
CONSIDERANDO: 
 
Que en virtud de la emergencia sanitaria originada por la pandemia declarada por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) en relación con el virus SARS-CoV-2 (COVID-19), se adoptaron diversas 



 

medidas de prevención y cuidado a la población que generaron un impacto negativo sobre la 
economía y afectaron la actividad productiva. 
 
Que en ese marco, a fin de atenuar los efectos producidos por las referidas medidas de prevención 
y cuidado, mediante el Decreto N° 332 del 1 de abril de 2020, modificado por sus similares Nº 347 
del 5 de abril de 2020, Nº 376 del 19 de abril de 2020 y Nº 621 del 27 de julio de 2020, el Estado 
Nacional creó el Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción, que estableció 
distintos beneficios, entre ellos, la asignación del Salario Complementario para los trabajadores en 
relación de dependencia del sector privado. 
 
Que a fin de establecer la procedencia y el alcance de las asistencias previstas en el referido 
Programa de acuerdo con fundamentos basados en criterios técnicos, a través del Decreto Nº 
347/20 se creó el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA AL TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN, integrado por los titulares de los MINISTERIOS DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO, DE ECONOMÍA y DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y de 
esta ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, con la función de definir los hechos 
relevantes que justifiquen la inclusión de los sujetos beneficiarios en los criterios del artículo 3° del 
Decreto N° 332/20 y sus modificatorios; dictaminar, sobre la base de tales criterios, respecto de la 
situación de las distintas actividades económicas y de pedidos específicos; recomendar o 
desaconsejar su inclusión en los criterios del referido artículo y proponer medidas conducentes al 
cumplimiento de los objetivos del citado decreto. 
 
Que las condiciones de vigencia del beneficio de Salario Complementario fueron definidas en las 
Actas Nros. 4, 7 y 15, y reseñadas en el Acta N° 28, que a su vez especificó el alcance de algunas de 
aquellas condiciones, todas ellas del referido COMITÉ, que fueron adoptadas por la JEFATURA DE 
GABINETE DE MINISTROS a través de las Decisiones Administrativas Nros. 591 del 21 de abril de 
2020, 702 del 30 de abril de 2020, 1.133 del 25 de junio de 2020 y 70 del 9 de febrero de 2021, 
respectivamente. 
 
Que en el Acta Nº 28 anexa a la Decisión Administrativa N° 70/21 de JEFATURA DE GABINETE DE 
MINISTROS -ante la conclusión del plazo contemplado para acordar los beneficios previstos por el 
Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción-, se reseñaron las condiciones de 
vigencia estipuladas para los distintos beneficios y las facultades acordadas a esta Administración 
Federal para realizar los controles pertinentes y la sustanciación de los procedimientos tendientes 
a declarar la caducidad del beneficio de Salario Complementario y promover las acciones de 
recupero en los casos que así corresponda en sede administrativa o judicial. 
 
Que en este sentido, la Resolución General N° 5.035 dispuso el mecanismo para restituir los 
fondos recibidos en concepto de Salario Complementario en el marco del procedimiento de 
declaración de caducidad del beneficio establecido por la Disposición N° 48 (AFIP) del 29 de marzo 
de 2021, o bien, en caso de restitución voluntaria del mismo, e implementó el respectivo régimen 
de facilidades de pago. 
 



 

Que el artículo 4° de la citada resolución general, determinó que la restitución voluntaria del 
beneficio de asignación del Salario Complementario previsto en el inciso b) del artículo 2º del 
Decreto Nº 332/20 y sus modificatorios podrá ser efectuada hasta el día 31 de diciembre de 2021, 
inclusive. 
 
Que en función de la multiplicidad de reportes remitidos por el Banco Central de la República 
Argentina (BCRA) y/o la Comisión Nacional de Valores (CNV), que dan cuenta de los 
incumplimientos e inconsistencias detectados con relación a las condiciones de vigencia del 
beneficio de Salario Complementario -cuyo plazo se extiende en algunos supuestos hasta 
VEINTICUATRO (24) meses contados desde su otorgamiento-, se estima necesario extender hasta 
el 31 de diciembre de 2022, inclusive, el plazo previsto en el artículo mencionado en el párrafo 
anterior para efectuar la restitución voluntaria del referido beneficio. 
 
Que han tomado la intervención que les compete la Dirección de Legislación, las Subdirecciones 
Generales de Asuntos Jurídicos, Recaudación, Servicios al Contribuyente, Sistemas y 
Telecomunicaciones, Administración Financiera, Técnico Legal de los Recursos de la Seguridad 
Social y Coordinación Operativa de los Recursos de la Seguridad Social, y la Dirección General de 
los Recursos de la Seguridad Social. 
 
Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 2° de la Decisión 
Administrativa de Jefatura de Gabinete de Ministros Nº 70/21 y por el artículo 7º del Decreto Nº 
618 del 10 de julio de 1997, sus modificatorios y sus complementarios. 
 
Por ello, 
LA ADMINISTRADORA FEDERAL DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustituir en el cuarto párrafo del artículo 4° de la Resolución General N° 5.035 la 
expresión “...hasta el día 31 de diciembre de 2021, inclusive.”, por la expresión “...hasta el día 31 
de diciembre de 2022, inclusive.”. 
 
ARTÍCULO 2°.- Las disposiciones de esta resolución general entrarán en vigencia el día de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su publicación 
en el Boletín Oficial y archívese. 
 
Mercedes Marco del Pont 
e. 29/12/2021 N° 101493/21 v. 29/12/2021 
 

Decisión Administrativa 70/2021 

 



 

DECAD-2021-70-APN-JGM - Recomendaciones. 
Ciudad de Buenos Aires, 09/02/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-24580871-APN-DGD#MEC, la Ley N° 27.541, los Decretos Nros. 
260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 2020, 332 del 1º de abril de 2020, 347 del 5 
de abril de 2020, 376 del 19 de abril de 2020, 621 del 27 de julio de 2020 y 823 del 26 de octubre 
de 2020, su respectiva normativa modificatoria y complementaria, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto N° 260/20 se amplió, por el plazo de UN (1) año, la emergencia pública 
en materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la pandemia declarada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) con relación a la COVID-19. 
 
Que a través del Decreto N° 297/20 se estableció una medida de aislamiento social, preventivo y 
obligatorio, desde el 20 hasta el 31 de marzo de 2020, con el fin de proteger la salud pública, la 
cual fue prorrogada sucesivamente por los Decretos Nros. 325/20, 355/20, 408/20, 459/20 y 
493/20 hasta el 7 de junio de 2020, inclusive. 
 
Que por los Decretos Nros. 520/20, 576/20, 605/20, 641/20, 677/20, 714/20, 754/20, 792/20, 
814/20, 875/20, 956/20, 1033/20 y 67/21 se fue diferenciando a las distintas áreas geográficas del 
país, en el marco de la emergencia sanitaria originada por la COVID19, entre aquellas que pasaron 
a una etapa de “distanciamiento social, preventivo y obligatorio”, las que permanecieron en 
“aislamiento social, preventivo y obligatorio” en todo momento y aquellas que debieron retornar a 
esta última modalidad en virtud de la evolución de la pandemia y de acuerdo al estatus sanitario 
de cada provincia, departamento y aglomerado, por sucesivos períodos, hasta el 28 de febrero de 
2021, inclusive. 
 
Que con el objetivo de coordinar esfuerzos para morigerar el impacto de las medidas sanitarias 
adoptadas para mitigar la pandemia de COVID-19 sobre los procesos productivos y el empleo, 
mediante el Decreto Nº 332/20 se creó el PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL 
TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN para empleadores y empleadoras, y trabajadores y trabajadoras 
afectados y afectadas por la emergencia sanitaria. 
 
Que a tal fin se definieron una serie de beneficios, beneficiarios y beneficiarias y condiciones para 
la obtención de aquellos. 
 
Que a través de los Decretos Nros. 376/20 y 621/20 se introdujeron modificaciones al citado 
decreto, a los efectos de extender la temporalidad de la asistencia, ampliar los sujetos alcanzados 
y los beneficios comprendidos en el referido Programa, adecuándolos así a las necesidades 
imperantes y a los cambios que se van produciendo en la realidad económica. 
 



 

Que en el artículo 5º del Decreto Nº 332/20, modificado posteriormente por el Decreto N° 347/20, 
se acordaron diversas facultades al señor Jefe de Gabinete de Ministros; entre ellas, la de 
establecer los criterios objetivos, sectores de actividad y demás elementos que permitan 
determinar las asistencias previstas en dicho decreto. 
 
Que con el objetivo de que estas decisiones se adopten con fundamentos basados en criterios 
técnicos, por el citado Decreto N° 347/20 se creó el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL 
PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN, integrado por los 
titulares de los MINISTERIOS DE DESARROLLO PRODUCTIVO, DE ECONOMÍA y DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, y por la titular de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS, con el fin de definir los hechos relevantes que justifiquen la inclusión de los sujetos 
beneficiarios y en los criterios del artículo 3° del Decreto N° 332/20 y sus modificatorios; 
dictaminar, sobre la base de ellos, respecto de la situación de las distintas actividades económicas 
y de pedidos específicos, con el fin de recomendar o desaconsejar su inclusión en los criterios del 
referido artículo y proponer medidas conducentes al cumplimiento de los objetivos del citado 
decreto. 
 
Que en el mismo orden de ideas, en el artículo 13 del Decreto Nº 332/20, modificado por el citado 
Decreto Nº 621/20 se establece que “…El Jefe de Gabinete de Ministros podrá extender los 
beneficios previstos en este decreto total o parcialmente, modificando el universo de actividades, 
empresas y trabajadoras y trabajadores independientes afectadas y afectados, previa intervención 
del COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL 
TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN, en función de la evolución de la situación económica, hasta el 30 de 
septiembre de 2020, inclusive. Asimismo, el Jefe de Gabinete de Ministros, previa intervención del 
COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL 
TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN, podrá establecer condiciones especiales para sectores y actividades 
críticamente afectadas por la pandemia, teniendo especial consideración en los aspectos 
estacionales de las actividades. Sin perjuicio de ello, para las actividades afectadas en forma crítica 
por las medidas de distanciamiento social, aun cuando el aislamiento social, preventivo y 
obligatorio haya concluido, los beneficios podrán extenderse hasta el mes de diciembre de 2020 
inclusive.” 
 
Que, posteriormente, a través del Decreto Nº 823/20 se extendió la vigencia del Programa de 
Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP), hasta el 31 de diciembre de 2020. 
 
Que en esta instancia el citado COMITÉ ha considerado el análisis preliminar del resultado de los 
controles del cumplimiento de las condiciones estipuladas para la vigencia de los beneficios del 
Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP), desarrollado al amparo de 
la Decisión Administrativa Nº 963/20 y ha formulado recomendaciones. 
 
Que en particular, y luego de reseñar las referidas condiciones, recomendó la formulación de una 
serie de aclaraciones respecto de las acciones que deberán desarrollarse en orden a controlar el 
cumplimiento de las condiciones de vigencia de los beneficios del Programa de Asistencia de 



 

Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP) acordados -en los casos en que estos se encuentren 
sujetos a condiciones- y procurar, en su caso, la caducidad de los beneficios en los supuestos en 
los que se verifique el incumplimiento de estas, con las correspondientes restituciones al Estado 
Nacional; proponiendo, en tal sentido, precisar el alcance de la referida caducidad -en el caso que 
se declare-, y de las atribuciones de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS en el 
marco de las facultades que le fueran acordadas, para llevar adelante las acciones de control, 
detección de incumplimientos, declaración de caducidad y reclamos para su restitución con 
relación al beneficio de Salario Complementario y de la extensión de ciertas condiciones. 
Finalmente, entendió menester se solicite al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA la 
formulación de un procedimiento análogo para el control de los beneficios de los Créditos a Tasa 
Cero, a Tasa Cero Cultura y a Tasa Subsidiada. 
 
Que en cuanto a las condiciones de otorgamiento, estas fueron establecidas desde el Acta N° 4 
adoptada por la Decisión Administrativa N°591/20, en cada una de las Actas emitidas por el 
COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL 
TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN. 
 
Que por la referida Acta y sus modificatorias se estableció que los beneficiarios y las beneficiarias 
no debían distribuir utilidades por los períodos fiscales cerrados a partir de noviembre de 2019; no 
podían recomprar sus acciones directa o indirectamente ni adquirir títulos valores en pesos para 
su posterior e inmediata venta en moneda extranjera o su transferencia en custodia al exterior, así 
como tampoco realizar erogaciones de ninguna especie a sujetos relacionados directa o 
indirectamente con el beneficiario o la beneficiaria cuya residencia, radicación o domicilio se 
encuentre en una jurisdicción no cooperante o de baja o nula tributación ni incrementar los 
honorarios, salarios o anticipos de los miembros de los órganos de administración en más de un 
CINCO POR CIENTO (5 %) en términos nominales de su valor en pesos moneda nacional. 
 
Que, consecuentemente, corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
adopten las recomendaciones formuladas por el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL 
PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN con el objetivo de 
verificar el cumplimiento de las condiciones correspondientes en cada caso. 
 
Que el servicio jurídico pertinente ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 100, incisos 1 
y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y por los artículos 5º y 13 del Decreto N° 332/20 y sus 
modificatorios. 
 
Por ello, 
EL JEFE DE GABINETE DE MINISTROS 
DECIDE: 
 



 

ARTÍCULO 1°.- Adóptanse las recomendaciones formuladas por el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y 
MONITOREO DEL PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA AL TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN, en 
el Acta Nº 28 (IF-2021-10575415-APN-MEC) que como Anexo integra la presente. 
 
ARTÍCULO 2°.- Comuníquese la presente a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y 
al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, con el fin de adoptar las medidas 
recomendadas. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente norma entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Santiago Andrés Cafiero - Matías Sebastián Kulfas 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decisión Administrativa se publican en la edición web 
del BORA -www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 10/02/2021 N° 6847/21 v. 10/02/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Decreto 191/2021 

DCTO-2021-191-APN-PTE - Disposiciones. 
Ciudad de Buenos Aires, 23/03/2021 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2021-21687015-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 19.032 y sus 
modificatorias, 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias, 24.013 y sus modificatorias, 24.241 y sus 
modificatorias, 24.714 y sus modificaciones, 25.191 y su modificatoria, 26.727 y su modificatoria, 
26.743, 26.940 y sus modificatorias, 27.541 y su modificatoria y 27.609 y la Resolución General de 
la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) Nº 3537 del 30 de octubre de 2013, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que las Provincias de CATAMARCA, CHACO, CORRIENTES, FORMOSA, JUJUY, LA RIOJA, MISIONES, 
SALTA, SANTIAGO DEL ESTERO y TUCUMÁN presentan importantes inequidades territoriales 
respecto al agregado nacional. 
 
Que dichas inequidades se producen en el marco de una estructura productiva que resulta 
insuficiente para ofrecer oportunidades para todos y todas sus residentes, con brechas de acceso 
a trabajos formales, brechas de desigualdad entre varones, mujeres y diversidades, y afectando a 
miles de niños y niñas de esta zona del país que replican las desigualdades que enfrentan sus 
familias. 



 

 
Que en esa debilidad estructural también influye su lejanía de los grandes centros de consumo, lo 
que implica mayores costos de transporte y logística. 
 
Que se hace necesario compensar esas desventajas con medidas que reduzcan costos de 
producción en las ramas de actividad económica productoras de bienes, que son las que mayor 
valor agregado y capacidad de eslabonamientos productivos generan. 
 
Que dichas provincias han sufrido históricamente los resultados de modelos económicos 
centralistas que, salvo contadas excepciones, han priorizado por acción u omisión a los principales 
centros urbanos del país por sobre una estrategia de desarrollo económico y social homogéneo y 
federal. 
 
Que estas provincias se caracterizan por ser de las que registran menor desarrollo relativo 
respecto al resto del país, así como mayores niveles de Necesidades Básicas Insatisfechas, pobreza 
e indigencia, todo ello en detrimento del bienestar de argentinos y argentinas que merecen un 
futuro mejor. 
 
Que estas circunstancias han generado que dicha región tenga un permanente flujo migratorio 
negativo, con efectos también perjudiciales tanto para las provincias de origen, que pierden 
volumen y capacidad productiva debido a estos flujos, como para las zonas de destino, que 
enfrentan nuevas demandas sobre distintos servicios. 
 
Que esta realidad debe ser revertida ya que un objetivo central del GOBIERNO NACIONAL es que 
todo argentino y toda argentina encuentre en la tierra donde nació las oportunidades para su 
desarrollo integral. 
 
Que este nuevo horizonte de ciudadanía requiere de un modelo de desarrollo más justo, 
equilibrado, solidario y con perspectiva de género que apoye a todos los argentinos y a todas las 
argentinas del país, particularmente a quienes viven en las zonas más postergadas. 
 
Que, en el mismo sentido, el GOBIERNO NACIONAL apunta a fortalecer el federalismo, ya que solo 
un federalismo económico hará sustentable un federalismo político. 
 
Que por los motivos expuestos, es necesario instrumentar incentivos fiscales en las contribuciones 
patronales que pagan los empleadores y las empleadoras por trabajadores y trabajadoras que 
desarrollen sus tareas en estas provincias, con el fin de corregir por este medio asimetrías 
regionales en favor de las zonas más postergadas del país. 
 
Que a través de este mecanismo se busca no solo acompañar la reactivación productiva de los 
sectores productores de bienes, sino también darle un sentido federal, buscando desconcentrar la 
matriz productiva mediante una medida contundente y focalizada en el tiempo y en el espacio. 
 



 

Que por esta razón se propone una rebaja gradual y temporaria de las contribuciones patronales 
para las nuevas relaciones laborales, durante un período de TRES (3) años, en sectores económicos 
determinados de las provincias antes mencionadas orientados a la producción de bienes. 
 
Que este beneficio consiste en una reducción del SETENTA POR CIENTO (70 %) en las 
contribuciones patronales durante el primer año de la relación laboral; CUARENTA Y CINCO POR 
CIENTO (45 %) el segundo y VEINTE POR CIENTO (20 %) el tercero, para las nuevas relaciones 
laborales que se inicien en el término de DOCE (12) meses contados desde la vigencia del presente 
decreto. 
 
Que, asimismo, se establece que este beneficio se elevará en DIEZ (10) puntos porcentuales en 
caso de que las nuevas relaciones laborales que se inicien empleen a mujeres y personas travestis, 
transexuales y transgénero, siendo la reducción del OCHENTA POR CIENTO (80 %) en las 
contribuciones patronales durante el primer año de la relación laboral; CINCUENTA Y CINCO POR 
CIENTO (55 %) el segundo y TREINTA POR CIENTO (30 %) el tercero, para las nuevas relaciones 
laborales que se inicien en el término de DOCE (12) meses contados desde la vigencia de esta 
medida. 
 
Que, a su vez, con la finalidad de incentivar la contratación a tiempo completo de los trabajadores 
y las trabajadoras, se dispone que los beneficios citados precedentemente se reduzcan a la mitad 
cuando la contratación sea realizada a tiempo parcial conforme lo establecido en el artículo 92 TER 
del Régimen de Contrato de Trabajo aprobado por la Ley Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus 
modificatorias. 
 
Que, asimismo, como condición para acceder a dicho beneficio se establece como requisito que 
los empleadores y las empleadoras deberán producir incrementos en su nómina de personal. 
 
Que con el fin de evitar abusos, se excluye del beneficio a los trabajadores y las trabajadoras que 
hubieran sido declarados o declaradas en el Régimen General de la Seguridad Social y, luego de 
producido el distracto laboral, cualquiera fuese su causa, fueren reincorporados o reincorporadas 
por el mismo empleador o la misma empleadora en los siguientes DOCE (12) meses, contados a 
partir de la fecha de la desvinculación, o que hubieran sido contratados o contratadas dentro de 
los DOCE (12) meses contados a partir de la extinción de la relación laboral de otra trabajadora o 
de otro trabajador que haya estado comprendida o comprendido en el Régimen General de la 
Seguridad Social con la misma empleadora o el mismo empleador. 
 
Que por el segundo párrafo del artículo 188 de la Ley N° 24.241 y sus modificatorias se faculta al 
PODER EJECUTIVO NACIONAL a reducir las contribuciones patronales destinadas al financiamiento 
de la seguridad social, únicamente en la medida en que fueran efectivamente compensadas con 
incrementos en la recaudación del sistema o con aportes del Tesoro que equiparen dicha 
reducción. 
 



 

Que el tratamiento diferencial establecido por el presente decreto será compensado con aportes 
del Tesoro Nacional, con el objetivo de asegurar la sustentabilidad económica y financiera del 
Sistema Único de Seguridad Social, sin afectar con ello los haberes previsionales de sus actuales y 
futuros beneficiarios y actuales y futuras beneficiarias. 
 
Que en atención a que en el último párrafo del Anexo de la Ley N° 27.609 se establece que los 
valores de la fórmula de movilidad previsional allí prevista deberán ser tomados en forma 
homogénea para su comparación, cabe dejar aclarado que la compensación que efectuará el 
Tesoro Nacional en virtud de la presente medida no afectará el cálculo de la movilidad previsional 
establecida en dicha Ley. 
 
Que la Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los decretos dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
 
Que la citada Ley determina que la Comisión Bicameral Permanente tiene competencia para 
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los decretos de delegación legislativa. 
 
Que el artículo 22 de dicha norma dispone que las Cámaras se pronuncien mediante sendas 
resoluciones y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser expreso, conforme lo 
establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 
 
Que los servicios de asesoramiento jurídico permanentes han tomado la intervención que les 
compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 76 y 99, 
incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y por el artículo 188 de la Ley Nº 24.241 y su 
modificatoria. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1º.- Las empleadoras y los empleadores del sector privado que contraten nuevas 
trabajadoras y nuevos trabajadores, por tiempo indeterminado, dentro del plazo de vigencia 
establecido en el artículo 11 del presente, gozarán, respecto de cada una de las nuevas 
incorporaciones, de una reducción de sus contribuciones patronales vigentes con destino a los 
siguientes subsistemas de la seguridad social: 
 
a. Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), Ley N° 24.241, sus modificatorias y 
complementarias; 
b. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, Ley N° 19.032 y sus 
modificatorias; 



 

c. Fondo Nacional de Empleo, Ley N° 24.013 y sus modificatorias; 
d. Régimen Nacional de Asignaciones Familiares, Ley N° 24.714 y sus modificatorias. 
 
ARTÍCULO 2º.- El beneficio consistirá en: 
 
a. Una reducción del OCHENTA POR CIENTO (80 %) de las contribuciones patronales 
correspondientes a los primeros DOCE (12) meses contados a partir del mes de inicio de la nueva 
relación laboral, inclusive, de una persona mujer, travesti, transexual o transgénero. 
b. Una reducción del CINCUENTA Y CINCO POR CIENTO (55 %) de las contribuciones patronales 
correspondientes a los DOCE (12) meses siguientes a la finalización del período mencionado en el 
inciso anterior, de una persona mujer, travesti, transexual o transgénero. 
c. Una reducción del TREINTA POR CIENTO (30 %) de las contribuciones patronales 
correspondientes a los DOCE (12) meses siguientes a la finalización del período mencionado en el 
inciso anterior, de una persona mujer, travesti, transexual o transgénero. 
d. Una reducción del SETENTA POR CIENTO (70 %) de las contribuciones patronales 
correspondientes a los primeros DOCE (12) meses contados a partir del mes de inicio de la nueva 
relación laboral, inclusive, de una persona varón. 
e. Una reducción del CUARENTA Y CINCO POR CIENTO (45 %) de las contribuciones patronales 
correspondientes a los DOCE (12) meses siguientes a la finalización del período mencionado en el 
inciso anterior, de una persona varón. 
f. Una reducción del VEINTE POR CIENTO (20 %) de las contribuciones patronales correspondientes 
a los DOCE (12) meses siguientes a la finalización del período mencionado en el inciso anterior, de 
una persona varón. 
 
Quedan excluidas de las reducciones establecidas en la presente norma las alícuotas adicionales 
previstas en regímenes previsionales diferenciales o especiales de la seguridad social. 
 
Se encuentran comprendidas en las previsiones del presente decreto las personas travestis, 
transexuales y transgénero, hayan o no efectuado la rectificación registral del sexo y el cambio de 
nombre de pila e imagen a que refiere el artículo 3° de la Ley N° 26.743. 
 
En los supuestos de trabajadoras y trabajadores contratadas y contratados a tiempo parcial en los 
términos del artículo 92 TER del Régimen de Contrato de Trabajo aprobado por la Ley Nº 20.744 
(t.o. 1976) y sus modificatorias, los beneficios estipulados en el artículo 2° del presente se 
reducirán a la mitad. 
 
ARTÍCULO 3º.- Las empleadoras y los empleadores gozarán de este beneficio por cada nuevo o 
nueva dependiente siempre que, concurrentemente: 
 
a. La trabajadora o el trabajador produzca un incremento neto en la nómina de personal respecto 
del mes inmediato anterior al de la entrada en vigencia del presente decreto, el cual será 
considerado como “período base”, 



 

b. La trabajadora o el trabajador desempeñe sus tareas en las Provincias de CATAMARCA, CHACO, 
CORRIENTES, FORMOSA, JUJUY, LA RIOJA, MISIONES, SALTA, SANTIAGO DEL ESTERO o TUCUMÁN. 
c. Hayan declarado como actividad principal, al 31 de diciembre de 2020, ante la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP), entidad autárquica en el ámbito del 
MINISTERIO DE ECONOMÍA, en los términos del “Clasificador de Actividades Económicas (CLAE)” 
aprobado por la Resolución General de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
(AFIP) N° 3537 del 30 de octubre de 2013 o aquella que la reemplace en el futuro, alguna de las 
que se especifican en el ANEXO I (IF-2021-24666064-APN-DNCRSS#MT), que forma parte 
integrante del presente. En el caso de que esa condición se verifique con posterioridad a la fecha 
indicada, el carácter de actividad principal se analizará conforme los términos que disponga la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP). La nómina de actividades incluidas en 
el citado ANEXO I (IF-2021-24666064-APN-DNCRSS#MT) podrá ser modificada a través de una 
Resolución Conjunta entre el MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO, el MINISTERIO DE 
ECONOMÍA y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
 
A los fines del inciso a) de este artículo, se considerará incremento neto de la nómina de personal 
al que surja de comparar la cantidad de trabajadores contratados y trabajadoras contratadas en el 
mes devengado en que se imputa el beneficio con respecto del período base. 
 
ARTÍCULO 4º.- Lo dispuesto en el presente decreto comprende a las empleadoras y a los 
empleadores a los que les resulten de aplicación las disposiciones del Capítulo 3 del Título IV de la 
Ley N° 27.541 y sus modificaciones, respecto de las relaciones laborales a las que hace referencia 
el artículo 1° del presente decreto, regidas bajo la Ley de Contrato de Trabajo N° 20.744 (t.o.1976) 
y sus modificatorias y el Régimen Nacional del Trabajo Agrario regulado por la Ley N° 26.727 y su 
modificatoria. 
 
ARTÍCULO 5º.- La empleadora o el empleador no podrán hacer uso del beneficio previsto en este 
decreto, con relación a las siguientes trabajadoras y a los siguientes trabajadores: 
 
a. Quienes hayan sido declaradas o declarados en el Régimen General de la Seguridad Social y 
luego de producido el distracto laboral, cualquiera fuese su causa, fueren reincorporadas o 
reincorporados por la misma empleadora o el mismo empleador dentro de los DOCE (12) meses, 
contados a partir de la fecha de la desvinculación; 
b. La nueva trabajadora o el nuevo trabajador que se contrate dentro de los DOCE (12) meses 
contados a partir del despido sin justa causa y por las causales de falta o disminución de trabajo y 
fuerza mayor de otra trabajadora o de otro trabajador con la misma empleadora o el mismo 
empleador. 
 
El plazo previsto en los incisos anteriores rige respecto de los distractos que se produzcan a partir 
de la fecha de dictado del presente decreto. 
 
ARTÍCULO 6°.- Quedan excluidas y excluidos del beneficio dispuesto en el artículo 2° del presente 
las empleadoras y los empleadores cuando: 



 

 
a. Figuren en el Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL) creado por la 
Ley N° 26.940 y sus modificatorias, por el tiempo que permanezcan en el mismo. 
b. Incurran en prácticas de uso abusivo del beneficio establecido por el presente decreto. Se 
entiende por “prácticas de uso abusivo” el hecho de producir sustituciones de personal bajo 
cualquier figura o el cese como empleadora o empleador y la constitución de una nueva figura 
como tal, ya sea a través de las mismas o distintas personas humanas o jurídicas, así como 
también cualquier otro supuesto que establezca la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS (AFIP), entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA. 
 
La exclusión se producirá en forma automática desde el mismo momento en que ocurra cualquiera 
de las causales indicadas en el párrafo anterior. 
 
ARTÍCULO 7°.- El incumplimiento de las disposiciones contenidas en los artículos 5° y 6° del 
presente producirá la cancelación del beneficio otorgado, debiendo las empleadoras o los 
empleadores ingresar las contribuciones con destino a la seguridad social no abonadas por 
haberse acogido a la reducción dispuesta en el artículo 2°, más los intereses y multas que pudieren 
corresponder. 
 
El beneficio establecido en el presente decreto es optativo para la empleadora o el empleador, por 
lo que la falta de ejercicio de dicha opción a partir del inicio de la nueva relación laboral por 
tiempo indeterminado, obstará a que aquel pueda hacer uso retroactivo del mismo por el o los 
períodos en que no hubiese gozado del beneficio. 
 
ARTÍCULO 8°.- La incorporación de la nueva trabajadora o el nuevo trabajador deberá producir un 
incremento de la dotación de personal localizada en las provincias mencionadas en el inciso b del 
artículo 3° de la presente medida y también en la dotación total de la empleadora o del 
empleador. En ambos casos, la comparación se realizará respecto del período base establecido en 
el artículo 3°, inciso a). 
 
ARTÍCULO 9°.- El beneficio establecido en el artículo 2° del presente decreto será compensado con 
recursos del TESORO NACIONAL con el fin de no afectar el financiamiento de la seguridad social ni 
el cálculo correspondiente a la movilidad previsional establecida en el artículo 32 de la Ley Nº 
24.241 y sus modificatorias. 
 
La JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS adoptará los recaudos presupuestarios necesarios para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 10.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, el MINISTERIO DE 
DESARROLLO PRODUCTIVO, el MINISTERIO DE ECONOMÍA y la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS (AFIP), entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA, en el 
marco de sus respectivas competencias, dictarán las normas complementarias, aclaratorias y 
operativas necesarias para la efectiva aplicación de lo dispuesto en la presente medida. 



 

 
ARTÍCULO 11.- El presente decreto entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su 
publicación en el BOLETÍN OFICIAL y resultará de aplicación para las relaciones laborales que se 
inicien durante los primeros DOCE (12) meses a partir de esa fecha. 
 
ARTÍCULO 12.- Dese cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO 
DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 13.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Claudio Omar Moroni - E/E Matías Sebastián Kulfas 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Decreto se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 24/03/2021 N° 17898/21 v. 24/03/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
 
 

Resolución 142/2021 

RESOL-2021-142-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 18/03/2021 
 
VISTO el EX-2021-23777965- -APN-DGD#MT, la Ley N° 27.555, el Decreto de Necesidad y Urgencia 
Nº 1033 del 20 de diciembre del 2020, el Decreto Nº 27 del 19 de enero del 2021, y la Resolución 
del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 54 de fecha 3 de febrero de 2021, 
y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante la Ley Nº 27.555 se creó el Régimen Legal del Contrato de Teletrabajo con el objeto 
de establecer los presupuestos legales mínimos para la regulación de la modalidad de Teletrabajo 
en aquellas actividades que por su naturaleza y particulares características, lo permitan. 
 
Que el artículo 19° de la citada ley establece que el Régimen Legal del Contrato de Teletrabajo 
entrará en vigor luego de NOVENTA (90) días, contados a partir que se determine la finalización 
del período de vigencia del aislamiento social, preventivo y obligatorio. 
 
Que por el Decreto Nº 27/21, se reglamentó la Ley Nº 27.555 facultándose a este MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a fijar la fecha de inicio del cómputo de los NOVENTA 
(90) días indicados en el artículo 19. 
 



 

Que el artículo 10 del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 1033/20 establece que, a la fecha de su 
dictado, ningún aglomerado urbano, ni departamento, ni partido de las provincias argentinas se 
encuentra alcanzado por las previsiones del aislamiento social, preventivo y obligatorio contenidas 
en el artículo 9° de dicha norma. 
 
Que, en consecuencia, se dictó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL Nº 54/21, estableciéndose que el Régimen Legal del Contrato de Teletrabajo, previsto por 
la Ley Nº 27.555, entrará en vigencia el 1° de abril de 2021. 
 
Que, no obstante ello, para su aplicación deberán tenerse presente los principios de voluntariedad 
y reversibilidad establecidos por los artículos 7º y 8º de la mencionada ley, según los cuales, el 
traslado a la modalidad de teletrabajo, debe ser voluntario y prestado por escrito y, el 
consentimiento prestado por la persona que trabaja en una posición presencial para pasar a la 
modalidad de teletrabajo, podrá ser revocado por la misma en cualquier momento de la relación. 
 
Que en virtud de la emergencia sanitaria declarada por la Ley Nº 27.541 y ampliada por el Decreto 
Nº 260/20 y su modificatorio, se dictaron numerosas medidas tendientes a disminuir la afluencia 
de personas en el transporte público y en los lugares de trabajo. 
 
Que la situación epidemiológica permitió el establecimiento del “distanciamiento social, 
preventivo y obligatorio” que supone el cumplimiento de reglas de conducta y recomendaciones 
necesarias para evitar la propagación del virus SARS-Cov 2 y, al mismo tiempo, facilitar la 
realización de actividades económicas y sociales en tanto presenten un protocolo de 
funcionamiento aprobado por la autoridad sanitaria. 
 
Que sin embargo, subsiste la suspensión del deber de asistencia al lugar de trabajo de los 
trabajadores y las trabajadoras que se encuentren en las situaciones descriptas en los incisos a); b) 
y c) del artículo 1º de la Resolución de esta Cartera Laboral Nº 207/20 y sus modificatorias, así 
como la recomendación establecida en su artículo 4º, dirigida a los empleadores y empleadoras 
con el fin de disminuir la presencia de trabajadores y trabajadoras en el establecimiento, a 
aquellos indispensables para el adecuando funcionamiento del mismo, adoptando las medidas 
necesarias para la implementación de la modalidad de trabajo a distancia. 
 
Que en función de ello, deviene necesario el dictado de la presente con el fin de establecer que 
tales circunstancias no podrán sustituir el acuerdo de voluntad de las partes en los términos del 
artículo 7º de la Ley Nº 27.555. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y complementarias y el 
artículo 18º de la Ley Nº 27.555. 



 

 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL DE LA NACION 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese que, a partir del inicio de la vigencia de la Ley Nº 27.555 y mientras se 
mantengan las restricciones y/o recomendaciones sanitarias dictadas por las autoridades 
nacionales, provinciales o locales, la circunstancia de que los trabajadores y las trabajadoras se 
vean impedidos de cumplir con el deber de asistencia al lugar de trabajo y realicen las tareas en su 
domicilio en función de lo dispuesto por el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020, sus 
modificatorios y complementarios, y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nº 207 del 17 de marzo de 2020 y sus modificatorias, o de las medidas que el 
empleador hubiera decidido implementar en forma preventiva para minimizar los riesgos de 
contagio, no podrá ser considerada como sustitutiva del acuerdo escrito que exige el artículo 7º 
del Régimen Legal del Contrato de Teletrabajo como expresión de voluntad de las partes. 
 
ARTÍCULO 2°.- La presente medida comenzará a regir a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial de la REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 3°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCION NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
Claudio Omar Moroni 
e. 19/03/2021 N° 16419/21 v. 19/03/2021 
 

Resolución 824/2021 

 
RESOL-2021-824-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 16/12/2021 
 
VISTO el Expediente Nº EX-2020-76673232- -APN-DGD#MT, la Leye Nº 24.013 y sus normas 
modificatorias, reglamentarias y complementarias, y las Resoluciones del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus 
modificatorias y complementarias, 198 del 16 de abril de 2021, 201 del 19 de abril de 2021 y 266 
del 21 de mayo de 2021 y 486 del 19 de agosto de 2021 y sus respectivas modificatorias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938 del 12 de 
noviembre de 2020 y sus normas modificatorias y complementarias se creó, en el ámbito de este 
MINISTERIO, el “Programa REPRO II”, que consiste en una suma dineraria individual y fija a abonar 
a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones a cargo de los 
empleadores y las empleadoras adheridos al Programa. 



 

 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 201 del 19 
de abril de 2021 y sus modificatorias, se estableció el “Programa de Asistencia de Emergencia al 
Sector Gastronómico Independiente”. 
 
Que a su vez, por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
266 del 21 de mayo de 2021 se modificó el Programa de Asistencia de Emergencia al Sector 
Gastronómico Independiente” y se amplió a trabajadoras y trabajadores independientes en 
sectores críticos, cambiando su denominación por “Programa de Asistencia de Emergencia a 
Trabajadores y Trabajadoras Independientes en Sectores Críticos”. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 739 del 18 de 
Noviembre 2021 se realizaron modificaciones al Programa REPRO II a partir del periodo 
correspondiente a los salarios devengados en el mes de Noviembre de 2021 y se extendió a dicho 
mes el “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores y Trabajadoras Independientes en 
sectores críticos”. 
 
Que en virtud de las mencionadas medidas de prevención vigentes en el marco de la Pandemia del 
COVID-19, y el consecuente desarrollo e implementación del “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos” para afrontar la 
situación económico y social producto de dicha pandemia, resulta pertinente extender al mes de 
Diciembre de 2021 el Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores 
Independientes en sectores críticos. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención de su competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº438/92) y sus modificatorias y la Ley Nº 24.013 y sus 
modificatorias y lo dispuesto por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO,EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/2020 y sus normas modificatorias y reglamentarias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Extiéndese al mes de Diciembre de 2021 el Programa de Asistencia de Emergencia a 
Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 201/2021 y sus modificatorias. 
 
ARTÍCULO 2°.- Establécese el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 



 

durante el mes de Diciembre de 2021, el cual estará comprendido entre el desde el 22 de 
Diciembre al 28 de Diciembre inclusive. 
 
ARTÍCULO 3º.- Establécense las pautas a considerar para aplicar los criterios de preselección, 
respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del 
Programa REPRO II, de acuerdo al siguiente detalle: 
 
a. Meses seleccionados para el cálculo de la variación interanual de la facturación requerida por la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP): Noviembre de 2019 y Noviembre de 
2021. 
b. Altas empresas: No se deberá considerar la facturación para las empresas iniciadas a partir del 
1º de enero de 2019. 
c. Mes seleccionado para determinar la nómina de personal y los salarios de referencia: 
Noviembre 2021. 
d. Corte de actualización de bajas de nómina: 20 de Diciembre inclusive. 
e. Corte de actualización CBU: 20 de Diciembre inclusive. 
 
ARTÍCULO 4°.- Establécese el plazo para la inscripción al “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA A TRABAJADORES Y TRABAJADORAS INDEPENDIENTES EN SECTORES CRÍTICOS”, 
creado por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201 del 19 
de abril de 2021 y sus modificatorias, para el período correspondiente al mes de Diciembre de 
2021, el cual estará comprendido entre el 22 de Diciembre al 28 de Diciembre inclusive. 
 
ARTÍCULO 5°.- Establécense las pautas a considerar para aplicar los criterios de preselección, 
respecto del “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA A TRABAJADORES Y TRABAJADORAS 
INDEPENDIENTES EN SECTORES CRÍTICOS” de acuerdo al siguiente detalle: 
 
a. Presentar una reducción de la facturación superior al TREINTA POR CIENTO (30%) en términos 
reales, para el periodo comprendido entre Noviembre 2019 y Noviembre 2021. 
b. Periodo de referencia de pagos a acreditar: 
- Autónomos: de 04/2021 hasta 10/2021 
- Monotributo: de 5/2021 hasta 11/2021 
c. Corte de pago Monotributistas: Pagos hasta el 20 de Diciembre inclusive. 
 
ARTÍCULO 6º.- La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial 
de la REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 7°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
Claudio Omar Moroni 
e. 17/12/2021 N° 97691/21 v. 17/12/2021 
 

Resolución 12/2022 



 

RESOL-2022-12-APN-MT 
 
Ciudad de Buenos Aires, 17/01/2022 
 
VISTO el EX-2020-87050728- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 22.520 (Texto Ordenado por Decreto 
Nº 438/92), 24.013 y 27.541 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y 
complementarias, el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020, las Resoluciones del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus 
modificatorias y complementarias, 1026 del 9 de diciembre de 2020, 1027 del 11 de diciembre de 
2020, 1119 del 30 de diciembre de 2020, 52 del 2 de febrero de 2021, 57 del 5 de febrero de 2021, 
96 del 26 de febrero de 2021, 177 del 30 de marzo de 2021, 198 del 16 de abril de 2021, 201 del 
19 de abril de 2021, 211 del 23 de abril de 2021, 229 del 4 de mayo de 2021, 266 del 21 de mayo 
de 2021, 267 del 21 de mayo de 2021, 341 del 17 de junio de 2021, 344 del 22 de junio de 2021, 
387 del 7 de julio de 2021, 415 del 16 de julio de 2021, 416 del 19 de julio de 2021, 420 de 20 de 
julio de 2021, 433 del 26 de julio de 2021, 486 del 19 de agosto de 2021, 488 del 20 de agosto de 
2021, 498 de 27 de agosto de 2021, 516 del 31 de agosto de 2021, 526 del 3 de septiembre de 
2021, 534 del 8 de septiembre de 2021, 568 del 20 de septiembre de 2021, 583 del 24 de 
septiembre de 2021, 643 del 20 de octubre de 2021, 650 del 22 de octubre de 2021, 689 del 3 de 
noviembre de 2021, 739 del 18 de noviembre de 2021, 752 del 19 de noviembre de 2021, 782 del 
30 de noviembre de 2021, 824 del 16 de diciembre de 2021 y 842 del 22 de diciembre de 2021, y 
Resolución conjunta de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5005 del 4 de junio de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 1° de la Ley N° 27.541 declaró la emergencia pública en materia sanitaria 
económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social. 
 
Que por el Decreto Nº 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió por el plazo de UN (1) año la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley Nº 27.541. 
 
Que en el marco de dicha situación, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
mediante Resolución N° 938 del 12 de noviembre de 2020, creó el “Programa REPRO II” el cual 
consiste en una suma dineraria individual y fija a abonar a trabajadores y trabajadoras a cuenta del 
pago de las remuneraciones a cargo de los empleadores y empleadoras adheridos al Programa. 
 
Que por el artículo 2° de la Resolución precitada, se estableció monto, duración, alcance y 
requisitos del “Programa REPRO II”. 
 
Que mediante el artículo 6° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 938/20, se creó el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa REPRO II” y se 
establecieron sus facultades. 
 



 

Que dicho comité emitirá sus opiniones mediante dictamen fundado y refrendado por todos sus 
integrantes dirigido al titular del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y estará 
conformado por miembros de los MINISTERIOS DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
ECONOMÍA y DESARROLLO PRODUCTIVO y de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1027 del 
11 de diciembre de 2020, se modificó la Resolución N° 938/20 en lo referido a: la información a 
presentar para acceder al beneficio, los criterios de preselección y selección, funciones del Comité 
de Evaluación y Monitoreo y la periodicidad de inscripción al “Programa REPRO II”. 
 
Que, asimismo, mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
N° 1119 del 30 de diciembre de 2020, se realizaron modificaciones, adaptaciones y aclaraciones en 
relación al proceso de implementación del Programa REPRO II”. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1026 del 9 
de diciembre de 2020 se ha integrado el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa REPRO 
II”. 
 
Que mediante Resolución N° 52 del 2 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL se aprobó el “Procedimiento para aplicar los criterios de preselección y 
selección al Programa REPRO II y los requisitos de las y los trabajadores de las empresas que 
ingresaron a dicho Programa para acceder a su beneficio”. 
 
Que mediante Resolución N° 57 del 5 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se sustituyó el inciso a) del artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20, a los fines de establecer montos diferenciales 
del subsidio a otorgar en el marco del Programa REPRO II, a los sectores no críticos, críticos y de 
salud. 
 
Que a través de Resolución N° 96 del 26 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL se aprobó el listado de las empresas del Sector Salud, a los fines de que las 
mismas puedan acceder como potenciales beneficiarios al Programa REPRO II. 
 
Que por Resolución N° 177 del 30 de marzo de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la citada 
Resolución Nº 96/21, las empresas que se detallan en su Anexo IF-2021-27972962-APN-SSGA#MT. 
 
Que a través de Resolución N° 198 del 16 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se modificaron aspectos del PROGRAMA REPRO II en función de las nuevas 
medidas de prevención dictadas para evitar la propagación del virus SARS-CoV-2. 
 



 

Que por Resolución N° 201 del 19 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se estableció el “Programa de Asistencia de Emergencia al Sector 
Gastronómico Independiente” de acuerdo a las características y alcances establecidos en dicha 
medida. 
 
Que mediante Resolución N° 211 del 23 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se introdujeron modificaciones al marco normativo del PROGRAMA REPRO II. 
 
Que mediante la Resolución N° 266 del 21 de mayo de 2011 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL, entre otras medidas, se modificó la citada Resolución MTEySS N° 938/20, 
norma de creación del “Programa REPRO II”, y se amplió el alcance y la denominación del 
“Programa de Asistencia de Emergencia al Sector Gastronómico Independiente”, creado por la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/21 y su 
modificatoria, el cual pasó a denominarse “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores 
y Trabajadoras Independientes en sectores críticos”. 
 
Que finalmente, mediante Resolución N° 267 del 21 de mayo de 2011 del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL se estableció el plazo para la inscripción al Programa 
REPRO II, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de mayo de 
2021, y al “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores y Trabajadoras Independientes 
en sectores críticos”, para el período correspondiente al mes de mayo de 2021, y se definieron las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, mediante Resolución General Conjunta de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5005 del 4 de 
junio de 2021, reglamentó la aplicación de la reducción de las contribuciones patronales con 
destino al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), respecto de cada relación laboral activa, 
para los empleadores y las empleadoras que accedan al beneficio otorgado por el “Programa 
REPRO II” y que acrediten una situación económica y financiera vulnerable, dispuesta por el 
Decreto N° 323/21. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 341 del 
17 de junio de 2021 , por disposición transitoria, se prorrogó lo dispuesto para el Programa REPRO 
II en el artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
266/21 para los salarios devengados del mes de junio de 2021, y se extendió al mes de junio de 
2021 el “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en 
sectores críticos”, toda vez que se han prorrogado las medidas de prevención en el marco de la 
Pandemia del Covid-19. Asimismo también, mediante la Resolución mencionada, se introdujeron 
modificaciones y se regularon aspectos relativos al PROGRAMA REPRO II creado por la Resolución 
N° 938/20. 
 



 

Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 344 del 
22 de junio de 2021 se establece el plazo para la inscripción al Programa REPRO II para el período 
correspondiente a los salarios devengados durante el mes de junio de 2021 y las pautas a 
considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran acceder al 
beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 387 del 
7 de julio de 2021 se modificó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 229 del 4 de mayo de 2021, sustituyéndose el listado de las empresas del sector 
transporte automotor de pasajeros que como Anexo IF-2021-38980463-APN-CPREPRO#MT forma 
parte integrante de la Resolución citada en último término, por el Anexo IF-2021-57300093-APN-
DGPTAP#MT que forma parte integrante de la primera, en el cual se detallan las empresas que 
perciben subsidios del Estado Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del programa REPRO 
II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 415 del 
16 de julio de 2021, se modificó la citada Resolución Nº 387/21, y se sustituyó el listado en el cual 
se detallan las empresas que perciben subsidios del estado nacional y están excluidas de ser 
beneficiarios del programa REPRO II. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 416 del 19 de 
julio de 2021 se estableció que, a partir del mes correspondiente a los salarios devengados en el 
mes de julio de 2021, se aplicarán la totalidad de los criterios e indicadores establecidos en el 
artículo N° 5 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
938/20. Por otra parte, se extendió al mes de julio de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos”, toda vez que se 
han prorrogado las medidas de prevención en el marco de la Pandemia del Covid-19. Por lo 
demás, se introdujeron modificaciones a las mencionadas Resoluciones MTEySS Nros. 938/20 y 
201/21. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 
20 de julio de 2021 se estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 
durante el mes de julio de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 433 del 
26 de julio de 2021, se incorporaron empresas del sector salud, las cuales se detallaron en el 
Anexo IF-2021-38969588-APN- CPREPRO#MT que forma parte de dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 486 del 19 de 
agosto de 2021, se sustituyó el inciso b) del artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO DE 



 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20, se modificó la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/2021, y se extendió al mes de agosto de 2021 el 
“Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores 
críticos”, en el marco de medidas vigente con motivo de la Pandemia del Covid-19. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 488 del 
20 de agosto de 2021, se estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado 
por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 
durante el mes de agosto de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 498 del 
27 de agosto de 2021, se incorporaron empresas del sector salud, las cuales se detallaron en el 
Anexo IF-2021-79202438-APN-CPREPRO#MT que forma parte de dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 516 del 31 de 
agosto de 2021, se sustituyeron los representantes del MINISTERIO DE ECONOMÍA en el Comité de 
Evaluación y Monitoreo. 
 
Que, finalmente, a través de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 526 del 3 de septiembre de 2021 se sustituyeron los listados de las empresas del sector 
transporte automotor de pasajeros que forman parte integrante de la citada Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 415/21, por el Anexo IF-2021-
80557078-APN-DNTAP#MTR en el cual se detalla las empresas que perciben subsidios del Estado 
Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del Programa REPRO II, y el Anexo IF-2021-
80557002-APN-DNTAP#MTR, en el cual se detalla el listado de trabajadores de las empresas que 
por su actividad no perciben subsidios del ESTADO NACIONAL y que por ese motivo pueden ser 
beneficiarios del programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 534 del 
8 de septiembre de 2021, se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la 
citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21, la 
empresa que se detalla en el anexo que como IF-2021-83701900-APN-CPREPRO#MT. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 568 del 20 
de septiembre de 2021, se extendió al mes de septiembre de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de septiembre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 



 

 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de septiembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 583 del 
24 de septiembre de 2021 y su modificatoria, se aprobó el listado que como Anexo IF-2021-
90547617-APN-CPREPRO#MT forma parte integrante de la medida, a los fines de que a las 
trabajadoras y los trabajadores incluidos en el mismo, se les exima del cumplimiento de la 
condición dispuesta en el inciso a) del artículo 3° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/2021 y sus modificatorias, para el acceso al “Programa de 
Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 643 del 20 
de octubre de 2021, se extendió al mes de octubre de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de octubre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de octubre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios de 
preselección. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 650 del 
22 de octubre de 2021 se sustituyó el artículo 2° y el artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 689 del 
3 de noviembre de 2021 se modificó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 526/2021, sustituyéndose el listado de las empresas del sector transporte 
automotor de pasajeros que como Anexo IF-2021-80557078-APN-DNTAP#MTR forma parte 
integrante de la Resolución citada en último término, por el IF-2021-104662899 -APN-
DNTAP#MTR, que forma parte integrante de la primera, en el cual se detallan las empresas que 
perciben subsidios del Estado Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del programa REPRO 
II. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 739/21, se 
extendió al mes de noviembre de 2021 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA A 



 

TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de noviembre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de noviembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 752/21, 
se realizaron modificaciones al Programa REPRO II, sustituyéndose los artículos 2º y 5º de la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20, y se 
modificaron las pautas para aplicar los criterios de preselección, respecto del “Programa de 
Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos”, 
sustituyéndose el inciso a) del artículo 5º de la mencionada Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 739/21. 
 
Que, a través de la Resolución Nº 782/21 se incorporó a la Nómina de actividades alcanzadas por 
el Programa REPRO II, que como ANEXO IF-2021-112934584-APN-CPREPRO#MT, forma parte 
integrante de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
938/20 y sus normas modificatorias y complementarias, el CLAE que se detalla en el ANEXO IF-
2021-116366291-APN-CPREPRO#MT que forma parte integrante de la medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 824 del 16 de 
diciembre de 2021 se extendió al mes de diciembre de 2021 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se 
estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y 
complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de 
diciembre de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las 
empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de diciembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que, finalmente, mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 842 del 22 de diciembre de 2021, se incorporó al listado de las empresas del sector 
salud, aprobado por la citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 



 

SOCIAL N° 96/21, las empresas que se detallan en el anexo que como IF-2021-123861158-APN-
CPREPRO#MT, forma parte integrante de la medida. 
 
Que consecuentemente corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
adopten las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa 
REPRO II” en el Acta N° 14 identificada como IF-2022-00523815-APN-SSPEYE#MT. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y la Ley Nº 24.013 y sus 
modificatorias y conforme lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 938/2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Por ello 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Dánse por adoptadas las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación 
y Monitoreo del “Programa REPRO II” en el Acta N° 14 identificada como IF-2022-00523815-APN-
SSPEYE#MT que integra la presente medida. 
 
ARTÍCULO 2°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 18/01/2022 N° 1699/22 v. 18/01/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
 

Resolución 44/2022 

 
RESOL-2022-44-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 20/01/2022 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-76673232- -APN-DGD#MT, la Ley Nº 24.013 y sus normas 
modificatorias, reglamentarias y complementarias, y las Resoluciones del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 938 del 12 de noviembre de 2020, 752 del 19 de 
noviembre de 2021, y 



 

 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, adoptando 
como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938 del 12 de 
noviembre de 2020 y sus normas modificatorias y complementarias se creó, en el ámbito de este 
MINISTERIO, el “Programa REPRO II”, que consiste en una suma dineraria individual y fija a abonar 
a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones a cargo de los 
empleadores y las empleadoras adheridos al Programa. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 752 del 19 de 
noviembre de 2021 se introdujeron modificaciones al Programa REPRO II, entre ellas, la sustitución 
de la nómina de actividades alcanzadas por el Programa a los efectos de la determinación de los 
montos del beneficio. 
 
Que, teniendo en cuenta la evolución de la actividad económica y de los indicadores de la 
situación sanitaria en el marco de la pandemia del COVID-19, resulta pertinente realizar 
modificaciones y adaptaciones al Programa REPRO II, considerando especialmente las 
particularidades de los diversos sectores que integran la economía nacional. 
 
Que, en ese sentido, resulta necesario modificar la nómina de actividades alcanzadas por el 
Programa REPRO II. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias, la Ley Nº 24.013 y sus 
modificatorias y en el marco de lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/2020 y sus respectivas normas modificatorias y 
complementarias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 



 

RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º.- Sustitúyese el Artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nº 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus modificatorias y complementarias 
por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 2º.- El “Programa REPRO II” presenta las siguientes características: 
 
a. Monto del beneficio: Consiste en una suma mensual por cada relación laboral activa del sujeto 
empleador alcanzado por el Programa, de acuerdo a la clasificación de los sectores detallados en 
el ANEXO I que como IF- 2022-05760870-APN-CPREPRO#MT forma parte integrante de la presente 
medida. 
 
I. Sectores afectados no críticos: SETENTA POR CIENTO (70%) de la remuneración neta (que se 
determinará aplicando el OCHENTA Y TRES POR CIENTO (83%) a la remuneración total declarada 
en el Formulario F-931 de la AFIP) hasta un máximo de PESOS NUEVE MIL ($ 9.000.-). 
II. Sectores críticos: SETENTA POR CIENTO (70%) de la remuneración neta (que se determinará 
aplicando el OCHENTA Y TRES POR CIENTO (83%) a la remuneración total declarada en el 
Formulario F-931 de la AFIP) hasta un máximo de PESOS VEINTIDOS MIL ($ 22.000.-). 
III. Sector Salud: SETENTA POR CIENTO (70%) de la remuneración neta (que se determinará 
aplicando el OCHENTA Y TRES POR CIENTO (83%) a la remuneración total declarada en el 
Formulario F-931 de la AFIP) hasta un máximo de PESOS VEINTIDOS MIL ($ 22.000.-). 
 
b. Duración: el beneficio se extenderá por UN (1) mes. Las empleadoras y los empleadores 
deberán inscribirse en el Programa en forma mensual para poder acceder al beneficio. 
 
c. Alcance: el número de empleadoras y empleadores que cubrirá el “Programa REPRO II” se 
determinará considerando la cantidad de empleadoras y empleadores postulantes, la situación 
económica, patrimonial y financiera de los mismos, las condiciones imperantes de la economía 
nacional y el presupuesto asignado al Programa”. 
 
ARTÍCULO 2º.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL. 
 
ARTÍCULO 3º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
e. 21/01/2022 N° 2200/22 v. 21/01/2022 

Resolución General Conjunta 5140/2022 

 



 

RESGC-2022-5140-E-AFIP-AFIP - Seguridad Social. Empleadores y empleadoras beneficiarios y 
beneficiarias del “Programa REPRO II”. Reducción de contribuciones patronales. Dto. N° 323/21. 
RGC N° 5.005 (AFIP-MTESS). Norma modificatoria. 
 
Ciudad de Buenos Aires, 26/01/2022 
VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2022-00092303- -AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI, y 
CONSIDERANDO: 
 
Que con fecha 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el 
brote del nuevo coronavirus (COVID-19) como una pandemia. 
 
Que por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió por el 
plazo de UN (1) año en nuestro país la emergencia pública en materia sanitaria establecida por Ley 
N° 27.541, prorrogada por el Decreto Nº 167 del 11 de marzo de 2021 hasta el 31 de diciembre de 
2021, y posteriormente por el Decreto Nº 867 del 23 de diciembre de 2021 hasta el 31 de 
diciembre de 2022. 
 
Que durante la pandemia declarada, el ESTADO NACIONAL viene desplegando acciones y recursos 
para atender la situación económica y social provocada por la misma, brindando especial atención 
a los sectores considerados críticos. 
 
Que en ese sentido, mediante la Resolución N° 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus 
modificatorias y complementarias, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
creó el “Programa REPRO II”, destinado a sostener el empleo y la recuperación de las empresas en 
aquellas actividades que se encuentren afectadas por la situación generada por la pandemia del 
COVID-19, mediante un subsidio a la nómina salarial. 
 
Que por su parte, el Decreto N° 323 del 8 de mayo de 2021 dispuso una reducción de las 
contribuciones patronales con destino al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), respecto 
de cada relación laboral activa, para los empleadores y las empleadoras que accedan al beneficio 
otorgado por el “Programa REPRO II” y que acrediten una situación económica y financiera 
vulnerable. 
 
Que en uso de las facultades conferidas por el artículo 5° del referido decreto, el MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, 
dictaron la Resolución General Conjunta N° 5.005, a fin de establecer los requisitos y las 
formalidades que deberán cumplimentar los empleadores y las empleadoras beneficiarios y 
beneficiarias del “Programa REPRO II” a efectos de aplicar la enunciada reducción sobre las 
contribuciones patronales. 
 
Que con la finalidad de no afectar la sustentabilidad económica de las unidades productivas y 
preservar el nivel de trabajo registrado, el Decreto Nº 899 del 28 de diciembre de 2021 prorrogó la 
vigencia del beneficio previsto por el Decreto N° 323/21 hasta el 30 de junio de 2022, inclusive. 



 

 
Que en consecuencia, corresponde extender los alcances de la resolución general conjunta 
mencionada precedentemente, respecto de las contribuciones patronales que se devenguen 
durante los períodos enero a junio de 2022. 
 
Que han tomado la intervención que les compete los servicios jurídicos permanentes de ambas 
jurisdicciones. 
 
Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 5° del Decreto N° 
323/21, el artículo 23 septies de la Ley de Ministerios Nº 22.520 (texto ordenado por el Decreto Nº 
438 del 12 de marzo de 1992) y sus modificatorias, el artículo 5º de la Ley Nº 24.013 y sus normas 
modificatorias, reglamentarias y complementarias, y el artículo 7° del Decreto N° 618 del 10 de 
julio de 1997, sus modificatorios y sus complementarios. 
 
Por ello, 
LA ADMINISTRADORA FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
Y 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVEN: 
 
ARTÍCULO 1°.- Modificar la Resolución General Conjunta N° 5.005, en la forma que se indica a 
continuación: 
 
a) Sustituir el artículo 1°, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 1°.- Los empleadores y las empleadoras del sector privado que accedan al beneficio 
otorgado por el “Programa REPRO II” previsto en la Resolución N° 938 del 12 de noviembre de 
2020 y sus modificatorias y complementarias del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, y que tengan como actividad principal declarada según el “Clasificador de Actividades 
Económicas” (Formulario Nº 883) aprobado por la Resolución General Nº 3.537 (AFIP), alguna de 
las actividades incluidas en los sectores críticos detallados en el Anexo I de la resolución citada en 
primer término, gozarán -respecto de cada uno de sus trabajadores y trabajadoras de una 
reducción del CIEN POR CIENTO (100%) de las contribuciones patronales vigentes con destino al 
Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) que se devenguen entre los períodos mensuales 
mayo de 2021 y junio de 2022, ambos inclusive, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1° del 
Decreto N° 323 del 8 de mayo de 2021 y el Decreto N° 899 del 28 de diciembre de 2021.”. 
 
b) Sustituir el artículo 6°, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 6°.- Los empleadores y las empleadoras comprendidos y comprendidas en el artículo 
1° de la presente, podrán rectificar las declaraciones juradas determinativas y nominativas de 
aportes y contribuciones con destino a la seguridad social correspondientes a los períodos 
devengados mayo de 2021 a junio de 2022 presentadas con anterioridad al otorgamiento del 



 

beneficio previsto en el artículo 1° del Decreto N° 323/21 y el Decreto N° 899/21, hasta el día 31 
de agosto de 2022, inclusive, en cuyo caso no resultarán de aplicación las disposiciones de la 
Resolución General N° 3.093 (AFIP) y su modificatoria, siempre que las mencionadas rectificativas 
se presenten exclusivamente a efectos de aplicar el citado beneficio.”. 
 
ARTÍCULO 2º.- Las disposiciones de la presente norma conjunta entrarán en vigencia el día de su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 3º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. 
 
Mercedes Marco del Pont - Claudio Omar Moroni 
e. 28/01/2022 N° 3149/22 v. 28/01/2022 

Resolución 97/2022 

 
RESOL-2022-97-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 08/02/2022 
 
VISTO el EX-2020-87050728- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 22.520 (Texto Ordenado por Decreto 
Nº 438/92), 24.013 y 27.541 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y 
complementarias, el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020, las Resoluciones del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus 
modificatorias y complementarias, 1026 del 9 de diciembre de 2020, 1027 del 11 de diciembre de 
2020, 1119 del 30 de diciembre de 2020, 52 del 2 de febrero de 2021, 57 del 5 de febrero de 2021, 
96 del 26 de febrero de 2021, 177 del 30 de marzo de 2021, 198 del 16 de abril de 2021, 201 del 
19 de abril de 2021, 211 del 23 de abril de 2021, 229 del 4 de mayo de 2021, 266 del 21 de mayo 
de 2021, 267 del 21 de mayo de 2021, 341 del 17 de junio de 2021, 344 del 22 de junio de 2021, 
387 del 7 de julio de 2021, 415 del 16 de julio de 2021, 416 del 19 de julio de 2021, 420 de 20 de 
julio de 2021, 433 del 26 de julio de 2021, 486 del 19 de agosto de 2021, 488 del 20 de agosto de 
2021, 498 de 27 de agosto de 2021, 516 del 31 de agosto de 2021, 526 del 3 de septiembre de 
2021, 534 del 8 de septiembre de 2021, 568 del 20 de septiembre de 2021, 583 del 24 de 
septiembre de 2021, 643 del 20 de octubre de 2021, 650 del 22 de octubre de 2021, 689 del 3 de 
noviembre de 2021, 739 del 18 de noviembre de 2021, 752 del 19 de noviembre de 2021, 782 del 
30 de noviembre de 2021, 824 del 16 de diciembre de 2021, 842 del 22 de diciembre de 2021, 44 
del 20 de enero de 2022, 49 del 20 de enero de 2022, 78 del 27 de enero de 2022, Resoluciones 
Conjuntas de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5005 del 4 de junio de 2021 y 5140 del 26 de enero de 2022, y 
Resolución Conjunta del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y el MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1 del 19 de enero de 2022, y CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 1° de la Ley N° 27.541 declaró la emergencia pública en materia sanitaria 
económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social. 



 

 
Que por el Decreto Nº 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió por el plazo de UN (1) año la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley Nº 27.541. 
 
Que en el marco de dicha situación, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
mediante Resolución N° 938 del 12 de noviembre de 2020, creó el “Programa REPRO II” el cual 
consiste en una suma dineraria individual y fija a abonar a trabajadores y trabajadoras a cuenta del 
pago de las remuneraciones a cargo de los empleadores y empleadoras adheridos al Programa. 
 
Que por el artículo 2° de la Resolución precitada, se estableció monto, duración, alcance y 
requisitos del “Programa REPRO II”. 
 
Que mediante el artículo 6° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 938/20, se crea el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa REPRO II” y se 
designan sus facultades. 
 
Que dicho comité emitirá sus opiniones mediante dictamen fundado y refrendado por todos sus 
integrantes dirigido al titular del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y estará 
conformado por miembros de los MINISTERIOS DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
ECONOMÍA y DESARROLLO PRODUCTIVO y de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1027 del 
11 de diciembre de 2020, se modificó la Resolución N° 938/20 en lo referido a: la información a 
presentar para acceder al beneficio, los criterios de preselección y selección, funciones del Comité 
de Evaluación y Monitoreo y la periodicidad de inscripción al “Programa REPRO II”. 
 
Que, asimismo, mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
N° 1119 del 30 de diciembre de 2020, se realizaron modificaciones, adaptaciones y aclaraciones en 
relación al proceso de implementación del Programa REPRO II”. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1026 del 9 
de diciembre de 2020 se ha integrado el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa REPRO 
II”. 
 
Que mediante Resolución N° 52 del 2 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL se aprobó el “Procedimiento para aplicar los criterios de preselección y 
selección al Programa REPRO II y los requisitos de las y los trabajadores de las empresas que 
ingresaron a dicho Programa para acceder a su beneficio”. 
 
Que mediante Resolución N° 57 del 5 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se sustituyó el inciso a) del artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20, a los fines de establecer montos diferenciales 



 

del subsidio a otorgar en el marco del Programa REPRO II, a los sectores no críticos, críticos y de 
salud. 
 
Que a través de Resolución N° 96 del 26 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL se aprobó el listado de las empresas del Sector Salud, a los fines de que las 
mismas puedan acceder como potenciales beneficiarios al Programa REPRO II. 
 
Que por Resolución N° 177 del 30 de marzo de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la citada 
Resolución Nº 96/21, las empresas que se detallan en su Anexo IF-2021-27972962-APN-SSGA#MT. 
 
Que a través de Resolución N° 198 del 16 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se modificaron aspectos del PROGRAMA REPRO II en función de las nuevas 
medidas de prevención dictadas para evitar la propagación del virus SARS-CoV-2. 
 
Que por Resolución N° 201 del 19 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se estableció el “Programa de Asistencia de Emergencia al Sector 
Gastronómico Independiente” de acuerdo a las características y alcances establecidos en dicha 
medida. 
 
Que mediante Resolución N° 211 del 23 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se introdujeron modificaciones al marco normativo del PROGRAMA REPRO II. 
 
Que mediante la Resolución N° 266 del 21 de mayo de 2011 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL, entre otras medidas, se modificó la citada Resolución MTEySS N° 938/20, 
norma de creación del “Programa REPRO II”, y se amplió el alcance y la denominación del 
“Programa de Asistencia de Emergencia al Sector Gastronómico Independiente”, creado por la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/21 y su 
modificatoria, el cual pasó a denominarse “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores 
y Trabajadoras Independientes en sectores críticos”. 
 
Que finalmente, mediante Resolución N° 267 del 21 de mayo de 2011 del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL se estableció el plazo para la inscripción al Programa 
REPRO II, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de mayo de 
2021, y al “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores y Trabajadoras Independientes 
en sectores críticos”, para el período correspondiente al mes de mayo de 2021, y se definieron las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, mediante Resolución General Conjunta de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5005 del 4 de 
junio de 2021, reglamentó la aplicación de la reducción de las contribuciones patronales con 
destino al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), respecto de cada relación laboral activa, 



 

para los empleadores y las empleadoras que accedan al beneficio otorgado por el “Programa 
REPRO II” y que acrediten una situación económica y financiera vulnerable, dispuesta por el 
Decreto N° 323/21. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 341 del 
17 de junio de 2021 , por disposición transitoria, se prorrogó lo dispuesto para el Programa REPRO 
II en el artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
266/21 para los salarios devengados del mes de junio de 2021, y se extendió al mes de junio de 
2021 el “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en 
sectores críticos”, toda vez que se han prorrogado las medidas de prevención en el marco de la 
Pandemia del Covid-19. Asimismo también, mediante la Resolución mencionada, se introdujeron 
modificaciones y se regularon aspectos relativos al PROGRAMA REPRO II creado por la Resolución 
N° 938/20. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 344 del 
22 de junio de 2021 se establece el plazo para la inscripción al Programa REPRO II para el período 
correspondiente a los salarios devengados durante el mes de junio de 2021 y las pautas a 
considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran acceder al 
beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 387 del 
7 de julio de 2021 se modificó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 229 del 4 de mayo de 2021, sustituyéndose el listado de las empresas del sector 
transporte automotor de pasajeros que como Anexo IF-2021-38980463-APN-CPREPRO#MT forma 
parte integrante de la Resolución citada en último término, por el Anexo IF-2021-57300093-
APNDGPTAP#MT que forma parte integrante de la primera, en el cual se detallan las empresas que 
perciben subsidios del Estado Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del programa REPRO 
II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 415 del 
16 de julio de 2021, se modificó la citada Resolución Nº 387/21, y se sustituyó el listado en el cual 
se detallan las empresas que perciben subsidios del estado nacional y están excluidas de ser 
beneficiarios del programa REPRO II. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 416 del 19 de 
julio de 2021 se estableció que, a partir del mes correspondiente a los salarios devengados en el 
mes de julio de 2021, se aplicarán la totalidad de los criterios e indicadores establecidos en el 
artículo N° 5 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
938/20. Por otra parte, se extendió al mes de julio de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos”, toda vez que se 
han prorrogado las medidas de prevención en el marco de la Pandemia del Covid-19. Por lo 
demás, se introdujeron modificaciones a las mencionadas Resoluciones MTEySS Nros. 938/20 y 
201/21. 



 

 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 
20 de julio de 2021 se estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 
durante el mes de julio de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 433 del 
26 de julio de 2021, se incorporaron empresas del sector salud, las cuales se detallaron en el 
Anexo IF-2021- 38969588-APN- CPREPRO#MT que forma parte de dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 486 del 19 de 
agosto de 2021, se sustituyó el inciso b) del artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20, se modificó la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/2021, y se extendió al mes de agosto de 2021 el 
“Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores 
críticos”, en el marco de medidas vigente con motivo de la Pandemia del Covid-19. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 488 del 
20 de agosto de 2021, se estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado 
por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 
durante el mes de agosto de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 498 del 
27 de agosto de 2021, se incorporaron empresas del sector salud, las cuales se detallaron en el 
Anexo IF-2021- 79202438-APN-CPREPRO#MT que forma parte de dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 516 del 31 de 
agosto de 2021, se sustituyeron los representantes del MINISTERIO DE ECONOMÍA en el Comité de 
Evaluación y Monitoreo. 
 
Que, finalmente, a través de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 526 del 3 de septiembre de 2021 se sustituyeron los listados de las empresas del sector 
transporte automotor de pasajeros que forman parte integrante de la citada Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 415/21, por el Anexo IF-2021-
80557078-APN-DNTAP#MTR en el cual se detalla las empresas que perciben subsidios del Estado 
Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del Programa REPRO II, y el Anexo IF-2021-
80557002-APN-DNTAP#MTR, en el cual se detalla el listado de trabajadores de las empresas que 
por su actividad no perciben subsidios del ESTADO NACIONAL y que por ese motivo pueden ser 
beneficiarios del programa REPRO II. 



 

 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 534 del 
8 de septiembre de 2021, se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la 
citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21, la 
empresa que se detalla en el anexo que como IF-2021-83701900-APN-CPREPRO#MT. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 568 del 20 
de septiembre de 2021, se extendió al mes de septiembre de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de septiembre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de septiembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 583 del 
24 de septiembre de 2021 y su modificatoria, se aprobó el listado que como Anexo IF-2021-
90547617-APN- CPREPRO#MT forma parte integrante de la medida, a los fines de que a las 
trabajadoras y los trabajadores incluidos en el mismo, se les exima del cumplimiento de la 
condición dispuesta en el inciso a) del artículo 3° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/2021 y sus modificatorias, para el acceso al “Programa de 
Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 643 del 20 
de octubre de 2021, se extendió al mes de octubre de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de octubre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de octubre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios de 
preselección. 
 



 

Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 650 del 
22 de octubre de 2021 se sustituyó el artículo 2° y el artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 689 del 
3 de noviembre de 2021 se modificó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 526/2021, sustituyéndose el listado de las empresas del sector transporte 
automotor de pasajeros que como Anexo IF-2021-80557078-APN-DNTAP#MTR forma parte 
integrante de la Resolución citada en último término, por el IF-2021-104662899 -APN-
DNTAP#MTR, que forma parte integrante de la primera, en el cual se detallan las empresas que 
perciben subsidios del Estado Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del programa 
REPROII. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 739/ 21, se 
extendió al mes de noviembre de 2021 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA A 
TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de noviembre de 2021 , y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de noviembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 752/21, 
se realizaron modificaciones al Programa REPRO II, sustituyéndose los artículos 2º y 5º de la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20 , y se 
modificaron las pautas para aplicar los criterios de preselección, respecto del “Programa de 
Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos”, 
sustituyéndose el inciso a) del Artículo 5º de la mencionada Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 739/21. 
 
Que, a través de la Resolución Nº 782/21 se incorporó a la Nómina de actividades alcanzadas por 
el Programa REPRO II, que como ANEXO IF-2021-112934584-APN- CPREPRO#MT, forma parte 
integrante de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
938/20 y sus normas modificatorias y complementarias, el CLAE que se detalla en el ANEXO IF-
2021-116366291-APN- CPREPRO#MT que forma parte integrante de la medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 824 del 16 de 
diciembre de 2021 se extendió al mes de diciembre de 2021 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 



 

EMERGENCIA A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se 
estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y 
complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de 
diciembre de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las 
empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de diciembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 842 del 
22 de diciembre de 2021, se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la 
citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21, las 
empresas que se detallan en el anexo que como IF-2021-123861158-APN- CPREPRO#MT, forma 
parte integrante de la medida. 
 
Que a través de Resolución Conjunta del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y el MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1 del 19 de enero de 2022 se creó el “Programa de 
Asistencia Extraordinaria al Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”, de 
acuerdo a las características y alcances establecidos en dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 44 del 20 de 
enero de 2022 se sustituyó el artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 49 del 
20 de enero de 2022 se extendió al mes de enero de 2022 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se 
estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y 
complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de 
enero de 2022 , y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las 
empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció los plazos para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos” y “Programa de 
Asistencia Extraordinaria al Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”, para el 
período correspondiente al mes de enero de 2022, y las pautas a considerar para aplicar los 
criterios de preselección. 
 



 

Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 78 del 
27 de enero de 2022 se extendió hasta el 31 de enero de 2022 inclusive, el plazo establecido para 
la inscripción en el “PROGRAMA REPRO II”, “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras 
y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos” y “Programa de Asistencia Extraordinaria al 
Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”. 
 
Que, finalmente, por Resolución General Conjunta de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5140 del 26 de enero de 
2022, se realizaron modificaciones y sustituciones en la citada Resolución General Conjunta de la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 5005/21. 
 
Que consecuentemente corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
adopten las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa 
REPRO II” en el Acta N° 15 identificada como IF-2022-12359883-APN-SSPEYE#MT. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y la Ley Nº 24.013 y sus 
modificatorias y lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL Nª 938/2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Por ello 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Adóptanse las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y 
Monitoreo del “Programa REPRO II” en el Acta N° 15 identificada como IF-2022-12359883-APN-
SSPEYE#MT que integra la presente. 
 
ARTÍCULO 2°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar-e. 09/02/2022 N° 5968/22 v. 09/02/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
 

Resolución 244/2022 



 

RESOL-2022-244-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 15/03/2022 
 
VISTO el EX-2020-87050728- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 22.520 (Texto Ordenado por Decreto 
Nº 438/92), 24.013 y 27.541 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y 
complementarias, el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020, las Resoluciones del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 938 del 12 de noviembre de 2020 y sus 
modificatorias y complementarias, 1026 del 9 de diciembre de 2020, 1027 del 11 de diciembre de 
2020, 1119 del 30 de diciembre de 2020, 52 del 2 de febrero de 2021, 57 del 5 de febrero de 2021, 
96 del 26 de febrero de 2021, 177 del 30 de marzo de 2021, 198 del 16 de abril de 2021, 201 del 
19 de abril de 2021, 211 del 23 de abril de 2021, 229 del 4 de mayo de 2021, 266 del 21 de mayo 
de 2021, 267 del 21 de mayo de 2021, 341 del 17 de junio de 2021, 344 del 22 de junio de 2021, 
387 del 7 de julio de 2021, 415 del 16 de julio de 2021, 416 del 19 de julio de 2021, 420 de 20 de 
julio de 2021, 433 del 26 de julio de 2021, 486 del 19 de agosto de 2021, 488 del 20 de agosto de 
2021, 498 de 27 de agosto de 2021, 516 del 31 de agosto de 2021, 526 del 3 de septiembre de 
2021, 534 del 8 de septiembre de 2021, 568 del 20 de septiembre de 2021, 583 del 24 de 
septiembre de 2021, 643 del 20 de octubre de 2021, 650 del 22 de octubre de 2021, 689 del 3 de 
noviembre de 2021, 739 del 18 de noviembre de 2021, 752 del 19 de noviembre de 2021, 782 del 
30 de noviembre de 2021, 824 del 16 de diciembre de 2021, 842 del 22 de diciembre de 2021, 44 
del 20 de enero de 2022, 49 del 20 de enero de 2022, 78 del 27 de enero de 2022, 113 del 15 de 
febrero de 2022 y 114 del 15 de febrero de 2022, Resoluciones Conjuntas de la ADMINISTRACIÓN 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
5005 del 4 de junio de 2021 y 5140 del 26 de enero de 2022, y Resolución Conjunta del 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 1 del 19 de enero de 2022, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 1° de la Ley N° 27.541 declaró la emergencia pública en materia sanitaria 
económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social. 
 
Que por el Decreto Nº 260 del 12 de marzo de 2020 se amplió por el plazo de UN (1) año la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley Nº 27.541. 
 
Que en el marco de dicha situación, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
mediante Resolución N° 938 del 12 de noviembre de 2020, creó el “Programa REPRO II” el cual 
consiste en una suma dineraria individual y fija a abonar a trabajadores y trabajadoras a cuenta del 
pago de las remuneraciones a cargo de los empleadores y empleadoras adheridos al Programa. 
 
Que por el artículo 2° de la Resolución precitada, se estableció monto, duración, alcance y 
requisitos del “Programa REPRO II”. 
 



 

Que mediante el artículo 6° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 938/20, se crea el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa REPRO II” y se 
designan sus facultades. 
 
Que dicho comité emitirá sus opiniones mediante dictamen fundado y refrendado por todos sus 
integrantes dirigido al titular del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y estará 
conformado por miembros de los MINISTERIOS DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 
ECONOMÍA y DESARROLLO PRODUCTIVO y de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1027 del 
11 de diciembre de 2020, se modificó la Resolución N° 938/20 en lo referido a: la información a 
presentar para acceder al beneficio, los criterios de preselección y selección, funciones del Comité 
de Evaluación y Monitoreo y la periodicidad de inscripción al “Programa REPRO II”. 
 
Que, asimismo, mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
N° 1119 del 30 de diciembre de 2020, se realizaron modificaciones, adaptaciones y aclaraciones en 
relación al proceso de implementación del Programa REPRO II”. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1026 del 9 
de diciembre de 2020 se ha integrado el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa REPRO 
II”. 
 
Que mediante Resolución N° 52 del 2 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL se aprobó el “Procedimiento para aplicar los criterios de preselección y 
selección al Programa REPRO II y los requisitos de las y los trabajadores de las empresas que 
ingresaron a dicho Programa para acceder a su beneficio”. 
 
Que mediante Resolución N° 57 del 5 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se sustituyó el inciso a) del artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20, a los fines de establecer montos diferenciales 
del subsidio a otorgar en el marco del Programa REPRO II, a los sectores no críticos, críticos y de 
salud. 
 
Que a través de Resolución N° 96 del 26 de febrero de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL se aprobó el listado de las empresas del Sector Salud, a los fines de que las 
mismas puedan acceder como potenciales beneficiarios al Programa REPRO II. 
 
Que por Resolución N° 177 del 30 de marzo de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la citada 
Resolución Nº 96/21, las empresas que se detallan en su Anexo IF-2021-27972962-APN-SSGA#MT. 
 



 

Que a través de Resolución N° 198 del 16 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se modificaron aspectos del PROGRAMA REPRO II en función de las nuevas 
medidas de prevención dictadas para evitar la propagación del virus SARS-CoV-2. 
 
Que por Resolución N° 201 del 19 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se estableció el “Programa de Asistencia de Emergencia al Sector 
Gastronómico Independiente” de acuerdo a las características y alcances establecidos en dicha 
medida. 
 
Que mediante Resolución N° 211 del 23 de abril de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL, se introdujeron modificaciones al marco normativo del PROGRAMA REPRO II. 
 
Que mediante la Resolución N° 266 del 21 de mayo de 2021 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL, entre otras medidas, se modificó la citada Resolución MTEySS N° 938/20, 
norma de creación del “Programa REPRO II”, y se amplió el alcance y la denominación del 
“Programa de Asistencia de Emergencia al Sector Gastronómico Independiente”, creado por la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/21 y su 
modificatoria, el cual pasó a denominarse “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores 
y Trabajadoras Independientes en sectores críticos”. 
 
Que finalmente, mediante Resolución N° 267 del 21 de mayo de 2021 del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL se estableció el plazo para la inscripción al Programa 
REPRO II, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de mayo de 
2021, y al “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadores y Trabajadoras Independientes 
en sectores críticos”, para el período correspondiente al mes de mayo de 2021, y se definieron las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, mediante Resolución General Conjunta de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5005 del 4 de 
junio de 2021, se reglamentó la aplicación de la reducción de las contribuciones patronales con 
destino al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), respecto de cada relación laboral activa, 
para los empleadores y las empleadoras que accedan al beneficio otorgado por el “Programa 
REPRO II” y que acrediten una situación económica y financiera vulnerable, dispuesta por el 
Decreto N° 323/21. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 341 del 
17 de junio de 2021 , por disposición transitoria, se prorrogó lo dispuesto para el Programa REPRO 
II en el artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
266/21 para los salarios devengados del mes de junio de 2021, y se extendió al mes de junio de 
2021 el “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en 
sectores críticos”, toda vez que se han prorrogado las medidas de prevención en el marco de la 
Pandemia del Covid-19. Asimismo también, mediante la Resolución mencionada, se introdujeron 



 

modificaciones y se regularon aspectos relativos al PROGRAMA REPRO II creado por la Resolución 
N° 938/20. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 344 del 
22 de junio de 2021 se establece el plazo para la inscripción al Programa REPRO II para el período 
correspondiente a los salarios devengados durante el mes de junio de 2021 y las pautas a 
considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran acceder al 
beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 387 del 
7 de julio de 2021 se modificó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 229 del 4 de mayo de 2021, sustituyéndose el listado de las empresas del sector 
transporte automotor de pasajeros que como Anexo IF-2021-38980463-APN-CPREPRO#MT forma 
parte integrante de la Resolución citada en último término, por el Anexo IF-2021-57300093-
APNDGPTAP#MT que forma parte integrante de la primera, en el cual se detallan las empresas que 
perciben subsidios del Estado Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del programa REPRO 
II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 415 del 
16 de julio de 2021, se modificó la citada Resolución Nº 387/21, y se sustituyó el listado en el cual 
se detallan las empresas que perciben subsidios del estado nacional y están excluidas de ser 
beneficiarios del programa REPRO II. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 416 del 19 de 
julio de 2021 se estableció que, a partir del mes correspondiente a los salarios devengados en el 
mes de julio de 2021, se aplicarán la totalidad de los criterios e indicadores establecidos en el 
artículo N° 5 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
938/20. Por otra parte, se extendió al mes de julio de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos”, toda vez que se 
han prorrogado las medidas de prevención en el marco de la Pandemia del Covid-19. Por lo 
demás, se introdujeron modificaciones a las mencionadas Resoluciones MTEySS Nros. 938/20 y 
201/21. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 
20 de julio de 2021 se estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 
durante el mes de julio de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 433 del 
26 de julio de 2021, se incorporaron empresas del sector salud, las cuales se detallaron en el 



 

Anexo IF-2021- 38969588-APN- CPREPRO#MT que forma parte de dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 486 del 19 de 
agosto de 2021, se sustituyó el inciso b) del artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20, se modificó la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/2021, y se extendió al mes de agosto de 2021 el 
“Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores 
críticos”, en el marco de medidas vigente con motivo de la Pandemia del Covid-19. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 488 del 
20 de agosto de 2021, se estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado 
por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus 
modificatorias y complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados 
durante el mes de agosto de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 498 del 
27 de agosto de 2021, se incorporaron empresas del sector salud, las cuales se detallaron en el 
Anexo IF-2021- 79202438-APN-CPREPRO#MT que forma parte de dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 516 del 31 de 
agosto de 2021, se sustituyeron los representantes del MINISTERIO DE ECONOMÍA en el Comité de 
Evaluación y Monitoreo. 
 
Que, finalmente, a través de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 526 del 3 de septiembre de 2021 se sustituyeron los listados de las empresas del sector 
transporte automotor de pasajeros que forman parte integrante de la citada Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 415/21, por el Anexo IF-2021-
80557078-APN-DNTAP#MTR en el cual se detalla las empresas que perciben subsidios del Estado 
Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del Programa REPRO II, y el Anexo IF-2021-
80557002-APN-DNTAP#MTR, en el cual se detalla el listado de trabajadores de las empresas que 
por su actividad no perciben subsidios del ESTADO NACIONAL y que por ese motivo pueden ser 
beneficiarios del programa REPRO II. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 534 del 
8 de septiembre de 2021, se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la 
citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21, la 
empresa que se detalla en el anexo que como IF-2021-83701900-APN-CPREPRO#MT. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 568 del 20 
de septiembre de 2021, se extendió al mes de septiembre de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 



 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de septiembre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de septiembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 583 del 
24 de septiembre de 2021 y su modificatoria, se aprobó el listado que como Anexo IF-2021-
90547617-APN- CPREPRO#MT forma parte integrante de la medida, a los fines de que a las 
trabajadoras y los trabajadores incluidos en el mismo, se les exima del cumplimiento de la 
condición dispuesta en el inciso a) del artículo 3° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 201/2021 y sus modificatorias, para el acceso al “Programa de 
Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 643 del 20 
de octubre de 2021, se extendió al mes de octubre de 2021 el “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de octubre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de octubre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios de 
preselección. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 650 del 
22 de octubre de 2021 se sustituyó el artículo 2° y el artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 689 del 
3 de noviembre de 2021 se modificó la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 526/2021, sustituyéndose el listado de las empresas del sector transporte 
automotor de pasajeros que como Anexo IF-2021-80557078-APN-DNTAP#MTR forma parte 
integrante de la Resolución citada en último término, por el IF-2021-104662899 -APN-
DNTAP#MTR, que forma parte integrante de la primera, en el cual se detallan las empresas que 



 

perciben subsidios del Estado Nacional y están excluidas de ser beneficiarios del programa 
REPROII. 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 739/ 21, se 
extendió al mes de noviembre de 2021 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE EMERGENCIA A 
TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se estableció el 
plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y complementarias, para 
el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de noviembre de 2021, y las 
pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las empresas que quieran 
acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 
correspondiente al mes de noviembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 752/21, 
se realizaron modificaciones al Programa REPRO II, sustituyéndose los artículos 2º y 5º de la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20 , y se 
modificaron las pautas para aplicar los criterios de preselección, respecto del “Programa de 
Asistencia de Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en sectores críticos”, 
sustituyéndose el inciso a) del Artículo 5º de la mencionada Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 739/21. 
 
Que, a través de la Resolución Nº 782/21 se incorporó a la Nómina de actividades alcanzadas por 
el Programa REPRO II, que como ANEXO IF-2021-112934584-APN- CPREPRO#MT, forma parte 
integrante de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
938/20 y sus normas modificatorias y complementarias, el CLAE que se detalla en el ANEXO IF-
2021-116366291-APN- CPREPRO#MT que forma parte integrante de la medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 824 del 16 de 
diciembre de 2021 se extendió al mes de diciembre de 2021 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se 
estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y 
complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de 
diciembre de 2021, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las 
empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció el plazo para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos”, para el período 



 

correspondiente al mes de diciembre de 2021, y las pautas a considerar para aplicar los criterios 
de preselección. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 842 del 
22 de diciembre de 2021, se incorporó al listado de las empresas del sector salud, aprobado por la 
citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21, las 
empresas que se detallan en el anexo que como IF-2021-123861158-APN- CPREPRO#MT, forma 
parte integrante de la medida. 
 
Que a través de Resolución Conjunta del MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTES y el MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 1 del 19 de enero de 2022 se creó el “Programa de 
Asistencia Extraordinaria al Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”, de 
acuerdo a las características y alcances establecidos en dicha medida. 
 
Que por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 44 del 20 de 
enero de 2022 se sustituyó el artículo 2º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nº 938/20. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 49 del 
20 de enero de 2022 se extendió al mes de enero de 2022 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se 
estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y 
complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de 
enero de 2022, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las 
empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció los plazos para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos” y “Programa de 
Asistencia Extraordinaria al Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”, para el 
período correspondiente al mes de enero de 2022, y las pautas a considerar para aplicar los 
criterios de preselección. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 78 del 
27 de enero de 2022 se extendió hasta el 31 de enero de 2022 inclusive, el plazo establecido para 
la inscripción en el “PROGRAMA REPRO II”, “Programa de Asistencia de Emergencia a Trabajadoras 
y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos” y “Programa de Asistencia Extraordinaria al 
Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”. 
 
Que, por Resolución General Conjunta de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y 
el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 5140 del 26 de enero de 2022, se 
realizaron modificaciones y sustituciones en la citada Resolución General Conjunta de la 



 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 5005/21. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 113 del 
15 de febrero de 2022 se extendió al mes de febrero de 2022 el “PROGRAMA DE ASISTENCIA DE 
EMERGENCIA A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES EN SECTORES CRITICOS”, y se 
estableció el plazo para la inscripción al “PROGRAMA REPRO II”, creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938/20 y sus modificatorias y 
complementarias, para el período correspondiente a los salarios devengados durante el mes de 
febrero de 2022, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y nómina de las 
empresas que quieran acceder al beneficio del Programa REPRO II. 
 
Que, asimismo, se estableció los plazos para la inscripción al citado “Programa de Asistencia de 
Emergencia a Trabajadoras y Trabajadores Independientes en Sectores Críticos” y “Programa de 
Asistencia Extraordinaria al Sector Hotelero en Zonas y Localidades Turísticas Afectadas”, para el 
período correspondiente al mes de febrero de 2022, y las pautas a considerar para aplicar los 
criterios de preselección. 
 
Que, finalmente, a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 114 del 15 de febrero de 2022, se incorporó al listado de las empresas del sector salud, 
aprobado por la citada Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
96/21, las empresas que se detallan en el anexo que como IF-2022-13586385- APN-CPREPRO#MT, 
forma parte integrante de la medida. 
 
Que consecuentemente corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
adopten las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa 
REPRO II” en el Acta N° 16 identificada como IF-2022- 24037098-APN-SSPEYE#MT. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y la Ley Nº 24.013 y sus 
modificatorias y lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL Nª 938/2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Adóptanse las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y 
Monitoreo del “Programa REPRO II” en el Acta N° 16 identificada como IF-2022- 24037098-APN-
SSPEYE#MT que integra la presente. 



 

 
ARTÍCULO 2°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 16/03/2022 N° 15313/22 v. 16/03/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 420/2022 

 
RESOL-2022-420-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 18/04/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT las Leyes Nº 24.013 y 27.264 y sus 
respectivas modificatorias y complementarias, la Resolución de la entonces SECRETARÍA DE 
GOBIERNO DE TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCION Y TRABAJO Nº 25 del 18 de 
septiembre de 2018 y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
938 del 12 de noviembre de 2020 y sus modificatorias y complementarias, y 
 
CONSIDERANDO 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que a su vez, por la ley mencionada en el considerando precedente, se instruyó al MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a instrumentar un trámite simplificado para el fácil 
acceso de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPyMEs). 
 



 

Que actualmente, en el mencionado marco normativo, se encuentran vigentes en el ámbito del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL el Programa de Recuperación Productiva 
(REPRO) y el Programa REPRO II, establecidos por Resolución de la entonces SECRETARÍA DE 
GOBIERNO DE TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO Nº 25 del 28 de 
septiembre de 2018 y por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL Nº 938 del 12 de noviembre de 2020 respectivamente. 
 
Que el citado Programa REPRO II fue creado en el marco de la situación de crisis económica y 
emergencia sanitaria producto de la Pandemia del COVID-19. 
 
Que a la fecha, el Programa REPRO II ha cumplido con sus objetivos y expectativas de política 
pública de asistencia a las empresas y sectores económicos y productivos afectados con motivo de 
los efectos que la Pandemia del COVID-19 produjo en la economía nacional a partir de marzo de 
2020. 
 
Que en el contexto actual de la economía nacional, se evidencian diversos indicadores que dan 
cuenta de un proceso de reactivación de la actividad económica y del empleo. 
 
Que dadas las experiencias transitadas a través del Programa de Recuperación Productiva (REPRO) 
y del Programa REPRO II, y el contexto actual, resulta pertinente efectuar una reformulación y 
fusión de ambos programas en uno nuevo que cumpla las expectativas de la economía actual y 
pueda atender la situación de empresas o sectores que puedan transitar una situación crítica 
producto de su propia actividad o factores externos que lo provoquen, manteniendo un 
procedimiento ágil que permita mantener un control suficiente, necesario, estricto y riguroso para 
evaluar a las empresas que quieran acceder al mismo y asignar las correspondientes prestaciones 
que se aprueben mediante el trámite que establezca el nuevo Programa. 
 
Que en ese sentido, mediante la presente medida se propicia la creación de un programa de 
recuperación y sostenimiento productivo, por intermedio del cual los sujetos empleadores y 
empleadoras del Sector Privado puedan acceder al beneficio previsto en dicho programa, siempre 
que enfrenten una situación crítica de acuerdo a la evaluación de un conjunto de indicadores 
patrimoniales, financieros y económicos, los cuales serán definidos por un Comité de evaluación y 
monitoreo. 
 
Que el programa a crearse tendrá como objeto establecer un subsidio a la nómina salarial de las 
empresas que ingresen al mismo, toda vez que el beneficio consistirá en una asignación dineraria 
individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones 
a cargo de los sujetos empleadores adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones 
establecidas en la presente normativa. 
 
Que para acceder al Programa antedicho, los empleadores y empleadoras, además de cumplir con 
los requisitos e indicadores del programa, deberán presentar un “Plan de recuperación económica, 



 

productiva y laboral” que sea consistente, veraz y factible, el cual será objeto de evaluación por 
parte de este Ministerio. 
 
Que con el establecimiento del nuevo programa de recuperación y sostenimiento productivo 
conllevará la derogación de la normativa que regula el Programa de Recuperación Productiva 
(REPRO) y del Programa REPRO II, establecidos por Resolución de la entonces SECRETARÍA DE 
GOBIERNO DE TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO Nº 25 del 28 de 
septiembre de 2018 y por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL Nº 938 del 12 de noviembre de 2020 respectivamente. 
 
Que la SECRETARÍA DE TRABAJO del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL ha 
tomado la intervención en orden a las competencias asignadas por el Decreto Nº 50 del 19 de 
diciembre de 2019 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), 
que consistirá en una asignación dineraria individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, 
a cuenta del pago de las remuneraciones a cargo de los empleadores y las empleadoras adheridos 
al Programa, de acuerdo a las condiciones establecidas en los artículos siguientes. 
 
ARTÍCULO 2°.- Podrán acceder como beneficiarios al “Programa de Recuperación y Sostenimiento 
Productivo” (REPRO) los sujetos empleadores pertenecientes al Sector Privado. 
 
ARTICULO 3°.- No podrán acceder al Programa los sujetos empleadores que se encuentren 
comprendidos en las siguientes situaciones: 
 
a) Que perciban subsidios del ESTADO NACIONAL y de Provincias y Municipios, de acuerdo a lo que 
se determine en la normativa que regula el presente Programa. 
b) Que hayan iniciado su actividad SEIS (6) meses previos a su solicitud de inclusión en el 
Programa. 
c) Que se encuentren incluidos en el Programa para el Fortalecimiento de los Equipos de Salud 
para la Calidad y la Seguridad (FESCAS) del MINISTERIO DE SALUD. 
d) Empresas, sociedades y Entes de los Sectores Públicos Nacional, Provincial y Municipal. 



 

 
ARTÍCULO 4º.- El “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) presenta las 
siguientes características: 
 
a) Monto de la asignación dineraria: Será equivalente al CINCUENTA POR CIENTO (50%) de la 
remuneración total hasta un máximo del CINCUENTA POR CIENTO (50%) del valor del Salario 
Mínimo Vital y Móvil (SMVyM) vigente por cada relación laboral activa del sujeto empleador 
alcanzado por el programa. Para percibir la asignación, los trabajadores y las trabajadoras no 
deberán percibir una remuneración total superior a CUATRO (4) veces el Salario Mínimo Vital y 
Móvil (SMVyM) vigente. 
b) Duración: La asignación dineraria se otorgará por un período de TRES (3) meses. El sujeto 
empleador podrá acceder al Programa durante DOS (2) períodos como máximo, consecutivos o 
no, dentro de los TRES (3) años contados a partir del inicio del primer período otorgado. 
c) Alcance: El número de empleadoras y empleadores que cubrirá el “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO) se determinará considerando la cantidad de postulantes, la 
situación económica, patrimonial y financiera de los mismos, el plan de acción para lograr la 
recuperación económica, productiva y laboral, las condiciones imperantes de la economía nacional 
y el presupuesto asignado al Programa. 
 
ARTÍCULO 5º.- Las sujetos empleadores podrán acceder al Programa, siempre que cumplan con las 
condiciones de acceso que se detallan a continuación: 
 
a) Enfrentar una situación económica crítica conforme la evaluación de un conjunto de indicadores 
patrimoniales, financieros, económicos y de parámetros, los cuales serán definidos por el Comité 
de Evaluación y Monitoreo del “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO). 
b) Presentar un “Plan de recuperación económica, productiva y laboral” consistente, veraz y de 
efectivo cumplimiento. 
c) No haber efectuado una reducción de personal mayor al VEINTE POR CIENTO (20%) en la 
comparación interanual al momento de solicitar la asistencia dineraria. 
 
ARTÍCULO 6°.- Las empleadoras y los empleadores deberán inscribirse al Programa utilizando su 
Clave Fiscal en el sitio web de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) y 
adherir al servicio al contribuyente que se creará para la gestión del Programa. 
 
ARTICULO 7º.- Para inscribirse al Programa, los sujetos empleadores deberán cumplimentar la 
presentación de la siguiente información: 
 
a) Las empleadoras y los empleadores deberán manifestar con carácter de declaración jurada que 
cumplen con todas las obligaciones laborales, sociales y previsionales a su cargo. 
b) Nómina de personal dependiente, incluyendo la remuneración total y la Clave Bancaria 
Uniforme (CBU) de la trabajadora o del trabajador. Formulario F-931 de AFIP correspondiente al 
período inmediatamente anterior al mes de inscripción al programa. La dotación de personal 



 

declarada en el formulario será actualizada con las desvinculaciones declaradas por el empleador 
o empleadora de acuerdo al calendario que fije la normativa del Programa al respecto. 
c) Balance correspondiente al último ejercicio cerrado de acuerdo a la normativa vigente en la 
materia, certificado por el Colegio de Profesionales de Ciencias Económicas. La certificación podrá 
ser hológrafa o digital. 
 
La presentación del balance no será requerida para las asociaciones civiles y todo otro empleador 
o empleadora que no está sujeto a la presentación de balance. 
 
d) Indicadores sobre el estado económico, financiero y patrimonial del sujeto empleador en los 
periodos de referencia indicados. 
e). Certificación del empleador o empleadora, o representante legal, de la veracidad de la 
información incluida en el formulario digital establecido en el inciso d). Para empleadores o 
empleadoras cuyas empresas cuenten con CINCUENTA (50) o más trabajadores y trabajadoras, se 
requerirá que la certificación esté refrendada por profesional contable y la correspondiente 
legalización por parte del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la jurisdicción 
correspondiente. 
 
f) Ventas facturadas por el sujeto empleador. 
g) “Plan de recuperación económica, productiva y laboral” en el cual se detallarán el proyecto de 
reconversión, los objetivos en ventas e inversiones y su esquema de financiamiento y 
sostenimiento y/o mejora del empleo. Las empleadoras y los empleadores deberán presentar el 
mismo a través de un formulario web en el cual se detallarán, entre otros requisitos, el proyecto 
de reconversión, los objetivos en ventas e inversiones y su esquema de financiamiento. 
h) Declaración jurada mediante la cual el titular de la empresa solicitante manifiesta ser sujeto 
pasivo de la obligación de pago del aporte extraordinario previsto en el artículo 1º de la Ley 27.605 
y ha cumplido con dicha obligación. En el caso de personas jurídicas, los accionistas alcanzados por 
la obligación deberán presentar la declaración jurada en forma conjunta o individual. 
 
ARTÍCULO 8º.- Para poder acceder al beneficio que establece el Programa, el sujeto empleador 
deberá reunir los requisitos establecidos en las fases de preselección y selección. 
 
a) Fase de preselección: el sujeto empleador deberá cumplir con determinado parámetro para 
cada uno de los siguientes indicadores: 
 
I. Variación de la facturación 
II. Variación del IVA compras. 
III. Endeudamiento (pasivo total/ patrimonio neto) 
IV. Liquidez corriente (activo corriente / pasivo corriente). 
V. Variación porcentual del consumo de energía eléctrica y gasífera. 
VI. Variación porcentual de la relación entre el costo laboral total y la facturación. 
VII. Variación porcentual de las importaciones. 
 



 

Los parámetros para cada indicador serán definidos por el Comité de Evaluación y Monitoreo del 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), como así también los periodos 
de referencia utilizados para cada indicador. 
 
b) Fase de selección: el sujeto empleador deberá contar con el “Plan de recuperación económica, 
productiva y laboral” aprobado el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
 
ARTÍCULO 9º.- Las condiciones y requisitos de acceso al Programa definidas en los artículos 5º y 8° 
podrán modificarse en los casos que se produzca una situación debida a afectación económica y/o 
productiva de sujetos empleadores, como consecuencia de siniestro, catástrofe, fuerza mayor u 
otra situación de carácter excepcional que sea ajena a su actividad. 
 
En este supuesto, las empleadoras y los empleadores quedarán eximidos de efectuar la 
Presentación del el “Plan de recuperación económica productiva y laboral” solicitado en el inciso 
g) del artículo 7° de la presente y del cumplimiento de la restricción impuesta para la reducción de 
la dotación de personal establecida en el inciso c) del citado artículo 5º, manteniéndose la 
condición de no realizar despidos incausados durante el período en que los sujetos empleadores 
reciben la asistencia del programa. 
 
El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL establecerá, dependiendo del siniestro, 
catástrofe, fuerza mayor o situación de carácter excepcional, la documentación requerida a fin de 
acceder al Programa. 
 
La duración del beneficio previsto en estas situaciones excepcionales se establecerá tomando en 
consideración la causal involucrada en cada caso en particular. 
 
ARTÍCULO 10.- Créase el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO), que tendrá las siguientes funciones: 
 
a) Definir los parámetros que deben alcanzar los indicadores establecidos en el artículo 8º de la 
presente resolución, para que las empleadoras y los empleadores accedan al programa, 
considerando el número de sujetos postulados, la situación económica imperante y el presupuesto 
asignado. 
b) Evaluar y modificar los indicadores establecidos en el artículo 8º de la presente medida en el 
caso que el Comité lo considere necesario de acuerdo a la evolución y desarrollo del Programa. 
c) Emitir informes sobre el funcionamiento y resultados del Programa. 
 
El Comité de Evaluación y Monitoreo estará integrado de la siguiente manera: 
 
· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno del MINISTERIO DE ECONOMÍA. 



 

· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno del MINISTERIO DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO. 
· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS (AFIP). 
 
El Comité emitirá sus opiniones mediante dictamen fundado y refrendado por todos sus 
integrantes dirigido al titular de esta Cartera de Estado. 
 
ARTÍCULO 11.- La inscripción al Programa tendrá una periodicidad mensual y el lapso de tiempo 
para su inscripción será determinado a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL. 
 
ARTÍCULO 12.- El beneficio será concedido mediante acto administrativo fundado de esta Cartera 
de Estado previa intervención de la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (AFIP) y 
de la SECRETARÍA DE TRABAJO de este Ministerio. 
 
ARTÍCULO 13.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL notificará a las 
empleadoras y los empleadores las novedades respecto a su incorporación al Programa a través 
del domicilio fiscal electrónico del sitio web de la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS 
PUBLICOS (AFIP). 
 
ARTÍCULO 14.- La liquidación del mismo estará a cargo de la Dirección General de Administración y 
Programación Financiera, dependiente de la SUBSECRETARÍA DE GESTION ADMINISTRATIVA de 
este Ministerio, utilizando los mecanismos que esta Cartera de Estado posee a través del BANCO 
DE LA NACIÓN ARGENTINA, transfiriendo el monto del subsidio a las cuentas bancarias de las 
trabajadoras y los trabajadores alcanzados por el Programa. El sujeto empleador deberá declarar 
en el SISTEMA SIMPLIFICACIÓN REGISTRAL la respectiva Clave Bancaria Uniforme (CBU) de la 
cuenta bancaria de cada trabajador y trabajadora. 
 
Las transferencias a las cuentas bancarias de las trabajadoras y los trabajadores se harán efectivas 
al mes siguiente al de acceso al Programa por parte de cada sujeto empleador. 
 
ARTÍCULO 15.- El otorgamiento del beneficio del “Programa de Recuperación y Sostenimiento 
Productivo” (REPRO) y/o el pago de las ayudas económicas correspondientes estarán supeditados 
a la existencia de partidas presupuestarias aprobadas y disponibles y/o a cuestiones de 
oportunidad, mérito y conveniencia a determinar por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL como autoridad de aplicación. La falta de otorgamiento del beneficio y/o el 
pago de ayudas económicas no otorgará derecho a reclamo ni indemnización alguna. 
 
ARTÍCULO 16.- Los empleadores y empleadoras que hubiesen efectuado el pago total o parcial de 
haberes en forma previa a la percepción por parte de sus trabajadores y trabajadoras 
dependientes del presente beneficio y cuyo monto, sumado el pago de dicho beneficio 
correspondiente al mismo mes de devengamiento, supere la suma que le hubiere correspondido 



 

percibir a cada trabajador por parte de su empleador, podrán imputar el excedente a cuenta del 
pago del salario correspondiente al mes siguiente. 
 
ARTÍCULO 17.- Durante el periodo de otorgamiento del beneficio, se realizará una verificación 
periódica de la nómina de personal a través de los registros administrativos disponibles. 
 
En caso que se verifiquen desvinculaciones de personal durante el periodo de otorgamiento del 
subsidio, las trabajadoras y los trabajadores desvinculados no percibirán la asignación dineraria 
que otorga el Programa. 
 
ARTÍCULO 18.- Las empleadoras y los empleadores que realicen las siguientes acciones serán 
excluidos del Programa: 
 
a) Desvinculaciones de personal por despido sin justa causa, falta o disminución de trabajo o por 
fuerza mayor. 
b) Suspensiones por falta o disminución de trabajo o por fuerza mayor, quedando exceptuadas 
aquellas suspensiones que se formalicen en los términos del artículo 223 bis de la Ley de Contrato 
de Trabajo N° 20.744 (T. O. 1976). 
c) Incurrir en falsedad de la información declarada y presentada para la obtención del beneficio. 
d) Incumplimientos de las obligaciones laborales, sociales y previsionales a su cargo, de acuerdo a 
lo dispuesto por la normativa legal vigente. 
 
Dichas acciones tendrán como consecuencia para los sujetos empleadores la caducidad inmediata 
del beneficio, la suspensión para reinscribirse en el Programa y la devolución de los importes 
percibidos, por sus respectivos trabajadores, desde el inicio del acceso al beneficio, más la 
aplicación de los intereses que correspondan, de acuerdo a lo dispuesto en la Resolución del 
entonces MINISTERIO DE HACIENDA Nº 598 del 16 de julio de 2019. 
 
El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y/o la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) se encuentran facultados para llevar adelante las acciones legales 
pertinentes para el recupero de los importes. 
 
ARTÍCULO 19.- Las empleadoras y los empleadores que hayan sido rechazados en la solicitud de la 
inscripción al “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), podrán inscribirse 
al citado Programa como máximo TRES (3) veces en el período del año calendario. Esta condición 
no tendrá validez para los casos en que el sujeto empleador se inscriba en las situaciones 
excepcionales del Programa previstas en el artículo 9° de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 20.- Aquellos empleadores y empleadoras que hayan sido excluidos del Programa por 
alguna de las causales establecidas en el artículo 18 de la presente medida, no podrán inscribirse 
al citado Programa por un lapso de TRES (3) años. 
 



 

ARTÍCULO 21.- El “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) es 
incompatible con el Programa de Inserción Laboral (PIL) creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 45/06 y reglamentado por Resolución de la 
SECRETARÍA DE EMPLEO Nº 2186/2010 y sus respectivas modificatorias. La incompatibilidad 
respecto de este Programa solo alcanza a los beneficiarios y no a las empresas. 
 
ARTÍCULO 22.- Los sujetos empleadores que accedan al “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO), no podrán realizar las siguientes acciones: 
 
a) Distribución de utilidades: No podrán distribuir aquellas correspondientes al ejercicio fiscal en el 
cual accedan al programa. 
b) Recompra de acciones: no pueden recomprar sus acciones directa o indirectamente. 
c) Incremento de honorarios: no pueden incrementar honorarios, salarios o anticipos de los 
miembros de los órganos de administración. Este recaudo se extiende a pagos adicionales, 
bonificaciones u honorarios extraordinarios vinculados al cumplimiento de determinados 
resultados. 
 
El impedimento para realizar estas acciones regirá desde la fecha de acceso al Programa por parte 
del sujeto empleador y hasta DOCE (12) meses después de finalizada su participación en el mismo. 
 
ARTÍCULO 23.- La ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) y el MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL se encuentran facultados para realizar las verificaciones y 
fiscalizaciones del Programa, sin perjuicio de las facultades conferidas al respecto a la Unidad de 
Auditoría Interna de este Ministerio y a la SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN. 
 
ARTÍCULO 24.- Deróganse la Resolución de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO DE TRABAJO Y 
EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCION Y TRABAJO Nº 25 del 18 de septiembre de 2018 y la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 del 12 de 
noviembre de 2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Con respecto a aquellas actuaciones y procesos de pago de los beneficios correspondientes al 
Programa de Recuperación Productiva (REPRO) y REPRO II que se encuentren en trámite al 
momento de la entrada en vigencia de la presente medida, continuarán rigiéndose por la 
normativa de dichos programa y sus normas modificatorias y complementarias hasta su 
finalización. 
 
ARTÍCULO 25.- Facúltase a la SECRETARÍA DE TRABAJO a dictar las normas reglamentarias y 
complementarias de la presente. 
 
ARTÍCULO 26.- Establécese que en toda normativa regulatoria de programas de esta Cartera de 
Estado, cuyo procedimiento de inscripción, análisis y pago se viene realizando en el marco del 
Programa REPRO II, se sustituye la denominación “Programa REPRO II” por la denominación 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) en las Resoluciones del 



 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 657 del 22 de octubre de 2021, 902 
del 30 de diciembre de 2021, 65 del 24 de enero de 2022 y 110 del 11 de febrero de 2022 y sus 
respectivas normas modificatorias y complementarias. 
 
ARTÍCULO 27.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial de la REPUBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 28.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
e. 19/04/2022 N° 25220/22 v. 19/04/2022 
 

Resolución 562/2022 

 
RESOL-2022-562-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 11/05/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT las Leyes Nº 24.013 y 27.264 y sus 
respectivas modificatorias y complementarias, y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022 y sus modificatorias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), creado mediante 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 
2022 y sus modificatorias, tiene como objeto establecer un subsidio a la nómina salarial de las 
empresas que ingresen al mismo, toda vez que el beneficio consistirá en una asignación dineraria 



 

individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones 
a cargo de los sujetos empleadores adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones 
establecidas en la mencionada normativa. 
 
Que para poder inscribirse en dicho Programa, los sujetos empleadores deberán presentar un plan 
de recuperación productiva, económica y laboral, el cual será objeto de evaluación por parte de la 
autoridad de aplicación para poder acceder al beneficio, entre otros requisitos. 
 
Que en ese sentido, deviene necesario establecer los criterios que deberá contener el “Plan de 
Recuperación Económica, Productiva y Laboral” previsto en el artículo 5°, inciso b), de la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 
2022. 
 
Que en el marco del mencionado Programa, se establece que no podrán acceder al Programa los 
sujetos empleadores que perciban subsidios del ESTADO NACIONAL y de Provincias y Municipios, 
de acuerdo a lo que se determine en la normativa que regula dicho Programa. 
 
Que en virtud de los subsidios percibidos por las instituciones educativas privadas por parte del 
ESTADO NACIONAL, Provincial o Municipal, corresponde excluir a aquellas que perciban un monto 
total en concepto de subsidio que represente más de un CUARENTA POR CIENTO (40%) de las 
remuneraciones totales de sus trabajadores y trabajadoras. 
 
Que, asimismo, resulta necesario Instruir al Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa de 
Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) a evaluar el impacto de los subsidios 
otorgados por parte del ESTADO NACIONAL, Provincias o Municipios a los diversos sectores 
económicos, a los fines de determinar las condiciones que deben cumplir para acceder al 
beneficio. 
 
Que en materia de acceso a la información pública, corresponde disponer que la información del 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) debe estar al alcance de todas 
las personas y estar disponible en formatos electrónicos abiertos para facilitar su accesibilidad. 
 
Que en ese sentido, corresponde publicar la nómina de empleadores y empleadoras alcanzados 
por el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) en el sitio web de datos 
abiertos del PODER EJECUTIVO NACIONAL (www.datos.gob.ar). 
 
Que la SECRETARÍA DE TRABAJO del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL ha 
tomado la intervención en orden a las competencias asignadas por el Decreto Nº 50 del 19 de 
diciembre de 2019 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 



 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias y reglamentarias y lo dispuesto por la Resolución 
del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022 y sus 
modificatorias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese que el “Plan de Recuperación Económica, Productiva y Laboral” 
previsto en el artículo 5° inciso b) de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, deberá contener: 
 
a. Motivo de solicitud de acceso al Programa. 
b. Causa de la crisis económica o productiva. 
c. Descripción de la crisis económica o productiva. 
d. Acciones a realizar a fin de superar la crisis económica o productiva, detallando cuáles serán los 
objetivos y las metas a cumplirse para lograr dicho fin. 
e. Presentación de una meta trimestral medible. 
f. Detalle de un objetivo anual mensurable. 
g. Declaración respecto a la participación de la empresa, manifestando si posee una participación 
controlada o vinculada. 
h. Declaración respecto de la existencia de reducciones de jornadas de trabajo y/o suspensiones 
en los últimos tres meses anteriores a la solicitud del beneficio. 
i. Declaración respecto de la participación de la empresa en un Procedimiento Preventivo de Crisis. 
j. Declaración respecto de la percepción de subsidios de cualquier índole o programas o beneficios 
por parte del Estado Nacional, Provincial o Municipal. 
k. Detalle de los principales clientes que representen más del TREINTA POR CIENTO (30%) de las 
ventas. 
l. Detalle del monto total mensual respecto de las ventas expresadas en pesos y en unidades. 
m. Descripción de la lista de precios de hasta TRES (3) productos o servicios en términos de 
relevancia respecto a las ventas en pesos. 
n. Información de los datos históricos, los cuales deberán surgir de los estados de resultados de los 
dos últimos balances. 
 
ARTÍCULO 2º.- Las instituciones educativas privadas que se inscriban al “Programa de 
Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) deberán manifestar con carácter de 
declaración jurada la totalidad de los subsidios percibidos por parte del Estado Nacional, Provincial 
o Municipal.Las instituciones mencionadas precedentemente que perciban un monto total en 
concepto de subsidio que represente más de un CUARENTA POR CIENTO (40%) de las 
remuneraciones totales brutas de sus trabajadores y trabajadoras en el período del mes de 



 

referencia 2022, no podrán acceder al “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” 
(REPRO). 
 
ARTÍCULO 3º.- Instrúyese al Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO) a evaluar el impacto de los subsidios otorgados por parte del 
ESTADO NACIONAL, Provincias y Municipios a los diversos sectores de la economía, a los fines de 
determinar las condiciones que deben cumplir para acceder al beneficio. 
 
ARTÍCULO 4º.- La nómina de empleadores y empleadoras alcanzados por el “Programa de 
Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) será publicada en el sitio web de datos 
abiertos del PODER EJECUTIVO NACIONAL (www.datos.gob.ar), donde se publicarán los datos de 
los sujetos beneficiados por el Programa, a saber: 
 
a. C.U.I.T. 
b. Razón social. 
c. Cantidad de trabajadoras y trabajadores cubiertos por el Programa. 
ARTÍCULO 5.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial de la REPUBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 6.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese.  
Claudio Omar Moroni 
e. 12/05/2022 N° 33121/22 v. 12/05/2022 
 

Resolución 601/2022 

 
RESOL-2022-601-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 17/05/2022 
 
VISTO el EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.013 y 27.264 y sus respectivas 
modificatorias y complementarias, la Resolución de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO DE 
TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCION Y TRABAJO Nº 25 del 18 de septiembre 
de 2018 y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 del 12 
de noviembre de 2020 y sus modificatorias y complementarias, las Resoluciones del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 420 del 18 de abril de 2022, 448 del 21 de abril 
de 2022 y 525 del 4 de mayo de 2022, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 



 

adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que a su vez, por la ley mencionada en el considerando precedente, se instruyó al MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a instrumentar un trámite simplificado para el fácil 
acceso de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPyMEs). 
 
Que dadas las experiencias transitadas a través del Programa de Recuperación Productiva (REPRO) 
y del Programa REPRO II, establecidos por Resolución de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO 
DE TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO N° 25 del 28 de 
septiembre de 2018 y por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 938 del 12 de noviembre de 2020 respectivamente, se consideró pertinente efectuar 
una reformulación y fusión de ambos programas en uno nuevo que tenga por objetivo la 
recuperación y sostenimiento productivo. 
 
Que el Programa establece que los empleadores y empleadoras del Sector Privado puedan acceder 
al beneficio previsto en dicho programa, siempre que enfrenten una situación crítica de acuerdo a 
la evaluación de un conjunto de indicadores patrimoniales, financieros y económicos, los cuales 
serán definidos por un Comité de evaluación y monitoreo. 
 
Que, a través de la Resolución N° 420 del 18 de abril de 2022 del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y sus modificatorias, se creó el “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO), que consiste en una asignación dineraria individual a abonar 
a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones a cargo de los 
empleadores y las empleadoras adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones establecidas 
en él. 
 
Que, a tal efecto, se definieron los potenciales beneficiarios y quienes no podrán participar del 
Programa, las características del mismo, las condiciones de acceso para los sujetos empleadores y 
los criterios de preselección y selección para su acceso (artículos 2° a 8° de la citada Resolución N° 
420/22 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL). 
 
Que, a su vez, dada la experiencia observada durante la implementación y desarrollo del entonces 
Programa REPRO II, se creó en el marco del “Programa de Recuperación y Sostenimiento 



 

Productivo” (REPRO) el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA REPRO (artículo 
1º de la mentada Resolución N° 420/22) integrado por representantes de los MINISTERIOS DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, DE ECONOMÍA, DE DESARROLLO PRODUCTIVO y de la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, Comité similar al integrado en su momento 
durante el funcionamiento del REPRO II y que puede tomarse como una suerte de continuación en 
la materia objeto del presente programa. 
 
Que dicho Comité tendrá las siguientes funciones: a. Definir los parámetros que deben alcanzar los 
indicadores establecidos en el artículo 8° de la Resolución N° 420/22, para que las empleadoras y 
los empleadores accedan al programa, considerando el número de sujetos postulados, la situación 
económica imperante y el presupuesto asignado. b. Evaluar y modificar los indicadores 
establecidos en el artículo 8° de la Resolución Nº 420/22, en el caso que el Comité lo considere 
necesario de acuerdo a la evolución y desarrollo del Programa. c. Emitir informes sobre el 
funcionamiento y resultados del Programa. 
 
Que por medio de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
448 del 21 de abril de 2022 , se estableció en el marco del “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO) aprobado por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, con carácter de excepción, el pago de una asignación 
dineraria individual a cuenta del pago de los salarios devengados durante el mes de abril de 2022 a 
las nóminas de trabajadores y trabajadoras a cargo de los sujetos empleadores que se encuentran 
incluidos en el Listado de empresas del Sector Salud, aprobado en su momento por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21 en el marco del Programa 
REPRO II y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 24 de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 448/22. 
 
Que, asimismo, se precisó que para acceder a la inscripción y pago de la asignación dineraria 
individual mencionada precedentemente, se deberá dar cumplimiento al procedimiento y 
condiciones establecidos en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 420/22, y se exceptuó a los sujetos empleadores del Sector Salud incluidos en dicha 
medida transitoria de la presentación del “Plan de recuperación económica, productiva y laboral” 
requerido en el inciso b) del artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22. 
 
Que por el artículo 4° de la citada Resolución N° 448/22, estableció el plazo para la inscripción al 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) aprobado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, para los salarios devengados 
durante el mes de abril de 2022, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del citado Programa. 
 
Que, finalmente, mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 525 del 4 de mayo de 2022, se incorporó el listado de las empresas del Sector 
Transporte Automotor de Pasajeros que como Anexo IF-2022-42887569-APN-DNTAP#MTR forma 



 

parte integrante de la medida, en el cual se detallan las empresas que perciben subsidios del 
ESTADO NACIONAL y están excluidas de ser beneficiarios del REPRO, y el listado de las empresas 
del Sector Transporte Automotor de Pasajeros que como Anexo IF-2022-42888382-APN-
DNTAP#MTR forma parte integrante de la misma medida, en el cual se detalla el listado de 
trabajadores y trabajadoras de las empresas que por su actividad no perciben subsidios del 
ESTADO NACIONAL y que por ese motivo pueden ser beneficiarios del programa REPRO. 
 
Que a su vez, por el artículo 3° de la Resolución Nº 525/22 se estableció que la suma del Salario 
Mínimo, Vital y Móvil (SMVyM) que deberá considerarse para el cálculo del monto de la asignación 
dineraria previsto en el artículo 4°, inciso a), de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, será la establecida conforme lo dispuesto en el artículo 
1°, inciso d), de la Resolución del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD Y EL 
SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL N° 4 de fecha 22 de marzo de 2022, sin perjuicio de la 
modificación establecida en los plazos de implementación del aumento del Salario Mínimo, Vital y 
Móvil (SMVyM) mediante la Resolución del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD 
Y EL SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL N° 6 del 10 de mayo de 2022. 
 
Que consecuentemente corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
adopten las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa 
REPRO” en el Acta N° 1 identificada como IF-2022-48869293-APN-SSPEYE#MT. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias, y lo dispuesto 
en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de 
abril de 2022 y sus modificatorias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Adóptanse las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y 
Monitoreo del “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) en el Acta N° 1 
identificada como IF-2022-48869293-APN-SSPEYE#MT que integra la presente. 
 
ARTÍCULO 2°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 



 

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 19/05/2022 N° 35429/22 v. 19/05/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 624/2022 

RESOL-2022-624-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 20/05/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT las Leyes Nº 24.013 y 27.264 y sus 
respectivas modificatorias y complementarias, y las Resoluciones del MINISTERIO DE TRABAJO 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, N°562 del 11 de Mayo de 2022 y 
591 del 13 de Mayo de 2022 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que a su vez, por la ley mencionada en el considerando precedente, se instruyó al MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a instrumentar un trámite simplificado para el fácil 
acceso de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPyMEs). 
 
Que en el contexto actual de la economía nacional, se evidencian diversos indicadores que dan 
cuenta de un proceso de reactivación de la actividad económica y del empleo. 
 
Que el programa creado mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022 tiene como objeto establecer un subsidio a la nómina 
salarial de las empresas que ingresen al mismo, toda vez que el beneficio consistirá en una 
asignación dineraria individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de 



 

las remuneraciones a cargo de los sujetos empleadores adheridos al Programa, de acuerdo a las 
condiciones establecidas en la normativa. 
 
Que para acceder al Programa antedicho, los empleadores y empleadoras, además de cumplir con 
los requisitos e indicadores del programa, deberán presentar un “Plan de recuperación económica, 
productiva y laboral” que sea consistente, veraz y factible, el cual será objeto de evaluación por 
parte de este MINISTERIO. 
 
Que asimismo por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 562 
del 11 de mayo de 2022 se redefinieron criterios del Programa para acceder a su beneficio. 
 
Que asimismo mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
Nº 591 del 11 de Mayo de 2022, se dieron por designados los integrantes del Comité de 
Evaluación y Monitoreo del “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO),” 
con miembros de los MINISTERIOS DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, ECONOMÍA y 
DESARROLLO PRODUCTIVO y de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS. 
 
Que la SECRETARÍA DE TRABAJO del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL ha 
tomado la intervención en orden a las competencias asignadas por el Decreto Nº 50 del 19 de 
diciembre de 2019 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias y en el marco 
de lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
420 del 18 de abril de 2022. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécense las fechas de inscripción, de facturación y de nómina ( F -931), los 
Cortes de actualización de C.B.U. y los cortes de bajas en nómina detallados en el ANEXO IF-2022-
50481317-APN- CPREPRO#MT, que forma parte integrante de la presente, para el “Programa de 
Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, para los salarios 
devengados durante los meses comprendidos entre Mayo a Septiembre de 2022. 
 
ARTÍCULO 2º.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su dictado. 
 



 

ARTÍCULO 3°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 23/05/2022 N° 36510/22 v. 23/05/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
 

Resolución 695/2022 

RESOL-2022-695-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 15/06/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT, las Leyes Nº 24.013 y 27.264 y sus 
respectivas modificatorias y complementarias, y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022 y sus modificatorias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), creado mediante 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 
2022 y sus modificatorias, tiene como objeto establecer un subsidio a la nómina salarial de las 
empresas que ingresen al mismo, toda vez que el beneficio consistirá en una asignación dineraria 
individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones 
a cargo de los sujetos empleadores adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones 
establecidas en la mencionada normativa. 
 



 

Que en el artículo 9° de la Resolución mencionada en el considerando precedente, se establece 
que en el supuesto en que se haya producido una situación debido a una afectación económica 
y/o productiva de sujetos empleadores, como consecuencia de siniestro, catástrofe, fuerza mayor 
u otra situación de carácter excepcional que sea ajena a su actividad, las empleadoras y los 
empleadores quedarán eximidos de efectuar la Presentación del “Plan de recuperación económica 
productiva y laboral” solicitado en el inciso g) del artículo 7° de la normativa antes citada y del 
cumplimiento de la restricción impuesta para la reducción de la dotación de personal establecida 
en el inciso c) de su artículo 5º, manteniéndose la condición de no realizar despidos incausados 
durante el período en que los sujetos empleadores reciben la asistencia del Programa. 
 
Que asimismo el mentado artículo 9° establece que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL establecerá, dependiendo del siniestro, catástrofe, fuerza mayor o situación 
de carácter excepcional, la documentación requerida a fin de acceder al Programa, y que la 
duración del beneficio previsto en estas situaciones excepcionales se establecerá tomando en 
consideración la causal involucrada en cada caso en particular. 
 
Que en ese sentido, deviene necesario precisar los criterios y requisitos que deberán presentar los 
sujetos empleadores para los casos excepcionales previstos en el señalado artículo 9° de la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 
2022 para poder acceder al beneficio del Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo. 
 
Que la Coordinación del Programa REPRO, dependiente de la SECRETARIA DE TRABAJO, ha tomado 
intervención en las actuaciones citadas en el Visto. 
 
Que la SECRETARÍA DE TRABAJO del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL ha 
tomado la intervención en orden a las competencias asignadas por el Decreto Nº 50 del 19 de 
diciembre de 2019 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias y en el marco 
de lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
420 del 18 de abril de 2022 y sus modificatorias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el artículo 9° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, por el siguiente: 



 

 
¨ARTÍCULO 9°.- En aquellos casos en los que se ha producido una situación excepcional debido a 
una afectación económica y/o productiva de sujetos empleadores, como consecuencia de 
siniestro, catástrofe, fuerza mayor u otra situación de carácter excepcional que sea ajena a la 
actividad del empleador o empleadora, la misma deberá ser debidamente acreditada ante la 
Coordinación del “Programa de Recuperación Productiva” (REPRO), dependiente de la SECRETARIA 
DE TRABAJO de esta Cartera de Estado, mediante nota enviada por mail ProgramaRepro-
Art9@trabajo.gob.ar en la cual se deberá describir de manera detallada la causa y situación de 
siniestro, catástrofe o fuerza mayor y presentar la documentación respaldatoria que acredite la 
situación excepcional. 
 
Respecto a la documentación requerida en el presente artículo, la misma deberá incluir la 
certificación o verificación de dicha situación por parte de las autoridades provinciales o 
municipales competentes en cada caso en particular, sin perjuicio de toda otra certificación o 
verificación pertinente que se pueda requerir por parte de autoridades nacionales. 
 
La situación de carácter excepcional y su documentación respaldatoria, será evaluada por la 
Coordinación del “Programa de Recuperación Productiva” (REPRO), la que podrá solicitar 
documentación o información ampliatoria si así hiciere falta para su correcta acreditación y 
permitir así la participación y evaluación de la empresa en el “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo (REPRO)”. 
 
En caso de tenerse por acreditada la situación excepcional en alguno de los casos antes descriptos, 
la habilitación para la participación en el Programa será dispuesta mediante acto administrativo de 
esta Jurisdicción.- 
 
Los sujetos empleadores cuya participación haya sido habilitada mediante acto administrativo 
quedarán eximidos de los requisitos establecidos por los incisos a) y b) del artículo 5°, incisos c) d) 
e) y g) del artículo 7°y por el artículo 8° de la presente Resolución. 
 
A su vez, dichos sujetos además deberán presentar una declaración en el proceso de inscripción al 
Programa de la afectación provocada por las situaciones enunciadas en el presente artículo sobre 
las ventas, la producción y de los bienes inmuebles y de capital afectada a la actividad productiva, 
y la cobertura de seguros con la que cuenta el sujeto empleador. 
 
Los sujetos empleadores que hayan sido habilitados para participar en el Programa serán 
notificados por esta Cartera de Estado del acto administrativo que así lo disponga a través de una 
ventanilla electrónica del sitio web de la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS 
(AFIP) y deberán inscribirse al mismo según lo dispuesto en los artículos 6° y 11 de la presente 
Resolución en los plazos de inscripción establecidos a tal efecto por la Resolución del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 624 del 20 de mayo de 2022 y toda aquella norma 
que a futuro la sustituya o complemente en tal sentido. 
 



 

En estas situaciones excepcionales, tanto la duración del beneficio como el requisito establecido 
en el inciso c del artículo 5° de la presente Resolución, serán determinadas tomando en 
consideración la causal involucrada en cada caso particular. 
 
ARTÍCULO 2º.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial de la REPUBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 3º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
e. 21/06/2022 N° 45319/22 v. 21/06/2022 
 

Resolución 791/2022 

RESOL-2022-791-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 04/07/2022 
 
VISTO el EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.013 y 27.264 y sus respectivas 
modificatorias y complementarias, la Resolución de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO DE 
TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCION Y TRABAJO Nº 25 del 18 de septiembre 
de 2018 y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 938 del 12 
de noviembre de 2020 y sus modificatorias y complementarias, las Resoluciones del MINISTERIO 
DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nros. 420 del 18 de abril de 2022, 448 del 21 de abril 
de 2022, 525 del 4 de mayo de 2022, 562 del 11 de mayo de 2022 y 624 del 20 de mayo de 2022, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 



 

Que a su vez, por la ley mencionada en el considerando precedente, se instruyó al MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a instrumentar un trámite simplificado para el fácil 
acceso de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPyMEs). 
 
Que dadas las experiencias transitadas a través del Programa de Recuperación Productiva (REPRO) 
y del Programa REPRO II, establecidos por Resolución de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO 
DE TRABAJO Y EMPLEO del ex MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO N° 25 del 28 de 
septiembre de 2018 y por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 938 del 12 de noviembre de 2020 respectivamente, se consideró pertinente efectuar 
una reformulación y fusión de ambos programas en uno nuevo que tenga por objetivo la 
recuperación y sostenimiento productivo. 
 
Que el Programa establece que los empleadores y empleadoras del Sector Privado puedan acceder 
al beneficio previsto en dicho programa, siempre que enfrenten una situación crítica de acuerdo a 
la evaluación de un conjunto de indicadores patrimoniales, financieros y económicos, los cuales 
serán definidos por un Comité de evaluación y monitoreo. 
 
Que, a través de la Resolución N° 420 del 18 de abril de 2022 del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y sus modificatorias, se creó el “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO), que consiste en una asignación dineraria individual a abonar 
a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones a cargo de los 
empleadores y las empleadoras adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones establecidas 
en él. 
 
Que, a tal efecto, se definieron los potenciales beneficiarios y quienes no podrán participar del 
Programa, las características del mismo, las condiciones de acceso para los sujetos empleadores y 
los criterios de preselección y selección para su acceso (artículos 2° a 8° de la citada Resolución N° 
420/22 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL). 
 
Que, a su vez, dada la experiencia observada durante la implementación y desarrollo del entonces 
Programa REPRO II, se creó en el marco del “Programa de Recuperación y Sostenimiento 
Productivo” (REPRO) el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA REPRO (artículo 
1º de la mentada Resolución N° 420/22) integrado por representantes de los MINISTERIOS DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, DE ECONOMÍA, DE DESARROLLO PRODUCTIVO y de la 
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, Comité similar al integrado en su momento 
durante el funcionamiento del REPRO II y que puede tomarse como una suerte de continuación en 
la materia objeto del presente programa. 
 
Que dicho Comité tendrá las siguientes funciones: a. Definir los parámetros que deben alcanzar los 
indicadores establecidos en el artículo 8° de la Resolución N° 420/22, para que las empleadoras y 
los empleadores accedan al programa, considerando el número de sujetos postulados, la situación 
económica imperante y el presupuesto asignado. b. Evaluar y modificar los indicadores 
establecidos en el artículo 8° de la Resolución Nº 420/22, en el caso que el Comité lo considere 



 

necesario de acuerdo a la evolución y desarrollo del Programa. c. Emitir informes sobre el 
funcionamiento y resultados del Programa. 
 
Que por medio de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 
448 del 21 de abril de 2022, se estableció en el marco del “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO) aprobado por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, con carácter de excepción, el pago de una asignación 
dineraria individual a cuenta del pago de los salarios devengados durante el mes de abril de 2022 a 
las nóminas de trabajadores y trabajadoras a cargo de los sujetos empleadores que se encuentran 
incluidos en el Listado de empresas del Sector Salud, aprobado en su momento por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 96/21 en el marco del Programa 
REPRO II y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 24 de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 448/22. 
 
Que, asimismo, se precisó que para acceder a la inscripción y pago de la asignación dineraria 
individual mencionada precedentemente, se deberá dar cumplimiento al procedimiento y 
condiciones establecidos en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL N° 420/22, y se exceptuó a los sujetos empleadores del Sector Salud incluidos en dicha 
medida transitoria de la presentación del “Plan de recuperación económica, productiva y laboral” 
requerido en el inciso b) del artículo 5° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22. 
 
Que por el artículo 4° de la citada Resolución N° 448/22, estableció el plazo para la inscripción al 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) aprobado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, para los salarios devengados 
durante el mes de abril de 2022, y las pautas a considerar respecto a las fechas de facturación y 
nómina de las empresas que quieran acceder al beneficio del citado Programa. 
 
Que mediante Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 525 del 
4 de mayo de 2022, se incorporó el listado de las empresas del Sector Transporte Automotor de 
Pasajeros que como Anexo IF-2022-42887569-APN-DNTAP#MTR forma parte integrante de la 
medida, en el cual se detallan las empresas que perciben subsidios del ESTADO NACIONAL y están 
excluidas de ser beneficiarios del REPRO, y el listado de las empresas del Sector Transporte 
Automotor de Pasajeros que como Anexo IF-2022-42888382APN-DNTAP#MTR forma parte 
integrante de la misma medida, en el cual se detalla el listado de trabajadores y trabajadoras de 
las empresas que por su actividad no perciben subsidios del ESTADO NACIONAL y que por ese 
motivo pueden ser beneficiarios del programa REPRO. 
 
Que a su vez, por el artículo 3° de la Resolución Nº 525/22 se estableció que la suma del Salario 
Mínimo, Vital y Móvil (SMVyM) que deberá considerarse para el cálculo del monto de la asignación 
dineraria previsto en el artículo 4°, inciso a), de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, será la establecida conforme lo dispuesto en el artículo 
1°, inciso d), de la Resolución del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD Y EL 



 

SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL N° 4 de fecha 22 de marzo de 2022, sin perjuicio de la 
modificación establecida en los plazos de implementación del aumento del Salario Mínimo, Vital y 
Móvil (SMVyM) mediante la Resolución del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD 
Y EL SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL N° 6 del 10 de mayo de 2022. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 562 del 
11 de mayo de 2022, se precisó en su artículo 1° el detalle que deberá contener el “Plan de 
Recuperación Económica, Productiva y Laboral” previsto en el artículo 5° inciso b) de la Resolución 
del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022. 
 
Que por su artículo 2° se estableció que las instituciones educativas privadas que se inscriban al 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) deberán manifestar con 
carácter de declaración jurada la totalidad de los subsidios percibidos por parte del Estado 
Nacional, Provincial o Municipal. A la vez que se aclaró que las instituciones mencionadas 
precedentemente que perciban un monto total en concepto de subsidio que represente más de 
un CUARENTA POR CIENTO (40%) de las remuneraciones totales brutas de sus trabajadores y 
trabajadoras en el período del mes de referencia 2022, no podrán acceder al “Programa de 
Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO). 
 
Que, en tanto que por su artículo 3° se instruyó al Comité de Evaluación y Monitoreo del 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) a evaluar el impacto de los 
subsidios otorgados por parte del ESTADO NACIONAL, Provincias y Municipios a los diversos 
sectores de la economía, a los fines de determinar las condiciones que deben cumplir para acceder 
al beneficio, por su artículo 4° se indicó que la nómina de empleadores y empleadoras alcanzados 
por el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) será publicada en el sitio 
web de datos abiertos del PODER EJECUTIVO NACIONAL (www.datos.gob.ar). 
 
Que, finalmente, por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
624 del 20 de mayo de 2022 se establecieron las fechas de inscripción, de facturación y de nómina 
(F -931), los Cortes de actualización de C.B.U. y los cortes de bajas en nómina detallados en el 
ANEXO IF-2022-50481317APN- CPREPRO#MT, que forma parte integrante de la presente, para el 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), creado por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, para los 
salarios devengados durante los meses comprendidos entre mayo a septiembre de 2022. 
 
Que consecuentemente corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
adopten las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa 
REPRO” en el Acta N° 2 identificada como IF-2022-66243159-APN-SSPEYE#MT. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 



 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias y en el marco 
de lo dispuesto en la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
420 del 18 de abril de 2022. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Adóptanse las recomendaciones formuladas por el Comité de Evaluación y 
Monitoreo del “Programa REPRO” en el Acta N° 2 identificada como IF-2022-66243159-APN-
SSPEYE#MT que integra la presente. 
 
ARTÍCULO 2°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 05/07/2022 N° 50372/22 v. 05/07/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
Resolución 1710/2022 
 

RESOL-2022-1710-APN-ST#MT 

 
Ciudad de Buenos Aires, 30/08/2022 
VISTO el EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 24.013 y 27.264 y sus respectivas 
modificatorias y complementarias, y la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nros. 420 del 18 de abril de 2022, 448 del 21 de abril de 2022, 525 del 4 de 
mayo de 2022, 562 del 11 de mayo de 2022 y 624 del 20 de mayo de 2022, y 791 del 4 de julio de 
2022, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 



 

Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que a su vez, por la ley mencionada en el considerando precedente, se instruyó al MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a instrumentar un trámite simplificado para el fácil 
acceso de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPyMEs). 
 
Que el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO), creado mediante 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 
2022 y sus modificatorias, tiene como objeto establecer un subsidio a la nómina salarial de las 
empresas que ingresen al mismo, toda vez que el beneficio consistirá en una asignación dineraria 
individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones 
a cargo de los sujetos empleadores adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones 
establecidas en la mencionada normativa. 
 
Que el Programa establece que para que los empleadores y empleadoras del Sector Privado 
puedan acceder al beneficio previsto, deben acreditar que enfrentan una situación crítica de 
acuerdo a la evaluación de un conjunto de indicadores patrimoniales, financieros y económicos, 
los cuales serán definidos por un Comité de evaluación y monitoreo. 
 
Que, a tal efecto, se definieron los potenciales beneficiarios y quienes no podrán participar del 
Programa, las características del mismo, las condiciones de acceso para los sujetos empleadores y 
los criterios de preselección y selección para su acceso, todo ello de acuerdo a lo normado por los 
artículos 2° a 8° de la citada Resolución N° 420/22 del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 
 
Que, a su vez, dada la experiencia observada durante la implementación y desarrollo del entonces 
Programa REPRO II, se creó en el marco del “Programa de Recuperación y Sostenimiento 
Productivo” (REPRO) el COMITÉ DE EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL PROGRAMA REPRO mediante 
artículo 10º de la mencionada Resolución N° 420/22, el que está integrado por representantes de 
los MINISTERIOS DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, DE ECONOMÍA, DE DESARROLLO 
PRODUCTIVO y de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS. 
 
Que dicho Comité tendrá las siguientes funciones: a. Definir los parámetros que deben alcanzar los 
indicadores establecidos en el artículo 8° de la Resolución N° 420/22, para que las empleadoras y 
los empleadores accedan al programa, considerando el número de sujetos postulados, la situación 
económica imperante y el presupuesto asignado. b. Evaluar y modificar los indicadores 



 

establecidos en el artículo 8° de la Resolución Nº 420/22, en el caso que el Comité lo considere 
necesario de acuerdo a la evolución y desarrollo del Programa. c. Emitir informes sobre el 
funcionamiento y resultados del Programa. 
 
Que a su vez, por el artículo 3° de la Resolución Nº 525/22 se estableció que la suma del Salario 
Mínimo, Vital y Móvil (SMVyM) que deberá considerarse para el cálculo del monto de la asignación 
dineraria previsto en el artículo 4°, inciso a), de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22, será la establecida conforme lo dispuesto en el artículo 
1°, inciso d), de la Resolución del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD Y EL 
SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL N° 4 de fecha 22 de marzo de 2022, sin perjuicio de la 
modificación establecida en los plazos de implementación del aumento del Salario Mínimo, Vital y 
Móvil (SMVyM) mediante la Resolución del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD 
Y EL SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL N° 6 del 10 de mayo de 2022. 
 
Que a través de Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 562 del 
11 de mayo de 2022, se precisó en su artículo 1° el detalle que deberá contener el “Plan de 
Recuperación Económica, Productiva y Laboral” previsto en el artículo 5° inciso b) de la Resolución 
del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022. 
 
Que, en tanto que por su artículo 3° se instruyó al Comité de Evaluación y Monitoreo del 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) a evaluar el impacto de los 
subsidios otorgados por parte del ESTADO NACIONAL, Provincias y Municipios a los diversos 
sectores de la economía, a los fines de determinar las condiciones que deben cumplir para acceder 
al beneficio, por su artículo 4° se indicó que la nómina de empleadores y empleadoras alcanzados 
por el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) será publicada en el sitio 
web de datos abiertos del PODER EJECUTIVO NACIONAL (www.datos.gob.ar). 
 
Que, finalmente por Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
624 del 20 de mayo de 2022 se establecieron las fechas de inscripción, de facturación y de nómina 
(F -931), los Cortes de actualización de C.B.U. y los cortes de bajas en nómina detallados, para los 
salarios devengados durante los meses comprendidos entre mayo a septiembre de 2022. 
 
Que asimismo y considerando lo dispuesto por el Acta N° 2 del COMITÉ DE EVALUACIÓN Y 
MONITOREO DEL PROGRAMA DE RECUPERACIÓN Y SOSTENIMIENTO PRODUCTIVO (REPRO) de 
fecha 30 de Junio de 2022, y cuyas recomendaciones fueron adoptadas por Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 791 del 4 de julio de 2022, los 
parámetros que requieren ser actualizados mensualmente en términos nominales son la variación 
de la facturación y del IVA compras, utilizando la variación relevada por el Índice de Precios al 
Consumidor (IPC-INDEC) para el periodo de referencia del Programa. 
 
Que en consecuencia, corresponde el dictado del acto administrativo a través del cual se 
establecen dichos parámetros y su actualización mensual en términos nominales. 
 



 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el DCTO-2019-50-APN-PTE 
y en el marco de lo dispuesto por el artículo 25° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022. 
 
Por ello, 
EL SECRETARIO DE TRABAJO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécense los parámetros de variación de la facturación y del IVA compras para 
el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO)” en términos nominales para 
las remuneraciones devengadas en los meses de Abril, Mayo y Junio de 2022, las cuales deberán 
ser para Mayo (remuneraciones de Abril) inferior al CIENTO TREINTA Y CINCO CON CINCO 
PORCIENTO (135,5%.-), para Junio (remuneraciones de mayo) inferior al CIENTO CUARENTA 
PORCIENTO (140,00.- %) y para Julio (remuneraciones de Junio) inferior al CIENTO CUARETA Y SEIS 
PORCIENTO (146,00.-%) tomando como base la variación del nivel general del Índice de Precios al 
Consumidor (IPC) nacional elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos el que entre 
Abril de 2019 y Abril de 2022 fue de DOSCIENTOS TREINTA Y SEIS CON CINCO PORCIENTO 
(236,5%), entre Mayo de 2019 y Mayo de 2022 fue de DOSCIENTOS CINCUENTA Y UNO CON SEIS 
PORCIENTO (251,6%), y entre Junio de 2019 y Junio de 2022 fue de DOSCIENTOS CINCUENTA Y 
UNO CON SEIS PORCIENTO (251,6%). 
 
ARTÍCULO 2°- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Marcelo Claudio Bellotti 
e. 31/08/2022 N° 68396/22 v. 31/08/2022 
 

Resolución 1389/2022 

RESOL-2022-1389-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 21/09/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-36032862- -APN-DGD#MT las Leyes Nº 24.013 y 27.264 y sus 
respectivas modificatorias y complementarias, el Decreto N° 551 del 29 de agosto de 2022 y la 
Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 
2022 y sus normas modificatorias y complementarias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que la Ley N° 24.013 y sus modificatorias previó el despliegue de acciones por parte del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, dirigidas a mejorar la situación socio-económica de la población, 
adoptando como eje principal la política de empleo, comprensiva ésta de la promoción y la 
defensa del empleo. 
 
Que el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, como autoridad de aplicación de 
la Ley N° 24.013, tiene a su cargo la elaboración de los planes y programas pertinentes y en tal 
sentido, dentro de sus competencias, la de disponer todas las medidas necesarias para alcanzar los 
objetivos previstos por las leyes a fin de atender las situaciones que pongan en peligro la calidad 
y/o cantidad de puestos de trabajo. 
 
Que mediante la Ley N° 27.264 se instituyó el carácter permanente del Programa de Recuperación 
Productiva (REPRO). 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 420/2022 y 
sus modificatorias y complementarias, se creó “Programa de Recuperación y Sostenimiento 
Productivo” (REPRO). 
 
Que el mencionado Programa tiene como objeto establecer un subsidio a la nómina salarial de las 
empresas que ingresen al mismo, toda vez que el beneficio consistirá en una asignación dineraria 
individual a abonar a los trabajadores y las trabajadoras, a cuenta del pago de las remuneraciones 
a cargo de los sujetos empleadores adheridos al Programa, de acuerdo a las condiciones 
establecidas en la mencionada normativa. 
 
Que, de acuerdo a lo establecido por el inciso g) del artículo 7° de la Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 420/22, para poder inscribirse en dicho Programa, los 
sujetos empleadores deberán presentar un plan de recuperación productiva, económica y laboral, 
el cual será objeto de evaluación por parte de la autoridad de aplicación para poder acceder al 
beneficio, entre otros requisitos. 
 
Que con el fin de contribuir a la celeridad, economía, sencillez y eficacia en la ejecución del 
“Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” como así también para optimizar su 
gestión, resulta necesario y oportuno realizar modificaciones al mismo. 
 
Que en virtud de lo establecido mediante Decisión Administrativa 1662 del 9 de Septiembre de 
2020 y de acuerdo a lo expuesto en el considerando precedente la Coordinación REPRO, 
dependiente de la SECRETARIA DE TRABAJO de este Ministerio, es responsable del seguimiento, 
supervisión y fiscalización del “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” con un 
circuito administrativo que garantice una respuesta adecuada y en tiempo razonable a la 
problemática que fundamente el requerimiento de acceso, permanencia o continuidad en 
Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo (REPRO) por parte de las empresas. 
 



 

Que para ello, la Coordinación REPRO podrá relevar datos adicionales que permitan ampliar y/o 
verificar los aportados por las empresas solicitantes, así como también disponer la realización de 
visitas de evaluación a las sedes de sus establecimientos por parte del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, a efectos de ratificar, rectificar o ampliar información que sea 
considerada relevante para la evaluación de las solicitudes de acceso como así también la 
permanencia o continuidad en el Programa por parte de las empresas. 
 
Que en este entendimiento, el titular de la Coordinación REPRO tendrá facultades específicas para 
la firma de certificados de deuda que pudieren ser necesarios para eventuales ejecuciones 
relacionadas con la fiscalización del mencionado Programa. En caso de ausencia o impedimento de 
su titular, dicha firma será ejercida por el titular de la SECRETARIA DE TRABAJO. 
 
Que, asimismo, corresponde fijar el límite temporal en relación a la prohibición de despidos sin 
justa causa que establece el artículo 18, inciso a), de la citada Resolución Nº 420/2022. 
 
Que en el marco del mencionado Programa, es también necesario realizar cambios normativos en 
torno al tope salarial para el pago de la asignación dineraria que dispone el mismo, 
estableciéndose que los trabajadores y las trabajadoras dependientes de los sujetos empleadores 
que ingresen al Programa no deberán percibir una remuneración total superior a TRES (3) veces el 
SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL (SMVyM) vigente de acuerdo a lo establecido mediante la 
Resolución N° 11 de la Presidencia del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD Y EL 
SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL de fecha 24 de agosto de 2022, o el que en el futuro se 
establezca, a fin de poder percibir el subsidio. 
 
Que, asimismo, atento a los recientes cambios producidos en la Ley de Ministerios Nº 22.520 
(Texto ordenado por Decreto Nº 438/92) y consecuentemente en la estructura de la 
Administración Pública Nacional centralizada, es oportuno efectuar la modificación en la 
composición del Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO). 
 
Que el artículo 21 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 
420/2022 establece que el “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) es 
incompatible con el Programa de Inserción Laboral (PIL) creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 45/06 y reglamentado por Resolución de la 
SECRETARÍA DE EMPLEO Nº 2186/2010 y sus respectivas modificatorias. 
 
Que por el Decreto N° 551 del 29 de agosto de 2022 se creó el PROGRAMA PUENTE AL EMPLEO. 
 
Que por tal motivo, resulta adecuado establecer la incompatibilidad del Programa de 
Recuperación y Sostenimiento Productivo (REPRO) respecto del PROGRAMA PUENTE AL EMPLEO 
y, en consecuencia, modificar el artículo 21 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/2022. 
 



 

Que la Coordinación del Programa REPRO, dependiente de la SECRETARIA DE TRABAJO de esta 
Cartera de Estado, ha tomado intervención de su competencia. 
 
Que la SECRETARÍA DE TRABAJO del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL ha 
tomado la intervención en orden a las competencias asignadas por el Decreto Nº 50 del 19 de 
diciembre de 2019 y sus modificatorios. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto Ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y las Leyes Nros. 24.013 y 
27.264 y sus respectivas normas modificatorias y reglamentarias y lo dispuesto por la Resolución 
del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022 y sus 
normas modificatorias y complementarias. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º.- Facúltase a la Coordinación REPRO, dependiente de la SECRETARIA DE TRABAJO de 
este Ministerio, a diferir el período de evaluación y de liquidación, así como relevar datos 
adicionales que permitan ampliar y/o verificar los aportados por las empresas solicitantes, en el 
marco del Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo (REPRO) creado por Resolución 
del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 420/2022 y sus modificatorias y 
complementarias, y disponer la realización de visitas de evaluación a las sedes de sus 
establecimientos por parte del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, a efectos 
de ratificar, rectificar o ampliar información que sea considerada relevante para la evaluación de 
las solicitudes de acceso como así también la permanencia o continuidad en el Programa por parte 
de las empresas. 
 
ARTÍCULO 2º.- Cuando la nómina salarial propuesta por las empresas esté compuesta por más de 
QUINIENTOS (500) trabajadores y trabajadoras, la Coordinación tendrá la facultad de solicitar 
informes sectoriales. La Coordinación podrá aprobar el otorgamiento del beneficio, ya sea 
otorgándolo a parte o a la totalidad de la nómina solicitada. 
 
ARTÍCULO 3º.- instrúyese a la Coordinación REPRO y a la SUBSECRETARIA DE FISCALIZACION, 
ambas dependientes de la SECRETARIA DE TRABAJO de esta Cartera de Estado, a efectuar la 
fiscalización de las empresas compuestas por más de QUINIENTOS (500) trabajadores y 
trabajadoras, que realicen la solicitud para acceder al Programa de Recuperación y Sostenimiento 
Productivo (REPRO) o continuar en el mismo, como así también durante su permanencia, sin 
perjuicio de las facultades conferidas a la citada Coordinación en los artículos 1º y 2º de la 
presente resolución. 



 

 
ARTÍCULO 4º.- Sustitúyese el artículo 4° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, por el siguiente: 
 
¨ARTÍCULO 4.-º El “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) presenta las 
siguientes características: 
 
a) Monto de la asignación dineraria: Será equivalente al CINCUENTA POR CIENTO (50%) de la 
remuneración total hasta un máximo del CINCUENTA POR CIENTO (50%) del valor del Salario 
Mínimo Vital y Móvil (SMVyM) vigente por cada relación laboral activa del sujeto empleador 
alcanzado por el programa, tomándose como tope para la aprobación del beneficio que los 
trabajadores y las trabajadoras no perciban una remuneración total superior a TRES (3) veces el 
Salario Mínimo Vital y Móvil (SMVyM) vigente al momento de la entrada en vigencia de la 
presente medida (Resolución Acta N° 11 de la Presidencia del CONSEJO NACIONAL DEL EMPLEO, 
LA PRODUCTIVIDAD Y EL SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL de fecha 24 de agosto de 2022) y de 
acuerdo al detalle establecido mediante Anexo (IF-2022-98310008-APN-CPREPRO#MT), que forma 
parte integrante de la presente Resolución. 
 
Se tomará como monto de liquidación el correspondiente al primer mes de otorgamiento del 
beneficio hasta finalizar el periodo completo de TRES (3) meses que establece la norma del 
Programa y hasta finalizar dicho período en forma completa. 
 
En caso de acceder a la extensión, se utilizará el mismo criterio establecido en el párrafo 
precedente. 
 
b) Duración: La asignación dineraria se otorgará por un período de TRES (3) meses. El sujeto 
empleador podrá acceder al Programa durante DOS (2) períodos como máximo, consecutivos o 
no, dentro de los TRES (3) años contados a partir del inicio del primer período otorgado. 
 
c) Alcance: El número de empleadoras y empleadores que cubrirá el “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO) se determinará considerando la cantidad de postulantes, la 
situación económica, patrimonial y financiera de los mismos, el plan de acción para lograr la 
recuperación económica, productiva y laboral, las condiciones imperantes de la economía nacional 
y el presupuesto asignado al Programa.” 
 
ARTÍCULO 5º.- Establécese que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de este Ministerio tiene a 
su cargo la ejecución de las acciones legales dispuestas por el artículo 18 de la Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 420/22. 
 
A tal efecto, se considera suficiente título la certificación de los importes que corresponda 
restituir, emitidos mediante certificados de deuda librados por la Coordinación REPRO. 
 



 

En caso de ausencia o impedimento de su titular, dicha firma será ejercida por el titular de la 
SECRETARIA DE TRABAJO. 
 
ARTÍCULO 6º.- Las empresas solicitantes no deberán haber realizado despidos sin justa causa en 
un lapso previo de SEIS (6) meses a la inscripción al Programa. En el caso de detectarse dicha 
infracción, serán pasibles de la sanción prevista por el artículo 18, in fine, de la Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 420/2022 y sus modificatorias y 
complementarias. 
 
ARTÍCULO 7º.- Sustitúyese el artículo 10 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 10.- Créase el Comité de Evaluación y Monitoreo del “Programa de Recuperación y 
Sostenimiento Productivo” (REPRO), que tendrá las siguientes funciones: 
 
a) Definir los parámetros que deben alcanzar los indicadores establecidos en el artículo 8º de la 
presente resolución, para que las empleadoras y los empleadores accedan al Programa, 
considerando el número de sujetos postulados, la situación económica imperante y el presupuesto 
asignado. 
b) Evaluar y modificar los indicadores establecidos en el artículo 8º de la presente medida en el 
caso que el Comité lo considere necesario de acuerdo a la evolución y desarrollo del Programa. 
c) Emitir informes sobre el funcionamiento y resultados del Programa. 
 
El Comité de Evaluación y Monitoreo estará integrado de la siguiente manera: 
 
· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno del MINISTERIO DE ECONOMÍA. 
· UN (1) representante titular y UN (1) representante alterno de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE 
INGRESOS PÚBLICOS (AFIP). 
 
El Comité emitirá sus opiniones mediante dictamen fundado y refrendado por todos sus 
integrantes dirigido al titular de esta Cartera de Estado.” 
 
ARTÍCULO 8º.- Sustitúyese el artículo 21 de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL N° 420 del 18 de abril de 2022, por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 21.- El “Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo” (REPRO) es 
incompatible con el Programa de Inserción Laboral (PIL) creado por Resolución del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 45/06 y reglamentado por Resolución de la 
SECRETARÍA DE EMPLEO Nº 2186/2010 y sus respectivas modificatorias y con el Programa 
“PUENTE AL EMPLEO” creado por el Decreto Nº 551 del 29 de agosto de 2022. 
 



 

La incompatibilidad mencionada se limita a las contrataciones de trabajadoras y trabajadores 
titulares del Programa de Inserción Laboral (PIL) y del PROGRAMA PUENTE AL EMPLEO y no a las 
empresas.” 
 
ARTÍCULO 9º.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial de la REPUBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 10.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar-.e. 22/09/2022 N° 75848/22 v. 22/09/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 127/2021 

 
RESOL-2021-127-APN-SE#MT 
Ciudad de Buenos Aires, 28/01/2021 
 
VISTO el Expediente N° EX-2020-27156035-APN-DGDMT#MPYT, la Ley N° 24.013, la Ley N° 27.541, 
la Ley de Presupuesto Nacional Año 2021 N° 27.591, los Decretos N° 50 del 19 de diciembre de 
2019, N° 260 del 12 de marzo de 2020 y su modificatorio, N° 297 del 19 de marzo de 2020 y sus 
modificatorios y complementarios, y N° 990 del 11 de diciembre de 2020; la Decisión 
Administrativa N° 4 del 15 de enero de 2021; la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL N° 203 del 26 de marzo de 2004; las Resoluciones de la SECRETARIA DE 
EMPLEO N° 280 del 7 de marzo de 2012 y modificatorias, y N° 144 del 30 de abril de 2020 y sus 
modificatorias y complementarias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 203 del 26 
de marzo de 2004, se creó el PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO, el cual tiene por objeto 
promover la generación de nuevas fuentes de trabajo y el mantenimiento de puestos de trabajo 
existentes a través del fortalecimiento de unidades productivas autogestionadas por trabajadores 
y trabajadoras. 
 
Que por la Resolución de la SECRETARÍA DE EMPLEO N° 280 del 7 de marzo de 2012, y sus 
modificatorias, se aprobó el Reglamento Operativo del PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO. 
 



 

Que el PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO se implementa a través de las siguientes Líneas 
de asistencia para las unidades productivas autogestionadas: a) Línea I - Ayuda económica 
individual; b) Línea II - Apoyo técnico y económico para la mejora de la capacidad productiva; c) 
Línea III - Apoyo técnico y económico para la mejora de la competitividad; d) Línea IV - Asistencia 
técnica y capacitación para la mejora de la capacidad de gestión, y e) Línea V - Asistencia para la 
higiene y seguridad en el trabajo. 
 
Que la Línea I - Ayuda económica individual prevé la asignación directa y personalizada de una 
ayuda económica mensual, por un plazo de hasta VEINTICUATRO (24) meses, para las socias 
trabajadoras y los socios trabajadores de las unidades productivas autogestionadas, cuando el 
retorno de excedentes para cada socia o socio sea inferior al monto de UN (1) salario mínimo, vital 
y móvil. 
 
Que por el Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020, y modificatorio, se amplió en nuestro país la 
emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, por el plazo de UN (1) 
año, en virtud de la pandemia por el nuevo coronavirus SARS-CoV-2 y la enfermedad COVID-19, 
declarada con fecha 11 de marzo de 2020 por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS). 
 
Que la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a escala internacional requirió 
la adopción de medidas inmediatas para hacer frente a la emergencia, dando lugar al dictado del 
Decreto N° 297 del 19 de marzo de 2020 y sus modificatorios y complementarios, por los cuales se 
dispusieron medidas obligatorias de aislamiento y/o distanciamiento social, actualmente vigentes. 
 
Que las medidas de aislamiento y distanciamiento social, conjuntamente con los efectos de la 
pandemia, produjeron una limitación en la circulación de personas con el consecuente impacto en 
la economía, afectando a las empresas, a las actividades independientes y al empleo. 
 
Que frente a este cuadro de emergencia y excepcionalidad, por la Resolución de la SECRETARÍA DE 
EMPLEO N° 144 del 30 de abril de 2020 y sus modificatorias y complementarias, se implementó 
una asistencia económica de emergencia en el marco de la Línea I – Ayuda Económica Individual 
del PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO, destinada a unidades productivas autogestionadas 
por trabajadoras y trabajadores que suspendieran su actividad productiva o disminuyeran su nivel 
de ingresos económicos. 
 
Que por el citado esquema de asistencia de emergencia se previó la asignación de ayudas 
económicas individuales, por un plazo de SIETE (7) meses, a los socios trabajadores y socias 
trabajadoras de las unidades productivas autogestionadas destinatarias. 
 
Que en virtud de la prolongación de los efectos de la pandemia en el nivel de actividad económica 
y en el nivel de ingresos de las unidades productivas autogestionadas participantes del 
PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO, deviene necesario no desatender la problemática que 
continúa afectando a dicho colectivo de trabajadoras y trabajadores. 
 



 

Que a estos fines, resulta pertinente otorgar, por única vez, una ayuda económica de PESOS 
NUEVE MIL ($ 9.000) a los socios trabajadores y socias trabajadoras de aquellas unidades 
productivas autogestionadas que completaron, o completen, la percepción de la asistencia 
económica de emergencia establecida por la Resolución de la SECRETARÍA DE EMPLEO N° 
144/2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
Que la Dirección de Administración y Control Presupuestario del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL ha tomado la intervención de su competencia, verificando la 
viabilidad presupuestaria de la presente medida. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el Decreto N° 50 del 
19 de diciembre de 2019 y por el artículo 3° de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL N° 203/2004. 
 
Por ello, 
EL SECRETARIO DE EMPLEO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Otórgase, por única vez, una ayuda económica no remunerativa de PESOS NUEVE 
MIL ($ 9.000) a los socios trabajadores y socias trabajadoras de unidades productivas 
autogestionadas participantes del PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO que completaron, o 
completen, la percepción de la asistencia económica de emergencia establecida por la Resolución 
de la SECRETARÍA DE EMPLEO N° 144/2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
ARTÍCULO 2°.- La ayuda económica no remunerativa establecida por la presente Resolución estará 
sujeta al régimen de incompatibilidades aplicable a la Línea I – Ayuda económica individual del 
PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO y será abonada en forma directa y personalizada a las 
destinatarias y los destinatarios a través de los medios de pago directo utilizados en el marco del 
citado Programa. 
 
ARTÍCULO 3°.- La ayuda económica no remunerativa establecida por la presente Resolución no 
será contabilizada a los fines de la aplicación del plazo máximo de participación en la Línea I – 
Ayuda económica individual del PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO previsto por el 
Reglamento Operativo del PROGRAMA TRABAJO AUTOGESTIONADO, aprobado por la Resolución 
de la SECRETARÍA DE EMPLEO N° 280/2012 y sus modificatorias. 
 
ARTÍCULO 4°.- La ayuda económica no remunerativa establecida por la presente Resolución 
comenzará a abonarse a partir de la primera liquidación operativamente disponible en el marco de 
los programas nacionales de empleo administrados por esta Secretaría y conforme las 
destinatarias y los destinatarios completen, o hubieran completado, la percepción de la asistencia 



 

económica de emergencia establecida por la Resolución de la SECRETARÍA DE EMPLEO N° 
144/2020 y sus modificatorias y complementarias. 
 
ARTÍCULO 5°.- La Dirección Nacional de Promoción y Protección de Empleo, a través de la 
Dirección de Empleo Independiente y Autogestionado, realizará las gestiones operativas 
necesarias en el sistema informático de gestión de la SECRETARÍA DE EMPLEO para la liquidación 
de la ayuda económica establecida en la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 6°.- Facúltase a la SUBSECRETARÍA DE PROMOCIÓN DEL EMPLEO a dictar las normas 
aclaratorias, complementarias y de aplicación que resulten necesarias para el mejor cumplimiento 
del objetivo perseguido por la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO 7°.- El gasto que demande la presente medida será atendido con cargo a las partidas 
específicas del presupuesto vigente de la Jurisdicción 75 – MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 
 
ARTÍCULO 8°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. 
 
Leonardo Julio Di Pietro Paolo 
e. 02/02/2021 N° 4601/21 v. 02/02/2021 
 

Resolución 60/2021 

 
RESOL-2021-60-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 10/02/2021 
 
VISTO el Ex-2021-10973972-APN-DGD#MT, la Ley 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia 
Nros. 260 del 12 de marzo de 2020 y su modificatorio, y 297 del 19 de marzo de 2020, sus 
modificatorios y complementarios y las Resoluciones del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL Nros. 207 del 16 de marzo de 2020, prorrogada por la Resolución 296 del 3 de 
abril de 2020 y 1103 del 22 de diciembre de 2020; y 
 
CONSIDERANDO 
 
Que por el artículo 1º de la ley Nº 27.541 se declaró la emergencia pública en materia sanitaria, 
encuadrándose en dicho marco las medidas a adoptar con relación al coronavirus COVID-19. 
 
Que por el Decreto N° 260/20 se amplió por el plazo de UN (1) año la emergencia pública en 
materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la pandemia declarada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el coronavirus COVID-19. 
 



 

Que con fecha 19 de marzo de 2020 el PODER EJECUTIVO NACIONAL mediante el Decreto Nº 
297/2020 dispuso el “aislamiento social preventivo y obligatorio” como medida inmediata para 
hacer frente a la emergencia, prorrogado sucesivamente mediante los Decretos Nros. 325/20, 
355/20, 408/20, 459/20 y 493/20 y, con ciertas modificaciones estableciéndose el 
“distanciamiento, social, preventivo y obligatorio” según el territorio, por los Decretos Nros. 
520/20, 576/20, 605/20, 641/20, 677/20, 714/20, 754/20, 792/20, 814/20, 875/20, 956/20, 
1033/20, y 67/21 hasta el 28 de febrero del corriente año, inclusive. 
 
Que por el artículo 12 del Decreto Nº260/20 se facultó al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL a establecer condiciones de trabajo y regímenes de licencia especiales durante 
la emergencia sanitaria. 
 
Que entre las medidas adoptadas para impedir la propagación del virus SARS-COV-2, se suspendió 
el dictado de clases de manera presencial. 
 
Que en dicho contexto, mediante el artículo 3º de la Resolución MTYSS N° 207/2020 se dispuso 
que mientras dure la suspensión de clases en las escuelas establecida por Resolución N° 108/2020 
del MINISTERIO DE EDUCACIÓN DE LA NACIÓN o sus modificatorias que en lo sucesivo se dicten, 
se considerará justificada la inasistencia del progenitor, progenitora, o persona adulta responsable 
a cargo, cuya presencia en el hogar resulte indispensable para el cuidado del niño, niña o 
adolescente. 
 
Que teniendo en cuenta la evolución de la pandemia en el país y a nivel global, se consideró 
necesario dictar la Resolución MTEySS Nº 296/20 prorrogando las medidas adoptadas por la 
Resolución Nº 207/20. 
 
Que ante el inicio del receso escolar de verano, este Ministerio se dictó la Resolución Nº 1103 que 
dispuso a partir del 1º de enero de 2021 y por el lapso durante el cual se extienda el mismo en 
cada jurisdicción, no será de aplicación lo establecido en el artículo 3º de la Resolución del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 207/20. 
 
Que es inminente el inicio del ciclo lectivo 2021 con la posibilidad del dictado de clases 
presenciales de manera parcial, en las zonas geográficas en las que rijan las medidas de 
distanciamiento, social, preventivo y obligatorio y según las circunstancias y demás factores lo 
permitan. 
 
Que sin embargo, en función de las distintas situaciones epidemiológicas y de las decisiones que al 
respecto tomen las autoridades de las distintas jurisdicciones, la modalidad de retorno a la 
presencialidad se dispondrá de diversas maneras, en lo que hace a regímenes horarios y las 
diversas variantes de presencialidad y educación a distancia. 
 
Que sin dejar de tener en cuenta dichas diferencias, se hace necesario establecer pautas comunes 
para atender tanto al retorno de la escolaridad presencial que podría efectuarse en algunas 



 

jurisdicciones en forma parcial, cuanto a las tareas de cuidado en el hogar, así como a la 
previsibilidad en la dinámica de las relaciones laborales. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta ante las excepcionales circunstancias antes referidas y en uso de 
las facultades conferidas en la Ley de Ministerios N° 22.520, sus modificatorias y complementarias, 
en concordancia con la Emergencia Sanitaria dispuesta por Ley N° 27.541 y lo dispuesto por el 
artículo 12 del Decreto Nº 260/2020. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el ARTÍCULO 3º de la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL N° 207 de fecha 16 de marzo de 2020 por el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 3º: Dispónese que, a partir del inicio del ciclo lectivo 2021 en cada jurisdicción, se 
considerará justificada la inasistencia del progenitor, progenitora, o persona adulta responsable a 
cargo, cuya presencia en el hogar resulte indispensable para el cuidado del niño, niña o 
adolescente, en las siguientes situaciones: 
 
· Los días en que no concurran a clases presenciales en el establecimiento educativo respectivo. 
 
· Los días que concurran con jornada presencial reducida y no pueda cumplirse la jornada escolar 
normal y habitual del establecimiento educativo correspondiente. 
 
La persona alcanzada por esta justificación deberá notificar tal circunstancia a su empleador o 
empleadora. Para permitir el adecuado control, deberá completar una declaración jurada que 
deberá contener: 
 
1. Los datos del niño, niña o adolescente 
2. Grado o año que cursa y datos del establecimiento educativo al que concurre. 
3. El régimen de presencialidad que se haya dispuesto en esa institución. 
4. La declaración de que su presencia en el hogar resulta indispensable para el cuidado del niño, 
niña o adolescente, los días en que no concurran a clases presenciales o no pueda cumplirse la 
jornada escolar normal y habitual del establecimiento educativo. 
 
Podrá acogerse a esta justificación solo un progenitor o persona responsable de los cuidados, por 
hogar”. 
 



 

ARTÍCULO 2º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
Claudio Omar Moroni 
e. 12/02/2021 N° 7208/21 v. 12/02/2021 
 

Resolución 92/2021 

 
RESOL-2021-92-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 25/02/2021 
 
VISTO el EX-2021-16228669 -APN-DGD#MT, las Leyes 27.491, 27.573 y 27.541, el Decreto de 
Necesidad y Urgencia Nro. 260 del 12 de marzo de 2020 y su modificatorio, y las Resoluciones del 
MINISTERIO DE SALUD Nros. 2784 del 23 de diciembre de 2020, 627 del 8 de febrero de 2021 y 
688 del 21 de febrero de 2021; y 
 
CONSIDERANDO 
 
Que la Ley N° 27.491 entiende a la vacunación como una estrategia de salud pública preventiva y 
altamente efectiva y la considera como bien social, sujeta a principios de gratuidad, interés 
colectivo, disponibilidad y amplia participación, declarándola de interés nacional. 
 
Que el Decreto N° 260/20 dispuso ampliar por el plazo de UN (1) año la emergencia pública en 
materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541, en virtud de la pandemia declarada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el coronavirus COVID-19. 
 
Que por el artículo 12º del citado Decreto se facultó al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL a establecer condiciones de trabajo y regímenes de licencia especiales durante 
la emergencia sanitaria. 
 
Que la Ley N° 27.573 declaró de interés público la investigación, desarrollo, fabricación y 
adquisición de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida contra el COVID-19 en el 
marco de la emergencia sanitaria con el objetivo de asegurar la cobertura de la población con 
vacunas seguras y eficaces contra esta enfermedad. 
 
Que el desarrollo y despliegue de una vacuna segura y eficaz para prevenir el COVID-19 es 
determinante para lograr controlar el desarrollo de la enfermedad, ya sea disminuyendo la 
morbimortalidad o bien la transmisión del virus. 
 
Que el Estado Nacional fomenta la aplicación de las vacunas recomendadas por la autoridad 
sanitaria. 
 



 

Que en función de ello, deviene necesario justificar la inasistencia laboral de las trabajadoras y los 
trabajadores que obtengan turno para inocularse, sin que ello produzca pérdida o disminución de 
sueldos y/o premios por presentismo. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas en la Ley de Ministerios N° 
22.520, sus modificatorias y complementarias, en concordancia con la Emergencia Sanitaria 
dispuesta por Ley N° 27.541 y lo dispuesto por el artículo 12º del Decreto Nº 260/2020. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º.- Establécese que será justificada la inasistencia del trabajador o trabajadora durante 
la jornada laboral que coincida con el día de aplicación de la vacuna destinada a generar 
inmunidad adquirida contra la COVID-19, sin que ello produzca la pérdida o disminución de 
sueldos, salarios o premios por este concepto. 
 
ARTÍCULO 2°.- La constancia de la aplicación de la vacuna, previa autorización del empleador, 
constituirá justificación suficiente, tanto para el vacunado como para los responsables de personas 
a su cargo. 
 
ARTÍCULO 3º.- La presente medida entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial de la REPUBLICA ARGENTINA. 
 
ARTÍCULO 4º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
Claudio Omar Moroni 
e. 26/02/2021 N° 10515/21 v. 26/02/2021 
 

Resolución 115/2021 

 
RESOL-2021-115-APN-MT 
 
Ciudad de Buenos Aires, 09/03/2021 
 
VISTO el Expediente EX-2021-12259208-APN-DGD#MT, las Leyes Nros. 22.520, 24.557, 26.773, 
27.348 y 27.541 y sus respectivas normas modificatorias, reglamentarias y complementarias, los 
Decretos de Necesidad y Urgencia Nros. 260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo de 
2020, 367 del 13 de abril de 2020, 875 del 7 de noviembre de 2020 y 39 de fecha 22 de enero de 



 

2021, el Decreto Nº 590 del 30 de junio de 1997 y sus respectivas normas modificatorias y 
complementarias, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 367/20 dispuso que la enfermedad COVID-19 
producida por el coronavirus SARS-CoV-2 sea considerada presuntivamente una enfermedad de 
carácter profesional -no listada en los términos del apartado 2, inciso b) del artículo 6º de la Ley Nº 
24.557, respecto de las trabajadoras y los trabajadores dependientes excluidas y excluidos 
mediante dispensa legal del cumplimiento del aislamiento social, preventivo y obligatorio 
ordenado por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 297/20 y sus normas complementarias, con 
el fin de realizar actividades declaradas esenciales. 
 
Que, asimismo, en los casos de trabajadoras y trabajadores de la salud, dicho decreto estableció, 
en su artículo 4°, que se considera que la enfermedad COVID-19 producida por el virus SARS-CoV-2 
guarda relación de causalidad directa e inmediata con la labor efectuada salvo que se demuestre 
en el caso concreto la inexistencia de este último supuesto fáctico. 
 
Que, conforme lo previsto por el artículo 5º del precitado Decreto N° 367/20, el financiamiento de 
las prestaciones otorgadas para la cobertura especial de la presunta enfermedad profesional 
COVID-19 será imputado en un CIENTO POR CIENTO (100 %) al FONDO FIDUCIARIO DE 
ENFERMEDADES PROFESIONALES creado mediante el Decreto N° 590/97. 
 
Que, posteriormente, mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 875/20 se incorporó a la 
presunción establecida en el mencionado artículo 4° del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 
367/20 a los miembros de fuerzas policiales federales y provinciales en cumplimiento de servicio 
efectivo. 
 
Que, en función de la evolución de la epidemia en las distintas jurisdicciones del país, y tomando 
en cuenta parámetros conocidos respecto de la cantidad de casos de contagio registrados por 
rama de actividad laboral durante el transcurso de la pandemia de COVID-19, el artículo 7° del 
Decreto de Necesidad y Urgencia N° 39/21 establece que por el término de NOVENTA (90) días 
corridos contados a partir de la vigencia de dicho decreto, la enfermedad COVID-19 producida por 
el coronavirus SARS-CoV-2 se considerará presuntivamente una enfermedad de carácter 
profesional -no listada- en los términos del apartado 2, inciso b) del artículo 6º de la Ley Nº 24.557, 
respecto de la totalidad de las trabajadoras y los trabajadores dependientes incluidas e incluidos 
en el ámbito de aplicación personal de la Ley N° 24.557 sobre Riesgos del Trabajo y que hayan 
prestado efectivamente tareas en sus lugares habituales, fuera de su domicilio particular. 
 
Que respecto al financiamiento de lo establecido en el Decreto de Necesidad y Urgencia N°39/21, 
del mismo modo que el Decreto N° 367/20, se establece que será imputado al FONDO FIDUCIARIO 
DE ENFERMEDADES PROFESIONALES creado mediante el Decreto N° 590/97 de acuerdo a las 
regulaciones que dicte la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, y deberá garantizarse el 



 

mantenimiento de una reserva mínima equivalente al DIEZ POR CIENTO (10 %) de los recursos de 
este último, con el objeto de asistir el costo de cobertura prestacional de otras posibles 
enfermedades profesionales, según se determine en el futuro. 
 
Que en tal sentido resulta necesario adoptar medidas concretas tendientes a dotar de recursos 
suficientes el mentado Fondo con el fin de garantizar adecuadamente el financiamiento 
excepcional de la cobertura de las trabajadoras y los trabajadores alcanzados por supuestos 
establecidos en los mencionados Decretos relacionado con la enfermedad COVID-19. 
 
Que bajo esa premisa, corresponde adecuar el monto de la suma fija a abonar por cada trabajador 
conjuntamente con la alícuota, establecido en el artículo 5° del Decreto N° 590/97, a un valor 
acorde a las particulares circunstancias descriptas precedentemente, que han derivado en una 
dinámica de imputación de costos prestacionales diferente respecto de aquella bajo la cual fuera 
concebido el Fondo Fiduciario para Enfermedades Profesionales. 
 
Que por otra parte, la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT) presentará un informe 
periódico de evolución de la aplicación de los recursos del referido Fondo, en términos de lo 
establecido en el artículo 8º del Decreto Nº 590/97, ante el Comité de Seguimiento constituido por 
el Comité Consultivo Permanente (CCP) creado por el artículo 40 de la Ley Nº 24.557. 
 
Que por tal motivo, resulta pertinente convocar al mencionado Comité Consultivo Permanente, 
con el objeto de monitorear el adecuado cumplimiento de los objetivos del Fondo Fiduciario para 
Enfermedades Profesionales; y oportunamente, deberán designarse los representantes de los tres 
estamentos que integrarán el Comité a los efectos de la presente convocatoria. 
 
Que la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT), organismo descentralizado en el 
ámbito del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, y la SECRETARIA DE 
SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL han tomado la 
intervención en el marco de sus respectivas competencias. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios 
N° 22.520, sus modificatorias y complementarias, y lo dispuesto en el artículo 8° del Decreto de 
Necesidad y Urgencia N° 39/21. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 



 

ARTICULO 1º.- Dispónese que la suma fija a abonar por cada trabajador conjuntamente con la 
alícuota, establecida en el artículo 5° del Decreto N° 590/97, con destino al Fondo Fiduciario de 
Enfermedades Profesionales (FFEP), será de un valor de PESOS CUARENTA ($ 40.-). 
 
ARTICULO 2°. - Convócase al COMITÉ CONSULTIVO PERMANENTE DE LA LEY DE RIESGOS DEL 
TRABAJO previsto en la Ley N° 24.557 a reunión en Sesión Ordinaria para el día 5 de abril de 2021, 
a los efectos de constituirse como COMITÉ DE SEGUIMIENTO del Fondo Fiduciario de 
Enfermedades Profesionales (FFEP), de conformidad con lo previsto en el artículo 8º del Decreto 
Nº 590/97. 
 
Queda facultada la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT) a cursar las invitaciones 
correspondientes. 
 
ARTICULO 3°. - Establécese que la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT) presentará 
al Comité Consultivo Permanente (CCP) creado por el artículo 40 de la Ley Nº 24.557, un informe 
trimestral de evolución de la aplicación de los recursos del Fondo Fiduciario de Enfermedades 
Profesionales, en los términos del artículo 8 del Decreto Nº 590/97. 
 
ARTICULO 4°. - La presente medida entrará en vigencia a partir del 1° de abril de 2021. 
 
ARTICULO 5°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
Claudio Omar Moroni 
e. 10/03/2021 N° 13597/21 v. 10/03/2021 
 

Resolución 27/2022 
 
RESOL-2022-27-APN-MT 
Ciudad de Buenos Aires, 18/01/2022 
 
VISTO el EX-2022- 05280255- APN-DGD#MT, la Ley 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia 
Nros. 260 del 12 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021 y 867 del 23 de diciembre de 
2021 y 
 
CONSIDERANDO 
 
Que por el artículo 1º de la ley Nº 27.541 se declaró la emergencia pública en materia sanitaria, 
encuadrándose en dicho marco las medidas a adoptar con relación al coronavirus COVID-19. 
 
Que la emergencia pública en materia sanitaria fue ampliada a través del Decreto N° 260 del 12 de 
marzo de 2020, prorrogada por los Decretos Nros. 167/21 y 867/21 hasta el 31 de diciembre de 
2022, en virtud de la Pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud (OMS) en 
relación con el Coronavirus COVID-19. 



 

 
Que el decreto mencionado en primer término dispuso la actuación de los distintos Ministerios a 
fin de dar cumplimiento a las medidas que se dispongan en el marco de la emergencia sanitaria 
antedicha. 
 
Que en todos estos casos, los empleadores y empleadoras deberán garantizar las condiciones de 
higiene y seguridad establecidas por el MINISTERIO DE SALUD para preservar la salud de las 
trabajadoras y de los trabajadores. 
 
Que por el artículo 2° del Decreto N° 260/20 y sus modificatorios, se facultó al MINISTERIO DE 
SALUD, como autoridad de aplicación, y en el marco de la emergencia declarada, a disponer las 
recomendaciones y medidas a adoptar respecto de la situación epidemiológica, a fin de mitigar el 
impacto sanitario. 
 
Que el artículo 12 del citado decreto, establece la actuación que corresponde al MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL en el marco de las previsiones allí dispuestas y de 
acuerdo a las recomendaciones sanitarias. 
 
Que ante el acelerado aumento de casos de COVID-19 registrados en las últimas semanas en la 
mayoría de las jurisdicciones del país, el avance de la vacunación y la dinámica epidemiológica, en 
particular respecto de las altas de quienes han superado la enfermedad, el MINISTERIO DE SALUD 
ha elaborado nuevas recomendaciones para el regreso al trabajo. 
 
Que en función a ello, resulta conveniente en esta instancia poner en conocimiento de los sujetos 
de las relaciones laborales y de los actores sociales las recomendaciones elaboradas por el 
MINISTERIO DE SALUD, con el fin de garantizar la salud y bienestar de todos los trabajadores y las 
trabajadoras y dar un marco de certeza de las relaciones laborales en el marco epidemiológico 
actual. 
 
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por la Ley de Ministerios N° 
22.520 (Texto ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y en concordancia con la 
Emergencia Sanitaria dispuesta por Ley N° 27.541 y por el artículo 12 del Decreto N° 260/2020 y 
sus modificatorios. 
 
Por ello, 
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º.- Pónense en conocimiento las recomendaciones elaboradas por el MINISTERIO DE 
SALUD para el regreso al trabajo de los trabajadores y trabajadoras que tengan diagnóstico 



 

confirmado o contacto estrecho con un caso confirmado de COVID-19, que se detalla en los 
artículos siguientes. 
 
ARTÍCULO 2º.- Los trabajadores y trabajadoras que tengan diagnóstico de COVID-19 que no hayan 
requerido internación, podrán reincorporarse a sus actividades sin necesidad de presentar 
resultado de test negativo ni certificado de alta en las siguientes circunstancias: 
 
1. Casos confirmados sin vacunación o con esquema incompleto: 
A los DIEZ (10) días de la fecha de inicio de síntomas o, para personas asintomáticas, desde la 
fecha del diagnóstico. 
2. Casos confirmados con esquema de vacunación completo (con menos de CINCO -5- meses de 
completado el esquema o aplicada la dosis de refuerzo): 
A los SIETE (7) días desde la fecha de inicio de síntomas (o del diagnóstico en casos asintomáticos), 
cumpliendo en los TRES (3) días posteriores de cuidados especiales (no concurrir a eventos 
masivos, ni reuniones sociales, utilizar barbijo de forma adecuada, bien ajustado, tapando nariz, 
boca y mentón- en forma permanente en ambientes cerrados o abiertos donde haya otras 
personas, mantener la distancia, ventilar los ambientes de manera continua y extremar los 
cuidados ante la presencia de personas con factores de riesgo). 
Los resultados de laboratorio o de confirmación por criterio clínico-epidemiológico son visibles en 
la APP Mi Argentina. 
ARTÍCULO 3º.- Los contactos estrechos asintomáticos, podrán regresar a sus actividades laborales, 
cumpliendo de manera estricta con las medidas de cuidado (uso de barbijo, ventilación, distancia) 
y sin necesidad de presentar resultado de test negativo ni certificado de alta, de acuerdo al 
siguiente detalle: 
 
1. Contactos estrechos asintomáticos sin vacunación o con esquema incompleto (sin vacunar o con 
más de CINCO -5- meses de la aplicación de la última dosis): 
A los DIEZ (10) días desde el último contacto con el caso confirmado 
2. Contactos estrechos asintomáticos con esquema de vacunación completo (esquema de dosis 
única, de DOS -2- dosis o esquema inicial con dosis adicional, según corresponda y menos de 
CINCO -5- meses de completado el esquema) o que hayan tenido COVID-19 en los últimos 
NOVENTA (90) días: 
a. Pueden volver a sus actividades laborales, siguiendo las recomendaciones jurisdiccionales, 
b. Deben, maximizar medidas preventivas (uso OBLIGATORIO de barbijo y ambientes con 
ventilación cruzada permanente) 
c. Se sugiere realización de test diagnóstico entre el tercer y quinto día. 
d. Deben realizar automonitoreo de síntomas de forma diaria. 
 
3. Contactos estrechos asintomáticos con esquema de vacunación completo + refuerzo con más de 
CATORCE (14) días de la última aplicación: 
a. Pueden volver a sus actividades laborales, siguiendo las recomendaciones jurisdiccionales. 
b. Deben, maximizar medidas preventivas (uso OBLIGATORIO de barbijo y ambientes con 
ventilación cruzada permanente). 



 

c. Deben realizar automonitoreo de síntomas de forma diaria. 
 
ARTÍCULO 4º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Claudio Omar Moroni 
e. 19/01/2022 N° 1956/22 v. 19/01/2022 
 

Resolución 29/2022 
 
RESOL-2022-29-APN-SRT#MT 
Ciudad de Buenos Aires, 27/05/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2020-25677245-APN-GP#SRT, las Leyes N° 19.549, N° 19.587, N° 24.557, 
N° 27.541, el Decreto N° 1.759 de fecha 03 de abril de 1972 (t.o. 2017), el Decreto N° 214 de fecha 
27 de febrero de 2006, el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) Nº 260 de fecha 12 de marzo 
de 2020 y sus prórrogas, las Resoluciones del MINISTERIO DE SALUD N° 627 de fecha 19 de marzo 
de 2020, N° 705 de fecha 31 de marzo de 2022, la Resolución de la SECRETARÍA DE GESTIÓN Y 
EMPLEO PÚBLICO N° 58 de fecha 1 de abril de 2022, las Resoluciones de esta SUPERINTENDENCIA 
DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) N° 22 de fecha 17 de marzo de 2020, N° 39 de fecha 28 de abril 
de 2020, N° 46 de fecha 20 de mayo de 2020, el Acta de la COMISIÓN DE CONDICIONES Y MEDIO 
AMBIENTE DE TRABAJO (CyMAT) N° 187 de fecha 4 de abril de 2022, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020, 
el PODER EJECUTIVO NACIONAL amplió la emergencia pública en materia sanitaria establecida por 
la Ley N° 27.541 por el plazo de UN (1) año, en virtud de la pandemia declarada por la 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (O.M.S.) en relación al brote del Coronavirus COVID-19, 
posteriormente prorrogada por los D.N.U. N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021 y N° 867 de fecha 
23 de diciembre de 2021, hasta el día 31 de diciembre de 2022 inclusive. 
 
Que por su parte, el artículo 36 de la Ley N° 24.557 faculta a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS 
DEL TRABAJO (S.R.T.) a dictar su reglamento interno, determinar su estructura organizativa y su 
régimen interno de gestión de recursos humanos. 
 
Que en su rol de empleador, la S.R.T. debe adoptar y poner en práctica las medidas adecuadas de 
higiene y seguridad para proteger la vida y la integridad de los/las trabajadores/as de conformidad 
a lo dispuesto por la Ley N° 19.587. 
 
Que por Resolución S.R.T. N° 22 de fecha 17 de marzo de 2020, se creó el COMITÉ DE CRISIS, 
responsable de garantizar la continuidad de la operatoria de la S.R.T. ante la ocurrencia de hechos 
fortuitos. 



 

 
Que a su vez, mediante la Resolución S.R.T. N° 39 de fecha 28 de abril de 2020, se creó la 
COMISIÓN DE CONDICIONES Y MEDIO AMBIENTE DE TRABAJO (CyMAT) en el ámbito de la S.R.T., 
en los términos del artículo 117 del Anexo I del Decreto N° 214 de fecha 27 de febrero de 2006. 
 
Que en el marco de la normativa mencionada en los considerandos precedentes, se dictó la 
Resolución S.R.T. N° 46 de fecha 20 de mayo de 2020, por la cual se aprobó el documento 
“PROTOCOLO SRT PARA LA PREVENCIÓN DEL COVID-19 - Recomendaciones y sugerencias”. 
 
Que en virtud del avance de las coberturas de vacunación, por el D.N.U. N° 867/21, entre otros 
extremos, se modificaron diversas disposiciones del citado D.N.U. N° 260/20 y sus modificatorios, 
estableciéndose un conjunto de nuevas medidas sanitarias aplicables a todo el territorio nacional 
desde el 1 de enero de 2022. 
 
Que posteriormente, mediante la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 705 de fecha 31 de 
marzo de 2022, la autoridad sanitaria actualizó las medidas generales para prevenir tanto la 
enfermedad por Coronavirus COVID-19 como otras infecciones respiratorias estacionales con el fin 
de proteger la salud pública. 
 
Que en la mencionada norma precedentemente citada, se instituyeron las recomendaciones de 
cuidado generales para la prevención de enfermedades respiratorias: continuar con el uso 
adecuado del barbijo en espacios interiores, incluyendo los ámbitos laborales, educativos y el 
transporte público; asegurar la ventilación de los ambientes; la higiene adecuada y frecuente de 
manos, toser o estornudar sobre el pliegue del codo y ante la presencia de síntomas, no acudir a 
actividades laborales, sociales, educativas, lugares públicos y evitar el uso del transporte público; y 
dejar sin efecto el distanciamiento social de DOS (2) metros. 
 
Que en este sentido, mediante la Resolución de la SECRETARÍA DE GESTIÓN Y EMPLEO PÚBLICO N° 
58 de fecha 1 de abril de 2022, se estableció que en cada Jurisdicción, Organismo y Entidad de la 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL se deberá disponer el retorno a la modalidad de prestación 
de servicios que era habitual en forma previa a la vigencia del D.N.U. N° 260/20 y sus 
modificatorios, respetando las medidas de cuidado generales para la prevención de enfermedades 
respiratorias agudas, establecidas por el MINISTERIO DE SALUD a través de la citada Resolución N° 
705/22. 
 
Que asimismo, se dispuso que las personas incluidas en el artículo 3°, incisos V y VI de la 
Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 627 de fecha 19 de marzo de 2020 y su modificatoria, 
quedan exceptuadas de la obligación de prestar servicios presencialmente, debiendo presentar la 
documentación médica que acredite la pertenencia al grupo de riesgo correspondiente. 
 
Que mediante Acta CyMAT N° 187 de fecha 4 de abril de 2022, la COMISIÓN CyMAT del Sector 
Público Nacional, recordó las recomendaciones establecidas por el Órgano rector en materia de 
salud en la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 705/22. 



 

 
Que atendiendo a la evolución favorable de la situación sanitaria, de acuerdo a las normas 
anteriormente citadas, resulta menester dejar sin efecto la Resolución S.R.T. N° 46/20. 
 
Que en consecuencia, resulta pertinente adoptar las recomendaciones de cuidado generales para 
la prevención de Coronavirus COVID-19 y otras enfermedades respiratorias agudas establecidas 
por la autoridad sanitaria nacional. 
 
Que dicha medida fue puesta a consideración de la COMISIÓN CyMAT-S.R.T., arribando al 
consenso respecto de las recomendaciones que forman parte de la presente. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos de esta S.R.T. ha intervenido en el área de su 
competencia. 
 
Que la presente medida, se dicta en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 36, 
apartado 1, inciso e) y 38 de la Ley N° 24.557 y en función de lo dispuesto por el D.N.U. N° 260/20 
y sus prórrogas, y lo previsto por la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 705/22 y el Acta 
CyMAT N° 187/22. 
 
Por ello, 
EL SUPERINTENDENTE DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Derógase la Resolución de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) 
N° 46 de fecha 20 de mayo de 2020, por los motivos expuestos en los considerandos de la 
presente resolución. 
 
ARTÍCULO 2°.- Adóptanse las recomendaciones previstas en la Resolución del MINISTERIO DE 
SALUD N° 705 de fecha 31 de marzo de 2022 y en el Acta de la COMISIÓN DE CONDICIONES Y 
MEDIO AMBIENTE DE TRABAJO (CyMAT) N° 187 de fecha 4 de abril de 2022, y/o las que en el 
futuro la reemplacen. 
 
ARTÍCULO 3°.- La presente resolución entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese a todo el personal, a las entidades gremiales con representación en el 
ámbito de la S.R.T. y a la COMISIÓN CyMAT-S.R.T.; publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 
 
Enrique Alberto Cossio 
e. 01/06/2022 N° 39025/22 v. 01/06/2022 
 

Resolución 67/2022 



 

 
RESOL-2022-67-APN-SRT#MT 
Ciudad de Buenos Aires, 17/11/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2020-17251192-APN-SMYC#SRT, las Leyes N° 19.587, N° 24.557, Nº 
27.541, el Decreto N° 1.057 de fecha 11 de noviembre de 2003, el Decreto de Necesidad y 
Urgencia Nº 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y sus prórrogas, las Resoluciones del MINISTERIO 
DE SALUD (M.S.) N° 705 de fecha 31 de marzo de 2022, N° 1.849 de fecha 20 de septiembre de 
2022, las Resoluciones de esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) N° 29 de 
fecha 21 de marzo de 2020, N° 30 de fecha 21 de mayo de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020, el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL amplió la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 
27.541 por el plazo de UN (1) año -posteriormente prorrogada por los Decretos de Necesidad y 
Urgencia N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021 y N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021, hasta 
el 31 de diciembre de 2022-, en virtud de la Pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL 
DE LA SALUD (O.M.S.) respecto del coronavirus SARS-CoV2 (COVID-19). 
 
Que desde el inicio de la emergencia sanitaria descripta, esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 
TRABAJO (S.R.T.) entendió necesario informar a los actores involucrados en el Sistema de Riesgos 
del Trabajo las medidas de prevención concordantes con los objetivos establecidos en la Ley N° 
24.557, conducentes a contribuir con los fines establecidos por el PODER EJECUTIVO NACIONAL 
para prevenir la propagación del agente SARS-CoV2 (COVID-19) en la comunidad. 
 
Que en tal sentido, entre otras medidas, mediante la Resolución S.R.T. Nº 29 de fecha 21 de marzo 
de 2020 y su modificatoria -Resolución S.R.T. N° 30 de fecha 21 de mayo de 2021-, se impuso la 
obligación a los Empleadores de exhibir en sus establecimientos el modelo digital de afiche 
informativo sobre recomendaciones y medidas de prevención en ámbitos laborales respecto al 
SARS-CoV-2 (COVID-19), provisto por las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (A.R.T.). 
 
Que atendiendo el avance del Plan Estratégico para la Vacunación contra el COVID-19 y la 
modificación de la situación epidemiológica, mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia. N° 
867/21 el PODER EJECUTIVO NACIONAL revisó diversas disposiciones del citado Decreto de 
Necesidad y Urgencia N° 260/20, estableciéndose un conjunto de medidas sanitarias aplicables a 
todo el territorio nacional desde el 1 de enero de 2022. 
 
Que mediante la Resolución del MINISTERIO DE SALUD (M.S.) N° 705 de fecha 31 de marzo de 
2022, la autoridad sanitaria estableció recomendaciones de cuidado generales para la prevención 
del COVID-19 y otras enfermedades respiratorias agudas, y dejó sin efecto el distanciamiento 
social de DOS (2) metros y la obligatoriedad del autorreporte de síntomas en la aplicación 
“Cuidar”. 



 

 
Que posteriormente, en función del progreso alcanzado, evidenciado por el descenso sostenido de 
casos y la baja incidencia del COVID-19 como enfermedad grave y mortal, a través del dictado de 
la Resolución M.S. N° 1.849 de fecha 20 de septiembre de 2022, se estableció el carácter no 
obligatorio del uso del barbijo, independientemente de lo cual se emitió la recomendación de su 
uso como medida de prevención general, así como también la ventilación de ambientes, la higiene 
adecuada y frecuente de manos y la sugerencia, ante la presencia de síntomas, de evitar el 
contacto con otras personas, de no acudir a actividades laborales, sociales, educativas, lugares 
públicos y uso de transporte público. 
 
Que en ese marco y en función de la experiencia alcanzada desde la ampliación de la emergencia 
sanitaria, se estima necesario actualizar el contenido del modelo digital de afiche informativo 
sobre medidas de prevención específicas acerca del Coronavirus COVID-19 y dejar sin efecto el 
documento “SARS-Cov-2 Recomendaciones y medidas de prevención en ámbitos laborales” 
aprobados por la Resolución S.R.T. N° 29/20 y su modificatoria. 
 
Que en virtud de lo expuesto precedentemente corresponde sustituir el Anexo I IF-2021-
45379977-APN-GP#SRT y derogar el artículo 3° de la Resolución S.R.T. N° 29/20 y la Resolución 
S.R.T. N° 30/21. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos de esta S.R.T. ha intervenido en el ámbito de su 
competencia. 
 
Que la presente medida, se dicta en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 36 y 38 
de la Ley N° 24.557, el Decreto N° 1.057 de fecha 11 de noviembre de 2003 en función de lo 
dispuesto por el Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 260/20 -y sus modificatorios y 
complementarios- y las Resoluciones M.S. N° 705/22 y N° 1.849/22. 
 
Por ello, 
EL SUPERINTENDENTE DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyase el Anexo I IF-2021-45379977-APN-GP#SRT, aprobado por el artículo 2° 
de la Resolución de esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) Nº 29 de fecha 21 
de marzo de 2020 -texto según Resolución S.R.T. N° 30 de fecha 21 de mayo de 2021-, por el 
Anexo I IF-2022-123976185-APN-GP#SRT que forma parte integrante de la presente resolución. 
 
ARTÍCULO 2°.- Establécese que las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (A.R.T.) deberán 
instrumentar, a través de herramientas informáticas, los medios pertinentes para difundir y 
notificar a los empleadores afiliados el contenido del Anexo I IF-2022-123976185-APN-GP#SRT 
aprobado por el artículo 1º de la presente resolución en formato digital, en un plazo que no podrá 
exceder los QUINCE (15) días corridos a partir de la entrada en vigencia de la presente norma. 
 



 

ARTÍCULO 3°.- Derógase el artículo 3° de la Resolución S.R.T. N° 29/20 y la Resolución S.R.T. N° 
30/21, por lo motivos expuestos en los considerandos precedentes. 
 
ARTÍCULO 4°.- La presente resolución entrará en vigencia el primer día hábil posterior a su 
publicación en el Boletín Oficial. 
 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Enrique Alberto Cossio 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 22/11/2022 N° 94826/22 v. 22/11/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 
 

Resolución 20/2021 
 
RESOL-2021-20-APN-SRT#MT 
Ciudad de Buenos Aires, 14/04/2021 
 
VISTO el Expediente EX-2021-30921946-APN-SAT#SRT, las Leyes N° 24.241, N° 24.557, N° 26.425, 
N° 26.773, N° 27.348, N° 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 
de marzo de 2020, N° 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y sus prórrogas, Nº 367 de fecha 13 de 
abril de 2020, N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021, los Decretos Nº 1.883 de fecha 26 de octubre 
de 1994, N° 659 de fecha 24 de junio de 1996, Nº 717 de fecha 28 de junio de 1996, Nº 2.104 y Nº 
2.105 ambos de fecha 04 de diciembre de 2008, N° 49 de fecha 14 de enero de 2014, la Resolución 
del MINISTERIO DE EDUCACIÓN DE LA NACIÓN (M.E.) N° 108 de fecha 15 de marzo de 2020, las 
Resoluciones del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL (M.T.E. Y S.S.) N° 207 de 
fecha 16 de marzo de 2020 y N° 296 de fecha 02 de abril de 2020, las Resoluciones de la 
SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DE TRABAJO (S.R.T.) N° 1.378 de fecha 21 de septiembre de 
2007, N° 179 de fecha 21 de enero de 2015, N° 298 de fecha 23 de febrero de 2017, N° 886 de 
fecha 22 de septiembre de 2017, Nº 38 de fecha 09 de mayo de 2018, N° 19 de fecha 7 de 
noviembre de 2018, N° 33 de fecha 27 de diciembre de 2018, N° 48 de fecha 25 de junio de 2019, 
Nº 44 de fecha 15 de mayo de 2020, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020, 
se amplió en el país la emergencia pública en materia sanitaria establecida por Ley N° 27.541, por 
el plazo de UN (1) año, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA 
SALUD (O.M.S.) en relación con el Coronavirus COVID-19. 
 



 

Que en el marco de dicha emergencia sanitaria y con el fin de proteger la salud pública, mediante 
el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) Nº 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y sus prórrogas, 
se estableció para todas las personas que habitan en el Territorio Nacional o se encuentren en él 
en forma temporaria, la medida de “Aislamiento Social, Preventivo y Obligatorio” avanzando hacia 
un principio de “Distanciamiento Social, Preventivo y Obligatorio”, en donde no se verifique la 
“transmisión comunitaria” del virus SARS-CoV-2 y se cumpla con los parámetros epidemiológicos y 
sanitarios establecidos en la norma. 
 
Que las Resoluciones del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL DE LA NACIÓN 
(M.T.E. Y S.S.) N° 207 de fecha 16 de marzo de 2020 y N° 296 de fecha 02 de abril de 2020, 
suspendieron el deber de asistencia al lugar de trabajo de todos los trabajadores y trabajadoras 
incluidos en los grupos de riesgo por la autoridad sanitaria nacional y de quienes se encuentren a 
cargo del cuidado de niños, niñas o adolecentes mientras dure la suspensión de clases en las 
escuelas establecida por Resolución del MINISTERIO DE EDUCACIÓN DE LA NACIÓN (M.E.) N° 108 
de fecha 15 de marzo de 2020. 
 
Que el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) Nº 367 de fecha 13 de abril de 2020 establece 
que la enfermedad COVID-19 producida por el coronavirus SARS-CoV-2 se considerará 
presuntivamente una enfermedad de carácter profesional -no listada-, respecto de los 
trabajadores y las trabajadoras dependientes excluidos, mediante dispensa legal, del 
cumplimiento del aislamiento social, preventivo y obligatorio ordenado por el Decreto Nº 297/20 y 
sus normas complementarias, lo que impactó en la carga de trabajo en las Comisiones Médicas. 
 
Que, por el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021, se 
prorrogó la emergencia sanitaria dispuesta por la Ley N° 27.541 y ampliada por el D.N.U. N° 
260/20, hasta el 31 de diciembre de 2021. 
 
Que el artículo 21, apartado 1, inciso a) de la Ley N° 24.557 y el artículo 1° de la Ley N° 27.348 
establecen que las Comisiones Médicas constituirán la instancia administrativa previa, de carácter 
obligatorio y excluyente de toda otra intervención, para que el trabajador afectado y la 
trabajadora afectada, contando con el debido patrocinio letrado, solicite la determinación del 
carácter profesional de su enfermedad o contingencia, la determinación de su incapacidad y las 
correspondientes prestaciones dinerarias previstas en la Ley sobre Riesgos del Trabajo, como así 
también el contenido y alcances de las prestaciones en especie. 
 
Que en ese marco, y como consecuencia de la emergencia sanitaria, se ha restringido 
severamente la disponibilidad de desempeño laboral efectivos de gran parte del personal de las 
Comisiones Médicas, a lo que deben sumarse las limitaciones operativas que genera la falta de 
presencialidad de su personal así como las demoras derivadas por la ineludible implementación de 
protocolos sanitarios en el trabajo, mientras, en paralelo, se presenta un flujo constante y 
creciente en la demanda de intervención de las citadas comisiones. 
 



 

Que, la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos, mediante Dictamen Jurídico IF-2020-
36154601-APN-GAJYN#SRT opinó en relación a la situación que genera la emergencia sanitaria en 
las Comisiones Médicas:”(...) Esta situación de fuerza mayor o equivalente, que en definitiva se 
traduce en una restricción a las posibilidades materiales de cumplimiento, torna necesario 
interpretar las normas de acuerdo al marco fáctico existente y considerando el orden jurídico en 
su armónica integralidad. (…)”. 
 
Que la Gerencia de Administración de Comisiones Médicas ha expuesto en el Informe Técnico que 
corre por IF-2021-31596996-APN-GACM#SRT, donde puede advertirse que, por las causas 
anteriormente descriptas, hay un desborde operativo por el cual se generan demoras en la 
tramitación de expedientes en las Comisiones Médicas, que conspiran contra el derecho de los 
trabajadores y las trabajadoras a recibir una propuesta de solución que sea razonable y esté 
dentro los parámetros de inmediatez prestacional, lo que constituye uno de los principios básicos 
del Sistema de Riesgos del Trabajo. 
 
Que la referida inmediatez prestacional no constituye una mera cuestión formal dado que la 
temporalidad en el otorgamiento de las prestaciones comprende el concepto de integridad de 
éstas, pues para cumplirse a cabalidad su respectivo otorgamiento debe ser en tiempo oportuno. 
 
Que, como reiteradamente ha sostenido la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (C.S.J.N.), 
la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye también el derecho a obtener un 
pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable (Fallos: 287:248; 289:181; 300:1102; 
305:913; 315:2173). 
 
Que el marco de emergencia administrativa descripto torna necesario adoptar acciones y políticas 
excepcionales para el adecuado resguardo de los intereses públicos en juego, toda vez que 
acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios (Fallos: 238:76; 318:1887; 
323:1566). 
 
Que, en ese marco, incumbe a esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.), como 
Organismo competente, la imperiosa necesidad de dictar e implementar medidas tendientes a 
paliar las consecuencias nocivas de la mencionada situación en el ámbito del Sistema de Riesgos 
de Trabajo, y en particular, en relación a los procedimientos en que intervienen las mentadas 
Comisiones Médicas, siendo que constituyen uno de los accesos principales a las prestaciones 
sistémicas. 
 
Que teniendo en cuenta lo expuesto corresponde que los procedimientos que se establezcan ante 
las Comisiones Médicas para la materialización de la reparación prestacional deben cumplir, en la 
mayor medida de lo posible, con las pautas de celeridad, economía, sencillez y eficacia, en 
armonía con la garantía constitucional de debido proceso. 
 
Que las decisiones generales adoptadas como respuesta ante la pandemia imperante, de 
incuestionable valor sanitario, afectaron el normal funcionamiento de la instancia administrativa, 



 

generando también dificultades para llevar adelante las audiencias médicas presenciales, en 
función de los procedimientos reglamentados por las normas vigentes. 
 
Que las medidas de simplificación de trámites que se propician no afectarán la asignación de los 
recursos disponibles sobre cuestiones relativas al otorgamiento íntegro y oportuno de las 
prestaciones en especie, ni a la estimación de incapacidad laboral con arreglo a la aplicación de la 
Tabla de Evaluación de Incapacidades Laborales, según lo determinado por el Decreto Nº 659 de 
fecha 24 de junio de 1996 y Decreto Nº 49 de fecha 14 de enero de 2014. 
 
Que teniendo en cuenta lo expuesto, resulta necesario adoptar medidas tendientes a incentivar, 
simplificar y agilizar la homologación de los acuerdos celebrados entre partes de manera 
complementaria al procedimiento dispuesto en el Punto II del Capítulo II de la Resolución S.R.T. Nº 
298 de fecha 23 de febrero de 2017, facilitando así la gestión íntegramente digital de las referidas 
actuaciones administrativas en consonancia con los esquemas de prestación de servicios 
preponderantes en la actualidad. 
 
Que, ante una falta de diligencia en la constitución del patrocinio letrado necesario o en el 
cumplimiento de las requisitorias inherentes al ofrecimiento de acuerdo, la parte trabajadora 
deberá instar la intervención de la Comisión Médica Jurisdiccional, eximiéndose a la aseguradora 
de la carga de iniciar, de forma tal de facilitar la configuración de los requisitos de admisibilidad a 
su cargo y evitar dilaciones innecesarias en la tramitación para la determinación de la incapacidad 
laboral. 
 
Que la audiencia médica es la oportunidad procesal donde se produce y evalúa la prueba médica, 
pudiendo consistir esta última en estudios presentados por las partes, en la evaluación física del 
damnificado y/o en la determinación de la necesidad de producir nuevos estudios. 
 
Que ello conduce a interpretar que la actuación médica puede asumir diversas formas, todas ellas 
tendientes a garantizar los derechos de las partes y siempre teniendo en vista la tutela de la salud 
laboral del trabajador y la trabajadora, y su restablecimiento a su estado anterior a la 
contingencia, en la medida de lo posible. 
 
Que la jurisprudencia ha dicho que, en nuestro sistema, no hay estructuras sacramentales para los 
reclamos efectuados por vía administrativa (Fallos 315:2762) y admite el principio de formalismo 
moderado. Este principio se concibe siempre a favor del administrado para que superando los 
inconvenientes formales que se presenten pueda lograr el dictado de un acto que decida las 
cuestiones planteadas ante la administración. (Cámara Nac. Cont. Adm. Fed. Sala 2da. 10/6/1993, 
“GUALDONI Jorge L., c/E.N.”). 
 
Que en cuanto a las medidas que se adopten en estado de emergencia la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN (C.S.J.N.) ha dicho que deben ser legales, ajustadas a los objetivos 
definidos conforme a criterios científicos, razonables, estrictamente necesarias y proporcionales. 
(Fallos 325:28). 



 

 
Que las medidas que se establecen en la presente resolución -en las actuales circunstancias- 
resultan imprescindibles, razonables y proporcionadas para resguardar los intereses públicos en 
juego, en armonía con el principio de tutela administrativa efectiva. 
 
Que disponer la simplificación de trámites no obsta a que se arribe a evaluaciones médicas que 
cuenten con razonable rigor científico y, aun así, en el caso de que la propuesta administrativa de 
solución no satisfaga a alguna de las partes, queda incólume el derecho de optar por el acceso a la 
instancia judicial competente. 
 
Que las acciones promovidas en este acto tienen en miras garantizar los principios de suficiencia, 
accesibilidad y automaticidad en el otorgamiento de las prestaciones previstas en la ley, derechos 
de titularidad de los trabajadores damnificados afectados por la emergencia sanitaria. 
 
Que, asimismo, “el alcance de la competencia de un órgano o ente estatal se debe determinar 
sobre la base de los siguientes elementos: - en primer lugar - del texto expreso de la norma que la 
regule; - en segundo - del contenido razonablemente implícito inferible del texto expreso de las 
normas involucradas y – en tercer lugar - de los poderes inherentes derivados de la naturaleza o 
esencia del órgano, interpretados a la luz del principio de especialidad” (Julio C. COMADIRA, El 
Acto Administrativo, Editorial LA LEY, Buenos Aires 2004, Pág. 27). 
 
Que, en ese orden de ideas, en cuanto al principio de especialidad, la PROCURACIÓN DEL TESORO 
DE LA NACIÓN (P.T.N.) ha afirmado que el aspecto que define la aptitud para obrar de un ente 
jurídico es la relación del acto con los fines para los que fue creado (Dictámenes 154:196, Pto IV: 
164:165, Pto. III 4), a lo que añadió “…En el campo de las personas morales, la capacidad o 
competencia se delimita de acuerdo con la llamada “regla de la especialidad”, es decir, que les 
está permitido hacer lo no prohibido dentro de los fines de la institución” (Dictámenes 191:105, 
Pto. II 2). 
 
Que, en la intención de extremar su eficacia, la norma que se aprueba también establece las 
consecuencias que implican el incumplimiento de las obligaciones impuestas a las ASEGURADORAS 
DE RIEGOS DEL TRABAJO (A.R.T.) y los EMPLEADORES AUTOASEGURADORES (E.A.) en su calidad de 
gestoras de la Seguridad Social. 
 
Que, en cuanto a los procedimientos en trámite, cabe señalar, que pueden ser alcanzados por la 
norma proyectada, la cual será de aplicación inmediata, siempre que ello no importe afectar la 
validez de los actos procesales cumplidos y que han quedado firmes bajo la vigencia de las normas 
anteriores, pues tales actos se hayan amparados por el principio de preclusión, al que prestan 
respaldo, en nuestro ordenamiento jurídico, las garantías constitucionales de la propiedad y 
defensa en juicio. 
 



 

Que el citado principio es aplicable tanto a las normas referentes a la jurisdicción y competencia 
de los órganos judiciales, cuanto a las normas reguladoras de los procedimientos y de los actos 
procesales, conforme Fallos C.S.J.N. Tº 215 p. 467, Tº 220 p. 30, entre otros. 
 
Que, asimismo, el artículo 7° del Código Civil y Comercial de la Nación dispone que, a partir de su 
entrada en vigencia, las leyes se aplican a las consecuencias de las relaciones y situaciones 
jurídicas existentes. 
 
Que sin perjuicio de ello, corresponde diferir la entrada en vigencia de la presente medida con la 
finalidad de brindar un plazo razonable para que las A.R.T. y los E.A. instrumenten las 
modificaciones necesarias en sus procesos internos alcanzados relativos a la gestión prestacional a 
su cargo. 
 
Que la Gerencia de Administración de Comisiones Médicas entendió procedente y oportuno 
impulsar la presente medida. 
 
Que la Gerencia Técnica prestó su consentimiento al dictado del acto pretendido en el marco de 
sus competencias. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos ha intervenido en el ámbito de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 36 de la Ley 
Nº 24.557, el artículo 15 de la Ley Nº 26.425, el artículo 3º de la Ley Nº 27.348, el artículo 1° del 
Decreto N° 1.883 de fecha de fecha 26 de octubre de 1994, el artículo 35 del Decreto Nº 717 de 
fecha 28 de junio de 1996, el artículo 10 del Decreto Nº 2.104 y el artículo 6° del Decreto Nº 2.105, 
ambos de fecha 4 de diciembre de 2008. 
 
Por ello, 
EL SUPERINTENDENTE DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVE: 
 
TÍTULO I 
DE LOS ACUERDOS POR INCAPACIDAD LABORAL PERMANENTE PARCIAL DEFINITIVA Y 
PRESTACIONES DINERARIAS – JURISDICCIONES ADHERIDAS A LAS DISPOSICIONES DEL TÍTULO I DE 
LA LEY N° 27.348. 
 
CAPÍTULO I 
CESE DE LA INCAPACIDAD LABORAL TEMPORARIA CON SECUELAS INCAPACITANTES RESULTANTES 
DE LA CONTINGENCIA 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese que, cesada la situación de Incapacidad Laboral Temporaria (I.L.T.), y 
ante la existencia de secuelas incapacitantes resultantes de una contingencia, en todos los casos 



 

las ASEGURADORAS DE RIESGOS DEL TRABAJO (A.R.T.) y los EMPLEADORES AUTOASEGURADOS 
(E.A.) deberán proceder a citar al/la trabajador/a damnificado/a, requiriendo la constitución del 
patrocinio letrado correspondiente, con el fin de valorar el grado correspondiente de incapacidad 
y formular una propuesta de acuerdo sobre la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (I.L.P.P.) y 
las respectivas prestaciones dinerarias previstas en la Ley sobre Riesgos del Trabajo, ello en los 
términos del artículo 1° y 3° de la Ley N° 27.348 y del Título I, Capítulo II, Punto II de la Resolución 
de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) N° 298 de fecha 23 de febrero de 
2017. 
 
ARTÍCULO 2°.- Las A.R.T. y los E.A. deberán expedirse sobre la existencia de secuelas 
incapacitantes resultantes de la contingencia notificando al/la trabajador/a damnificado/a a través 
de medio fehaciente en forma previa o concomitante al otorgamiento del Alta Médica o el Fin de 
Tratamiento, o en su defecto, al cese de la I.L.T. por el vencimiento del plazo legal. 
 
En caso de que el/la trabajador/a damnificado/a, habiendo sido fehacientemente notificado/a, no 
constituyere el patrocinio letrado requerido para la tramitación, no concurriere a la citación para 
valorar el grado de incapacidad laboral resultante de la contingencia prevista en el artículo 
precedente, o en su defecto, no hubiere expresado su intención respecto de la propuesta de 
acuerdo, la A.R.T. o el E.A. quedará eximido de presentar el trámite por DETERMINACIÓN DE LA 
INCAPACIDAD y entonces la parte trabajadora deberá instar la intervención de la Comisión Médica 
Jurisdiccional (C.M.J.) para la determinación de las secuelas incapacitantes. 
 
ARTÍCULO 3°.- Establécese que, cuando de los antecedentes médico-asistenciales y de los estudios 
médicos acompañados junto con la propuesta de acuerdo sobre la I.L.P.P., se encuentren 
debidamente acreditados los extremos que hacen a la incapacidad laboral resultante de la 
contingencia que fuera ponderada por la A.R.T. o el E.A., la COMISIÓN MÉDICA JURISDICCIONAL 
(C.M.J.) interviniente procederá a emitir el Informe de Valoración del Daño (I.V.D.) previsto en el 
artículo 23 de la Resolución S.R.T. Nº 298/17. 
 
 
ARTÍCULO 4º.- El/la profesional médico/a interviniente deberá emitir el I.V.D. dejando debida 
constancia de la valoración llevada a cabo sobre la ponderación de la incapacidad laboral 
contenida en la propuesta de acuerdo conforme la aplicación de la Tabla de Evaluación de 
Incapacidades Laborales aprobada por el Decreto Nº 659 de fecha 24 de junio de 1996, y su 
adecuación respecto de los antecedentes médico-asistenciales de la contingencia, los estudios de 
diagnóstico obligatorios previstos en la Resolución S.R.T. N° 886 de fecha 22 de septiembre de 
2017 y demás estudios médicos complementarios que fueran acompañados junto con la 
propuesta de acuerdo. 
 
ARTÍCULO 5º.- Cuando no fueran debidamente acreditados los extremos que hacen a la 
incapacidad laboral resultante de la contingencia, el/la profesional médico/a interviniente 
dispondrá el cierre de las actuaciones y procederá a dar inicio al correspondiente trámite de 
DETERMINACIÓN DE LA INCAPACIDAD. 



 

 
En caso de no verificarse el agotamiento de las instancias terapéuticas, el/la profesional médico/a 
interviniente dispondrá el cierre de las actuaciones, debiendo la A.R.T. o el E.A. proceder a citar 
al/la trabajador/a para evaluación médica con profesional médico/a designado por la A.R.T. o E.A., 
especialista en la afección objeto de la propuesta acuerdo, a efectos de que se determine el plan 
terapéutico y se comience inmediatamente con el otorgamiento de las prestaciones en especie a 
su cargo, ello en conformidad con los plazos dispuestos en el artículo 2° de la Resolución S.R.T. N° 
1.378 de fecha 21 de septiembre de 2007, o la que en un futuro la reemplace, computados desde 
la notificación de cierre. 
 
ARTÍCULO 6º.- En el supuesto en que el grado de incapacidad laboral contenido en la propuesta de 
acuerdo no se correspondiese con la Tabla de Evaluación de Incapacidades Laborales aprobada 
por el Decreto Nº 659/96, el/la profesional médico/a interviniente podrá instar a las partes a 
reformular la propuesta de acuerdo y presentarla a través de la Ventanilla Electrónica (V.E.) por 
única vez dentro del plazo de CINCO (5) días hábiles previsto en el artículo 27 de la Resolución 
S.R.T. Nº 298/17. Vencido el plazo, se procederá a dar inicio al correspondiente trámite de 
DETERMINACIÓN DE LA INCAPACIDAD. 
 
CAPÍTULO II 
CESE DE LA INCAPACIDAD LABORAL TEMPORARIA SIN SECUELAS INCAPACITANTES RESULTANTES 
DE LA CONTINGENCIA 
 
ARTÍCULO 7°.- Establécese que, cesada la situación de I.L.T. sin secuelas incapacitantes resultantes 
de la contingencia, en la oportunidad en que el/la trabajador/a damnificado/a inicie el trámite de 
DIVERGENCIA EN LA DETERMINACIÓN DE LA INCAPACIDAD previsto en el artículo 3° de la 
Resolución S.R.T. N° 298/17, se procederá a elevar las actuaciones en forma directa al Servicio de 
Homologación en el ámbito de la Comisión Médica Jurisdiccional (C.M.J.) a efectos de celebrar la 
audiencia de acuerdo dispuesta en el artículo 12 de la referida resolución. 
 
ARTÍCULO 8°.- En oportunidad de la audiencia ante el Servicio de Homologación, el/la trabajador/a 
damnificado/a podrá acordar una compensación económica con la A.R.T. o el E.A., o en su caso, 
requerir el agotamiento de la instancia administrativa o solicitar se cumpla con el procedimiento 
dispuesto en el artículo 6° de la Resolución S.R.T. N° 298/17 y subsiguientes y el Título II de la 
presente resolución, según resulte de su libre elección. 
 
ARTÍCULO 9°.- Si las partes acordaran una compensación económica y prestaran su conformidad 
con lo actuado, el agente del servicio constatará la libre emisión del consentimiento del/la 
trabajador/a o sus derechohabientes y su discernimiento sobre los alcances del acuerdo. En el 
mismo acto, se suscribirá un acta dejando expresa constancia de ello y del ejercicio de la opción 
prevista en el artículo 4° de la Ley N° 26.773. 
 
El valor de la compensación económica referida en el párrafo precedente, en ningún caso podrá 
exceder el monto equivalente al importe de la indemnización por la contingencia que le hubiere 



 

correspondido percibir al/la trabajador/a damnificado/a según lo dispuesto en la Ley N° 24.557 y 
sus modificatorias por un grado de I.L.P.P. del CINCO POR CIENTO (5 %). 
 
El agente designado a tal efecto, emitirá opinión acerca de la legalidad del procedimiento y la 
pertinencia del dictado del acto homologatorio del acuerdo. 
 
Finalmente, se remitirán las actuaciones al/la Titular del Servicio de Homologación, para que 
dentro de los CINCO (5) días emita el correspondiente acto de homologación, dejando expresa 
constancia respecto del cese de la I.L.T. sin secuelas incapacitantes y respecto del acuerdo entre 
partes por una compensación económica. 
 
El acto de homologación que se celebre asumirá autoridad de cosa juzgada administrativa con los 
alcances previstos en el artículo 4° del Anexo I de la Ley N° 27.348 Complementaria de la Ley N° 
24.557 sobre Riesgos del Trabajo y el artículo 15 de la Ley N° 20.744 (t.o. 1976). 
 
ARTÍCULO 10.- En caso de que el/la trabajador/a solicite el agotamiento de la instancia 
administrativa, se labrará un acta dejando constancia de la elección ejercida en los términos del 
artículo 8° de la presente resolución. 
 
El agente designado a tal efecto, emitirá la opinión de legalidad y remitirá las actuaciones al Titular 
de Servicio de Homologación para el dictado del correspondiente acto de clausura del 
procedimiento en el que deberá constar expresamente el cese de la I.L.T. sin secuelas 
incapacitantes, quedando con ello expedita la vía recursiva prevista en el artículo 2° de la Ley N° 
27.348 Complementaria de la Ley N° 24.557 sobre Riesgos del Trabajo. 
 
TÍTULO II 
DE LAS EXCEPCIONES A LA AUDIENCIA MÉDICA PRESENCIAL 
 
ARTÍCULO 11.- Establécese que la Comisión Médica Jurisdiccional (C.M.J.) podrá prescindir de la 
celebración de la audiencia médica presencial y/o de la realización del examen físico previstos en 
los puntos 14 y 15 del Anexo I de la Resolución S.R.T. Nº 179/15 y el artículo 6º de la Resolución 
S.R.T. Nº 298/17, en los supuestos previstos en la presente norma y con los alcances definidos en 
cada uno de ellos, a través de la elaboración de un Informe Técnico Médico (I.T.M.) debidamente 
fundado y notificado a las partes. 
 
ARTÍCULO 12.- Recibida la solicitud de intervención, se elevarán las actuaciones al/la profesional 
médico/a interviniente a efectos de analizar y valorar los antecedentes médico asistenciales 
obrantes en las actuaciones, así como la prueba médica solicitada por las partes, y proceder a la 
confección del I.T.M.. 
 
ARTÍCULO 13.- La C.M.J. interviniente podrá prescindir de la celebración de la audiencia médica 
presencial y/o de la realización del examen físico en los siguientes supuestos: 
 



 

a. Cuando la patología exhibida por la parte trabajadora pueda ser verificada mediante la prueba 
documental acompañada o a través de la realización de nuevos estudios médicos de diagnóstico 
y/o interconsultas con especialistas. 
 
b. En los trámites de RECHAZO DE LA CONTINGENCIA relativos a accidentes de trabajo del 
procedimiento previsto por las Resoluciones S.R.T. N° 298/17 y N° 179/15, cuando la A.R.T., el E.A. 
o el Empleador No Asegurado (E.N.A.) hayan motivado dicho rechazo en la naturaleza no laboral 
de la contingencia en los términos del apartado c) del artículo 6º del Decreto Nº 717 de fecha 28 
de junio de 1996 y el/la Secretario/a Técnico/a Letrado/a, luego de su intervención, determine el 
carácter laboral del accidente sin mediar cuestiones médicas controvertidas. 
c. En los trámites de RECHAZO DE LA CONTINGENCIA relativos a accidentes de trabajo del 
procedimiento previsto por la Resolución S.R.T. N° 179/15, cuando el/la Secretario/a Técnico/a 
Letrado/a, luego de su intervención, determine el carácter no laboral de la contingencia. 
 
ARTÍCULO 14.- Establécese que el I.T.M. previsto en el presente Título deberá considerar los 
siguientes aspectos: 
 
a. Identificación de las patologías derivadas de la contingencia. 
b. Datos positivos o de interés del análisis médico de las actuaciones. 
c. Resultados de los estudios médicos y/o las interconsultas obrantes en las actuaciones. 
d. Solicitud de realización de estudios de diagnóstico complementarios y/o interconsultas con 
especialistas, en caso de corresponder. 
e. Sustanciar la producción de prueba médica solicitada cuando la misma resulte conducente. 
f. Cualquier otra diligencia que resulte necesaria cuando los antecedentes médico asistenciales 
obrantes no fueran suficientes para emitir resolución. 
 
Valorada la prueba médica obrante en las actuaciones, el/la profesional médico/a interviniente 
deberá concluir el I.T.M. resolviendo la requisitoria de celebración de la audiencia médica 
presencial y/o la realización del examen físico previstos en los puntos 14 y 15 del Anexo I de la 
Resolución S.R.T. Nº 179/15 y el artículo 6º de la Resolución S.R.T. Nº 298/17. 
 
En caso de prescindir de la audiencia médica presencial y/o de la realización examen físico, el/la 
profesional médico/a interviniente deberá dejar constancia expresa sobre los motivos que así lo 
justifiquen. En los supuestos de rechazos de accidentes de trabajo previstos en los incisos b) y c) 
del artículo 13 de la presente resolución, será motivo suficiente para prescindir de la audiencia 
médica presencial la inexistencia de cuestiones médicas controvertidas. 
 
Cuando el/la profesional médico/a interviniente entienda viable la celebración de la audiencia 
médica en forma virtual sin requerir del examen físico, deberá dejar constancia en el I.T.M. y dar 
cumplimiento al Protocolo aprobado en el artículo 16 de la presente resolución. 
 
ARTÍCULO 15.- Establécese que las partes podrán ofrecer prueba en conformidad con lo dispuesto 
por el punto 19 del Anexo I de la Resolución S.R.T. Nº 179/15 y el artículo 7º de la Resolución S.R.T. 



 

Nº 298/17, por el término de CINCO (5) días contados desde la notificación del I.T.M. mediante el 
cual se motivó la exclusión de la audiencia médica presencial y/o examen físico. 
 
ARTÍCULO 16.- Apruébase el PROTOCOLO PARA LA CELEBRACIÓN DE AUDIENCIAS MÉDICAS EN 
FORMA VIRTUAL ANTE LAS COMISIONES MÉDICAS JURISDICCIONALES Y LA COMISIÓN MÉDICA 
CENTRAL, que como Anexo IF-2021-32076326-APN-GACM#SRT forma parte integrante de la 
presente resolución, para el supuesto en que el/la profesional médico/a interviniente entienda 
necesario llevar a cabo una evaluación médica sin requerir la realización de un examen físico y 
resulte factible su celebración a través de medios electrónicos contando con el expreso 
consentimiento de la parte trabajadora. 
 
TÍTULO III 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y DE FORMA 
 
ARTÍCULO 17.- Durante la vigencia de la emergencia sanitaria dispuesta por la Ley N° 27.541 
ampliada por los Decretos de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020 
y N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021, la A.R.T. o E.A. deberá presentar el trámite para 
homologar la propuesta de acuerdo sobre la I.L.P.P. o determinar la incapacidad laboral resultante 
de la contingencia ante las Comisiones Médicas Jurisdiccionales (C.M.J.) dentro de los TREINTA 
(30) días hábiles, contados a partir del día siguiente del cese de la I.L.T. o el Fin de Tratamiento. 
 
ARTÍCULO 18.- Deróganse los artículos 21 y 22 de la Resolución S.R.T. N° 298/17. 
 
ARTÍCULO 19.- Sustitúyese el artículo 23 de la Resolución S.R.T. N° 298/17 por el siguiente texto: 
 
“ARTÍCULO 23.- Informe de Valoración del Daño (I.V.D.) 
 
Recibida la solicitud de intervención debidamente cumplimentada, se elevarán las actuaciones al 
médico interviniente quien deberá emitir el correspondiente I.V.D. el cual versará sobre: 
 
a. Identificación de las patologías derivadas de la contingencia. 
b. Datos positivos o de interés del análisis médico de las actuaciones. 
c. Resultados de los estudios médicos y/o las interconsultas obrantes en las actuaciones. 
d. La acreditación del grado de incapacidad laboral ponderado conforme al Baremo aprobado por 
el Decreto N° 659/96 y el Listado de Enfermedades Profesionales aprobado por el Decreto N° 
658/96, en caso de corresponder. 
e. Preexistencias. 
 
Cuando se encuentren debidamente acreditados los extremos que hacen a la incapacidad laboral 
ponderada por la A.R.T. o el E.A., dentro de los TRES (3) días de emitido el I.V.D., se notificará a las 
partes, citándolas a una audiencia de acuerdo a celebrarse en el Servicio de Homologación 
indicándose a fecha y hora de celebración, con una antelación mínima de TRES (3) días a la fecha 
fijada para la audiencia. 



 

 
En el supuesto en que no fueran acreditados tales extremos, se procederá conforme lo dispuesto 
en el artículo 27 de la presente resolución. 
 
En el caso en que no se verifique el agotamiento de las instancias terapéuticas, se dispondrá el 
cierre de las actuaciones.”. 
 
ARTÍCULO 20.- Deróganse las Resoluciones S.R.T. N° 19 de fecha 7 de noviembre de 2018 y N° 33 
de fecha 27 de diciembre de 2018. 
 
ARTÍCULO 21.- Establécese que el incumplimiento a las obligaciones impuestas en el Título I de la 
presente resolución a las A.R.T. o los E.A., será comprobado, juzgado y sancionado mediante los 
procedimientos reglados por la Resolución S.R.T. Nº 38 de fecha 9 de mayo de 2018 y de 
conformidad con el régimen aprobado por la Resolución S.R.T. N° 48 de fecha 25 de junio de 2019, 
o las que en un futuro las reemplacen. 
 
ARTÍCULO 22.- La presente resolución resultará de aplicación a todas las actuaciones en trámite 
ante las C.M.J. que no hubieran cumplido con el acto procesal de audiencia médica presencial y/o 
examen físico previsto en los puntos 14 y 15 del Anexo I de la Resolución S.R.T. Nº 179/15 y el 
artículo 6º de la Resolución S.R.T. Nº 298/17. 
 
ARTÍCULO 23.- Procédase a las adecuaciones necesarias para la implementación de la presente 
resolución a cargo de las A.R.T. y los E.A.. 
 
ARTÍCULO 24.- La vigencia de la presente resolución quedará supeditada al dictado del acto 
pertinente a cargo de la GERENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE COMISIONES MÉDICAS de esta S.R.T., 
fijándose para ello el plazo máximo de NOVENTA (90) días corridos, desde su publicación en el 
Boletín Oficial. 
 
(Nota Infoleg: por art. 1° de la Disposición N° 4/2021 de la Superintendencia de Riesgos del 
Trabajo se establece a entrada en vigencia de la presente Resolución, a partir del día 1° de 
septiembre de 2021. Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial. Ver Resolución de 
referencia.) 
 
ARTÍCULO 25.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Enrique Alberto Cossio 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 15/04/2021 N° 23461/21 v. 15/04/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 



 

 

Disposición 4/2021 
 
DI-2021-4-APN-GACM#SRT 
Ciudad de Buenos Aires, 19/07/2021 
 
VISTO el Expediente EX-2021-30921946-APN-SAT#SRT, las Leyes N° 24.241, N° 24.557, N° 26.425, 
N° 26.773, N° 27.348, N° 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 
de marzo de 2020 y su prórroga, N° 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y sus prórrogas, los 
Decretos Nº 1.883 de fecha 26 de octubre de 1994, N° 659 de fecha 24 de junio de 1996, Nº 717 
de fecha 28 de junio de 1996 y sus modificatorios, Nº 2.104 y Nº 2.105 ambos de fecha 04 de 
diciembre de 2008, N° 49 de fecha 14 de enero de 2014, las Resoluciones de la 
SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DE TRABAJO (S.R.T.) N° 2.553 de fecha 19 de diciembre de 2013, 
N° 179 de fecha 21 de enero de 2015, N° 298 de fecha 23 de febrero de 2017, N° 886 de fecha 22 
de septiembre de 2017, N° 11 de fecha 18 de octubre de 2018, N° 4 de fecha 11 de enero de 2019, 
N° 48 de fecha 25 de junio de 2019, Nº 44 de fecha 15 de mayo de 2020, N° 3 de fecha 05 de 
febrero de 2021, N° 20 de fecha 14 de abril de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020 
se amplió en el país la emergencia pública en materia sanitaria establecida por Ley N° 27.541, por 
el plazo de UN (1) año, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA 
SALUD (O.M.S.) en relación con el Coronavirus COVID-19. 
 
Que en el marco de dicha emergencia sanitaria y con el fin de proteger la salud pública, mediante 
el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) Nº 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y sus prórrogas, 
se estableció para todas las personas que habitan en el territorio nacional o se encuentren en él 
en forma temporaria, la medida de “Aislamiento Social, Preventivo y Obligatorio”, modificándola 
luego hacia un precepto sanitario de “Distanciamiento Social, Preventivo y Obligatorio”, aplicable 
a las zonas y ciudades donde no se verifique la “transmisión comunitaria” del virus SARS-CoV-2 y 
se cumpla asimismo con los parámetros epidemiológicos y sanitarios establecidos en la norma. 
 
Que por el Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 167 de fecha 11 de marzo de 2021 se 
prorrogó la emergencia sanitaria dispuesta por la Ley N° 27.541 y ampliada por el D.N.U. N° 
260/20 hasta el 31 de diciembre de 2021. 
 
Que el artículo 21, apartado 1, inciso a) de la Ley N° 24.557 y el artículo 1° de la Ley N° 27.348 
establecen que las Comisiones Médicas constituirán la instancia administrativa previa, de carácter 
obligatorio y excluyente de toda otra intervención, para que la trabajadora y el trabajador 
afectado, contando con el debido patrocinio letrado, solicite la determinación del carácter 
profesional de su enfermedad o contingencia, la determinación de su incapacidad y las 



 

correspondientes prestaciones dinerarias previstas en la Ley sobre Riesgos del Trabajo, como así 
también el contenido y alcances de las prestaciones en especie. 
 
Que en ese marco, y como consecuencia de la emergencia sanitaria, se ha restringido 
severamente la disponibilidad de desempeño laboral efectivo de gran parte del personal de las 
Comisiones Médicas, a lo que deben sumarse las limitaciones operativas que genera la falta de 
presencialidad de su personal así como las demoras derivadas por la ineludible implementación de 
protocolos sanitarios en el trabajo, mientras, en paralelo, se presenta un flujo constante y 
creciente en la demanda de intervención de las citadas comisiones. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos, mediante Dictamen Jurídico IF-2020-
36154601-APN-GAJYN#SRT, opinó en relación a la situación que genera la emergencia sanitaria en 
las Comisiones Médicas:”(...) Esta situación de fuerza mayor o equivalente, que en definitiva se 
traduce en una restricción a las posibilidades materiales de cumplimiento, torna necesario 
interpretar las normas de acuerdo al marco fáctico existente y considerando el orden jurídico en 
su armónica integralidad. (…)”. 
 
Que esta Gerencia de Administración de Comisiones Médicas ha expuesto en el Informe Técnico 
que corre por IF-2021-31596996-APN-GACM#SRT, donde puede advertirse que, por las causas 
anteriormente descriptas, se evidencia un desborde operativo en virtud del cual se generan 
demoras en la tramitación de expedientes en las Comisiones Médicas, que conspiran contra el 
derecho de las trabajadoras y los trabajadores a recibir una propuesta de solución que sea 
razonable y esté dentro de los parámetros de inmediatez prestacional, lo cual constituye uno de 
los principios básicos del Sistema de Riesgos del Trabajo. 
 
Que la referida inmediatez prestacional no importa una mera cuestión de naturaleza formal dado 
que la temporalidad en el otorgamiento de las prestaciones comprende el concepto de integridad 
de estas últimas, pues a efectos de cumplirse a cabalidad su respectivo otorgamiento resulta 
menester que lo sea en tiempo oportuno. 
 
Que, en ese marco, incumbe a esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.), como 
Organismo competente, la imperiosa necesidad de dictar e implementar medidas tendientes a 
paliar las consecuencias indeseadas de la mencionada situación en el ámbito del Sistema de 
Riesgos de Trabajo, y en particular, en relación a los procedimientos en que intervienen las 
mentadas Comisiones Médicas, siendo que constituyen uno de los accesos principales a las 
prestaciones sistémicas. 
 
Que, en ese sentido, y en cumplimiento de dicho designio institucional y operativo, se dictó la 
Resolución S.R.T. N° 20 de fecha 14 de abril de 2021 mediante la cual se instruyeron medidas 
tendientes a la simplificación de las actuaciones administrativas en el ámbito de dichas Comisiones 
ante el contexto de pandemia imperante, en consonancia con los esquemas de prestación de 
servicios preponderantes en la actualidad. 
 



 

Que el artículo 24 de la resolución citada en el considerando precedente, dispuso que la entrada 
en vigencia de la misma quedará supeditada al dictado del acto pertinente a cargo de esta 
Gerencia de Administración de Comisiones Médicas. 
 
Que en función de lo expuesto corresponde regular la implementación definitiva de la mentada 
resolución. 
 
Que asimismo, como medidas conducentes para asegurar el objetivo propuesto, se juzga oportuno 
reglamentar aspectos operativos y procesales necesarios para el cumplimiento de los 
procedimientos dispuestos. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos ha intervenido en el ámbito de su 
competencia. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 36 de la Ley 
Nº 24.557, el artículo 15 de la Ley Nº 26.425, el artículo 3º de la Ley Nº 27.348, la Ley N° 24.241, el 
artículo 1° del Decreto N° 1.883 de fecha de fecha 26 de octubre de 1994, el artículo 35 del 
Decreto Nº 717 de fecha 28 de junio de 1996, el artículo 10 del Decreto Nº 2.104 y el artículo 6° 
del Decreto Nº 2.105, ambos de fecha 4 de diciembre de 2008, la Resolución S.R.T. N° 4 de fecha 
11 de enero de 2019 y el artículo 24 de la Resolución S.R.T. N° 20/21. 
 
Por ello, 
EL GERENTE DE ADMINISTRACIÓN DE COMISIONES MÉDICAS 
DISPONE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Establécese la entrada en vigencia de la Resolución de la SUPERINTENDENCIA DE 
RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) N° 20 de fecha 14 de abril de 2021, a partir del día 1° de septiembre 
de 2021. 
 
ARTÍCULO 2°.- Determínase que las ASEGURADORAS DE RIESGOS DEL TRABAJO (A.R.T.) y los 
EMPLEADORES AUTOASEGURADOS (E.A.) deberán proceder a notificar en forma fehaciente a las 
trabajadoras damnificadas o a los trabajadores damnificados sobre la existencia de secuelas 
incapacitantes y requerir la constitución del patrocinio letrado obligatorio, utilizando para ello el 
modelo de “NOTIFICACIÓN DE LA INCAPACIDAD LABORAL PERMANENTE (I.L.P.)” que como Anexo I 
IF-2021-64128855-APN-GACM#SRT forma parte integrante de la presente disposición. 
 
Las A.R.T. y los E.A. deberán poner a disposición las constancias respaldatorias de tal notificación 
ante el requerimiento de esta S.R.T.. 
 
ARTÍCULO 3°.- Establécese que, en el marco de la propuesta de acuerdo prevista en el artículo 1° 
de la Resolución S.R.T. N° 20/21, la A.R.T. o el E.A. deberá realizar la ponderación de las secuelas 
incapacitantes derivadas de la contingencia mediante el modelo de “FORMULARIO MÉDICO PARA 



 

LA VALORACIÓN DEL DAÑO CORPORAL” que como Anexo II IF-2021-64131181-APN-SM#SRT forma 
parte integrante de la presente disposición. 
 
Dicho formulario deberá encontrarse suscripto por profesional médico designado al efecto por la 
A.R.T. o el E.A. y ser acompañado al momento de instar el trámite previsto en el Título I, Capítulo 
II, Punto II de la Resolución S.R.T. N° 298 de fecha 23 de febrero de 2017. 
 
ARTÍCULO 4°.- La A.R.T. o el E.A. deberá llevar a cabo la ponderación integral de las secuelas 
incapacitantes resultantes de la contingencia mediante el examen médico, en formato presencial 
o remoto, o a través de la valoración de la historia clínica médico-asistencial de la contingencia y/o 
de los estudios de diagnóstico obligatorios previstos en la Resolución S.R.T. N° 886 de fecha 22 de 
septiembre de 2017 y demás estudios médicos complementarios realizados, según resulte factible 
en razón de la patología, todo ello en cumplimiento de la aplicación de la TABLA DE EVALUACIÓN 
DE INCAPACIDADES LABORALES aprobada por el Decreto Nº 659 de fecha 24 de junio de 1996 y 
sus modificatorios, o los que los sustituyan en el futuro. 
 
Se interpretará que la ausencia de una ponderación específica por parte de la A.R.T. o el E.A. 
implica que estos últimos asumen la inexistencia de secuelas ponderables sobre el particular. 
 
ARTÍCULO 5°.- Establécese que podrán ser ponderadas a través de interconsultas e informes 
médicos que cumplan con los contenidos mínimos previstos en el Anexo II de la Resolución S.R.T. 
N° 886/17, las secuelas incapacitantes vinculadas con las patologías que a continuación se 
detallan: 
 
1. Cardiológicas; 
2. Otorrinolaringológicas; 
3. Oftalmológicas; 
4. Dermatológicas; 
5. Neurológicas; 
6. Neumonológicas; 
7. Alteraciones en la esfera psíquica. 
 
ARTÍCULO 6°.- Establécese que el profesional médico/a de la COMISIÓN MÉDICA JURISDICCIONAL 
(C.M.J.) interviniente sustanciará el Informe de Valoración del Daño (I.V.D.) previsto en el artículo 
23 de la Resolución S.R.T. N° 298/17 exclusivamente en lo relativo al grado de incapacidad laboral 
ponderado por la A.R.T. o el E.A. y a los hallazgos patológicos positivos que surjan del examen 
médico realizado, de los partes evolutivos de la historia clínica médico-asistencial de la 
contingencia y/o de los estudios de diagnóstico obligatorios previstos en la Resolución S.R.T. N° 
886/17 y demás estudios médicos complementarios que fueran acompañados junto con la 
propuesta de acuerdo, teniendo en consideración las incapacidades preexistentes. 
 



 

ARTÍCULO 7°.- Establécese que, en los casos contemplados en el Título I, Capítulo II, de la 
Resolución S.R.T. N° 20/21, ante la incomparecencia de la A.R.T. o el E.A., la parte trabajadora se 
encontrará habilitada a ejercer la opción prevista en el artículo 8° de la citada resolución. 
 
Dicha incomparecencia no será pasible de aplicación de las sanciones previstas en el artículo 34 de 
la Resolución S.R.T. N° 298/17 y la Resolución S.R.T. N° 48 de fecha 25 de junio de 2019. 
 
ARTÍCULO 8°.- Apruébase la “GUÍA PARA LA VALORACIÓN DEL DAÑO CORPORAL”, que como 
Anexo III de firma conjunta IF-2021-64521522-APN-GACM#SRT forma parte integrante de la 
presente disposición, mediante la cual se establecen criterios generales para la evaluación de la 
incapacidad laboral resultante de una contingencia tendientes a la aplicación homogénea de la 
TABLA DE EVALUACIÓN DE INCAPACIDADES LABORALES aprobada por el Decreto Nº 659/96. 
 
ARTÍCULO 9°.- Establécese que las A.R.T. y los E.A. deberán proceder a formular las propuestas de 
acuerdo sobre la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (I.L.P.P.) de conformidad con lo 
dispuesto en el Título I, Capítulo I, de la Resolución S.R.T. N° 20/21, respecto de todas aquellas 
contingencias cuyo cese de Incapacidad Laboral Temporaria (I.L.T.) se produzca a partir del 1° de 
septiembre de 2021. 
 
ARTÍCULO 10.- La presente disposición entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial. 
 
ARTÍCULO 11.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Ignacio Jose Isidoro Subizar 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 20/07/2021 N° 50690/21 v. 20/07/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: AnexoI, AnexoII, AnexoIII) 
 

Resolución 21/2022 
 
RESOL-2022-21-APN-SRT#MT 
Ciudad de Buenos Aires, 03/05/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2022-21842742-APN-SAT#SRT, las Leyes N° 24.241, N° 24.557, N° 26.425, 
Nº 26.773, N° 27.348, Nº 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 1.278 de fecha 
28 de diciembre de 2000, Nº 260 de fecha 12 de marzo de 2020 y su prórroga, N° 367 de fecha 13 
de abril de 2020, Nº 875 de fecha 07 de noviembre de 2020, Nº 39 de fecha 22 de enero de 2021 y 
sus prórrogas, N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021, los Decretos N° 717 de fecha 28 de junio 
de 1996, Nº 590 de fecha 30 de junio de 1997, N° 410 de fecha 06 de abril de 2001, N° 2.104 y N° 



 

2.105, ambos de fecha 04 de diciembre de 2008, N° 1.475 de fecha 29 de julio de 2015, la 
Resolución del MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN Nº 1.070 de fecha 26 de junio de 2009, N° 28 
de fecha 10 de enero de 2022, las Resoluciones de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 
TRABAJO (S.R.T.) N° 179 de fecha 21 de enero de 2015, Nº 38 de fecha 28 de abril de 2020, N° 10 
de fecha 12 de marzo de 2021, N° 20 de fecha 14 de abril de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 6°, apartado 2, inciso a) de la Ley Nº 24.557 y sus modificatorias, consideran entre 
las contingencias cubiertas por el Sistema sobre Riesgos del Trabajo a aquellas enfermedades 
profesionales incluidas en el listado elaborado y revisado por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, 
conforme al artículo 40 de dicha norma, identificando agente de riesgo, cuadros clínicos, 
exposición y actividades en capacidad de determinar dichas enfermedades. 
 
Que asimismo, el sistema contempla que las enfermedades no incluidas en aquel listado, podrán 
ser igualmente amparadas en tanto cumplan con el procedimiento específico previsto en el inciso 
b) del apartado 2 del artículo 6° de la Ley N° 24.557 —sustituido por el artículo 2° del Decreto de 
Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 1.278 de fecha 28 de diciembre de 2000— para obtener tal 
reconocimiento. 
 
Que mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020, el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL amplió la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 
27.541 por el plazo de UN (1) año, en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación al brote del Coronavirus COVID- 19, posteriormente 
prorrogada por los Decretos de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 167 de fecha 11 de marzo de 
2021 y N° 867 de fecha 23 de diciembre de 2021, hasta el día 31 de diciembre de 2022 inclusive. 
 
Que en el contexto de emergencia señalado, el artículo 1° del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 
367 de fecha 13 de abril de 2020 estableció que la enfermedad COVID-19 producida por el 
coronavirus SARS-CoV-2 se considerara presuntivamente una enfermedad de carácter profesional 
no listada, en los términos del artículo 6º, apartado 2, inciso b) de la Ley Nº 24.557, respecto de las 
trabajadoras y los trabajadores dependientes excluidos mediante dispensa legal con el fin de 
realizar actividades declaradas esenciales. 
 
Que por su parte el artículo 4° del mencionado decreto, sustituido por artículo 34 del Decreto de 
Necesidad y Urgencia N° 875 de fecha 07 de noviembre de 2020, dispuso que, hasta SESENTA (60) 
días después de finalizar la emergencia sanitaria dispuesta por el Decreto de Necesidad y Urgencia 
N° 260/20 -en el caso de las trabajadoras y los trabajadores de la salud y miembros de fuerzas 
policiales federales y provinciales que cumplían servicio efectivo-, la enfermedad COVID-19 se 
considerara presuntivamente una enfermedad de carácter profesional, no listada, en los términos 
del artículo 6, apartado 2, inciso b) de la Ley Nº 24.557, y quedara alcanzada por las disposiciones 
de los artículos 2º y 3º del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 367/20. 
 



 

Que posteriormente, con el dictado del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 39 de fecha 22 de 
enero de 2021, el PODER EJECUTIVO NACIONAL extendió la protección especial establecida por el 
DNU N° 367/20 por el término de NOVENTA (90) días corridos contados a partir de la entrada en 
vigencia del mismo, respecto de la totalidad de las trabajadoras y los trabajadores dependientes 
que hubiesen prestado efectivamente tareas en sus lugares habituales, fuera de su domicilio 
particular. Dicha medida fue prorrogada mediante los Decretos de Necesidad y Urgencia N° 266 de 
fecha 21 de abril de 2021, N° 345 de fecha 27 de mayo de 2021 y N° 413 de fecha 25 de junio de 
2021, hasta el día 31 de diciembre de 2021. 
 
Que, en tal sentido, y por imperio de los Decretos de Necesidad y Urgencia N° 367/20 y N° 39/21, 
la extensión de la protección especial de los trabajadores y las trabajadoras de la salud y de 
miembros de las fuerzas de seguridad federales o provinciales que cumplan servicio efectivo se 
encuentra condicionada a la finalización de emergencia sanitaria oportunamente dispuesta. 
 
Que por otra parte, la referida protección especial brindada por el D.N.U. N° 39/21 para las 
restantes trabajadoras y trabajadores dependientes incluidos en el ámbito de aplicación personal 
de la Ley N° 24.557 que hubiesen prestado efectivamente tareas en sus lugares habituales, fuera 
de su domicilio particular, se encontraba condicionada por un límite temporal que feneció el día 
31 de diciembre de 2021. 
 
Que empero, tal distinción no altera el amparo otorgado a la totalidad de los trabajadores que se 
desempeñan en las condiciones previstas a partir del D.N.U. N° 39/21, toda vez que dado el caso 
de que una trabajadora o un trabajador contraiga la enfermedad COVID-19 con posterioridad al 31 
de diciembre de 2021 -sin pertenecer al colectivo de trabajadores de la salud y miembros de la 
fuerza de seguridad federales o provinciales- que cumplan servicio efectivo y considere que la 
misma reviste carácter laboral, podrá efectuar la denuncia ante la Aseguradora de Riesgos del 
Trabajo (A.R.T.) o Empleador Autoasegurado (E.A.) y, eventualmente, instar ante esta 
SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) el trámite de rechazo de enfermedad -no 
listada- en los términos del apartado 2, inciso b) del artículo 6º de la Ley Nº 24.557. 
 
Que de lo expuesto, se desprende que se encuentran plenamente habilitados y operativos los 
procedimientos administrativos diferenciales para obtener el reconocimiento de la enfermedad 
COVID-19 como profesional de acuerdo a las características específicas de cada caso en particular. 
 
Que por otra parte, este Organismo tiene como compromiso institucional dotar al Sistema de 
Riesgos del Trabajo con herramientas que permitan la interacción ágil y sencilla entre los distintos 
actores sociales que lo integran y gestionar los recursos disponibles de manera eficaz, acorde al 
escenario sanitario actual. 
 
Que la experiencia adquirida hasta el momento permite prever que el SARS-CoV-2 pueda seguir 
generando contagios, sobre todo considerando la virulencia de la cepa actualmente 
predominante. No obstante, puede también afirmarse que los cuadros resultan más leves y de 
menor duración que cuando eran otras las cepas circulantes. 



 

 
Que asimismo, la exitosa campaña de vacunación a nivel nacional ha permitido contar con más de 
un OCHENTA POR CIENTO (80 %) de población vacunada que ha llevado a las autoridades 
sanitarias a reducir los plazos de convalecencia, días de aislamiento y resguardos en general. 
 
Que en este nuevo contexto de potencialidad de casos, resulta necesario evaluar e implementar 
eficaz y eficientemente la optimización de una modalidad de estudio que permita a las Comisiones 
Médicas abordar e intervenir apropiadamente en cada caso, de modo de minimizar la afectación 
de recursos de la operatoria regular propia que desarrollan. 
 
Que en tal sentido, tratándose el COVID-19 de una enfermedad profesional -no listada-, frente a la 
coyuntura sanitaria imperante, resulta oportuno avanzar en la implementación de un 
procedimiento administrativo que, respetando la génesis de un trámite de Enfermedad No Listada 
(ENL) en los términos del apartado 2, inciso b) del artículo 6º de la Ley Nº 24.557, tenga en cuenta 
las notas distintivas que presenta el SARS-CoV-2 respecto de otras enfermedades no incluidas en 
el referido listado. 
 
Que así las cosas, en cuanto a la acreditación del COVID-19 no podemos soslayar que existe un 
diagnóstico y una fecha de Primera Manifestación Invalidante (P.M.I.) cierta e indubitada, en la 
medida de que el solicitante aporte exclusivamente un estudio de diagnóstico de entidad sanitaria 
incluida en el REGISTRO FEDERAL DE ESTABLECIMIENTOS DE SALUD (R.E.F.E.S.) o, de tratarse de un 
diagnóstico por criterio clínico-epidemiológico, aporte las certificaciones del sistema de salud, que 
permitan colegir que bajo tales parámetros la existencia de la enfermedad no ha de 
controvertirse. 
 
Que respecto al nexo causal, dado que el agente de riesgo es común al resto de la población –ello 
en virtud de la actual transmisión comunitaria del virus- corresponderá al solicitante acreditar que 
contrajo la enfermedad como consecuencia directa de su labor. 
 
Que estas específicas y particulares características permiten dotar al trámite de rechazo de 
Enfermedad No Listada (ENL) SARS-CoV-2 -en los términos del apartado 2 inciso b) del artículo 6º 
de la Ley Nº 24.557-, de herramientas que, respondiendo a la adecuada atención del universo de 
trabajadores involucrados en tiempo y forma, eviten un dispendio innecesario de recursos de la 
Administración con pautas de celeridad, economía, sencillez y eficacia, en armonía con la garantía 
constitucional del debido proceso. 
 
Que las particularidades señaladas fueron puesta a consideración del COMITÉ CONSULTIVO 
PERMANTENTE, quien mediante Acta N° 73 de fecha 27 de enero de 2022, certificada mediante IF-
2022-12241419-APN-GG#SRT, entendió necesario, con acuerdo de todos los sectores que forman 
parte de este (representantes del Gobierno, la CONFEDERACIÓN GENERAL DEL TRABAJO DE LA 
REPÚBLICA ARGENTINA (CGT) y la CENTRAL DE TRABAJADORES DE LA ARGENTINA (CTA) y 
organizaciones de empleadores del sector de la pequeña y mediana empresa), avanzar con la 
agilización de los procedimientos para tramitar el Rechazo de Enfermedad -no listada- COVID-19. 



 

 
Que, en tal sentido la Gerencia de Administración de Comisiones Médicas junto a la Subgerencia 
de Comisión Médica Central han emitido la pertinente Acta IF-2022-22328105-APN-GACM#SRT en 
el cual se expiden favorablemente respecto del procedimiento propiciado en el Anexo IF-2022-
32761373-APN-GACM#SRT que forma parte de la presente resolución. 
 
Que la operatoria detallada en la presente se da en el marco del procedimiento regulado en el 
Decreto de Necesidad y Urgencia N° 1.278/00. 
 
Que finalmente, corresponder facultar a la Gerencia de Administración de Comisiones Médicas 
para dictar todas las medidas reglamentarias, complementarias y aclaratorias que sean necesarias 
en el marco de sus competencias. 
 
Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos ha tomado la intervención que le corresponde. 
 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las atribuciones conferidas por los artículos 36, 
apartado 1, inciso e) y 38 de la Ley N° 24.557, el artículo 51 de la Ley N° 24.241, por el artículo 15 
de la Ley N° 26.425, el artículo 10 del Decreto N° 2.104 de fecha 4 de diciembre de 2008, el 
artículo 6° del Decreto N° 2.105 de fecha 4 de diciembre de 2008, los artículos 5º y 6° del Decreto 
de Necesidad y Urgencia N° 367/20, en función del artículo 7º del Decreto de Necesidad y 
Urgencia Nº 39/21. 
 
Por ello, 
EL SUPERINTENDENTE DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Apruébese, en el marco de las normas vigentes, las pautas de procedimiento 
específicas para el trámite de rechazo de enfermedad -no listada- COVID-19 las que se agregan 
como Anexo identificado como IF-2022-32761373-APN-GACM#SRT, el cual forma parte de la 
presente resolución. 
 
ARTÍCULO 2°.- Las pautas procedimentales contenidas en el Anexo IF-2022-32761373-APN-
GACM#SRT serán de aplicación exclusiva para la enfermedad COVID-19 producida por el 
coronavirus SARS-CoV-2 así como excluyente de cualquier otra que se encontrare vigente para el 
trámite de rechazo de enfermedad no listada de otras patologías. 
 
ARTÍCULO 3°.- Facúltase a la Gerencia de Administración de Comisiones Médicas para dictar todas 
las medidas reglamentarias, complementarias y aclaratorias que sean necesarias en el marco de 
sus competencias. 
 
ARTÍCULO 4°.- Dispónese que la presente resolución entrará en vigencia a partir de su publicación 
en el Boletín Oficial y se aplicará a todos aquellos trámites de rechazo de enfermedad -no listada- 
COVID-19 que se encuentren en curso. 



 

 
ARTÍCULO 5°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Enrique Alberto Cossio 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -
www.boletinoficial.gob.ar- e. 05/05/2022 N° 30347/22 v. 05/05/2022 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial. Los mismos pueden consultarse en el siguiente link: Anexos) 
 

Resolución 31/2022 
 
RESOL-2022-31-APN-SRT#MT 
Ciudad de Buenos Aires, 31/05/2022 
 
VISTO el Expediente EX-2020-91677547-APN-SAT#SRT, las Leyes N° 19.549, N° 24.241, N° 24.557, 
N° 26.425, N° 27.348, N° 27.541, los Decretos de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 
de marzo de 2020 y sus prórrogas, N° 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y sus prórrogas, N° 367 
de fecha 13 de abril de 2020, N° 520 de fecha 7 de junio de 2020 y sus prórrogas, Nº 39 de fecha 
22 de enero de 2021 y sus prórrogas, N° 287 de fecha 30 de abril de 2021 y sus prórrogas, los 
Decretos N° 1.759 de fecha 03 de abril de 1972 (t.o. 2017), N° 2.104 y N° 2.105 ambos de fecha 04 
de diciembre de 2008, Nº 1.475 de fecha 29 de julio de 2015, las Resoluciones de esta 
SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) Nº 899 de fecha 8 de noviembre de 2017, 
Nº 38 de fecha 28 de abril de 2020, N° 8 de fecha 5 de marzo de 2021, Nº 10 de fecha 12 de marzo 
de 2021, N° 34 de fecha 16 de junio de 2021, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que conforme a lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley Nº 24.557 corresponde a esta 
SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) actuar en el carácter de Organismo de 
regulación, supervisión y fiscalización del Sistema de Riesgos del Trabajo. 
 
Que, asimismo, en virtud de lo establecido por el artículo 15 de la Ley N° 26.425 y los Decretos N° 
2.104 y N° 2.105 ambos de fecha 04 de diciembre de 2008, esta S.R.T. tiene a su cargo las 
Comisiones Médicas Jurisdiccionales y la Comisión Médica Central, creadas por el artículo 51 de la 
Ley N° 24.241, y se encuentra facultada a dictar las normas aclaratorias y complementarias en 
materia de regulación y funcionamiento de aquellas. 
 
Que con fundamento en la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(O.M.S.) en relación con el brote del Coronavirus COVID-19, mediante el Decreto de Necesidad y 
Urgencia (D.N.U.) N° 260 de fecha 12 de marzo de 2020, el PODER EJECUTIVO NACIONAL 
estableció la ampliación de la emergencia pública en materia sanitaria dispuesta por la Ley N° 
27.541, por el plazo de UN (1) año, medida que fue también prorrogada hasta el 31 de diciembre 



 

de 2021 por el Decreto N° 167/21, y finalmente por el Decreto N° 867/21 hasta el próximo 31 de 
diciembre de 2022. 
 
Que mediante el dictado del Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 367 de fecha 13 de abril 
de 2020, se dispuso que la enfermedad COVID-19 producida por el coronavirus SARS-CoV-2, se 
considerará presuntivamente una enfermedad de carácter profesional -no listada- en los términos 
del artículo 6º, apartado 2, inciso b) de la Ley Nº 24.557, respecto de las y los trabajadores 
dependientes excluidos mediante dispensa legal, y con el fin de realizar actividades declaradas 
esenciales, del cumplimiento del “aislamiento social, preventivo y obligatorio”, dispuesto por el 
artículo 6° del D.N.U. N° 297 de fecha 19 de marzo de 2020 y sus complementarios. 
 
Que el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 367/20 establece que la Comisión Médica Central 
entenderá originariamente a efectos de confirmar la presunción atribuida y procederá a 
determinar, con arreglo a los requisitos formales de tramitación y a las reglas de procedimiento 
especiales que se dicten por vía reglamentaria, la imprescindible y necesaria relación de 
causalidad directa e inmediata de la enfermedad denunciada con el trabajo efectuado en el 
referido contexto de dispensa del deber de “aislamiento social, preventivo y obligatorio”. 
 
Que el mismo decreto faculta a esta S.R.T. a dictar las normas del procedimiento de actuación 
ante la Comisión Médica Central y a adoptar todas las medidas reglamentarias, complementarias y 
aclaratorias que sean necesarias en el marco de sus competencias. 
 
 
Que, posteriormente, el artículo 7° del Decreto de Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 39 de fecha 
22 de enero de 2021 amplió la cobertura especial presuntiva de la enfermedad COVID-19 
producida por el coronavirus SARS-CoV-2 por el término de NOVENTA (90) días corridos contados 
a partir de su vigencia, respecto de la totalidad de las trabajadoras y trabajadores dependientes 
incluidos en el ámbito de aplicación personal de la Ley N° 24.557 sobre Riesgos del Trabajo y que 
hayan prestado efectivamente tareas en sus lugares habituales, fuera de su domicilio particular; 
siendo de aplicación a su respecto las normas contenidas en los artículos 2° y 3° del D.N.U. N° 
367/20, que fuere prorrogado por el artículo 6° de los D.N.U. N° 266 de fecha 21 de abril de 2021, 
N° 345 de fecha 27 de mayo de 2021 hasta el 30 de junio de 2021, y el artículo 6° del D.N.U. Nº 
413 de fecha 25 de junio de 2021 hasta el 31 de diciembre de 2021. 
 
Que a partir de dicho momento la cobertura del Sistema de Riesgos del Trabajo continúa 
particularmente con los alcances y preceptos del artículo 4° del Decreto de Necesidad y Urgencia 
N° 367/20, en relación a las trabajadoras y trabajadores de la salud y miembros de fuerzas 
policiales federales y provinciales que cumplan servicio efectivo, respecto de quienes la 
enfermedad COVID-19 se considerará presuntivamente una enfermedad de carácter profesional -
no listada- en los términos del apartado 2, inciso b) del artículo 6º de la Ley Nº 24.557. 
 
Que, por su parte, este Organismo dictó la Resolución S.R.T. Nº 38 de fecha 28 de abril de 2020 y 
la Resolución S.R.T. Nº 10 de fecha 12 de marzo de 2021, por medio de las cuales se aprobó el 



 

procedimiento especial ante la Comisión Médica Central en instancia originaria para la declaración 
definitiva del COVID-19 como enfermedad profesional -no listada- en los términos del D.N.U. N° 
367/20. 
 
Que el artículo 6° de las referidas resoluciones establece que la Comisión Médica Central deberá 
proceder a la emisión del dictamen correspondiente dentro de los TREINTA (30) días de elevadas 
las actuaciones a su consideración, expidiéndose sobre el carácter profesional de la enfermedad 
COVID-19 producida por el coronavirus SARS-CoV-2. 
 
Que las mencionadas resoluciones determinan que el dictamen emitido por la Comisión Médica 
Central debe estar fundamentado con estricto rigor científico y apego a la normativa vigente, 
contando con la previa intervención de la Secretaría Técnico Letrada correspondiente, área que se 
expedirá sobre la legalidad del procedimiento en el marco de sus competencias, así como respecto 
de la relación de causalidad invocada entre el agente de riesgo coronavirus SARS-CoV-2 y la tarea 
desarrollada por los trabajadores damnificados. 
 
Que el exponencial crecimiento cuantitativo de expedientes iniciados, y la necesidad de procurar 
la celeridad de su tramitación, brindando respuesta oportuna y eficaz, hizo menester fortalecer la 
estructura de los Secretarios Técnicos Letrados de la Comisión Médica Central mediante el dictado 
de la Resolución S.R.T. N° 34 de fecha 16 de junio de 2021, norma por la que se autorizó de 
manera transitoria y excepcional, a los Secretarios Técnicos Letrados de las Comisiones Médicas 
Jurisdiccionales, a intervenir provisoriamente en el análisis jurídico y en la rúbrica de los 
dictámenes jurídicos previstos en el artículo 6° de la Resolución S.R.T. N° 38/20 y S.R.T. N° 10/21. 
 
Que la mencionada resolución estableció la autorización transitoria y excepcional referida, con 
una vigencia de CUATRO (4) meses, contados a partir de su publicación en el Boletín Oficial. 
 
Que en virtud del tiempo transcurrido desde la finalización del plazo indicado, y teniendo en 
cuenta la ampliación de la emergencia pública en materia sanitaria dispuesta por el Decreto de 
Necesidad y Urgencia (D.N.U.) N° 867/21 hasta el 31 de diciembre de 2022, la continuidad y 
mantenimiento en el inicio de trámites por Reconocimiento de COVID-19 como una enfermedad 
de carácter profesional -no listada- y la celeridad en la resolución de los mencionados reclamos, 
resulta pertinente continuar con la delegación en las Secretarías Técnico Letradas Jurisdiccionales 
las atribuciones que competen a la Secretaría Técnico Letrada de Comisión Médica Central, en su 
intervención previa a la emisión del acto administrativo que resuelve si procede o no la 
declaración definitiva del carácter profesional de la enfermedad COVID-19, presumido por el 
D.N.U. Nº 367/20, disponiendo a tales fines la prórroga de la resolución que así lo estableció y 
convalidando la actuación profesional llevada a cabo por los referidos letrados. 
 
Que dichos agentes deberán prestar conformidad con la presente medida, en idénticas 
condiciones a las ya establecidas. 
 



 

Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos y Normativos de esta S.R.T. ha intervenido en el ámbito de 
sus competencias. 
 
Que la competencia para la suscripción de la presente medida, surge de las funciones asignadas 
por los artículos 36, apartado 1, inciso e) y 38 de la Ley N° 24.557, el artículo 15 de la Ley N° 
26.425, el artículo 3° de la Ley N° 19.549, el artículo 2° del Decreto N° 1.759 de fecha 03 de abril de 
1972 (t.o. 2017), el artículo 10 del Decreto N° 2.104/08, el artículo 6° del Decreto N° 2.105/08, el 
artículo 6° del D.N.U. N° 367/20. 
 
Por ello, 
EL SUPERINTENDENTE DE RIESGOS DEL TRABAJO 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Prorrógase la Resolución de esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO 
(S.R.T.) N° 34 de fecha 16 de junio de 2021, por cual se autorizó de manera transitoria y 
excepcional a los Secretarios Técnicos Letrados de todas las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, a 
intervenir provisoriamente en el análisis jurídico y en la rúbrica de la totalidad de los dictámenes 
jurídicos previstos en el artículo 6° de las Resoluciones S.R.T. N° 38 de fecha 28 de abril de 2020 y 
Nº 10 de fecha 12 de marzo de 2021. 
 
ARTÍCULO 2°.- La presente medida se dicta con vigencia desde la finalización del plazo establecido 
por el artículo 2° de la Resolución S.R.T. N° 34/21 hasta el 31 de diciembre de 2022. 
 
ARTÍCULO 3°.- Hágase saber a la Subgerencia de Recursos Humanos de la presente resolución a 
efectos de que, por su intermedio, la notifique a toda la dotación de Secretarios Técnicos Letrados 
a fin de prestar su correspondiente conformidad. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. 
 
Enrique Alberto Cossio 
e. 02/06/2022 N° 40043/22 v. 02/06/2022 
 

Ley 27551 
 
Modificación. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 
con fuerza de 
Ley: 
TÍTULO I 
Reformas al Código Civil y Comercial de la Nación 
 
Artículo 1°- Sustitúyase el artículo 75 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 



 

 
Artículo75: Domicilio especial. Las partes de un contrato pueden elegir un domicilio para el 
ejercicio de los derechos y obligaciones que de él emanan. Pueden además constituir un domicilio 
electrónico en el que se tengan por eficaces todas las notificaciones, comunicaciones y 
emplazamientos que allí se dirijan. 
 
Art. 2°- Sustitúyase el artículo 1.196 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.196: Locación habitacional. Si el destino es habitacional, no puede requerirse del 
locatario: 
 
a) El pago de alquileres anticipados por períodos mayores a un mes; 
b) Depósitos de garantía o exigencias asimilables, por cantidad mayor del importe equivalente al 
primer mes de alquiler. El depósito de garantía será devuelto mediante la entrega de una suma 
equivalente al precio del último mes de la locación, o la parte proporcional en caso de haberse 
efectuado un depósito inferior a un mes de alquiler. El reintegro deberá hacerse efectivo en el 
momento de la restitución del inmueble. En el caso de existir alguna deuda por servicios públicos 
domiciliarios o expensas, correspondientes al período contractual y que al momento de la entrega 
del inmueble no hubiese sido facturada, puede acordarse su pago tomando al efecto los valores 
del último servicio o expensas abonado, o bien el locador puede retener una suma equivalente a 
dichos montos como garantía de pago. En este último caso, una vez que el locatario abone las 
facturas remanentes, debe presentar las constancias al locador, quien debe restituir de manera 
inmediata las sumas retenidas; 
c) El pago de valor llave o equivalentes; y 
d) La firma de pagarés o cualquier otro documento que no forme parte del contrato original. 
 
Art. 3°- Sustitúyase el artículo 1.198 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.198: Plazo mínimo de la locación de inmueble. El contrato de locación de inmueble, 
cualquiera sea su destino, si carece de plazo expreso y determinado mayor, se considera celebrado 
por el plazo mínimo legal de tres (3) años, excepto los casos del artículo 1.199. 
 
El locatario puede renunciar a este plazo si está en la tenencia de la cosa. 
 
Art. 4°- Sustitúyase el artículo 1.199 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.199: Excepciones al plazo mínimo legal. No se aplica el plazo mínimo legal a los 
contratos de locación de inmuebles o parte de ellos destinados a: 
 
a) Sede de embajada, consulado u organismo internacional, y el destinado a habitación de su 
personal extranjero diplomático o consular; 



 

b) Habitación con muebles que se arriende con fines de turismo, descanso o similares. Si el plazo 
del contrato o de los contratos consecutivos supera los tres (3) meses, se presume que no fue 
hecho con esos fines; 
c) Guarda de cosas; 
d) Exposición u oferta de cosas o servicios en un predio ferial. 
 
Tampoco se aplica el plazo mínimo legal a los contratos que tengan por objeto el cumplimiento de 
una finalidad determinada expresada en el contrato y que debe normalmente cumplirse en el 
plazo menor pactado. 
 
Art. 5°- Sustitúyase el artículo 1.201 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.201: Conservar la cosa con aptitud para el uso convenido. El locador debe conservar la 
cosa locada en estado de servir al uso y goce convenido y efectuar a su cargo la reparación que 
exija el deterioro en su calidad o defecto, originado por cualquier causa no imputable al locatario. 
 
En caso de negativa o silencio del locador ante un reclamo del locatario debidamente notificado, 
para que efectúe alguna reparación urgente, el locatario puede realizarla por sí, con cargo al 
locador, una vez transcurridas al menos veinticuatro (24) horas corridas, contadas a partir de la 
recepción de la notificación. 
 
Si las reparaciones no fueran urgentes, el locatario debe intimar al locador para que realice las 
mismas dentro de un plazo que no podrá ser inferior a diez (10) días corridos, contados a partir de 
la recepción de la intimación, cumplido el cual podrá proceder en la forma indicada en el párrafo 
precedente. 
 
En todos los casos, la notificación remitida al domicilio denunciado por el locador en el contrato se 
tendrá por válida, aun si el locador se negara a recibirla o no pudiese perfeccionarse por motivos 
imputables al mismo. 
 
Art. 6°- Sustitúyase el artículo 1.203 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.203: Frustración del uso o goce de la cosa. Si por causas no imputables al locatario, éste 
se ve impedido de usar o gozar de la cosa, o ésta no puede servir para el objeto de la convención, 
puede pedir la rescisión del contrato, o la cesación del pago del precio por el tiempo que no pueda 
usar o gozar de la cosa. Si no se viese afectada directa o indirectamente la cosa misma, sus 
obligaciones continúan como antes. 
 
Art. 7°- Agréguese como artículo 1.204 bis del Código Civil y Comercial de la Nación el siguiente: 
 
Artículo 1.204 bis: Compensación. Los gastos y acreencias que se encuentran a cargo del locador 
conforme las disposiciones de esta sección, pueden ser compensados de pleno derecho por el 



 

locatario con los cánones locativos, previa notificación fehaciente al locador del detalle de los 
mismos. 
 
Art. 8°- Sustitúyase el artículo 1.209 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.209: Pagar cargas y contribuciones por la actividad. El locatario tiene a su cargo el pago 
de las cargas y contribuciones que se originen en el destino que dé a la cosa locada. No tiene a su 
cargo el pago de las que graven la cosa ni las expensas comunes extraordinarias. Solo puede 
establecerse que estén a cargo del locatario aquellas expensas que deriven de gastos habituales, 
entendiéndose por tales aquellos que se vinculan a los servicios normales y permanentes a 
disposición del locatario, independientemente de que sean considerados como expensas comunes 
ordinarias o extraordinarias. 
 
Art. 9°- Sustitúyase el artículo 1.221 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.221: Resolución anticipada. El contrato de locación puede ser resuelto anticipadamente 
por el locatario: 
 
a) Si la cosa locada es un inmueble y han transcurrido seis (6) meses de contrato, debiendo 
notificar en forma fehaciente su decisión al locador con al menos un (1) mes de anticipación. Si 
hace uso de la opción resolutoria en el primer año de vigencia de la relación locativa, debe abonar 
al locador, en concepto de indemnización, la suma equivalente a un (1) mes y medio de alquiler al 
momento de desocupar el inmueble y la de un (1) mes si la opción se ejercita transcurrido dicho 
lapso. 
En los contratos de inmuebles destinados a vivienda, cuando la notificación al locador se realiza 
con una anticipación de tres (3) meses o más, transcurridos al menos seis (6) meses de contrato, 
no corresponde el pago de indemnización alguna por dicho concepto. 
b) En los casos del artículo 1.199, debiendo abonar al locador el equivalente a dos (2) meses de 
alquiler. 
 
Art. 10.- Agréguese como artículo 1.221 bis del Código Civil y Comercial de la Nación el siguiente: 
 
Artículo 1.221 bis: Renovación del contrato. En los contratos de inmuebles destinados a vivienda, 
dentro de los tres (3) últimos meses de la relación locativa, cualquiera de las partes puede 
convocar a la otra, notificándola en forma fehaciente, a efectos de acordar la renovación del 
contrato, en un plazo no mayor a quince (15) días corridos. En caso de silencio del locador o frente 
a su negativa de llegar a un acuerdo, estando debidamente notificado, el locatario puede resolver 
el contrato de manera anticipada sin pagar la indemnización correspondiente. 
 
Art. 11.- Sustitúyase el artículo 1.222 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.222: Intimación de pago y desalojo de viviendas. Si el destino es habitacional, 
previamente a la demanda de desalojo por falta de pago de alquileres, el locador debe intimar 



 

fehacientemente al locatario al pago de la cantidad debida, otorgando para ello un plazo que 
nunca debe ser inferior a diez (10) días corridos contados a partir de la recepción de la intimación, 
especificando el lugar de pago. 
 
La notificación remitida al domicilio denunciado en el contrato por el locatario se tiene por válida, 
aun si éste se negara a recibirla o no pudiese perfeccionarse por motivos imputables al mismo. 
 
Cumplido el plazo previsto en el primer párrafo de este artículo, o habiéndose verificado la 
extinción de la locación por cualquier motivo, el locatario debe restituir la tenencia del inmueble 
locado. Ante el incumplimiento del locatario, el locador puede iniciar la acción judicial de desalojo, 
la que debe sustanciarse por el proceso previsto al efecto en cada jurisdicción y en caso de no 
prever un procedimiento especial, el más abreviado que establezcan sus leyes procesales o 
especiales. 
 
En ningún caso el locador puede negarse a recibir las llaves del inmueble o condicionar la misma, 
sin perjuicio de la reserva por las obligaciones pendientes a cargo del locatario. En caso de 
negativa o silencio frente al requerimiento por parte del inquilino a efectos de que se le reciba la 
llave del inmueble, éste puede realizar la consignación judicial de las mismas, siendo los gastos y 
costas a cargo del locador. En ningún caso se adeudarán alquileres ni ningún tipo de obligación 
accesoria a partir del día de la notificación fehaciente realizada al locador a efectos de que reciba 
las llaves del inmueble, siempre que el locatario efectúe la consignación judicial dentro de los diez 
(10) días hábiles siguientes a la misma, o desde que le fuera notificado al locador el depósito 
judicial de la llave si la consignación se hubiese iniciado después del vencimiento de dicho plazo. 
 
Art. 12.- Sustitúyase el artículo 1.351 del Código Civil y Comercial de la Nación por el siguiente: 
 
Artículo 1.351: Intervención de uno o de varios corredores. Si solo interviene un corredor, todas 
las partes le deben comisión, excepto pacto en contrario o protesta de una de las partes según el 
artículo 1.346. No existe solidaridad entre las partes respecto del corredor. Si interviene un 
corredor por cada parte, cada uno de ellos solo tiene derecho a cobrar comisión de su respectivo 
comitente. 
 
En las locaciones de inmuebles la intermediación solo podrá estar a cargo de un profesional 
matriculado para ejercer el corretaje inmobiliario conforme la legislación local. 
 
TÍTULO II 
Regulación complementaria de las locaciones 
Art. 13.- Garantía. En las locaciones habitacionales, en el caso de requerirse una garantía, el 
locatario debe proponer al locador al menos dos (2) de las siguientes garantías: 
 
a) Título de propiedad inmueble; 
b) Aval bancario; 
c) Seguro de caución; 



 

d) Garantía de fianza o fiador solidario; o 
e) Garantía personal del locatario, que se documenta con recibo de sueldo, certificado de ingresos 
o cualquier otro medio fehaciente. En caso de ser más de un locatario, deben sumarse los ingresos 
de cada uno de ellos a los efectos de este artículo. 
 
El locador no puede requerir una garantía que supere el equivalente a cinco (5) veces el valor 
mensual de la locación, salvo que se trate del supuesto previsto en el inciso e), en el cual puede 
elevarse dicho valor hasta un máximo de diez (10) veces. Bajo tales condiciones, el locador debe 
aceptar una de las garantías propuestas por el locatario. 
 
En los supuestos de los incisos b), c) y d), la reglamentación debe establecer los requisitos que 
deben cumplir las personas que otorguen estas garantías así como las características y condiciones 
de las mismas. 
 
Art. 14.- Ajustes. Los contratos de locación, cualquiera sea su destino, están exceptuados de lo 
dispuesto en los artículos 7° y 10 de la ley 23.928 y sus modificatorias. 
 
En los contratos de locación de inmuebles destinados a uso habitacional, el precio del alquiler 
debe fijarse como valor único y por períodos mensuales, sobre el cual solo pueden realizarse 
ajustes anuales. En ningún caso se pueden establecer bonificaciones ni otras metodologías que 
induzcan a error al locatario. 
 
A los fines dispuestos en el párrafo anterior, los ajustes deben efectuarse utilizando un índice 
conformado por partes iguales por las variaciones mensuales del índice de precios al consumidor 
(IPC) y la remuneración imponible promedio de los trabajadores estables (RIPTE), que debe ser 
elaborado y publicado mensualmente por el Banco Central de la República Argentina (BCRA). 
 
Art. 15.- Consignación. Si el locador de un inmueble se rehusare a cobrar el canon locativo, según 
lo dispone el artículo 1.208 del Código Civil y Comercial de la Nación, el locatario debe intimarlo de 
manera fehaciente a que lo reciba dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su 
notificación. En caso de silencio o negativa del locador, el locatario, dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes al vencimiento del plazo estipulado en la notificación, debe proceder a la 
consignación judicial del monto adeudado, o mediante cheque cancelatorio, de conformidad con 
las previsiones de la ley 25.345 y regulaciones del Banco Central de la República Argentina, de 
acuerdo a las modalidades que fijen al efecto las distintas jurisdicciones provinciales, el Gobierno 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en su caso el Banco Central de la República Argentina, 
estando los gastos y costas correspondientes a cargo del locador. 
 
Art. 16.- Los contratos de locación de inmueble deben ser declarados por el locador ante la 
Administración Federal de Ingresos Públicos de la Nación (AFIP), dentro del plazo, en la forma y 
con los alcances que dicho organismo disponga. La Administración Federal de Ingresos Públicos 
(AFIP) debe disponer un régimen de facilidades para la registración de contratos vigentes. El 



 

incumplimiento del locador lo hace pasible de las sanciones previstas en la ley 11.683 (t. o. en 
1998 y sus modificaciones). 
 
Cuando se inicien acciones judiciales a causa de la ejecución de un contrato de locación, previo a 
correr traslado de la demanda, el juez debe informar a la Administración Federal de Ingresos 
Públicos de la Nación (AFIP) sobre la existencia del contrato, a los fines de que tome la 
intervención que corresponda. 
 
Sin perjuicio de la obligación del locador, cualquiera de las partes puede informar la existencia del 
contrato a la Administración Federal de Ingresos Públicos de la Nación (AFIP) a los fines dispuestos 
en el presente artículo, en los términos que esta autoridad disponga. 
 
TÍTULO III 
Programa Nacional de Alquiler Social 
 
Art. 17.- Alquiler social. Créase el Programa Nacional de Alquiler Social destinado a la adopción de 
medidas que tiendan a facilitar el acceso a una vivienda digna en alquiler mediante una 
contratación formal. 
 
Art. 18.- Organismo rector. El Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, a través de la 
Secretaría de Vivienda, es el organismo rector encargado del diseño de las políticas públicas para 
efectivizar el Programa Nacional de Alquiler Social creado por el artículo 17 de la presente norma. 
 
Art. 19.- Medidas de implementación del programa. La Secretaría de Vivienda, para garantizar el 
logro de los objetivos del Programa Nacional de Alquiler Social creado por el artículo 17 de la 
presente norma, debe: 
 
a) Tener especial consideración con las personas que se encuentren en situación de violencia de 
género en el marco de lo previsto en la Ley de Protección Integral a las Mujeres, 26.485 y por las 
personas adultas mayores, velando por la no discriminación de las mismas; 
b) Promover, a través de los organismos competentes, la regulación del accionar de entidades que 
otorguen garantías de fianza o seguros de caución para contratos de alquiler de viviendas; 
c) Propiciar la creación de líneas de subsidios o créditos blandos a efectos de facilitar el acceso a la 
locación de viviendas; 
d) Diseñar e implementar mecanismos orientados a ampliar la oferta de alquileres de inmuebles 
destinados a la vivienda; 
e) Promover en conjunto con la Administración Nacional de la Seguridad Social la adopción de 
medidas que permitan facilitar el acceso al alquiler a jubilados, pensionados y titulares de la 
prestación por desempleo; 
f) Adoptar cualquier otra medida en su carácter de organismo rector que tenga por objeto facilitar 
el acceso a una vivienda digna en alquiler para todas aquellas personas que se encuentren en 
situación de vulnerabilidad; 



 

g) Fomentar la creación de mecanismos tendientes a asegurar el efectivo cumplimiento por parte 
del locador y del locatario de las obligaciones a su cargo; 
h) Apoyar a quienes tengan dificultades para cumplir con los requisitos de garantía, depósito y 
demás gastos necesarios para obtener una vivienda en alquiler, siempre que el destino de la 
locación sea el de vivienda familiar única en los términos y con los alcances que establezca la 
reglamentación; 
i) Promover, a través de los organismos competentes la creación de un seguro obligatorio que 
cubra la falta de pago de alquileres y las indemnizaciones por daño y ocupación indebida del 
inmueble; 
 
j) Generar alternativas para la resolución de conflictos entre locador y locatario, en general dictar 
o propiciar todo tipo de medidas orientadas a favorecer y ampliar la oferta de alquileres de 
inmuebles destinados a la vivienda y facilitar el acceso a dicha modalidad contractual. 
 
Art. 20.- Facúltase a la Secretaría de Vivienda o el órgano que en el futuro la reemplace a dictar las 
medidas que resulten pertinentes a los fines de la adecuada implementación del Programa 
Nacional de Alquiler Social creado por el artículo 17 de la presente norma. 
 
TÍTULO IV 
Métodos alternativos de resolución de conflictos 
 
Art. 21.- Resolución de conflictos. El Poder Ejecutivo nacional, a través del área competente del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en forma concertada con las provincias y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, debe realizar las acciones necesarias para fomentar el desarrollo de 
ámbitos de mediación y arbitraje, gratuitos o de bajo costo, aplicando métodos específicos para la 
resolución de conflictos derivados de la relación locativa. 
 
Art. 22.- Modificación de la ley 26.589. Sustitúyase el artículo 6° de la ley 26.589, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
 
Artículo 6°: Aplicación optativa del procedimiento de mediación prejudicial obligatoria. En los 
casos de ejecución el procedimiento de mediación prejudicial obligatoria es optativo para el 
reclamante sin que el requerido pueda cuestionar la vía. 
 
Art. 23.- Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial de la República Argentina y serán aplicables para los contratos que 
se celebren a partir de su entrada en vigencia. 
 
Art. 24.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS ONCE DIAS 
DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTE. 
REGISTRADA BAJO EL N° 27551 



 

CLAUDIA LEDESMA ABDALA DE ZAMORA - SERGIO MASSA - Marcelo Jorge Fuentes - Eduardo 
Cergnul 
e. 30/06/2020 N° 25910/20 v. 30/06/2020 
 

Resolución General 4933/2021 

 
RESOG-2021-4933-E-AFIP-AFIP - Procedimiento. Ley N° 27.551, artículo 16. Régimen de 
registración de contratos de locación de inmuebles. Plazos, formas y alcances. Su implementación. 
 
Ciudad de Buenos Aires, 17/02/2021 
VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2021-00098305- -AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI, y 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley N° 27.551, promulgada por el Gobierno Nacional mediante el Decreto N° 580 del 29 de 
junio de 2020, introdujo cambios en la regulación de los contratos de locación, lo que implicó una 
modificación del Código Civil y Comercial de la Nación, así como el agregado de otros artículos 
especiales y complementarios. 
 
Que el artículo 16 de la referida ley establece que los contratos de locación de inmuebles deben 
ser declarados por el locador ante esta Administración Federal, dentro del plazo, en la forma y con 
los alcances que dicho Organismo disponga. 
 
Que además, el artículo antes mencionado dispone que cuando se inicien acciones judiciales a 
causa de la ejecución de un contrato de locación, previo a correr traslado de la demanda, el juez 
debe informar a esta Administración Federal sobre la existencia del mismo para que ésta tome 
intervención. 
 
Que en orden al cumplimiento de tales objetivos, corresponde implementar un régimen para la 
registración de los citados contratos a través de un servicio “web” institucional, el cual a su vez 
facilitará la tarea de los tribunales competentes en su deber de informar. 
 
Que han tomado la intervención que les compete la Dirección de Legislación y las Subdirecciones 
Generales de Asuntos Jurídicos, Fiscalización, Servicios al Contribuyente y Sistemas y 
Telecomunicaciones. 
 
Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 16 de la Ley Nº 
27.551 y por el artículo 7° del Decreto N° 618 del 10 de julio de 1997, sus modificatorios y sus 
complementarios. 
 
Por ello, 
LA ADMINISTRADORA FEDERAL DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 



 

 
TÍTULO I 
RÉGIMEN DE REGISTRACIÓN DE CONTRATOS DE LOCACIÓN DE INMUEBLES 
CAPÍTULO 1 - IMPLEMENTACIÓN 
ARTÍCULO 1°.- Implementar el “Régimen de registración de contratos de locación de inmuebles”, 
en adelante “RELI”, a efectos que los contratos de locación sobre bienes inmuebles (1.1.) situados 
en el país, puedan ser declarados ante esta Administración Federal, en cumplimiento a lo 
dispuesto por el artículo 16 de la Ley N° 27.551. 
 
CAPÍTULO 2 - CONTRATOS ALCANZADOS 
ARTÍCULO 2°.- Deberán registrarse a través del “RELI”, los contratos celebrados -por cuenta propia 
o por cuenta y orden de terceros- correspondientes a las operaciones económicas que se indican a 
continuación: 
 
a) Locaciones (2.1.) de bienes inmuebles urbanos (2.2.), así como las sublocaciones (2.3.), 
cualquiera sea la denominación dada a los respectivos contratos. 
b) Arrendamientos sobre bienes inmuebles rurales (2.4.), así como los subarriendos (2.5.), con 
prescindencia de la modalidad o denominación que se le otorgue. 
c) Locaciones temporarias de inmuebles -urbanos o rurales- con fines turísticos, de descanso o 
similares (2.6.). 
d) Locaciones de espacios o superficies fijas o móviles -exclusivas o no- delimitados dentro de 
bienes inmuebles -vgr. locales comerciales y/o “stands” en supermercados, hipermercados, 
shoppings, centros, paseos o galerías de compras, complejos, centros o “polos” gastronómicos, 
culturales, complejos comerciales no convencionales (2.7.), ferias, mercados, centros de 
convenciones, multieventos o similares, terrazas, sótanos, azoteas, etc.-, cualquiera sea la 
denominación dada a los respectivos contratos (2.8.). 
 
No están comprendidos dentro de este inciso los alquileres de espacios de “góndolas” (2.9.). 
 
En todos los casos, se encuentran incluidos los contratos de locación celebrados electrónicamente 
mediante la utilización de plataformas digitales y/o aplicaciones móviles destinadas a tal fin. 
 
CAPÍTULO 3 - SUJETOS OBLIGADOS 
 
ARTÍCULO 3°.- Quedan obligados a efectuar la registración prevista en el artículo precedente, las 
personas humanas, sucesiones indivisas y personas jurídicas cualquiera sea la forma que adopten 
(3.1.), que asuman el carácter de locadores, arrendadores, sublocadores o subarrendadores, en los 
contratos celebrados. 
 
Cuando los inmuebles pertenezcan a sujetos residentes en el exterior, la obligación señalada 
estará a cargo de sus representantes en el país, cualquiera sea la modalidad de la representación. 
 
CAPÍTULO 4 - SUJETOS EXCLUIDOS 



 

 
ARTÍCULO 4°.- Cuando en los contratos celebrados las partes sean exclusivamente el Estado 
nacional, los Estados provinciales, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o los 
municipios, sus respectivas reparticiones, entes centralizados o descentralizados, excluidos las 
entidades y organismos comprendidos en el artículo 1° de la Ley N° 22.016 y sus modificaciones, 
los locadores, arrendadores, sublocadores o subarrendadores quedarán eximidos de la obligación 
de registración. 
 
CAPÍTULO 5 - INTERVENCIÓN DE INTERMEDIARIOS 
 
ARTÍCULO 5º.- Cuando en los contratos celebrados intervengan intermediarios (5.1.), éstos podrán 
registrarlos en representación de los locadores o arrendadores, debiendo cumplirse a tal efecto el 
procedimiento previsto en el Capítulo 7. 
 
La registración efectuada en estas condiciones implicará: 
 
a) La excepción de dar cumplimiento a las obligaciones previstas por el presente régimen, para los 
locadores o arrendadores. 
b) La confirmación de la participación en las operaciones económicas, para los intermediarios. 
 
En ningún caso, ante incumplimientos en la registración de contratos, resultarán oponibles a esta 
Administración Federal las cláusulas contractuales, condiciones y términos del mandato y 
representación otorgados a los intermediarios, como eximentes de la responsabilidad que le cabe 
a los sujetos locadores o arrendadores. 
 
CAPÍTULO 6 - CONDOMINIOS 
 
ARTÍCULO 6°.- La registración de los contratos por parte de cualquiera de los condóminos libera de 
la obligación al condominio y a los restantes condóminos, siempre que se haya informado a la 
totalidad de sus integrantes. 
 
CAPÍTULO 7 - PROCEDIMIENTO Y PLAZOS PARA LA REGISTRACIÓN 
 
ARTÍCULO 7°.- Para registrar los contratos celebrados por las operaciones económicas indicadas en 
el artículo 2º, los sujetos obligados deberán ingresar, a través del sitio “web” de este Organismo 
(http://www.afip.gob.ar) al servicio denominado “Registro de Locaciones de Inmuebles - RELI - 
CONTRIBUYENTE”. A tales fines, utilizarán la respectiva “Clave Fiscal” habilitada con Nivel de 
Seguridad 3 como mínimo, obtenida de acuerdo con lo previsto por la Resolución General N° 
3.713, sus modificatorias y complementarias. 
 
Dentro de dicho servicio, por cada contrato celebrado, deberán acceder a la opción “Declaración 
de contratos”, seleccionar si se trata de bienes inmuebles urbanos o rurales y la modalidad de la 



 

operación - permanente o temporaria-, proporcionar los datos detallados en los Anexos II y III que 
correspondan y adjuntar en un archivo en formato “.pdf” o “.jpg” el contrato celebrado. 
 
ARTÍCULO 8°.- Cumplido con lo dispuesto en el artículo precedente, y siempre que el sujeto 
obligado posea Domicilio Fiscal Electrónico en los términos de la Resolución General N° 4.280 y su 
modificatoria, el sistema informático registrará el contrato informado y emitirá como acuse de 
recibo de la transacción efectuada una constancia que contendrá un código verificador, la que se 
podrá descargar a través de la opción respectiva del sistema. 
 
Tratándose de condominios, la citada constancia será remitida al Domicilio Fiscal Electrónico de 
todos los integrantes del mismo. 
 
ARTÍCULO 9º.- Los contratos de locación o arrendamiento deberán ser registrados dentro de los 
QUINCE (15) días corridos posteriores a su celebración. 
 
CAPÍTULO 8 - MODIFICACIONES DE LOS CONTRATOS REGISTRADOS. PLAZOS PARA INFORMAR 
 
ARTÍCULO 10.- Las modificaciones de los contratos registrados deberán ser informadas dentro de 
los QUINCE (15) días corridos posteriores de producidas, siguiendo los procedimientos y pautas 
previstos en el capítulo anterior. 
 
Para el caso de renovaciones de contratos de locación, el servicio “Registro de Locaciones de 
Inmuebles - RELI - CONTRIBUYENTE” permitirá registrar la nueva transacción informática 
visualizando todos los datos e información correspondiente al contrato finalizado, pudiendo editar 
y modificar aquéllos que hayan sufrido alguna variación. 
 
En todos los casos, el sistema informático emitirá como acuse de recibo de la transacción 
efectuada, una constancia que contendrá un código verificador. 
 
TÍTULO II 
DECLARACIÓN VOLUNTARIA PARA LOCATARIOS O ARRENDATARIOS 
ARTÍCULO 11.- Los sujetos que asuman el carácter de locatarios o arrendatarios en las operaciones 
económicas previstas por el artículo 2º, podrán informar el contrato celebrado a esta 
Administración Federal, en virtud de lo previsto por el tercer párrafo del artículo 16 de la Ley Nº 
27.551. 
 
ARTÍCULO 12.- A los fines previstos en el artículo anterior, los locatarios o arrendatarios deberán 
ingresar, a través del sitio “web” de este Organismo (http://www.afip.gob.ar), la información 
detallada en el Anexo IV, en la opción “Declaración de Contratos” del servicio “Registro de 
Locaciones de Inmuebles - RELI - CONTRIBUYENTE”, hasta el plazo máximo de SEIS (6) meses 
posteriores a la fecha de finalización del contrato en cuestión. A tales fines, utilizarán la respectiva 
“Clave Fiscal” habilitada con Nivel de Seguridad 2 o superior, obtenida de acuerdo con lo previsto 
por la Resolución General N° 3.713, sus modificatorias y complementarias. 



 

 
TÍTULO III 
COMUNICACIONES JUDICIALES 
ARTÍCULO 13.- Para las situaciones contempladas en el segundo párrafo del artículo 16 de la Ley 
Nº 27.551, la comunicación de los datos relativos a los contratos se suministrará a esta 
Administración Federal a través del módulo “Comunicaciones Judiciales” del servicio “Registro de 
Locaciones de Inmuebles - RELI - JUZGADOS”. 
 
Los contratos informados por el juzgado interviniente tendrán en el sistema “web” el estado 
“DENUNCIADO”. 
 
TÍTULO IV 
DISPOSICIONES GENERALES 
ARTÍCULO 14.- Las operaciones concertadas en moneda extranjera deberán informarse en 
moneda de curso legal considerando el tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina 
-para la moneda en cuestión-, vigente al cierre del día hábil inmediato anterior al de la celebración 
del contrato. 
 
ARTÍCULO 15.- Los sujetos indicados en el artículo 3º, aquéllos que actúen como intermediarios 
según las previsiones del artículo 5º y los locatarios o arrendatarios, podrán consultar los 
contratos registrados, en los cuales hayan sido informados. 
 
Para ello, deberán acceder a la opción “Consultas de contratos” del servicio “Registro de 
Locaciones de Inmuebles - RELI - CONTRIBUYENTE”, seleccionando la opción correspondiente. 
 
En dichas opciones, los locatarios o arrendatarios podrán aceptar la información de los contratos 
registrados por los locadores, arrendadores o intermediarios, o en su caso, hacer las 
observaciones pertinentes. 
 
ARTÍCULO 16.- Los datos ingresados a través del presente régimen revisten el carácter de 
declaración jurada en los términos del segundo párrafo del artículo 28 del Decreto N° 1.397 del 12 
de junio de 1979 y sus modificaciones, reglamentario de la Ley N° 11.683, texto ordenado en 1998 
y sus modificaciones. 
 
ARTÍCULO 17.- Los sujetos obligados por el presente régimen quedan exceptuados de las 
obligaciones establecidas en el régimen de información previsto por la Resolución General Nº 
3.285 y su modificatoria, por las operaciones vinculadas a los contratos de locación celebrados. 
 
ARTÍCULO 18.- El cumplimiento de este régimen de registración no exime el deber de declarar los 
contratos pertinentes a través del Sistema de Información Simplificado Agrícola (SISA), 
implementado por la Resolución General Conjunta Nº 4.248 del Ministerio de Agricultura, del 
Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, del Instituto Nacional de Semillas y de esta 
Administración Federal. 



 

 
ARTÍCULO 19.- Aprobar los Anexos I a IV (IF-2021-00098353-AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI, IF-2021-
00098379-AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI, IF-2021-00098416-AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI, IF-2021-
00098441-AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI), que forman parte de la presente. 
 
Asimismo, los datos a informar se encontrarán disponibles para su consulta en el micrositio 
“Registración de Locaciones de Inmuebles - RELI - Alquileres”, disponible en el sitio “web” 
institucional (http://www.afip.gob.ar), y podrán ser actualizados a través de dicho micrositio. 
 
ARTÍCULO 20.- Abrogar a partir de la vigencia de la presente las Resoluciones Generales Nros. 
2.820, 2.910, 3.139, 3.251, 3.431, 3.535, 3.743 y 3.950, y los Títulos II y III de la Resolución General 
N° 3.687, sin perjuicio de su aplicación a los hechos y situaciones acaecidos durante sus 
respectivas vigencias. 
 
ARTÍCULO 21.- Las disposiciones de esta resolución general entrarán en vigencia el día 1 de marzo 
de 2021, inclusive. 
 
Los contratos previstos en el Título I de la presente que se hubieran celebrado a partir del día 1 de 
julio de 2020 y que continúen vigentes a la fecha citada en el párrafo anterior, así como aquellos 
que se celebren a partir de la fecha de la vigencia de la presente hasta el día 31 de marzo de 2021 
inclusive, gozarán de un plazo excepcional para su registración hasta el día 15 de abril de 2021, 
inclusive. 
 
ARTÍCULO 22.- Comuníquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su publicación 
en el Boletín Oficial y archívese. 
 
Mercedes Marco del Pont 
NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución General se publican en la edición web del 
BORA -www.boletinoficial.gob.ar- 
e. 18/02/2021 N° 8284/21 v. 18/02/2021 
(Nota Infoleg: Los anexos referenciados en la presente norma han sido extraídos de la edición web 
de Boletín Oficial) 

Resolución General 4967/2021 
 
RESOG-2021-4967-E-AFIP-AFIP - Procedimiento. Ley N° 27.551, artículo 16. Régimen de 
registración de contratos de locación de inmuebles. Resolución General N° 4.933. Norma 
modificatoria y complementaria. 
 
Ciudad de Buenos Aires, 15/04/2021 
VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2021-00375001- -AFIP-SGDADVCOAD#SDGCTI, y 
CONSIDERANDO: 
 



 

Que mediante la Resolución General N° 4.933 se implementó el “Régimen de registración de 
contratos de locación de inmuebles” -RELI-, a efectos de que los contratos de locación sobre 
bienes inmuebles situados en el país puedan ser declarados ante esta Administración Federal, en 
cumplimiento de lo previsto por el artículo 16 de la Ley N° 27.551. 
 
Que en el artículo 21 de dicha resolución general se dispuso un plazo excepcional hasta el día 15 
de abril de 2021 para registrar los contratos celebrados hasta el día 31 de marzo de 2021, ambas 
fechas inclusive. 
 
Que en virtud de las inquietudes planteadas a este Organismo con relación al régimen, y 
atendiendo a la especificidad que requiere la correcta registración de determinados contratos, 
razones de buena administración tributaria aconsejan extender el plazo excepcional a que se 
refiere el párrafo precedente de este Considerando, a fin de facilitar el cumplimiento de los 
deberes fiscales de los contribuyentes y/o responsables. 
 
Que, por otra parte, corresponde precisar que quedan comprendidas en la obligación de 
registración prevista en la Resolución General Nº 4.933, las renovaciones de aquellos contratos 
celebrados o instrumentados con anterioridad al día 1 de julio de 2020 y que continúen vigentes al 
día 1 de marzo de 2021. 
 
Que han tomado la intervención que les compete la Dirección de Legislación y las Subdirecciones 
Generales de Asuntos Jurídicos, Fiscalización, Servicios al Contribuyente y Sistemas y 
Telecomunicaciones. 
 
Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 16 de la Ley Nº 
27.551 y por el artículo 7° del Decreto N° 618 del 10 de julio de 1997, sus modificatorios y sus 
complementarios. 
 
Por ello, 
LA ADMINISTRADORA FEDERAL DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustituir el segundo párrafo del artículo 21 de la Resolución General Nº 4.933, por 
los siguientes: 
 
“Los contratos previstos en los incisos a), b) y c) del artículo 2º del Título I de la presente que se 
hubieran celebrado o renovado a partir del día 1 de julio de 2020, inclusive, y que continúen 
vigentes al día 1 de marzo de 2021, así como aquéllos que se celebren entre los días 1 de marzo de 
2021 y 15 de mayo de 2021, ambas fechas inclusive, podrán registrarse hasta el día 31 de mayo de 
2021, inclusive. 
Tratándose de los contratos comprendidos en el inciso d) del mencionado artículo 2° que se 
hubieran celebrado o renovado a partir del día 1 de julio de 2020, inclusive, y que continúen 
vigentes al día 1 de marzo de 2021, así como aquéllos que se celebren entre los días 1 de marzo de 



 

2021 y 30 de junio de 2021, ambas fechas inclusive, la registración podrá realizarse hasta el día 15 
de julio de 2021, inclusive.”. 
 
ARTÍCULO 2°.- El servicio “Registro de Locaciones de Inmuebles - RELI - CONTRIBUYENTE” para 
registrar los contratos celebrados por las operaciones económicas indicadas en el inciso d) del 
artículo 2° del Título I de la Resolución General N° 4.933, estará disponible en el sitio “web” 
Institucional desde el día 22 de junio de 2021. 
 
ARTÍCULO 3°.- Las disposiciones de esta resolución general entrarán en vigencia el día de su 
dictado. 
 
ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su publicación 
en el Boletín Oficial y archívese. 
Mercedes Marco del Pont 
e. 19/04/2021 N° 24005/21 v. 19/04/2021 
 

COMUNICACIÓN “B” 12059  
27/8/2020 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12059.pdf 
 

COMUNICACIÓN “A” 7096  
27/08/2020 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Circular 

mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
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RUNOR 1 - 1596 
Índice para Contratos de Locación (Ley 27.551) . 
Nos dirigimos a Uds. a los efectos de comunicarles que el Directorio de esta Institución 
aprobó el siguiente método de cálculo del Índice para Contratos de Locación (Ley 27.551): 
En el transcurso de cada mes, el Índice para Contratos de Locación (ICL) se construirá en base a la 
tasa media geométrica calculada sobre las variaciones, con igual ponderación, del índice de 
precios al consumidor con cobertura nacional publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos (INDEC) y de la remuneración imponible promedio de los trabajadores estables (RIPTE) 
publicada por la Secretaría de Seguridad Social. 
A partir del día 17 de cada mes y hasta el 16 del mes siguiente, ambas fechas inclusive, el ICL se 
actualizará de acuerdo con el factor diario (Ft) determinado como el siguiente: 
Ft = ((IPCj-2/IPCj-3) x 0,5 + (RIPTEj-2/RIPTEj-3) x 0,5) (1/k) donde: 
Ft = factor diario de actualización del Índice para Contratos de Locación (ICL). 
k = número de días correspondiente al mes en curso. 
j = mes en curso. 
IPCj-2 = valor del índice de precios al consumidor con cobertura nacional publicado por el INDEC, 
dos meses antes a aquél en que se determina el ICL. 
IPCj-3 = valor del índice de precios al consumidor con cobertura nacional publicado por el INDEC, 
tres meses antes a aquél en que se determina el ICL. 
RIPTEj-2 = valor de la remuneración imponible promedio de los trabajadores estables publicado 
por la Secretaría de Seguridad Social, dos meses antes a aquél en que se determina el ICL. 
RIPTEj-3 = valor de la remuneración imponible promedio de los trabajadores estables 
publicado por la Secretaría de Seguridad Social, tres meses antes a aquél en que se determina el 
ICL. 
En todos los casos, se tomarán los valores de ambos componentes al momento de elaboración del 
índice (si cambiaran luego de difundidos los valores del ICL, este último índice no se recalculará). 
De esta forma, el ICL se construirá mediante el siguiente cálculo: ICLt = Ft xICLt-1 
Siendo que el ICL en t-1 tendrá un valor de inicio de 1 correspondiente al día anterior al de entrada 
en vigencia del mismo. El ICL entrará en vigencia el 1 de julio de 2020. Desde el 1 al 16 de julio de 
2020, ambas fechas inclusive, el Índice de Contratos de Locación se construirá en base a la tasa 
media geométrica calculada sobre la variación del IPC y de la RIPTE de abril 2020 respecto a marzo 
2020. 
Dada una tabla de ICL diarios, cuando se proceda a computar el ajuste entre dos fechas (entre s y 
s+r), el factor a aplicar surgirá del cociente entre el coeficiente del día de actualización (s+r) y el 
coeficiente del día de inicio (s). 
Al respecto, les señalamos que mediante Comunicación “B”, esta Institución dará a conocer los 
valores del Índice para Contratos de Locación (Ley 27.551). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
Beatriz Biasone, Gerenta Principal de Subgerente General de 
Germán David Feldman, Estadísticas Investigaciones Económicas 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/A7096.pdf 
 

https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/A7096.pdf


 

COMUNICACIÓN “B” 12063  
16/9/2020 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12063.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12080  
16/10/2020 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12080.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12094  
16/11/2020 
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A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12094.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12106  
16/12/2020 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12106.pdf 

 
COMUNICACIÓN “B” 12119  
15/1/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 

mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
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Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12119.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12132 
 12/2/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Analista Coordinadora de Producción y Control de Información Estadística 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias A/C 
ANEXO 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de 
Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12132.pdf 
 
 

COMUNICACIÓN “B” 12142  

16/03/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 

mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
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Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
 
María Eugenia Zen, Jefa de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias  
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12142.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12155  
16/04/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Jefa de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias  
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12155.pdf 
 
 

COMUNICACIÓN “B” 12167  
14/05/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación - Ley 
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27.551 ("ICL"). 
 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos Adriana Paz 
Subgta. de Administración y Difusión de Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Series Estadísticas A/C 
 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12167.pdf 
 
 

COMUNICACIÓN “B” 12184  
16/06/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C  
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12184.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12198  
16/07/2021 
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A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C  
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12198.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12207 
 13/08/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C  
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12207.pdf 
 
 

COMUNICACIÓN “B” 12222  
16/09/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
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Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12207.pdf 
 
 

COMUNICACIÓN “B” 12237  
15/10/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia; Sbgta. de Administración y Difusión de  Series Estadísticas A/C  
Pazos Adriana Paz; Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12237.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12249  
16/11/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación - Ley 
27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia; Sbgta. de Administración y Difusión de  Series Estadísticas A/C  
Pazos Adriana Paz; Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Series EstadísticasToda la información disponible puede ser consultada accediendo a: 
www.bcra.gob.ar | Estadísticas | Monetarias yFinancieras | Cuadros estandarizados de series 
estadísticas | Tasas de interés y montos operados | Tasas de interés ycoeficientes de ajuste 

http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12207.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12237.pdf


 

establecidos por el BCRA | Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de 
datos:http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el 
año.Referenciasmetodológicas:http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.
pdf.Consultas:boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12249.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12260  
16/12/2021 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia; Sbgta. de Administración y Difusión de  Series Estadísticas A/C  
Pazos Adriana Paz; Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12260.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12277  
14/01/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen, Jefa de Administración y Difusión de Series Estadísticas A/C 
Adriana Paz , Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 

http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12249.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12260.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar


 

https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12277.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12289 
 16/02/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación - Ley 
27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias  
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12289.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12303  

16/03/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12303.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12313 

https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12277.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12289.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/comytexord/B12303.pdf


 

13/04/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Eugenia Zen,  Jefa de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas  
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12313.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12331  
16/05/2022 A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para 
Contratos de Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos; Sbge. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Adriana Paz; Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12331.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12341 
15/06/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 

mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12313.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12331.pdf


 

Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sbgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12341.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12377  
16/08/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Sgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: ¡Error! Referencia de 
hipervínculo no válida. | Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de 
series estadísticas | Tasas de interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste 
establecidos por el BCRA | Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
¡Error! Referencia de hipervínculo no válida., donde aaaa indica el año. Referencias 
metodológicas: ¡Error! Referencia de hipervínculo no válida.. Consultas: ¡Error! Referencia de 
hipervínculo no válida. 
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12377.pdf 
 

COMUNICACIÓN “B” 12393  
16/09/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia, Sbta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Pazos Adriana Paz, Gerenta de Estadisticas Monetarias 

mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12341.pdf
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12377.pdf


 

Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12393.pdf 

COMUNICACIÓN “B” 12405  
14/10/2022 
A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 
Ref.: Índice para Contratos de Locación – Ley 27.551 ("ICL"). 
Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores diarios del Índice para Contratos de 
Locación (ICL). 
Saludamos a Uds. atentamente. 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
María Cecilia Pazos, Subgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas 
Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas Monetarias 
Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar | 
Estadísticas | Monetarias y Financieras | Cuadros estandarizados de series estadísticas | Tasas de 
interés y montos operados | Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA | 
Índice para Contratos de Locación (ICL), serie diaria Archivos de datos: 
http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/iclaaaa.xls, donde aaaa indica el año. 
Referencias metodológicas: http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/bolmetes.pdf. 
Consultas: boletin.estad@bcra.gob.ar 
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12405.pdf 
 

mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12393.pdf
mailto:boletin.estad@bcra.gob.ar
https://www.bcra.gob.ar/Pdfs/comytexord/B12405.pdf

